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Prólogo 

Los últimos debates sostenidos en el seno de la comunidad internacional se han centrado en el reto 
de la inseguridad y los conflictos como barreras que impiden el desarrollo político, económico y so- 
cial. Si ios estados tienen que crear las condiciones que les permitan salir de una espiral en la que la 
inseguridad, la delincuencia y el subdesarrollo se refuerzan mutuamente, han de abordar simultánea- 
mente las dimensiones socioeconómicas y de seguridad. 

El concepto tradicional de seguridad está siendo redefinido para incluir no sólo la estabilidad del 
Estado y la seguridad de las naciones, sino también un enfoque claro sobre la seguridad y el bienestar 
de sus poblaciones. Reconocer que el desarrollo y la seguridad están inextricablemente relacionados 
permite que los países socios consideren la seguridad como una política pública y la gobernanza 
como una cuestión que suscita en la población un mayor análisis. Un sistema de seguridad dirigido 
de forma democrática, transparente y eficaz, ayuda a reducir el riesgo de conflicto, creando por lo 
tanto un ambiente favorable para el desarrollo. Éste fue un tema central de las Directrices del CAD 
sobre reforma dei sistema de seguridad y gobernanza 2004 (2004 DAC Guidelines on Security System 
Reform and Governance). Estas directrices no sólo han proporcionado a los donantes nuevas indica- 
ciones e interpretación de los nexos seguridad-desarrollo, sino que les han planteado tener en cuenta 
el modo en el que sus programas son diseñados, ejecutados y evaluados, y cómo pueden utilizar de 
mejor manera los recursos procedentes de las agencias gubernamentales para apoyar los procesos 
de reforma del sistema de seguridad. 

La reforma del sistema de seguridad se ha convertido en un componente esencial de los esfuerzos 
para superar la fragilidad y los conflictos en una serie de países, desde Sierra Leona hasta las Islas 
Salomón. Para los donantes, el reto reside en cómo asegurar su apoyo a los procesos de reforma 
que son sostenibles; respaldar la reducción de la pobreza mediante una mejora de la prestación de 
servicios; y contribuir a desarrollar sistemas de seguridad y de justicia, eficaces y responsables. El 
Manual del CAD/OCDE sobre la reforma del sistema de seguridad: apoyo a la seguridad y la justicia 
proporciona las orientaciones para llevar a la práctica las directrices elaboradas por el CAD para 
reformar el sistema de seguridad y reducir la distancia entre la política y la práctica. El Manual está 
dirigido al personal del desarrollo, de la seguridad, del Estado de derecho y de la diplomacia, a los 
profesionales en misiones sobre el terreno y a los que se ocupan de las cuestiones políticas y de 
las estrategias en las sedes centrales. El documento se basa en la experiencia recogida tanto en los 
países que han llevado a cabo reformas de la seguridad y de la justicia, como en trabajo realizado en 
la última década por la comunidad internacional apoyando la prevención de conflictos y la construc- 
ción de la paz. 

La finalidad del manual es garantizar que el apoyo de los donantes a los programas de reforma del 
sistema de seguridad sea eficaz y sostenible. La labor del CAD ha proporcionado una plataforma 
desde la cual llegar a los actores implicados en los sistemas de seguridad y a los países socios. En 
particular, hay un reconocimiento creciente de que los principios de la gobernanza del CAD para la 
reforma del sistema de seguridad pueden ayudar a formular las aportaciones técnicas facilitadas por 
las comunidades de la política de la seguridad y de la diplomacia. Este enfoque proporciona un marco 
de mayor coordinación e infegración de las políticas y de las prácticas de desarrollo, de seguridad 
y de justicia. Se propone que el apoyo de la comunidad internacional a la reforma del sistema de 
seguridad tenga más efecto, que su impacto sea más sostenible y que su visión esté más acorde con 
las necesidades de las personas. 


Secretario General de la OCDE 




Presidente del CAD 
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Glosario 

Reforma del sistema de seguridad 

Las Directrices sobre la reforma del sistema de seguridad y la gobernanza del CAD-OCDE acordadas por 
los Ministros en el año 2004 definen el sistema de seguridad como aquél en el que se integran: el núcleo de 
los actores de la seguridad {v.g. fuerzas armadas, policía, gendarmería, servicios de protección de fronteras, 
aduanas e inmigración y servicios de inteligencia y seguridad): la gestión de la seguridad y los cuerpos de 
supervisión (v.g. ministerios de defensa e interior, cuerpos de gestión económica y comisiones de defensa de 
la población); instituciones de justicia y encargadas de imponer el cumplimiento de la ley (v.g. poder judicial, 
penitenciario, fiscal, sistemas de de justicia tradicional); y las fuerzas de seguridad no oficiales (v.g. empresas 
privadas de seguridad, ejércitos de la guerrilla, y milicias privadas). 

Esta definición se acepta internacionalmente por lo que en este manual tanto “sistema de seguridad” como 
“reforma del sistema de seguridad” hacen referencia a esa amplia variedad de instituciones de la seguridad 
y de la justicia. Estos términos también denotan actividades a veces relacionadas con los actores interna- 
cionales como “reforma del sector de la seguridad”, “reforma de los sectores de la seguridad y la justicia” y 
“Estado de derecho”. La OCDE/CAD entiende que el “sistema de seguridad” engloba a diversos sectores, 
tratados todos ellos en la Sección 7. 

Bajo ningún concepto hay que entender que esta definición implique que la justicia está subordinada a la 
seguridad. Para reforzar este punto los términos “reformado la justicia y de la seguridad”, “profesionales que 
prestan los servicios de justicia y seguridad”, “prestación del servicio de justicia y seguridad” y “desarrollo 
de la justicia y de la seguridad” son utilizados a menudo a lo largo del texto en lugar de “sistema de seguri- 
dad” o de “reforma del sistema de seguridad”. 

Control de armas pequeñas 

En función de los fines que persigue este manual, se considera que el control de armas ligeras comporta: 

• El desarrollo de leyes, normas y procedimientos administrativos para ejercer un control eficaz sobre la 
producción, exportación, importación y tránsito de armas pequeñas y ligeras. 

• El desarrollo de estructuras internacionales que permitan el asesoramiento político, la investigación y el 
seguimiento. 

• Programas para mejorar la gestión y la seguridad de los arsenales de armas pequeñas y ligeras, así como 
de su munición y la de los explosivos, especialmente aquellos que son propiedad de la policía, del ejército 
y de las fuerzas autorizadas por el Estado. 

• Destrucción de armas pequeñas y ligeras, así como de la munición y de los explosivos que se considere 
que sobrepasan los requerimientos de la seguridad nacional. 

• Campañas de concienciación pública, recogida y programas de destrucción de las armas pequeñas y 
ligeras. 

• Promoción de la cooperación regional y subregional e intercambio de información para prevenir, combatir 
y erradicar el comercio ilícito de armas pequeñas y ligeras en las fronteras. 
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Comité de Ayuda al Desarrollo de la OCDE 

La OCDE ha creado una serie de comités especializados para alcanzar los fines que se propone. Uno de ellos 
es el Comité de Ayuda al Desarrollo (CAD), cuyos miembros han acordado asegurar el volumen total de los 
recursos puestos a disposición de ios países en desarrollo y mejorar su eficacia. Con este fin, los miembros 
del CAD revisan periódicamente tanto la cantidad como la naturaleza de sus contribuciones a los programas 
de ayuda, bilaterales y multilaterales, y realizan consultas entre ellos sobre los aspectos relevantes de sus 
políticas de ayuda al desarrollo. 

Los países miembros del Comité de Ayuda al Desarrollo (CAD) son Alemania, Australia, Austria, Bélgica, 
Canadá, Dinamarca, los Estados Unidos, España, Finlandia, Grecia, Irlanda, Italia, Japón, Luxemburgo, 
Noruega, Nueva Zelanda, los Países Bajos, Portugal, el Reino Unido, Suecia, Suiza, y la Comisión de las 
Comunidades Europeas. 

Para mayor información: www.oecd.org/dac 


Mejora de la cooperación internacional en los conflictos, la paz y la seguridad 

La Red de trabajo del CAD-OCDE sobre Conflictos, Paz y Cooperación para el Desarrollo (CPCD) - 
www.oecd.org/dac/conflict - es el foro internacional que reúne a expertos en prevención de conflictos y 
construcción de la paz de los gobiernos donantes de la OCDE, de la Comisión Europea, de las Naciones 
Unidas, del Banco Mundial y del Fondo Monetario Internacional. 

A través del CPCD, los miembros del CAD siguen incrementando y mejorando sus esfuerzos para ayudar 
en los países proclives o amenazados por conflictos a establecer estructuras y mecanismos para gestionar 
el cambio y el conflicto político por medios democráticos y pacíficos. Su objetivo común es desarrollar y 
promover las buenas prácticas ayudando a prevenir y a reaccionar ante el estallido y la reaparición de con- 
flictos violentos, o a hacerles frente. La Red de trabajo centra actualmente su labor en: el apoyo a programas 
de ayuda de los donantes a la reforma del sistema de seguridad; la orientación para la evaluación de los 
programas de construcción de la paz y de prevención de conflictos; la violencia armada y la reducción de 
la pobreza, así como la formación en conflictos, paz y seguridad tanto de los países socios como de los 
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DECLARACIÓN MINISTERIAL 

COMPROMISOS OPERATIVOS Y POLÍTICOS FUNDAMENTALES A PARTIR DEL MARCO DE 
EJECUCIÓN DE LA REFORMA DEL SISTEMA DE SEGURIDAD' (IF-SSR): 


Firmado por los Ministros de Cooperación ai Desarrollo de ¡a OCDE y por los Jefes de Agencia, el 4 de 

abril de 2007 en París 

La finalidad del Marco de Ejecución de la Reforma del Sistema de Seguridad (IF-SSR) es garantizar que el apoyo 
de los donantes a los programas de reforma del sistema de seguridad sea eficaz y sostenible. El trabajo realizado 
por el CAD ha proporcionado una plataforma desde la cual llegar a agentes no vinculados con el desarrollo y a 
los países socios. En particular, se ha logrado un reconocimiento creciente de que los principios de la gobernanza 
del CAD para la reforma del sistema de seguridad pueden ayudar a estructurar las “más difíciles” aportaciones 
técnicas de los ámbitos de la diplomacia y de la seguridad. Este enfoque permite a los países afrontai' los diversos 
retos que les plantean las cuestiones relacionadas con la seguridad mediante la integración de políticas y prácti- 
cas de desarrollo y de seguridad. Los mensajes más importantes indican que el apoyo internacional a la reforma 
del sistema de seguridad es más eficaz cuando los programas de los donantes cumplen con las siguientes buenas 
prácticas: 

Construir el entendimiento, el diálogo y la voluntad política 

1 . Los donantes deben comprometerse con la reforma del sistema de seguridad persiguiendo tres 
objetivos generales fundamentales: i) la mejora de la prestación de los servicios de lajusticiay de la seguridad; 
ii) el establecimiento de un sistema de gobernanza, de control y de responsabilidad eficaz; iii) el desarrollo 
de un liderazgo y de una “apropiación” locales del proceso de reforma que permitan revisar la capacidad y 
las necesidades técnicas del sistema de seguridad. 

2. Las aportaciones técnicas a la reforma del sistema de seguridad se deben prestar y coordinar en el 
marco de una noción clara de la naturaleza política de la reforma del sistema de seguridad, de las 
posibilidades y de las limitaciones institucionales que comporta. Esta es la base sobre la que diferentes 
ámbitos políticos (desarrollo, gobernanza, diplomacia y seguridad) pueden trabajar conjuntamente de forma 
eficaz y coherente. Un factor esencial para alcanzar el diálogo sobre actuaciones relacionadas con esta 
reforma de la seguridad y Injusticia y con la gobernanza es que los agentes no vinculados con la seguridad 
comprendan la reforma del sistema de seguridad. 

3. El terreno político debe ser preparado en los países socios y las inversiones anticipadas deben ser 
hechas tras un análisis apropiado. Anteriormente los programas se basaban en valoraciones insuficientes 
y con frecuencia eran de naturaleza excesivamente técnica. Hay que lograr el equilibrio entre el apoyo para 
proporcionar resultados rápidos y medidas que generen confianza por un lado, y tomarse el tiempo necesario 
para comprender cada contexto particular a través de los análisis y las evaluaciones pertinentes, por el otro. 

Evaluación 

4. Las herramientas de evaluación deben informar el diseño de programas realistas y enfocados que 

puedan ofrecer contribuciones significativas para apoyar a los países socios a hacer frente a las necesidades 
de seguridad y de justicia de todos los ciudadanos. Llevar a cabo evaluaciones conjuntas tanto entre los 
distintos gobiernos de la OCDE como entre los diferentes departamentos dentro de cada Gobierno, es el 
modo de asegurar un apoyo efectivo de los donantes al proceso de la RSS. Un análisis compartido contribuirá 
a un entendimiento de los problemas y de los objetivos comunes. Herramientas tales como E¡ poder y ¡os 
gestores del análisis del cambio y el Análisis estratégico de ¡os conflictos (= Power and Drivers of Change 
Análisis and Strategic Conflict Análisis) pueden revelar las causas fundamentales de los conflictos violentos y 
de los problemas de los sistemas de seguridad. El Marco de Ejecución de la Reforma del Sistema de Seguridad 
proporciona una serie de herramientas de evaluación que contemplan: el análisis político, el contexto de la 
seguridad; el desarrollo de la capacidad y la gobernanza; y las necesidades de seguridad y de justicia de la 
población. El Marco de Ejecución de la Reforma del Sistema de Seguridad subraya la necesidad de evaluar 
tanto las limitaciones de la capacidad (competencia técnica) como las lagunas (calidad de la gobernanza) 
en el seno de las instituciones de la seguridad. 
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Diseño del programa 

5. Los programas tienen que ser diseñados para ayudar a identificar a los gestores locales de la 
reforma y tienen que ser flexibles para apoyar la apropiación local a medida que ésta vaya surgiendo. 

El proceso de identificación y de promoción de la apropiación exige una atención continua, y no se puede 
suponer que ésta se va a detectar con facilidad o coherencia en el momento en el que los agentes internaciona- 
les empiecen a comprometerse. Se necesita flexibilidad para dar respuesta a las trayectorias y a las tenden- 
cias de la apropiación, diferenciadas entre las organizaciones del sistema de seguridad y los beneficiarios, 
tanto estatales como no estatales, y en el tiempo. Los donantes necesitan a toda costa evitar la tentación de 
apoyar iniciativas de abastecimiento dirigidas. En resumidas cuentas, las reformas que no sean desarrolladas 
y dirigidas por actores locales difícilmente se ejecutarán de forma adecuada y sostenible. 

6. La comunidad internacional debe apoyar a los países socios a liderar procesos de reforma del sistema 
de seguridad como punto de partida para las reformas sostenibles. Pero, dado que la apropiación y el lide- 
razgo nunca son monolíticos y no siempre son fáciles de determinar, hay que dar prioridad a las ocasiones que 
se presenten para promover coaliciones para el cambio de las distintas partes. 

7. Los donantes deben trabajar con los socios para garantizar que las iniciativas para apoyar la 
prestación de los servicios de seguridad y de justicia sean sensibles al conflicto y económicamente, institu- 
cionalmente y culturalmente sostenibles. La sostenibilidad es un elemento clave en el diseño y en la 
prestación de los servicios de seguridad y de justicia. 

8. Los programas de reforma del sistema de seguridad deben plantear un enfoque de varios niveles 
o con las distintas partes interesadas. Esto ayuda a dirigir la ayuda del donante a aquellas fuentes, actores 
estatales y no estatales a la vez, en los múltiples aspectos por los que discurre la prestación cotidiana de di- 
chos servicios. Una estrategia que abarca diversos niveles responde a las necesidades a corto plazo de 
prestación de servicios de seguridad y de justicia mejoradas, a la vez que incorpora las necesidades a medio 
plazo que plantea la capacidad del Estado. 

Ejecución del programa 

9. La comunidad internacional necesita avanzar desde los proyectos ad hoc, a menudo a corto plazo, 
hacia compromisos más estratégicos. El enfoque de gobemanza de la reforma del sistema de seguridad 
ofrece el marco estratégico necesario para coordinar las aportaciones técnicas de los gobiernos donantes. 
Para que sea eficaz y estratégica, la perspectiva del conjunto del Gobierno se debe construir sobre el 
entendimiento compartido y el respeto de los distintos mandatos, aptitudes y competencias de los ámbitos de 
la seguridad, del desarrollo y de la diplomacia. La transparencia respecto a los objetivos, las asignaciones y 
las operaciones fomentan estrategias coherentes. 

10. Los donantes deben esforzarse en desarrollar capacidades específicas del Gobierno en su conjunto 
para apoyar la reforma del sistema de seguridad. Los equipos integrados que reúnan la experiencia 
técnica necesaria con la capacidad política, de gestión del cambio, de gestión de programas y de comunicación 
es fundamental. La formación de todos los estamentos del gobierno es necesaria para posibilitar a aquellos 
involucrados en el apoyo a la RSS un entendimiento estratégico, político y técnicos de la reforma del 
sistema de seguridad. 

11. Los objetivos de la reforma del sistema de seguridad deben centrarse en los resultados finales de 
los servicios básicos de seguridad y de justicia. Los datos que demuestran que en el África subsahariana al 
menos el 80% de los servicios de justicia son prestados por fuentes no estatales debe llevar a los donantes 
a tomar un enfoque equilibrado para apoyar la provisión de servicios de seguridad y de justicia tanto estatales 
como no estatales. Los programas que son restringidos a determinadas instituciones, sean estatales o no, 
en los que alguna de ellas quede excluida, es poco probable que sean eficaces. 

1 2. La comunidad internacional debe utilizar instrumentos y enfoques apropiados para cada contexto, 

y debe construir el apoyo entre los servicios del sistema de justicia y de seguridad para garantizar un enfoque 
más estratégico de la RSS. Entre las opciones posibles se cuentan: 
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1. Un enfoque dirigido a la solución del problema, lo que supone centrarse en un problema de seguridad 
o de justicia (por ejemplo, el crimen) como punto de partida que ponga en movimiento un compromiso 
más amplio del sistema. 

2. Un enfoque institucional, donde ya existen iniciativas a favor de la refonna a nivel institucional que 
pueda ser objeto de apoyo (por ejemplo, revisiones del sistema de seguridad iniciadas por el Gobierno). 

3. Un enfoque progresivo para las situaciones post-conflicto que se centre en el entendimiento y, cuando 
sea posible, en el que se integren la estabilización (“asegurando la paz”) y los objetivos orientados hacia 
el desarrollo. 

4. Los proyectos y programas de las partes interesadas acometidos son elementos fundamentales para la 
reforma del sistema de seguridad, pero los programas de apoyo presupuestario de los donantes ofrecen 
grandes oportunidades de contemplar los aspectos financieros del sector de la seguridad. 

Armonización de los donantes y planificación conjunta 

13. La comunidad internacional necesita alinear su apoyo con los marcos de incentivos dominantes y 
los gestores del cambio. A pesar de que una de las conclusiones principales del informe del Banco 
Mundial 2002 “La voces de los pobres” (“Volees of the Poor”) fue constatar que la primera preocupación 
de los pobres era la seguridad, son cuestiones que pocas veces se toman en cuenta en el desarrollo de las 
Estrategias de Reducción de la Pobreza. La inclusión de la seguridad y de la justicia en los planes de desarrollo 
nacionales reforzará los incentivos proporcionados por los acuerdos de paz, así como los que otorgan la 
OTAN, la OSCE y otras organizaciones regionales. Habría que incluir la reforma del sistema de seguridad 
en otros marcos tales como Matrices de los Resultados de Transición (TRMs), Análisis de las Necesidades 
Post-conflicto (PCAN) y cualquier Marco de Planificación de la Misión Integrada de Naciones Unidas. 

14. La reforma del sistema de seguridad debe ser contemplada como una parte esencial del proceso 
de planificación de las situaciones post-conflicto urgentes y de las operaciones de apoyo a la paz. Esto 
ayudará a evitar un enfoque descoordinado con el compromiso post-conflicto y dará de entrada un com- 
promiso más estratégico que incluya una estrategia global para lograr una paz sostenible. Es fundamental 
incluir la reforma del sistema de seguridad en la planificación estratégica de las operaciones de apoyo a la 
paz. 

Selección del punto de partida correcto que lleve a reformas más amplias dentro de los sistemas 

15. El Marco de Ejecución de la Reforma del Sistema de Seguridad se debe utilizar para ayudar a 
colocar que se realicen de los subsectores dentro del contexto de las necesidades del sistema en su 
conjunto. La orientación de los subsectores proporcionada en el Marco de Ejecución de la Reforma del Sistema 
de Seguridad contempla las vías para relacionar las reformas con el resto del sistema, cómo acometer las refor- 
mas, los puntos de partida posibles para la reforma, cuestiones del diseño del programa concretas, los retos 
comunes y las características particulares de la RSS en el post-conflicto. Los subsectores contemplados 
ieluyen: i) vigilancia y responsabilidad civil; ii) reforma de la defensa; iii) reforma de los servicios de inteli- 
gencia y de seguridad; iv) gestión de fronteras; v) mantenimiento del orden público; vi) reforma de la Justicia 
(judicial y legal); vii) sistemas penitenciarios; viii) empresas de seguridad y ejércitos privados; y ix) sociedad 
civil. 

Impacto y evaluación 

16. Es necesario traducir los principios fundamentales acordados en las Directrices del CAD sobre 
la reforma del sistema de seguridad, 2004 en indicadores de evaluación. Centrarse en los resultados de 
un programa requiere una evaluación de los objetivos estratégicos, del impacto y no sólo de los resultados 
del proyecto. 


1 El Marco de Ejecución de la Reforma del Sistema de Seguridad fue un proceso de dos años de duración para reunieron las enseñanzas recibidas y las buenas prácticas 
sobre la reforma del sistema de seguridad. Este manual es el resultado principal de dicho proceso. 
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RESUMEN EJECUTIVO 

El nexo entre la seguridad y el desarrollo 

La seguridad es fundamental para garantizar los medios de vida de las personas, para reducir la 
pobreza y para alcanzar los Objetivos de Desarrollo del M ilenio. Está relacionada con la seguridad de 
las personas y del Estado, con el acceso a los servicios sociales y a los procesos políticos. Es una 
responsabilidad primordial del Gobierno, necesaria para el desarrollo económico y social y vital para 
la protección de los derechos humanos. 

La seguridad es importante para los pobres y otros grupos vulnerables, especialmente las mu- 
jeres y los niños ya que una mala actuación policial, la debilidad del sistema penal y judicial, los 
militares corruptos, implican un sufrimiento desmesurado por la delincuencia, la inseguridad y el 
miedo. Por consiguiente, tendrán menos posibilidades de acceso a los servicios del Gobierno, 
de invertir en la mejora de su propios futuros y de escapar de la pobreza. 

Las Directrices del CAD sobre la reforma del sistema de seguridad y la 
gobernanza, 2005 

La reciente labor realizada por la Red de trabajo del CAD sobre Conflictos, Paz y Cooperación al 
Desarrollo (Reforma del sistema de seguridad y gobernanza: políticas y buenas prácticas) se ha 
centrado en el papel positivo que la reforma integrada del sistema de seguridad de un país puede 
desempeñar en la estabilización de los estados frágiles, de los proclives a los conflictos o afectados 
por éstos. El concepto tradicional de seguridad está siendo redefinido de modo que comprenda 
no sólo la estabilidad de los Estados y la seguridad de las naciones sino también, la seguridad y el 
bienestar de la población. El reconocimiento de que el desarrollo y la seguridad están estrechamente 
relacionados, está permitiendo que los países socios la consideren como una política pública y una 
cuestión de gobernanza, favoreciendo un mayor escrutinio público de la política de seguridad. Un 
sistema de seguridad eficaz, administrado democráticamente y responsable contribuye a reducir el 
riesgo de conflicto, creando por lo tanto, un entorno propicio para el desarrollo. Las Directrices Políti- 
cas sobre la reforma del sistema de seguridad elaboradas por el CAD, 2005 (= The DAC’s 2005 Policy 
Guidance on Security System Reform) abarcan tres retos interrelacionados a los que se enfrentan 
todos los Estados: (1) el desarrollo de un marco institucional transparente que integre las políticas de 
seguridad y desarrollo y que incluya a todos actores competentes; (2) el fortalecimiento de la gober- 
nanza de las instituciones encargadas de la seguridad; y (3) el desarrollo de fuerzas de seguridad 
competentes y profesionales responsables ante las autoridades civiles. 

La reforma del sistema de seguridad se ha convertido en un componente esencial de los esfuerzos 
dirigidos a superar la fragilidad y los conflictos en una serie de países, desde Sierra Leona a las Islas 
Salomón. Para los donantes, el reto consiste en cómo: asegurar su apoyo a los procesos de reforma 
sostenibles; respaldar la reducción de la pobreza mediante la mejora de la prestación de servicios; y 
ayudar a desarrollar sistemas de seguridad y justicia eficaces y responsables en los países socios 


Las Directrices del CAD sobre la reforma del sistema de seguridad y la gobernanza, 2005 (= The 
2005 DAC Guidelines on Security System Reform and Governance) no sólo ofrecen a los donantes 
una nueva orientación y entendimiento sobre el nexo entre seguridad y desarrollo, sino que también 
les conduce a cuestionarse cómo han sido diseñados, ejecutados y evaluados sus programas. Las 
directrices han tenido un importante impacto en el desarrollo de las políticas y en asegurar un 
enfoque del desarrollo en la reforma del sistema de seguridad y en la gobernanza. Pero todavía 
queda mucho que hacer para que se produzcan cambios en las prácticas y en el comportamiento en 
el ámbito del desarrollo. 
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Salvar la capacidad en la ejecución de la reforma del sistema de segu- 
ridad 


Aunque la reforma del sistema de seguridad es un concepto relativamente nuevo, ya se ha realizado 
un importante trabajo y se han aprendido lecciones durante esta última década en diversos sectores 
de la seguridad y de la justicia. Pero quedan pendientes los siguientes retos: 

Falta de una estrategia coherente para la RSS 

El principal problema al que hacen frente los donantes es la falta de una estrategia coherente para 
apoyar la RSS, una estrategia que abarque los diferentes recursos de los que dispone el Gobierno. 
Los donantes siguen aplicando un enfoque ad hoc a la RSS, examinando los diferentes sectores 
aisladamente y no como un sistema interrelacionado. Por ejemplo, los donantes siguen financiando 
programas de formación individuales para policías sin tener en cuenta cómo encaja la formación en 
el conjunto del sistema educativo o de qué manera la formación sobre gestión de la delincuencia 
necesita ser entendida en función de la cooperación necesaria con la policía y la fiscalía. Con- 
juntamente, los donantes necesitan tener en cuenta el sistema como un todo, tener un entendi- 
miento compartido de la RSS, y trabajar colectivamente para proporcionar un apoyo coherente y 
coordinado a los países socios. El fondo de la cuestión reside en establecer resultados compartidos 
y claros para las iniciativas en materia de seguridad y de justicia y para las estrategias integradas. 
Lo ideal sería que se informara de tales estrategias a través de una evaluación común en el seno del 
Gobierno. 

El segundo gran problema al que hacen frente los gobiernos donantes es la falta de capacidad para 
apoyar la RSS. Los actores bilaterales y multilaterales, para ejecutar sus programas dependen de la 
policía, del ejército, y de la administración penitenciaria y judicial. Si bien los funcionarios en activo 
tienen experiencia en sus respectivos ámbitos, es necesaria mayor orientación para lograr un mayor 
entendimiento de: (i) la naturaleza contextual y de las reformas de la seguridad; y (ii) de la necesidad 
de garantizar conexiones de la reforma dentro del sistema. Además, muchos de ellos nunca se han 
visto involucrados en un proceso de reforma y podrían precisar orientación específica sobre los pun- 
tos de partida, el diseño del programa y la gestión del programa de reforma del sistema de seguridad. 
También encontramos el problema que plantea el número limitado de funcionarios disponibles y la 
capacidad de los gobiernos donantes para desplegar a dichos funcionarios en misiones de reforma 
del sistema de seguridad cuando su labor es necesaria para garantizar los servicios de seguridad y 
de justicia en sus lugares de origen. Esto subraya la importancia de comprometerse activamente con 
el sector privado en estas cuestiones, a medida que, para llevar a cabo la ejecución de programas 
de reforma del sistema de seguridad, se va contratando un número cada vez mayor de proveedores 
externos entre los que se cuentan ONG, empresas de consultoría y, en casos determinados, PMCs 
(Empresas militares privadas) o PSCs. 

El reconocimiento de que la reforma del sistema de seguridad no consiste solamente en aumentar la 
capacidad operativa sino también en mejorar el suministro de servicios, la gobernanza y la respon- 
sabilidad, pone de manifiesto la necesidad de contar con otras capacidades tales como el entendi- 
miento de la reforma institucional, de la gestión del cambio, de la gestión económica, de la planificación 
estratégica, de los recursos humanos y la formación. Aunque es necesario desarrollar capacidades 
a nivel estratégico para gestionar los programas de apoyo a la reforma del sistema de seguridad, los 
gobiernos donantes tienen otro reto al que hacer frente como es el de asegurar que las capacidades 
necesarias (procedentes tanto del Gobierno como de fuentes externas) estén disponibles y sean 
desplegadas en el momento adecuado. 

Otro importante desafío es el de facilitar la apropiación local. A menudo, los gobiernos socios care- 
cen de la capacidad suficiente para evaluar, diseñar y ejecutar los procesos de reforma. En demo- 
cracias nuevas y emergentes, es frecuente la ausencia de cargos civiles y la escasa capacidad civil 
para dirigir la elaboración de las políticas estratégicas nacionales, su planificación o los procesos 
presupuestarios. El resultado de esta carencia es que la elaboración de las políticas en el ámbito de la 
seguridad tiene que estar dirigida por cuerpos de personal uniformado cuya capacidad también suele 
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ser muy limitada, los cuales pueden llevar a que la seguridad se perciba como un asunto propio del 
Estado más que una cuestión centrada en la sociedad. Invertir en apoyar tales capacidades y en pro- 
porcionar la formación para realizar análisis estratégicos, la formulación de políticas, la planificación 
estratégica, el diseño organizativo, la gestión del cambio, la evaluación y preparar los presupuestos 
son las prioridades más importantes. 

Necesidad de incrementar el control y la formación dentro del Gobierno 

Los funcionarios de ios programas, tanto sobre en el terreno como en las sedes centrales, se podrían 
beneficiar de un mejor entendimiento de las cuestiones técnicas y políticas relacionadas con la RSS. 
Dado que la ejecución de los programas de la RSS se está subcontratando cada vez con mayor 
frecuencia a empresas privadas, los funcionarios de los programas necesitan conocer a fondo los 
procesos de la RSS y las necesidades de reforma en cada uno de los sectores de cara a garantizar 
un control efectivo de los subcontratistas y del desarrollo de una estrategia global de la RSS. 

Junto con la necesidad de desarrollar una estrategia exhaustiva sobre la RSS dentro del Gobierno, 
es necesario asegurar que ésta esté respaldada por una formación suficiente y por mecanismos 
del Gobierno en su conjunto que permitan un enfoque coherente de la política, de la planificación 
y del despliegue. El CAD está desarrollando módulos de formación para apoyar la divulgación de 
este manual y está animando a sus miembros a examinar su capacidad y su coherencia dentro del 
Gobierno. 

A medida que la comunidad internacional pasa de un enfoque de ejecución diseñado en torno a 
proyectos ad hoc centrándose en determinados aspectos de las reformas sectoriales, por ejemplo la 
formación de la policía, hacia una visión más estratégica de los vínculos existentes dentro del sistema 
de seguridad entre los diversos sectores del sistema de seguridad, es necesario que se produzcan 
cambios en la práctica. De igual modo, es preciso que haya un cambio en la manera en cómo la 
comunidad internacional evalúa las acciones de apoyo a la reforma del sistema de seguridad, lejos 
de centrarse en los resultados (número de policías, militares o parlamentarios formados) y prestar 
más atención al impacto de los programas y a si la seguridad y el acceso de los ciudadanos a la 
justicia han sido mejoradas. 

De la política a la práctica: Manual del CAD-OCDE sobre la reforma 
del 

sistema de seguridad 

Este manual proporciona la orientación para poner en práctica las directrices del CAD de la OCDE 
sobre la reforma del sistema de seguridad, y acorta la distancia existente entre la política y la prác- 
tica. El proceso para desarrollar este Manual es conocido como Marco de Ejecución de la Reforma 
del Sistema de Seguridad (IF-SSR). Este Manual constituye, por tanto, el principal resultado de dicho 
proceso y está dirigido a los agentes del desarrollo, de la seguridad, del Estado de derecho y de la 
diplomacia, expertos en el terreno, incluyendo al sector privado y a aquellos que trabajan en las cues- 
tiones políticas y de estrategia en las sedes centrales. En gran medida sigue el ciclo del programa 
de ayuda y contiene valiosos instrumentos para ayudar a fomentar el diálogo sobre temas de seguri- 
dad y de justicia y para apoyar los procesos de RSS durante las fases de evaluación, de diseño y de 
ejecución. También ofrece nuevas orientaciones sobre el seguimiento, la revisión y la evaluación de 
los programas de reforma del sistema de seguridad, y señala cómo asegurar una mayor coherencia 
entre los diferentes actores y departamentos comprometidos con la RSS. 

El Manuales el resultado de un proceso de consulta de dos años de duración- éste ha sido diseñado 
por y para los actores internacionales que trabajan para hacer frente a la inseguridad y para apoyar el 
acceso a la justicia. Este proceso ha reunido a la comunidad vinculada al desarrollo y a sus colegas 
de la seguridad y de la diplomacia para garantizar que el manual incorpore los conocimientos sobre 
la naturaleza política y técnica y la gobernanza de la RSS. El documento se basa en la experiencia 
recogida tanto en los países que han llevado a cabo reformas de la seguridad y de la justicia, como 
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del trabajo realizado en la última década por la comunidad internacional apoyando la prevención de 
conflictos y la construcción de la paz. 

La finalidad del manual es garantizar que el apoyo de los donantes a los programas de reforma del 
sistema de seguridad sea eficaz y sostenible. La labor del CAD ha proporcionado una plataforma 
desde la cual llegar a los actores implicados en los sistemas de seguridad y a los países socios. En 
particular, hay un reconocimiento creciente de que los principios de la gobernanza del CAD para la 
reforma del sistema de seguridad pueden ayudar a formular las aportaciones técnicas facilitadas 
por las comunidades de la política de la seguridad y de la diplomacia. Este enfoque proporciona un 
marco de mayor coordinación e integración de las políticas y de las prácticas de desarrollo, de segu- 
ridad y de justicia. Se propone que el apoyo de la comunidad internacional a la reforma del sistema 
de seguridad tenga más efecto, que su impacto sea más sostenible y que su visión esté más acorde 
con las necesidades de las personas. 

Respaldando esto, está el concepto de seguridad y de justicia como un bien público al que todos los 
ciudadanos tienen el derecho y del que el Estado es responsable de garantizar. 

Esto informa de la necesidad de entender la seguridad y la justicia como una cuestión de prestación 
de servicios que, de la misma forma que la salud y la educación, es de una importancia fundamental 
para apoyar el desarrollo sostenible y la reducción de la pobreza. 

A lo largo de este manual se utiliza con frecuencia la expresión “seguridad y justicia”. Refleja el 
reconocimiento cada vez mayor de que un enfoque de la reforma del sistema de seguridad centrado 
en la población requiere que el acceso a la justicia se coloque al frente de la agenda. La seguridad y 
la justicia no son lo mismo, y tampoco una está subordinada a la otra. Para promover un entorno en 
el que los individuos y las comunidades se sientan a salvo y seguros, en el que se respete el Estado 
de derecho y en el que pueda darse un desarrollo sostenido, es importante reconocer las conexiones 
y la relación de complementariedad entre la seguridad y la justicia. Este manual recomienda un 
enfoque por el que los resultados deseados y el contexto determinen la prioridad, la naturaleza y el 
alcance del programa. Expone que dirigirse a los retos a los que ya han hecho frente los ciudadanos 
para asi lograr la seguridad personal, la seguridad de la propiedad y el acceso a la justicia deberían 
ser factores determinantes en los que se base la evaluación del éxito o, dicho de otra forma, de 
apoyo de los donantes a los programas. Por tanto, es de suma importancia generar el interés, el 
entendimiento y el compromiso público con la reforma del sistema de seguridad. 

Los mensajes principales de este proceso indican que el apoyo internacional a la reforma del sistema 
de seguridad es más eficaz cuando los programas de los donantes se adhieren a las siguientes 
buenas prácticas: 

Emplear tiempo para la construcción del diálogo, del entendimiento y de voluntad política 

Es necesario fomentar en los países asociados un entorno político favorable y hacer un análisis 
anticipado de las inversiones, empleando para ello las primeras inversiones en la elaboración del 
análisis apropiado. Anteriormente, los programas se basaban en valoraciones insuficientes y con 
frecuencia han sido de naturaleza excesivamente técnica. Hay que lograr el equilibrio entre el apoyo 
para proporcionar resultados rápidos y medidas que generen confianza por un lado, y tomarse el 
tiempo necesario para comprender cada contexto particular a través de los análisis y las evalua- 
ciones pertinentes, por el otro. 

Los donantes deben comprometerse con la reforma del sistema de seguridad persiguiendo tres 
objetivos generales fundamentales: i) la mejora de la prestación de los servicios de la justicia y de 
la seguridad; II) el establecimiento de un sistema de gobernanza, de control y de responsabilidad 
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eficaz; iii) desarrollo de un liderazgo y de una “apropiación” locales del proceso de reforma que 
permifan revisar la capacidad y las necesidades técnicas del sistema de seguridad. 

Las aportaciones técnicas a la reforma del sistema de seguridad se deben prestar y coordinar en el 
marco de una noción clara de la naturaleza política de la reforma del sistema de seguridad y de las 
posibilidades y de las limitaciones institucionales que comporta. Ésta es la base sobre la que dife- 
rentes ámbitos políticos (desarrollo, gobernanza, diplomacia y seguridad) pueden trabajar conjunta- 
mente de forma eficaz y coherente. La construcción del entendimiento de la RSS entre los actores 
no vinculados a la seguridad en los países socios es esencial para fomentar el diálogo sobre las 
cuestiones de la reforma de la seguridad y de la justicia y la gobernanza. 

Enfoque estratégico de las evaluaciones de la RSS 

A medida que la comunidad internacional avanza desde los proyectos adfroc, a menudo a corto plazo, 
hacia compromisos más estratégicos, compromisos con la RSS a largo plazo, hay una necesidad de 
desarrollar enfoques globales más perfeccionados para llevar a cabo las evaluaciones. Las herramien- 
tas de evaluación deben informar el diseño de programas realistas y enfocados. La realización de 
análisis conjuntos, tanto entre los gobiernos bilaterales como dentro de ellos puede reportar claros ben- 
eficios a la hora de asegurar un apoyo eficaz por parte de los donantes a los procesos de reforma del 
sistema de seguridad. Es posible que los análisis compartidos proporcionen un entendimiento común 
de los problemas y objetivos comunes. Herramientas tales como el Poder y los gestores del análisis 
del cambio y el Análisis estratégico de los conflictos f= Power and Drivers of Change Analysis and 
Strategic Confllct Analysis) pueden revelar las causas fundamentales de los conflictos violentos y de 
los problemas de los sistemas de seguridad. Este manual proporciona una serie de herramientas de 
análisis que se aplican a distintos ámbitos entre los que se cuentan: la capacidad y la gobernanza en 
los sistemas de seguridad y de justicia; y las necesidades de la población respecto a esas mismas 
cuestiones, especialmente los pobres y los marginados. También señala la necesidad de evaluar 
tanto las limitaciones de la capacidad (competencia técnica), como las lagunas en la integridad 
(calidad de la gobernanza) dentro de las instituciones de seguridad y de justicia. 

Diseño de programas de apoyo a la RSS que fomenten la apropiación y el equilibrio de la capacidad 
y las necesidades de la gobernanza 

Las experiencias obtenidas al desarrollar programas de reforma del sistema de seguridad en distintos 
países manifiestan los beneficios que reporta establecer una fase de inicio en un programa de reforma 
del sistema de seguridad, es decir, una etapa en la que afrontar desafíos comunes, construir el apoyo 
y la capacidad, ganarse la credibilidad y demostrar relaciones y credibilidad basadas en la confianza 
mutua, examinar conjeturas, y asegurar los cimientos de un progreso a largo lazo. La fase de inicio 
permite a los donantes formar su propia noción del contexto político y de seguridad, para así centrar 
su apoyo y evaluar dónde tiene un valor añadido el apoyo del donante. Los programas necesitan 
ayudar a identificar a los gesfores locales de la reforma y ser flexibles a la hora de apoyar la 
apropiación local según aparezca. El proceso de identificación y de fomento de la apropiación 
requiere una atención continua, y no puede asumirse que la apropiación será fácilmente identificable 
o coherente en el momento en el que los actores internacionales comiencen a comprometerse. 
Se necesita flexibilidad para responder en el fiempo a las frayecforias y a las tendencias de la 
apropiación, diferenciada entre las organizaciones de sistema de seguridad y de los beneficiarios- 
tanto estatales como no estatales. Los donantes necesitan evitar a toda costa la tentación de apoyar 
iniciativas orientadas por la oferta. Lo primordial es que las reformas que no sean determinadas 
o dirigidas por los actores locales difícilmente serán ejecutadas de manera eficaz y sostenida. La 
comunidad internacional debe apoyar a los países socios a liderar procesos de reforma del sistema 
de seguridad como punto de partida para las reformas sostenibles. Pero, dado que la apropiación y 
el liderazgo nunca son monolíticos y no siempre son fáciles de determinar, hay que dar prioridad a las 
ocasiones que se presenten para promover coaliciones para el cambio de las distintas partes. 

Los donantes deben trabajar con los socios para garantizar que las iniciativas que apoyen la prestación 
de los servicios de seguridad y justicia respondan a la solución de conflictos y sean sostenibles en 
los aspectos económico, institucional y cultural. La sostenibilidad es un elemento esencial en la 
elaboración de programas y en la concesión de apoyo a la prestación de los servicios de seguridad 
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y justicia. 


Los donantes deben trabajar con los socios para garantizar que las iniciativas para apoyar la 
prestación de los servicios de seguridad y de justicia sea económica, institucional y culturalmente 
sostenible. La sostenibilldad es un elemento clave en el diseño y en la prestación de los servicios de 
seguridad y de justicia. 

Los programas de reforma del sistema de seguridad deben plantear la necesidad de un enfoque 
en varios niveles o con las distintas partes interesadas. Esto ayuda a dirigir la ayuda del donante 
a aquellas fuentes, actores estatales y no estatales a la vez, en los múltiples aspectos por los que 
discurre la prestación cotidiana de dichos servicios. Una estrategia que abarca diversos niveles 
responde a las necesidades a corto plazo de prestación de servicios de seguridad y de justicia 
mejoradas, a la vez que incorpora las necesidades a medio plazo que plantean la capacidad del 
Estado y las estructuras más importantes de la gobernanza. 

Fomentar los enfoques para la ejecución de la RSS del Gobierno en su conjunto 

Los donantes deben esforzarse en desarrollar las capacidades específicas del Gobierno en su 
conjunto para apoyar la reforma del sistema de seguridad. Los equipos integrados que reúnan la 
experiencia técnica con la capacidad política, de gestión del cambio, de gestión de programas y de 
comunicación necesaria son fundamentales. La formación de todos los estamentos del Gobierno es 
necesaria para posibilitar a aquellos involucrados en el apoyo a la RSS un entendimiento estratégico, 
político y técnico de la reforma del sistema de seguridad. 

Este manual ofrece el marco estratégico necesario para coordinar las aportaciones técnicas de los 
gobiernos donantes. Para que sea eficaz y estratégico, la perspectiva del Gobierno en su conjunto se 
debe construir sobre el entendimiento oompartido y el respeto de los distintos mandatos, aptitudes 
y competencias de los ámbitos de la seguridad, del desarrollo y de la diplomacia. La transparencia 
respecto a los objetivos, las asignaciones y las operaciones fomentan estrategias coherentes. 

Los objetivos de la reforma del sistema de seguridad deben centrarse en los resultados finales de 
los servicios básicos de seguridad y de justicia. Los datos que demuestran que en el África subsaha- 
riana al menos el 80% de los servicios de justicia son prestados por fuentes no estatales debe llevar 
a los donantes a tomar un enfoque equilibrado para apoyar la provisión de servicios de seguridad y 
de justicia tanto estatales como no estatales. Los programas que son restringidos a determinadas 
instituciones, sean estatales o no, en los que alguna de ellas quede excluida, es poco probable que 
sean eficaces. 

La comunidad internacional debe utilizar instrumentos y enfoques apropiados para cada contexto, 
y debe fomentar el apoyo entre los servicios del sistema de justicia y de seguridad para garantizar un 
enfoque más estratégico de la RSS. Entre las opciones posibles se cuentan: 

i. Un enfoque dirigido a la solución del problema, lo que supone centrarse en un problema 
de seguridad o justicia (por ejemplo, el crimen) como punto de partida que ponga en 
movimiento el compromiso de todo el sistema. 

li. Un enfoque institucional, donde ya existen iniciativas a favor de la reforma a nivel institu- 
cional que pueda ser objeto de apoyo (por ejemplo, revisiones del sistema penitenciario o 
de la policía iniciadas por el Gobierno). Las conexiones con otras instituciones que podrán 
ser desarrolladas con el tiempo. 

lii. Un enfoque progresivo para las situaciones post-conflicto que se centre en el entendimiento 
y, cuando sea posible, en el que se integren la estabilización (“asegurando la paz”) y los 
objetivos orientados hacia el desarrollo. 

iv. Un enfoque de conjunto que incorpore la revisión de la eficacia y de la responsabilidad de 
todo el sistema de seguridad y de justicia, para construir las conexiones dentro de éste. 
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Aunque con frecuencia no se puede plantear desde el principio, el enfoque de conjunto 
debería ser el objetivo final de cada uno de los enfoques perfilados anteriormente. 

V. Siendo los proyectos y programas acometidos por diversas partes interesadas elementos 
fundamentales para la reforma del sistema de seguridad, los programas de apoyo presu- 
puestario de los donantes ofrecen grandes oportunidades para plantear los aspectos 
financieros del sector de la seguridad. 

Armonización de los donantes y alineamiento con los objetivos nacionales 

La comunidad internacional necesita alinear su apoyo con los objetivos nacionales y con los 
marcos de desarrollo. A pesar de que una de las conclusiones principales del informe del Banco 
Mundial 2002 “Las voces de los pobres” (= “Volees of the Poor”) fue constatar que la primera 
preocupación de los pobres era la seguridad, estas cuestiones pocas veces se toman en cuenta en el 
desarrollo de las Estrategias de Reducción de la Pobreza (DERP). La inclusión de la seguridad y de la 
justicia en los planes de desarrollo nacionales reforzará la necesidad de equilibrar las necesidades de 
la seguridad con las necesidades de la sociedad. Esto también apoyará la promoción de un enfoque 
más centrado en la población en lo que se refiere a cuestiones relativas a la prestación de los servicios 
de seguridad y justicia, así como a un enfoque renovado sobre las prestaciones de servicios. Un 
enfoque integrado debe ser realizado en apoyo a la RSS en situaciones post-oonflicto inmediatas. 
Existen claras conexiones entre la RSS y los acuerdos de paz, las operaciones internacionales de 
apoyo a la paz, los programas de desarme, de desmovilización y reintegración de excombatientes 
(DDR), iniciativas sobre justicia transicional y los programas de control de armas pequeñas y ligeras 
(APAL). De cara a proporcionar un apoyo efectivo al objetivo general de la construcción de la paz, es 
muy importante asegurar que estas herramientas y enfoques estén diseñados y proporcionados de 
una manera coordinada y coherente, informándose y apoyándose entre ellos. 

Seleccionar el punto de partida correcto que lleve a reformas más amplias del sistema 

El Manual debe ser utilizado para ayudar a colocar las reformas de los subsectores dentro del 
contexto de las necesidades del sistema. La orientación de los subsectores proporcionada por 
el manual contempla las vías para relacionar las reformas con el resto del sistema, cómo acometer 
las reformas, los puntos de partida posibles para la reforma, las cuestiones concretas del diseño 
del programa, los retos comunes y las características particulares de la RSS del post-conflicto. 
Los subsectores contemplados incluyen: i) vigilancia y responsabilidad democrática; ii) reforma de 
la defensa; ili) reforma de los servicios de inteligencia y de seguridad; iv) gestión de fronteras; 
v) mantenimiento del orden público; vi) reforma de la Justicia {judicial y legal); vii) sistemas penitenciarios; 
viii) empresas de seguridad y ejércitos privados; y ix) compromiso de la sociedad civil. 

Seguimiento, revisión y evaluación 

Un sistema de gestión de la ejecución debería ser integrado en el diseño de los programas de la 
RSS para así poder realizar el seguimiento de los progresos y del impacto. Establecer un sistema 
de seguimiento continuo y de revisión periódica garantizarla que los programas sean adaptados de 
tal manera que puedan dar respuesta a las situaciones que vayan cambiando. Un mayor énfasis en 
la importancia de las evaluaciones puede ayudar a identificar las lecciones aprendidas e informar al 
Notas del lector; 
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Figure. 1 

ESQUEMA DEL MANUAL DEL CAD-OCDE SOBRE LA REFORMA DEL SISTEMA DE SEGURIDAD (RSS) 



Manual del CAD-OCDE sobre la reforma del sistema de seguridad - ISBN 978-92-64-03738-0 © OCDE 2007 


21 






















SECCIÓN 1: PRINCIPIOS DE LA REFORMA DEL SISTEMA DE SEGURI- 
DAD 

Objetivo de esta sección 

Esta sección ofrece una perspectiva general de los principios fundamentales para el apoyo a la 
reforma del sistema de seguridad tal y como aparecen en el texto elaborado en 2005, Directrices 
dei CAD sobre ta Reforma dei Sistema de Seguridad y ia Gobernabiiidad (=2005 DAC Guideiines on 
Security System Reform and Governance). Las cuestiones principales que se plantean en esta sec- 
ción son las siguientes: 

1 . Introducción: Importancia de la reforma del sistema de seguridad 

2. Finalidad de este manual 

3. Principios de la reforma del sistema de seguridad 

4. Compromiso de los actores estatales y de los actores no estatales 

5. Lagunas habituales en la ejecución de la reforma del sistema de seguridad 

6. Adaptación de los programas de apoyo de los donantes al proceso nacional de reforma del 
sistema de seguridad 

7. ¿Quién puede beneficiarse de este manual? 

8. ¿Cómo utilizar este manual? 

1. Introducción: Importancia de la reforma del sistema de seguridad 

La seguridad ante los desórdenes, los delitos y la violencia es fundamental para erradicar la pobreza 
y alcanzar los Objetivos de Desarrollo del Milenio (ODM), y, de manera más amplia, para garantizar 
un desarrollo económico, social y político sostenible. Según el informe sobre Desarroiio Humano de 
2005 (= 2005 Human Deveiopment Report) "el conflicto armado es una de las vías más claras y rápi- 
das para llegar a la parte inferior de la tabla del índice de Desarrollo Humano, y uno de los indicadores 
más claros para una estancia prolongada en ella". Desde principios de los años noventa los países en 
desarrollo han representado alrededor de la mitad de los conflictos armados que se han producido, 
casi el 40% de los que tuvieron lugar en el continente africano. Durante ese mismo período, el crimen 
y la violencia armada en los países de América Latina, el Caribe, Asia Central y los Balcanes han su- 
frido un aumento considerable que ha contribuido a generar una inseguridad real, o percibida como 
tal, que afecta literalmente a millones de personas. 

Si los Estados tienen que crear las condiciones que les permitan salir de una espiral en la que la 
inseguridad, la delincuencia y el subdesarrollo se refuerzan entre sí, hay que abordar simultáneamente 
lasdimensionessocioeconómicas,dejusticiaydeseguridad.Apesardequeuneunadelasconclusiones 
principales del informe del Banco Mundial 2002 “Las voces de tos pobres” (= “Voices of the Poor”) 
fue constatar que la primera preocupación de los pobres era la seguridad, son cuestiones que pocas 
veces se toman en cuenta en el desarrollo de las Estrategias de Desarrollo nacionales. 

El Banco Interamericano para el Desarrollo (BID) ha calculado que el coste que supondría a un país 
como Perú que los empresarios no confiaran en la justicia y en los sistemas de resolución de conflic- 
tos estaría entre los 65 millones de dólares USA y 200 millones de dólares USA anuales del producto 
nacional bruto. 

La reforma del sistema de seguridad se ha convertido en una preocupación vital internacional. Las 
Directrices del CAD sobre Reforma dei Sistema de Seguridad y la Gobernabiiidad (=DAC Guideiines 
on Security System Reform and Governance) aprobadas por los Ministros y los jefes de las agencias 
de desarrollo y por el Consejo de la OCDE en 2004, ayudaron a los donantes a reconocer el papel 
positivo que puede desempeñar la reforma integral del sistema de seguridad de un país en ia estabi- 
lización de estados frágiles, en post-conflicto, proclives a los conflictos o afectados por éstos. 

El CAD ha venido empleando sus energías durante casi una década en la labor de reforma del sistema 
de seguridad para mejorar los enfoques de cooperación al desarrollo en relación con la prevención 
de conflictos y la construcción de la paz. Desde el año 2004, los países pertenecientes a la OCDE 
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han hecho uso de la Directrices a ia hora de desarroliar sus propias políticas sobre el compromiso 
con la reforma del sistema de seguridad. Estas Directrices no sólo han proporcionado a los donantes 
una nueva dirección y entendimiento seguridad-desarrollo, sino que les han llevado a plantearse 
cómo están diseñados, ejecutados y evaluados sus programas. Sin embargo, seguimos observando 
un déficit estratégico entre la política internacional y el apoyo práctico que otorgan muchos actores 
internacionales a los procesos de reforma del sistema de seguridad. La programación en este área 
es relativamente reciente, por lo que hay que ir extrayendo lecciones constantemente a medida que 
se desarrollan los esfuerzos internacionales. 


2. Finalidad de este manual 

Uno de los objetivos principales de este manual es superar la separación existente entre la política y 
la práctica. Proporciona orientación práctica a los expertos y a las personas que se ocupan de elabo- 
rar políticas (funcionarios dedicados al desarrollo, policía, diplomáticos, el ejército, jueces, fiscales, 
abogados, funcionarios de prisiones y consultores) comprometidos en facilitar apoyo a la reforma del 
sistema de seguridad. El Manual recurre a las buenas prácticas para proporcionar lecciones apren- 
didas en lo que se refiere a dirigir evaluaciones, identificar puntos de partida, diseñar y gestionar 
programas de ayuda y seguir y evaluar los avances realizados. 

Este Manual identifica las lecciones recibidas por los donantes bilaterales, por las agencias de las 
Naciones Unidas, por las organizaciones regionales y por las instituciones financieras internacio- 
nales. Abarca todo el conjunto de cuestiones que se podrían calificar como reforma del sector de la 
seguridad o del sistema de seguridad, Estado de derecho y acceso a la justicia. También recurre a la 
experiencia de los programas de ayuda al desarrollo en los ámbitos de la seguridad y de la justicia 
y de las operaciones de apoyo a la paz. El Manual ha sido redactado por y para los expertos que 
trabajan para reforzar la seguridad y el acceso a la justicia y para hacer frente a la inseguridad. Tiene 
el propósito de ayudar a alinear los estándares y las prácticas de la comunidad internacional con 
los objetivos de los países socios. Constituye el resultado de un proceso de consulta de dos años e 
incorpora le experiencia reunida por los expertos, por los funcionarios dedicados al desarrollo que 
trabajan tanto sobre el terreno como en las sedes centrales y por los expertos en los países socios 
que han trabajado durante la última década en la reforma de sistemas de seguridad en todo el 
mundo. 

El proceso ha reunido a los actores del desarrollo, de la seguridad, y de la diplomacia para garantizar 
que el manual incorpore el conocimiento de la naturaleza política de la reforma del sistema de seguri- 
dad, de sus aspectos técnicos y de la gobernabilidad y que fomente un enfoque integrado para hacer 
que el apoyo internacional a la RSS sea eficaz y sostenible. El enfoque del desarrollo puede ayudar a 
garantizar que las aportaciones técnicas más “concretas” facilitadas por los actores de la diplomacia 
y de la seguridad sean sensibles a las necesidades locales y reconozcan la importancia de fortalecer 
la gobernabilidad. Aunque se dirige a los actores internacionales, se espera que también sea útil para 
los países socios y que les ayude a la hora de encabezar el desarrollo de la RSS. 

3. Principios de la reforma del sistema de seguridad (RSS) 

El objetivo general del apoyo internacional a los procesos de reforma del sistema de seguridad es 
mejorar la capacidad de los países socios para que se enfrenten a la variedad de retos en los ámbitos 
de la seguridad y la justicia, “de forma coherente con las normas democráticas y con los principios 
sólidos de la gobernabilidad y del Estado de derecho”, tal y como se define en las Directrices del 
CAD sobre Reforma del Sistema de Seguridad. La reforma del sistema de seguridad ayuda a crear un 
entorno seguro que sea propicio para el desarrollo de los ámbitos políticos, económicos y sociales, 
por medio de la reducción de la violencia armada y de la delincuencia. 

Los actores internacionales deberían centrarse en apoyar a los países socios a lograr cuatro objetivos 
generales: 

i) Establecimiento de una gobernabilidad eficaz, de un control y de una responsabilidad 
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dentro del sistema de seguridad. 

ii) Mejorar la prestación de los servicios de seguridad y de justicia 

iii) Desarrollo de una dirección y apropiación locales del proceso de reforma. 

iv) Sostenibilidad de la prestación de los servicios de seguridad y de justicia. 

Los principios de trabajo básicos para ei apoyo de ios donantes a los procesos de reforma del sis- 
tema de seguridad, tal y como se acordó en la declaración política de las Directrices del CAD sobre 
Reforma del Sistema de Seguridad (véase Anexo 1), subrayan que la RSS debe ser: 

• Centrada en la población y la apropiación local; basada en las normas democráticas, los 
principios de los derechos humanos y el Estado de derecho; tratando de proporcionar 
libertad frente al miedo y una reducciones perceptibles de la violencia armada y de la 
delincuencia. 

• Considerada como el marco que articule las opiniones sobre cómo afrontar los diversos 
retos a los que hacen frente los Estados y sus poblaciones, en el ámbito de la seguridad, 
mediante un mayor desarrollo y unas políticas de seguridad más integradas y mediante una 
mayor implicación y control civil. 

• Apoyada en actividades con estrategias multisectoriales, que se basan en una amplia eva- 
luación de las necesidades que presentan la población y el Estado en el ámbito de la 
seguridad y de la justicia. 

• Desarrollada cumpliendo con los principios básicos de la gobernabilidad tales como la 
transparencia y la responsabilidad. 

• Ejecutada mediante políticas y procesos limpios que deseen fortalecer la capacidad institu- 
cional e individual necesarias para que la política de seguridad funcione eficazmente y para 
que la justicia se imparta con equidad. 

4. Compromiso de los actores estatales y de los actores no estatales 

Un aspecto central de la reforma del sistema de seguridad es entender quién proporciona la seguri- 
dad y la justicia. La realidad en la mayoría de los países es que estos servicios son prestados por un 
gran número actores. Algunos de ellos son las agencias y servicios estatales, pero otros son organi- 
zaciones y sistemas no vinculados al Estado. Aunque el Estado tiene un papel irrenunciable en lo que 
se refiere a la prestación de los servicios de justicia y de seguridad, una reforma eficaz dentro del 
sistema requiere trabajar con un amplio abanico de actores. 

La OCDE-CAD define el sistema de seguridad como el que está integrado por todas aquellas 
instituciones, grupos, organizaciones e individuos, tanto estatales como no estatales, interesados 
en la prestación de los servicios de seguridad y justicia. Las Directrices del CAD sobre Reforma del 
Sistema de Seguridad afirman que el sistema de seguridad incluye: 

• Actores de seguridad principales: fuerzas armadas, policía, gendarmería, fuerzas paramili- 
tares, guardias presidenciales, servicios de inteligencia y de seguridad (tanto militares como 
civiles), guardacostas, servicios de protección de fronteras, autoridades de aduanas, y 
unidades de seguridad en la reserva y civiles (fuerzas civiles de defensa, guardia nacional, 
milicias). 

• Cuerpos de gestión y de vigilancia: poder ejecutivo, cuerpos consultivos sobre seguridad 
nacional, poder legislativo y comisiones elegidas por el legislativo. Ministerios de Defensa, 
de Interior y de Asuntos Exteriores, autoridades consuetudinarias y tradicionales, cuerpos 
de gestión financiera (Ministerios de Economía, agentes presupuestarios, unidades de 
auditorias financieras y planificación), y las organizaciones de la sociedad civil (consejos 
civiles de control y comisiones públicas de reclamación). 

• Justicia y Estado de derecho: Ministros del poder judicial y de justicia, sistema penitenciario, 
servicios de investigación de delitos y fiscales, comisiones de derechos humanos y defen- 
sores del pueblo, sistemas de justicia consuetudinaria y tradicional. 

• Fuerzas de seguridad no reglamentarias: ejércitos de liberación, ejércitos de las guerrillas. 
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empresas privadas de seguridad y milicias de los partidos políticos. 


Figura 1.1 


RSS: Fortalecimiento de la prestación de servicios de seguridad y de justicia 


Eficacia de los actores e instituciones de la 
seguridad, de la justicia y de la vigilancia 
incluyendo actores de la sociedad civil y no 
vinculados al Estado 



Gobernabilidad democrática de los actores 
e instituciones de seguridad y justicia, 
incluyendo políticas de gestión y prácticas 
no estatales 



Los fundamentos para el compromiso con la RSS necesitan ser 
facilitados a través del fomento del apoyo político a la reforma 
del sistema de seguridad 


La experiencia demuestra que el apoyo Internacional a la reforma del sistema de seguridad es más efi- 
caz cuando los programas de los donantes toman un enfoque estratégico y colaboran en la creación 
de conexiones entre las reformas dentro del sistema de seguridad. Por ejemplo, apoyar el desarrollo 
del servicio de policía aisladamente del sistema más amplio de la justicia criminal, a menudo, tiene 
un impacto limitado. Por eso es útil dedicar algún tiempo a comprender y crear vínculos entre los 
diferentes sectores que componen el sistema de seguridad. Hay quien piensa que es útil considerar 
que el sistema de seguridad está compuesto por subsistemas más pequeños, como en los ejemplos 
siguientes: 

• Sistema de justicia criminal (servicios de policía, poder judicial, fiscalía, abogacía, 
encargados de vigilar a quienes están en libertad condicional, instituciones de vigilancia, 
responsables de la administración de justicia de la comunidad). 

• Sistema de inteligencia (policía, servicios de información, organizaciones de análisis 
estratégicos, ejército, instituciones de vigilancia). 

• Sistema de seguridad del Estado (servicios de policía, de seguridad e inteligencia, 
el ejército, servicios de protección de fronteras, instituciones de vigilancia). 

5. Lagunas habituales en la ejecución 

Durante el proceso de elaboración de este manual se identificaron diversas deficiencias en el com- 
promiso de la comunidad internacional con la reforma del sistema de seguridad. Por ejemplo: 

• El estudio de la reforma del sistema de seguridad en las sedes centrales se mantiene en un 
nivel conceptual, mientras en el terreno se lleva a cabo y consolida en un nivel táctico. Uno de 
los principales objetivos de este manual es superar esta laguna existente entre la política reali- 
zada en las sedes centrales y la prestación sobre el terreno. 

• Los países donantes recurren a los funcionarios en activo de la policía, el ejército y funcionarios 
de prisiones y abogados para apoyar sus programas de RSS (especialmente en las situaciones 
post-conflicto). Si bien los expertos tienen experiencia técnica en sus ámbitos específicos, es 
necesaria mayor orientación para aquellos que son desplegados para así alcanzar un mayor 
entendimiento de: (i) la naturaleza política de la reforma del sistema de seguridad; y (ii) la gobern- 
abilidad y las necesidades técnicas, entre las que se incluye cómo conectar la reforma entre los 
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sectores de la seguridad y de la justicia. Además, muchos de ellos nunca se han visto involucra- 
dos en actividades de desarrollo o en un proceso de reforma institucional y es posible que 
necesiten una orientación específica respecto a cómo identificar los puntos de partida, evaluar 
las necesidades, diseñar y gestionar los programas de apoyo y promover un cambio sostenible. 

De igual manera, gran parte del personal de las agencias de desarrollo y de los profesionales 
de la diplomacia, a menudo, tienen escasa o ninguna formación o especialización en cuestiones 
de seguridad y de justicia, y seria beneficioso que adquiriesen nociones más profundas sobre las 
dificultades que entraña la labor de conducir al éxito mejoras sostenibles en la prestación de 
servicio. Una mayor "fecundación” de la experiencia y de la competencia entre los departamentos 
pertinentes sería beneficiosa para superar esta laguna de la capacidad. El apoyo al desarrollo 
de la justicia y de la seguridad requiere un enfoque del Gobierno en su conjunto. Los actores 
internacionales involucrados son los responsables de garantizar que los equipos que llevan a 
cabo los programas sobre el terreno cuenten con una proporción adecuada de personal con 
experiencia y que la ayuda se coordine de manera eficaz. 

Los funcionarios de los programas (de las agencias de desarrollo, diplomáticas y de seguridad), 
que trabajan en las sedes centrales y sobre el terreno, podrían beneficiarse de una mejor com- 
prensión de las cuestiones tanto técnicas como políticas relacionadas con la reforma del sistema 
de seguridad. La ejecución de los programas de reforma del sistema de seguridad es sub- 
contratada cada vez con mayor frecuencia, de lo cual se desprende la necesidad por parte de 
los jefes de los programas de tener un conocimiento profundo sobre los procesos de reforma 
del sistema de seguridad y de las necesidades específicas que plantea la reforma de cada 
sector para que orienten y supervisen a los subcontratistas. De igual manera, se da el caso 
de que ese personal subcontratado desconoce las políticas de los donantes o el significado que 
tiene el enfoque de desarrollo para la reforma del sistema de seguridad para la programación de 
la RSS. 

Los actores internacionales necesitan más herramientas de trabajo para pasar de los proyectos 
ad hoc, a menudo a corto plazo, que se centran fundamentalmente en los "resultados inmediatos”, 
a otras formas de compromiso más estratégicas. Es necesario desarrollar enfoques más exhaus- 
tivos para la evaluación que resulta del diseño de programas más realistas y centrados que 
apoyan los países socios. Un enfoque más eficaz para el seguimiento, la revisión y la 
evaluación también es importante. Los indicadores son necesarios para seguir el avance a través 
de una cadena de resultados que pasa por las aportaciones, los procesos, los productos y los 
resultados hasta llegar al impacto. Puesto que el objetivo de la reforma del sistema de seguridad 
es apoyar la prestación de la seguridad y la justicia a todas las comunidades, ésta debe ser la 
base para la evaluación de programas. El seguimiento y la evaluación deben tener en cuenta la 
percepción de los ciudadanos así como considerar los datos cuantitativos. 

La experiencia ha demostrado que los programas de reforma del sistema de seguridad tienden 
a excluir determinadas instituciones, por ejemplo las que están relacionadas con la justicia; los 
donantes tienden a centrar su compromiso en uno o dos subsectores. Esto socava la adopción 
de un enfoque global, y la fragmentación del sistema puede impedir que se establezca un marco 
político nacional unido. De la misma manera, se suelen ignorar las cuestiones de sostenibilidad 
fiscal y el enfoque estándar de la gestión de las finanzas públicas rara vez se incluye en los 
programas de reforma del sistema de seguridad. Las instituciones de la seguridad y de la justicia 
suelen considerarse como un ámbito independiente del sector público, sujeto a una escala 
salarial diferente y en la que se aplican procesos, normas y reglas diferentes. Es importante que 
las instituciones del Estado dentro del sistema de seguridad sean reconocidas como parte de 
un sector público más amplio e integradas en las iniciativas dirigidas a la reforma del sector 
público, incluidas las que tratan la gestión financiera, la adquisición, la auditoría y la gestión de 
recursos humanos. 
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Figura 1 .2 


Perspectiva general de un programa de ayuda externa para la reforma del sistema de seguridad 


FASE DE DEFINICION 


FASE DE IMPLANTACION 


FASE DE EJECUCION 


ESTUDIO DE 
DEFINICIÓN 





del donante tiene valor añadido 


PUNTOS DE DECISION CLAVES 


6. Adaptar los programas de apoyo de los donantes al proceso na- 
cional 

de reforma del sistema de seguridad 

Los procesos de gestión del cambio siempre suponen un reto. En muchos países en desarrollo esta 
dificultad viene acompañada por un déficit de capacidad y de cohesión política o social, a los que 
hay que añadir, en algunos casos, los conflictos violentos. Fortalecer la prestación del servicio de 
seguridad y de justicia mediante un proceso inclusivo requiere tiempo. En Sudáfrica, sociedad de- 
mocrática y estable, el proceso de incitar a la reforma dentro del sector de la defensa llevó seis años: 
dos años para elaborar un libro blanco de la defensa, dos años más para realizar una revisión de la 
defensa y dos más para traducir esto en un Acta de Defensa. El reto añadido es que la reforma no se 
realice de manera aislada. Las instituciones y los actores implicados en las cuestiones relacionadas 
con la seguridad y la justicia deben continuar proporcionando sus servicios a la vez que planifican y 
ejecutan la reforma. Esto supone un desafío especial cuando se llega a la asignación de recursos y al 
igual que a garantizar que quienes valoran las necesidades de la reforma disponen del tiempo y de la 
capacidad suficiente para acometerla. 

El reto para el apoyo internacional a los procesos de reforma del sistema de seguridad es com- 
prender e incorporar estas escalas temporales en sus programas. Un proceso de reforma del sistema 
de seguridad puede llevar toda una generación, y durante las distintas fases del proceso diferentes 
actores internacionales serán los que presten su apoyo. Por ejemplo, un programa de ayuda se 
puede centrar en construir las bases para el diálogo sobre el desarrollo de la seguridad y de la jus- 
ticia, otro apoyaría la evaluación de la reforma del sistema de seguridad nacional, y otro apoyaría la 
ejecución. Aplicar una visión a largo plazo de la reforma o el desarrollo de los sectores de la seguri- 
dad y la justicia requiere un apoyo consecuente de medio a largo plazo. A veces es difícil propiciar 
este apoyo teniendo en consideración que los ciclos de financiación suelen ser anuales o bianuales. 
La comunidad internacional tiene que ser creativa a la hora de encontrar formas innovadoras para 
adaptar sus programas de apoyo y sus sistemas de financiación a las necesidades a largo plazo de 
los países socios. 

7. ¿Quién puede beneficiarse de este manual? 

Este manual está dirigido al personal del desarrollo, de la seguridad y de la diplomacia, tanto a los 
profesionales en misiones sobre el terreno como a los que trabajan sobre cuestiones políticas y de 
estrategia en las sedes centrales. A continuación se presenta un cuadro en el que se señalan los 
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Tabla 2.1 Beneficios que este manual puede aportar a los diferentes lectores 


Papel 

Responsables de 

Lo que el manual puede proporcionar 

Funcionarios encargados 
de las políticas en las 
agencias de desarroilo, 
de seguridad y de la 
diplomacia. 

Desarrollar las políticas de los donantes 
(política de defensa, de asuntos exteriores y 
de cooperación), asegurando la coherencia 
dentro del Gobierno. 

Una interrelación de los principios clave de la 
RSS y de las respuestas políticas y la capaci- 
dad del Gobierno en su conjunto. Ver también 
la Reforma del Sistema de Seguridad y la 
Gobernabilidad. 

Jefes de área geográ- 
fica de las agencias de 
desarroilo, de seguridad 
y de la diplomacia. 

Desarrollar las estrategias nacionales, la 
planificación, la evaluación y el diseño de 
programas en el ámbito del país dentro de 
los marcos de la política de los donantes. 

Orientación sobre el proceso de evaluación 
y de diseño, identificando y gestionando los 
riesgos e integración de un análisis eficaz, 
seguimiento, revisión y evaluación en el apoyo 
a los programas. 

Agencias de desarrollo, 
personal de las 
embajadas en el país. 

Relaciones oon los países socios, apoyar 
los esfuerzos de los países socios para 
abordar tanto las cuestiones de desarrollo 
como de la seguridad 

Cómo apoyar los procesos de diálogo, cons- 
truir un entorno político propicio y desarrollar 
la capacidad nacional. Cómo gestionar 
programas de ayuda en el ámbito del país y 
conectar la RSS con los procesos de paz o 
desarrollo nacionales. 

Agregado de defensa 
0 agentes de policía de 
enlace. 

Relaciones oon los Ministerios relevantes 
del país socio, proporcionando asesora- 
miento técnico y experiencia, y facilitando 
información compartiéndola con el país 
socio- a menudo un conducto a través del 
cual llegan las solicitudes de ayuda para la 
reforma del sistema de seguridad. 

Cómo evaluar las necesidades y colocarlas 
en el contexto general del sistema político y 
del sistema de seguridad. Cómo equilibrar el 
apoyo para el desarrollo de la capacidad y de 
la gobernabilidad, y asegurar la coherencia del 
apoyo con otros departamentos del Gobierno. 

Funcionarios/asesores 
especializados en 
desarrollo, seguridad, 
Estado de derecho y 
democratización 
desplegados en países 
en desarrollo. 

Diseño y gestión de los programas y de 
los proyectos y provisión de competencias 
técnicas. 

Cómo gestionar los programas de la RSS y 
apoyar el desarrollo de revisiones/estrategias 
nacionales de la RSS, orientar sobre posibles 
puntos de partida y cuestiones sectoriales 
específicas. 

Expertos en justicia y 
Estado de derecho, 
policía, ejército, fun- 
cionarios de prisiones 
desplegados que forman 
parte de las misiones de 
construcción de la paz. 

Diseño y ejecución de los programas 
en el ámbito del país, incluyendo las 
aportaciones en la evaluaoión y diseño de 
los programas. 

Cómo evaluar las necesidades, apoyar a los 
actores nacionales, promover el desarrollo de 
la capacidad nacional, construir conexiones 
dentro del sistema de seguridad y asegurar 
una mayor coherencia entre los objetivos de la 
seguridad, de la diplomacia y del desarrollo. 

Planificadores para las 
operaciones de apoyo a 
la paz. 

Evaluar y planificar las necesidades hu- 
manas, financieras y de seguridad para el 
apoyo a las operaciones de paz. Considerar 
cómo las necesidades de seguridad a corto 
plazo encajan en las del desarrollo a largo 
plazo. 

Un entendimiento sobre las operaciones 
de apoyo a la paz ( PSO) tienen un papel 
importante que jugar en el establecimiento de 
las bases de la RSS. Cómo garantizar la 
coherencia entre las PSO y la política de las 
agencias de desarrollo. 

Consultores del sector 
privado. 

Ejecutar e! apoyo a los programas de las 
agencias de desarrollo, comprometerse con 
los funcionarios de los países socios. 

Una interpretación de la política, de las estrate- 
gias, y de los objetivos de las agencias de de- 
sarrollo con relación a la RSS y cómo deberían 
reflejarse estas cuestiones en la prestación de 
programas de ayuda. 
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8. Cómo utilizar este manual 

El manual está estructurado como se resume a continuación: 

Sección 2 - Fomento de un entorno político favorable 

Esta sección expone la naturaleza política de la RSS y los retos a los que se ha enfrentado al Intentar 
colocar la reforma de la seguridad y de la justicia en la agenda política pública. Ayuda a los profe- 
sionales a trabajar con los socios locales para desarrollar el entendimiento y el diálogo entre quienes 
proporcionan la seguridad y la justicia y los beneficiarios. En muchos aspectos éste es el compromiso 
más importante, ya que crea un espacio en el cual se puede discutir abiertamente la cuestión de la 
reforma al tiempo que proporciona a la comunidad internacional los elementos necesarios para ayu- 
dar a los países socios a evaluar las necesidades y condiciones precisas para la reforma. 

Sección 3 - Llevar a cabo evaluaciones de la reforma del sistema de seguridad 

Esta sección proporciona una nueva herramienta de evaluación que incluye orientaciones simples 
sobre cómo evaluar el contexto local. Abarca: el análisis político y del conflicto; evaluación de la 
gobernabilidad y de la capacidad del sistema de seguridad; identifica las necesidades de los pobres 
y subraya otros marcos y programas con los que podría vincularse la reforma del sistema de seguri- 
dad. Esta sección presenta sugerencias prácticas sobre la metodología y el proceso más adecuados 
para una situación particular. 

Sección 4 - Diseño de programas de apoyo para los procesos de reforma del sistema de seguridad 

Esta sección se centra en cómo diseñar un programa de ayuda a la reforma del sistema de 
seguridad. El punto de partida debería ser la apropiación y esta sección examina algunas vías clave 
para asegurar que es así. También se recomienda que los programas contemplen la necesidad 
de seguir una estrategia de varios niveles que combine; i) el apoyo inmediato para fomentar la 
prestación de servicios con el apoyo a la construcción de las capacidades del Estado en materia de 
gobernabilidad; y ii) apoyar a los actores de la seguridad y la justicia, tanto estatales como no 
estatales. En esta sección se sugieren además las maneras de garantizar que los procesos de 
seguimiento, de revisión y de evaluación sean integrados en el diseño del programa. 

Sección 5 - Fortalecimiento de la capacidad nacional 

Esta sección proporciona orientación práctica sobre el fortalecimiento de la capacidad en los go- 
biernos socios y en la sociedad civil para desarrollar, gestionar y ejecutar la reforma del sistema de 
seguridad. Si no se toman medidas encaminadas a fortalecer las instituciones y los procesos gracias 
a los cuales se formulan las políticas, los recursos humanos y económicos de la iniciativa de apoyo 
a la reforma del sistema de seguridad serán socavados inevitablemente. Por ello, esta sección está 
centrada en cuatro ámbitos fundamentales del desarrollo de la capacidad; i) la planificación estraté- 
gica y la formulación de políticas; II) los procesos presupuestarios; III) la gestión; y iv) el seguimiento, 
la revisión y la evaluación. 

Sección 6 - Desarrollo de un enfoque integrado para la reforma del sistema de seguridad en 
contextos post-confiicto 

Esta sección examina cómo desarrollar un enfoque integrado para la RSS en países que salen del 
conflicto. Revisa las importantes conexiones con las operaciones de apoyo a la paz, los programas 
de desarme, desmovilización y reintegración (DDR), el control de armas ligeras y la justicia de tran- 
sición. En la Sección 7 se ofrece orientación sobre los retos específicos post-conflicto en diversos 
ámbitos de la reforma del sistema de seguridad, tales como la reforma de la defensa y de la policía. 

Sección 7 - Apoyo a los diversos sectores que constituyen el sistema de seguridad 

Se trata de los siguientes sectores: i) vigilancia civil y responsabilidad; II) reforma de la defensa; 
ill) reforma de los servicios de inteligencia y de seguridad; iv) gestión de fronteras; v) mantenimiento 
del orden; vi) reforma legal y judicial; vil) sistema penitenciario; vil!) empresas de seguridad privada y 
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ejército; y ix) sociedad civii. La orientación en cada sector abarca la manera de vincular las reformas 
con el sistema, de dirigir una evaluación, de ordenar las reformas, los puntos de partida posibles 
para la reforma, las cuestiones clave para el diseño de programas, los retos comunes y los rasgos 
específicos de la reforma del sistema de seguridad post-conflicto en cada área. 

Sección 8 - Gestión de los programas de ayuda internacionales 

En esta sección revisa cómo los donantes pueden gestionar sus programas de ayuda a la RSS, coor- 
dinar sus esfuerzos, hacer el seguimiento, y evaluar eficazmente los programas de apoyo. También 
revisa cómo aumentar la coordinación internacional y en el seno del Gobierno; y la manera de ase- 
gurar un control adecuado de los subcontratistas y aprovechar las aptitudes necesarias para apoyar 
los procesos de reforma del sistema de seguridad del país socio. 

Bibliografía 

Las siguientes publicaciones son fuentes recomendadas en las que se puede obtener más informa- 
ción sobre el coste de la inseguridad y sobre la política de reforma del sistema de seguridad, obras 
que han ayudado a elaborar esta sección. 

1 . Chalmers, Malcolm (2005), Spending to Save: Is ConfUct Prevention Cost Effective? Centre for International Cooperation 
and Security, Department of Peace Studies, Universidad de Bradford, 
http://www.bradford.ac.uk/acad/cics/publications/spending/working paper 1.pdf 

Desarrolla una panorámica en la que se calculan los costes y beneficios que suponen la prevención de conflictos y pone 
ejemplos prácticos usando los estudios prospectivos y retrospectivos. 

2. Collier, Paul and Anke Hoeffier (2004), The Challenge of Reducing the Global Incidence of Civil War, Copenhagen 
Consensos Challenge Paper, 

www.copenhagenconsensus.eom/Files/Filer/CC/Papers/Conflicts_ 230404.pdf 

Análisis de los costes y beneficios de tres situaciones en las que se puede limitar la incidencia de guerras civiles: prevención 
de conflictos, solución rápida de los conflictos existentes y políticas post-conflicto. 

3. Banco Mundial (2003), Breaking the Conflict Trap: Civil War and Development Policy, Informe de Investigación política del 
Banco Mundial (=World Bank Policy Reasearch Report), Oxford University Press 

Presenta las consecuencias de guerras civiles que se están desarrollando y propone un calendario de acciones para 
solucionarlas. 

4. OCDE (2001), DAC Guidelines on Helping Prevent Violent Conflict, donde se incluye DAC Guidelines on Conflict, Peace 
and Development Co-operation (1 998), 

www.oecd.org/dac/conflict/preventionguidelines 

Estas directrices exponen la importancia que tiene la prevención de conflictos como parte integrante de la búsqueda de la 
reducción de la pobreza y estudia sistemas para que los gobiernos donantes cumplan su compromiso de ayudar a evitar los 
conflictos y promover la paz. 

5. OCDE (2004), Security System Reform and Governance, DAC Guidelines and Reference Series, 
www.oecd.org/dac/conflict/ssr 

Basado en ejemplos de buenas prácticas, este documento expone cómo pueden enfocar los países donantes la reforma del 
sistema de seguridad como aspecto de la gobernabilidad. Para tener éxito se consideran fundamentales los enfoques de las 
instituciones de gobierno y las adquisiciones propias de los países socios. 

6. OCDE (2004), “Security and Development Nexus: Challenges for Aid”, 
http://www.oecd.Org/dataoecd/7/6O/31705359.pdf 

Presenta la necesidad de que los programas de seguridad y desarrollo trabajen unidos en apoyo de la paz y la prevención 
de conflictos. También expone los retos resultantes de! compromiso de los actores del desarrollo y de la seguridad en los 
medios de la ayuda. 


Notes du lecteur : 
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SECCIÓN 2: FOMENTO DE UN ENTORNO POLÍTICO FAVORABLE 
Objetivo de esta sección 

Esta sección subraya la índole política del apoyo a los programas de reforma del sistema de seguri- 
dad. Estudia de qué manera pueden los actores internacionales descubrir los imperativos y las opor- 
tunidades que se presentan para iniciar la reforma del sistema de seguridad y justicia y cómo pueden 
colaborar a que esta cuestión se introduzca en la agenda nacional. Examina cómo incrementar la 
apropiación local de los programas de ayuda a través del desarrollo de una fase de implantación. Las 
principales cuestiones que se van a tratar en esta sección son las siguientes: 

1. Introducción: La reforma del sistema de seguridad como proceso político 

2. Asegurar un enfoque sensible al conflicto 

3. Diferentes contextos para la reforma de la seguridad y de la justicia 

4. Introducción de la reforma del sistema de seguridad en la agenda nacional 

5. Fase inicial del compromiso del donante 


Lecciones aprendidas clave 

• La reforma del sistema de seguridad es un proceso de índole política por lo que el tiempo que se dedique 
a preparar el terreno político y a comprender la situación en la que se va a emprender la reforma es tiempo 
bien gastado. 

• La introducción de una fase inicial en los programas de reforma del sistema de seguridad permite a los 
donantes construir su comprensión del contexto político y de seguridad para dirigir con eficacia su apoyo 
y evaluar dónde añade valor el apoyo de los donantes. 

• Si se toma en serio la cuestión de la apropiación local, esto cambia el sentido y la forma de comprome- 
terse con la reforma del sistema de seguridad; así, la ayuda a la reforma del sistema de seguridad debería 
ser diseñada para apoyar a los gobiernos socios y a las partes interesadas a que sean ellos quienes reco- 
rran el camino de la reforma, más que a darles un camino determinado y dirigirles por él. 


1. Introducción: La reforma del sistema de seguridad como proceso 
político 

La reforma del sistema de seguridad y la ayuda Internacional para apoyarla son procesos políticos 
por su propia naturaleza. Los modos en los que la justicia y la seguridad son facilitadas y gobernadas 
por las instituciones del Estado y no estatales, respaldan el equilibrio de poder de un país. El 
Cuadro 2.1 sobre Afganistán ilustra este punto. La reforma del sistema de seguridad tiene un objetivo 
político explícito: garantizar que la seguridad y la justicia se administren de acuerdo con las normas 
democráticas, los principios de los derechos humanos y el Estado de derecho. Los procesos de 
reforma crean inevitablemente vencedores y vencidos ya que se enfrentan con intereses particulares 
y relaciones de poder ya existentes. Por tanto, hay que enfocar la reforma de la justicia y la seguridad 
como una cuestión de gobernabilidad y no simplemente como un procedimiento técnico. 

Es importante que los actores internacionales entiendan las realidades locales y fomenten con pre- 
caución un entorno político favorable antes de comprometerse con programas de ayuda a largo 
plazo. Entre los componentes más importantes de esta fase del proceso de reforma del sistema de 
seguridad se cuentan: 

• Dirigir evaluaciones globales. 

• Comprender e impulsar la apropiación local y la capacidad. 

• Identificar y apoyar a los defensores de la reforma. 

• Apoyar proyectos piloto. 

• Evaluar si el apoyo del donante añade valor. 
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Estos componentes suelen ser requisitos previos para que la comunidad internacional se comprome- 
ta realmente, y todos ellos requieren tiempo. Sin embargo, cuando se inicia un programa es frecuente 
que se descuiden, o que el tiempo que se les conceda sea insuficiente, debido fundamentalmente a 
la presión que impone la necesidad de obtener resultados inmediatos y demostrables. Este hecho es 
un exponente de la importancia que tiene llevar a cabo una fase de implantación de los programas de 
ayuda que conceda el tiempo suficiente para aplicar las medidas que se acaban de presentar antes 
de comprometerse en el desarrollo de un programa completo. 

La experiencia demuestra que la reforma del sistema de seguridad constituye un proceso a largo 
plazo y que es eficaz cuando se dirige desde dentro. El papel que tiene la comunidad internacional 
consiste fundamentalmente en apoyar y dar facilidades. Algunas situaciones posteriores a conflictos 
o de fragilidad de los estados pueden necesitar inicialmente que los actores externos asuman un 
papel dirigente más claro para ayudar a estabilizar la situación de seguridad. Pero hay que centrarse 
en constituir la capacidad de los actores locales para que sean ellos los que asuman ese liderazgo 
lo antes posible. 

El contexto local configurará y moldeará los objetivos y resultados de cualquier programa de ayuda 
a la reforma del sistema de seguridad. Este manual no pretende proporcionar una plantilla estable- 
cida de cómo llevar a cabo la ayuda al desarrollo de la justicia y la seguridad en cualquier situación. 
Quiere ayudar a los actores implicados a reflexionar sobre “qué” se debe hacer, “cómo” y en qué 
orden. La reforma del sistema de seguridad es una labor compleja, ambiciosa, y que ocupa todo el 
tiempo (y todos los recursos), especialmente tal y como se lleva a cabo a menudo en países afecta- 
dos por conflictos armados y con una gobernabilidad débil. El objetivo general de la reforma del 
sistema de seguridad es realizar una reforma total y de conjunto (o un enfoque a todo un sistema) a 
la que en algunos casos se puede aspirar fácilmente. Pero en muchos lugares estas metas pueden 
ser totalmente irreales politicamente hablando (al menos al principio). Las posibilidades de que la 
ayuda sea eficaz aumentan cuando los actores internacionales son pragmáticos, se enfrentan al 
problema desde la perspectiva de la solución, y se hacen responsables de los cambios en el entorno 
político. Por encima de todo lo demás, es importante no olvidar las dificultades que supone dirigir 

un cambio desde fuera y aceptar que los actores 
locales queden al cargo de su propio desarrollo 
de la justicia y la seguridad. 

Dada la naturaleza política delicada de las cues- 
tiones relacionadas con la seguridad, en los países 
en vías de desarrollo puede aparecer oposición a 
la recepción de ayuda externa. La defensa nacio- 
nal y la seguridad interna son pilares tradicionales 
de la soberanía del estado. Las preocupaciones 
de los países en vías de desarrollo tienden a plas- 
marse en el miedo a que: (i) los países donantes 
reúnan información sobre sus servicios de segu- 
ridad; (ii) los países donantes persigan intereses 
estratégicos que estén en contradicción con los 
propios intereses del país receptor; y (iii) existe 
el peligro de que el país adopte una relación de 
clientela, o permanezca en ella, como país 
dependiente del patrón en las cuestiones rela- 
cionadas con la seguridad y la defensa. Pero 
cuando se contempla la seguridad en su sentido 
más amplio como marco que reúne diversos ám- 
bitos de desarrollo, puede legitimar el compro- 
miso de los donantes y abrir la puerta a un diá- 
logo más constructivo. Reconocer que los go- 
biernos necesitan dirigir esta cuestión de acuerdo 

SENEGAL: Diálogo en acción - Reunión de varones en un pueblo. 
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con sus propias prioridades y circunstancias puede servir de ayuda para aiiviar las preocupaciones 
de muchas de las partes interesadas. 

Rara vez se reúnen las condiciones previas ideales. Se requiere un conocimiento profundo de los 
dilemas y riesgos que supone proporcionar ayuda al sistema de seguridad en cada uno de los casos. 
Cuando el Estado de derecho es débil y se ha implantado la cultura de la impunidad, la relación con 
los donantes puede otorgar legitimidad a los cuerpos de seguridad, socavando los objetivos de la 
reforma. En estos casos, los donantes tienen que intentar reducir los riesgos mediante un mayor 
control del proceso de reforma. Sin embargo, esta necesidad del donante dificulta la consecución 
de un enfoque realmente consultivo. Los donantes evitarían el mal uso de los fondos que dedican al 
desarrollo restringiendo su compromiso a aquellos países en los que este tipo de problemas no sean 
tan graves. Pero el hecho de no actuar en los lugares más conflictivos tiene graves consecuencias 
sobre el bienestar de la población por lo que hay que sopesar profundamente los efectos en el caso 
de que los riesgos y repercusiones asociados a la transformación del sistema de seguridad se vayan 
a analizar en su conjunto. Los donantes tienen que trabajar con fuerzas de seguridad que se han 
visto involucradas en graves violaciones de los derechos humanos, incluso en los casos en los que 
el Gobierno está profundamente comprometido con el proceso de reforma. Hay que hacerlo de tal 
manera que el abuso no quede legitimado. Ésta es otra razón más que invita a comprometerse y a 
intercambiar ideas entre el personal de los programas de desarrollo y los actores de seguridad de los 
gobiernos donantes. 

Cuadro 2.1 . Hacer frente a las realidades políticas: la reforma del sistema de seguridad en Afganistán 
La evolución de la reforma militar en Afganistán manifiesta las implicaciones políticas de las decisiones to- 
madas al elaborar el programa de reforma del sistema de seguridad. Al principio se consideró que “la recons- 
trucción del estado en Afganistán sólo se podía basar en que los señores de la guerra eligieran por votación 
la administración del estado (centralizado) y las fuerzas de seguridad” (Giustozzi, 2004, p.3). De esta forma, 
se propuso como prioridad principal la programación del desarme, la desmovilización y la reintegración. Uno 
de los primeros resultados de esta solución fue que uno de los grupos étnicos, los Panshiri Tayiks, controló 
el Ministerio de Defensa, el naciente Ejército afgano y la poderosa agencia de inteligencia, el Directorio Na- 
cional de Seguridad. Sin embargo, tras una revisión posterior de la situación, se reconoció que había que 
rectificar el desequilibrio demográfico resultante. Cada uno de los grupos étnicos afganos opuestos debía 
tener una adecuada representación en el sector de la seguridad y había que enfrentarse de forma más directa 
al “sistema de liderazgo de los señores de la guerra”. Como primer paso para alcanzar este doble objetivo 
había que poner en marcha nuevas iniciativas de reforma del sistema de seguridad que complementaran el 
programa de desarme, desmovilización y reintegración. Entre estas iniciativas se cuentan: la asignación de 
nuevos delegados al Jefe del Estado Mayor del Ejército, cuatro de ellos procedentes de los grupos étnicos 
con menor representación; la reforma del Ministerio de Defensa, prestando una atención especial al personal 
de rango intermedio del Ministerio; y el establecimiento de nuevos centros de reclutamiento por todo el país 
para conseguir un equilibrio en la representación de las distintas etnias entre las tropas. 

El ejemplo afgano manifiesta la importancia que tiene comprender la realidad política local y el análisis de las 
posibles repercusiones de las iniciativas de reforma. Demuestra la necesidad de garantizar que las reformas 
tengan en cuenta cuestiones clave como la diferencia de etnias y estén dirigidas a colaborar en la solución 
de las causas que originan las tensiones. 

Fuente: Giustozzi, Antonio (2004), “Good" State vs. "Bad" Warlords? A Critique of State-Building Strategies in Afghanistan, 
Working Paper N° 51 ; Crisis States Research Centre, LSE. 


2. Asegurar un enfoque sensible ante el conflicto 

Las instituciones implicadas en la justicia y la seguridad deberían representar un papel destacado en la gestión 
de los conflictos en el seno de cualquier sociedad. Sin embargo, unas fuerzas de seguridad arbitrarias e irrespon- 
sables y unas instituciones de justicia discriminadoras pueden provocar conflictos armados. Los actores inter- 
nacionales muestran un reconocimiento cada vez mayor de que la reforma del sistema de seguridad constituye 
una prioridad importante en el campo de la prevención de conflictos, la construcción de la paz y el desarrollo. 
Pero, en virtud dei delicado papel que representa el sistema de seguridad en la sociedad, se corre el riesgo de 
que los programas de ayuda exacerben involuntariamente las tensiones existentes. Por ejemplo, incrementar la 
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capacidad operativa de las agencias implicadas en la aplicación de la ley sin haber fortalecido su gobernabilidad 
podría alimentar la represión. Y dirigir programas en una zona del país en una sociedad dividida podría reforzar las 
divisiones étnicas y la marginación de los grupos en situación más desfavorable. 

Estos ejemplos manifiestan la importancia de adoptar un enfoque que tenga en cuenta los orígenes y ramifica- 
ciones de los conflictos. Como los programas de reforma de la seguridad se aplican con frecuencia en países 
afectados por conflictos armados o amenazados por ellos, es importante comprender las dinámicas del conflicto 
y sus causas fundamentales, así como las perspectivas de las principales partes interesadas, para poder desarro- 
llar con eficacia los programas de apoyo. Los programas de reforma del sistema de seguridad que forman parte 
de un enfoque que tiene en cuenta los orígenes y ramificaciones del conflicto apoyan la construcción de la paz y 
reducen las tensiones favoreciendo, por ejemplo, el acceso a la justicia de los grupos marginados o infundiendo 
confianza entre la policía y las comunidades locales. Los actores internacionales tienen que estar apercibidos de 
estos riesgos y de las oportunidades que tienen al plantearse su compromiso con el desarrollo de la seguridad y 
la justicia en los países amenazados por el conflicto armado. El fracaso en este terreno podría provocar que los 
propios programas de ayuda alimenten el conflicto. {Véase el sitio web de Saferworid, http://www.saferworld.org. 
uk/en/conflict_tools.html.) 

3. Diferentes contextos para la reforma de la seguridad y de la justicia 

Una enseñanza básica que se aprende con los programas de reforma del sistema de seguridad es 
que la situación de cada país es diferente y los enfoques se tienen que adaptar al entorno local. Sin 
embargo, se pueden establecer una serie de diferencias a grandes rasgos entre distintos tipos de 
países, diferencias que es importante tener en cuenta ai elaborar los programas de ayuda. 

El nivel de seguridad y estabilidad de un país constituye un factor clave. Los desafíos y oportuni- 
dades que encuentre la reforma del sistema de seguridad y el enfoque adecuado que se dé a la 
reforma pueden diferir según se trate de países que han salido de un conflicto o entornos más esta- 
bles. La Sección 6 se centra en el apoyo a la reforma de la seguridad y la justicia en las situaciones 
de los países que han salido del conflicto y manifiesta la importancia que tiene garantizar un enfoque 
conjunto de la reforma. 

Otra cuestión clave es la necesidad de comprender los diferentes acuerdos institucionales políticos, 
legales, burocráticos y religiosos que funcionan en los países en vias de desarrollo. Por ejemplo, la 
mayor parte de los países anglófonos se rigen por el derecho consuetudinario mientras que la mayoría 
de los países francófonos y latinos se rigen por el derecho civil. De este hecho se derivan diferencias 
en la estructura del sistema de justicia y en las relaciones que se establecen entre jueces, fiscales y 
policía (véase Sección 7.6 sobre la reforma del sistema legal y judicial). En algunos países los siste- 
mas legales de carácter religioso representan un papel muy importante, por ejemplo los tribunales 
islámicos en los que se aplica la sharía en algunas zonas de Nigeria y Somalia. Los sistemas legales 
están evolucionando cada vez con mayor frecuencia a sistemas híbridos de tradiciones distintas. Los 
países francófonos presentan una particularidad importante en el sector de la seguridad, la frecuente 
existencia de un sistema nacional de gendarmería inspirado en el modelo francés. Se trata de unas 
fuerzas de policía armada y profesional desplegadas fundamentalmente, pero no exclusivamente, en 
zonas rurales. Eorman parte de las fuerzas militares y por tanto operan bajo un mando militar, pero 
tienen responsabilidades civiles. Este hecho tiene importantes implicaciones en el terreno del reparto 
de responsabilidades entre las fuerzas de seguridad dedicadas a la seguridad interna (véase Sección 
7.5 sobre mantenimiento del orden). 

4. Introducción de la reforma del sistema de seguridad en la agenda 
nacional 

A la decisión de acometer la reforma de la justicia y la seguridad se llega por distintos cauces. En 
unos casos el impulso de la reforma proviene del Gobierno; en otros son las organizaciones de la 
sociedad civil las que promueven el cambio. La apertura a la ayuda internacional para llevar a cabo 
la reforma del sistema de seguridad se suele producir cuando los sistemas de gobierno atraviesan 
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etapas de transición, cuando se resuelven conflictos o tras un acuerdo de paz, una crisis política o 
unas elecciones. Los actores internacionales pueden colaborar a introducir la reforma del sistema de 
seguridad en el calendario nacional de las siguientes maneras: 

• Respondiendo a la apertura a recibir apoyo para la reforma del sistema de seguridad. 

• Fomentando con interés la apropiación local. 

• Procurando el acercamiento a los sectores que se oponen a la reforma y apoyando a los 
gestores del cambio. 

• Fomentando el compromiso, el diálogo y el entendimiento políticos. 

4.1 Reaccionar a las oportunidades para apoyar ia reforma del sistema de seguridad 

Los actores internacionales se comprometen por distintas vías entre las que se cuentan la pro- 
gramación del desarme, la desmovilización y la reintegración, la reducción de la violencia armada 
y el control de las armas pequeñas y ligeras, la reforma de los servicios civiles, la gestión del gasto 
público e incluso la elaboración de proyectos de reforma agraria. Con frecuencia estos puntos de 
partida obstaculizan el mandato de un amplio abanico de agencias y actores internacionales. 

El personal de la agencia de desarrollo, por ejemplo los asesores sobre gobernabilidad, tiene que 
establecer contactos previos con los servicios de seguridad nacional, o bien iniciar el diálogo con 
ellos. En otros casos hay que plantear la intervención a través de los intercambios diplomáticos 
regulares que llevan a cabo los embajadores o mediante los contactos que establecen los agregados 
de defensa. Esto demuestra que la reforma del sistema de seguridad es, por su propia naturaleza, 
una cuestión que atañe a todas las instituciones de gobierno tanto de los gobiernos socios como de 
los actores internacionales. Hay que realizar una evaluación profunda tanto de los puntos de partida 
potenciales, como de las peticiones de ayuda de los socios. En la Sección 3, en la Tabla 3.2, se 
presenta un cuestionario válido para realizar evaluaciones generales: en el cuadro que aparece a 
continuación proponemos los puntos clave a tener en cuenta desde el principio. 


Cuadro 2.2. Cuestiones para evaluar cuándo tener en cuenta las oportunidades de ayuda a la reforma del 

sistema de seguridad 

• Si los países socios reconocen la necesidad de mejorar la eficacia del sistema de seguridad y reforzar su 
gobernabilidad y control. 

• Sopesar los riesgos que entraña comprometerse si los beneficiarios locales no abordan los problemas 
que presenta el sistema de seguridad. 

• Si los ámbitos de apoyo propuestos responden a necesidades reales. 

• Si la meta última de la reforma se alcanzará con mayor facilidad entablando un debate inicial de perfil bajo 
(para no herir la sensibilidad política local), o bien si existe la posibilidad de apoyar un debate público más 
amplio. 

• Si se necesita mayor información para tomar una decisión informada sobre la futura elaboración del 
programa. 


Siempre que la situación local lo permita, hay que abrir las conversaciones previas entre actores 
internacionales e interlocutores buscando la participación del mayor número posible de partes in- 
teresadas, tanto estatales como no estatales. Con frecuencia el compromiso de ios grupos de la 
sociedad civil es fundamental para fomentar la preparación de un entorno político favorable mediante 
un diálogo que verdaderamente incluya a todos, especialmente en los casos en los que el país sufra 
problemas de inestabilidad. En este punto, las organizaciones de mujeres tienen que representar un 
papel importante, tal y como se demuestra en el Cuadro 2.3. La reforma del sistema de seguridad es 
eficaz y perdurable cuando se basa en la asociación y forma parte de un proceso social más amplio 
de desarrollo político, social, económico e institucional. Por ejemplo, las estrategias que pretenden la 
reducción de la delincuencia son más eficaces cuando se combinan con el desarrollo de programas 
en los campos de la educación, la salud, el ocio y el empleo. 
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Cuadro 2.3 Incluir a las mujeres en el proceso de reforma del sistema de seguridad 
En la Unión del Río Mano (Guinea, Sierra Leona y Liberia), una red sub-regionaí de organizaciones de mujeres 
estableció contactos entre facciones enfrentadas. El resultado fue el inicio de conversaciones a tres bandas 
entre los tres presidentes. La red también consiguió con sus presiones que los negociadores de la paz garan- 
tizasen la inclusión de cuestiones que afectaban a las mujeres en los acuerdos de paz de Liberia. 

En Sudáfrica, la participación activa de las representaciones de grupos de mujeres transformó el proceso de 
reforma de la defensa convirtiéndolo en un debate nacional más amplio en el que se incluyeron cuestiones 
relativas a la seguridad de la población y al establecimiento de un sistema de seguridad que respondiera 
mejor a las necesidades reales. 

No siempre es posible iniciar de forma inmediata un diálogo sobre aspectos de la seguridad y la 
justicia, especialmente cuando el Gobierno socio no desea un compromiso profundo. En estas cir- 
cunstancias es necesario que los actores internacionales se muestren respetuosos con los temas 
que suscitan recelos entre la población local y se ganen la credibilidad como socios, a la vez que 
van dando pasos para ampliar de forma gradual el debate y responder así a mayores necesidades, 
incluyendo a un número mayor de partes interesadas. 

En algunos casos los actores internacionales se pueden encontrar en una posición tal que les permita 
respaldar y apoyar la demanda de la reforma del sistema de seguridad manteniendo conversaciones 
políticas, diplomáticas y relativas al desarrollo con distintos representantes del Gobierno nacional, 
de los sectores Implicados en el sistema de seguridad y de la sociedad civil. Uno de los enfoques 
consiste en impulsar la formación o la inclusión de los movimientos de la sociedad civil en asocia- 
ciones y redes regionales, como la Red del Sector de Seguridad Africano (www.africansecurity.org). 
Apoyar el intercambio de ideas entre quienes trabajan por la reforma del sistema de seguridad en los 
países receptores a través del diálogo y las conversaciones, tanto oficiales como informales, entre 
países de la misma región constituye un sistema eficaz para introducir la reforma del sistema de 
seguridad en sus agendas, a la vez que se trata de una actividad que puede facilitar el compromiso 
de los países donantes. Ejemplos de esto son América Latina y los Balcanes, lugares en los que 
se han establecido organizaciones policiales regionales, como la Asociación de Jefes de Policía de 
Europa del Sudeste (SEEPCA) cuyo resultado ha sido la opinión generalizada de que han aprendido 
una enseñanza y les ha ayudado a incorporar criterios no escritos. 

4.2 Tomar en serio la apropiación local 

“En pocas palabras, las reformas que no estén configuradas y dirigidas por actores locales difícil- 
mente podrán ejecutarse adecuadamente y de forma sostenida” (Nathan, 2006, p. 6). La sostenibili- 
dad se apoya, además de en la apropiación local, en cuatro importantes elementos que se estudian 
detalladamente en la Sección 4: 

• Capital humano 

• Recursos económicos 

• Conveniencia cultural 

• Estructuras y sistemas institucionales. 

La experiencia demuestra que la ayuda a la reforma del sistema de seguridad se debe proyectar 
tratando de apoyar a los gobiernos socios y las partes interesadas para que sean ellos quienes 
recorran el camino de la reforma, más que a darles un camino determinado y dirigirles por éP. Esta 
afirmación concuerda con la Declaración de París sobre Eficacia de la Ayuda (www.oecd.org/dac/ 
effectiveness/parisdeclaration), en la que los países socios se comprometieron a “dirigir de forma 
eficaz sus estrategias y políticas de desarrollo, y coordinar las acciones encaminadas a él”, a la vez 
que los países donantes se comprometían a “respetar el liderazgo de los países socios y ayudarles 
a reforzar su capacidad para ejercerlo” (OCDE, 2005). Los procesos de reforma no tendrán éxito 
si no hay compromiso y una apropiación por parte de quienes los tienen que acometer. El apoyo 
internacional debe centrarse principalmente en la constitución de la capacidad local. En la Sección 5 
se exponen los pilares más importantes en los que se apoya el desarrollo de la capacidad de reforma 
del sistema de seguridad. 
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4.3 Tratar la resistencia a la reforma y apoyar el cambio 

Tal y como se ha subrayado con anterioridad, la planificación para el desarrollo de un posible progra- 
ma internacional de apoyo a la reforma del sistema de seguridad, exige la elaboración de un análisis 
certero del contexto existente. Uno de los principales riesgos políticos es la oposición a la reforma 
del sistema de seguridad ya que ésta podría suponer un desafío a los intereses, a los papeles y a 
las relaciones de poder. Por lo tanto, una cuestión primordial es estudiar las dinámicas del cambio y 
llevar a cabo un análisis de los socios para evaluar quién saldrá perjudicado y quién beneficiado de 
las iniciativas de la reforma del sistema. Las oportunidades y la resistencia a la reforma deberían ser 
tratadas, en particular, en la fase inicial y en el diseño de los programas internacionales de apoyo. 

De hecho, sería necesario subrayar la resistencia al desarrollo cuando un programa de reforma de 
la seguridad sea percibido como una actividad para ser dirigida por intereses externos. Para hacer 
frente a esto en Indonesia, la comunidad donante ha apoyado que grupos de la sociedad civil local 
organicen reuniones para concienciar sobre el concepto de reforma del sistema de seguridad a los 
funcionarios del Gobierno de los ministerios implicados en el sistema de seguridad. A lo largo de un 
período de dos años estas reuniones, mantenidas en la lengua local y sin la presencia de personas 
ajenas, han preparado el terreno para la aceptación y la asunción local de la reforma del sistema de 
seguridad. 

La oposición a las reformas se puede manifestar de distintas maneras. Tres fuentes clave son: 

• Político. 

• Institucional/ organizativo. 

• Individual. 

A continuación presentamos una serie de cuestiones relevantes para hacer frente a esta oposición. 

4.3.1 Comprender la resistencia al cambio 

En primer lugar, es importante que los actores exteriores se den cuenta de que sus interlocutores na- 
oionales conooen mejor las dificultades y manifiestan resquemores perfectamente válidos respecto 
a los procesos de reforma. Desde la perspectiva de quienes se oponen a la reforma de la justicia y la 
seguridad, su resistencia es lógica y racional. Los opositores entienden que están defendiendo sus 
intereses (materiales, culturales, políticos), o los de su organización o grupo. Por ejemplo, un admi- 
nistrativo que trabaje como funcionario judicial puede temer la aplicación de un sistema automatizado 
para la gestión de los casos por varios motivos, como la pérdida de los ingresos procedentes del 
soborno o el miedo a perder su empleo al no tener la formación necesaria. Las unidades paramilitares 
pertenecientes a la policía pueden temer la pérdida de poder si el Gobierno sustituye en el enfoque 
del mantenimiento del orden el concepto de aplicación de la ley por el modelo de prestación de 
un servicio. Y los militares pueden oponerse a la reforma del sistema de seguridad si uno de los 
elementos claves es la transferencia de la responsabilidad de la seguridad interior a la policía. Un 
apoyo internacional eficaz a los programas de reforma del sistema de seguridad reconoce estas 
motivaciones y trata de darles respuesta o mitigarlas para evitar que impidan el proceso de reforma. 
Cualquier programa de reforma tiene que proponer incentivos para el cambio a todo el abanico de 
actores involucrados. 

4.3.2 Utilizar con cuidado el lenguaje 

La palabra “reforma” puede tener un sentido alienante para muchos socios locales y ella misma 
puede suponer una fuente de oposición. Para fomentar un entorno político receptivo, son mejor 
recibidos términos como “desarrollo” o “profesionalización". También es útil subrayar la idea de que 
el objetivo es ayudar a que las instituciones implicadas en la seguridad y la justicia presten un servicio 
mejor. Otro argumento clave para ganar apoyo local (tanto por parte de las comunidades como de 
las instituciones relacionadas con la seguridad y la justicia) y granjearse la aceptación de quienes se 
oponen suele ser el incremento de la eficacia. 
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4.3.3 Apoyar los procesos de diálogo 

La presión Interna ejercida por la población es otra de las formas eficaces y legítimas, con frecuencia 
subestimada, de obtener el compromiso político para acometer la reforma del sistema de seguridad. 
El desarrollo de una amplia representación para el cambio puede involucrar a las organizaciones 
mediáticas, académicas, de la sociedad civil, los grupos religiosos y las comunidades locales 
favorables para que expongan sus preocupaciones sobre las cuestiones relacionadas con la justicia 
y la seguridad. Este diálogo político infundiría confianza y un entendimiento común entre los actores 
locales y generarla los medios adecuados para superar la posible oposición al desarrollo de la 
justicia y la seguridad. El estudio del caso de Ghana, al final de esta sección, sirve de ejemplo para 
esta cuestión. 

5. Fase inicial del compromiso del donante 

La experiencia obtenida al desarrollar programas de reforma del sistema de seguridad en distintos 
países pone de manifiesto los beneficios que se obtienen al incorporar una fase de implantación a ios 
programas de reforma del sistema de seguridad, es decir, una etapa en la que hacer frente a dificulta- 
des comunes, engendrar el apoyo y constituir la capacidad, examinar los supuestos y establecer las 
bases del avance a más largo plazo. 

La duración útil de la fase de implantación depende de la situación del lugar en que se aplique, pero 
puede extenderse entre los doce y los dieciocho meses. Se pretende que este proceso sirva para 
infundir la confianza y la seguridad entre el Gobierno nacional, las organizaciones de la sociedad civil 
local y el agente o actores internacionales antes de iniciar un verdadero programa de reforma del 
sistema de seguridad a largo plazo. 

Los objetivos prácticos que persiguen los actores internacionales con el desarrollo de la fase de 
implantación son cinco: 

• Infundir seguridad y confianza mutua entre los actores internacionales y locales respecto a 
cuestiones políticas muy delicadas. 

• Evaluar si existe valor añadido en el apoyo al programa de reforma del sistema y demostrar la 
credibilidad como socio. 

• Ratificar el compromiso del Gobierno socio y de otros actores locales con el programa de refor- 
ma del sistema de seguridad dirigido tanto a las cuestiones relacionadas con la gobernabilidad 
como a las cuestiones de prestación de servicios. 

• Construir el entendimiento y el diálogo sobre las cuestiones de seguridad y de justicia con los 
países socios. 

• Realizar evaluaciones detalladas (análisis del conflicto, evaluación de la gobernabilidad, gestores 
del cambio, fuentes de tensión, agentes del cambio, del entorno económico) que puedan dar 
información de cara a diseñar programas de ayuda a más largo plazo o servir de base para que 
el donante tome la decisión de apoyar o no la reforma del sistema de seguridad. 

Cuadro 2.4 Salvar la distancia entre el diseño y la ejecución 

Las fases iniciales también pueden ayudar a salvar la distancia entre el diseño y la ejecución del programa. A 
menudo se produce un retraso perjudicial de hasta doce y quince meses a causa de los engorrosos proce- 
dimientos de “adquisición” de los donantes, y que suponen una gran inversión de tiempo. Esto puede tener 
un impacto significativamente negativo sobre la credibilidad de los donantes y las relaciones con los líderes 
locales y otros actores clave. Para hacer frente a esta cuestión en Serbia, un grupo de donantes acordó es- 
tablecer un fondo para la reforma de la justicia, bajo la vigilancia del Ministro de Economía de ese país. Esto 
permitió el rápido desembolso de los fondos y redujo la carga administrativa. El desembolso de los fondos 
fue decidido por un comité conjunto del Gobierno y el donante. 

Si no se puede aplicar una fase inicial completa, se pueden utilizar modelos alternativos. Por ejemplo, la 
Agencia de Desarrollo Internacional de Canadá (ACDI), aprobó un acuerdo provisional de pequeñas sub- 
venciones para programas relacionados con el Estado de derecho, gestionados por un consultor sénior que 
apoyaba proyectos destinados a infundir confianza, de rápido impacto para ayudar a conservar el impulso. 
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Entre las actividades que se pueden llevar a cabo en la tase de implantación están las siguientes: 

5.1 Intercambios intra-regionales 

Las experiencias prácticas llevadas a cabo en regiones con situaciones similares pueden tener una 
gran fuerza a la hora de mostrar los beneficios, los riesgos y los retos de la reforma. En Solivia, por 
ejemplo, el Gobierno invitó a expertos de Chile, Guatemala, Nicaragua y Perú a compartir sus ex- 
periencias sobre gestión de los programas de reforma de la seguridad y la justicia. El apoyo a estas 
actividades ayuda a demostrar que los actores internacionales están atentos a las necesidades de la 
situación local y no pretenden imponer modelos occidentales. Los intercambios regionales aportan 
una valiosa perspectiva y permiten cultivar socios regionales que proporcionan apoyo a medida que 
avanzan las reformas. 

5.2 Proyectos piloto 

Los proyectos piloto constituyen medios muy útiles para que los actores internacionales y nacionales 
se comprometan con los proyectos de reforma del sistema de seguridad sin afrontar los riesgos o los 
costes que supone la puesta en marcha de un proyecto de mayor duración. Si están bien elaborados, 
estos proyectos sirven de prueba para enfoques nuevos y permiten extraer importantes lecciones, a 
la vez que refuerzan de forma inmediata la prestación de servicios que respondan a las necesidades 
locales. Algunos funcionarios del Gobierno o parte de la población local podrían manifestar inicial- 
mente escepticismo u oposición ante las reformas. Al demostrar las repercusiones positivas que 
puede tener el nuevo enfoque (por ejemplo, el efecto que puede tener un proyecto de mantenimiento 
del orden basado en la comunidad local sobre la reducción de la inseguridad) los proyectos piloto 
pueden granjearse una credibilidad y apoyo que permitan emprender programas de reforma más 
ambiciosos. Hay que ser prudente al encomiar los beneficios que aportan estos proyectos porque en 
ocasiones es necesario abandonarlos y los actores, tanto nacionales como internacionales, dedican 
escasos esfuerzos a extraer las enseñanzas que permitan una aplicación más amplia. También hay 
que seleccionar con gran cuidado la localización para que responda a las necesidades locales y se 
incrementen las posibilidades de que tenga éxito. 

Las lecciones aportadas por el desarrollo de proyectos piloto deben servir de trampolín. La expe- 
riencia obtenida es útil para desarrollar iniciativas más amplias y prolongadas a medida que los 
funcionarios del Gobierno y los donantes adquieren conocimientos prácticos sobre la elaboración 
y aplicación de reformas sostenibles del sistema de seguridad. Sin embargo, esto exige realizar un 
seguimiento y evaluación de los programas piloto adecuado, además de emplear el tiempo suficiente 
para que estas actividades se incluyan en la planificación de una fase de implantación. Proyectos pi- 
loto recientes desarrollados para promover la reduoción de la violencia armada y el control de armas 
pequeñas fomentando la participación de la propia comunidad interesada en los barrios bajos de 
Haití, por ejemplo, acabaron sirviendo de plantilla para desarrollar estrategias de desarme, desmovi- 
lización y reintegración así como de reforma del sistema de seguridad. 

La experiencia ha demostrado que las iniciativas de “formar y equipar” que apoyaban con frecuencia 
los actores internacionales son ineficaces y de corta duración si no están vinculadas con reformas de 
la gobernabilidad de un alcance mayor, especialmente con el desarrollo de procesos y protocolos de 
gestión. Los gobiernos socios solicitan con frecuencia formación y financiación sin haber realizado 
previamente una evaluación de las necesidades reales que presenta el sector o la institución. Esto 
puede llevar a que los donantes proporcionen grandes aportaciones económicas con un escaso 
concepto de su valor o de los oostes periódicos que va a suponer a largo plazo. Es importante que 
estos proyectos de “resultados inmediatos" se conviertan en actividades aisladas. En este tipo de 
situaciones es fundamental entablar un diálogo con los socios locales para analizar en profundidad 
cuáles son las necesidades reales y garantizar que cualquier apoyo proporcionado se contemple 
como parte integrante de una estrategia de reforma a más largo plazo^. 

5.3 Desarrollo de la capacidad 

El desarrollo de una fase de implantación también constituye una oportunidad importante para 
fomentar una mayor apropiación nacional de la reforma del sistema de seguridad a través de las 


Manual dei CAD-OCDE sobre la reforma del sistema de seguridad - ISBN 978-92-64-03738-0 © OCDE 2007 


39 



actividades de desarroiio de la capacidad. Ésta proporcionará grandes beneficios en el momento 
de crear un equipo formado por miembros de las partes interesadas que pueda dirigir el proceso de 
ejecución. Las prioridades de la ayuda de los países donantes deberían consistir en: 

• Desarrollo de competencias en la planificación estratégica y económica y en la reforma de la 
organización. 

• Proporcionar el apoyo de mentores para los agentes del cambio. 

• Apoyar el desarrollo de la capacidad local para impartir formación y educación. 

• Constituir la capacidad de las organizaciones de la sociedad civil para que se comprometan 
junto a sus gobiernos en las cuestiones relacionadas con la reforma del sistema de seguridad. 

• Desarrollar la capacidad de los grupos marginados para que pidan cuentas a quienes les prestan 
los servicios de justicia y seguridad. 

5.4 Evaluaciones 

La fase de implantación también puede conceder el tiempo necesario para llevar a cabo evaluaciones 
más profundas de las distintas cuestiones que afectan a la sostenibilidad y eficacia de los programas 
de reforma del sistema de seguridad. Los datos que aporten estos análisis se pueden utilizar como 
base para ajustar más la elaboración de los programas que se vayan a desarrollar a largo plazo. 
Por ejemplo, se pueden revisar los gastos buscando información sobre cuestiones de sostenibilidad 
fiscal; ésta es una información crucial para calcular el tamaño adecuado que han de tener las fuerzas 
de seguridad a medio y largo plazo. La evaluación puede también indicar que un proceso de 
reforma apoyado por actores internacionales no es necesaria por razones de sensibilidad política, 
de falta de apropiación, la situación de conflicto, etc. En la Sección 3 se presentan ejemplos de 
distintos tipos de evaluación y cómo llevarlos a cabo. 

5.5 Evaluar el valor añadido del apoyo internacional 

Otra cuestión clave relativa a la fase de implantación es analizar si el apoyo internacional al desarrollo 
a largo plazo de la justicia y la seguridad tiene un valor añadido. Al comenzar una fase de implan- 
tación es poco probable que el agente internacional disponga de la información suficiente respecto 
al sistema de seguridad del país socio que le permita elaborar un programa eficaz de reforma a largo 
plazo. Por lo tanto, las fases de implantación ofrecen la oportunidad de comprender quiénes son los 
actores que proporcionan seguridad y justicia, quiénes la socavan, y la relación que existe entre los 
distintos actores que prestan los servicios de seguridad y justicia, tanto estatales como no estatales. 
Es importante evaluar lo siguiente: 

• El alcance del apoyo para la RSS de otros actores internacionales y las oportunidades para 
realizar esfuerzos conjuntos. 

• Cualquier laguna que exista. 

• Oportunidades para la coordinación. 

• El impacto del apoyo internacional sobre las posibilidades de reforma. 

• Los riesgos que conlleva la ayuda. 

5.6 Evaluar el compromiso de los países socios 

La necesidad de la reforma es una condición necesaria pero no suficiente para proporcionar el apoyo 
internacional. Una condición previa para el desarrollo sostenible de la justicia y la seguridad es el 
compromiso con la reforma del sistema de seguridad por parte del Gobierno socio y de otros actores 
locales. Con frecuencia la buena voluntad de responder a las cuestiones de la gobernabilidad no es 
más que una de las cuestiones clave en relación con la eficacia de las instituciones de justicia y segu- 
ridad. Esto subraya la importancia de vincular la reforma del sistema de seguridad con otras reformas 
de la gobernabilidad y del servicio público. 

Sin embargo, es importante reconocer que el compromiso local puede ser débil por buenas razones, 
entre las que se cuenta el elevado riesgo político que conlleva el emprender reformas. Por lo tanto, 
los actores internacionales tienen que afrontar la dificultad que supone proporcionar un apoyo inicial 
a las actividades de reforma del sistema de seguridad al mismo tiempo que (por medio de su 
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compromiso) va reforzando el compromiso del agente local con dichas iniciativas de reforma. 
Los actores internacionales tienen que analizar la situación y decidir si pueden ayudar a construir 
este compromiso gracias a su propio compromiso. Con frecuencia los donantes se muestran 
precavidos al comprometerse con la reforma del sistema de seguridad hasta que observan la 
existencia de signos tangibles de que se están aplicando una serie de reformas generales. Es una 
actitud comprensible, pero a menudo es necesario realizar inversiones que faciliten la reforma y 
refuercen el papel que representan quienes llevan a cabo la reforma desde dentro de la propia 
organización. No es realista esperar resultados inmediatos en países que atraviesan un período de 
transición. Las fases de implantación permiten que los donantes proporcionen su apoyo en una fase 
previa en la que se está estableciendo el compromiso público con la reforma, sin afrontar el riesgo 
de comprometerse con un programa de ayuda a largo plazo. Éste puede constituir un buen medio 
para analizar el compromiso local y decidir si la situación es adecuada para ofrecer un apoyo a largo 
plazo. 

Lista de control: Preguntas de utilidad a la hora de entender y fomentar un entorno político favorable 

• ¿Se han analizado las posibles repercusiones de la reforma del sistema de seguridad y de la ayuda 
internacional sobre el equilibrio de poder existente en el país y las causas que subyacen al conflicto? 

• ¿Se ha sopesado el riesgo que supone no hacer frente a los desafíos que plantea el sistema de seguridad? 

• ¿Reconocen los socios su necesidad de mejorar la eficacia, reforzar la gobernabilidad y controlar el 
sistema de seguridad? 

• ¿Se han identificado las partes interesadas más importantes, tanto estatales como no estatales, y se han 
examinado las posibilidades de entablar el diálogo? 

• ¿Se sabe si otras agencias o departamentos de nuestro Gobierno u organización están interesados en la 
reforma del sistema de seguridad de este país en concreto y se ha logrado su compromiso? 

• ¿Existen otros gobiernos u organizaciones interesadas que hayan proyectado el apoyo a la reforma del 
sistema de seguridad y se han examinado las posibilidades de emprender iniciativas conjuntas? 

• ¿Cuáles son las principales cuestiones a las que hay que dar respuesta en la fase de implantación para 
infundir confianza e incrementar el conocimiento? 


Cómo conecta esta sección con el resto del manual 

Esta sección ha presentado la naturaleza política de la reforma del sistema de seguridad y las cuestiones 
clave que hay que tratar en la fase inicial. La información detallada sobre los distintos tipos de evaluaciones 
que se pueden realizar en la fase inicial se encuentra en la Sección 3. La Sección 4 estudia cómo las cues- 
tiones identificadas pueden ser tratadas en los programas de ayuda a largo plazo. 


Caso 2.1 : 

Desarrollo de la fase inicial de un programa de reforma del sistema de 
seguridad en Yemen 

Contexto 

En 1994 Yemen acabó logrando la unificación e Inició un proceso de modernización de sus estruc- 
turas y actividades de gobierno. Aunque se van obteniendo resultados, se trata de un proceso lento; 
el sistema de justicia y seguridad en Yemen es débil y es preciso desarrollar vínculos más fuertes en 
su seno. La violencia y el desorden siguen suponiendo un grave problema en varias regiones del país 
ya que en amplias zonas no hay presencia de cuerpos de mantenimiento del orden ni de la adminis- 
tración de justicia. Se calcula que alrededor del 80% del total de los servicios relacionados con los 
ámbitos de la justicia y la seguridad están prestados por actores no estatales. También son escasas 
las posibilidades de acceso a estos servicios en muchas zonas para los grupos sociales marginados 
y excluidos. 

Punto de partida 

El Gobierno de Yemen solicitó que donantes internacionales apoyaran las actividades de desarrollo 
de la justicia y la seguridad que habían puesto en marcha. A lo largo de doce meses un equipo multi- 
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disciplinar nacional e internacional (en el que participaron expertos en seguridad, administración de 
la justicia, sistema penitenciario, gobernabilidad y administraciones públicas, asi como antropólogos 
y sociólogos expertos en temas legales) emprendió en Yemen una serie de misiones destinadas a 
desarrollar la fase de implantación de un programa de ayuda con una duración de un año. Como re- 
sultado del análisis realizado, las actividades de la fase de implantación se centraron en el programa 
de apoyo a la gestión de la policía para ayudar en la planificación, la evaluación de la aplicación, y la 
puesta en marcha de iniciativas dedicadas a la solución de problemas planteadas por la comisaria 
local tal y como pretendía el Gobierno. A la vez, el apoyo judicial se concentró en proporcionar ayu- 
das concretas relativas a la gestión de la información, en relación especialmente con la necesidad 
de impulsar las inspecciones judiciales y la administración de los tribunales. El tercer elemento del 
programa de apoyo consistió en la dotación de fondos sociales a la justicia, cuyas actividades se 
encaminarían a mejorar las posibilidades de acceso a la justicia para todos, especialmente para los 
grupos marginados y vulnerables. 

Lecciones aprendidas 

Ser consciente de lo delicado de dirigir las evaluaciones de las necesidades — En ocasiones es políti- 
camente imposible llevar a cabo una amplia aplicación, gestión y evaluación de las necesidades que 
presentan las instituciones relacionadas con la seguridad y la justicia. Una estrategia podría consistir 
en incorporar un sistema de evaluaciones múltiples, claramente definidas, como si se tratase del 
producto de una iniciativa de “resultados inmediatos” proyectada para lograr una pronta mejora de 
la prestación del servicio. 

Diseñar proyectos piloto con prudencia — El pragmatismo y el realismo político son actitudes vitales 
al elaborar y desarrollar los proyectos piloto. Si están dirigidos a infundir confianza al Gobierno socio, 
deben descubrir las necesidades a la vez que verifican su grado de compromiso con el desarrollo de 
una justicia y una seguridad sostenibles. 

Los acuerdos sobre la gestión son esenciales — La fase de implantación tiene que estar bien elabo- 
rada, pero sería totalmente ineficaz si no se concede la misma consideración a la gestión de su 
ejecución. Produciría grandes beneficios involucrar a la población en la elaboración de la fase de im- 
plantación. En ese caso, la planificación de la ayuda a largo plazo quedaría estrechamente implicada 
en la gestión de las actividades de implantación garantizando la continuidad, la memoria institucional 
y la confianza de las partes interesadas. 



YEMEN, Sana'a: Escena de una calle. 
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Caso 2.2 

Apoyo al diálogo sobre la reforma del sistema de seguridad en Ghana 


Contexto 

En enero de 2001, año en el que el jefe de la oposición John Kufuor llegó a la presidencia del 
Gobierno, se produjo de forma pacífica, por primera vez, una transferencia del poder de un Gobierno 
electo al siguiente. Una parte de los problemas a los que se enfrentaba la consolidación de la demo- 
cracia era el ejercicio de un control democrático y llevado a cabo por la sociedad civil, además de 
una mayor profesionalización del sector de la seguridad. 

Punto de partida 

Gracias a las buenas relaciones que mantuvo el Agregado de Defensa británico con los represen- 
tantes más antiguos del Ministerio de Defensa de Ghana y de las fuerzas armadas de este país, el 
Equipo de Asesores del Desarrollo en el Sector de la Seguridad británico fue invitado por el Ministerio 
de Defensa de Ghana para recibir asesoramiento sobre la forma de organización de la gestión de los 
recursos humanos y sobre estrategias de desarrollo de los componentes civiles de dicho ministerio. 
Se puso de manifiesto que antes de aplicar esa estrategia era necesario dejar más claros los papeles 
y responsabilidades de los miembros civiles en relación con sus colegas militares. El proceso de 
ayuda a los socios de Ghana para que reflexionaran sobre cuáles debían ser estos papeles y respon- 
sabilidades proporcionó la oportunidad de presentar las experiencias que habían tenido otros países 
africanos que habían reforzado las estructuras de gobernabilidad y gestión de sus propios sistemas 
de seguridad. También permitió una mayor participación de las partes interesadas en este debate, 
entre las que se contaban representantes del sistema de seguridad en su conjunto, parlamentarios, 
miembros del mundo académico y organizaciones relevantes de la sociedad civil. 

Lecciones aprendidas 

Construir redes de trabajo a través del diálogo — Gracias a la participación de un amplio abanico de 
partes interesadas en una serie de seminarios, se extendió una comprensión más profunda de las 
cuestiones relacionadas con la reforma del sistema de seguridad y se estableció una red de delega- 
dos interesados en apoyar un cambio progresivo. A través de esta red se difundió un curso elaborado 
y dirigido por actores locales sobre gobernabilidad y gestión en el sector de la seguridad. Una alianza 
de instituciones locales imparte anualmente este curso, gestionado por un equipo de gobierno 
dirigido conjuntamente por la Oficina de Presidencia y la del Jefe del Servicio Civil. 

Otorgar poder y fortalecer tas organizaciones locales — La serie de seminarios fue organizada por 
una ONG local llamada Diálogo e Investigación sobre la Seguridad Africana. Esta organización se ha 
constituido gracias a sus amplios contactos y a su comprensión de la situación de la población y 
pretende garantizar un enfoque a la medida que sea eficaz para ir consiguiendo avances planificados 
en el seno de un entorno político complejo. Su compromiso con este programa les han permitido 
infundir confianza, credibilidad y buenas relaciones con un importante número de individuos y or- 
ganizaciones tanto dentro del Gobierno como fuera de él. Esta circunstancia queda reflejada en el 
hecho de que el Comité Parlamentario para la Defensa y la Seguridad solicitó posteriormente a esta 
organización que impartiera una serie de seminarios y formación a los parlamentarios. 

Flexibilidad — La buena voluntad de adaptarse a un entorno en situación de cambio y de aprovechar 
las oportunidades que van surgiendo fue un factor crucial para alcanzar los éxitos que proporcionó 
esta iniciativa. Aunque el objetivo inicial de apoyar un refuerzo significativo de la capacidad del com- 
ponente civil no se ha conseguido en su totalidad, se han logrado verdaderos avances en aspectos 
para los que originalmente no se concibió, como el hecho de servir de catalizador de un diálogo 
social sobre cuestiones relacionadas con la seguridad que a su vez sirva de catalizador de reformas 
más amplias. 

Agregar iniciativas en curso y relacionarlas con procesos más amplios — Uno de los factores deci- 
sivos fue que la iniciativa se vinculó con el programa de fortalecimiento del servicio público en curso 
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que abarcaba todos los estamentos del Gobierno. Esta medida situó el cambio realizado en el seno 
del Ministerio de Defensa en el contexto más amplio de la reforma del sector público y en una mayor 
participación en el proceso que Incluía sectores externos al sistema de seguridad. 

Impacto 

El Curso sobre Gobernabilidad y Gestión del Sector de la Seguridad impartido por Diálogo e Investi- 
gación sobre la Seguridad Africana, la Universidad de Ghana y el Instituto de Ghana para la Gestión 
y Administración Pública está bien implantado y se ha convertido en un foro importante para la 
construcción del entendimiento y el fomento del diálogo sobre diversos aspectos del ámbito de la 
seguridad y la justicia. El curso goza de un amplio apoyo y elevado perfil y está permitiendo que los 
ghaneses sienten las bases para conseguir una mayor gobernabilidad de su sistema de seguridad, 
consolidando así la transición democrática en Ghana. 

Notas del lector 
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Bibliografía 

Las siguientes publicaciones son fuentes recomendadas en las que se puede obtener más informa- 
ción sobre el fomento de un entorno político favorable a la reforma del sistema de seguridad, obras 
que han ayudado a elaborar esta sección. 

1 . Anderüni, Sanam Naraghi and Camila Pampell Conaway (2004), Security Issues: Sector Reform in Inclusive Security, 
Sustainable Peace; A Toolkit for Advocacy and Action, 
http://www.huntalternatives.org/download/46_security_sector_reform.pdf 

Presenta la reforma del sector de la seguridad, la importancia de la participación de las mujeres y la inclusión de las 
cuestiones relativas a ellas. 

2. DFID, Understanding and Supporting Security Sector Reform, Londres. 
http://www.dfid.gov.uk/pubs 

Panorámica de importantes cuestiones relacionadas con la reforma del sistema de seguridad, tales como el marco legal o el 
sistema presupuestario financiero. 

3. Giustozzi, Antonio (2004), Good State vs. Bad Warlords? A Critique ofState-Building Strategies in Afghanistan, 

Working Paper No. 51 , Crisis States Research Centre, LSE, 
http://www.crisisstates.com/download/wp/wp51.pdf 

Defiende el argumento de que en lugar de centrarse en el papel que representan los señores de la guerra en el seno del 
nuevo Estado, la comunidad internacional tendría que preocuparse por las limitadas reformas logradas en los ministerios de 
Kabul, especialmente en el Ministerio del Interior y respecto a la lucha contra la corrupción. 

4. Nathan, Laurie (2006), Operationalising the Principie of Local Ownership in Security Sector Reform. 

Documento que se centra en cómo contribuir a conseguir que el compromiso de los países donantes con la apropiación 
local de la reforma del sistema de seguridad sea eficaz. Ofrece una útil planificación y herramientas de diagnóstico que 
los actores externos pueden utilizar al plantearse el apoyo a la reforma del sistema de seguridad, así como los actores 
locales comprometidos con dicha reforma. Este documento ha sido fundamental para la redacción de esta sección. 

5. Scheye, Eric and Gordon Peake (2005), "Unknotting Local Ownership”, in Anja Ebnother and Philipp Flüri (eds.), 

After Intervention: Public Security Management in Post-Conflict Societies: From Intervention to Sustainable Local 
Ownership, Geneva Centre for the Democratic Control of Armed Forces and Austrian National Defence Academy, 

Viena, 

http://www.dcaf.ch/_docs/after_intervention/psm_8.pdf 

Aunque la apropiación local es necesaria para que la ejecución de la reforma del sistema de seguridad tenga posibilidades 
de éxito, hay que tratar la cuestión con las debidas precauciones ya que los “propietarios locales" se arriesgan a convertirse 
en fuente de problemas, empezando por los de seguridad. 

6. Instituto Internacional de las Naciones Unidas para la Formación e Investigación sobre el Progreso de las Mujeres, 
Gender and Security Sector Reform 

http://www.un-instraw.org/en/index.php?option=content&task=view&id=954&ltemid=20 

Aporta una amplia bibliografía e información sobre la relación entre sexo y reforma del sector de la seguridad. Se incluye un 
marco analítico que identifica las barreras sexistas de las reformas del sector de la seguridad y de otras reformas necesarias. 

7. Naciones Unidas, Consejo de Seguridad, Resolución 1 325 (2000) sobre Mujeres, Paz y Seguridad, 
www.un.org/events/res_1325e.pdf 

Esta resolución responde a los derechos de las personas que sufren un conflicto y reconoce el efecto desproporcionado 
que el conflicto tiene sobre las mujeres. Impone al conjunto del sistema de las Naciones Unidas y a cada uno de sus 
miembros la tarea de garantizar que las consideraciones no sexistas estén plenamente integradas en todos los aspectos del 
trabajo a favor de la paz y la seguridad. 

8. Conflict-sensitive Development Resource Pack (Saferworid), 
www.saferworld.org.uk/en/conflict_tools.htm 

Se trata de un manual de formación que enseña cómo reducir los posibles efectos negativos que el desarrollo y la ayuda 
humanitaria podrían ejercer sobre las dinámicas del conflicto, y cómo fomentar las perspectivas de paz. 

9. Preventing Conflict and Building Peace: A Manual of Issues and Entry Points (2006), 
www.oecd.org/dac/confiict 

Ofrece una panorámica de las cuestiones relacionadas con la gestión del conflicto y la construcción de la paz que ayuda a 
quienes trabajan en países afectados por conflictos o amenazados por ellos a difundir sus conocimientos sobre la interre- 
lación que existe entre sus actividades y las dinámicas del conflicto y la paz. 

10. OCDE (2005), Declaración de París sobre Eficacia de la Ayuda, 
www.oecd.org/dac/effectiveness/parisdeclaration 

Se trata de un acuerdo internacional al que se han adherido alrededor de cien ministros, jefes de agencia y otros antiguos 
miembros de la organización; se han comprometido a que sus organizaciones y países seguirán aumentando los esfuerzos en 
el campo de la armonización, alineación y gestión de la ayuda a través de un conjunto de actuaciones e indicadores que se 
pueden rastrear. 


Notas al pie: 

’ La Dedaración de París sobre Eticada de la Ayuda (elaborada por donantes y países socios y aprobada por los ministros en 2005) aprueba una “apropiación'según ia cual “los 
países socios ejercen un liderazgo eficaz sobre sus estrategias y políticas de desarrollo y coordinan las actividades de desarrollo", y compromete a los donantes a respetar a los 
líderes de los países socios y a ayudarles a reforzar su capacidad para que puedan ejercer ese liderazgo. Aunque este acuerdo fue elaborado por la comunidad en desarrollo, declara 
una serie de principios que se aplican en todas las áreas del apoyo eicterno. 

* Muggah, R. (2005). Ustening lora Changel Partidpatory Evaluations oíDDR andArms Reduction Schemes, Instituto para la Investigación sobre ei Desarme de las Naciones Unidas, 
Ginebra. 


Manual del CAD-OCDE sobre la reforma del sistema de seguridad - ISBN 978-92-64-03738-0 © OCDE 2007 


45 


SECCIÓN 3: LLEVAR A CABO EVALUACIONES DE LA REFORMA DEL 
SISTEMA DE SEGURIDAD 
Objetivo de esta sección 

Esta sección presenta las principales cuestiones que ios actores internacionaies deben tratar cuando 
llevan a cabo una evaluación de la reforma del sistema de seguridad. Plantea quién debe ser con- 
sultado y qué datos hay que analizar para así aportar información al diseño de los programas inter- 
nacionales de apoyo al desarrollo de la seguridad y de la justicia. Las cuestiones principales tratadas 
en esta sección están organizadas de la siguiente manera: 

1. Introducción 

PARTE A: EL PROCESO DE EVALUACIÓN 

2. Planificar las evaluaciones 

3. Recabar la información 

4. Tipos de evaluación 

5. Principales partes interesadas a las que consultar a! evaluar la RSS 

PARTE B: METODOLOGÍA DE EVALUACIÓN DE LA REFORMA DEL SISTEMA DE SEGURIDAD 

6. Desarrollo de un enfoque integrado 

7. Cuatro categorías analíticas clave 

8. Intercambios entre procesos y metodología 


Lecciones aprendidas clave 

• Es necesario realizar evaluaciones por separado para las diferentes etapas del desarrollo del programa. 

• Las evaluaciones llevadas a cabo en asociación con los actores locales proporcionan una oportunidad 
para infundir confianza y aumentar la apropiación y los programas de ayuda. 

• Las evaluaciones conjuntas realizadas en colaboración con otros actores internacionales ofrecen la opor- 
tunidad para una cooperación y una coordinación en el diseño y la ejecución del programa. 

• Para facilitar un diseño más eficaz del programa, las evaluaciones deben tratar al sistema de seguridad 
como un todo, de cara a identificar los sectores o problemas donde la ayuda es más necesaria y donde 
es posible avanzar. 

• Para garantizar una planificación más eficaz, las evaluaciones deben identificar si el Gobierno socio está 
comprometido con las reformas propuestas, que fortalezcan tanto la gobernabilidad de las instituciones 
de seguridad y de justicia y mejoren la prestación de servicios. 

• Para obtener una perspectiva global del contexto local, es importante llevar a cabo un análisis de la 
economía política y del conflicto, evaluar la gobernabilidad y la capacidad de las instituciones relaciona- 
das con la seguridad y la justicia, identificar las necesidades de la población y evaluar qué otros marcos y 
programas pueden conectarse con la RSS. 


1. Introducción 

El apoyo internacional a la reforma del sistema de seguridad debería estar basado en un entendi- 
miento global de los contextos, de los actores y de las prioridades locales. Aquellos que están in- 
volucrados en apoyar el desarrollo de la seguridad y de la justicia, tienen que interpretar las oportu- 
nidades para el cambio, las limitaciones y cualquier obstáculo potencial. También es importante que 
entiendan quién hace funcionar el cambio y quien se opone resistencia a él, así como los factores que 
pueden afectar receptividad del apoyo exterior a los procesos de la RSS. Dado que los programas 
de desarrollo de la seguridad y de la justicia que tienen lugar en países proclives al conflicto pueden 
tener impacto sobre el equilibrio del poder, es fundamental evaluar cuál serían los posibles efectos 
de la ayuda internacional sobre las dinámicas del conflicto y de la situación de seguridad. También es 
necesario entender cómo perciben la protección, la seguridad y la justicia los sectores más pobres y 
vulnerables de la población que se debe plantear la ayuda externa, cuyo objetivo es ayudar a estos 
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países a mejorar la seguridad y la justicia de su población, no sólo de los Estados. Si no se tienen 
en cuenta estos planteamientos, las intervenciones externas se convierten fácilmente en ineficaces 
o contraproducentes. 

Esta sección considera la evaluación de la reforma del sistema de seguridad como: 

• Un proceso de consulta, de recogida de información y de análisis. Se examinan las opciones 
para dirigir la evaluación y se plantea quién debería ser consultado. 

• Una metodología que implica la evaluación del contexto local y la identificación de las priori- 
dades para el apoyo al desarrollo de la seguridad y de la justicia. Se subrayan las cuestiones 
clave a revisar como parte de una evaluación. 

PARTE A: EL PROCESO DE EVALUACIÓN 
2. Planificar las evaluaciones 

2.1 Seleccionar el equipo de evaluación correcto 

Es fundamental conseguir el equilibrio adecuado entre las personas implicadas en el equipo de eva- 
luación si se pretende que los programas internacionales de apoyo a la reforma del sistema de segu- 
ridad tengan éxito a largo plazo. Esto supone la necesidad incluir a expertos de diferentes ámbitos 
(por ejemplo, de la seguridad y de la justicia, gestión, economía y gobernabilidad) e idealmente una 
combinación de expertos nacionales e internacionales. Para obtener una panorámica completa del 
contexto local hay que consultar a una gran variedad de partes interesadas pertenecientes tanto al 
Estado como a la sociedad civil y pedir las opiniones de la gente de las zonas rurales tanto como las 
de la población de las capitales. También es básico el hecho de que los miembros del equipo hablen 
la lengua local y que quienes no tengan esa posibilidad dispongan de buenos traductores. 

2.2 Dirigir evaluaciones conjuntas 

La cooperación internacional es fundamental para apoyar los programas de reforma del sistema 
de seguridad. Sin embargo, a menudo es dificultada por la falta de evaluaciones conjuntas. La De- 
claración de Paris sobre Eficacia de la Ayuda obliga a los donantes y a las organizaciones interna- 
cionales se comprometan a garantizar que para el año 201 0 dos tercios del trabajo analítico del país 
se realicen de forma conjunta (OCDE 2005, p.1 0). El presente manual establece estándares comunes 
para las evaluaciones de la RSS y anima la realización de evaluaciones conjuntos por los grupos de 
donantes y las organizaciones internacionales, con lo que se fomentan enfoques más coordinados y 
coherentes. Los Casos 1 y 2 que aparecen al final de esta Sección señalan los beneficios y las lec- 
ciones aprendidas de las evoluciones conjuntas de los donantes en Nigeria y Sudán. 

2.3 Llevar a cabo un enfoque global e iterativo 

Muchas evaluaciones de la seguridad y de la justicia adolecen de un campo demasiado reducido en 
lo que se refiere al alcance, por lo que fallan a la hora de plantear las cuestiones clave que tendrán re- 
percusión en el éxito del programa. Aún cuando un programa de reforma de la seguridad se centre en 
el trabajo en un único sector (por ejemplo, la reforma de la defensa), es necesario que éste sea infor- 
mado por una evaluación más amplia que considere la gobernabilidad y la capacidad del sistema de 
seguridad como un todo, asi como el contexto del país, las necesidades que presenta la población 
local, a los posibles responsables de llevar a cabo el cambio y a quienes se resistan o a aquellos 
actores que consideren el proceso de transformación perjudicial para sus circunstancias personales. 
También es importante admitir que las evaluaciones iniciales sólo proporcionan una instantánea de la 
situación y que las intervenciones en apoyo del desarrollo de la seguridad y de la justicia tienen lugar 
en escenarios más dinámicos. Es importante tener recursos para las actualizaciones y el seguimiento 
de las evaluaciones para así asegurar que los programas tienen validez en contextos cambiantes. 
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2.4 Asignar el tiempo necesario 

Con frecuencia las evaluaciones son demasiado breves y superficiales a causa de la presión ejercida 
por la necesidad de diseñar y ejecutar los proyectos rápidamente. La presión es aún mayor en los 
escenarios post-conflicto donde las prioridades en materia política y de seguridad son tales que 
tomarse un tiempo para la planificación y la preparación puede parecer un lujo. Por este motivo, al 
dirigir las evaluaciones, se tiende a prestar una atención insuficiente a las cuestiones más amplias 
relacionadas con la seguridad y con la justicia, a la realización de consultas a los socios o a la cons- 
trucción de la apropiación local. A menudo esto significa que la calidad de los programas de ayuda 
se vea afectada en última instancia. Si no se dispone del tiempo suficiente para dirigir una evaluación 
exhaustiva desde el principio del programa, entonces habrá que evaluaciones más detalladas en su 
diseño, mejor si se realizan durante la fase inicial (véase la Sección 2). 

2.5 Consultar con los gobiernos socios 

Conseguir el apoyo de los gobiernos socios para llevar a cabo las evaluaciones puede facilitar la acep- 
tación de las conclusiones. Las evaluaciones pretenden conseguir dos objetivos: un claro entendi- 
miento de la situación actual y permitir que los gobiernos socios sean conscientes de los beneficios 
que les reportará el proceso de transformación que se les propone. De aquí deriva que la realización 
conjunta del diagnóstico facilita el desarrollo de un remedio conjunto de manera más sencilla. Para 
todas las evaluaciones (salvo los análisis informales preliminares; véase infra), es necesario comenzar 
con conversaciones previas entre la comunidad internacional y los actores nacionales en las que se 
traten el alcance y los objetivos de la evaluación. Éstas serán determinadas por una serie de factores 
como la transparencia, la buena voluntad, la capacidad de los principales actores nacionales y el 
grado de acuerdo respecto a la necesidad de la reforma. Las evaluaciones pueden proporcionar una 
buena oportunidad para que se establezca la confianza entre los actores internacionales y los locales 
y para desarrollar la asunción de los programas de ayuda como propios. Probablemente, la consulta 
siempre constituya un proceso político sensible; dar prioridad al establecimiento de la confianza en- 
tre los actores nacionales e internacionales puede limitar el alcance de la evaluación. 

2.6 Desarrollo de los términos de referencia 

Una vez conseguido un amplio apoyo para llevar a cabo una evaluación, es necesario desarrollar los 
términos de referencia. Han de ser lo suficientemente amplios para permitir al equipo dirigir pueda 
adquirir una visión general del sistema de seguridad, de sus fortalezas y debilidades y de las áreas 
prioritarias para el apoyo. Deben incluir; 

• Propósitos y objetivos de la evaluación. 

• Productos y resultados previstos. 

• Papeles, responsabilidades y composición del equipo. 

• Plazos. 

• Presupuesto. 

• Metodología. 

• Revisión de los posibles riesgos. 

Desarrollar los términos de referencia en colaboración con los socios (o al menos compartirlos con 
ellos) puede constituir un verdadero avance para aumentar la confianza y la transparencia. 

3. Recabar la información 

El centro de esta fase reside en la compilación de datos (tanto cuantitativos como cualitativos) y su 
análisis. La combinación de métodos de investigación para ampliar las perspectivas permitirá que 
las conclusiones sean reforzadas. Al final de esta sección se presenta bibliografía especializada en 
métodos de investigación. Con frecuencia resulta beneficioso combinar métodos de investigación 
cualitativos y cuantitativos a la hora de diseñar una evaluación (por ejemplo, cruzar los resultados de 
las encuestas de opinión sobre la proporción de trato discriminatorio represalias con las estadísticas 
oficiales sobre delitos denunciados. También se pueden utilizar al mismo tiempo distintos métodos 
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cualitativos, v.g. la evaluación se enriquecerá al organizar grupos de referencia después de realizar 
encuestas de opinión pública para profundizar en las respuestas recibidas. Es necesario utilizar dis- 
tintas fuentes de información para recabar diferentes tipos de datos. Estos incluyen: 

• Investigación de área 

• Entrevistas con actores nacionales clave. 

• Encuestas nacionales de opinión pública sobre la protección, la seguridad y la justicia. 

• Grupos de sondeo identificados. 

3.1 Investigación de área 

Antes de dirigir una evaluación, es importante consultar informes y evaluaciones previas. Es frecuente 
que otros actores internacionales hayan realizado evaluaciones de fondo sobre temas similares que 
estén disponibles. También sería interesante reunir los documentos disponibles sobre política na- 
cional, y datos sobre marcos legislativos y sobre el presupuesto nacional. 

3.2 Entrevistas clave con los actores nacionales 

Las entrevistas se pueden llevar a cabo con una gran variedad de actores internacionales, del Go- 
bierno socio y de la sociedad civil, cuyas opiniones serán importantes para las evaluaciones. Suelen 
estar estructuradas de forma imprecisa y se apoyan en una lista de temas a debatir. Los entrevis- 
tadores formulan preguntas de forma espontánea y prudente para recibir información. Realizar las 
entrevistas a varios actores permite cruzar información y opiniones. 

3.4 Informes sobre las necesidades de la población local 

Las percepciones de la población en lo que se refiere a la justicia y la seguridad proporcionan una 
línea de base sobre la que se puede medir el progreso del programa de desarrollo de la seguridad y 
de la justicia. Las encuestas de opinión constituyen una valiosa herramienta. En los Balcanes, Kenia, 
Namibia, Tanzania, Congo-Brazzaville, Burundi y Uganda se han realizado encuestas nacionales de 
opinión pública sobre la seguridad y el despliegue de armas. Estas encuestas internas se utilizaron 
junto con los datos aportados por grupos de referencia de funcionarios del Gobierno, agencias de 
aplicación de la ley y organizaciones de la sociedad civil para informar a los planes de acción na- 
cional para la gestión del control de armas pequeñas. En Kenia, Tanzania y Uganda se aprobaron en 
el consejo de ministros'. 

Notas del lector: 
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Cuadro 3.1 Generar los datos de línea de base como condición previa para una reforma del sistema de 
seguridad eficaz 

Es fundamental reunir y analizar los indicadores clave de la violencia armada y de la inseguridad para realizar 
con eficacia el diseño, la ejecución, el seguimiento, la revisión y la evaluación de los programas de reforma 
del sistema de seguridad. Los datos de línea de base constituyen un elemento de especial importancia para 
planificar y medir la eficacia y lo apropiado de las intervenciones para mejorar la prestación del servicio de 
seguridad y de justicia. 

Recabar datos es una parte esencial de la preparación de una iniciativa de reforma del sistema de seguridad. 
La recogida de datos se debe llevar a cabo conjuntamente entre los socios internacionales y los locales. Los 
enfoques de colaboración garantizan un alto nivel de fiabilidad y de transparencia en la metodología, a la vez 
que se aumenta y refuerza la capacidad de investigación local en los países afectados. 

Mediante la combinación de encuestas internas, de grupos de sondeo, de entrevistas estructuradas y 
de recogida de datos aportados por parte de las fuentes de los ámbitos de la asistencia sanitaria y de la 
seguridad, estas encuestas de línea de base pueden ayudar a identificar: lagunas en la legislación y en las 
políticas relacionadas con la reforma del sistema de seguridad; la situación política y los puntos de partida 
adecuados para emprender actividades de reforma del sistema de seguridad, la amplitud y distribución de 
las represalias; el concepto que tiene la población del sistema de seguridad; y los objetivos adecuados de 
reducción de la violencia. 

Las encuestas tienen que ser verosímiles, fiables y verificables para que puedan configurar las prioridades 
del programa y sean consideradas legítimas por parte de las partes interesadas nacionales. Una metodo- 
logía, control de calidad y aplicación transparentes son tan importantes como los propios datos. 

Las encuestas se pueden repetir en etapas clave del proceso de aplicación de un programa de ayuda para 
ir valorando sus repercusiones. 


El informe del Banco Mundial “Volees of the Poor” utilizó una metodología global para analizar los 
puntos de vista y las necesidades de la población local en los países en desarrollo, metodología que 
incluía la realización de Análisis de Participación de la Pobreza. En las Islas Salomón, UNIFEM in- 
trodujo índices de discriminación por sexos para analizar la opinión de la población femenina y mas- 
culina sobre una serie de cuestiones relacionadas con la seguridad (UNIFEM, 2005). Las encuestas 
reúnen datos dispersos sobre la distinta opinión que tienen de ios problemas ambos sexos como los 
referidos a la “protección de los hombres para moverse en el interior de la propia comunidad” y la 
“protección de las mujeres para moverse en el interior de la propia comunidad” y tratan cuestiones de 
seguridad que pueden afectar de manera especial a las mujeres, entre las que se incluyen la violación 
y el abuso sexual en el hogar. 

3.5 Grupos de sondeo 

La utilización de grupos de sondeo constituye un método cualitativo de reunir información propor- 
cionada por un grupo en concreto. Es útil organizados con actores de distintos sectores del sistema 
de seguridad, por ejemplo agencias de aplicación de la ley o administradores de justicia. Se pueden 
realizar atendiendo a la situación geográfica para conocer los puntos de vista de la población de 
una zona concreta. Pueden constituir una valiosa herramienta que permita que grupos marginados 
no tengan temor a compartir sus opiniones. Por ejemplo, podrían formar un grupo de referencia in- 
dependiente si el objetivo es conocer sus apreciaciones sobre la inseguridad. Estos grupos suelen 
utilizar preguntas abiertas y animar al diálogo sobre un tema dado más que buscar una respues- 
ta directa. Este método permite una interpretación cualitativa de las consideraciones expuestas y 
conocer las distintas perspectivas ante una misma cuestión^. Es muy importante la selección de la 
persona o el grupo de población utilizado como grupo de referencia. Por ejemplo, se supone que 
muchos representantes de la comunidad se muestran cautelosos en presencia de extranjeros y no es 
fácil que hablen abierta y francamente. De igual forma, es probable que los funcionarios de policía no 
se manifiesten abiertamente en presencia de un funcionario superior de su cadena de mando o si es 
quien proporciona su grupo de referencia. 
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4. Tipos de evaluación 

El tipo exacto de evaluación que se realice es configurado por la situación local y el tiempo y los re- 
oursos de que se disponga. No obstante, puede servir de guía considerar una seouencia de análisis 
que, combinada, proporcione la información y el análisis necesarios para decidir si comprometerse 
o no en el apoyo a la reforma del sistema de seguridad, y en caso afirmativo, los ámbitos prioritarios 
en los que se va a prestar la ayuda: 

(i) Análisis informal preliminar. 

(ii) Estudio del alcance. 

(iii) Evaluación completa. 

(iv) Evaluación especifica de un sector o problema. 

Es importante considerar la evaluación como un prooeso iterativo que implica la existencia a lo lar- 
go de su desarrollo de momentos de toma de decisiones respecto a la continuidad y la forma del 
compromiso con el apoyo a los procesos de reforma del sistema de seguridad. Produce resultados 
positivos la incorporación de procesos de revisión dentro del diseño de los programas de ayuda, 
procesos que garantizan que los objetivos y las actividades sigan siendo relevantes en situaciones 
cambiantes. En la Sección 4 se estudian estas revisiones o actualizaciones de las evaluaciones. 

(i) Análisis informal preliminar realizado por los actores internacionales para comprender el contexto 
y tas necesidades 

Se trata de una evaluación informal de las cuestiones o problemas principales relacionados con la 
seguridad y la justicia. Estos sondeos deberían tener como objetivo ofrecer una panorámica amplia 
de la situación local y ayudar a los actores externos a comprender el papel que representa cada una 
de las distintas partes interesadas en el país. Este análisis preliminar puede servir de base para tomar 
decisiones sobre si se debe o no dar apoyo a la transformación del sistema de seguridad y justicia y, 
en caso afirmativo, el tipo de ayuda más adecuado para fomentar la creación de un entorno político 
conductivo. Al tratarse de un análisis que aporta información preliminar, suele incorporar tanto fun- 
cionarios del gobierno donante como de actores nacionales implicados en el sistema de seguridad 
y justicia y, generalmente, abiertos a la reforma. Estos estudios previos se tienen que realizar con la 
mayor discreción, no sólo a causa de la naturaleza política y delicada de la reforma del sistema de 
seguridad en muchos países, pero también para evitar que surjan expectativas, ya que en esta etapa 
no hay garantías de que se vaya a prestar el apoyo externo. 

(ii) Estudio del alcance 

Objetivo: Evaluar si hay valor añadido en el desarrollo de la fase inicial de un programa de ayuda a 
la reforma del sistema de seguridad. Con estos análisis se deberla trazar el mapa del terreno identifi- 
cando cualquier iniciativa de desarrollo de la seguridad y la justicia que ya estuviera en marcha, los 
desafíos principales que hay que afrontar y los actores clave {internacional, estatal y de la sociedad 
civil) con los que comprometerse. Estos actores son los que tendrían que analizar los avances que 
se logren al fomentar la creación de un entorno político favorable y si el gobierno socio está compro- 
metido con emprender reformas dirigidas tanto a reforzar la gobernabilidad del sistema de seguridad 
como a mejorar la prestación del servicio. El estudio de exploración también tiene como objetivo 
identificar las áreas en las que se hace necesario acometer un análisis más detallado y proponer 
actividades iniciales del programa de implantación. 

Resultado: Tomar la decisión de desarrollar o no la fase inicial de un programa de ayuda a la reforma 
del sistema de seguridad y, en caso afirmativo, identificar las áreas en las que es posible el apoyo y 
realizar un nuevo análisis. 

Quién debe llevar a cabo la evaluación: Es preferible que sea un pequeño equipo multidisciplinar 
formado por expertos nacionales e internacionales. 
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Quién debe ser consultado: Los donantes principales, las organizaciones internacionales tanto 
gubernamentales como no gubernamentales, titulares clave de los ministerios del gobierno y fun- 
cionarios de las instituciones implicadas en la seguridad y la justicia. Distintas organizaciones de la 
sociedad civil entre las que deben estar incluidos grupos de expertos, los medios y organizaciones 
relacionadas con el mundo académico y la propia comunidad. 

Lecciones aprendidas: Estos estudios de amplio alcance proporcionan una “instantánea” de la si- 
tuación local; sin embargo, los datos que pueden aportar con frecuencia no son de conjunto sino una 
mera aproximación incompleta. No se pueden considerar datos firmes, incontrovertibles y determi- 
nantes. Uno de los aspectos más importantes de los estudios de exploración es que deben identificar 
los ámbitos en los que se necesita un análisis más detallado. 

(iii) Evaluaciones completas 

Objetivo: Proporcionar una panorámica de la situación nacional ante la reforma del sistema de segu- 
ridad, los gestores y opositores al cambio y las necesidades de las distintas partes interesadas. Este 
análisis debe tener en cuenta el avance que se haya logrado en la fase de implantación y confirmar 
que el gobierno socio está comprometido con las reformas que refuerzan la gobernabilidad del sis- 
tema de seguridad y mejoran la prestación del servicio. El análisis debe presentar las áreas en las que 
hay valor añadido para el apoyo internacional al desarrollo de la seguridad y la justicia e identificar si 
las necesidades de algún sector específico requieren un análisis más detallado (por ejemplo el sector 
del mantenimiento del orden o el penitenciario). 

Resultado: Tomar la decisión de desarrollar o no un programa completo de apoyo a la reforma del 
sistema de seguridad y, en caso afirmativo, decidir las cuestiones a las que hay que dar respuesta 
con prioridad. 

Quién debe llevar a cabo la evaluación: Un equipo multidisciplinar formado por expertos nacionales 
e internacionales. En tanto en cuanto sea posible, debería incorporarse a este equipo alguno de los 
miembros del que realizó el estudio de exploración para que analice los avances que se vayan pro- 
duciendo. 

Quién debe ser consultado: Se debe consultar a todo el abanico de partes interesadas tanto inter- 
nacionales como gubernamentales y de la sociedad civil de manera que se obtenga una imagen lo 
más exacta posible de la situación local, se otorgue legitimidad al proceso de consulta, que se identi- 
fiquen las áreas prioritarias para la aportación de ayuda y que se construya el apoyo y la apropiación 
necesarias para acometer el programa de ayuda. 

Lecciones aprendidas: Es imprescindible consultar a los actores internacionales para conocer las 
posibilidades de llevar a cabo programas de ayuda conjuntos o complementarios. Un factor clave es 
garantizar la triangulación de la información y que el análisis se base en opiniones equilibradas. La 
falta de consulta con los actores locales puede provocar involuntariamente la aparición de opositores 
y cambios políticos durante la aplicación del programa, por lo que hay que tener en cuenta a todas 
las partes interesadas y sus opiniones. Como ya se ha comentado, el análisis crea con frecuencia 
grandes expectativas respecto a la ayuda que pueden proporcionar los actores internacionales; es 
importante ser consciente de este hecho y ser muy claros respecto al objetivo que persigue el análisis 
así como a los parámetros en los que se mueve la ayuda. 

(Iv) Evaluaciones especificas de un sector o problema 

Qbjetivo: Estos análisis permitirán tener un conocimiento más profundo de las necesidades de un 
sector determinado dentro del sistema de seguridad que ya ha sido identificado como prioridad en 
el análisis de la visión general. Por otro lado, pueden dar respuesta a problemas específicos (por 
ejemplo, niveles elevados de delincuencia o falta de acceso a la justicia) que requieran la acción 
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combinada entre los distintos sectores (En ia Sección 6 se presentan en detalle cuestiones a las que 
responder al realizar el análisis de cada sector del sistema de seguridad). 

Resultado: Decisión sobre las áreas prioritarias para apoyar la reforma en dicho sector. 

Quién debe llevar a cabo el análisis: Expertos en el sector así como analistas que tengan una visión 
más amplia del sistema de seguridad. 

Quién debe ser consultado: Las partes del gobierno y la sociedad civil interesadas en ese sector, asi 
como los actores que trabajan en otros ámbitos del sistema de seguridad relacionados son aque- 
llos. 

Lecciones aprendidas: Es importante examinar el nivel y la calidad de los servicios de seguridad y 
justicia que prestan tanto los actores del Estado como los no estatales. Hay que destacar las posibi- 
lidades de aumentar la coordinación entre diferentes actores, asi como la vigilancia. 

5. Principales partes interesadas a las que consultar como parte de la 
evaluación de la reforma del sistema de seguridad 

Notas del lector; 
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Tabla 3.1 Análisis de la reforma del sistema de seguridad 
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Al realizar los distintos tipos de análisis que acabamos de esbozar, encontramos un amplio abanico 
de partes interesadas a las que se debe consultar. Entre ellos se cuentan: 

5.1 Fuentes de la seguridad y de la justicia del Estado 

Es importante consultar con un amplio abanico de actores implicados en el sistema de seguridad 
por encima del reducido sector que se considera una prioridad. Por ejemplo, si el mantenimiento del 
orden es una de las cuestiones clave que hay que estudiar, también será importante entrevistarse 
con titulares de las instituciones militares, de justicia y otras relacionadas en busca de posibles vín- 
culos con los programas de reforma. Las preguntas se deben dirigir a titulares de los ministerios del 
gobierno responsables del mantenimiento del orden, así como a quienes directamente prestan estos 
servicios. Los debates de los grupos de referencia o las entrevistas personales cara a cara suelen 
ser buenos medios para obtener una panorámica de la política y la práctica relacionadas con la jus- 
ticia y la seguridad. Es importante conocer a los Ministros, además de consultar a los funcionarios y 
titulares del gobierno implicados en el funcionamiento y la gestión de los sectores de la justicia y la 
seguridad. 

5.2 Fuentes de justicia y de seguridad no estatales 

La composición del sistema de seguridad será distinta entre unos países y otros, y es muy importante 
para realizar el análisis que se incluyan en él todo el abanico de instituciones y actores que prestan 
los servicios de seguridad y justicia. En muchos de los países en vías de desarrollo, los actores no 
estatales son un sector importante en la prestación del servicio. Este hecho obiiga a incluir a un 
amplio abanico de organizaciones diversas entre las que se cuentan, por ejemplo, los tribunales 
tradicionales, los servicios de procuradores, las unidades de defensa local, la milicia local, las com- 
pañías privadas de seguridad y grupos de vigilancia. Es importante analizar su legitimidad, calidad 
del servicio y vigilancia. 

5.3 Actores que tienen un impacto sobre la gobernabilidad del sistema de seguridad 

También es importante tener en cuenta a los actores que podrían tener repercusiones significativas 
sobre la gobernabilidad del sistema de seguridad. Entre ellos se cuentan parlamentarios, cueros 
electos locales, políticos, jefes de las etnias y otras estructuras tradicionales. Entre ellos también 
habría que incluir grupos políticos, miembros retirados de las fuerzas de seguridad y empresas. Tam- 
bién es importante consultar a los ministros de economía como parte del proceso de análisis, dada la 
necesidad de garantizar que los programas de reforma sean fiscalmente sostenibles. 

5.4 Actores de la sociedad civil, incluyendo académicos, institutos de investigación, ONG nacionales 
y periodista 

Los actores de la sociedad civil juegan un papel importante al manifestar la opinión pública sobre los 
problemas de la población local. Es fundamental establecer relaciones con las ONGs, especialmente 
al analizar misiones sin disponer del tiempo necesario para realizar una consulta entre toda la po- 
blación. Pero hay que tomar las debidas precauciones al determinar la forma en la que cada una de 
las distintas ONGs representa la opinión popular. Es por ello imprescindible mantener contactos con 
varias organizaciones y no limitarse a aceptar como válidas las opiniones que transmiten una o dos 
más relevantes. Los actores de la sociedad civil pueden proporcionar análisis y comprensión sobre 
las prácticas informales de las instituciones y actores y cómo trabajan en realidad, a diferencia de lo 
manifestado por los procedimientos formales. Estas opiniones son esenciales cuando se pretende 
mejorar la gobernabilidad, la vigilancia y la transparencia del sistema de seguridad. Es importante 
conseguir evaluaciones de la calidad y accesibilidad de los servicios proporcionados por las ins- 
tituciones implicadas en los ámbitos de la seguridad y la justicia - la opinión pública puede diferir 
enormemente de lo que las propias instituciones piensan. 

5.5 Organizaciones de la comunidad y gente de otras comunidades más marginadas y empobrecidas 
Es importante descubrir las opiniones directas de la población local que son los receptores de los 
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servicios de seguridad y justicia y que deberían ser los auténticos beneficiarios de los programas de 
reforma del sistema de seguridad. El desarrollo de los índices de discriminación por sexos y la re- 
unión de los datos dispersos siguiendo dicha discriminación permitirán obtener un conocimiento más 
preciso sobre la forma en la que la inseguridad y la respuesta ofrecida por las instituciones implicadas 
en los ámbitos de la justicia y la seguridad afectan a hombres y mujeres. También proporciona datos 
de línea de base necesarios para medir hasta qué punto se produce un progreso equitativo y cuáles 
son las repercusiones de las iniciativas de la reforma del sistema de seguridad sobre las mujeres, al 
igual que sobre los hombres. Los informes sobre la opinión pública pueden servir para proporcionar 
datos de línea de base sobre la opinión en materia de seguridad/inseguridad que tiene la comunidad. 
En los casos en los que no se pueda llevar a cabo una consulta entre toda la comunidad para realizar 
el análisis inicial, hay que utilizar los informes sobre la opinión pública en la elaboración de los pro- 
gramas de ayuda para contar con un medio de seguimiento del proceso. 


Cuadro 3.2. Incluir la perspectiva de género en las evaluaciones de la reforma del sistema de seguridad 

1 . ¿Cuáles son las barreras para una evaluación de género? 

• Materiales de evaluaciones e informes que no tratan las inseguridades de las mujeres y de las niñas, 
así como de los hombres y ios niños marginados. 

• Equipos de evaluación sin experiencia en género. 

• Barreras culturales y prácticas que impiden que las voces de las mujeres, de las niñas y de los hombres 
y niños marginados sean escuchadas y tomadas en cuenta. 

2. ¿Cómo incluir a las mujeres, a las niñas y a los hombres y niños marginados? 

• Llevando a cabo consultas específicas entre las mujeres, las niñas y los hombres y niños marginados. 

• Manteniendo reuniones de grupo en tiempo y lugar que resulte práctico a las mujeres, las niñas y los 
hombres y niños marginados (por separado si fuera necesario). 

• Recabar los datos por separado. 

• Incluyendo a las mujeres y a los hombres marginados como parte del equipo de evaluación y como 
traductores. 

Fuente: http://un-instraw.org/etVindez. php?option=content&task=blogcategory&id=152&ltemid=21 1 


5.6 Otros actores internacionales 

Es importante encontrar información sobre otros programas de ayuda a la reforma del sistema de 
seguridad para que sea más fácil determinar qué valor añadido podría aportar un programa nuevo. 
Las evaluaciones deberían intentar identificar las lagunas que alberga el apoyo de los donantes e 
identificar las áreas en las que se puede establecer una coordinación o buscar la complementa- 
riedad. En este aspecto la realización de evaluaciones conjuntas con otros actores internacionales 
tiene beneficios reales al fomentar un enfoque más coordinado. Las evaluaciones conjuntas también 
ayudarán a atenuar la “fatiga de la evaluación” en los gobiernos socios. 

PARTE B: METODOLOGÍA DE EVALUACIÓN DE LA REFORMA DEL SIS- 
TEMA DE SEGURIDAD 
6. Desarrollo de un enfoque integrado 

Para realizar un análisis que permita saber cómo apoyar programas de reforma es importante com- 
prender cómo se relacionan la justicia y la seguridad con el entorno sociopolitico más amplio. De la 
misma forma, el análisis que se centra exclusivamente en un sector de la seguridad carece de pers- 
pectiva respecto a las repercusiones de ese sector sobre otros ámbitos del sistema de seguridad y 
las influencias que él mismo recibe del resto, así como respecto a otros procesos políticos, sociales y 
económicos. Por ejemplo, un análisis en el sector del mantenimiento del orden (instituciones, política 
y práctica) tendrá que estar configurado por el conocimiento de diversas cuestiones entre las que 
se cuentan: la relación existente entre la policía y otras instituciones militares e implicadas con la 
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justicia; ia opinión que tiene cada comunidad del sistema policiai; ia posibie toma de partido ante 
determinados confiictos o facciones étnicas dei país. El análisis de los factores y dinámicas políticas, 
económicas, sociales y relacionadas con la seguridad tienen que dar forma a estrategias y planes 
cuyo objetivo sea la reforma del sistema de seguridad identificando los principales obstáculos, y las 
posibilidades existentes, para que se produzca un cambio positivo. Además, dada la importancia que 
tiene el emprender las reformas dentro de un marco macroeconómico sostenible, es absolutamente 
necesario tener en cuenta las implicaciones fiscales de la reforma que se propone. 

7. Cuatro categorías analíticas clave 

Para obtener una amplia panorámica de la situación local es fundamental realizar el análisis de cuatro 
grupos de cuestiones que serán los que ayuden a configurar los programas de ayuda internacional. 

(i) Análisis de la economía política y del conflicto 

El objetivo de esta categoría es obtener el perfil del país, el papel representado por el sistema de 
seguridad dentro de él y la situación en que se encuentran los conflictos y la seguridad. Ese análisis 
proporcionará una panorámica de: el tipo de sistema político que rige; cómo funciona ese sistema 
político (relaciones políticas y de poder); la legitimidad del Estado y de las instituciones específicas; 
identificación del tipo de estructura económica; mapa de la composición étnica y de la distribución 
demográfica de la población. Estas cuestiones ilustran el papel que representa la sociedad civil y 
examinan el escenario regional del país. Además resume el papel que ha representado el sistema 
de seguridad en la situación reinante. Por ejemplo: ¿ha apoyado a un régimen minoritario?; ¿ha sido 
responsable de abusos de los derechos humanos?; ¿tiene algún interés en el tráfico ilegal de armas 
y en su proliferación?; ¿se trata de un sistema de seguridad fuerte desde el punto de vista militar, 
pero débil desde el punto de vista policial? El análisis de la economía política debería profundizar en 
el entendimiento de los factores que afectarán a largo plazo a la voluntad política y a la capacidad 
institucional para emprender la reforma y el cambio. 

Las preguntas que se realicen en esta categoría también hacen salir a la luz las tendencias que colo- 
can en situación de riesgo (social, político, económico, regional e internacional) la estabilidad y la 
seguridad del país. Esto permitirá identificar en qué forma estas tendencias influyen sobre las posibi- 
lidades de triunfo que tiene la reforma del sistema de seguridad y las amenazas a las que se enfrenta. 
En países amenazados por los conflictos, o afectados por ellos, el análisis debería dar a conocer las 
causas que originan las tensiones y los desencadenantes potenciales, a la vez que ayudaría a averi- 
guar las posibilidades de que el programa de reforma de la seguridad pueda evitar un incremento de 
las tensiones y aumenten las repercusiones positivas sobre la construcción de la paz. En los países 
afectados por conflictos es especialmente importante adoptar un enfoque de dimensión regional 
durante la elaboración y aplicación de los programas de desarrollo de la seguridad y la justicia dada 
la tendencia general que manifiestan los conflictos a cruzar las fronteras. 

El análisis también debería centrarse en estudiar aquellos actores de la seguridad y de la justicia que 
con mayor probabilidad apoyarían la reforma del sistema de seguridad y en los que es probable que 
se resistan al cambio (y por el qué de esta negativa). Hay que estudiar qué alicientes y qué frenos 
existen para que apoyen la reforma; quienes son los opositores y cómo se puede dar respuesta a sus 
preocupaciones. Estas preguntas sólo se pueden responder totalmente mediante el examen de las 
posibles estrategias, prioridades y programas aplicables a la reforma del sistema de seguridad. De 
esta manera, éstos constituirían los primeros análisis, destinados a ser examinados de nuevo durante 
la elaboración del programa. 

Por otro lado, hay que plantearse otras preguntas para evaluar los posibles riesgos que se presentan 
en relación con el agente internacional que se compromete con el apoyo a la reforma de la justicia y la 
seguridad. Hay que tener en cuenta el riesgo al que se expone la propia reputación si los procesos de 
reforma fracasan. Estas preguntas deberían identificar también las posibles repercusiones (positivas 
o negativas) que tendría esa ayuda externa sobre las posibilidades de reforma. Y por último también 
hay que tener en cuenta al realizar el análisis los riesgos que suponen para los beneficiarios locales 
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(continuación de ia inseguridad y ia injusticia) ei que ios actores internacionaies no se comprometan 
con ei apoyo a ia reforma. Este anáiisis debe presentar tendencias a largo plazo y trayectorias de 
cambio. 

(ii) Gobernabilidad y capacidad de las instituciones de la seguridad y de la justicia 

El objetivo de esta categoría es determinar y analizar todas las instituciones implicadas con la segu- 
ridad y la justicia, los actores (tanto estatales como aquellos que prestan servicios de seguridad y 
justicia sin ser estatales), la capacidad y calidad de gobernabilidad de las instituciones, y la historia 
de defensa de la seguridad y administración de la justicia que tiene un país tras de sí. Aportará in- 
formación sobre: el papel que representan las distintas instituciones; el tamaño y estructura de cada 
una de ellas; los recursos de que disponen; a quién protegen; a quién sirven; quién las controla; ante 
quién rinden cuentas; y cómo se relacionan entre ellas. 

El análisis se tiene que centrar tanto en la gobernabilidad como en la capacidad del sistema de segu- 
ridad. Debe examinar la claridad, apertura y responsabilidad de las relaciones y debe atender a las 
estructuras existentes entre los actores de la seguridad y la justicia, el amplio aparato del gobierno 
y la sociedad en general. Debería analizar los marcos legislativo y político que regulan el sistema de 
seguridad. Este análisis también debería examinar la eficacia de las instituciones relacionadas con 
la seguridad y la justicia en la prestación del servicio a la población local: los recursos humanos, 
económicos y materiales de que dispone, las estructuras y culturas de la organización y la capacidad 
operativa que sostiene el funcionamiento del sistema de seguridad. 

El análisis debería incluir la gestión de los procesos de la política de seguridad y justicia. Este as- 
pecto presenta grandes diferencias entre un país y otro. En la mayor parte de los países existe una 
compleja serie de procedimientos e interacciones entre el ejecutivo y quienes prestan los servicios 
de seguridad y justicia. Aunque la naturaleza de esta relación puede aparecer claramente estable- 
cida en la legislación, por ejemplo en la constitución o en una ley de defensa, la práctica real puede 
seguir normas y reglamentos informales muy distintos configurados por las circunstancias nacionales 
políticas, culturales y sociales. Al analizar el papel que representan el ejecutivo y quienes prestan los 
servicios de seguridad y justicia, es importante tener en cuenta no sólo sus mandatos sino también 
cómo pueden desempeñar en la práctica sus funciones en función del acceso a la información y de 
la experiencia y el conocimiento del sistema de seguridad. 

Con frecuencia es positivo consultar las opiniones de quienes prestan los servicios de seguridad y 
justicia (estatales y no estatales). Pueden ayudar a identificar problemas y aportar soluciones desde 
dentro y determinar si existe espacio para el cambio. 

Otro apartado importante que se debe analizar es la calidad y disponibilidad de las estadísticas ofi- 
ciales {v.g. índices de delincuencia, actas de los tribunales) y la capacidad de las instituciones para 
reunirlas. El análisis debería identificar si existen grupos de la sociedad civil que representen un papel 
de vigilancia respecto a las instituciones de seguridad y justicia y si también ellos recopilan datos 
relacionados con el funcionamiento de las instituciones. Este tipo de información constituye una he- 
rramienta útil para seguir la repercusión de un programa, y el análisis puede ayudar a identificar si se 
necesita apoyo para reforzar esta capacidad. 

(iii) Necesidades de seguridad y de justicia por parte de tos ciudadanos 

El objetivo es analizar la opinión y la experiencia de la población local, especialmente de los grupos 
pobres y marginados. Anteriormente era muy frecuente que no se tuvieran en cuenta las opiniones 
y apreciaciones de la población ni sus experiencias con el sistema de seguridad (o inseguridad) al 
elaborar los programas de ayuda a la reforma del sistema de seguridad. Entre las preguntas a res- 
ponder se encuentran: necesidades de seguridad que presentan; hechos y factores que les hacen 
sentirse inseguros; relación que mantienen con la policía y las instituciones de justicia y su concepto 
de comunidad protegida; tipos de inseguridad a los que se enfrentan en sus hogares; cómo se 
procuran el acceso a la justicia y qué barreras encuentran; quiénes consideran que son los respon- 
sables principales de que se sientan inseguros. 
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(iv) Otros marcos y programas 

El objetivo de esta oategoria es identifioar otros procesos y programas nacionales políticos y sociales 
que puedan establecer vínculos con los programas de reforma de la seguridad, así como identificar 
programas en marcha de ayuda internacional a la reforma del sistema de seguridad. Existe una gran 
diversidad de programas de gobernabilidad, desarrollo y construcción de la paz que puede ser útil 
vincular con la actividad desarrollada en la reforma del sistema de seguridad, por ejemplo los pro- 
gramas de reforma de descentralización del gobierno o de los servicios públicos. El análisis debería 
examinar si es posible establecer esos vínculos cruzados y cuáles serían los puntos de partida poten- 
ciales que permitirían comprometerse en actividades de reforma. Estos puntos de partida tienen que 
analizarse en función de los posibles vínculos más amplios que permitan establecer (en ocasiones 
un pequeño punto de partida se puede utilizar como inicio de una serie de actividades de reforma 
y como apertura para dirigirse a otros aspectos). Es importante identificar la existencia de marcos 
nacionales políticos y de desarrollo (por ejemplo, estrategias para la reducción de la pobreza) y si en 
ellos se han integrado cuestiones relacionadas con el ámbito de la seguridad y la justicia, o si hay 
alguna posibilidad de conseguirlo. El análisis también debería manifestar si los donantes han puesto 
en marcha otros programas de apoyo al sistema de seguridad, y los aspectos principales a ios que 
van dirigidos. 

7.1 . ¿Qué preguntar? 

A continuación presentamos una tabla que indica el tipo de preguntas que pueden ser planteadas en 
cada una de estas cuatro categorías analíticas. El objetivo que persiguen es aportar una perspectiva 
general y una base para las preguntas que se deben formular en la evaluación detallada del sector 
(véase la Sección 7). 

No se trata de un cuestionario preceptivo ni exhaustivo. En función de la situación se emplearán 
distintos tipos de preguntas, concediendo mayor importancia a unas sobre otras. Por ejemplo, en 
un contexto post-conflicto habrá que formular más preguntas sobre la naturaleza y las causas del 
conflicto y los detalles de cualquier acuerdo de paz, así como las prioridades nacionales para la es- 
tabilización, tal y como se apuntaba con anterioridad. 


Tabla 3.2 

Preguntas ilustrativas para ser utilizadas como parte de la evaluación de una reforma del sistema de seguridad 


Categoría analítica 

Elementos clave 

Preguntas ilustrativas 

Análisis del 
conflicto y de la 
economía política 

I 

Tipo de Estado 

• posterior a un conflicto, 
frágil, de transición 

• sistema político 

• corrupción en el Gobierno y 
en el sistema de seguridad 

• sistema económico, recursos 

¿De qué tipo de Estados se trata? ¿Qué tipo de sistema 
político rige? ¿La población confía en las instituciones 
del Estado? ¿Se están prestando los servicios públicos 
básicos y a quién? ¿Está presente la separación de pode- 
res entre el legislativo, el ejecutivo y el judicial? ¿Existen 
élites gobernantes y unas instituciones del Estados 
fragmentadas? ¿Cuáles son las causas que han originado 
el conflicto, o las causas estructurales del mismo? ¿Qué 
medios tienen los programas para respetar las dinámicas 
del conflicto (no perjudicar y garantizar el máximo bien)? 
¿En qué grado afecta la corrupción al Gobierno?¿En qué 
situación se encuentra la economía y llevan los profundos 
cambios en el clima macroeconómico al crecimiento de 
economías ocultas, la corrupción y transacciones ilegales? 


Contexto histórico del país 
• gobierno colonial, dictadura 
militar, democracia arraigada 

¿Cuál es el contexto histórico del país? ¿Qué tipo de 
sistema dominaba? ¿Quién estaba al frente del Gobierno y 
dónde están ahora? 


>» continúa 
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Tabla 3.2 

Preguntas ilustrativas para ser utilizadas como parte de la evaluación de una reforma del sistema de seguridad 


Categoría analítica Elementos clave Preguntas ilustrativas 


Análisis del 
conflicto y de la 
economía política 
(continuación) 

Voluntad política, gestores del 
cambio 

• sistemas/instituciones/ 
actores/procesos que 
permiten el cambio 

• factores que señalen 
oposición al cambio 

¿Cuáles son las tendencias políticas? ¿Qué papel repre- 
sentan las relaciones y estructuras de poder? ¿Se debe 
a causas históricas? ¿A causas estructurales? ¿Qué 
papel representan los procesos de la política informal? 
¿Qué papel representan los compromisos/ tratados 
internacionales? ¿Qué papel representan las estructuras 
y actores informales y formales? ¿Operan de forma visi- 
ble 0 en la sombra? ¿Cuáles son los principales grupos 
de presión? ¿Cuáles son los distintos valores, ideologías 
y opiniones (entre los representantes) con relación a las 
políticas y los objetivos clave? ¿Entran en conflicto unos 
con otros? Analizar el papel y la postura que manifiestan 
partidos políticos, autoridades tradicionales, instituciones 
estatales, etc. y determinar el grado de su influencia. 
¿Cuáles son los alicientes y frenos que impulsa a cada 
uno de estos actores en relación con la reforma? 

f 

' 

Espacio y papel de la 

sociedad civil 

• legitimidad del Estado 

• situación de los derechos 
humanos 

• estructuras y poder de la 
sociedad civil en relación 
con el Estado 

¿Goza la sociedad civil del espacio suficiente para ejercer 
libremente sus derechos políticos o para que los medios 
de comunicación se expresen con libertad? ¿Se observa 
una aplicación arbitraria de los derechos legales, sociales 
0 humanos? ¿Se respeta el Estado de derecho? ¿Qué 
movimientos o estructuras de la sociedad civil se enfren- 
tan 0 apoyan al Estado? ¿Cómo lo hacen? 


Demografía 

• medios de subsistencia 

• desplazamiento 

• densidad de la población/ 
zonas rurales y urbanas 

¿Provoca la densidad de población problemas relacio- 
nados con el abastecimiento de productos de alimenta- 
ción 0 cualquier otro medio de subsistencia? ¿Los 
desplazamientos forzosos, las pautas de repoblación o 
el gran tamaño de las comunidades ocasionan mayores 
problemas humanitarios o de seguridad en el interior del 
país 0 en los países vecinos? ¿Abandona la población el 
país por miedo a la persecución? 


Papel del Estado en la zona 

• estabilización, desestabi- 
lización 

• papel de las organizaciones 
regionales 

¿Representa el Estado un papel estabilizador o desesta- 
bilizador en la zona? ¿Cómo interactúa el Estado con 
las organizaciones y cuerpos regionales? ¿Existe alguna 
influencia regional con poder sobre el Estado? ¿Y sobre 
la élite gobernante? 


Conflictos y amenazas a la 
seguridad del Estado 

• amenazas externas 

• conflictos internos y causas 
subyacentes 

¿A qué amenazas a la seguridad se enfrenta el Estado 
(guerra internacional, civil, insurrección, tráfico de armas, 
etc.? ¿Hay algún conflicto interno y de qué índole? 
¿Cuáles son las causas que subyacen al conflicto? ¿Es 
posible que se reproduzca el conflicto o han quedado 
zonas geográficas que el Estado no controle? 


»> continúa 
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Tabla 3.2 

Preguntas ilustrativas para ser utilizadas como parte de la evaluación de una reforma del sistema de seguridad 


Categoría analítica 

Elementos clave 

Preguntas ilustrativas I 

Análisis del 
conflicto y de la 
economía política 
(continuación) 

Tendencias de los riesgos en 
la seguridad y la estabilidad 

¿Cuáles son las principales amenazas a la seguridad de 
la población? ¿Hay tensiones entre diferentes grupos 
sociales? ¿Cuáles son los detonantes que podrían hacer 
estallar la tensión?¿Mejora o empeora la situación de 
la seguridad en el país? ¿Cómo pueden afectar es- 
tos factores a un programa de reforma del sistema de 
seguridad? ¿Cómo se puede elaborar un programa que 
apoye la construcción de la paz y reduzca el riesgo de 
conflictos? 


Riesgos al comprometerse o 
no con el apoyo a la reforma 
de la seguridad y la justicia 

¿Qué riesgos afrontaría la propia reputación en caso de 
comprometerse con la reforma del sistema de seguridad? 
¿Qué repercusiones (positivas o negativas se des- 
prenderían del compromiso internacional con el apoyo a 
la reforma? ¿Cómo se pueden reducir los riesgos en la 
elaboración de los programas de ayuda? 

Gobernabílídad y 
capacidad de las 
instituciones de 
seguridad y de 
justicia 

Instituciones y actores del 
Estado 

• ejecutivo 

• legislativo 

• gobierno municipal 

• fuentes de seguridad y de 
justicia: papeles, mandatos, 
funciones 

¿Qué instituciones del Estado representan algún papel en 
la prestación de los servicios relacionados con la seguri- 
dad y la justicia? ¿Cuántas fuerzas uniformadas existen 
y cómo es la jerarquía que hay entre ellas? ¿Las mismas 
fuerzas de seguridad tienen las competencias sobre la 
seguridad interna y externa del país? ¿Qué grado de 
control político existe sobre las instituciones dedicadas a 
las cuestiones relacionadas con la seguridad y la justicia? 
¿Qué relación hay establecida entre los tribunales, servi- 
cios de fiscalía, policía y servicios penitenciarios? 

1 

Instituciones y actores no 
estatales 

• otros actores involucrados 
en las cuestiones relaciona- 
das con la seguridad 

¿Cuáles son los actores de la seguridad y la justicia 
no estatales? ¿Son fuentes de seguridad y justicia o 
de inseguridad e injusticia? ¿Cuáles son sus papeles, 
misiones y funciones respectivas? ¿Hasta qué punto son 
legítimos? ¿Controlan población territorios y recursos? 
¿Qué relación tienen con el sistema de seguridad formal? 
¿Qué lagunas rellenan y de qué manera? 

I 

Papel de la sociedad civil 
(como participantes activos y 
consumidores de servicios) 

¿Existe algún tipo de seguimiento y vigilancia de estos 
grupos por parte del gobierno nacional o local? ¿Qué 
papel tienen las universidades, el mundo académico y los 
grupos religiosos? ¿Las organizaciones de la sociedad 
civil prestan servicios de justicia y seguridad en sus 
comunidades? ¿Hasta qué punto representan a la po- 
blación local? 

[ 

Relación entre los actores 
estatales y no estatales 

¿Cómo se relacionan los actores de la seguridad y la 
justicia estatales y no estatales? ¿Cómo interactúan? ¿Se 
trata de jurisdicciones claras o superpuestas? ¿Existe 
algún tipo de coordinación o regulación? 


»> continúa 
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Tabla 3.2 


Preguntas ilustrativas para ser utilizadas como parte de la evaluación de una reforma del sistema de seguridad 



instituciones de 
seguridad y de 
justicia 


capacidad de las 


Gobernabilidad y 


(continuación) 


Gobernabilidad y capacidad 
del sistema de seguridad 

• responsabilidad 

• receptividad 

• transparencia 

• legitimidad 

• capacidad 

• autoridad 


Gobernabilidad: ¿El marco constitucional y legal vigente 
es adecuado para el sistema de seguridad? ¿Los man- 
datos, papeles y responsabilidades de quienes prestan 
los servicios son claros y distintos? ¿Hay algún proceso 
nacional para elaborar políticas sobre seguridad y jus- 
ticia? ¿Este proceso formal de elaboración de políticas 
se respeta o se trata de una práctica fundamentalmente 
informal? 


¿Los actores de la seguridad y la justicia están involu- 
crados en cuestiones políticas? ¿Existen mecanismos 
adecuados de vigilancia interna y externa? ¿Se aplican 
con éxito? ¿El país ha firmado tratados y convenios in- 
ternacionales y los distintos actores/sectores implicados 
se someten a rendirles cuentas? ¿Hay puntos de partida 
específicos para la elaboración de programas de reforma 
del sistema de seguridad? 

Capacidad: ¿Los recursos económicos que aporta el 
gobierno a estos actores/sectores son suficientes para 
desempeñar los papeles y competencias que se les han 
encomendado? ¿Los actores (profesionales, miembros 
del ejecutivo, miembros del parlamento) disponen de 
los recursos necesarios y/o han recibido la formación 
adecuada para desempeñar los papeles y funciones que 
se les han asignado? ¿Hay puntos de partida específicos 
para la elaboración de programas de reforma del sistema 
de seguridad? ¿Qué actividades relacionadas con el 
desarrollo de la seguridad y la justicia ya se han puesto 
en marcha? ¿Reciben apoyo de otros actores interna- 
cionales? ¿Cuál es la capacidad de absorción de ayuda? 

¿Cuál es el grado de apoyo por parte del gobierno y de 
las instituciones relacionadas con la seguridad y la justi- 
cia a la reforma? ¿Los socios se sienten comprometidos 
tanto con el refuerzo de la gobernabilidad del sistema 
de seguridad como con la mejora de la prestación del 
servicio? 

Cultura/normas: ¿Cómo se evaluaría la cultura de los 
responsables de las instituciones relacionadas con la 
seguridad y la justicia ¿Consideran que están prestando 
un servicio público? ¿Llevan a cabo políticas de igualdad 
de oportunidades y cuál es el grado de participación de 
la mujer y de los grupos minoritarios? 

¿Qué papel consideran quienes prestan los servicios 
de seguridad que es el propio? ¿A quiénes consideran 
beneficiarios de su trabajo? ¿Qué creen que les demanda 
la población y cómo involucran a esos demandantes 
en su trabajo? ¿Cómo responden las instituciones a las 
necesidades de seguridad específicas de mujeres, niños 
y grupos minoritarios? ¿Qué tipos de inseguridad e injus- 
ticia consideran los principales? ¿Existen diferencias en 
las amenazas de la seguridad entre hombres y mujeres? 



»> continúa 
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Tabla 3.2 


Preguntas ilustrativas para ser utilizadas como parte de la evaluación de una reforma del sistema de seguridad 


Categoría analítica Elementos clave Preguntas ilustrativas 


Gobernabílídad y 
capacidad de las 
instituciones de 
seguridad y de 
justicia 
(continuación) 

Calidad y disponibilidad de la 
información 

¿Qué grado de calidad, fiabilidad y disponibilidad tienen 
las estadísticas oficiales (v.g. niveles de delincuencia, 
informes de los tribunales)? ¿Qué capacidad de reunión 
de estos datos tienen las instituciones? ¿Existen grupos 
de la sociedad civil que puedan exigir a las instituciones 
de seguridad y justicia rendición de cuentas a través de 
la reunión de los datos de funcionamiento? ¿Cómo se 
podría desarrollar la capacidad de estas instituciones 
para que ayudaran en la vigilancia del funcionamiento y el 
seguimiento de las repercusiones de las reformas que se 
realicen en el ámbito de la seguridad y la justicia? 

Necesidades 
de justicia y de 
seguridad por parte 
de la población, 
incluyendo a los 
pobres 

Experiencia de inseguridad 
e injusticia de la población 
desfavorecida 

• tipos de inseguridad e 
injusticia 

• mecanismos de imitación/ 
respuestas informales 

¿Cuáles son los tipos de inseguridad e injusticia más 
frecuentes y graves? ¿Afectan más a unos grupos que a 
otros? ¿Hombres y mujeres son vulnerables ante distin- 
tos tipos de inseguridades e injusticias? ¿Cómo domina 
la gente la situación de inseguridad e injusticia? ¿Cuáles 
son los problemas principales que tendría que resolver un 
programa de reforma del sistema de seguridad? 

Interacción con las institu- 
ciones relacionadas con la 
seguridad y la justicia 

• grupos principales que 
prestan los servicios de 
seguridad y justicia 

• acceso a la justicia 

• influencia/control de los 
grupos que prestan los 
servicios de seguridad y 
justicia por parte de la po- 
blación 

¿Qué nivel de confianza, seguridad y eficacia considera 
la población que tienen estas instituciones? ¿Es diferente 
la consideración de estas instituciones entre hombres y 
mujeres? ¿Cuáles son los distintos papeles representa- 
dos por las instituciones relacionadas con la seguridad y 
la justicia estatales y no estatales y cuáles son los princi- 
pales grupos locales que prestan estos servicios? ¿Sobre 
qué instituciones tiene control/influencia la población 
más desfavorecida? ¿Son accesibles las instituciones, 
es decir están bien situadas, son asequibles y tienen un 
horario adecuado? 

* 

Opinión de la población des- 
favorecida respecto a lo que 
les hace sentirse protegidos 
y seguros 

• preocupaciones principales 
respecto a la seguridad y la 
justicia 

• tipos de prestación del ser- 
vicio de seguridad preferi- 
dos 

¿Hay sectores de la población /grupos más influyentes? 
¿Sobre qué instituciones quiere tener mayor control/in- 
fluencia la población local? ¿Qué esperanzas y temores 
abrigan respecto al futuro, y cuáles consideran más im- 
portantes? ¿Qué problemas puede resolver la población 
local por sí misma y cuáles requieren la intervención del 
gobierno local o federal? ¿Qué problemas resolvería el 
apoyo de los donantes? ¿Se pueden identificar puntos de 
partida para la elaboración del programa de reforma de la 
seguridad? 

t 

Grupos marginados: en 
función del sexo, la etnia, de 
la edad, la desvinculación de 
la seguridad, las necesidades 
de justicia y seguridad 

• sexo 

• etnia/religión 

• empobrecimiento económico 
(los más pobres entre los 
pobres) 

• otros grupos marginados 

¿Qué necesidades de seguridad específicas presentan 
mujeres y niñas? ¿Cómo resuelven ellas estas necesi- 
dades? ¿Están protegidas legalmente ante la violencia 
doméstica y la violación sexual? ¿Se han reforzado estas 
leyes? ¿De qué servicios disponen las mujeres y niñas 
que sufren violencia doméstica? ¿Son vulnerables al trá- 
fico y la explotación sexual? ¿Ofrece la policía servicios 
específicos a las víctimas de violencia sexual? ¿Qué trato 
reciben las víctimas de la violencia sexual por parte de la 
comunidad? ¿Tienen las mujeres libertad de movimiento, 
es decir, pueden abandonar el hogar y viajar fuera de su 
distrito? 
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Tabla 3.2 


Preguntas ilustrativas para ser utilizadas como parte de la evaluación de una reforma del sistema de seguridad 


Categoría analítica 

Elementos clave 

Preguntas ilustrativas I 

Necesidades 
de justicia y de 
seguridad por parte 
de la población, 
incluyendo a los 
pobres 

(continuación) 

Grupos marginados: en 
función del sexo, la etnia, de 
la edad, la desvinculación de 
la seguridad, las necesidades 
de justicia y seguridad 

• sexo 

• etnia/religión 

• empobrecimiento económico 
(los más pobres entre los 
pobres) 

• otros grupos marginados 
(continuación) 

Necesidades de seguridad específicas de hombres y 
niños: ¿dónde y cómo experimentan la inseguridad 
hombres y niños? ¿Qué apoyo reciben los varones para 
modificar sus pautas de comportamiento violentas y salir 
de los entornos violentos? ¿Qué oportunidades económi- 
cas y sociales se presentan a los jóvenes? 

Otros marcos y 
programas 

Programas e iniciativas 
políticas 

¿En qué programas políticos está involucrado el gobierno 
que puedan ofrecer un punto de partida a la reforma del 
sistema de seguridad? ¿Hay algún programa de descen- 
tralización 0 reforma de los servicios públicos? ¿Qué ini- 
ciativas están apoyando los países donantes para reforzar 
la gobernabilidad? 

i 

Marcos de desarrollo 

¿Qué marcos de desarrollo existen actualmente en el país? 
¿Hay alguna estrategia de reducción de la pobreza o algu- 
na estrategia de desarrollo nacional? ¿De qué manera se 
relacionan estas estrategias con la seguridad y la justicia? 

I 

Programas de ayuda 
internacionales 

¿Existe algún ámbito de apoyo internaoional (por ejemplo 
el de la gobernabilidad) que pueda ofrecer un punto de 
partida al compromiso con la reforma del sistema de segu- 
ridad? ¿Algún agente internacional proporciona ya apoyo a 
la reforma del sistema de seguridad? En caso afirmativo, lo 
proporciona una agencia para el desarrollo, una embajada 
0 una agencia de seguridad?¿Se observa alguna laguna en 
el apoyo que se está proporcionando y en la coordinación 
de los esfuerzos realizados por los actores internacio- 
nales? ¿Hay posibilidades de trabajar en colaboración 
para desarrollar programas de ayuda conjunta? ¿Qué 
valor añadido se produciría al comprometerse otro agente 
internacional? 


8. Intercambios entre procesos y metodología 

Existe el peligro de que se establezca un intercambio entre la globalidad de la evaluación y el grado 
de apropiación local. Por ejemplo, puede resultar difícil afrontar abiertamente los desafíos políticos 
a los que se tienen que enfrentar los procesos de reforma del sistema de seguridad, especialmente 
cuando estos procesos están relacionados con equilibrios de poder o incluso con el papel que re- 
presentan determinados ministros o actores de la seguridad local. No obstante, los beneficios que se 
derivan de desarrollar la apropiación local mediante una participación total en el proceso de análisis 
por parte del gobierno podrían pesar más que los derivados de dirigirse directamente a las cues- 
tiones delicadas. A medida que se vaya infundiendo confianza a lo largo del proceso de reforma, 
habrá una mayor voluntad de abordar esas cuestiones políticas o delicadas. 
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Al presentar los resultados es importante prever cuáles pueden ser delicadas al tratarlas con deter- 
minadas partes interesadas. Siempre que sea posible habría que reunirse primero con esas partes in- 
teresadas para garantizar que los resultados queden perfectamente explicados y no quede resquicio 
para interpretaciones erróneas. Es preferible comprometerse y utilizar términos más aceptables para 
las partes interesadas que luchar por conservar términos que susciten recelo. Este proceso requiere 
tiempo, sensibilidad, capacidad de escucha y no perder de vista la panorámica general, es decir, 
buscar lo que reporte mayores beneficios para garantizar el progreso en el desarrollo de la justicia y 
la seguridad. 

Lista de control: Preguntas útiles a la hora de diseñar y dirigir una evaluación de la reforma del sistema 

de seguridad 

• ¿Has examinado las posibilidades de llevar a cabo una evaluación conjunta con otros actores 
internacionales? 

• ¿Has involucrado al gobierno socio en el diseño y en la dirección de la evaluación? 

• Son los términos de referencia acordados lo suficientemente amplios para permitir al equipo evaluar las 
áreas prioritarias del sistema de seguridad y dirigirse a las instituciones y buscar conexiones entre ellas? 

• La evaluación, ¿te proporcionará información sobre la economía política y las cuestiones del conflicto, la 
gobernabilldad y la capacidad del sistema de seguridad y las necesidades de la población local? 

• Si se realiza la evaluación con rapidez, ¿se puede garantizar que se incluye en la elaboración del 
programa la realización de evaluaciones posteriores más detalladas (v.g. durante la fase inicial)? 

• ¿Están combinado distintos métodos de investigación para garantizar conclusiones sólidas? 

• ¿Has desplegado un equipo multidisciplinar para realizar las evaluaciones? 


Cómo se conecta esta sección con el resto del manual 

Esta sección ha señalado los procesos, métodos y herramientas fundamentales para llevar a cabo una 
evaluación de la reforma del sistema de seguridad. La próxima sección revisa cómo se pueden utilizar los 
resultados del análisis para dar información al diseño de los programas de ayuda a la reforma del sistema 
de seguridad, y estudiar los principios y enfoques que deberían subyacer a ellos. 


Caso 3.1 

Lecciones de la Evaluación Estratégica conjunta del Conflicto (SCA), 
lle-vada a cabo en Nigeria 

Contexto 

Nigeria volvió a ia democracia en 1999. El pais sigue conservando el legado del conflicto: seis golpes 
de estado militares conseguidos y otros muchos fracasados, una guerra civil que ha costado más 
de un millón de vidas humanas, tres periodos inconclusos de transición a la democracia y violencia 
recurrente entre distintas facciones. La corrupción generalizada y las malas prácticas electorales 
continúan socavando la política en su conjunto. El gobierno militar proyecta una larga sombra, y 
Nigeria sigue dependiendo peligrosamente de los ingresos del petróleo y de las redes de clientela. 
Además han surgido nuevas amenazas con los enfrentamientos entre comunidades que desde 1999 
han provocado más de 14.000 muertes por todo el país y el desplazamiento de más de tres millones 
de personas. Han surgido numerosas milicias, especialmente en el delta del Níger, rico en petróleo, 
donde las tensiones crecientes son consecuencia directa de décadas de daño ambiental y de ne- 
gligencia política. 

Punto de partida 

En mayo de 2001, el DFID, el Banco Mundial, USAID y UNDP apoyados por el presidente Obasanjo 
acordaron la necesidad de realizar un análisis estratégico del conflicto en todo el país. Ésta fue la 
primera vez que el análisis de un conflicto nacional fue apoyado por un grupo de donantes, lo habitual 
es que los análisis sean llevados a cabo por donantes individuales que frecuentemente no difunden 
sus resultados dada la índole delicada de los mismos. El análisis de Nigeria también tuvo especial re- 
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levancia porque fue realizado por el Instituto para la Paz y la Resolución de Conflictos (IPRC). El per- 
sonal de IPRC y los consultores procedentes de la sociedad civil y del mundo académico nigerlano 
asumieron la responsabilidad de dirigir equipos de investigación, realizar la investigación y elaborar 
los informes del análisis. La decisión de emprender de esta forma el análisis estratégico del conflicto 
se tomó en consideración a los cuantiosos beneficios potenciales que reportaría un análisis conjunto 
y de apropiación nacional, y los imperativos impuestos al actuar sin la cooperación de los donantes 
y sin la participación y apropiación del Gobierno nigerlano. 


Lecciones aprendidas 

Una coordinación eficaz de los donantes requiere compromiso y una serie de mecanismos — Este 
tipo de enfoque a través de varios donantes exige un elevado nivel de coordinación y de confianza, 
cuya consecución puede necesitar algún tiempo. El análisis se financió de forma conjunta, pero 
cada donante utilizó sus propios procedimientos y normativas al realizar la aportación. Las labores 
de coordinación y rendición de cuentas de las diferentes cantidades aportadas por los mecanismos 
de los distintos donantes fueron enormemente complejas. Para lograr una coordinación más eficaz 
hay que enfrentarse al desafío que supone la conciliación de los requerimientos de cada uno de los 
desembolsos, rendición de cuentas y elaboración de informes. 



NIGERIA, Warri, Estado del Delta: Un niño procedente de un pue- 
blo remoto, cercano a Warri, conversa con soldados que montan 
guardia en una refinería de petróleo. En esta zona la producción 
de petróleo se interrumpe con frecuencia a causa de los disturbios 
políticos y entre etnias y hay que reanudarla. 


Aceptar que trabajar juntos puede precisar de 
más tiempo — La tarea de gestionar y coordinar 
el proceso supuso un esfuerzo inmenso que no se 
debe subestimar. Con frecuencia el número de so- 
cios involucrados y la complejidad del estudio reali- 
zado conllevan emplear mucho tiempo en negociar 
los términos entre los socios. La naturaleza ambi- 
ciosa del análisis implica que hay que dedicar gran 
cantidad de tiempo a elaborar y planificar cada 
etapa del mismo. Esto se enfrenta a la demanda de 
resultados inmediatos. Un análisis de esta índole 
exige un trabajo enorme y puede llevar más tiempo 
del previsto. 

Los actores internacionales necesitan dejar espa- 
cio a la apropiación local — El compromiso de los 
donantes constituyó un factor importante, pero la 
experiencia mostró la necesidad de dejar sitio a la 
apropiación de los socios del propio país. Tendría 
que haberse llevado a cabo un proceso de nego- 
ciación más largo con el gobierno socio, en el que 
se debía haber incluido un análisis de la capacidad 
de la organización dirigente, pero se trata de un 
tipo de ayuda que requiere más apoyar el proceso 
que dirigirlo. Hay que reconocer la superioridad del 
conocimiento que tienen los socios nacionales de la 
situación del país. Hay que respetar los protocolos 
locales y los países donantes deben tener el cuida- 
do de ofrecer apoyo y consejo, en vez de imponer 
estructuras y modelos concebidos en el exterior. 


Impacto 

La evaluación fue satisfactoria desde el punto de vista de la coordinación de los donantes y del au- 
mento de la apropiación y dirección del Gobierno. Por lo tanto, el proceso de evaluación valioso en 
si mismo. Sin embargo, el conflicto y la inestabilidad siguen siendo amenazas importantes en Nigeria 
y queda mucho trabajo que hacer para llevar a la práctica en los programas del gobierno y de los 
donantes un “enfoque que sea sensible al conflicto.” 
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Caso 3.2 

Lecciones de la Misión de evaluación conjunta (DJAM) en Darfur 

Contexto 

El Acuerdo de Paz de Darfur, suscrito en mayo de 2006, imponía que una Misión de Evaluación Con- 
junta (DJAM) estudiara y calculara las necesidades de recuperación económica, desarrollo y erra- 
dicación de la pobreza en la situación creada al salir del conflicto. Las cuestiones clave estudiadas 
fueron: restauración de la paz; seguridad y estabilidad social; establecimiento de las infraestructuras 
materiales, institucionales y sociales exigidas por Población Desplazada en el Interior, grupo de ciu- 
dadanos refugiados y afectados por el conflicto, para reiniciar su vida; y refuerzo de la administración 
civil para que pueda desempeñar sus funciones básicas. 

Los firmantes del Acuerdo de Paz de Darfur aceptaron adoptar un enfoque a dos velocidades de la 
Misión de Evaluación Conjunta en Darfur (DJAM) y su financiación. La primera etapa, dirigida por 
Naciones Unidas (Recuperación temprana o Vía 1), se centraría en la normalización de la vida en 
las comunidades afectadas por la guerra y sentarla las bases de la transición para iniciar la recons- 
trucción y el desarrollo. El Programa de Recuperación Inmediata se está desarrollando durante los 
primeros dieciocho o veinticuatro meses y propone iniciativas de apoyo a los esfuerzos de paz que 
vayan preparando la etapa del desarrollo. Al mismo tiempo se inician las actividades propias de la 
segunda velocidad, dirigidas por el Banco Mundial y que se han centrado en las necesidades de 
recuperación económica, reconstrucción y desarrollo, con el objetivo final de alcanzar los Objetivos 
de Desarrollo del Milenio. 



SUDÁN, Zalingei, Oeste de Darfur: Tiendas en el campo de personas desplazadas en el interior, en Zalingei. Unos dos millones de personas han 
abandonado su hogar en Darfur tras los violentos ataques //evades a cabo por combatientes árabes yanyawid respaldados por el Gobierno. 


Punto de partida 

El acuerdo de paz y el compromiso internacional al más alto nivel proporcionó el punto de partida 
para la Misión Conjunta de Análisis de Darfur. El equipo de evaluación estaba formado por treinta 
personas tanto sudaneses como expertos internacionales reunidos en seis grupos principales para 
estudiar tres cuestiones transversales. Estos equipos eran los siguientes; servicios sociales básicos 
(asistencia sanitaria, agua y saneamiento, educación); comunidades afectadas por la guerra (segu- 
ridad alimentaria y medios de sustento, infraestructuras básicas, gestión de recursos y de ganado); 
Estado de derecho (policía, sistema judicial, correccionales, acceso a la justicia, y violencia sexual y 
de género); gobernabilidad y construcción de la capacidad (planificación de políticas, administración 
pública); paz y seguridad (tierra y conflicto, reconciliación) y retornos (protección, logística). Las cues- 
tiones transversales se centraron en género, el medioambiente y el SIDA. 
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Debido a la deteriorada situación de la seguridad existente en Darfur durante los dos meses en que 
se realizó el trabajo de campo de la misión, el acceso se limitó a algunos grupos determinados, cam- 
pamentos para población desplazada en el interior y aspectos concretos de la sociedad de Darfur 
(especialmente los de los grupos rebeldes que no habían firmado los acuerdos de paz). No obstante, 
los miembros del equipo de la Misión de Evaluación Conjunta en Darfur pudieron mantener conversa- 
ciones, tanto formales como informales, con una muestra representativa de miembros del Gobierno, 
de la sociedad civil, la Población Desplazada en el Interior, la población rural afectada por la guerra y 
se apoyaron en algunos datos secundarios. 

El grupo especializado en Estado de derecho obtuvo resultados discretos. A pesar de la firma del 
acuerdo de paz, el conflicto armado continuado ha llevado a repetidas violaciones del los derechos 
humanos y de las leyes humanitarias y a un deterioro significativo de la protección y la seguridad 
en el que las mujeres y los niños son especialmente vulnerables al daño físico y el abuso sexual. Es 
imprescindible restaurar unas instituciones del Estado de derecho en las que se pueda confiar para 
que cualquier iniciativa de paz y cualquier programa de recuperación inmediata tengan éxito. La con- 
fianza entre las comunidades de Población Desplazada en el Interior y el Gobierno de Sudán sigue 
situada en unos niveles extraordinariamente bajos. Hay que realizar una gran labor para abandonar 
este callejón sin salida, recuperar el sentido de comunidad y la confianza y establecer instituciones 
dignas de confianza y transparentes que ofrezcan una tradición de servicio. Los actores titulares o 
representantes de las instituciones del Estado de derecho están sencillamente sobrecargados y se 
ven incapaces de dar respuesta a las demandas que se les plantean. Los mecanismos de debate 
tradicionales e informales están enormemente politizados lo que limita su eficacia y viabilidad como 
alternativa a un sistema de justicia aplastado y de bajo rendimiento. La policía tiene muy escaso o 
ningún acceso a las comunidades de Población Desplazada en el Interior, y ni siquiera mantiene con 
ellos relaciones de trabajo. 

Lecciones aprendidas 

Mientras la DJAM está en la etapa de redacción del trabajo, podemos extraer varias lecciones 
iniciales de esta experiencia: 

• Los desafios al asegurar proceso de JAM propio. A veces es necesario realizar consultas 
exhaustivas y esfuerzos concertados para construir la apropiación local. 

• La necesidad de un marco estratégico general que permita orientar las prioridades, establecer 
los objetivos y seguir los avances. 

• La necesidad de un proceso de JAM dirigido nacionalmente para conectar con los presupuestos 
nacionales y los sistemas locales- sin los cuales la sostenibilidad es impensable. 

Caso 3.3 

Análisis institucional en un contexto post-conflicto: Marco de Capaci- 
dad e Integridad (CIF) en Bosnia Herzegovina 

El Marco de Capacidad e Integridad (CIF) constituye una herramienta metodológica simple para 
analizar las necesidades de reforma institucionales en situaciones de conflicto resuelto y desarrollar 
programas realistas. El Marco de Capacidad e Integridad identifica dos dimensiones fundamentales 
de las instituciones públicas: la individual y la de la organización y se centra en dos áreas de reforma 
centrales de las instituciones públicas en las situaciones de conflicto resuelto; la capacidad y la in- 
tegridad. 

Cualquier institución pública consta de dos dimensiones, la individual y la de la organización. Por un 
lado, está constituida por empleados individuales; por otro lado, consta de una estructura organi- 
zativa, de políticas y procedimientos para aplicar su mandato. La capacidad hace referencia a los 
recursos que permiten que la institución aplique su mandato. La capacidad es un factor fundamental 
para garantizar la sostenibilidad de cualquier esfuerzo de reforma. La integridad hace referencia a los 
medios empleados y a los fines perseguidos en el uso de los recursos de la institución. La integridad 
permite que la institución desempeñe su mandato de acuerdo con criterios fundamentales de profe- 
sionalidad, buena gobernabilidad y derechos humanos. 
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Figura 3.1 


Marco de Capacidad e integridad: una herramienta simple para evaluar y planificar 


UNA INSTITUCIÓN PÚBLICA 



INDIVIDUAL 

ORGANIZACIÓN 

• Educación 

• Normas 

• Experiencia 

• Recursos 

• Aptitud 

• Información 

• Derechos 

• Representación 

humanos 

* Responsabilidad 

• Conducta 

• Servicio 

• Afiliación 



Las dos columnas verticales representan las dimensiones, la individual y la organizativa. Las filas 
horizontales corresponden a las dos cualidades básicas de la capacidad y la integridad. Los cuatro 
campos resultantes representan el marco básico para realizar un análisis general del estado de una 
institución en la situación de conflicto resuelto: 

La capacidad individual se refiere a la educación y la formación profesional, la experiencia 
profesional y la competencia de un empleado, así como a sus aptitudes físicas y mentales. 


La integridad individual se refiere a la adhesión del empleado a los criterios internacionales 
sobre derechos humanos y conducta profesional, incluyendo la propiedad económica de 
cualquier persona. 


La capacidad organizativa se refiere a las cualidades institucionales como la cantidad de 

personal en plantilla, la estructura de la organización, los recursos, las infraestructuras y los 

sistemas de información. 

H La integridad organizativa se refiere a los procedimientos empleados para establecer 
los principios y valores de la institución, entre los que se cuentan los procedimientos disci- 
plinarios y de presentación de quejas, los mecanismos de vigilancia, las normas éticas, los 
códigos de conducta y la representación (en función del sexo, la etnia, el origen geográfico 
y la religión). 


El círculo alrededor del rectángulo significa el mandato de la institución: al definir las tareas y respon- 
sabilidades de la misma, el mandato proporciona los parámetros esenciales de la estructura de la 
organización, así como los términos de referencia de cada posición individual. 
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La reforma de las instituciones en las situaciones de conflicto resuelto exige una intervención rápida. 
Al mismo tiempo, una reforma eficaz tiene que adoptar una perspectiva global y a largo plazo. El 
Marco de Capacidad e Integridad constituye una herramienta de diagnóstico muy útil para analizar 
con rapidez el estado en que se encuentra la institución pública en cuestión, para identificar y com- 
prender las reformas que es más necesario emprender, y para plantear las medidas más necesarias 
al llevar a cabo un programa de reforma eficaz. El Marco de Capacidad e Integridad también sirve 
para medir los avances que se produzcan tras la aplicación del programa de reforma. Gracias a su 
simplicidad y claridad, este marco facilita la comunicación entre todas las partes interesadas entre las 
que se cuentan los miembros de la institución pública, los actores políticos y los de la sociedad civil, 
los representantes de las organizaciones internacionales y los de los países donantes. A pesar de su 
simplicidad, el Marco de Capacidad e Integridad proporciona un enfoque coherente que garantiza 
que la reforma institucional sea claramente técnica y unidimensional, pero abierta al conjunto de los 
principios de la buena gobernabilidad. Sin embargo, este marco no aporta un análisis total y necesita 
ser completado mediante estudios y análisis en otros ámbitos, por ejemplo de las necesidades de la 
población, del contexto social e histórico, del sistema público en general, de las conexiones e inter- 
relaciones con otras instituciones públicas y del marco legal. 

La aplicación del Marco de Capacidad e Integridad en situaciones de conflicto resuelto requiere un 
enfoque a dos velocidades. En primer lugar, el marco ayudará al analizar en cada uno de los cuatro 
campos (capacidad individual, integridad individual, capacidad de la organización e integridad de la 
organización) el estado en que se encuentra la institución pública y las reformas más necesarias. En 
segundo lugar, el Marco de Capacidad e Integridad sirve para desarrollar, en cada uno de los cuatro 
campos, las medidas de reforma más necesarias y para elaborar proyectos de reforma en los que se 
especifiquen las responsabilidades de la aplicación, los recursos necesarios, los plazos y los índices 
de aplicación. 

La primera vez que se utilizó el Marco de Capacidad e Integridad fue en 1999 en Bosnia, donde la 
Misión de las Naciones Unidas se sirvió de él para desarrollar el plan de aplicación de su mandato, y 
desde entonces se ha vuelto a utilizar en varias operaciones de paz de las Naciones Unidas. [Véase 
R.Monk, T.T. Hola y S Rumin (2001), “OHR Report on a Pólice Follo\A/-On Misión to UNMBIH and the 
UN International Pólice Task Forces".] 


Notas del lector; 
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Las siguientes publicaciones son fuentes recomendadas en las que se puede obtener más informa- 
ción sobre la realización de ios análisis y que han ayudado a elaborar esta sección: 

1 . Conflict-sensitive Development Resource Pack (Saferworld) - “Conflict-sensitive Approaches to Development, 
Humanitarian Assístance and Peace Building" (Sección 2), 
http://www.saferworld.org.uk/en/conflict_tools.htm 

Este manual de formación presenta la forma de reducir las posibles repercusiones negativas del desarrollo y la ayuda 
humanitaria sobre las dinámicas del conflicto y cómo acrecentar las posibilidades de paz. 

2. Kievelitz, Uwe et al. (2004), Practical Guide to Multilateral Needs Assessments in Post-Conflict Situations, 
http://www/2. gtz.de/dokumente/bib/05-0172.pdf 

Anima a proporcionar dirección práctica a los equipos que realizan sobre el terreno los análisis de las necesidades de la 
situación de conflicto resuelto. 

3. Hahn, Herwig and Manuela Leonhardt (2004), Review and Analysis: Needs Assessments in Post-conflict Situations, 
http://www2.gtz.de/dokumente/bib/06-1014.pdf 

Anima a colaborar con los esfuerzos realizados para sistematizar y normalizar los análisis de las necesidades de la situación 
de conflicto resuelto. 

4. Información sobre género y reforma del sistema de seguridad (=lnformation on Gender and SSR) (Instituto Internacional 
de las Naciones Unidas para la Investigación y la Formación para el Desarrollo de las Mujeres (=INSTRAW -United 
Nations Internacional Research and Training Institute for the Advancement of Women) 
http://www.un-instraw.org/en/index.php?option=content&task=blogcategory&id=152&ltemid=21 1 

5. Leonhardt, Manuela (2001), Conflict Impact Evaluation for Development Projects: A Practical Guideline (ébauche) 
http://www2.gtz.de/dokumente/bib/01-0650.pdf 

Fomenta la comprensión de las correlaciones que existen entre los proyectos de desarrollo y la situación de conflicto en el 
país, y subraya cómo se puede plasmar esta comprensión trabajando en el proyecto. 

6. Muggah, Robert (2005), Listening for a Change! Participatory Evaluations of DDR and Arms Reduction Schemes, instituto 
de las Naciones Unidas para la Investigación del Desarme, Ginebra. 

Ofrece una revisión de enfoques de participación para grupos de referencia y seguimiento y evaluación de programas de 
desarme, desmovilización y reintegración y de reducción de armas pequeñas. 

7. UNIFEM (2005), Monitoríng Peace and Conflict in the Solomon Islands: Gendered Early Warning fieporí No. 2, 
http://v/ww. womenwarpeace.org/solomon_islands/solomonJslands.htm 

8. Banco Mundial (2002) Volees of the Poor, 

wwwl .worldbank.org/prem/poverty/voices/report.htm 

Este informe reúne la experiencia aportada por 60.000 pobres y detalla los resultados de los análisis de participación sobre 
pobreza. 


Notas: 

' Experiences and Lessons Leamed ínDevehping Nacional Action Plans. Saferworid y SaferAfrica Véase también SEESAC y d informe sobre Armas Pequeñas en amallarmssurvey.org para 
conocer los resultados de los informes realizados en quince pafses y los protocolos para realizar las evaluaciones de las Iheas de base. 

* Véase httpVAnrww. soc.surrey.ac.uk/sru/SRU1 9.htm. Véase Muggab, R (2006), Listening for a Change/ Participatory Evaluations ofDDP and arms Reduction Schemes. Instituto de las NNUU 
para la Investigación del Desarme, Ginebra, que ofrece una revisión de enfoques de participación para grupos de referencia y seguimiento y evaluación de programas de desarme, desmoviliza- 
ción y reintegración y de reducción de armas pequeñas. 
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SECCIÓN 4: DISEÑO DE PROGRAMAS DE APOYO A LOS PROCESO 
DE REFORMA DEL SISTEMA DE SEGURIDAD 
Objetivo de esta sección 

Esta sección estudia cómo los resultados de las evaluaciones (Sección 3) y la experiencia obtenida 
al fomentar un entorno político favorable (Sección 2) pueden aportar información al diseño de los 
programas de ayuda a la reforma del sistema de seguridad. Esta sección tratará: 

1 . Principios para el diseño de programas de ayuda para la reforma del sistema de seguridad. 

2. Enfoques para apoyar los procesos de reforma del sistema de seguridad de los países 
socios. 

3. El establecimiento de los objetivos y el desarrollo de un sistema eficaz de revisión y de 
evaluación. 

4. Selección de los recursos apropiados y de los mecanismos de financiación 
Lecciones aprendidas clave 

• Buscar el equilibrio en el fortalecimiento tanto de la prestación de servicios como de la gobernabilidad. 

• Adoptar una estrategia de varios niveles que comprometa a un amplio abanico de partes interesadas del 
Estado y de la sociedad civil. Trabajar con actores estatales y no estatales: las organizaciones de la 
sociedad civil tienen un papel vital en la prestación de servicios, en la educación de la población y en el 
control. 

• Adoptar un enfoque de los problemas que trate las necesidades urgentes locales de forma integrada, 
es decir, que combine la acción en diferentes sectores del sistema de seguridad. 

• Centrarse en la sostenibiíidad, adaptando la programación a ios recursos, tos valores y las capacidades 
locales. 

• Establecer objetivos en cascada y planificar las actividades de forma que se facilite el seguimiento, la 
revisión y la evaluación. 

• Apoyar y construir circunscripciones locales que puedan dirigir las iniciativas de cambio a la vez que se da 
respuesta a las cuestiones que plantean los opositores al mismo. 

• Coordinación con los otros actores internacionales y potenciar al máximo la coherencia entre los Gobiernos 
de la OCDE, entre los departamentos del Gobierno implicados en la reforma del sistema de seguridad. 


1. Principios para el diseño de programas de ayuda para la reforma 
del sistema de seguridad 

La elaboración de los programas se debe apoyar en cuatro principios clave: 

• Mejorar la prestación de los servicios de seguridad y de justicia profesionales a las 
comunidades locales. 

• Fortalecer la gobernabilidad y la supervisión de las instituciones relacionadas con la seguridad 
y la justicia para garantizar la responsabilidad de quienes prestan estos servicios, que los 
derechos humanos son respetados y que el Estado de derecho es respetado. 

• Aumentar la asunción de los procesos de reforma del sistema de seguridad y de los programas 
de ayuda por parte local, aumentando el liderazgo del Gobierno y ampliando la participación 
de la sociedad civil. 

• Aumentar la sostenibiíidad de la prestación de los servicios de seguridad y de justicia mediante 
el desarrollo de la capacidad humana y el fortalecimiento de los procesos presupuestarios y 
de la gestión económica. 

Estos amplios principios tendrán que plasmarse en cada programa de ayuda en objetivos específicos 
que respondan a los problemas locales. Habrá que desarrollar sistemas para analizar los progresos 
realizados en la consecución de los objetivos mediante la ejecución de los programas. 
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1 .1 Buscar el equilibrio a la hora de fortalecer tanto la prestación de servicios como ia 
gobernabilidad. 

La experiencia demuestra que los programas eficaces de desarrolio de la justicia y la seguridad son 
ios que consiguen el equilibrio entre el apoyo proporcionado a la prestación del servicio (responden 
a ias necesidades inmediatas de protección, seguridad y justicia), el refuerzo de las capacidades de 
gobernabilidad del estado y el compromiso de la sociedad civil. El grado de apoyo asignado a cada 
uno de estos componentes varía en función de las necesidades de cada situación, de los recursos y 
capacidades que ya existan y de lo políticamente factible. 

En algunas situaciones post-conflicto y en Estados frágiles, la prioridad inmediata reside en responder 
a las necesidades físicas de las comunidades en los ámbitos de la protección y la seguridad 
(Sección 6). Responder con acierto a estos requisitos garantiza el apoyo al proceso de reforma del 
sistema de seguridad tanto en el ámbito local como en el nacional. Un análisis reciente de los avances 
conseguidos en Afganistán manifiesta que las cuestiones relacionadas con la gobernabilidad y la 
transparencia se han dejado a un lado para centrarse en la creciente capacidad operativa de las 
fuerzas de seguridad; este desplazamiento del enfoque supone una amenaza para los objetivos que 
subyacen al proceso de reforma del sistema de seguridad. 

1 .2 Apropiación local 

La apropiación local de los procesos de reforma del sistema de seguridad y de los programas de 
ayuda internacional es fundamental si se pretende que el desarrollo de la justicia y la seguridad sea 
perdurable. Impulsar la participación del sector público y de las partes interesadas de la sociedad 
civil en la elaboración de los programas aumentarla su apoyo, garantizaría que la ayuda responda a 
las necesidades locales e incrementaría la posibilidad de que los programas sean eficaces. 

Conseguir la apropiación local empieza por lograr que la consulta y la participación sean eficaces. 
La apropiación será la consecuencia de que las partes interesadas tengan constancia de que se 
les escucha y sus opiniones quedan reflejadas. Por tanto, la apropiación es algo más que simple 
participación. Es el convencimiento de que la participación es eficaz, que produce resultados tangibles 
que reflejan las necesidades y deseos de quienes son consultados. No se puede dar por supuesta, 
especialmente en situaciones post-conflicto, cuando se inicia el compromiso internacional. En tales 
casos hay que entender la apropiación como un proceso, una parte del abandono progresivo del 
liderazgo para que vaya quedando en las manos de los actores locales. 

La elaboración y ejecución de programas que favorezcan la apropiación local y evalúen sus resultados 
suele ser una cuestión que plantea dificultades a los actores internacionales especialmente, una vez 
más, en situaciones post-conflicto y estados frágiles en las que las instituciones relacionadas con la 
justicia y la seguridad están debilitadas y las capacidades son limitadas. Con demasiada frecuencia 
se presta escasa atención a este factor en los programas de reforma del sistema de seguridad a 
causa de las dificultades y del tiempo y paciencia que requieren. La presión ejercida por los plazos y 
ciclos presupuestarios cortos suele suponer que la apropiación se considere un lujo que no se puede 
afrontar. Se trata de un enfoque de muy cortas miras. La apropiación constituye una condición previa 
de gran importancia para la sostenibilidad. Habría que perseguir el objetivo de fomentar la creación 
de una masa crítica constituida por miembros de la comunidad local que apoye el proceso, y que 
tengan la capacidad de hacerlo avanzar y de rendirse cuentas de sus acciones entre ellos. 

Entre las sugerencias que se pueden plantear para promover la apropiación local en la elaboración de 
los programas de reforma del sistema de seguridad se cuentan las siguientes: 

Establecer como objetivo específico el aumento de la apropiación local, producto y resultado de 
los programas de ayuda: Lo que se puede medir se puede conseguir. Por lo tanto, es fundamental 
establecer métodos y objetivos concretos para medir la apropiación local como resultado tangible 
en la elaboración y los marcos lógicos del programa (Véase Bibliografía Adicional 2, al final de este 
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capítulo). El primer paso consiste en concebir un plan determinado con plazos e índices de resultados 
claros, un plan que Identifique a los diversos actores locales que estarán Implicados en la elaboración 
y ejecución del programa, los papeles y responsabilidades, los medios para conseguir su compromiso 
y los logros que se derivarán del mismo. 

Construir sobre lo que ya existe y apoyar las iniciativas locaies en curso: No hay que desperdiciar 
esfuerzos duplicando lo que ya existe. Es posible encontrar esfuerzos en curso a favor del desarrollo 
de la justicia y la seguridad que pretendan fortalecer los sistemas estatales y no estatales de 
impartición de justicia y de seguridad. Puede que descubrir estas iniciativas exija tiempo y un análisis 
pormenorizado, pero hay que construir sobre ellas, apoyarlas y, en caso necesario, adaptar lo que 
sea factible. 

Tener paciencia: El personal internacional con frecuencia se siente frustrado ante el lento avance de 
las reformas, lo que les lleva a intentar elaborar y ejecutar los programas ellos mismos. Los beneficios 
que se derivan de este enfoque son limitados. La inversión de tiempo en involucrar a los agentes 
locales y la implantación de la apropiación acabarán generando resultados positivos. Esto supone 
que exigirá a los agentes externos plazos de tiempo más largos y consideraciones más flexibles de la 
reforma del sistema de seguridad, especialmente cuando se trata de parte de un proceso de cambio 
de la sociedad más amplio como es el caso de la democratización de un país o de la reconstrucción 
en los postconflictos. 

Contrastar y aceptar distintas opiniones: Los propietarios locales pueden tener opiniones divergentes 
difíciles de conciliar. La reforma de la seguridad y la justicia, tal y como se ha subrayado en la 
Sección 2, constituye un proceso político y no siempre es políticamente posible o deseable alcanzar 
el consenso. El debate y el desacuerdo son componentes saludables y normales de la democracia y 
no suponen necesariamente una falta de compromiso con el desarrollo. Sin embargo, es importante 
intentar reconciliar las opiniones de las partes interesadas para llegar siempre que sea posible a una 
situación sin vencedores ni vencidos. 

Identificar las principales partes interesadas sobre las distintas cuestiones: Distintas cuestiones 
demandan coaliciones de los diferentes agentes locales y es importante que las decisiones tomadas 
para elaborar el programa lo reflejen. El análisis debería responder a las preguntas: ¿Quiénes son las 
partes interesadas y en qué reformas? ¿En qué fase del proceso de reforma se incorporan? ¿Cuáles 
son las posibles fuentes de apoyo y oposición? Garantizar la inclusión de las principales partes 
interesadas incrementará las posibilidades de apoyo y reducirá la oposición potencial al proceso de 
reforma. Hay que implicar a un amplio abanico de agentes, pero su grado de participación puede 
variar en función de una serie de factores: 

• El tipo de actividad emprendida a favor del desarrollo (v.g. formulaciones políticas y 
presupuestarias, intensificación de la prestación del servicio, refuerzo de los mecanismos de 
transparencia). 

• La fase de programación (v.g. generación de un entorno político favorable, implantación, 
elaboración, ejecución y evaluación). 

1 .3 Sostenibilidad 

La experiencia demuestra que los programas de reforma del sistema de seguridad obtienen resultados 
cuando dan respuesta a las necesidades locales y son perdurables. Desgraciadamente, muchos de 
los programas de justicia y seguridad ejecutados hasta la fecha no han sido sostenibles a largo plazo. 
Además de la apropiación local, la sostenibilidad a largo plazo consta de cuatro componentes: 

• Capital humano y capacidades. 

• Financiación. 

• Adecuación cultural. 

• Estructuras, sistemas y capacidades institucionales. 
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Capital humano y capacidades 

La elaboración de programas sostenibles de reforma del sistema de seguridad tiene que tener en 
cuenta cuestiones básicas como el número de profesionales de la judicatura y la policía cualificados 
y sus niveles de competencia. Por ejemplo, en el año 2000 en Malawi sólo nueve de los magistrados 
del país tenían una formación profesional adecuada’. Un déficit tan notable de capacidad humana no 
se puede superar en poco tiempo, pero hay una serie de enfoques que pueden marcar la diferencia 
a corto plazo. Un sistema sería trabajar con personal de la justicia no estatal o tradicional para prestar 
el servicio, y analizar la forma en que podrían colaborar con los sistemas del Estado para que la 
administración de la justicia sea accesible. 

La falta de capacidad formal de las instituciones de justicia y seguridad para responder a los problemas 
locales es otra de las cuestiones que tienen impactos significativos en la elaboración del programa. 
En algunos de los estados de Nigeria las comunidades locales han establecido hasta dieciséis tipos 
diferentes de estructuras de mantenimiento del orden para hacer frente a la delincuencia dado que la 
policía no es capaz de garantizar la seguridad. En estos casos, la elaboración del programa requiere 
un enfoque desde diversos ángulos que desarrolle de forma explícita fórmulas de asociación entre los 
agentes de justicia y seguridad estatales y no estatales para intensificar la prestación de los servicios 
básicos, a la vez que se trabaja por incrementar las capacidades de gobernabilidad y legislación del 
Estado. Con frecuencia el desarrollo de la capacidad es uno de los componentes esenciales de los 
programas de reforma de la seguridad (Sección 5). 

Financiación 

Dados los escasos recursos disponibles y la necesidad de conceder prioridad a los gastos del sector 
público, la sostenibilidad económica de la programación de la reforma del sistema de seguridad es 
un factor crucial que se tiene que tener en cuenta en la toma de decisiones. La cuestión fundamental 
en este punto es saber si los programas e instituciones de reforma del sistema de seguridad se 
pueden mantener económicamente con financiación pública una vez que los fondos aportados por 
los donantes se hayan terminado. En Afganistán han quedado patentes los problemas que pueden 
surgir, ya que las implicaciones a medio y largo plazo de las decisiones respecto a la seguridad a 
corto plazo tomadas sin tener en cuenta los presupuestos nacionales han socavado la capacidad del 
Gobierno para mantener el costo del núcleo de las operaciones y del capital. Esto está impidiendo 
que el país financie áreas como la salud, la educación, la agricultura y otras igualmente importantes 
para el desarrollo nacional. Con un sector de seguridad que consumió en 2005 el 23% del PIB de 
Afganistán, la reducción de fondos externos que acabará llegando tendrá graves consecuencias en 
la sostenibilidad de la prestación del servicio'. El Caso 3 al final de esta sección presenta en mayor 
detalle los impactos de las asignaciones de los gastos y los fondos en Afganistán. Estos temas se 
examinan en el Cuadro 4.6 que aparece más abajo sobre “Financiación correcta del Sector de la 
Seguridad”. 

Esta experiencia demuestra que el presupuesto de los programas de reforma del sistema de seguridad 
tiene que estar de acuerdo con los ingresos públicos y el desarrollo económico calculados para el 
país receptor durante un período de un mínimo de cinco años, prestando especial atención a las 
implicaciones de los costes recurrentes y del capital a largo plazo. La reforma conlleva una serie de 
gastos de transición que pueden ser financiados por la ayuda externa; la clave reside en distinguir 
entre estos costes a corto plazo y la sostenibilidad general del sistema reformado. 

Adecuación cultural 

Para que el desarrollo de la justicia y la seguridad sean perdurables, tienen que ser adecuados a la 
cultura de la situación en la que se va a implantar. Una de las cuestiones es estudiar si la prestación 
del servicio de seguridad y justicia está de acuerdo con el concepto que tiene la comunidad sobre 
cómo se debe tratar la delincuencia. Qué es lo que constituye un delito, cómo se debe castigar 
al presunto delincuente, a partir de qué edad se considera que un individuo tiene responsabilidad 
legal en función de la situación local, sus valores, costumbres y tradiciones. También puede variar 
la opinión sobre qué es delito entre las clases sociales, entre hombres y mujeres y en función de 
factores como la edad y el nivel educativo. 
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Por ejemplo, en Timor Oriental, muchos de los programas de desarrollo y reforma del sistema de 
seguridad iniciados por la intervención de las Naciones Unidas han sido burlados y socavados porque 
los habitantes de Timor han vuelto a sus medios tradicionales de resolver los conflictos basados en 
estructuras locales^. La elaboración del programa de desarrollo de la justicia y la seguridad debe 
respetar la situación y el sistema de valores local y procurar comprometerse con ellos. Para conseguirlo 
es preciso desarrollar métodos para coordinar y establecer asociaciones entre sistemas estatales y 
no estatales de justicia. Este caso se presenta especialmente en el post-conflicto y en los estados 
frágiles, donde la mayor parte de los sistemas que prestan los servicios de justicia y seguridad 
no suelen ser estatales y la situación cultural se inclina al apoyo de nociones de responsabilidad 
colectiva y reparación social más que de derechos individuales. 

Al mismo tiempo que es importante que los actores internacionales comprendan y respeten las 
culturas locales, en muchos casos también es importante buscar oportunidades de comprometerse 
con los valores culturales tratando de promover cuestiones tales como los derechos humanos y la 
igualdad entre hombres y mujeres (Cuadro 4.1). Los valores culturales no están grabados en piedra y 
pueden evolucionar de forma dinámica. 


Cuadro 4.1 Igualdad entre hombres y mujeres 

Con frecuencia los hombres gozan de una representación superior a la de las mujeres en el sistema de 
seguridad lo que conlleva que las cuestiones que afectan directamente a las mujeres, las niñas y los varones 
y niños marginados se descuiden en las reformas del sistema de seguridad. Entre estas cuestiones se 
cuentan: la amenaza que suponen para la seguridad de las mujeres y de los grupos marginados las propias 
fuerzas de seguridad, la violencia contra las mujeres y el reclutamiento de niños soldado en las zonas en 
conflicto. A continuación presentamos una serie de iniciativas que pueden ayudar a promover la igualdad 
entre hombres y mujeres y la habilitación de las mujeres en la programación de reformas de sistemas de 
seguridad: 

• Introducir cuestiones relacionadas con la igualdad entre hombres y mujeres y con las mujeres en las 
planificaciones y políticas de la reforma de los sistemas de seguridad. La violencia contra las mujeres 
es una de las amenazas más graves a la seguridad humana'', y un enfoque de participación de la reforma 
del sistema de seguridad podría garantizar que las necesidades de seguridad propias de las mujeres y de 
otros grupos marginados se incorporasen en las reformas. Deberían desarrollarse iniciativas relacionadas 
con la igualdad entre hombres y mujeres para dar respuesta a estas necesidades, como el establecimiento 
de unidades u oficinas especiales en el seno de los servicios de policía y justicia para atender a las mujeres 
y jóvenes víctimas de la violencia, de la misma manera que ya se ha hecho en Sierra Leona y en otros 
lugares. 

• Enfrentarse a las barreras que impiden la Igual participación en la reforma del sistema de seguridad. 

En muchos casos esto exigirá reformas estructurales y políticas, así como cambios en las prácticas 
del personal (reclutamiento, retención, promoción) que permitan introducir un enfoque sistemático a la 
participación de la mujer. Entre otras reformas se pueden considerar: la contemplación de presupuestos 
específicos para cuestiones de igualdad entre los hombres y mujeres, políticas de no tolerancia a la 
discriminación y una formación específica sobre el tema. Habilitar a las mujeres para que asuman puestos 
de autoridad y supervisión transformará las dinámicas de los procesos de reforma así como la cultura 
institucional imperante en el seno de los sectores de la seguridad y la justicia. 


Estructuras, sistemas y capacidades institucionales 

La elaboración de las programaciones sobre justicia y seguridad se tiene que centrar en las estructuras 
de las organizaciones y en los procesos de gestión que se aplican dentro del sistema de seguridad. 
Los programas de reforma del sistema de seguridad no pueden ser eficaces y perdurables si se limitan 
a formar y proporcionar medios a jueces, fiscales, funcionarios de prisiones, militares y funcionarios 
de policía. La justicia, por ejemplo, no se puede administrar sin contar con una administración de 
los tribunales razonablemente gestionada. En Guatemala, el impacto de la ayuda internacional al 
proceso de reforma de la policía ha quedado mermado porque no estuvo centrado en la gestión del 
cambio de las organizaciones sino en “proporcionar, en primer lugar, la capacidad técnica que, si bien 
es ‘conocida’, en contados casos es ‘utilizada’ en operaciones policiales”®. 
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Es necesario desarrollar y apoyar sistemas de dirección y capacidades de planificación en los 
distintos niveles de gobierno (nacional, provincial y local) siendo también necesario que presenten 
una correspondencia absoluta con las capacidades locales. Además habría que integrarlos en el 
proceso de reforma de la administración pública de la nación. (Las cuestiones relativas al refuerzo de 
la gestión nacional y la capacidad de planificación se tratan con mayor detalle en la Sección 5). 

2. Enfoques para apoyar los procesos de reforma del sistema de 
seguridad 

de los países socios 

Las estrategias y programas de reforma del sistema de seguridad concebidos para apoyar los 
procesos dirigidos directamente por los países socios resultan más eficaces cuando la comunidad 
internacional adecúa los instrumentos utilizados en su elaboración y sus enfoques a cada situación 
en concreto, estableciendo vínculos con los sistemas de justicia y seguridad y entre ellos allí donde 
y cuando se presenta la oportunidad. Entre los ejemplos de enfoques diferentes utilizados en situa- 
ciones distintas se cuentan los siguientes. 

2.1 Un enfoque integrado estratégicamente 

Los marcos estratégicos de reforma del sistema de seguridad deberían abordarse, idealmente, desde 
varios sectores a la vez, combinando un amplio abanico de instrumentos diplomáticos, legales, 
sociales, económicos, relacionados con la seguridad y políticos. Sin embargo, no siempre es factible 
plantear un enfoque que abarque desde el principio a todo el sistema en general. En muchos casos 
es prácticamente imposible, dada la amplitud del concepto de reforma del sistema de seguridad y los 
escasos recursos y capacidades con que cuentan tanto los actores nacionales como los donantes 
internacionales. Con frecuencia resulta más eficaz realizar un proceso de reforma gradual que adopte 
un enfoque global y a largo plazo con la pretensión de lograr una rehabilitación progresiva o una 
mejora en distintos sectores. 

Estos programas de justicia y seguridad integrados suelen centrarse en los niveles inferiores del 
sistema, por ejemplo en el nivel de la policía, los tribunales y prisiones o el ejército y los servicios de 
inteligencia. Los términos global, general e integrado se utilizan con frecuencia como sinónimos, pero 
es importante tener claro el objetivo esencial. Si no se elaboran, aplican y siguen atentamente, los 
esfuerzos dirigidos a lograr una evidente reforma general pueden reducirse en la práctica aun enfoque 
inconexo en el que encontremos proyectos distintos desarrollados por diferentes instituciones y 
sectores. Un enfoque integrado de forma estratégica apoyado en una comprensión clara de estas 
interrelaciones es más probable que produzca resultados positivos y que centre las actividades de 
reforma en los aspectos en los que se necesitan y desean con más fuerza. 

2.2 Un enfoque de varios niveles 

Al elaborar un programa de ayuda a la reforma del sistema de seguridad, la “mejor y primera” solución 
suele ser acudir a la prestación de los servicios de seguridad y justicia por parte del Estado. Sin 
embargo, es poco probable que el enfoque centrado exclusivamente en reforzar las capacidades del 
Estado sea sostenible o eficaz en muchos de los países en vías de desarrollo o con estados frágiles. 
En ellos, el Estado suele presentar profundas carencias en cuanto a su capacidad (económica, en 
recursos humanos y en infraestructuras), es posible que amplios sectores de la población no le 
reconozcan legitimidad alguna, y es posible que a lo largo de la historia nunca haya ejercido una 
autoridad soberana sobre la totalidad del territorio. El resultado de estas carencias es que los servicios 
de seguridad y justicia son prestados por gran número de actores distintos. Algunos de estos actores 
son agencias y servicios estatales, pero es probable que la mayoría sean sistemas no estatales®. Las 
investigaciones realizadas demuestran que en los estados frágiles los actores no estatales prestan 
hasta el 80 o el 90% de los servicios de justicia así como una gran proporción de los de seguridad'. 

Incluso en este tipo de situaciones, el Estado conserva un papel irreductible en la prestación y 
transparencia de los servicios de justicia y seguridad. Como poco, este papel consiste en establecer 
los limites en los que se mueve la prestación de estos servicios exigiendo unos niveles mínimos. 
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elaborando marcos políticos y legales, desarrollando distintos mecanismos de rendición de cuentas 
y presupuestarios, apoyando los principios de ios derechos humanos y estableciendo redes y 
asociaciones entre los distintos grupos que prestan los servicios. El papel especifico que el Estado 
adopte, pueda adoptar y deba adoptar dependerá de la situación en que se encuentre, aunque el 
objetivo planteado a largo plazo de constituir la capacidad del Estado debe mantenerse firme en todo 
momento. 

Cuadro 4.2 Apoyo a un enfoque de varios niveles para la prestación de seguridad y de justicia 

Un enfoque en varios niveles de la prestación de los servicios de seguridad y justicia divide la ayuda 

internacional entre: 

• El Estado, en sus diferentes estamentos, como uno de los sectores principales de la prestación de les 
servicies de seguridad y justicia. 

• El Estado, en su papel de legislador, para establecer los parámetros de la prestación de estos servicios y 
garantizar la rendición de cuentas de quienes los prestan. 

• Los grupos que prestan los servicios de seguridad y justicia, en virtud de su posición como suministradores 
primarios de la prestación de los servicios cotidianos. 

• Los usuarios y beneficiarios de servicios de justicia y seguridad, estatales y no estatales, para hacer oír su 
voz y exigir cuentas a los suministradores. 


En muchos estados en vías de desarrollo y frágiles, la elaboración de programas de desarrollo 
de la justicia y la seguridad requiere un enfoque en distintos niveles que proporcione ayuda a 
diversos suministradores legítimos, tanto estatales como no estatales, en los distintos aspectos por 
los que discurre el servicio cotidiano. Por ejemplo, este enfoque puede suponer que se apoye a 
organizaciones de la sociedad civil que proporcionen servicios de ayuda legal a la vez que se apoya 
al Estado para que regule la prestación de estos servicios. El objetivo es conseguir que los servicios 
de seguridad y justicia sean más accesibles, eficaces, transparentes y respetuosos con los derechos 
de la población. 

Este enfoque se dirige hacia el desarrollo y fortalecimiento de las relaciones entre el amplio abanico 
de grupos que prestan estos servicios (estatales y no estatales) y los usuarios de los mismos en 
los mercados en los que trabajan, en los vecindarios en los que viven, en las carreteras por las que 
viajan. Al mismo tiempo, este enfoque en varios niveles pretende reforzar la gobernabilidad y las 
estructuras y sistemas del Estado en los niveles local, provincial y nacional. El objetivo al que se 
dirigen es la construcción y el fortalecimiento de las capacidades del Estado para que se comprometa 
en asociaciones productivas con los grupos no estatales que prestan estos servicios y elabore las 
políticas, marcos y normas mínimas necesarias con las que establecer un medio apropiado para la 
prestación del servicio. 

2.3 Un enfoque de resolución de problemas 

Centrarse en una cuestión concreta del sistema de justicia y seguridad, específica de una zona 
determinada, como punto de partida para el sistema de seguridad en general puede permitir el 
establecimiento de vínculos que con el tiempo se desarrollen de forma orgánica. Hay que elaborar 
programas que den respuesta a necesidades básicas (v.g. la prevención de la delincuencia, la 
reducción de la violencia y de las armas pequeñas, el hacinamiento de las cárceles) identificados por 
las partes interesadas locales y luego buscar un desarrollo más amplio para establecer vínculos con 
otros ámbitos del sistema de seguridad. Resolver un problema local especifico permitirá incrementar 
el apoyo al proceso de reforma, así como la confianza en él. Este enfoque se utilizó al elaborar el 
Elemento de Mantenimiento del Orden Multi-Étnico (Multi-Ethnic Policing Element) en el sur de Serbia 
en 2001 : la iniciativa comenzó dando respuesta a las preocupaciones sobre seguridad en un entorno 
multiétnico amenazado por el surgimiento del conflicto. Acabó ampliándose a la reforma de la policía 
y finalmente a la ejecución de un programa de desarrollo de la seguridad y la justicia. 

2.4 Un enfoque institucional 

El enfoque institucional puede constituir un buen punto de partida para las reformas en el momento en 
el que se procede a la organización de una circunscripción local ya existente para preconizar, elaborar 
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y ejecutar un programa de reforma. Al adoptar esta metodología es Importante procurar de forma 
activa el fortalecimiento de los vínculos entre la institución que se va a desarrollar y otras instituciones 
relacionadas con la seguridad y la justicia, asi como apoyar las vías que permitan conseguirlo. Dado 
que las instituciones del sistema de seguridad están interrelacionadas, la intervención en una de ellas 
tendrá, necesariamente, repercusión en las demás, provocando en ocasiones una reacción en cadena. 
Las lecciones aprendidas en otros casos y unas prácticas mejores subrayan los errores cometidos al 
elaborar programas destinados a una sola institución, por ejemplo, las iniciativas aplicadas para la 
reforma de la policía (nacional) en Haití y en las Islas Salomón que provocaron el hacinamiento de las 
cárceles y la saturación de los tribunales. La transición de un enfoque institucional a un enfoque que 
abarque más sectores tiene que gestionarse con prudencia, tal y como se pone de manifiesto en el 
Caso 4.2 sobre lo acaecido en Sierra Leona, al final de esta Sección. 

2.5 Apoyo a la revisiones iniciadas por el Gobierno 

Cuando se pretende iniciar una revisión de la reforma del sistema de seguridad y desarrollar una 
estrategia de seguridad nacional hay que ofrecer apoyo a los gobiernos nacionales. Estos procesos 
estratégicos pueden proporcionar una plataforma importante desde la que lanzar un desarrollo 
sistemático y coordinado de la justicia y la seguridad. En la Sección 5 se presentan orientaciones 
dirigidas a la forma de apoyar el desarrollo de la estrategia de seguridad nacional. 

2.6 Un enfoque de dos fases, desde la estabilización al desarrollo 

En las situaciones post-conflicto es importante establecer diferencias entre las iniciativas dirigidas 
a la estabilización y las enfocadas al desarrollo, a la vez que se garantiza el establecimiento de 
vínculos entre ellas. Puede ser necesario dar una respuesta a corto plazo (como el mantenimiento 
internacional de la paz, la desmovilización, desarme y reintegración o el control de armas pequeñas) 
para atender a las preocupaciones inmediatas respecto a la protección y la seguridad y estabilizar 
la situación. Sin embargo, es importante que estas actividades preparen el camino para procesos 
de reforma concebidos a más largo plazo, y que las decisiones tomadas durante ese período de 
estabilización no socaven el desarrollo sostenible a largo plazo. Los imperativos de la seguridad 
en el post-conflicto pueden justifioar una dedicación inicial desproporcionada de los recursos al 
sector de la justicia y la seguridad pero, salvo que se plantee con gran precaución, los recortes 
posteriores pueden convertirse en una fuente de inseguridad, como ocurrió en Bosnia-Herzegovina 
y en Kosovo. En estas dos operaciones de paz el Gobierno incrementó el número de funcionarios de 
policía empleados por el Estado, empleando una estrategia a corto plazo, y se vio obligado a realizar 
recortes institucionales unos años más tarde cuando el aumento del coste del pago de las nóminas y 
otros gastos asociados se hizo evidente®. En la Sección 6 se trata en mayor profundidad la conexión 
eficaz del compromiso post-conflicto de la RSS con iniciativas de desarrollo a largo plazo. 

3. Establecimiento de objetivos y desarrollo de un sistema de revisión 
y de evaluación eficaz 

La Sección 2 trata en profundidad el proceso de promoción a nivel político del apoyo a la reforma del 
sistema de seguridad y cómo se puede garantizar que las distintas perspectivas relacionadas con 
las necesidades de reforma se articulen mediante un proceso nacional de diálogo. Estas opiniones, 
junto a los resultados obtenidos en la evaluación de la reforma del sistema de seguridad (Sección 3) 
ayudarán a los gobiernos socios a definir mejor sus necesidades y a los donantes a identificar mejor 
los objetivos de sus programas. 

3.1 Establecimiento de objetivos para los programas de ayuda 

La reforma del sistema de seguridad es un ámbito muy amplio por lo que es fundamental establecer 
objetivos claros para los programas. Si esos objetivos no se definen con claridad, los esfuerzos 
dedicados a la reforma carecerán de dirección y cohesión. Los objetivos están condicionados por 
la situación local. Es importante asegurarse de que existe un entendimiento común de lo que es la 
reforma del sistema de seguridad y de cuáles son los objetivos prioritarios de los programas. 

Los programas generales deben plantearse objetivos para cada uno de los cuatro principios/metas 
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de la ayuda a la reforma del sistema de seguridad que se han expuesto en la Sección 4.1 . Hay que 
establecer un sistema de seguimiento, revisión y evaluación que detecte los progresos que se 
realizan para alcanzar estos objetivos a lo largo de la ejecución del programa de ayuda. Con este 
propósito, hay que cuidar de que los objetivos sean: 

• Específicos. 

• Medibles. 

• Alcanzables. 

• Realistas (en función de la disponibilidad de recursos) 

• Con tiempo limitado. 

3.2 Asegurar que los objetivos están alineados con las prioridades nacionales 

Es importante comprender la situación nacional en la que se desenvuelven los programas de ayuda 
y garantizar que sus objetivos concuerden con las prioridades nacionales. El Cuadro 4.3 presenta un 
ejemplo de “consecución de objetivos en cadena” a partir del proceso de transformación de la defensa 
en la Sudáfrlca posterior al apartheid. Este ejemplo ilustra la necesidad de que se produzca el lógico 
descenso político y de las organizaciones desde el nivel nacional al de los programas y proyectos. 
Las metas y prioridades nacionales se tienen que traducir en objetivos factibles de programas y 
proyectos y, a su vez, los objetivos de programas y proyectos de la reforma del sistema de seguridad 
se tienen que basar en los objetivos y prioridades nacionales. Siempre que sea posible, los objetivos 
del programa elaborado por el donante tienen que coincidir con las prioridades de los poderes 
públicos, exceptuando las situaciones en las que el Gobierno socio carece de voluntad política para 
impulsar reformas. El Cuadro 4.3 demuestra las dimensiones constitucionales, legislativas, políticas 
y relacionadas con las organizaciones implicadas en un área de reforma. 


Cuadro 4.3 Ejemplo de objetivos en cascada para la reforma del sistema de seguridad en Sudáfrica 

• Prioridad nacional: El Estado debe respetar, proteger, fomentar y garantizar los derechos presentados en la 
Declaración de Derechos que obliga a todos los órganos del Estado, empezando por los poderes legislativo, 
ejecutivo y judicial [secciones 7 (2) y 8(1) de la Constitución de 1996]. 

• Orden de seguridad nacional: los servicios de seguridad deben actuar y deben enseñar y exigir a sus 
miembros a actuar, de acuerdo con la Constitución y la ley [sección 199 (5) de la Constitución de 1996]. 

• Disposición legislativa: el Jefe de las Fuerzas de Defensa garantizará que todas las Fuerzas de Defensa 
reciban formación sobre la ley, incluyendo las leyes internacionales, en el nivel requerido, y será responsable 
ante el Ministro de Defensa del desempeño de esta función [sección 7 del Acta de Enmienda de Defensa, 
n“ 4 de 1997]. 

• Objetivo por departamentos: elaborar y ejecutar un programa de educación cívica que fomente en el seno 
de las Fuerzas de Defensa el entendimiento y respeto por la Constitución, las Convenciones de Ginebra 
y las normas sobre las relaciones entre militares y civiles, además de la profesionalidad de los cuerpos 
militares propias de una democracia (Directiva Ministerial). 

• Objetivos del programa de educación cívica: crear una comisión de seguimiento y asesoramiento en 
educación cívica compuesta por militares, expertos civiles y parlamentarios; identificar temas y asuntos 
primordiales; elaborar planes de estudios para las distintos niveles de las Fuerzas de Defensa; formar 
formadores que desarrollen estos planes de estudios; generar un sistema de seguimiento y evaluación; y 
redactar informes para el Ministerio de Defensa y para el comité de defensa parlamentario; etc. 

• Objetivos del proyecto de elaboración de un código de conducta: elaborar un código de conducta basado 
en los planes de estudios de educación cívica; e idear medios de difusión y promoción del código. 


3.3 Aumentar la flexibilidad dentro del diseño de los programas 

Es frecuente que los programas de reforma del sistema de seguridad sean poco flexibles por lo que 
no permiten irse adaptando a un entorno local cambiante. Los actores internacionales son muchas 
veces demasiado prudentes para asumir riesgos lo que les puede llevar a perder oportunidades de 
introducir reformas. En la elaboración de los programas hay que conseguir que durante la fase de 
ejecución se cuente con tanta flexibilidad como sea posible. Hay que ir analizando los progresos e 
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impactos de los programas de forma que se puedan ir adaptando para responder a los problemas y 
posibilidades que vayan surgiendo. Los objetivos y actividades que parecían adecuadas al poner en 
marcha los programas pueden perder su importancia a medida que evoluciona su dinámica. Todo 
esto subraya la importancia que tiene contar con una buena gestión del programa. 

3.4 Atenuar los riesgos 

Siempre vamos a asumir riesgos al apoyar el desarrollo de la seguridad y la justicia dada la índole 
política de las cuestiones, así como el temor ante la posibilidad de estar apoyando a instituciones que 
violan los derechos humanos. Las Secciones 2 y 3 presentan los medios para identificar los riesgos 
posibles en las primeras fases del compromiso y durante la realización de las evaluaciones. Si se han 
sopesado los riesgos y se ha tomado la decisión de continuar, aún se pueden hacer muchas cosas 
para dirigir los programas de ayuda dando respuesta a los riesgos y mitigándolos. 


Tabla 4.1 

Diseñar programas de ayuda a la reforma del sistema de seguridad para tratar los riesgos específicos 


Riesgos potenciales 

Acción de reducción I 

Riesgo político por parte del Gobierno donante 
que se compromete a apoyar la reforma del sis- 
tema de seguridad. 

Desarrollar una fase inicial que ayude a evaluar el 
nivel de compromiso local. Asegurar un objetivo 
claro para el apoyo a la RSS. Garantizar la 
coherencia del Gobierno en su conjunto. Ofrecer 
la oportunidad de realizar el compromiso ante el 
parlamento y la opinión pública en el país donante. 

La policía utiliza demasiada fuerza cuando se 
enfrentan a manifestaciones públicas. 

Proporcionar formación sobre control de multitudes 
y uso proporcionado de la fuerza. Apoyar a grupos 
y cuerpos defensores de los derechos humanos 
que puedan realizar labores de control. 

La ausencia de estrategias generales supone que 
las reformas no se hagan de forma sistemática. 

Apoyar el desarrollo de la estrategia de seguridad 
nacional y de la estrategia de justicia para guiar el 
proceso de reforma. 

El Gobierno socio demanda formación especiali- 
zada pero carece de estructuras organizativas que 
garanticen su utilización. 

Condicionar el apoyo a la formación al compromiso 
en reformas de la gestión que den respuesta a los 
problemas que presenta el sistema. 

El apoyo a la reforma del sistema de seguridad 
está dirigido por unas cuantas personalidades 
políticas. 

Fomentar el desarrollo de un diálogo nacional sobre 
las cuestiones relacionadas con la seguridad y la 
justicia para ampliar el apoyo político a las reformas 
y comprometer a la opinión pública. 

Las instituciones relacionadas con la seguridad y 
la justicia estatales tienen un alcance limitado en 
zonas rurales. 

Asesorar a los grupos no estatales que prestan los 
servicios de seguridad y justicia en estas zonas. 
Apoyarles con el objetivo de que aumenten su 
transparencia y desarrollen asociaciones con ios 
cuerpos del Estado y con las comunidades para 
prestar estos servicios. 

Varios actores internacionales suponen proyectos 
de ayuda paralelos con los mismos socios. 

Desarrollar programas de ayuda conjuntos entre los 
distintos donantes para coordinar el apoyo. 

Falta de compromiso público en la cuestión. 

L 

Apoyar una campaña de educación pública 
y consultas locales para comprometer a las 
comunidades. 
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3.5 Seguimiento de los progresos y revisión de la ejecución 

La base sobre la que se apoya la adecuada gestión de los programas de reforma del sistema de 
seguridad es el seguimiento, la revisión y la evaluación. Son las herramientas que permiten apreciar y 
adaptar los progresos, y considerar de forma activa si los programas están alcanzando los objetivos 
propuestos. En el caso de que el programa no lograra los cambios deseados, estas herramientas 
proporcionarían una clara percepción de lo que se necesita para conseguir ese cambio. Es importante 
incluir el seguimiento, la revisión y la evaluación al elaborar los programas de ayuda y dedicarles los 
recursos necesarios. 


Cuadro 4.4 Herramientas para dirigir y medir la eficacia de los programas 

Análisis: Antes de desarrollar un programa hay que realizar un análisis que considere la situación, determine 
los objetivos del programa y cree las líneas de base para un seguimiento y evaluación posteriores. 

Seguimiento: El seguimiento a lo largo de la ejecución observa el progreso en función de unos indicadores 
previamente definidos para el programa, cualitativos y cuantitativos, y supone una ayuda en los procesos de 
evaluación y revisión. 

Revisión: Llevada a cabo en momentos oportunos a lo largo del ciclo de vida del programa, la revisión 
analiza el funcionamiento de dicho programa y permite introducir las adaptaciones y ajustes necesarios para 
alcanzar los objetivos dei mismo. 

Evaluación: Las evaluaciones tienen lugar al final del programa e identifican las lecciones que la organización 
puede extraer. Se deberían utilizar para configurar el desarrollo de programas posteriores. 


3.6 Seguimiento de los progresos a lo largo de la cadena de resultados 

Suele ser relativamente sencillo realizar un seguimiento de las actividades y productos resultantes 
de un programa de ayuda; el reto reside en evaluar los progresos en función de los resultados y de 
los impactos. PNUD hace referencia a la “cadena de resultados” que se puede representar en forma 
de tabla (Figura 4.1) que ilustra la secuencia causal de una intervención que se inicia con las aporta- 
ciones y actividades y va atravesando una serie de procesos, productos, resultados e impactos que 
pueden llegar al largo plazo. 


Figura 4.1 Cadena de resultados 


Aportaciones 

Procesos 

Productos 

Resultados 

Impactos 

Mide los recursos 

Mide las actividades 

Mide el resultado de 

Mide las 

El logro final para la 

que utiliza el 

que lleva a cabo un 

las actividades: 

consecuencias del 

comunidad: 

programa: 

programa: 

• Policía entrenada 

programa: 

• Un sistema de 

• Personal 

• Educación pública 

• Apoyo no oficial 

• Funcionamiento 

seguridad más 

• Equipo 

• Programas de 

establecido 

de la policía 

eficaz y sensible 

• Financiación 

formación 
• Diálogo 
institucional 

• Comisiones de 
usuarios de los 
tribunales creadas 

mejorado 

• Disponibilidad de 
asesoramiento 
legal 

• Reducción del 
hacinamiento en 
las prisiones 

que presta los 
servicios de 
justicia y 
protección a la 
población local. 


Fuente: Adaptación de "The Monrtoring and Evaluation Framework’, Oficina de Evaluación, PNUD, 2002. 
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3.7 Desarrollo de indicadores para seguir los progresos realizados para alcanzar los objetivos del 
programa 

Los progresos del programa que se observan a lo largo de esta cadena de resultados se pueden 
medir en función de una serie de indicadores. El Banco Mundial ha definido los indicadores como “... 
información que se puede utilizar... para evaluar el funcionamiento y ayudar en la planificación para el 
futuro”. USAID define el indicador como un sistema de medida que permite: “responder a la pregunta 
de cuánto, o si, se realiza un progreso encaminado a un objetivo determinado”. 

Siempre resulta difícil decidir qué indicadores utilizar para medir el progreso y las impactos de los 
programas de ayuda. Tienen que ser específicos para la situación, concretos, realistas y mensura- 
bles. Es importante no considerarlos de forma aislada sino en conjunción, además de utilizar una 
combinación de medidas cualitativas y cuantitativas cuyos datos se puedan cruzar para conseguir 
mayor exactitud. Utilizar un gran número de indicadores puede resultar farragoso por lo que es de 
vital importancia seleccionar los más adecuados para cada trabajo. 


Para ayudar en la medición de los progresos encaminados al objetivo del programa puede resultar 
válido desglosar cada una de las cuatro metas fundamentales de la reforma del sistema de seguridad 
en sus diferentes aspectos y desarrollar indicadores que sigan el progreso a lo largo de cada una 
de las etapas de la cadena de resultados. Aunque todos los indicadores serán específicos para la 
situación concreta en la que se producen las reformas, la tabla que presentamos más abajo ofrece 
un ejemplo que ilustra cómo hacerlo. 


Tabla 4.2 Medida de los progresos encaminados a la consecución de los objetivos del programa 


Objetivos 


Apropiación local 


Gobernabilidad 

democrática 


Criterios 


Indicadores (los indicadores son específicos para cada 


• Apoyo político 

• Cambios en la política y 
práctica del Gobierno 

• Compromiso e iniciativas 
de la sociedad civil (es 
importante la distinción 
entre apropiación del 
Gobierno y auténtica 
apropiación nacional) 

• Responsabilidad y 
transparencia 

• Legitimidad (confianza y 
seguridad) 

• Control y equilibrio 

• Independencia 

• Profesionalidad 

• Voz y participación 


contexto - los que aquí se presentan son meros ejemplos) 


• Manifestación clara por parte del Gobierno respecto a 
su liderazgo /apoyo al proceso de reforma 

• Puesta en marcha de nuevas iniciativas del gobierno 
para mejorar los servicios de seguridad y justicia 

• Establecer un proceso de diálogo sobre las 
necesidades relacionadas con la seguridad y la justicia 
que comprometa a las partes interesadas tanto 
estatales como de la sociedad civil 


• Mejora de los debates parlamentarios sobre las 
cuestiones relacionadas con la seguridad y la justicia y 
fortalecimiento de los procedimientos de control 

• Un porcentaje más elevado de las zonas establecidas 
como objetivo manifiesta confianza en quienes prestan 
los servicios de seguridad y justicia 

• Establecimiento de procesos transparentes para 
administrar el presupuesto nacional de las instituciones 
relacionadas con la seguridad y la justicia 

• Las instituciones relacionadas con la seguridad y la 
justicia cuentan con una representación mayor de los 
diferentes grupos sociales 


»> continúa 
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Prestación de 
servicios 


Gestión y 
sostenibílídad 


• Acceso 

• Eficacia y receptividad 

• Procesos justos 

• Responsabilidad y control 

• Legitimidad 


• Sostenibilidad eoonómioa • 

- Capaoidad humana 

- Adecuación culturai 

• Gestión • 

• Gestión de la información y 

capacidad de seguimiento • 


Un porcentaje mas elevado de la población tiene 
acceso a los servicios de seguridad y justioia 
Un porcentaje mas elevado de la población piensan 
que tienen voz y voto respecto a la prestación de los 
servicios de seguridad y justicia 
Establecimiento de un proceso público y eficaz 
de presentación de reclamaciones respecto a las 
fuerzas de seguridad 

Creación de foros sobre mantenimiento del orden para 
la comunidad local en los que se puedan reunir la 
policía y los ciudadanos para debatir las prioridades 


Toma de decisiones respecto a la finanoiación de la 
seguridad y la justicia a través del proceso 
presupuestario nacional 

Establecimiento de una política transparente de los 
recursos humanos para reclutamiento y promoción 
Iniciación de programas de formación vinculados 
con el fortalecimiento de la capacidad de gestión para 
garantizar la ejecución de los enfoques nuevos 
Establecimiento de un sistema nacional de 
aoompañamiento y seguimiento de los progresos en 
las reformas y de la prestación del servicio 


3.8 Los retos de los indicadores 

Lo que se mide se suele llevar a la práctica, por ello es importante no crear involuntariamente 
expectativas no deseadas a causa de los indicadores. Por ejemplo, cuando en algunos países se 
ha utilizado el número de arrestos como criterio para estudiar el funcionamiento de la policía, se han 
llevado a cabo redadas contra vagabundos que han incrementado el hacinamiento de las cárceles, 
sin por ello aumentar la protección y la seguridad. De la misma forma, si el número de arrestos 
se vincula al número de procesos judiciales concluidos, hay que ser prudentes para que esto no 
fomente la corrupción y los acuerdos económicos entre policías y magistrados. 

Los indicadores cuantitativos por sí mismos pueden tener poco valor como sistema de medición 
de los impactos de los programas de reforma del sistema de seguridad. Esto se debe en parte a la 
poca fiabilidad de las estadísticas y de las fuentes de datos oficiales que encontramos en muchos 
países, pero también por la posibilidad de que diversos factores introduzcan variaciones en esas 
estadísticas. Por ejemplo, las estadísticas sobre los delitos cometidos pueden verse incrementadas 
a causa de una mayor confianza de la opinión pública en la policía y por tanto un aumento del 
número de denuncias, un número mayor de informes policiales redactados, y un crecimiento real de 
la delincuencia, o bien, a causa de alguna de las posibles combinaciones de estos elementos. Los 
informes sobre agresiones sexuales crecen casi siempre cuando el entorno se muestra más propicio 
a las denuncias por parte de las mujeres; este incremento no es un indicador que pueda definir el 
aumento del porcentaje de agresiones sexuales. 

La seguridad humana depende de lo que siente la población, por lo que con frecuencia una 
forma más precisa de medir el progreso y los impactos de los programas de reforma del sistema 
de seguridad consiste en la utilización de indicadores cualitativos que analicen la opinión pública 
sobre la protección, la seguridad y el acceso a la justicia. Las encuestas no son necesariamente 
caras y pueden oscilar desde las amplias muestras representativas de la opinión pública hasta los 
más baratos sondeos de opinión sobre un número reducido de personas. En ocasiones recabar las 
opiniones y pareceres de las mujeres puede suponer un esfuerzo mayor porque haya que reunir 
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grupos de referencia sólo de mujeres o realizar entrevistas personales cara a cara. El Caso 4.1 sobre 
Sudáfrica que aparece al final de esta sección ilustra algunas de las dificultades que presenta el uso 
de indicadores para examinar el funcionamiento. El Cuadro 4.5 ofrece varias consideraciones útiles a 
tener en cuenta al utilizar los indicadores. 

Cuadro 4.5 Lista de control para el desarrollo de indicadores 

Validez 

• Los indicadores, ¿pueden informar de los progresos realizados en la consecución del objetivo? 

• ¿Se miden resultados y no sólo la actividad desarrollada? 

• Si distintos profesionales utilizan los mismos parámetros, ¿obtienen los mismos resultados? 

Equilibrio 

• ¿Se utiliza un índice de indicadores equilibrado que mida el progreso realizado en el camino de la 
consecución de una única meta? 

• La ambigüedad inherente a cada indicador aislado ¿queda reducida por la presencia del resto de los 
indicadores? 

Confidencialidad 

• Los indicadores ¿son suficientemente sensibles para registrar los distintos tipos de transformación que se 
puede producir entre un período y otro? 

• Los indicadores, ¿son sensibles a los cambios que se desean provocar con las intervenciones 
realizadas? 

Igualdad 

• Los indicadores, ¿recogen la experiencia de los pobres y de las mujeres? 

• Los indicadores que recaban la experiencia general, ¿se pueden desglosar para seleccionar la experiencia 
de grupos específicos? 

Motivación 

• ¿Se puede detectar de qué forma los indicadores introducidos pueden cambiar las expectativas que 
orientan el comportamiento de profesionales o población en general? 

• ¿Se puede minimizar el peligro de crear expectativas no deseadas a causa de los indicadores utilizados 
que puedan socavar las metas perseguidas? 

Utilidad 

• ¿Es factible empeñarse en la tarea de reunir los datos necesarios de forma regular y continua o hay medios 
más simples y baratos de reunir los datos disponibles? 

• Los datos reunidos específicamente para estos indicadores, ¿son suficientemente exactos? 

Apropiación 

• ¿Han participado en el desarrollo de indicadores todos aquellos a los que se va a evaluar el progreso? 

• Los datos recabados específicamente para los indicadores, ¿serán exactos con fiabilidad? 

Claridad 

• Estas medidas, ¿tienen sentido para toda la audiencia, incluyendo los más desfavorecidos? 

• Estas medidas, ¿están expresadas en unidades claras? 

Fuente; Instituto Vera para la Justicia “Global Guide to Performance Indicators”, 2003, p. 16 
3.9 Criterios de medición del progreso 

La OCDE CAD ha desarrollado ios “Criterios para evaluar la ayuda al desarrollo” {"Criteria forEvaluating 
Development Assitance”). Hay que tener en cuenta estos cinco criterios para medir el progreso a la 
hora de diseñar un programa de ayuda a la reforma del sistema de seguridad: 

• Relevancia 

• Eficacia 

• Eficiencia 

• Impacto 

• Sostenibilidad 
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La Sección 7 presenta la forma de utilizar estos criterios para revisar y evaluar los programas de apoyo 
a la reforma del sistema de seguridad. Otros tres criterios establecidos para las actividades de ayuda 
humanitaria y de las situaciones de emergencias complejas, son, según las Directrices del CAD para 
la Evaluación de la Ayuda Humanitaria en Emergencias Complejas (DAC Guiadance for Evaluating 
Humanitarian Assistance in Complex Emergencies), el alcance, la coherencia y la coordinación. Estos 
criterios también resultan útiles al evaluar las actividades realizadas en la prevención de conflictos y 
establecimiento de la paz, incluyendo la reforma del sistema de seguridad. 

4. Selección de los recursos apropiados y de los mecanismos de 
financiación 

La financiación correcta, la gestión económica eficaz y el oportuno desembolso de recursos son fac- 
tores fundamentales para el desarrollo eficaz del sistema de justicia y seguridad. Una vez acordada 
la puesta en marcha de un programa, los actores internacionales tienen la responsabilidad de garan- 
tizar que cuente con los recursos económicos, humanos y técnicos adecuados, bien distribuidos y 
previsibles, para alcanzar los objetivos establecidos a lo largo de toda la duración del programa. Es 
esencial planificar la previsión a largo plazo (Véase el Caso 4.3 sobre Afganistán y Sierra Leona al 
final de esta Sección) 

El perfeccionamiento de las políticas y decisiones económicas tiene una especial importancia en los 
estados débiles y frágiles. Supone evitar el desequilibrio del gasto público en seguridad a costa de 
otros sectores de desarrollo, reduce la dependencia a largo plazo de la ayuda económica recibida de 
la comunidad internacional, y fortalece el sector de la seguridad a la vez que hace disminuir el riesgo 
de que el país se vuelva a ver envuelto en el conflicto. 

Cuadro 4.6 “Financiación correcta” del sector de la seguridad 

Para garantizar que el apoyo a la reforma del sistema de seguridad en un país determinado sea fiscalmente 
sostenible a medio y largo plazo es fundamental elaborar un programa que: i) haga disminuir los riesgos 
asociados con la escasez de medios de seguridad a causa de una aplicación demasiado estricta de políticas 
fiscales; y ii) limite el desarrollo de políticas de seguridad expansivas que dominen el gasto público y 
reduzca por tanto las posibilidades de que la comunidad internacional salga pronto. El concepto de 
“financiación correcta” del sector de la seguridad “implica la determinación de las políticas y estrategias 
sostenibles, de las capacidades de las instituciones y de la prestación del servicio que equilibran las difi- 
cultades que presentan la seguridad, la gobernabilidad, la calidad del servicio y la sostenibilidad fiscal en 
los países débiles y frágiles”. La “financiación correcta” descansa por tanto esencialmente en determinar a 
lo largo del tiempo un intercambio aceptable entre el “tamaño correcto” de las fuerzas de seguridad y unos 
servicios de seguridad mas equitativos y de mayor calidad. 

Tomar las decisiones políticas, institucionales y relativas a los recursos humanos correctas (es decir, la finan- 
ciación correcta) desde el principio de la fase de elaboración también es esencial para establecer la rendición 
de cuentas y la transparencia en el sector de la seguridad. Hacer avanzar este enfoque es especialmente 
conveniente en países como Afganistán y Sierra Leona. Estos países luchan por hacer frente a las exigencias 
fiscales de unos gastos en seguridad insostenibles que precisan subvenciones a largo plazo de la comu- 
nidad internacional y aún así no consiguen alcanzar las aspiraciones mínimas que tienen sus ciudadanos 
respecto a la seguridad y la justicia.. 

Para profundizar en el concepto de "financiación correcta", véase la Bibliografía adicional, 14, al final de esta sección 


En ocasiones el gran número de socios internacionales con distintos mecanismos de financiación y 
formas de presentar los informes también se convierte en una rémora para el progreso. Conseguir 
mecanismos de financiación racionalizados y procedimientos correlativos aumentaría la coordinación 
de los donantes a la vez que fortalecería la apropiación local. Por ejemplo en Indonesia el Banco 
Mundial, el Banco de Desarrollo Asiático y PNUD están proporcionando apoyo conjunto a la Aso- 
ciación para la Reforma de la Gobernabilidad formada por varias partes interesadas con la pretensión 
de financiar iniciativas indonesias que manifiesten de forma clara la apropiación nacional en lugar de 
la financiación bilateral. La Declaración de París sobre Eficacia de la Ayuda exige esta armonización 
de procedimientos. 
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Si bien ia financiación es un factor ciaramente importante, el desarroiio de ia justicia y ia seguridad no 
depende sóio de ios recursos económicos. La ayuda profesionai y técnica a través de ia aportación 
de expertos con experiencia en apoyar, asesorar, orientar y aconsejar en el desarrollo de la capacidad 
local es en ocasiones más valiosa que una inyección de dinero. 

Dependiendo de la idoneidad de la contabilidad financiera/económica y de los sistemas de gestión 
del país socio, los mecanismos de financiación que utilizan las agencias de desarrollo pueden in- 
cluir el apoyo al presupuesto general, enfoques sectoriales, financiación de proyectos o programas, 
y pequeñas subvenciones y fondos sociales destinados a la justicia. Todos estos mecanismos se 
explican a continuación en mayor detalle. 



Nigeria: El perfeccionamiento de la prestación de los servicios de seguridad y justicia se apoya con frecuencia en lograr que estos servicios sean más 
accesibles - por ejemplo este tribunal itinerante en Nigeria. 


4.1 Apoyo al presupuesto general 

El apoyo al presupuesto general hace referencia a las aportaciones, a la vez que a la dependencia, 
el diálogo y la adhesión vinculados a los objetivos del Gobierno socio. Forma parte del enfoque 
que presenta el Documento de Estrategia de Reducción de la Pobreza (PRSP), que expresa la 
doctrina de la asociación, la apropiación y habilitación. Para aquellos casos en los que las cuestiones 
relacionadas con el sistema de seguridad están expuestas explícitamente en el Documento de 
Estrategia de Reducción de la Pobreza (PRSP), o en planes nacionales de desarrollo similares, el 
apoyo al presupuesto general ha constituido una herramienta muy útil para apoyar la reforma del 
sistema de seguridad. El Caso 5.1 de la Sección 5 ofrece una serie de ejemplos. 

En aquellos casos en los que los objetivos sobre seguridad no figuran explícitamente en los planes 
nacionales de desarrollo, el apoyo al presupuesto general sigue siendo válido para los profesionales 
y los responsables de las políticas. Esto se debe a que la evidencia (véase Evaluación del Apoyo al 
Presupuesto General, IDD y Asociados, Mayo, 2006 = Evaluation of General Budget Support, IDD and 
Associates, Mayo, 2006) demuestra que el apoyo al presupuesto general puede: 

• Ampliar el alcance del criterio del Gobierno socio, tanto aumentando el total de la ayuda en 
el presupuesto como reduciendo el alcance de la asignación dentro del presupuesto. Una parte 
importante de este efecto es que los ministros del sector, incluyendo los implicados en el sistema 
de seguridad, se comprometen directamente con el proceso del presupuesto nacional. 
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• Perfeccionar la amplitud y transparencia de la gestión de las finanzas públicas del Gobierno socio, 
fortaleciendo de esta forma las bases de la rendición de cuentas. Esto puede suponer un medio 
de presionar para que los gastos en seguridad aparezcan en el presupuesto comprometiéndose 
a rendir cuentas ante el parlamento a través del proceso de aprobación parlamentaria. 
La implicación internacional en estas cuestiones ha proporcionado importantes puntos de 
partida para acometer la revisión del gasto público (véase el Caso 4.3 al final de esta sección) 
lo que ofrece un profundo conocimiento sobre las cuestiones relacionadas con la financiación 
del sistema de seguridad. 

• Aumentar en el seno de los gobiernos socios el conocimiento del nivel total del gasto dentro 
y fuera del presupuesto en el sistema de seguridad, proporcionando así las bases para tener una 
evidencia más clara de los inevitables intercambios que se producen entre la capacidad operativa 
y las posibilidades de gasto/sostenibilidad que se necesitarán una vez consolidada la 
estabilización inicial. 

• Facilitar una mayor coherencia entre los distintos sectores y ofrecer incentivos a la formulación 
de políticas en cada sector. 

El apoyo al presupuesto general no es la panacea. Su utilización en la reforma del sistema de seguridad 
siempre exigirá la realización de inversiones en la capacidad del Gobierno socio para gestionar sus 
recursos económicos. De hecho, también se puede considerar la utilización de otras herramientas e 
instrumentos complementarios para apoyar el desarrollo de la capacidad. Esto subraya la necesidad 
de que en todos los casos se despliegue sobre el terreno la cantidad correcta de personal para 
proporcionar apoyo y consejo adaptados de forma flexible. 

Otra dificultad a la que se enfrenta el apoyo a la reforma del sistema de seguridad a través del 
apoyo al presupuesto general es la cuestión del consumo del presupuesto. Por un lado, el apoyo al 
presupuesto general puede ser políticamente vulnerable cuando los donantes se identifican con todo 
lo que hace el Gobierno socio, incluyendo, por ejemplo, el aumento del gasto militar. Por otro lado 
está la cuestión de si los fondos de apoyo al presupuesto se deben considerar Ayuda al Desarrollo 
Oficial en los casos en los que los objetivos de seguridad están incluidos en los planes de desarrollo 
nacionales. Sobre este tema se ofrecen más orientaciones en la Sección 8. 

4.2 Enfoques sectoriales (SWAps) 

Los enfoques sectoriales son programas de ayuda que se dirigen a un sector en concreto. En el 
seno del enfoque sectorial, la financiación del sector público y de los donantes pretende lograr 
una estrategia sectorial, en línea con los recursos disponibles y la capacidad de ejecución. Un solo 
enfoque sectorial puede incorporar todo un abanico de mecanismos de financiación diferentes, como 
el apoyo al presupuesto del sector, fondos reunidos fuera del presupuesto y proyectos. Para que un 
enfoque se pueda considerar enfoque sectorial tiene que responder a los siguientes criterios: 

• Una política y una estrategia sectorial global. 

• Un programa de gasto por sector anual y un marco sectorial a medio plazo de gastos. 

• Coordinación del donante dirigida por el Gobierno. 

• Apoyo de principales donantes en el seno del marco acordado. 

• El compromiso de un número importante de donantes para trabajar en orden a una mayor 
confianza en los sistemas económicos y de responsabilidad del Gobierno. 

• Un enfoque común de la ejecución y la gestión por parte de los donantes. 

La investigación en enfoques sectoriales en apoyo de los planes de reforma concebidos a medio 
plazo por el Gobierno ugandés para el sector de la justicia, la ley y el orden descubrió que, a pesar 
de los desafíos: 
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• Una estructura simplificada de asociación con los donantes, en la que se ha involucrado a un 
grupo unificado y a una serie de mecanismos de información, ha perfeccionado la forma de 
elaborar los informes y los procesos de evaluación y ha reducido las presiones que provocaban 
conflictos en el seno del Gobierno ugandés. 

• La coordinación entre donantes, así como entre ellos y el sector, ha conducido a un uso más 
racional y eficaz de los recursos y ha apoyado un funcionamiento mejor del sistema de tribunales, 
por ejemplo®. 

4.3 Financiación de programas o proyectos 

También se puede proporcionar apoyo al sistema de seguridad apoyando proyectos o programas, 
o, de forma más directa, aportando ayuda profesional y técnica. Esta modalidad de apoyo más 
“enmarcado” es la más adecuada para las situaciones en las que los niveles de consenso entre 
los interlocutores del Gobierno y los internacionales, y/o los mecanismos de rendición de cuentas 
presupuestaria, no sean los necesarios como para permitir un apoyo al presupuesto general. Este 
tipo de apoyo dirigido directamente a programas aporta una mayor transparencia al presentar las 
cuentas de las aportaciones económicas de los países donantes, pero entraña el riesgo de tener 
que depender de que la elaboración y ejecución de los programas reciba un enfoque integrado. Este 
riesgo se reduce al elaborar los programas considerando los posibles vínculos existentes entre las 
instituciones relacionadas con la justicia y la seguridad, las cuestiones relativas a la gobernabilidad, y 
el desarrollo de marcos políticos factibles. Otro inconveniente que presenta la financiación directa de 
los programas es que puede dificultar la apropiación del proceso por parte del Gobierno socio. 

4.4 Pequeñas subvenciones y fondos sociales para la justicia 

En las cuestiones relacionadas con el desarrollo se observa la tendencia a proporcionar ayuda a gran 
escala a un pequeño número de actores con la intención de reducir los costes del intercambio y la 
necesidad de ejercer un control minucioso. Es un enfoque que presenta beneficios desde el punto 
de vista de la apropiación creciente por parte de los gobiernos receptores, pero que con frecuencia 
impide la aportación de recursos más pequeños y con un objetivo más claro a un abanico más 
amplio de actores, especialmente a organizaciones dedicadas a la defensa y apoyo a los grupos 
sociales marginados, excluidos y vulnerables. Las pequeñas organizaciones de la sociedad civil 
suelen presentar una baja capacidad de absorción. Sin embargo, estos actores tienen un importante 
papel al representar a los beneficiarios, siendo las que plantean las necesidades y opiniones de la 
población local, manifiestan el conocimiento de lo que sucede, fomentan la participación y consiguen 
que las actividades y operaciones relacionadas con la justicia y la seguridad sean más transparentes. 
Es necesario que los actores internacionales cuenten con flexibilidad suficiente para aportar fondos 
a pequeña escala a un abanico más amplio de proyectos y partes interesadas en las cuestiones 
relacionadas con la seguridad y la justicia. Estos proyectos ayudan a examinar hipótesis tales como 
el tipo de enfoque(s) necesario, a fomentar asociaciones, a realizar análisis profundos y a desarrollar 
las circunscripciones locales para acometer reformas en el futuro. 

Sin embargo, la dificultad a la que se enfrentan los donantes reside en que estos mecanismos de 
financiación implican una gestión y un control más exhaustivos. En el contexto de la elaboración 
de programas de justicia y desarrollo, se trata de una inversión pequeña con una gran amortización 
potencial, especialmente en los estados frágiles. El ejemplo del Banco Mundial es la creación del 
modelo de “capital de riesgo” para la financiación del desarrollo social como parte de un enfoque 
realizado en varios niveles, según el cual los fondos sociales destinados a la justicia pueden suponer 
un medio de gran valor para realizar el desembolso de recursos destinados a un gran número de 
responsables de la prestación del servicio, tanto estatales como no estatales, y a grupos de clientes 
en el mismo lugar en el que se presta el servicio. El desembolso de los fondos supone proporcionar 
subvenciones de reserva a las comunidades que se han de utilizar en microproyectos seleccionados 
por la propia comunidad. No obstante, también puede tratarse de aportaciones realizadas en los 
niveles provincial, regional o nacional, vinculando y constituyendo la capacidad local y provincial y 
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las estructuras de la gobernabilidad en conjunción con las instituciones existentes en la comunidad, 
el pueblo o el barrio. En los estados frágiles, los fondos sociales destinados a la justicia fomentarían 
un enfoque descentralizado que responde directamente a las necesidades locales y se adhiere a la 
declaración de la apropiación local. 

Hay motivos de peso para “dejar que florezca un centenar de flores” e impulsar el desembolso de 
fondos de “capital de riesgo” dedicados a servicios estatales y no estatales para los grupos sociales 
marginados, excluidos y vulnerables. Un informe reciente afirma que “al analizar en qué se aplican 
[los fondos destinados a las organizaciones de la sociedad civil], los donantes no deben colocar el 
listón demasiado alto. Para que la aplicación de estos fondos se considere beneficiosa no es esencial 
un impacto duradero ni espectacular. En las primeras etapas de una nueva democracia ni siquiera es 
esencial que todas las aplicaciones de fondos tengan una gran calidad. Lo que si es importante es 
que se acometa una gran cantidad de iniciativas constructivas de la sociedad civil sobre seguridad. 
El efecto producido por la acumulación supone una contribución significativa a la democracia y a la 
reforma del sistema de seguridad”^®. 

Lista de control: Preguntas útiles para diseñar programas de reforma del sistema de seguridad 

• ¿Cómo puede el programa hacer frente tanto a las necesidades inmediatas de seguridad como a las 
cuestiones relacionadas con la gobernabilidad a largo plazo? 

• ¿Los objetivos cumplen las condiciones de ser específicos, mensurables, alcanzables, realistas y en el 
plazo fijado? 

• ¿Se detecta que los puntos de partida impulsen la compra de acciones por parte de los beneficiarios 
mediante objetivos inmediatos? 

• ¿Cómo construye el programa la apropiación local? 

• ¿Cómo se responde a las cuestiones relacionadas con la igualdad entre hombres y mujeres? 

• ¿Cómo se contempla el papel representado por los actores, estatales y no estatales, que prestan estos 
servicios? 

• ¿La construcción de la capacidad está considerada uno de los elementos más importantes del 
programa? ¿Está suficientemente centrado en el fortalecimiento de la gestión de la capacidad? 

• ¿Se ha tenido en cuenta la sostenibilidad económica del programa y su adecuación cultural? 

• ¿Qué indicadores se van a utilizar para seguir y evaluar los progresos? 

• ¿El programa tiene la flexibilidad suficiente para adaptarse a un contexto cambiante? 

• ¿Se han identificado los riesgos que se corren y se han tomado las medidas necesarias para reducirlos? 

• ¿Se ven recompensadas la innovación y la aportación de iniciativas por identificar y extraer lecciones? 

• ¿El plazo previsto es realista? 

• ¿Se ha seleccionado la combinación correcta de instrumentos de financiación? 


Cómo se conecta esta sección con el resto del manual 

Esta sección ha desarrollado las cuestiones a tener en cuenta a la hora de diseñar programas de ayuda a la 
reforma del sistema de seguridad eficaces. La sección siguiente examina cómo puede un programa de ayuda 
construir la capacidad nacional para dirigir los procesos de reforma del sistema de seguridad. La Sección 6 
señala asesoramiento programático para llevar a cabo las reformas de la reforma del sistema de seguridad en 
contextos post-conflicto. La Sección 7 revisa las cuestiones clave para la ejecución en distintos sectores y la 
Sección 8 trata cómo fortalecer la gestión, la revisión y la evaluación de los programas. 


Notas del lector: 
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Caso 4.1 : 

Reforma de la policía y utilización de indicadores de rendimiento en 
Sudáfrica 

Contexto 

Durante la transición a la democracia en Sudáfrica se reformaron enormemente la naturaleza de las 
instituciones de la policía y el propio proceso de mantenimiento del orden. En el nivel institucional, el 
Servicio de Policía de Sudáfrica se creó integrando la antigua Policía de Sudáfrica y las diez agencias 
de policía “locales”. Fue necesario realizar una ingente labor para alinear e integrar estas estructuras 
y sus distintas formas de funcionamiento, sus diferentes rangos y sus diversos sistemas admi- 
nistrativos. La propia prestación del servicio de mantenimiento del orden fue sometida a reformas 
significativas, entre las que hay que destacar la importancia concedida a la mejora de las relaciones 
existentes entre la policía y la comunidad, la reelaboración de los sistemas de selección y formación, 
la prevención y la respuesta activa ante la tortura y otras formas de conculcación de los derechos 
humanos, y la inculcación del concepto de prestación de un servicio en el trabajo de los policías. La 
complejidad y la naturaleza diversificada del proceso de reforma, junto a los requisitos exigidos por 
la policía, los responsables de la elaboración de las políticas y los secretariados civiles creados en 
los niveles nacional y provincial para gestionar y seguir el proceso de forma más eficaz, condujeron al 



SUDÁFRICA, Johannesburgo: Insignias y charreteras de un sargento de la policía de la brigada del aire de Johannesburgo. 


establecimiento de un sistema de gestión del funcionamiento basado en indicadores. 

Lecciones aprendidas 

Demasiados indicadores - Dado el número tan elevado de cuestiones que había que seguir, los 
primeros años del proceso estuvieron centrados en una cantidad excesiva de indicadores, un número 
que pasaba ampliamente de los cien. Esto exigía un gran esfuerzo burocrático en el momento de 
la reunión de los datos y el resultado era la presentación de unas tablas numéricas detalladas de 
difícil interpretación. Además los indicadores presentaban datos sobre temas muy diversos, desde 
el número de delitos denunciados hasta el porcentaje de funcionarios oficialmente perjudicados 
en relación con los ascensos. Esto hacía difícil ofrecer respuestas claras respecto a los avances 
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alcanzados por los esfuerzos de la reforma en general. También era difícil verificar con independencia 
muchos de los indicadores (por ejemplo el número de patrullas realizadas o de reuniones que se 
habían mantenido), lo que llevaba tanto a civiles como a policías en activo a desconfiar del sistema 
de información y sospechar la falta de integridad del mismo. Menos indicadores, mejor enfocados y 
claramente verificables habrían simplificado el procedimiento y habrían tenido mayor influencia sobre 
el sistema. 

Dificultad de análisis - Los secretariados civiles responsables de los análisis de los datos tanto en 
el nivel provincial como en el nacional carecían de personal capacitado y del equipo adecuado para 
llevar a cabo esta tarea. Aunque en el nivel nacional se consiguieron realizar algunos progresos en 
la elaboración de informes sobre el funcionamiento de la policía, rara vez fueron secundados desde 
abajo, en el nivel de los secretariados provinciales. Además el análisis resultante estaba enormemente 
mediatizado por los datos (al reflejar las aportaciones estadísticas que proporcionaba la propia 
policía) y, dada la complejidad de la labor, era difícil elaborar información que pudiera ser utilizada 
con eficacia por parte de los responsables de la elaboración de las políticas. Era imposible conciliar 
los indicadores que medían las actividades realizadas (número de patrullas o de reuniones) con los 
que medían productos (reducción del delito) de forma que se llegara a unos resultados analíticos 
útiles. Una mayor inversión en capacidad analítica, unida a una selección de indicadores simplificada, 
habría aumentado de forma significativa la calidad de los informes, y por tanto su repercusión. 

Debilidad del circuito de respuesta para los que elaboran las políticas - Rara vez se hizo público el 
análisis del funcionamiento de la policía en relación con los indicadores, reduciéndose así la presión 
que suponía la utilización del sistema como herramienta de gestión. Mientras el ministro responsable 
de la protección y la seguridad recibía información trimestral sobre los resultados obtenidos por 
el secretariado nacional, en virtud de los problemas que ya se han mencionado era difícil integrar 
directamente las conclusiones en un conjunto oficial de directivas políticas. Sin embargo, estas 
informaciones, así como las que se hadan llegar al parlamento y a los cuerpos legislativos provinciales, 
contribuyeron a que se comprendiera la complejidad, las dificultades y el progreso general que 
supuso el esfuerzo de la reforma. Si se hubiera dispuesto de un proceso de información establecido 
con mayor claridad y dotado de un amplio reconocimiento, en el que las conclusiones se hubieran 
podido presentar y debatir y que hubieran llevado a la toma de decisiones, se habría fortalecido el 
vínculo con la elaboración de las políticas a nivel nacional. 

Impacto 

Aunque el sistema manifestó una clara debilidad, fue el único sistema basado en datos recogidos en 
todo el país que sirvió para determinar el progreso general en relación con la reforma de la policía. 
De hecho, con frecuencia se tomó mucho más en serio en el nivel local y de policía de zona, algunas 
de las cuales desarrollaron una capacidad de seguimiento entregada y a menudo muy sofisticada. A 
largo plazo, la utilización de indicadores durante el período de transición inculcó una cultura mucho 
más fuerte de la medición del funcionamiento en el Servicio de Policía de Sudáfrica de lo que se 
hubiera conseguido de otra manera. 

Se puede encontrar una panorámica de la situación actual del proceso de utilización de los indicadores 
para medir el funcionamiento de la policía en Sudáfrica, así como sus vínculos con el sistema de 
control de la policía, en “The Pólice We Want: A Handbook for Oversight of the Pólice in South Africa’’, 
Open Society Justice Initiative, 2005, http://www.justiceinitiative.org 
Notas del lector: 
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Caso 4.2 : 

Gestión de la transición a partir del apoyo de la policía a un enfoque 
sectorial en Sierra Leona 

Contexto 

Tras el acuerdo firmado en 2005, DFID se enfrentó con el reto de gestionar satisfactoriamente la 
transición de Sierra Leona, empezando por un programa de apoyo centrado en primer lugar en la 
policía para avanzar hacia un enfoque más amplio que hiciese comprometerse a otros departamentos 
del Gobierno, el poder judicial, y los actores no estatales del sector de la justicia no oficial. Este 
importante desafio no se gestionó demasiado bien, lo que trajo consigo impactos negativos en el 
intento de acercar a la policía al cambio en el enfoque que dirigía al desarrollo del sector de la 
justicia. 

Punto de partida 

El punto de partida tendría que haber sido la finalización de la propia documentación para el Programa 
de Desarrollo del Sector de la Justicia, la elaboración del plan para acometer el programa de reforma 
del conjunto del sistema. Los responsables comprometidos con el programa ya establecido Programa 
de Protección y Seguridad de la Commonwealth (Commonwealth Safety and Security Programme; 
programa centrado en la reforma de la policía) tendrían que haberse encargado de desarrollar una 
estrategia de salida complementaria a la fase de implantación del programa de Desarrollo del Sector 
de la Justicia. Mientras el programa anterior elaboró un “documento de migración” para gestionar 
la transición desde su propia perspectiva, la gestión del Programa de Protección y Seguridad de la 
Commonwealth no realizó nada parecido. Asi, la policía de Sierra Leona sólo recibió apoyo limitado 
para ayudarles en el cambio del modo de ver que exigía el enfoque sectorial. 

Lecciones aprendidas 

Una gestión eficaz del cambio es fundamental dentro de /as agencias donantes - Los problemas 
comentados se produjeron durante el proceso de devolución por parte de DFID desde Londres a 
Freetown. Dada la gran rotación de los funcionarios y las dificultades que atraviesa la transición de 
las funciones, se realizó un enfoque a corto plazo de la transición programática. Antes de embarcarse 
en cualquier cambio del status quo, es importante detectar los riesgos que conlleva dicho cambio, 
asi como tomar medidas para reducir los efectos que pueden producir quienes se oponen. En este 
caso no se tuvo en cuenta nada de esto, aunque el error se rectificó al realizar la devolución tras 
garantizar que los programas relacionados tanto con la seguridad como con la justicia quedarían bajo 
la autoridad de un director de programa. 

importancia de la comunicación eficaz- En cualquier entorno que no esté acostumbrado a acometer 
cambios, es fundamental mantener una comunicación eficaz con todas las partes interesadas en 
cada etapa del proceso de cambio. Ampliar cualquier programa desde el enfoque sobre una sola 
institución a un sector entero trae consigo una adecuación del enfoque, lo que supondrá que haya 
quien considere que se han creado vencedores y vencidos. Es fundamental demostrar a todas las 
partes interesadas la necesidad de este cambio (y el papel que van a representar dentro de él) desde 
las primeras etapas, ya que la apropiación local tiene que suceder y otros donantes pueden tener que 
secundar el cambio en sus propios procesos programáticos. 

Impacto 

El fracaso al dar respuesta a las dificultades ocasionadas por la transición condujo a la aparición 
de diferencias considerables en el seno del DFID y con el resto de la comunidad internacional 
respecto al papel de la policía en Sierra Leona. Se desarrollaron posturas irreconciliables respecto 
a si se debe considerar que la primera responsabilidad de la policía es la seguridad, o si deben ser 
aprovechados como parte integrante de la comunidad dedicada a la justicia. La respuesta es que las 
dos afirmaciones son válidas, pero un plan de migración débil entre dos programas distintos llevó a 
que se instalaran estas diferencias conceptuales. 
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Caso 4.3 : 

Revisión de la gestión del gasto del sistema de seguridad en Afgan- 
istán y Sierra Leona 

Contexto 

En el año 2003 el Gobierno de Afganistán solicitó apoyo al Banco Mundial y al DFID para realizar una 
revisión de las finanzas públicas dedicadas al sistema de seguridad. Esta revisión estaba motivada 
por el temor manifestado por el Ministro de Economía de que el sistema de seguridad se estuviera 
haciendo fiscalmente insostenible con gran rapidez, fundamentalmente debido a la gran cantidad 
de transferencias fuera de presupuesto que tenían impactos directos sobre los gastos del sector 
público ya presupuestados. En 2006, el DFID encargó una revisión similar del gasto público en Sierra 
Leona para medir la eficacia, la eficiencia y la sostenibilidad en conjunto del sistema de seguridad. 
Los objetivos principales de ambas revisiones desde la gestión financiera pública (PFM) y desde la 
perspectiva del desarrollo residían en: 

• Obtener un conocimiento lo más profundo posible del nivel y la estructura de los gastos generales, 
de las tendencias más recientes y de las exigencias de gasto más probables de cara al futuro 
basándose en la planificación actual. 

• Analizar hasta qué punto las estrategias que se estaban empleando eran coherentes y las 
instituciones del Gobierno orientaban las asignaciones del gasto público. 

• Revisar los procesos dirigidos a determinar los niveles de financiación, asignaciones del gasto, 
ejecución de los presupuestos y funciones posteriores a esta ejecución, y analizar hasta qué 
punto seguían los buenos principios de la Gestión Financiera Pública (PFM). 

• Describir el marco institucional en el que se incardina el sistema de seguridad y comprobar hasta 
qué punto asume o es propicio a la buena Gestión Financiera Pública (PFM). 

Punto de partida 

En los dos casos las revisiones fueron llevadas a cabo con y para las autoridades nacionales, tratando 
de reforzar las capacidades analíticas nacionales para la concepción, planificación y elaboración del 
presupuesto de las políticas. Las revisiones sirvieron para consolidar lecciones ofrecidas a un gran 
número de interlocutores, y las distintas conclusiones fortalecieron la idea de que era necesario tomar 
decisiones para iniciar reformas en cuestiones relativas a los mandatos institucionales, el personal 
y la gestión de políticas. En Afganistán, la revisión permitió que el Ministro de Economía iniciara una 
serie de debates con el Consejo de Seguridad Nacional (Nacional Security Council), y que los socios 
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academia es impartida por funcionarios de ia poiicla militar alemana. 
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internacionales financiaran los programas de reforma del ejército y la policía. En el caso de Sierra 
Leona, la revisión ha proporcionado una plataforma para calcular el coste de un programa de reforma 
de todo el sistema de seguridad a lo largo de un plazo de cinco años. 

Enseñanzas aprendidas 

Los principios de Gestión financiera pública son apiicables: Las revisiones han demostrado que los 
modelos proporcionados por Gestión Financiera Pública se pueden aplicar al sistema de seguridad 
de la misma forma que a cualquier otro sector, como la educación o la salud. 

Las revisiones de ia Gestión Financiera Pública son váiidas para evaluar la sostenibilidad - Las 
revisiones han permitido que los gobiernos nacionales y la comunidad internacional que les apoya 
analicen con rapidez hasta qué punto pueden las autoridades nacionales tomar el control sobre 
funciones que normalmente se financian desde el exterior, fuera de los presupuestos y a través de 
subvenciones. 

Ei apoyo a ia reforma del sistema de seguridad tiene que ser coherente con los principios de la 
Gestión Financiera Pública - La financiación continuada fuera del presupuesto de los programas 
de reforma del sector de la seguridad socava la apropiación nacional, asi como la coordinación y la 
posible disciplina fiscal a largo plazo. 

Impacto 

El fracaso al dar respuesta a las dificultades ocasionadas por la transición condujo a la aparición 
de diferencias considerables en el seno del DFID y con el resto de la comunidad internacional 
respecto al papel de la policía en Sierra Leona. Se desarrollaron posturas irreconciliables respecto 
a si se debe considerar que la primera responsabilidad de la policía es la seguridad, o si deben ser 
aprovechados como parte integrante de la comunidad dedicada a la justicia. La respuesta es que las 
dos afirmaciones son válidas, pero un plan de migración débil entre dos programas distintos llevó a 
que se instalaran estas diferencias conceptuales. 

Notas del lector: 
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8. OCDE (2002), Glossary of Key Terms in Evaluation and Results Based Management 
http://www.oecd.org/dataoecd/29/21/2754804.pdf 

9. WBI (Instituto del Banco Mundial; The World Bank Institute) (2006), A Decade of Measuring the Quality of Governance 
Indicators: Governance Matters 2006, Woridwide Governance Indicators, Washington, DC, 
www.worldbank.org/wbi/governance 

Los Indicadores de la gobernabilidad en todo el mundo (Woridwide Governance Indicators) miden la calidad de la gobernabilidad 
en más de doscientos países, basándose en treinta y una fuentes de datos elaboradas por veinticinco organizaciones 
diferentes de todo el mundo desde 1996. Las seis dimensiones de la gobernabilidad que se tratan son las siguientes: 
posibilidad de hacer oír la voz y exigir cuentas, estabilidad política y ausencia de violencia, eficacia del Gobierno, calidad de 
los sistemas de regulación. Estado de derecho y control de la corrupción. 

1 0. OCDE (2005), The Challenge of Capacity Development: Working Towards Good Practice, 
www.oecd.org/dac/govnet 

Que el país posea una capacidad adecuada es uno de los factores críticos que se pierden en los esfuerzos actuales por 
alcanzar los Objetivos de Desarrollo del Milenio. Este informe del CAD de la OCDE sobre constitución de la capacidad 
ofrece algunas de las buenas prácticas internacionales observables en los esfuerzos a favor del desarrollo de la capacidad. 

1 1 . OCDE (2005) Preventing Conflict and Buiiding Peace: A Manual of Issues and Entry Points, 
www.oecd.org/dac/conflict/www.dcaf.ch/_docs/WP143.pdf 

Pretende demostrar que a pesar de que se han realizado algunos avances significativos en los dos años transcurridos 
desde que se emprendió el proceso de reforma del sistema de seguridad en Afganistán, el programa carece de las 
herramientas necesarias para alcanzar sus objetivos. 

1 2. United Nations INSTRAW Framework for Security Sector Reform (Marco INSTRAW de las Naciones Unidas para la 
reforma del sector de la seguridad), 

http://www. un-instraw.org/en/index. php?option=content&task=view&id=954&ltemid=209. 

Este sitio web pretende constituir una introducción al tema de los problemas que plantea la reforma del sistema de 
seguridad en función del sexo, así como ser una fuente actualizada para investigadores, activistas, responsables de las 
políticas y profesionales. 

1 3. Middiebrook, P. (2006), Right-financing Security Forcea: Innovative Solutions for Weak and Fragüe States, Centro sobre 
Cooperación Internacional (Centre on International Cooperation), Universidad de Nueva York. 
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14. OCDE (1999), DAC Guidance for Evaluating Humanitarian Assistance in Complex Emergencies, p. 23, 
http://www.oecd.Org/dataoecd/9/50/2667294.pdf 

Este texto ofrece una explicación de las posibilidades que presenta la aplicación de los criterios del CAD a las actividades 
de la ayuda humanitaria y de las situaciones de emergencia más complejas, y propone tres criterios adicionales. Esta 
información puede servir de ejemplo en la reforma del sistema de seguridad y actualmente se utiliza en el desarrollo de las 
directrices del CAD para evaluar la prevención de los conflictos y las actividades relacionadas con la construcción de la paz 
(en prensa). 


Notas del lector: 


Notas a/ pie. 

’ Wilfred Schárf, "Non-state Justice Systems in Southern Africa: How Should Government Respond ", documento elaborado por el UK Dep^ment for International Developrnait. 2003. 

* Véase también R Middlebrook, R. Simpson y K. Mellouln(2006), "Post-Conflict Securrty Sector and Public Finance Management: Lessons from Afghanistan", Social Development 
Notes. Confíict Prevention and fleconsfrucO'on. Banco Mundial. Los autores defienden el argumento de que las capacidades fiduciarias débiles en los ministerios relacionados con la 
lusticia y la seguridad implican que la reconstrucción del sistema de Gestión Financiera Pública de forma transparente, de acuerdo con las buenas prácticas internacionales, deberla ser 
un elemento de capital importancia en el establecimiento de una estructura de seguridad perdurable por parte de los principales actores internacionales y de la comunidad internacional. 

* Hohe y NIxon (2003), Report on Reconciling Justice “tradcional" Lew and State JucSclaryln East Timor. p. 2. USIP. Véase también Kirsti Samueis (2006), fliie ofLaw Reforw in Post- 

Conflict Countries: Operational Initiatives S Lessons Learned, Banco Mundial. Washington, DC, en el que se defiende el argumento de que "en Timor Oriental (...) incluso cinco años 
después de la independencia, el sistema legal oficial apenas posee capacidad alguna y por tanto no funciona. Es el resultado de la baja capacidad (antes de la independencia todos los 
jueces y fiscales formaban parte de la oc nanclación para la 

reconstrucción del sector de la jusfda Sin embargo, en Timor Oriental, los jefes de los pueblos ejercían tradicionalmente un poderoso papel de mediación en los conflictos, mecanismo 
que. sin embargo, no se ha tenido en cuenta como p^e de la estrategia del sistema legal y de mantenimiento del orden", (p. 24). 

*La QMS estima que la violencia es la causa principal de la muerte de las mujeres entre 15 y 44 años, por encima del cáncer, los accidentes de tráfico y la malaria juntos. Véase más 
Información en www.who.int/gender/violence/en. 

® Eric Scheye (2005) Reflections on Community-Based Poiidng Programming in Guatemala. USAID. Washington, DC, p. 2. 

* "Non-state system" hace referencia a todos los sistemas de justicia y seguridad que funcionan en paraldo con las instituciones estatales oficiales "que ejercen algún b'po de (...) 
autoridad en la prestación de los servicios de protección, seguridad y acceso a la justicia”. Entre éstos se cuentan, por ejemplo, los tribunales tradicionales, los procesos de mediación, 
las organizaciones civiles y mercantiles, las asociaciones de vecinos, las policías étnicas y de clan, etc. Véase Schárf. Nota 2. pp. 1-3. 

’ Véase Chirayath, Sage y Wooloock Informe sobre 

el Desarrollo Mundial (^Worid Deveiopment Reportj 2005, Véase información adicional en 

http://siteresources.worldbanc.org/INTWDR2006/Re80uroes/4773S3-1 1 18673432908/Customary_Law_and_Policy _Reform. pdf 

®Vóase por ejemplo Grupo de Crisis Internacional (International Crisis Group) (2005), "Bosnia's Stalled Pólice Reform: No Progress, No EU", 6 de septiembre. 

* Sserumaga, A, (2003), "Sector-Wide Approaches in the Administration of Justice and Promoting the Rule of Law: the Ugandan Eperience", Seminario sobre Estado de Derecho 
(Seminar on the Rule of Law), Iniciativa Europea en fevor de la Democracia y los Derechos Humanos (European Initiative for Oemooracy and Human Rights), 3-4 de Julio, Bruselas 

"Nathan (2006), p, 26. 
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SECCIÓN 5: FORTALECIMIENTO DE LAS CAPACIDADES 

NACIONALES 

Objetivo de esta sección 

Esta sección señala las áreas principales en las que se suele requerir ayuda externa para ayudar a 
fortalecer la capacidad nacional y poder así desarrollar, gestionar y ejecutar los procesos de reforma 
del sistema de seguridad. En ella se trata: 

1 . El reto dei desarrollo de la capacidad 

2. Marcos legales 

3. Planificación estratégica y elaboración de políticas 

4. Procesos presupuestarios 

5. Desarrollo de la capacidad nacional para gestionar el cambio 


Lecciones aprendidas clave 

• Integrar las cuestiones relacionadas con la seguridad y la justicia en los marcos de desarrollo nacional. 

• Apoyar el establecimiento de un cuerpo de coordinación nacional que dirija el proceso de reforma. 

• Apoyar el desarrollo de una estrategia nacional de reforma del sistema de seguridad. 

• Garantizar que los cuerpos y las estrategias nacionales sean inclusivas e impliquen a la sociedad civil y a 
los actores no estatales. 

• Construir la capacidad nacional para que pueda llevar a cabo la gestión económica y planear el 
presupuesto. 

• Fortalecer los sistemas de gestión. 

• Construir la capacidad del Gobierno y de los cuerpos independientes para que puedan llevar a cabo el 
seguimiento, revisión y evaluación. 


1. El reto del desarrollo de la capacidad 

El desarrollo de la capacidad constituye un reto grave y complejo. A pesar de que en las últimas 
décadas los países donantes han dedicado sumas substanciales a la construcción de la capacidad, 
la ausencia de una capacidad nacional perdurable sigue siendo uno de los motivos principales por 
el que muchos de los países en vías de desarrollo no consiguen alcanzar sus objetivos de desarrollo. 
El desarrollo de la capacidad hace referencia a las posibilidades con que cuentan la población y 
las organizaciones de definir estrategias, establecer prioridades, resolver problemas y conseguir 
resultados. Por tanto, se trata de un concepto mucho más amplio que los enfoques dirigidos a 
la ayuda a la formación y la colaboración técnica que con frecuencia se ponen en marcha como 
respuesta a los problemas de capacidad. El desarrollo de la capacidad exige un enfoque que no se 
limite a subsanar las obvias carencias en la capacidad, sino que también preste atención al entorno 
favorable. Está estrechamente vinculado con la agenda de la gobernabllldad y con los esfuerzos 
por mejorar las Instituciones, las leyes, los Incentivos, la transparencia y el liderazgo. La comunidad 
Internacional responsable del desarrollo ha sobreestimado las posibilidades con las que cuenta 
para construir la capacidad aún careciendo de un compromiso nacional y de una gobernabllldad 
razonablemente satisfactoria. Una lección especialmente importante es la necesidad de evitar la 
ayuda técnica dirigida por la oferta. 

El fortalecimiento de la capacidad de los gobiernos socios y de la sociedad civil para que puedan 
desarrollar, gestionar y ejecutar la reforma del sistema de seguridad debería constituir uno de 
los aspectos primordiales de cualquier programa de desarrollo de la seguridad y la justicia. Las 
necesidades relacionadas con la capacidad se manifiestan a través de todo el sistema de seguridad 
y justicia, y no sólo en el seno de las instituciones del Estado (las relativas al parlamento, la sociedad 
civil y los medios de comunicación se tratarán en mayor profundidad en la Sección 7). Esta sección se 
centra en la necesidad de fortalecer las instituciones y los procesos responsables de la elaboración 
de las políticas relacionadas con las cuestiones de la seguridad y la justicia, y de la gestión de 
los recursos económicos y humanos. Si no se desarrolla la capacidad en estos ámbitos, fracasará 
cualquier iniciativa llevada a cabo en los sectores fundamentales del sistema de seguridad. Muchas 
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de las intervenciones destinadas al desarrollo de la capacidad fracasaron en el pasado porque no se 
entendió la necesidad de una mayor gobernabilidad {v.g. una corrupción sistemática). Éste es el motivo 
por el que este manual subraya la importancia de realizar un análisis profundo (véase la Sección 3). 

Cuadro 5.1 El reto del desarrollo de la capacidad 

“Capacidad” es la posibilidad con la que cuenta la población, las organizaciones civiles y la sociedad en 
general de gestionar sus asuntos satisfactoriamente, que depende de algo más que la experiencia, la 
formación y las competencias técnicas de los individuos. Aunque es de gran importancia, el desarrollo de 
la capacidad en el plano individual depende fundamentalmente de las organizaciones en las que trabaja 
cada persona. A su vez, el funcionamiento de cada organización en concreto recibe la influencia del entorno 
favorable, en las que se tienen que tener en cuenta el marco institucional y las estructuras de poder e 
influencia en el que se mueven estas organizaciones. Las estructuras de poder y las instituciones (patrones 
regulares de comportamiento gobernados por las normas sociales, o bien “las normas escritas y no escritas 
del juego en la sociedad”) configuran y condicionan el funcionamiento de cada organización en concreto. En 
palabras de las Fuerzas de la Misión para e! Desarrollo de la Capacidad en África del Banco Mundial (World 
Bank Task Forcé on Capacity Deveiopment in Africa), el reto de la capacidad es principalmente un reto de 
la gobernabilidad. Por lo tanto, los objetivos del desarrollo de la capacidad se tienen que perseguir en tres 
niveles: 

• El nivel individual 

• El nivel de la organización 

• El nivel del entorno favorable 

Hay una evidencia cada vez más clara de que muchos de los enfoques dirigidos a la construcción de la 
capacidad, no sólo fracasan en el desarrollo de la capacidad, sino que la esquilman. Esto ha conducido 
a la decisión de volver a hacer un amplio estudio sobre las prácticas de los países donantes y receptores. 

La Declaración de París, firmada en marzo de 2005, define varias áreas de la práctica de los donantes que 
se consideran enormemente influyentes en el desarrollo de la capacidad; el Banco Mundial es uno de los 
signatarios que acordaron la realización del seguimiento de cómo esta deolaración satisface un conjunto 
importante de compromisos dirigidos al comportamiento de los donantes y países receptores. 

Fuente: OCDE, CAD, The Challenge of Capacity Deveiopment: Working Towards Good Practice, http://www.oecd.org/ 
dataoecd/4/36/36326495.pdf 


2. Los marcos legales 

Es esencial garantizar que los sectores de la seguridad y la justicia operen en el seno de un marco 
legal y legislativo claro e inequívoco. Ese marco define los parámetros dentro de los cuales funcionan 
las instituciones, las restricciones y equilibrios de fuerzas que mantienen dentro del sistema y las 
relaciones y ámbitos de independencia que se desarrollan entre los distintos poderes públicos. 

La mayor parte de los países se han dotado de una constitución escrita que define el papel que 
representa el parlamento en relación con la legislación, susceptible de cambio, la aprobación y control 
del poder ejecutivo y el presupuesto nacional, y los derechos de los ciudadanos. La legitimidad de 
toda legislación procede de la constitución y las estructuras de gobierno en ella establecidas. En 
ocasiones es necesario modificar artículos clave de la constitución antes de poder llevar a cabo 
reformas legales importantes. Por ejemplo, en Chile la reforma de la defensa dependía de una serie 
de revisiones sucesivas de la constitución de 1980 que se realizaron en 1989 y 2005, por lo que se 
emprendió en varias etapas (Montes y Vial, 2006). 

En muchos países el marco legislativo del sistema de seguridad está obsoleto; en los países que 
han salido de un régimen represivo la legislación es tal que restringe los derechos de las personas e 
impide la responsabilidad y el control democrático de las instituciones relacionadas con la seguridad 
y la justicia. Por tanto es imprescindible revisar el marco legal y legislativo ya que es el único 
medio disponible para garantizar una prestación de los servicios de justicia y seguridad eficaces y 
transparentes. Es importante conservar el equilibrio entre lo que debe estar sometido a legislación 
y a regulación. La regulación explica a la población cómo se cumple la ley y define la forma en que 
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la van a ejecutar las Instituciones del Estado. Suelen ser Instrumentos más flexibles para adaptarse 
a situaciones cambiantes, ya que desarrollar leyes nuevas y modificarlas suele suponer un proceso 
lento. Un elemento esencial de cualquier proceso de reforma del sistema de seguridad es el desarrollo 
de la capacidad del parlamento para aprobar leyes eficaces, especialmente aquellas que fomentan 
el desarrollo y control de los poderes públicos, su eficacia y su responsabilidad ante las necesidades 
de la población. 

3. Planificación estratégica y elaboración de políticas 

3.1 Enfoque integrado de la seguridad, la justicia y el desarrollo 

Es fundamental garantizar que los programas de ayuda a la reforma del sistema de seguridad y los 
planes de desarrollo estén de acuerdo con los objetivos estratégicos nacionales, ya que es el medio 
de acrecentar el apoyo político a los objetivos de los programas y el acceso a los recursos. Muchos 
países que presentan necesidades de desarrollo en los ámbitos de la seguridad y la justicia cuentan 
con estrategias para la reducción de la pobreza y planes nacionales de desarrollo a largo plazo. Éstos 
constituyen los principales vehículos para establecer los objetivos y prioridades gubernamentales para 
el gasto nacional y de los donantes. Integrar las cuestiones relacionadas con la seguridad y la justicia 
en estos planes garantizará que la reforma del sistema de seguridad responda a las necesidades de 
desarrollo a largo plazo que presenta el país y que la seguridad y la justicia sigan siendo prioridades 
del gobierno. De aquí se desprende el gran valor del fortalecimiento de los procesos de planificación 
realizados en el seno del propio Gobierno. 

El proceso de integración suele recibir un gran impulso cuando el ministro de economía se compromete 
con la planificación de la reforma del sistema de seguridad, ya que normalmente es el ministro a 
través del cual se canaliza la financiación del programa de apoyo. Incorporar al ministro como una de 
las piezas más importantes de la elaboración del programa y la creación de la capacidad hará que 
profundice en el conocimiento de las necesidades de los ámbitos de la seguridad y la justicia, que 
apoye la integración, elabore un presupuesto más global, con lo que se conseguiría la elaboración 
de políticas más directamente dirigidas al funcionamiento y orientadas a los resultados. El estudio 
del Caso 5.1 que aparece al final de esta sección presenta cómo se han integrado las cuestiones 
relacionadas con la seguridad y la justicia en los marcos nacionales de desarrollo de Burundi, Uganda 



LIBARIA, Monrovia: Formación de la policía llevada a cabo por UNMIL, la Misión en Liberia de las Naciones Unidas. 
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3.2 Apoyo a la creación de un cuerpo nacional de coordinación y planificación 

Desde el principio, los programas externos de ayuda tienen que prestar su apoyo a las estructuras 
nacionales que puedan gestionar la ejecución de la reforma del sistema de seguridad, ya que la 
apropiación y el liderazgo nacionales son esenciales para conseguir un desarrollo eficaz de la 
seguridad y la justicia. Lo que se debe evitar es un proceso de reforma del sistema de seguridad 
articulado y ejecutado a base de proyectos independientes con escasa coordinación entre ellos, o 
ninguna, y sin tomar en consideración marcos nacionales más amplios. La coordinación estratégica 
requiere tiempo, a veces demasiado, y se ve dificultada por los desacuerdos entre las agendas de 
los representantes de las instituciones políticas y burocráticas involucradas, pero es fundamental si 
se pretende que el proceso de reforma tenga resultados satisfactorios. Es importante recordar hasta 
qué punto el control de los poderes públicos nacionales y la prestación de los servicios relacionados 
con la seguridad y la justicia presenta grandes diferencias en muchos países y hasta qué punto 
es frecuente que en los estados frágiles la mayor parte de estos servicios los presten actores no 
estatales. Esto no niega el valor de los cuerpos de coordinación nacional, sino que tiene importantes 
implicaciones en cuanto a su forma de trabajar y de estructurarse. Si la realidad de la prestación del 
servicio es que está descentralizado, y que el Estado sólo es uno más entre los distintos responsables 
que proporcionan este servicio, los cuerpos de estructura jerárquica sólo tendrán una influencia 
limitada a menos que estén diseñados de la forma adecuada. 

En democracias nuevas y de reciente creación es frecuente no encontrar un poder civil con capacidad 
de dirigir la ejecución de las políticas estratégicas nacionales, su planificación y la elaboración de 
los presupuestos pertinentes. El resultado de esta carencia es que la elaboración de las políticas en 
el ámbito de la seguridad tiene que estar dirigida por cuerpos uniformados cuya capacidad también 
suele ser limitada y que pueden llevar a que las cuestiones relacionadas con la seguridad se perciban 
como un asunto propio del Estado y no de la sociedad civil. Entre las prioridades más importantes 
residen la inversión para apoyar el desarrollo de esta capacidad y proporcionar la formación para 
que adquieran la cualificación que les permita realizar el análisis de las estrategias, la formulación 
de políticas, la planificación estratégica, el diseño organizativo, la gestión del cambio, la evaluación, 
y la elaboración de presupuestos. El desarrollo de la capacidad tendrá unos resultados excelentes 
sobre la apropiación a través del proceso de reforma. Además de apoyar la creación de un cuerpo 
de coordinación centralizado, es importante garantizar que haya unidades con responsabilidades 
políticas y de planificación en cada uno de los departamentos y agencias del sector público en los que 
se ejecuten las reformas. Esta preparación para la planificación y el desarrollo de la política nacional 
con frecuencia es fundamental para conseguir la perdurabilidad de los procesos de reforma. 

La naturaleza y la estructura exactas de la oficina nacional de coordinación y planificación variarán 
en función del contexto local, las estructuras de gobernabilidad que ya existan y la amplitud del 
proceso de reforma del sistema de seguridad. Una oficina fuerte para la seguridad nacional o un 
consejo nacional de seguridad suelen constituir un elemento clave a la hora de apoyar la planificación 
estratégica nacional sobre cuestiones relacionadas con la seguridad, entre las que se cuentan la 
evaluación, la elaboración de políticas, la planificación y la elaboración de presupuestos. Aunque sus 
mandatos y poderes presentan grandes diferencias, existen mecanismos de este tipo entre los que 
se encuentran la Oficina para la Seguridad Nacional (Office of National Security; Sierra Leona), el 
Consejo de Seguridad Nacional para la Reforma del Sistema de Seguridad (National Security Council 
for SSR; Afganistán) y la Oficina para la Protección Pública (Office for Public Safety; Kosovo). Una 
oficina de seguridad nacional requiere una amplia competencia en la seguridad y una adquisición 
política de alto nivel. Además, si se pretende que integre de forma eficaz los intereses contrapuestos 
de los actores del sistema de seguridad y de los distintos ministerios, hay que considerar que 
representa un papel objetivo. La autoridad de una oficina nacional de seguridad tiene que estar 
apoyada por una legislación que establezca sus responsabilidades, sus poderes y su relación con el 
control parlamentario. 

Por otro lado, en muchas ocasiones los procesos de reforma del sistema de seguridad incorporan 
reformas considerables en el sector de la justicia; la necesidad de preservar la independencia del 
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poder judicial significa que pueden hacerse necesarias varias estructuras de coordinación diferentes. 
Por ejemplo, el Programa del Gobierno keniano sobre el sector de la gobernabilidad, del derecho y 
la justicia y el orden (Governance, Justice and Law and Order Sector Programme) está coordinado 
por un comité de dirección a nivel de gabinete, que está presidido por el vicepresidente, reúne a una 
serie de responsables clave entre los que figuran el ministro del interior, el de justicia y el fiscal del 
Tribunal Supremo. Esta comisión confiere al programa un liderazgo político y estratégico; la ejecución 
cotidiana está coordinada por una comisión técnica presidida por un juez del tribunal de apelación; 
su función es la de controlar la coordinación entre todas las instituciones del sector y establecer 
nexos con los socios internacionales. 

En países en los que los servicios de seguridad y justicia son prestados por un amplio abanico de 
cuerpos estatales y no estatales, los cuerpos de coordinación nacional desempeñan una función 
indispensable en el desarrollo de asociaciones entre los diferentes responsables de estos cuerpos. 
En el caso de estos enfoques en varios niveles (véase la Sección 4), las iniciativas dirigidas a 
fortalecer la gobernabilidad y la capacidad de una agencia de coordinación nacional se centran en 
el desarrollo de su papel como organismo que establece normativas, las coordina, regula y aplica, 
y delimita las jurisdicciones. Esta agencia reúne a todo el abanico de partes interesadas y procura 
aumentar la cooperación entre los distintos responsables de la prestación del servicio, acrecentar su 
transparencia, responsabilidad y accesibilidad. Si se involucra a representantes de las organizaciones 
de la sociedad civil y de los cuerpos de justicia tradicionales que representan un papel importante en 
la prestación y responsabilidad de los servicios, y se les invita a incorporarse en calidad de miembros 
a estos cuerpos, ayudarán a aumentar la apropiación y a garantizar que cualquier enfoque o estrategia 
sea nacional y no de índole exclusivamente gubernamental. 

3.3 Desarrollo de estructuras locales para gestionar la ejecución 

Sin desestimar la importancia de las necesidades de seguridad y justicia en el nivel nacional, con 
frecuencia son mucho más acuciantes en el nivel provincial o de la comunidad. Sin embargo, los 
programas se elaboran en las capitales con la misma frecuencia, sino más, que en los niveles más 
bajos, sin contar con la implicación de los actores que los van a ejecutar en las zonas afectadas 
por la violencia armada más grave. Por ejemplo, en Tanzania y Uganda se establecieron grupos de 
trabajo que reunieron a las agencias de aplicación de la ley y a las organizaciones de la sociedad 
civil para abordar la proliferación de armas pequeñas. En Kenia se está desarrollando un plan de 
ejecución para el mantenimiento del orden desde la propia comunidad que va a crear foros sobre el 
mantenimiento del orden en los niveles de la comunidad, provincial y nacional, donde se van a reunir 
los responsables del sector público local, la policía y los jefes de las comunidades. 

3.4 Apoyo al desarrollo de una estrategia nacional de reforma del sistema de seguridad 

El desarrollo de una estrategia nacional para la seguridad y la justicia puede ofrecer una visión clara 
para impulsar esfuerzos de reforma. Es más productivo dirigir este proceso desde un cuerpo de 
coordinación nacional (véase más arriba) y proporciona una oportunidad inmejorable para iniciar un 
debate público inclusivo sobre las cuestiones relacionadas con la justicia y la seguridad. Se necesita 
una estrategia de conjunto que establezca una dirección clara y articule el compromiso de las partes 
interesadas en el principal impulso de los esfuerzos dirigidos hacia la reforma. También hay que 
desarrollar planes que contemplen el funcionamiento de cada uno de los sectores del sistema de 
seguridad (por ejemplo, la defensa, el mantenimiento del orden, el sistema judicial o el penitenciario); 
así se trazarán las lineas de ejecución de la estrategia a lo largo del tiempo y se vincularán las 
actividades propuestas con los presupuestos nacionales y sectoriales. La estrategia de reforma del 
sistema de seguridad también debería perfilar los asuntos que afectan a los diferentes sectores 
relacionados con la seguridad y la justicia y a los que hay que dar respuesta desde todos ellos; 
esto permitirá que se centre la atención sobre los importantes factores que vinculan las distintas 
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Cuadro 5.2 Elementos básicos de una estrategia de reforma del sistema de seguridad 
Visión compartida a largo plazo: se trata de estar de acuerdo en el propósito fundamental de la reforma y el 
tipo de instituciones de seguridad y justicia más adecuado para esa sociedad en concreto, a la vez que se 
planifica un enfoque integrado en la estrategia. 

Objetivos: se refiere a los fines que pretende conseguir el programa en un marco de tiempo determinado, 
apoyándose en unos indicadores de resultados verificables y mensurables. 

Coordinación institucional: consiste en un esbozo claro de cuáles son los papeles y responsabilidades de las 
diferentes instituciones que intervienen en las cuestiones de seguridad y justicia (estatales y no estatales) y de 
los importantes vínculos que mantienen con otros departamentos del sector público y otras organizaciones 
de la sociedad civil. 

Actividades: descripción de cómo se van a aplicar los recursos humanos y económicos para alcanzar los 
objetivos previstos. 

Comunicación: se trata de la estrategia concebida para comunicar a la opinión pública la visión que la 
reforma del sistema de seguridad plantea respecto a las cuestiones relacionadas con la seguridad y la 
justicia y para fomentar la adquisición de las partes interesadas. 

Seguimiento, revisión y evaluación: son los medios de que se dispone para analizar el progreso y la espiral 
de realimentación que informa a las partes interesadas del desarrollo e impactos de! programa. Avanzar 
hacia un sistema dirigido por el funcionamiento y basado en los resultados será vital para comprender la 
repercusión real de las políticas emprendidas en los ámbitos de la justicia y la seguridad. 


Hay que seguir cinco pasos importantes como medio de orientarse hacia el desarrollo de una 
estrategia nacional. Resumidos a continuación, se explican con mayor profundidad en la Tabla 5.1 : 

• Realizar un análisis estratégico del entorno y detectar la “Visión Nacional” adecuada al país 
y su población (política, económica, social, ambiental). ¿Dónde quiere estar este país dentro 
de diez años? (Es frecuente que las organizaciones de planificación del desarrollo nacional 
ya hayan realizado algún trabajo en este ámbito). 

• Analizar y establecer prioridades entre las amenazas a las que se enfrenta el país ahora y 
en el futuro para alcanzar la “Visión Nacional”. 

• Determinar (y establecer la prioridad) las competencias nacionales en los sectores de la 
seguridad y la justicia que constituyen requisitos indispensables para dar una respuesta 
satisfactoria a las amenazas y asumir la responsabilidad de la prestación de los servicios 
clave a favor de la población. 

• Realizar un estudio de las carencias para analizar la capacitación actual de las instituciones 
nacionales relacionadas con la seguridad y la justicia para dar respuesta a las amenazas y la 
prestación de los servicios básicos, estableciendo la comparación con la capacitación 
requerida. En ios entornos pertinentes habría que incluir el análisis del papel, la capacidad 
y la eficacia de las instituciones no estatales. 

• Determinar la responsabilidad básica encaminada al desarrollo de la capacidad requerida 
y la prestación de la capacidad identificada en el ámbito de las instituciones implicadas en 
la seguridad y la justicia, además de apoyar a las agencias/instituciones, y establecer los 
medios que garanticen una coordinación, responsabilidad y control eficaces. 

• Establecer una Estrategia Nacional a la que se dotará de prioridad y presupuesto para 
proporcionar unos servicios de seguridad y justicia mejorados que sirvan de apoyo a los 
objetivos de desarrollo nacionales concebidos para un ámbito más amplio. 

Los actores internacionales juegan un papel muy valioso cuando apoyan el desarrollo de las 
estrategias nacionales sobre la seguridad y la justicia; en esta sección se van a utilizar como ejemplo 
las experiencias de Jamaica y Uganda. Es importante recordar que cuanto más amplia sea la consulta 
en la que se basen estos análisis, mejor reflejarán sus resultados las necesidades y las prioridades 
nacionales y será más sencilla la apropiación local. Un método riguroso garantiza un seguimiento claro 
de la verificación para apoyar los resultados y que las partes interesadas nacionales perciben que el 
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análisis ha sido bien elaborado y (por tanto) es legítimo. Sin embargo, en algunas ocasiones puede 
ser necesario establecer un intercambio entre los procesos y la metodología. No siempre será posible 
conseguir un análisis dirigido por los poderes públicos y que responda a los niveles exigidos por los 
donantes. Este caso es palpable cuando se carece de la capacidad nacional necesaria para realizar 
una revisión a la velocidad o al nivel de complejidad que demandan los actores internacionales. 
En estas circunstancias, permitir que el proceso de revisión sea configurado más de cerca por las 
dinámicas nacionales institucionales y políticas incrementará las posibilidades de que el Gobierno 
nacional acepte los resultados, así como las perspectivas de que sea ejecutado. 


Cuadro 5.3 Desarrollo de una Estrategia Nacional de Seguridad en Jamaica 

En el año 2003 el gabinete del Gobierno de Jamaica decidió iniciar un proceso dirigido al desarrollo de la 
primera Estrategia Nacional de Seguridad de conjunto y desde todas las instituciones del Gobierno. Este 
proceso se puso en marcha entre los años 2004 y 2005 mediante un proceso sostenido que involucraba a 
todas las ramas del Gobierno y a las agencias estatales potencialmente pertinentes (muchas de las cuales 
no habían considerado anteriormente que pudieran tener un papel relacionado con la promoción de la 
seguridad), además de realizar consultas a la sociedad civil. El proceso recibió el apoyo de un facilitador y de 
un equipo asesor conjunto formado por profesionales procedentes de Canadá, el Reino Unido y los Estados 
Unidos. El proyecto de la Estrategia Nacional de Seguridad de Jamaica fue presentado al parlamento en 
enero de 2006. 

El Gobierno se había planteado en un principio emprender una revisión del sector de la defensa, pero se dio 
cuenta de que el amplio abanico de amenazas potenciales contra la seguridad nacional de Jamaica (entre las 
que se cuentan el crimen organizado, la violencia ejercida por las bandas, los problemas socioeconómicos 
y el desastre medio ambiental) requerían un enfoque más amplio. El desarrollo de la Estrategia Nacional de 
Seguridad se gestionó con gran precaución para garantizar que se mantuviera el enfoque general, que los 
objetivos y las prioridades estratégicas planteadas se acometieran en función de las amenazas, fragilidades 
y prioridades nacionales generales clave, y que se desarrollara un plan detallado para su ejecución. Esta 
Estrategia Nacional de Seguridad incluye: un amplio abanico de programas de reforma, entre los que se 
cuentan cambios en el reparto de responsabilidades entre la policía y las fuerzas armadas; una revisión del 
derecho penal y de los sistemas de elaboración de las leyes; revisión de determinadas instituciones, entre las 
que se cuentan la policía y las fuerzas armadas; una reforma fundamental de los sistemas de inteligencia; una 
regulación mejorada para el medio ambiente y la planificación; desmantelamiento de las bandas criminales 
organizadas; prevención del delito a nivel local; proyectos de desarrollo de las comunidades dirigidos hacia 
los barrios. Para garantizar la coordinación entre las distintas agencias y una fuerte voluntad política se creó 
una Unidad de Ejecución que informa al Consejo Nacional de Seguridad. 

4. Procesos presupuestarios 

Tiene gran importancia la aplicación de una buena gestión económica porque: 

• Los cuerpos de seguridad que no son fiscalmente responsables ante los gobiernos civiles 
democráticos públicos tienden a ejercer una influencia negativa sobre la calidad de la 
gobernabilidad en el sector público. 

• Los cuerpos de seguridad que no son responsables también suelen ser poco rentables y 

dificultan 

la competencia de los gobiernos para promover la reducción de la pobreza y el desarrollo 
económico y social sostenibles. 

• Las posibilidades de corrupción son especialmente elevadas cuando los cuerpos de 
seguridad pueden actuar con impunidad, v.g. cuando se financian a sí mismos. 
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Cuadro 5.4 Principios para una buena gestión económica y del presupuesto 

El Manual de Gestión del Gasto Público del Banco Mundial (World Bank Public Expenditure Management 
Handbook) expone diez principios ampliamente aceptados respecto a lo que es una buena gestión económica 
y del presupuesto: 

Globalidad: El presupuesto debe abarcar todas las operaciones fiscales del Gobierno. 

Disciplina: La toma de decisiones debe ser refrenada por los recursos a medio plazo; el presupuesto debería 
absorber sólo aquellos recursos necesarios para ejecutar las políticas del Gobierno; y las asignaciones del 
presupuesto tienen que adherirse a dichas políticas. 

Legitimidad: Los responsables de las políticas que tengan la posibilidad de cambiar de políticas durante la 
ejecución deben tomar parte en la elaboración de la política original y estar de acuerdo con ella. 

Flexibilidad: Las decisiones se deben tomar disponiendo de toda la información pertinente. 

Previsibilidad: Tiene que existir estabilidad en la macropolítica, en la política estratégica y en la financiación 
actual de las políticas. 

Posibilidad de competencia: Todos los sectores deben competir en igualdad de condiciones por la 
financiación durante la planificación y formulación de los fondos. 

Honestidad: El presupuesto debe proceder de proyecciones objetivas de los ingresos y de los gastos. 

Información: Se tiene que disponer de una línea de base del gasto total a medio plazo con la que medir el 
impacto presupuestario de los cambios de política, así como de una información exacta sobre los costes, 
productos y resultados. 

Transparencia: Los responsables de tomar las decisiones deben disponer de todos los elementos e 
informaciones pertinentes para el ejercicio de sus funciones, y estas decisiones y las bases sobre las que se 
han tomado se deben comunioar a la ciudadanía. 

Responsabilidad: Quienes toman las decisiones son responsables del ejercicio de la autoridad que se les 
ha conferido. 

Fuente: Banco Mundial (1996). 


Notas del lector: 
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Tabla 5.1 


Metodología para el desarrollo de una Estrategia Nacional de Seguridad 


PAS01 


Realizar un análisis 
estratégico ambiental 
& identificar la Visión 
Nacional 


O 


PASO 2 


Analizar y conceder 
prioridad a las amenazas 
actuales y futuras para 
alcanzar la Visión Nacional 


Dirigir una evaiuación de 
las lagunas para determinar 
la capacidad actual de las 
organizaciones relacionadas 
con la seguridad. 


O 


PASO 3 


Determinar y establecer la 
prioridad entre las 
competencias nacionales 
requeridas para dar una 
respuesta satisfactoria a 
las amenazas y prestar los 
servicios clave, incluyendo 
la definición de riesgos que 
se pueden asumir y consi- 
derando las posibilidades 
de afrontar el coste 


PASO 4 


Determinar la 
responsabilidad básica 
para la prestación de la 
capacidad y establecer 
medios que garanticen 
una coordinación, una 
responsabilidad y un 
control eficaces 


O 


O 


Estrategia Nacional 
de Seguridad: total 
coordinación de todas las 
organizaciones pertinentes 
designadas para prestar 
los servicios de seguridad 
y justicia a la población 
y al país y proporcionar 
un entorno favorable 
que permita el desarrollo 
nacional 



Para que los planes y las prioridades estratégicas se traduzcan a la práctica se necesita una gestión 
económica, un sistema de control y una posibilidad de verificación eficaces. Cuando los ministerios 
pueden superar sus asignaciones presupuestarias impunemente (como suele suceder con la mayor 
parte de los elementos más potentes del sistema de seguridad), quedan socavadas las estrategias 
nacionales para la reforma del sistema de seguridad. Si las organizaciones de la sociedad civil y 
los parlamentos no son capaces de controlar si estas estrategias se están aplicando, el valor y la 
credibilidad de sus compromisos con los procesos de planificación estratégica quedan notablemente 
menguados. La experiencia demuestra que las cuestiones de sostenibilidad fiscal se suelen ignorar, 
y que los enfoques de la gestión corriente de las finanzas públicas rara vez se incorporan a los 
programas de reforma del sistema de seguridad. Las instituciones relacionadas con las cuestiones 
de la seguridad y la justicia se suelen considerar como instituciones independientes del resto del 
sector público, dotadas de una escala de sueldos distinta y que se aplica en diferentes sectores, lo 
que socava los principios fundamentales de la reforma del servicio público. Las reformas acometidas 
por Guatemala en el sector de la justicia a lo largo de los últimos seis años, contando con una fuerte 
implicación por parte de una serie de donantes, ha sufrido unos profundos recortes presupuestarios 
que ponen en tela de juicio la idoneidad del diseño original (Hessbruegge y García, pp. 29-30). En 
Bosnia-Herzegovina y en Kosovo, las operaciones de paz emprendidas por las Naciones Unidas 
incrementaron el número de funcionarios de policía contratados por el Estado, el cual se vio obligado 
unos años más tarde a “reconstruir” las instituciones cuando los costes del ingente número de 
sueldos y gastos asociados se hicieron patentes. Los imperativos de la seguridad en las situaciones 
generadas al resolverse los conflictos pueden justificar inicialmente una asignación desproporcionada 
de recursos en el sector de la seguridad y la justicia pero, salvo que se elaboren con gran precaución, 
los recortes posteriores pueden convertirse en una fuente de inseguridad. 
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4.2 Fortalecimiento de la formulación del presupuesto nacional y del proceso de gestión 

El presupuesto tiene que constituir una de las herramientas básicas de la política nacional con la que 
el Gobierno aplica las decisiones tomadas en relación con las políticas de la justicia y la seguridad. 
Los sistemas oficiales de elaboración del presupuesto en muchos países están desbordados 
en la práctica, pero trabajar para fortalecer estos procesos es un medio esencial de aumentar la 
responsabilidad y la apropiación de la toma de decisiones. Si la financiación externa no se puede 
controlar suficientemente a través del sistema nacional de elaboración dei presupuesto, al menos 
tendría que incorporarse la programación internacional como parte de la planificación nacional y del 
proceso de cálculo del presupuesto. Se trata de un principio válido aunque los fondos se mantengan 
fuera del sistema de gastos del sector público, ya que es necesario intensificar su incorporación a 
las políticas de los poderes públicos. 

4.3 Garantizar la transparencia en los procesos de captación de ingresos 

Es fundamental establecer un marco adecuado para el control de los gastos relacionados con la 
seguridad y la justicia si se pretende conseguir un uso eficaz y eficiente de los recursos nacionales. 
Es básico garantizar que los recursos nacionales se gasten con eficacia, tanto por la necesidad de 
lograr una sostenibllidad fiscal como por la de extender lo más posible el alcance de los servicios 
de la seguridad y la justicia, y ello de una forma especial en las situaciones que se generan al 
resolverse los conflictos, momento en que las posibilidades de recaudación nacional de Ingresos 
son escasas. En algunos casos (especialmente en los sistemas de defensa e inteligencia) se pueden 
admitir excepciones relacionadas con: i) aceptación de ofertas; ii) confidencialidad; iii) complejidad; y 
iv) financiación del cumplimiento de acuerdos internacionales. Sin embargo, en cualquier caso hay 
que observar los principios básicos de la gestión de las finanzas públicas, entre los que se incluyen 
la eficiencia, la transparencia y la responsabilidad. Es primordial evaluar de forma sistemática 
las transacciones más importantes de captación de ingresos relacionadas con cualquier tipo de 
adquisición de fondos para sufragar la reforma del sistema de seguridad, y las buenas prácticas 
aconsejan que se traten como parte del proceso de revisión de la evaluación. 

Como los sistemas de captación de ingresos deben estar regulados a nivel nacional, normalmente no 
es necesario generar nuevos sistemas como parte del proceso de reforma del sistema de seguridad; 
hay que plantearse la posibilidad de adaptar medidas o reforzar las existentes siempre que respeten 
los principios delineados anteriormente. Instituciones como el Banco Mundial realizan revisiones cuyas 
directrices se pueden descargar de Internet (como las Revisiones de Evaluación de los Ingresos del 
País [Country Procurement Assessment Reviews] o Gestión de las Finanzas Públicas [Public Finance 
Management]). Sin embargo, para acometer estas revisiones es esencial acudir a las instituciones 
competentes en el apoyo a cualquier reforma de captación de ingresos, dada su complejidad. 

5. Desarrollo de la capacidad nacional para gestionar el cambio 

Con frecuencia los programas de formación tienden a centrarse en proporcionar competencias 
visibles (v.g. la investigación de la escena del crimen). Sin embargo, también es frecuente que estas 
competencias rara vez se utilicen. Un factor relevante es el desarrollo de programas de cambio 
de cultura que den respuesta al comportamiento y a las actitudes del personal al servicio de las 
instituciones relacionadas con la seguridad y la justicia, programas basados en un profundo análisis 
de la situación y las necesidades. Con frecuencia la formación se dirige a los gestores más antiguos 
o a los más recientes (que son importantes), pero los que tienen una situación intermedia pueden ser 
la clave de un éxito sostenible y también deben considerarse un objetivo a tener en cuenta. Estos 
gestores intermedios necesitan que se les dote de la competencia adecuada para gestionar los 
procesos de cambio y mantener la orientación a través de las reformas. Los programas de reforma 
del sistema de seguridad deben considerar prioritario hacer inversiones en este campo. 
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5.1 Fortalecer la gestión de personal 

Con frecuencia las Instituciones relacionadas con la seguridad y la justicia se enfrentan a la escasez 
de personal, a la vez que hacen una pobre utilización de los recursos humanos de que disponen. 
Un factor cruciai para conseguir programas de reforma eficaces y sostenibles será la revisión de 
la selección, valoración y supervisión de los empleados y funcionarios con los que cuentan. Una 
mala gestión de los recursos humanos provoca una moral baja entre los funcionarios y supone que 
los servicios de policía no hagan el uso adecuado del personal a su disposición. Con frecuencia 
imprescindible proporcionar ayuda a las instituciones relacionadas con la seguridad y la justicia 
para que se encaminen hacia un sistema de nombramientos y promoción basado en los méritos 
demostrados. Por supuesto, una cosa es establecer un sistema y otra muy distinta garantizar que 
se aplique en la práctica. Este hecho demuestra la importancia de apoyar procesos concebidos a 
largo plazo para el cambio institucional, que se centren en el desarrollo de un nuevo concepto de las 
instituciones de la seguridad y la justicia como un servicio. 

5.2 Estimular la continuidad del personal 

La rotación frecuente de los responsables de los poderes públicos que ocupan puestos clave en 
las instituciones de seguridad y justicia se ha manifestado como una dificultad al ejecutar muchos 
de los programas de reforma. Los funcionarios con frecuencia son formados para que ejerzan una 
determinada función en el proceso de reforma, y terminada la formación son trasladados para que 
se dediquen a otras labores. Este hecho es especialmente perjudicial en las situaciones en las que 
los recursos económicos y humanos ya no dan más de sí. Dar respuesta a esta cuestión debería ser 
una prioridad de la política. 

5.3 Abstenerse de “escamotear” al personal 

El personal local con experiencia es un bien muy demandado, y las organizaciones internacionales 
pueden sentir la tentación de escamotearlo a los gobiernos socios y a las ONG. Esta práctica debilita 
la capacidad de las instituciones locales importantes. Hay que prever directrices para contratar 
personal local y los programas se tienen que centrar en el fortalecimiento de la capacidad local. 

5.4 Construir la capacidad para llevar a cabo las auditorías 

Hay un elemento relevante de la reforma del sistema de seguridad que guarda relación con la gestión 
de las finanzas públicas, especialmente con los procedimientos de auditoría. Se realizan para 
garantizar la responsabilidad y el control democrático en el delicado ámbito del gasto en seguridad. 

Las auditorías del sistema de seguridad tienen que servirse de mecanismos tanto internos como 
externos. Los ministros pertinentes tienen que establecer unidades de auditoria interna que, en la 
medida de lo posible, sean independientes. El auditor interno debe, por ejemplo, informar directamente 
al ministro y no formar parte de la división auditada. La independencia de los auditores internos es 
limitada por su propia naturaleza, por lo que se hace necesario establecer mecanismos de auditoria 
externa. Para garantizar la independencia de esta función de auditor, tiene que ser asignada por 
el parlamento, tener un plazo claro de ejecución, disponer de los recursos legales, económicos y 
humanos necesarios para realizar su misión y poder informar al parlamento de cualquier asunto en 
cualquier momento que considere adecuado. Debe remitir un informe a una comisión parlamentaria 
específica y distinta de la comisión responsable del presupuesto. 

6. Construcción de la capacidad nacional para llevar a cabo el 
seguimiento, 

la revisión y la evaluación 

Apoyar una cultura de seguimiento, análisis, revisión y evaluación en el seno de los gobiernos 
nacionales, de sus parlamentos, instituciones de seguridad y justicia y organizaciones de la sociedad 
civil constituye un desafio crucial para la ayuda a la reforma del sistema de seguridad. Es fundamental 
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para garantizar la rendición de cuentas, intensificar ei control y configurar el desarrollo de la política. 
Se trata de una tarea difícil. La apropiación y el prestar la voz, características de la cultura del 
seguimiento y evaluación, a menudo son débiles y otras veces se pierden en el interior de las 
instituciones nacionales. Más aún, dado que las instituciones que prestan los servicios de seguridad 
y justicia tienden a ser instituciones conservadoras, los procesos nacionales de seguimiento y 
evaluación suelen carecer del apoyo político para negociar la posible resistencia. 

Aunque es difícil, crear o consolidar la capacidad nacional de seguimiento, revisión y evaluación 
supone la mejor forma de alcanzar los cuatro objetivos de la reforma del sistema de seguridad: 

• Prestación del servicio - el seguimiento y la evaluación garantizan que quienes prestan el 
servicio den respuesta a las necesidades de la población. 

• Gobernabilidad democrática - el seguimiento, la revisión y la evaluación apoyan la 
posibilidad de que los procesos de toma de decisiones y de adaptación de los programas 
sean transparentes y rindan las cuentas convenientes. 

• Apropiación local - la realización y seguimiento por parte de los poderes públicos 
nacionales permiten que las partes interesadas acometan la tarea de configurar el diseño y 
la dirección de los programas. 

• Sostenibilidad - los procesos de seguimiento y evaluación llevados a cabo por los poderes 
públicos nacionales pueden continuar una vez finalizada la ayuda del donante y garantizan 
el desarrollo continuado del sistema de seguridad. 

6.1 Papeles diferentes para las diferentes instituciones o actores 

Aunque las instituciones y la sociedad civil nacionales dispongan de alguna forma de capacidad 
de seguimiento y evaluación, no siempre se utilizan para alcanzar un propósito común. Favorecer 
el uso sistemático del seguimiento y la evaluación puede enfrentarse a la resistencia provocada 
por el escepticismo y a las dificultades que plantea el tener que cambiar actitudes muy arraigadas. 

Puede no existir una tradición de trabajar junto a 
otros sectores del Gobierno para reunir información 
fiable sobre delitos y violencia ni para utilizar esa 
información para cambiar la política o la práctica de 
quienes prestan el servicio. Las estructuras de gestión 
pueden ser débiles y puede que las instituciones no 
cuenten con los recursos humanos necesarios con 
capacidad para reunir, analizar e interpretar datos 
sobre cuestiones como el delito. Puede que no 
se disponga de la cantidad necesaria de equipos 
informáticos {ordenadores e impresoras) para hacer 
funcionar sistemas de seguimiento y que se tengan 
que aportar como un elemento más que forme parte 
de la estrategia general del programa. El apoyo de los 
donantes a la construcción de la capacidad nacional 
para llevar a cabo el seguimiento y la evaluación tiene 
que combinar el apoyo político a ese seguimiento y 
evaluación con la construcción de la capacidad desde 
el punto de vista de los recursos y las competencias. 

El poder ejecutivo precisa de la capacidad para seguir 
y evaluar el progreso en el camino de la ejecución de 
los objetivos del Gobierno que se habían acordado. El 
poder ejecutivo precisa el apoyo político para reforzar 
una cultura de seguimiento y evaluación en el seno 
déefagsfrfetfWbtoTOSiJde'íSeigariidactuyojusticia. Las evaluaciones serán los elementos que generen 
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más cantidad de información, por ejempio, a través de ias estadistioas sobre los delitos y de los 
informes de los tribunales. Es crucial la oferta de apoyo al desarrollo de la calidad de los datos y al 
estableoimiento de nexos entre los datos, los análisis y el desarrollo de políticas. En algunos países 
existe una oficina nacional de estadísticas que, en virtud de la capacidad que se requiere, podrían 
tener un importante papel a la hora de recabar datos. A menudo es necesario concebir incentivos 
para poder recibir esa información. En muchas situaciones nadie quiere proporcionar información si 
no saben cómo se va a utilizar. Los requisitos informativos obligatorios establecidos por el poder 
ejecutivo son muy útiles de cara a facilitar el flujo de información a través del sistema. Establecer 
estos requisitos también proporciona un punto de partida para desarrollar la capacidad. 

El auditor o inspector general suele ser una institución independiente de nivel nacional a la que se 
encomienda la responsabilidad específica de seguir y evaluar. Es esencial que estas instituciones 
permanezcan independientes de los poderes públicos para despolitizar cuestiones tales como la 
rendición de cuentas fiscal, la coherencia política y la evaluación de la competencia en la administración 
mostrada por el Gobierno al proporcionar los servicios dentro de un marco político acordado. La 
dificultad principal que afronta este tipo de institución es que suele tener que construir su capacidad 
analítica, su credibilidad y el espacio político para funcionar con eficacia. 

Los parlamentos normalmente son débiles cuando se enfrentan al seguimiento y la evaluación, 
tanto porque el poder ejecutivo trate de limitar su poder de escrutinio como porque carezcan de la 
capacidad para ejercer su función de control. El parlamento tiene que representar un papel esencial 
en el momento de pedir cuentas al poder ejecutivo y a quienes prestan los servicios de seguridad y 
justicia. El desarrollo de los trámites parlamentarios y de las comisiones que promueven el papel del 
parlamento respecto al seguimiento y la evaluación tiene que buscar el equilibrio con los recursos 
de que dispone para ejercer dicha función. A veces tiene gran valor el apoyo dirigido a acrecentar 
la capacidad de las comisiones para investigar y revisar el presupuesto nacional. Véanse más 
orientaciones sobre el apoyo al papel del parlamento y de los cuerpos de control en la Sección 7. 

La sociedad civil puede representar un papel clave en el seguimiento de las actividades en curso 
del sistema de seguridad. Puede representarlo garantizando la responsabilidad del Gobierno y 
los responsables de la prestación del servicio, y puede defender la necesidad de un cambio en la 
política o en la práctica. Así mismo, las organizaciones de la sociedad civil pueden representar un 
papel fundamental en la reunión de información y en su análisis. Los actores internacionales tienen 
que fortalecer esta capacidad procurando garantizar que las iniciativas de la sociedad civil reciban 
protección política. El control del sistema de seguridad ejercido por instituciones independientes 
puede ser mal recibido y es importante tener en cuenta los posibles riesgos. Véanse más orientaciones 
sobre la forma de apoyar a la sociedad civil para que se comprometa con la reforma del sistema de 
seguridad en la Sección 7. 

6.2 Involucrar a los actores nacionales en la revisión y en la evaluación de los programas de ayuda 

Los actores internacionales pueden ayudar a desarrollar la capacidad nacional para realizar 
el seguimiento y evaluación fomentando que los gobiernos socios y las partes interesadas de la 
sociedad civil participen en la revisión de los programas de ayuda de los donantes. El hecho de que 
se vea que los programas de ayuda se prestan a la evaluación fomenta la cultura del seguimiento y 
la evaluación. Las agencias de desarrollo también podrían colaborar para encontrar personal dentro 
de los ministerios que ayude a desarrollar la capacidad. 

Notas del lector: 
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Lista de control: Preguntas útiles a la hora de fortalecer la capacidad nacional 

• ¿Qué nivel de capacidad se encuentra para llevar a cabo la coordinación y planificación nacionales de las 
cuestiones relacionadas con la seguridad y la justicia? 

• ¿Se pueden reforzar las estructuras actuales o son necesarias otras nuevas? 

• ¿Hay alguna estrategia nacional actual sobre seguridad o justicia, y son tratadas esas cuestiones en otros 
marcos de desarrollo o estrategias? 

• ¿Cómo se pueden desarrollar estructuras nacionales que se muestran Inclusivas y abiertas a la 
implicación de actores de seguridad y de justicia no estatales? 

• ¿Qué puntos de partida se encuentran para aplicar los principios de gestión financiera pública al sistema 
de seguridad? 

• ¿Cómo se puede fortalecer la capacidad de gestión de las instituciones relacionadas con la justicia y la 
seguridad desde los programas de ayuda? 

• ¿De qué capacidad y procesos disponen el Gobierno y los cuerpos no estatales para acometer el 
seguimiento, revisión y evaluación, y cómo se pueden mejorar? 


Vínculos de esta sección con el resto del manual 

Esta sección ha mostrado cómo fortalecer la elaboración de políticas nacionales, las capacidades de 
coordinación, de planificación, de elaboración del presupuesto, de seguimiento y de evaluación. La Sección 
6 explica las recomendaciones programáticas específicas para emprender reformas del sistema de seguridad 
en contextos post-conflicto. La Sección 7 profundiza sobre cómo desarrollar la capacidad y ejecutar las 
reformas en cada uno de los sectores del sistema de seguridad. La Sección 8 trata cómo fortalecer la 
gestión, la revisión y la evaluación los programas de ayuda internacionales. 


Caso 5.1 

Integración de la reforma del sistema de seguridad en los 
marcos de desarrollo: Uganda, Burundi y Sierra Leona 

Contexto 

Las cuestiones relacionadas con la reforma del sistema de seguridad se han integrado en 
los marcos de desarrollo nacionales en Burundi, Sierra Leona y Uganda. En Uganda se 
percibió que la violencia armada y la inseguridad, especialmente en el norte y el noreste, eran 
las causas más importantes de la pobreza y la desigualdad estructurales. Como respuesta, 
el Plan de Acción para la Erradicación de la Pobreza ugandés (PEAP) (2004-2008) puso 
de relieve los compromisos existentes con los acuerdos regionales sobre promoción de 
la seguridad, incluyendo el control de armas pequeñas. En Burundi, el Marco Estratégico 
para Combatir la Pobreza (CSLP) de 2005 constituyó un esfuerzo deliberado dirigido a 
promover la recuperación después de resolverse el conflicto y se basó en el diálogo entre 
las distintas partes interesadas y los diferentes sectores implicados en el que participaron 
ciento cuarenta y cinco organizaciones basadas en la comunidad y no gubernamentales. 
En Sierra Leona, el Documento sobre Estrategias para la Reducción de la Pobreza (2005- 
2007) aconsejó que la planificación y la programación se desviaran de la atención directa a 
las cuestiones propias de la situación generada al resolverse el conflicto para dirigirse a una 
agenda con mayor orientación hacia el desarrollo concebida para promover la participación 
inclusiva de la sociedad civil. 

Punto de partida 

En los tres casos, el peligro real y temido de una escalada de la violencia en el llamado 
periodo post-conflicto y una experiencia positiva temprana en el control de armas pequeñas, 
sirvieron de catalizadores del compromiso con la inversión en sectores de la seguridad 
transparentes y responsables. Por ejemplo, el Plan de Acción para la Erradicación de la 
Pobreza se elaboró en Uganda con el propósito de aumentar la conciencia sobre el coste 
que supone la violencia armada, además de sobre el saldo positivo que se deriva de la 
reforma del ejército y la policía teniendo en cuenta el aumento de seguridad que supone 
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para las comunidades. En Burundi, el Marco Estratégico para Combatir la Pobreza da respuesta a 
la necesidad de un alto el fuego permanente atendiendo al resto de los grupos que permanecen 
armados, a la desmovilización, desarme y reintegración de los excombatientes, a la profesionalización 
de las fuerzas de seguridad y al desarme de la población. El Documento Estrategia de Reducción 
de la Pobreza de Sierra Leona intenta empezar a construir apoyándose en los éxitos previos en el 
ámbito de la desmovilización, desarme y reintegración de los excombatientes y el control de las 
armas pequeñas, además de definir el tamaño, conformación y estructura adecuados de un sector 
de seguridad reformado. 

Lecciones aprendidas 

Garantizar et diálogo de las diferentes partes interesadas y multisectoriai - Los programas 
mencionados (el Plan de Acción para la Erradicación de la Pobreza ugandés, el Marco Estratégico 
para Combatir la Pobreza de Burundi y el Documento Estrategia de Reducción de la Pobreza de 
Sierra Leona) se fraguaron tras un amplio proceso de diálogo inclusivo que insistió en la necesidad de 
incluir las prioridades de la reforma del sistema de seguridad en los marcos de desarrollo. El Marco 
Estratégico para Combatir la Pobreza, por ejemplo, se centra de forma específica en aumentar el 
sector de la justicia, la ley y el orden para mejorar la seguridad de la población y de la propiedad 
privada, la aplicación de la ley y el acceso a la justicia. Más aún, pone de relieve la importancia 
del desarme y del control de armas como elementos básicos que colaboran en la promoción de la 
seguridad y el desarrollo. 

Utilizar una agencia internacional para coordinar el diálogo multisectoriai y de las diferentes partes 
interesadas - Las agencias internacionales guardaban la distancia necesaria respecto a la política 
nacional, lo que les concedía legitimidad a los ojos de los gobiernos y de la población, además de 
contar con los recursos necesarios para respaldar los resultados positivos del proceso de diálogo. 

Tratar de incluir ia reforma de! sistema de seguridad en ios marcos de desarrollo para aumentar ei 
compromiso - Cada uno de los programas que estamos comentando contaba con compromisos y 
estrategias concretas para dirigir la gestión de los gastos hacia la reducción de la pobreza y alcanzar 
los objetivos de la reforma del sistema de seguridad. Este tipo de proyectos es valorado por los 
donantes porque proporciona apoyo presupuestario directo. 

Impacto 

La introducción de la reforma del sistema de seguridad como cuestión prioritaria en los marcos 
nacionales de desarrollo consiguió que recibiera una consideración más alta tanto por parte de los 
gobiernos socios como de los donantes. Además ofreció la posibilidad de fomentar un debate público 
entre un mayor número de actores implicados sobre las cuestiones relacionadas con la seguridad. 
Aunque ya se han producido avances en algunos ámbitos, aún queda mucho que hacer. Incluir 
las cuestiones de seguridad en los marcos de desarrollo es un paso importante, pero ahora los 
gobiernos receptores y los donantes tienen que garantizar que los compromisos adquiridos reciban 
la financiación adecuada y se puedan ejecutar. 

Notas del lector: 
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Caso 5.2 

Desarrollo de la capacidad para una revisión de la defensa nacional 
en Uganda. 

Contexto 

El Gobierno de Uganda inició una revisión del sistema de defensa con ayuda del Reino Unido entre 
los años 2002 y 2004. Se trataba de la primera revisión de conjunto que se emprendía en la historia 
de Uganda, además de tratarse de un proyecto delicado y arriesgado desde el punto de vista político 
para ambos países. La revisión pretendía sentar las bases de una serie de cambios en la forma en 
que Uganda concibe y desarrolla el sistema de defensa y en una política de seguridad más amplia, 
intentando anclar este proceso de forma más firme en un proceso más amplio de planificación y 
elaboración de presupuestos. Se inició en un momento en el que Uganda hacía frente a graves 
problemas de seguridad, tanto en el Norte como a lo largo de la frontera con el Congo. 

Era la primera vez que el Reino Unido apoyaba un proceso de revisión de tan amplio alcance y 
complejidad. De la misma forma que otros socios del desarrollo de Uganda, el Reino Unido estaba 
especialmente preocupado por la posibilidad de tener que elevar el nivel de gasto en defensa. Para 
analizar las necesidades del sistema de defensa, se apoyaron en una metodología que se valió tanto 
de la propia experiencia del Reino Unido, que había realizado una revisión estratégica del sistema 
de defensa en los años 90, como de la opinión general sobre la necesidad de la reforma del sistema 
de defensa para desarrollar un enfoque más global y cercano a los objetivos de desarrollo. Se 
solicitó estrecha colaboración en los niveles tanto político como técnico para gestionar las grandes 
expectativas generadas por el proceso de revisión. 

Punto de partida 

Tanto el Gobierno como sus socios en las cuestiones relacionadas con el desarrollo consideraban 
que el sector de la defensa ofrecía el punto de partida más prometedor para dar respuesta a los 
problemas de seguridad del país. Las prioridades se centraron en desarrollar una noción de cuál es 
el papel del sistema de defensa en relación con otros actores de la seguridad, una descripción clara 
de las fuerzas de defensa que se necesitan para que ejerzan este papel con eficacia y un plan para 
la transformación del sistema de defensa articulado en el contexto de las necesidades encontradas y 
los imperativos de los recursos de que se dispone en el conjunto del sector público. 

Lecciones aprendidas 

Acordar los objetivos desde el inicio - El Gobierno y sus socios en las cuestiones relacionadas con 
el desarrollo deben alcanzar una comprensión clara y compartida de las razones fundamentales 
y de los objetivos del proceso de revisión del sistema de defensa antes de emprender la revisión 
acordada. En los aspectos en los que se encuentren diferentes opiniones respecto a los objetivos que 
se persiguen con la revisión o respecto a cómo se debe llevar a cabo, hay que prestar una especial 
atención a la gestión de las expectativas diversas de las partes interesadas en lo que atañe a los 
resultados concretos que producirá el proceso. 

Garantizar que ia metodología sea la apropiada para ei contexto local- Se pueden utilizar experiencias 
recogidas en otros países, pero adaptándolas con la debida precaución a la situación local antes de 
aplicarlas, además de proporcionar una formación adecuada al personal local. 

Desarrollar la apropiación nacional a lo largo del proceso- Cuando no se encuentren desde el principio 
las condiciones necesarias para lograr una firme apropiación nacional, es necesario desarrollar una 
asociación fuerte entre el Gobierno y sus socios en las cuestiones relacionadas con el desarrollo. 
Una asociación satisfactoria implica la adquisición de compromisos y responsabilidades por ambas 
partes, entre las que se cuenta la necesidad de prestar ayuda de tal manera que se fortalezcan el 
liderazgo nacional y la responsabilidad política respecto al proceso. 
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Bibliografía 

A continuación presentamos fuentes recomendadas en las que se puede encontrar información sobre 
el fortalecimiento de la capacidad nacional para la reforma del sistema de seguridad, documentos 
que han provisto de información a esta sección: 

1. Ball, Nicole y Dylan Hendrickson (2002), “Off-Budget Military Expenditure and Revenue: Issues and Policy Perspective 
for Donors”, CSDG Occasional Paper N° 1 , 
www.dfid.gov.uk/pubs/files/offbudget-military-exp.pdf 

Elaborado a base del estudio de casos, este informe analiza la prevalencia y la repercusión del gasto militar fuera de 
presupuesto así como las dificultades a las que se enfrentan los donantes. 

2. Bearne, Susana et al. (2005), “National Security Decision-Making Structures and Security System Reform”, Technical 
Report prepared for the UK’s Security Sector Development Advisory Team, Rand, 

http://\Aww.dfid. gov.uk/pubs/files/security-decision-making.pdf 

Señala las elecciones que hay que realizar al crear o reformar un sistema de toma de decisiones de seguridad nacional. 

3. DFID (2000) “Security Sector Reform and the Management of Military Expenditure: High Risks for Donors, High Returns 
for Development”, 

http://www.cidcm.umd.edu/library/papers/nball/Ssrfinal.pdf 

Esboza la forma en que las políticas y los programas de cooperación al desarrollo pueden acercarse con mayor interés a 
la importancia de un gasto militar equilibrado y unas relaciones constructivas entre los ámbitos civil y militar como parte 
de los esfuerzos empleados en la reforma del sistema de seguridad. 

4. DFID (2002), “Safety, Security and Accesible Justice", 
http://www.dfid.gov.uk/pubs/files/safesecureaccjustice.pdf 

Proporciona orientaciones prácticas sobre cómo poner en marcha una política de protección, segundad y acceso a la 
justicia. 

5. GTZ (2003) Workshop on Monitoring and Evaluation and Management Information Systems in Disarmament, 
Demobilization and Reintegration Programs, Multi-Country Demobilization and Reintegration Program (MDRP), 
http://w\AA/v2. gtz.de/dokumente/bib/06-0159.pdf 

Extrae conclusiones sobre seguimiento y evaluación y sobre gestión de sistemas de información del estudio de varios 
casos. 

6. Hannah, Grez ef al. (2005), "intelligence and Security Legislation for Security Sector Reform” Technical Report 
prepared for the UK's Security Sector Development Advisory Team, Rand 

http://wv\Aw.dfid. gov.uk/pubs/files/intelligence-security-reform.pdf 

Subraya las elecciones que hay que realizar al elaborar o ejecutar el control legislativo sobre los servicios de inteligencia y 
seguridad. 

7. Hessbruege, J.A. y C.F.O. García, “Mayan Law in Post-Conflict Guatemala”, 
http://www.pasoc.org.gt/ 

Ofrece una valoración comparativa del acceso a la justicia de los grupos minoritarios en el contexto post-conflicto en 
Guatemala. 

8. Information on basic CPAR guidelines, 

http://web.worldbank.org/WBSITE/EXTERNALyPROJECTS/PROCUREMENT0„contentMDK:20108359~menuPK:84285~pa 

gePK:84269~piPK:60001558~theSitePK:84266,00.html 

9. Information on basic guidelines in expenditure management, 
http://wvifw1.worldbank.org/publicsector/pe/perguidelines3701.doc 

10. Montes, J.E. y T. Vial (2006), The Role of Constitution Building Processes in Democratization: Case Study Chile, 
International IDEA, Stockholm, 

http://\Afww.idea.int/conflict/cbp/upload/CBP-Chile.pdf 

Describe los cambios que se han introducido en la Constitución de Chile y cómo han preparado el camino para acometer 
la reforma del sistema de defensa. 

1 1 . Nathan, Laurie (2006), Operationalising the Principie of Local Ownership in Security Sector Reform, DFID, 
http://www.crisisstates.com/download/others/SSR%20Reform.pdf 

Ofrece útiles herramientas de planificación y diagnóstico que pueden utilizar tanto los actores externos para apoyar 
la reforma del sistema de seguridad, como los actores locales implicados en la reforma del sector de la seguridad. Este 
documento ha sido básico para redactar esta sección. 

1 2. OCDE CAD (2006), The Challenge of Capacity Development: Working Towards Good Practice, 
http://www.oecd.Org/dataoecd/4/36/36326495.pdf 

Ofrece un marco de reflexión sobre el desarrollo de la capacidad, basado en lecciones aprendidas de la experiencias. 

13. \A/orld Bank Task Forcé on Capacity Development in Africa (2005), Building Effective Status, Forging Engaged 
Societies, World Bank, Washington, DC. 

http://siteresources.worldbank.org/EXTAFRDEVOPRTSK/Resources/acdtf report.pdf 

Analiza las experiencias adquiridas en el desarrollo de la capacidad en África a lo largo de cuatro décadas y ofrece 
mensajes clave para los países africanos y sus socios internacionales que deberían servir de apoyo a un esfuerzo 
renovado dirigido a apoyar, utilizar y mantener la capacidad para el desarrollo en el África sub-sahariana. 


114 


Manual dei CAD-OCDE sobre la reforma del sistema de seguridad - ISBN 978-92-64-03738-0 © OCDE 2007 


.OQyngtitM rnaerial 



SECCIÓN 6: ELABORACIÓN DE UN ENFOQUE INTEGRADO PARA LA 
REFORMA DEL SISTEMA DE SEGURIDAD EN SITUACIONES POST-CON- 
FLICTO 

Objetivo de esta sección 

Esta sección estudia cómo desarrollar un enfoque conjunto de la reforma del sistema de seguridad 
en los países que salen de los conflictos y complementa otras secciones en las que se tratan las 
cuestiones sobre la construcción de la paz y la prevención de conflictos, como es el análisis del 
conflicto (véase Secciones 2, 3 y 7). Examina los importantes vínculos que existen con las opera- 
ciones de apoyo a la paz y otras actividades post- conflicto como las armas ligeras y la justicia de 
transición. En la Sección 7 se proporcionan orientaciones sobre los retos post-conflicto en diferentes 
áreas de la reforma del sistema de seguridad, como pueden ser la reforma de la defensa o de la 
policía. Esta sección trata: 

1. Dificultades y posibilidades en situaciones post-conflicto 

2. Desarme, desmovilización y reintegración (DDR) 

3. Control de armas ligeras 

4. Justicia de transición 
Lecciones aprendidas clave 

• Los acuerdos de paz ofrecen eficaces puntos de partida para la reforma del sistema de seguridad, 
permitiendo llegar al consenso en las cuestiones relacionadas con la reforma. 

• Establecer misiones integradas puede ayudar a suavizar la transición desde la gestión de crisis hasta las 
necesidades de desarrollo a largo plazo. 

• Garantizar que las consideraciones sobre la reforma del sistema de seguridad estén integradas en la 
programación del desarme, desmovilización y reintegración (DDR) puede impedir un vacío en cuanto a la 
seguridad y asegurar que las fuerzas desmovilizadas integradas en las estructuras de seguridad existentes 
tengan la formación adecuada. 

• La justicia de transición y los programas sobre armas pequeñas y ligeras son dos muestras de puntos de 
partida eficaces para la reforma de la seguridad y de la justicia. 

• Tener en cuenta las cuestiones relacionadas con la sostenibilidad económica desde las primeras fases 
de los programas de reforma del sistema de seguridad en los entornos post-conflicto permiten construir 
una seguridad y una justicia duraderas. 

• Comprender los vínculos entre la reforma del sistema de seguridad y otros procesos y objetivos del 
desarrollo y de la construcción de la paz puede ayudar a evitar enfoques parciales. 

• Reforzar las capacidades de las organizaciones regionales para que asesoren sobre cuestiones de paz, 
de seguridad y de justicia es un factor fundamental para reformas sostenibles. 


1. Retos y oportunidades en situaciones post-conflicto 

Los esfuerzos en la prevención de conflictos y en la construcción de la paz, tales como los de la 
reforma del sistema de seguridad, o a través de la intervención temprana, o como el trabajo que 
se realiza para estabilizar los países en el período subsiguiente al conflicto, ofrecen un importante 
ahorro de recursos económicos. Se estima que el coste de un conflicto interno oscila entre los 4.000 
millones y los 54.000 millones de dólares USAL El coste del conflicto puede ser devastador tanto 
para los grupos más pobres del país como para sus infraestructuras. La reforma del sistema de 
seguridad tiene un importante papel que jugar en la creación de un entorno propicio en el que se 
pueda producir un desarrollo sostenible a largo plazo. 

Desarrollar unas instituciones de seguridad y de justicias receptivas, eficaces y responsables es a 
menudo una prioridad clave en los países que salen de un conflicto. La reforma de la seguridad y de 
la justicia puede ayudar a apoyar la construcción de la paz y la reconstrucción y evitar la vuelta a la 
violencia. Incluso en situaciones en las que el conflicto ya se ha estabilizado, corren un preocupante 
riesgo de que vuelva a repetirse: es más posible que ocurra durante los cinco primeros años tras la 
pacificación. 
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En estos países, a menudo, hay una importante demanda de cambio por parte la pobiación, y apo- 
yando la reforma de la seguridad y de la justicia, los gobiernos de transición dan muestras de la 
ruptura con el pasado. De hecho, la falta de acceso a la justicia y la ruptura de la legitimidad de 
los mecanismos tradicionales de resolución de conflictos pueden ser dos de las causas fundamen- 
tales del conflicto. Los actores internacionales se encuentran en una buena posición para apoyar los 
procesos de reforma en estas situaciones de diversas maneras, entre las que se cuentan la ayuda al 
desarrollo y las operaciones de apoyo a la paz. 

En estos medios, hay que traducir los vínculos teóricos entre desarrollo y seguridad en una mayor 
cooperación y un análisis de las posibilidades de coherencia entre los ámbitos de política de la 
seguridad, la diplomacia y del desarrollo. Esta interrelación que existe entre las prioridades de la 
seguridad y del desarrollo no debe suponer que ninguno de los actores (v.g. las agencias de defensa 
o de desarrollo) tenga que abandonar sus propios objetivos, métodos de trabajo y responsabilidades, 
los cuales están correctamente centrados en el objetivo primordial de la reducción de la pobreza. 

Los fundamentos del concepto de reforma del sistema de seguridad se derivan del trabajo reali- 
zado especialmente en países afectados por conflictos. Sin embargo, además de ser aplicables a 
situaciones post-conflicto y de construcción de la paz la reforma del sistema de seguridad se aplica 
también a otros contextos. Asi pues, la mayor parte de las directrices que ofrece este manual son 
igualmente útiles en entornos más estables. En los ambientes post-conflicto, el alto nivel de com- 
promiso internacional y el elevado número de intervenciones relacionadas con la seguridad, implican 
que sea fundamental adoptar un enfoque integrado hacia la reforma del sistema de seguridad. Es 
frecuente que se presenten numerosas oportunidades para conectar la reforma del sistema de segu- 
ridad con la negociación de los acuerdos de paz, la desmovilización, el desarme y la reintegración de 
excombatientes; la justicia de transición, y el control de armas pequeñas. Estas iniciativas tienen que 
ser diseñadas y desarrolladas de forma coherente y coordinada, de manera que cada una de ellas 
provea de información y apoye a las demás. Esta sección se centra en cómo desarrollar un enfoque 
de este tipo. 

1.1 Acuerdos de paz 

Los acuerdos de paz ofrecen una oportunidad crucial para establecer marcos y mandatos que sirvan 
para llevar a cabo la reforma del sistema de seguridad, si bien, no siempre se aprovecha adecuada- 
mente. Si los objetivos y los principios de la reforma de la seguridad y de la justicia pueden ser acor- 
dados en estos documentos, esto ayudarla a crear el espacio político en el seno del cual se puedan 
ejecutar decisiones difíciles en relación con la reforma, tales como la reestructuración e incremento 
de la responsabilidad por parte de quienes prestan los servicios de seguridad y justicia. 

Aunque los acuerdos de paz ofrecen importantes puntos de partida para la reforma de los sistemas 
de seguridad, en la práctica, la inclusión de las cuestiones relacionadas con estas reformas se limita 
en muchas ocasiones al ámbito militar (desarme, desmovilización y reintegración de excombatientes, 
creación de un nuevo ejército integrado, reorganización estructural) o a la formación de unidades de 
policía. En contadas ocasiones se incluye la reforma del sistema de seguridad en toda su extensión. 
Una excepción a esta afirmación la constituyen los acuerdos de paz de El Salvador y Guatemala de 
1990 que no se limitaron a incluir disposiciones específicas sobre la reforma del sistema de seguri- 
dad, sino que además vincularon la reforma de la seguridad y de la justicia a una serie de transfor- 
maciones sociales y económicas más amplias. El último acuerdo de paz firmado entre el Gobierno 
guatemalteco y la Unidad Revolucionaria Nacional Guatemalteca (URNG) en 1996 comprendía once 
acuerdos muchos de ellos relacionados con cuestiones fundamentales de la reforma del sistema de 
seguridad, entre las que se cuentan las relativas a los derechos humanos, las comunidades indíge- 
nas, reformas sociales y económicas, reformas sobre la propiedad de la tierra, la creación de una 
comisión para tratar los crímenes de guerra, el nuevo papel del ejército, la desmovilización y la reinte- 
gración. Tal y como han demostrado estos dos ejemplos, es igualmente importante que la comunidad 
internacional siga comprometida y dedique recursos a seguir y, cuando considere pertinente, apoyar 
la ejecución de los acuerdos de paz en los años posteriores al final del conflicto. 
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REPÚBLICA DEMOCRÁTICA DEL CONGO, Provincia de Ituro: Poder e inseguridad en la República Democrática del Congo. 


Con frecuencia los acuerdos de paz son complejos y excesivamente pormenorizados, y debido a las 
presiones ejercidas por el tiempo del que se dispone y las necesidades políticas, no ofrecen espa- 
cio suficiente para que se produzca una participación popular más amplia en la negociación. Por lo 
tanto, un buen enfoque de los acuerdos de paz consistiría en establecer algún mecanismo o proceso 
a través del cual la población pueda debatir y presentar sus necesidades en relación con la justicia 
y la seguridad, además de poner a su disposición los medios adecuados para su realización. El 
Acuerdo de Paz Dayton, que supuso el fin del conflicto en Bosnia-Herzegovina, es un buen ejemplo 
de cómo se pueden vincular los esfuerzos dirigidos hacia la estabilización inmediata (entre los que 
se cuentan el establecimiento de una presidencia rotativa, la separación de la policía y de las fuerzas 
gubernamentales en cada una de las tres repúblicas) con procesos de reforma concebidos a largo 
plazo. Diez años después este proceso ha conducido a que el parlamento bosnio vote la creación de 
un único ejército unificado y un solo Ministerio de Defensa y ha establecido los objetivos para iniciar 
una reforma de la policía de forma que se ajuste al modelo propuesto por la Unión Europea. 


Los actores internacionales pueden apoyar la inclusión de la reforma del sistema de seguridad en 
los acuerdos de paz proporcionando un consejero de seguridad que asista a las conversaciones de 
paz y que pueda ofrecer asesoramiento desde una posición imparcial basado en la experiencia a 
ambas partes. Otra de las prioridades relevantes consiste en incrementar la capacidad de las orga- 
nizaciones regionales para que proporcionen este apoyo técnico. Las organizaciones regionales (por 
ejemplo ECOWAS, en la Unión Africana) están representando un papel cada vez más prominente en 
la resolución de los conflictos y con frecuencia se podrían beneficiar de tener mayor capacidad para 
aconsejar en las cuestiones relacionadas con la reforma de la seguridad y la justicia. 

1 .2 Pasar de la estabilización al desarrollo. Operación de Apoyo a la Paz y misiones integradas 

Con frecuencia la prioridad inmediata del ambiente post-conflicto consiste en proporcionar seguri- 
dad física a las comunidades locales. La estabilización es vital. Pero es importante desarrollar una 
estrategia para pasar desde esta fase a otra de desarrollo post-conflicto. Las actividades dedicadas 
a la estabilización se pueden diseñar de tal manera que preparen el terreno para el desarrollo de la 
seguridad y la justicia a largo plazo. Considerar la reforma del sistema de seguridad como una parte 
integral del proceso de planificación para las situaciones post-conflicto urgentes y para las Opera- 
ciones de Apoyo a la Paz, y para la construcción de la paz en general, permite realizar un enfoque más 
estratégico y a más largo plazo para construir una paz sostenible. 

Es importante que las Operaciones de Apoyo a la Paz estén diseñadas de manera que faciliten la 
transición entre la gestión de la crisis a corto plazo y la puesta en marcha de programas de desarrollo 
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a largo plazo. La presencia de una Operación de Apoyo a la Paz, representada por un mandato de 
las Naciones Unidas o una fuerza multilateral, ofrece grandes posibilidades de iniciar la reforma del 
sistema de seguridad. En función de mandato (de si está orientado a la consolidación de la paz, 
a su construcción o a ambas), la Operación estará concebida para asumir un amplio abanico de 
responsabilidades, entre las que se podrían contar la de proporcionar o apoyar el mantenimiento del 
orden, a los servicios penitenciarios y al sistema judicial. Entre los ejemplos de este tipo de mandatos 
destacan: la Misión de Ayuda Regional a las Islas Salomón, establecida en 2003 y el mandato actual 
de la Misión Integrada de las Naciones Unidas en Timor Oriental establecida en 2006. La experiencia 
muestra que las Operaciones de Apoyo a la Paz apoyan con más eficacia la reforma del sistema de 
seguridad cuando no se centran demasiado en su propio papel de prestación del servicio. Constituir 
la capacidad de las instituciones locales de seguridad y justicia para que sean ellas las que jueguen 
ese papel es fundamental para conseguir un progreso sostenible. 

Las decisiones tomadas en las primeras etapas de la planificación y de funcionamiento de una 
Operación de Apoyo a la Paz pueden tener un impacto en el desarrollo a largo plazo del sistema 
de seguridad y de justicia. “Tanto el Servicio de Policía de Kosovo (KOS) como la Policía Nacional 
de Timor Oriental (PNTL) se han encontrado con problemas de desarrollo a causa de las oportunas 
elecciones que se realizaron en los doce primeros meses de su creación. En ambos casos, se 
pospuso la decisión de crear mecanismos políticos, y comprometerse con ellos, para la gestión y 
control de la policía hasta que el mandato de la misión estuviera bien consolidado”. Esta decisión 
ha supuesto un obstáculo para éstas y para otras misiones, al impedir que creasen las condiciones 
adecuadas para la reforma. Las líneas a corto plazo de muchas Operaciones de Apoyo a la Paz 
pueden aumentan la probabilidad de una solución oportuna impuesta desde fuera y no al desarrollo 
de un diálogo sobre una reforma sostenible dirigida por la propia nación. Esto se debe a que “todavía 
se considera que la reforma del sistema de seguridad forma parte de la estrategia de salida de una 
operación de paz y no parte de la estrategia de entrada” (las dos citas están tomadas de la página 1 0 
de Rees, véase Bibliografía, n“ 9, al final de este capitulo) 

Las operaciones de paz más recientes han sido eficaces a la hora de proporcionar formación básica 
y equipamiento al personal de las fuerzas de policía o del ejército, tal y como se pone de mani- 
fiesto en el reciente compromiso en la República Democrática del Congo (RDC), Kosovo y Timor 
Oriental. Sin embargo, las Operaciones de Apoyo a la Paz no han tenido el mismo éxito a la hora de 
construir instituciones y estructuras de gestión. Esto se puede deber a su mandato limitado, la falta de 
personal adecuadamente cualificado y/o la falta de una visión a largo plazo. La promoción de un 
enfoque integrado, la inclusión de la “creación de la institución de la policía” en el seno del mandato 
de la Misión Regional de Ayuda a las Islas Salomón, junto a su perspectiva a largo plazo (diez años), 
han sido factores que han contribuido en gran medida al éxito de esa misión. 

El desarrollo de una misión integrada de las Naciones Unidas, como las llevadas a cabo en Sierra 
Leona y Burundi, permite encontrar el equilibrio entre demandas opuestas. Las actividades de las 
Naciones Unidas que se realizan en el propio país tienen objetivos políticos, de seguridad, de de- 
sarrollo y humanitarios. Las misiones integradas pueden garantizar una transición sin obstáculos 
desde la gestión de la crisis a la planificación del desarrollo a largo plazo. También pueden garantizar 
un enfoque más coherente en el tiempo y tener en cuenta el equilibrio multidisciplinar del personal re- 
querido para realizar la evaluación, el diseño y la ejecución de la reforma del sistema de seguridad. 

Las Evaluaciones de las Necesidades Post-conflicto (PCNA) se utilizan con frecuencia para mejorar la 
coordinación en el desarrollo de las estrategias y en la planificación de los programas. En muchos de 
los casos tienen el objetivo de identificar las necesidades apremiantes post-conflicto, en el intervalo 
que transcurre entre la tirma del acuerdo de paz, el cese de hostilidades y la distribución de la ayuda 
procedente de la comunidad internacional. Aunque existe el peligro de sobrecargar los marcos de las 
Evaluaciones de las Necesidades Post-conflicto está clara la necesidad de que estas evaluaciones 
incorporen el elemento de la seguridad. La Sección 3 de este manual ofrece una lista exhaustiva de 
las cuestiones y temas para la evaluación. Entre ellas, las más importantes que deben figurar en las 
Evaluaciones de la Necesidades post-conflicto son las relacionadas con: el contexto de la seguridad. 
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quién presta los servicios de seguridad y de justicia, y aiguna consideración sobre las necesidades 
de la prestación de servicios básicos de seguridad y justicia. 

1 .3 Trabajar con gobiernos de transición 

Los acuerdos de paz que ponen fin a los conflictos armados internos con frecuencia prevén comple- 
jos acuerdos sobre cómo compartir el poder entre las distintas facciones anteriormente enfrentadas. 
Estos acuerdos conducen al establecimiento de un Gobierno de transición que administre el país 
hasta que se convoquen unas elecciones nacionales. Éste fue el caso de la República Democrática 
del Congo, donde el Acuerdo de Pretoria del año 2002 estableció un Gobierno de transición hasta el 
año 2006, año en el que se convocaron elecciones presidenciales y parlamentarias. El Gobierno de 
transición suele reflejar un delicado equilibrio de poder entre las facciones anteriormente enfrentadas 
y carece de una amplia legitimidad ante la población. 

Las facciones que previamente luchaban entre si están con frecuencia más interesadas en mantener 
el status quo que en avanzar con el proceso de reforma. Además, las demandas que impone un 
proceso electoral difícil desde el punto de vista político y con gran necesidad de recursos pueden 
entrar en competencia con las demandas de un programa de reforma del sistema de seguridad y 
crear unas tensiones irreconciliables. Reconfigurar la composición del sistema de seguridad puede 
desestabilizar el equilibrio de poder en el que se basa el Gobierno de transición. La ejecución de la 
reforma del sistema de seguridad puede reducir la influencia de algunos actores políticos y hacer 
disminuir sus perspectivas de éxito electoral. La preparación de las elecciones puede acaparar re- 
cursos y atención política que serian necesarios para conseguir que avance el proceso de reforma 
del sistema de seguridad. Podría ocurrir que los responsables del Gobierno de transición que se 
comprometen con el marco de reforma del sistema de seguridad no sean los que se ocupen de su 
ejecución después de las elecciones. 

Al desarrollar un programa de reforma del sistema de seguridad durante el período del Gobierno 
de transición, los actores internacionales tienen que evaluar cuidadosamente la posibilidad de 
acción de que disponen. Algunos de los elementos de un programa de reforma del sistema de 
seguridad tendrán que esperar hasta que haya un Gobierno elegido y con una legitimidad realmente 
amplia; es importante trabajar con una visión integral de la reforma del sistema de seguridad. El reto 
es intentar apoyar iniciativas que satisfagan las necesidades locales de seguridad y de justicia más 
urgentes, a la vez que se colocan los cimientos del cambio a largo plazo que se empezará a producir 
después de las elecciones y que puede apoyar la apropiación local de los programas de reforma 
del sistema de seguridad. Entre los ejemplos hay que contar con la constitución de la capacidad 
estratégica de gestión en el seno de instituciones clave, el apoyo al desarrollo de las competencias 
básicas {v.g. alfabetización de los miembros de la policía) y el fomento de la inclusión de la sociedad 
civil mediante el apoyo a su capacidad para abogar por sus necesidades de justicia y seguridad, para 
que éstas sean tratadas. Otras actividades incluyen el registro del personal de la policía y del ejército, 
y la preparación de un sistema eficaz para el pago de las nóminas (posiblemente apoyado por la de 
documentos de identidad), realizar encuestas de opinión pública e identificar las necesidades priori- 
tarias de seguridad y de justicia, y establecer un sistema transparente de examen para los miembros 
del sistema de seguridad y de justicia. 

1.4 Comprometer a una amplia variedad de fuentes que prestan el servicio de la seguridad y la 
justicia. 

En los ambientes post-conflicto, es frecuente que la capacidad del Estado para llevar a cabo su papel 
básico como fuente que presta los servicios de seguridad y justicia sea muy débil. Un primer paso 
esencial consiste en evaluar qué actores están prestando este servicio en las distintas zonas del país, 
su legitimidad y el nivel de prestación de servicio. En algunos casos los proveedores más importantes 
de la prestación del servicio pueden ser actores no estatales que resultan más eficaces, accesibles, 
honrados, rápidos, baratos y más cercanos a los valores de la población. También puede ocurrir 
que estos proveedores puedan suministrar inseguridad e injusticia y que presenten otros desafíos 
como la corrupción, la manipulación por parte de las élites locales y la discriminación contra grupos 
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desfavorecidos. Sin embargo, los desafíos en reiación con ios sistemas de seguridad y de justicia no 
estatales con frecuencia no son más graves que ia que presenta el propio sistema estatai. De hecho, 
en muchos casos no son más que un reflejo mutuo. 

Los actores internacionales pueden ayudar a crear las condiciones en las que coaliciones de partes 
interesadas (tanto actores estatales como no estatales) se puedan reunir para fortalecer la prestación 
del servicio a corto plazo, a la vez que desarrollan iniciativas para la RSS a largo plazo. Trabajar 
con los proveedores no estatales puede exponer a los actores internacionales a cierto riesgo, y el 
Gobierno socio podría pagar un elevado precio político por ello. Desarrollar una fase inicial, tal y 
como se ha explicado en la Sección 2, proporciona la oportunidad de poner a prueba los enfoques. 

1 .5 Demostrar datos fiables en situaciones post-conflicto 

Con frecuencia los conflictos provocan una ruptura de las instituciones. Los informes no se conservan 
adecuadamente o bien son manipulados o destruidos, y las decisiones se toman de manera informal 
sin recurrir a la notificación oficial. El resultado es que las situaciones post-conflicto a menudo se 
caracterizan por un nivel elevado de incertidumbre y por una falta de información fiable respecto a 
las condiciones en que se encuentra el sistema de seguridad. Por ejemplo, es frecuente desconocer 
el número, tamaño y estructura organizativa de los servicios del ejército, de policía y de inteligencia, 
de los agentes de seguridad privados y de los grupos ilegales armados. La composición (sexo, nivel 
educativo, etc.), situación laboral y el nivel de competencia del personal de la seguridad no suelen 
estar identificados, lo mismo que las condiciones de las infraestructuras, los recursos y del equipa- 
miento. Esto es lo que ocurrió en los Balcanes tras la separación de Yugoslavia. 

Un buen punto de partida para la reforma del sistema de seguridad en los postconflictos sería 
establecer datos críticos de línea de base ya que la reforma presupone que se tiene una noción clara 
de las condiciones en las que se encuentra el sistema de seguridad. Un programa eficaz será el que 
comience analizando si los datos disponibles sobre el sistema de seguridad son fiables y suficientes 
para elaborar un programa de reforma y, en el caso de que no sea así, poner en marcha actividades 
específicas para obtener esos datos. Estas actividades también proporcionan puntos de partida 
naturales y claramente indiscutibles que permiten iniciar un programa de reforma del sistema de 
seguridad. 

1 .6 Financiación de los programas de reforma del sistema de seguridad 

Hay que considerar la financiación de los programas de reforma del sistema de seguridad en las 
situaciones post-conflicto, en las que las posibilidades del Gobierno de obtener ingresos están 
enormemente limitadas, como parte de los esfuerzos que hay que realizar para conseguir la esta- 
bilización. Experiencias anteriores han demostrado que la necesidad de dar respuesta a todo un 
abanico de dificultades ha llevado al desarrollo de instituciones del sector de la seguridad que el 
presupuesto nacional no podía sostener. Es necesario tomar en consideración lo antes posible las 
implicaciones económicas de los programas de estabilización post-conflicto y de reforma del sis- 
tema de seguridad. Los recursos dedicados a la reforma del sistema de seguridad pueden ser limi- 
tados y hay que utilizarlos con la mayor eficacia y eficiencia posibles, subrayando la importancia de 
la coordinación entre la variedad de programas de reforma del sistema de seguridad en vez de 
desarrollar cada una de las instituciones por separado. También es importante implicar al Ministerio 
de Economía tan pronto como sea posible al plantearse las implicaciones que tienen en los recursos 
las decisiones respecto al desarrollo del sistema de seguridad, y sobre todo porque con frecuencia 
los fondos de los donantes se canalizan a través de estos Ministerios. En aquellos lugares en los que 
las necesidades de la fase inicial imponen un crecimiento del sector de seguridad que desborda las 
posibilidades económicas locales, es fundamental un apoyo económico por parte de la comunidad 
internacional si se pretende que las estructuras desarrolladas sean sostenidas una vez asumidas 
localmente. Sin ello, no podrían afrontar el gasto económico que supone el desarrollo del sector 
de la justicia y la seguridad a medio y largo plazo. Más aún, estas reformas se tienen que articular 
con iniciativas de reforma del servicio civil más amplias y adherirse a los mismo modelos de gestión 
económica que el resto del sector público (Véase Sección 8). 
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Como ya se ha comentado anteriormente, dado el recorte de los ingresos nacionales disponibles en 
muchos de los postconflictos, puede necesitarse financiación externa para la prestación de los prin- 
cipales servicios de justicia y seguridad, como ocurre en Sierra Leona y Afganistán. Sin embargo, hay 
que tomar grandes precauciones para garantizar que dicha asistencia termine siendo asimilada por 
los presupuestos del Gobierno y los ingresos fluyan de tal manera que se reduzca el riesgo de crear 
servicios fiscalmente insostenibles. Para facilitar esta transición, tiene que darse una transparencia 
absoluta en lo que se refiere al apoyo al sector de la seguridad fuera de presupuesto procedente de 
la comunidad internacional. 

2. Desarme, desmovilización y reintegración (DDR) 

Es un hecho sabido que a la reforma del sistema de seguridad le sigue un programa de desarme, 
desmovilización y reintegración (DDR), pero las decisiones respecto a los niveles adecuados de 
las fuerzas de seguridad y al número y tipo de excombatientes que se integren en ellas se tienen 
que tomar con anterioridad a la desmovilización. Esto significa que ambas cuestiones deberían ser 
consideradas juntas como parte de un programa general de desarrollo de la seguridad y la justicia. 
Entre los factores más importantes dirigidos a estrechar los vínculos se encuentran los siguientes: 

2.1 Orden 

Es absolutamente necesario considerar el resultado que tendrán los incentivos ofrecidos para la 
desmovilización sobre las competencias de las instituciones de seguridad para llevar a cabo la 
reforma. El tipo de medidas que necesita una comunidad para que desee aceptar el regreso de los 
excombatientes al seno de la sociedad y las que necesitan los excombatientes para abandonar las 
armas y desmovilizarse serán factores que repercutan sobre los procesos de reforma del sistema de 
seguridad. Se podría coordinar un diálogo sobre el DDR, manifestando la consideración debida con 
las preocupaciones de los individuos y de las comunidades en relación con la protección, la seguri- 
dad y el acceso a la justicia (véase Sección 7 sobre la reforma de la justicia). Aunque las prioridades 
de estabilización más urgentes puedan hacer especialmente difícil emprender toda una variedad de 
reformas de una vez, esto no quiere decir que los esfuerzos a largo plazo que supone emprender 
la reforma del sistema de seguridad, por ejemplo el trabajo que se haga en el ámbito de la reforma 
parlamentaria o de la del sistema judicial, sea menos importante para el desarrollo de la seguridad y 
la justicia. 

2.2 Reestructuración de las fuerzas de seguridad y reparto de papeles 

Un elemento crucial tanto para la reforma del sistema de seguridad como para el desarme, la desmo- 
vilización y la reinserción es la reestructuración de las fuerzas de seguridad en situaciones post- 
conflicto. La integración de algunos de esos antiguos combatientes en la policía o en las empresas 
privadas de seguridad puede ser tenida en cuenta a veces, aunque las características de las labores 
realizadas por un soldado y las de los cuerpos dedicados al mantenimiento del orden impliquen 
una formación, unas capacidades y perspectivas muy diferentes. Hay que desarrollar unos criterios 
claros para la admisión en el sistema de seguridad antes de anunciar el alcance de un programa de 
desarme, desmovilización y reintegración, y todos los aspirantes deben ser sometidos a una cuida- 
dosa investigación. Los papeles de policías y militares se harán más confusos durante el conflicto. 
Una parte importante de la conexión entre los programas de reforma del sistema de seguridad y los 
de desarme, desmovilización y reintegración es que deben distinguir con claridad estos papeles, 
codificar las diferencias en la legislación y concienciar sobre esta cuestión. La representación tanto 
en términos de género como de equilibrio regional es importante dentro de las fuerzas armadas. 

2.3 Evitar un vacio de seguridad 

Los programas tanto de reforma del sistema de seguridad como los de desarme, desmovilización y 
reintegración, deben ser ejecutados en estrecho alineamiento para evitar la creación de un vacío de 
seguridad. Es importante que los cuerpos estatales encargados de imponer el cumplimiento de la 
ley, así como los actores legítimos no estatales, puedan proporcionar seguridad a las comunidades 
locales cuando sean desmovilizados los ejércitos y grupos armados. Sin embargo esto no siempre 
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es posible y hay quienes tratan de aprovecharse de la confusión. Un vacío de seguridad producido 
por una mala gestión pondría en peligro el proceso de transición y llevaría a una vuelta al conflicto. 
La gestión del riesgo de un vacío de seguridad a menudo es muy relevante para los programas de 
desarme de la comunidad. La protección y la seguridad de la comunidad pueden ponerse en peligro 
cuando ésta es desarmada mientras que otras comunidades tradicionalmente rivales no. La expe- 
riencia en contextos como la zona urbana de Puerto Príncipe, en Haití, o en la zona rural del sur de 
Sudán, demuestran las consecuencias del desarme de comunidades aisladas y señala la importancia 
de desarrollar un enfoque totalmente coordinado para el desarme de la comunidad, alineado, siempre 
que sea posible, con los programas de desarrollo de la policía. 

2.4 Censos e identificación del personal dedicado a la seguridad 

En los contextos post-conflicto, la estructura organizativa del sistema de seguridad y de sus agencias 
suele estar desorganizada. Los registros de personal se encuentran incompletos o han sido destrui- 
dos. Con frecuencia se desconocen el número y las funciones del personal, el cual puede unirse y 
abandonar las agencias de seguridad de manera informal. El resultado de esta situación es que el 
Gobierno se muestra incapaz de ejercer un control institucional sobre los actores de la seguridad y se 
mantiene el uso arbitrario de la fuerza. Un programa de censo e identificación trata estos problemas 
ofreciendo datos de línea de base fiables sobre el personal dedicado a la seguridad y registrando, 
verificando y expidiendo tarjetas de identificación a todos los miembros de las agencias de seguri- 
dad. 

Un programa eficaz elaborado para realizar un censo e identificar a los agentes de seguridad per- 
mite (re)establecer la gobernabilidad democrática y aumentar la confianza de la población. Pro- 
porcionar estos datos de línea de base permite que la población sepa quién tiene autorización 
para utilizar la fuerza, y quién no, y quien es sujeto de sanción si trata de utilizarla. En Montene- 
gro, en el año 2002-2003 se realizó un censo de este tipo. Tras la separación de la antigua Yugos- 
lavia el peligro al que quedaba expuesto Montenegro condujo a un incremento del tamaño del 
servicio nacional de policía. Se hicieron muy pocos informes sobre la cualificación, los antece- 
dentes personales o la formación de los nuevos reclutas, hasta el punto de que el Ministerio del 
Interior no era capaz de conocer el número total de funcionarios de policía que había en el país. 
La realización de un censo del personal de la policía del país permitió elaborar una base de datos de 
los funcionarios y sus cualidades. Esto condujo a que el Ministerio tuviera un mayor control sobre 
sus recursos humanos y económicos, y constituyó el primer paso de un proceso de reforma más 
amplio. 

3. Control de armas pequeñas 

Los programas dirigidos al control de la proliferación de armas ligeras pueden jugar un importante 
papel en la construcción de la paz y en la reducción de la inseguridad y de la violencia armada, tanto 
en los países post-conflicto como en otros en desarrollo y sociedades en transición. La mayor parte 
de esos programas suponen trabajar con distintos actores en el sistema de seguridad y centrarse en 
el fortalecimiento de la gobernabilidad y de la capacidad. Sin embargo en pocas ocasiones se llevan 
a la práctica los vínculos con los programas de reforma de la seguridad. Los programas sobre armas 
pequeñas y ligeras (APAL) ofrecen importantes puntos de partida para trabajar en la reforma del 
sistema de seguridad (y viceversa). Entre los vínculos importantes se cuentan los siguientes: 

3.1 Orden 

El tiempo de los programas para reducir las armas en manos de la población civil tiene que estar 
estrechamente vinculado al progreso de las iniciativas dirigidas al desarme, desmovilización y reinte- 
gración y a la reforma del sistema de seguridad. La población no querrá entregar las armas mientras 
se sientan amenazados por los grupos armados y ante la ausencia de provisión de una seguridad 
eficaz. Con frecuencia es vital el progreso de la reforma de la policía para aumentar la idea que tiene 
la opinión pública de la seguridad como un precursor de los programas de recogida de armas. Con 
frecuencia estos programas son ejecutados de manera aislada. Ahora se dispone de experiencias 
importantes en el diseño y ejecución de programas de recogida de armas estrechamente vinculados 
con programas de desarrollo y con otros por el bien de la comunidad. Por ejemplo, a las comunidades 
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que toman parte en los programas de recogida 
de armas se les ha ofrecido la construcción 
de pozos de agua, de escuelas, herramienta 
agrícola y otras ayudas para el desarrollo. Esto 
contribuye a la construcción de la confianza 
a la movilización de la comunidad, y refuerza 
los vínculos con procesos más amplios de de- 
sarrollo y de construcción de la paz. 

3.2 Gestión de arsenales 

Un alto porcentaje de las armas que se encuen- 
tran en el mercado negro en muchos países 
fueron vendidas o robadas de los arsenales de 
la policía o del ejército. Llevar a cabo inventari- 
os de los arsenales de armas, garantizar la seg- 
uridad de los mismos y destruir los excedentes 
constituyen vínculos importantes entre la refor- 
ma del sistema de seguridad y el control de 
armas pequeñas. Estas medidas deben incluirse 
en los dos tipos de programa y pueden servir 
de punto de partida de unos y otros. 

4. Justicia de transición 

La justicia de transición es una 
cuestión básica en todas las sociedades que han recibido un legado de violaciones de 
los derechos humanos, crítica para aquellos países que están saliendo del conflicto. 
Los enfoques principales para la justicia de transición incluyen el proceso penal para los autores, 
la búsqueda de la verdad para determinar el grado y la naturaleza de los abusos, indemnizaciones 
para las víctimas, programas de reconciliación en las comunidades divididas y reformas instituciona- 
les para evitar la reaparición de los abusos. Por tanto, una de las preocupaciones principales de la 
justicia de transición es un enfoque de reforma del sistema de seguridad sensible a la justicia, que 
pretenda transformar el sistema de seguridad injusto en un sistema que respete y proteja los dere- 
chos humanos. Las medidas dirigidas a evitar la reaparición de los abusos se deben concentrar en 
los siguientes ámbitos de la reforma: 

4.1 Integridad 

La dimensión de la integridad hace referencia a los medios que se emplean y a los fines que se per- 
siguen en la provisión de la seguridad. Los esfuerzos dirigidos a evitar la reaparición de los abusos 
no se deben limitar a desarrollar las capacidades del sistema de seguridad, sino que deben estar 
enfocados sobre todo a construir su integridad. Las medidas orientadas a la creación de la integridad 
incluyen reformas estructurales que disuaden de los abusos (v.g. la investigación, construcción de 
responsabilidad institucionales, fortalecimiento de la independencia institucional, fomento de una 
representación adecuada) e incrementan la responsabilidad del sistema de seguridad (v.g. promoción 
del mantenimiento del orden basado en la comunidad). 

4.2 Legitimidad 

La dimensión de la legitimidad hace referencia al nivel de confianza que manifiesta la población en su 
sistema de seguridad. Un legado de graves abusos sooava la legitimidad del sistema. Las medidas 
de construcción de la integridad referidas más arriba, promueven la legitimidad en estos contextos, 
pero pueden ser insuficientes para superar la falta de confianza. Hay que realizar mayores esfuerzos 
entre los que se incluyan las medidas verbales o simbólicas como los memoriales, apologías, cambio 
de insignias, que reafirmen el compromiso para superar el legado de abusos y refrenden las normas 
y valores democráticos. También es importante para construir la legitimidad asegurar una represen- 



LIBERIA, Tubmanberg: Excombatiente del grupo rebelde Liberianos Unidos 
por la Reconciliación y la Democracia (LURD), entrega armas en un punto de 
desarme establecido por la Misión de Naciones Unidas en Liberia. 
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tación adecuada de los distintos elementos de la sociedad. Las instituciones relacionadas con la 
seguridad deben reflejar la sociedad a la que sirven. 

4.3 Empoderamiento 

La dimensión de la obtención de poder (empoderamiento) significa permitir a los ciudadanos tener 
en cuenta su papel como un componente fundamental del sistema de justicia, con derechos, respon- 
sabilidades y necesidades a las que las instituciones públicas tienen que servir. Las medidas para 
ayudar a las víctimas de la opresión del Estado y de la violencia a reconocer sus derechos como 
ciudadanos incluyen las campañas de información general, las encuestas realizadas a la población 
para detectar las necesidades que presentan en el ámbito de la seguridad y la justicia, la formación 
de las organizaciones de la sociedad civil para hacer el seguimiento del sistema de seguridad, y la 
formación de los medios de comunicación sobre las cuestiones relacionadas con la seguridad en la 
democracia. 


Lista de control: Preguntas útiles para trabajar en la reforma del sistema de seguridad en situaciones post- 
conflicto 

• ¿Los acuerdos de paz ofrecen las bases sobre las que dirigir o comprometer la reforma del sistema de 
seguridad? 

• ¿Se han desarrollado en conjunto los objetivos y resultados de los programas de desarme, desmoviliza- 
ción y reintegración y los de la reforma del sistema de seguridad? 

• ¿Se puede desarrollar un equipo integrado al principio de una operación de apoyo a la paz que facilite la 
transición desde la fase de estabilización hacia la fase de desarrollo? 

• Cuando se estableció la misión de apoyo a la paz, ¿qué tipo de datos de línea de base/análisis fueron 
recogidos sobre la situación de la justicia y la seguridad? 

• ¿Qué actividades pueden ser lanzadas en la fase inmediata al post-conflicto que sirvan como base para 
un futuro programa de reforma del sistema de seguridad? 

• ¿Se han tenido en cuenta puntos de partida para la reforma del sistema de seguridad que se puedan abordar 

desde programas en curso sobre violencia armada o justicia de transición? 


Cómo se conecta esta sección con el resto del Manual 

Esta sección ha señalado las cuestiones que hay que tener en cuenta al trabajar en la reforma del sistema de 
seguridad en situaciones post-conflictos, cómo se tienen que vincular los programas de reforma del sistema de 
seguridad con los dirigidos al desarme, desmovilización y reintegración, a la violencia armada y a la justicia de 
transición. Esto debe ser tenido en cuenta a la hora de impulsar el apoyo político a la reforma del sistema de 
seguridad (Sección 2) o durante el diseño del programa de reforma del sistema de seguridad (Sección 4). 


Notas del lector: 
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Caso 6.1 

Desarme, desmovilización y reintegración, reforma del sistema de 
seguridad y control de armas pequeñas en Liberia 

Contexto 

En el año 2003, una vez terminada la guerra en Liberia, se inició un proceso general de desarme, 
desmovilización y reintegración de excombatientes. Este proceso fue seguido por una reforma 
limitada del sistema de seguridad en el año 2004 y de un control de armas pequeñas y ligeras (APAL) 
en 2005. 

Punto de partida 

El proceso de desarme, desmovilización y reintegración, el control de armas pequeñas y la reforma 
del sistema de seguridad estarán relacionados si se establecen categorías diferentes en los con- 
textos post-conflicto. En Liberia el proceso de desarme, desmovilización y reintegración propor- 
cionó una plataforma para la intervención en el entorno inmediato al post-conflicto y el control de 
armas pequeñas y la reforma del sistema de seguridad se integraron en una etapa posterior. Las 
evaluaciones de la linea de base y los estudios realizados para configurar el proceso de desarme, 
desmovilización y reintegración (incluyendo una revisión para determinar los niveles apropiados de 
los servicios de seguridad para hacer frente a las necesidades nacionales y la disponibilidad de 
armas pequeñas) se manifestaron como un medio fundamental para los programas sobre armas 
pequeñas y reforma del sistema de seguridad que se emprendieron después. 

Lecciones aprendidas 

Los procesos de desarme, desmovilización y reintegración (DDR), la reforma del sistema de seguri- 
dad (RSS) y el control de armas pequeñas y ligeras (APAL) se tienen que integrar — La integración de 
estos tres tipos de programa antes y durante los procesos de recuperación post-conflicto aumenta 
la sostenibilidad de la construcción de la paz. 

Un mal funcionamiento de uno de tos componentes det proceso de desarme, desmovilización y 
reintegración puede socavar la reforma del sistema de seguridad y el control de armas pequeñas y 
ligeras — Las expectativas poco realistas de las iniciativas relacionadas con el desarme produjeron 
disturbios en Monrovia después de que los excombatientes recibieran mensajes confusos sobre el 
pago en metálico de la entrega de armas. Más aún, unos primeros criterios débiles y una escasez de 
personal cualificado para velar por el proceso contribuyeron a la admisión de demasiados excomba- 
tientes, lo que produjo un déficit económico. 

Los enfoques regionales a los procesos de desarme, desmovilización y reintegración, la reforma 
det sistema de seguridad y el control de armas pequeñas y ligeras son esenciales para aumentar et 
funcionamiento del programa — Durante la fase de desarme sólo fueron recogidas 27.000 armas. 
Esto se puede atribuir en parte a los programas de recogida de armas desarrollados en Costa de 
Marfil. Al darse cuenta que la retribución por las armas era más alta en ese pais, se inició el tráfico 
de armas desde Liberia. Los enfoques regionales aumentarán la eficacia del desarme evitando falsas 
economías y falsas expectativas. 

Repercusión 

Es demasiado pronto para evaluar en conjunto las impactos del proceso de desarme, desmoviliza- 
ción y reintegración y las actividades relacionadas con la reforma del sistema de seguridad llevadas a 
cabo en Liberia. Sin embargo, el proceso de desarme, desmovilización y reintegración, contribuyó a 
la reducción de la violencia e incrementó la estabilidad de cara a las elecciones de 2006 y a la poste- 
rior reforma del sistema de seguridad. A principios del año 2006 se inició el reclutamiento y formación 
de las nuevas fuerzas armadas con la pretensión de crear un fuerte ejército con 2.000 miembros. 
Entre los retos que se plantearán en el futuro se cuentan el garantizar el control parlamentario y civil 
sobre el conjunto de las fuerzas de seguridad; el desarrollo de una política de seguridad nacional 
exhaustiva e inclusiva; y el asegurar un apoyo estable por parte de los donantes. 
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Caso 6.2 

Investigación de jueces, poiicía y fiscales en Bosnia Herzegovina 

Contexto 

Una medida que se ha de aplioar en la reforma del sistema de seguridad y es ampliamente recono- 
cida como básica consiste en investigar para garantizar unos niveles mínimos de integridad en el 
servicio público. Entre los años 1999 y 2002, la Misión de Naciones Unidas en Bosnia-Herzegovina 
investigó a todo el personal dedicado a la imposición del cumplimiento de la ley en el país. De un 
total de 23.786 personas registradas, 16.803 recibieron una autorización provisional para ejercer los 
poderes policiales (quienes no recibieron la autorización constituían el personal administrativo de 
apoyo que trabaja en los ministerios de interior locales); de éstos, 15.786 recibieron el certificado 
como funcionarios de policía. Tres Altos Consejos Judiciales y Fiscales, (HJPC) constituidos por 
profesionales nacionales e internacionales, reestructuraron el sistema de tribunales y confirmaron en 
su puesto a todos los jueces y fiscales en activo entre los años 2002 y 2004. Casi 1 .000 puestos se 
declararon vacantes y se inició el proceso para que fueran ocupados. 

Punto de partida 

El Acuerdo Dayton estipulaba que los funcionarios de policía y los empleados civiles responsables 
de graves violaciones de los derechos de las minorías tendrían que enfrentarse a “enjuiciamiento, 
dimisión o traslado”. La presencia de la Misión de Naciones Unidas facilitó el proceso de investi- 
gación. 

Lecciones aprendidas 

¿Revisión o renombramiento? — La Misión de Naciones Unidas aplicó un modelo de revisión para 
investigar a la policía: los funcionarios de policía en activo fueron sometidos a una criba para deter- 
minar su aptitud para continuar en el servicio. Los defectos que presentó este proceso se debieron 
a no haber garantizado unos criterios básicos para realizar el proceso debidamente. Por otro lado, 
los Altos Consejos Judiciales y Fiscales, aplicaron un modelo de renombramiento para investigar 
a los jueces y fiscales; todos los puestos se declararon vacantes y los jueces y fiscales en activo 
también tuvieron que presentarse al proceso de selección. Los aspirantes a este proceso de 
renombramiento no tenían derecho a una audiencia ni a una apelación judicial si no se les seleccio- 
naba y el peso de la prueba caía sobre ellos. Este sistema simplificó el proceso de investigación 
de forma significativa, y proporcionó mayores posibilidades para acometer medidas más amplias 
dirigidas a la reforma del sistema de seguridad. Sin embargo, un proceso de renombramiento supone 
un riesgo de interferencia arbitraria en sectores que de otra forma funcionarían con independencia. 
Por tanto, sólo debe realizarse cuando la institución es disfuncional; tiene que ser ejecutado por un 
cuerpo independiente que emprenda procesos limpios; y se tiene que resolver lo antes posible para 
evitar periodos prolongados de inoertidumbre legal. 

Vincular la investigación con otras reformas — Tanto los procesos emprendidos por la Misión de 
Naciones Unidas en Bosnia-Herzegovina, como por los Altos Consejos Judioiales y Fiscales, perse- 
guían objetivos más amplios de reforma del sistema de seguridad. En concreto, ambos consiguieron 
una reducción del tamaño de la plantilla e incrementaron la representación de las minorías. Normal- 
mente, la investigación tendrá que estar acompañada por otras medidas orientadas a la reforma del 
sistema de seguridad para garantizar un proceso de reforma eficaz. 

El papel de las organizaciones internacionales — Los procesos de investigación bajo dirección 
nacional descartan el resentimiento contra la imposición externa y garantizan la aplicación de los 
conocimientos locales. No obstante, los procesos de investigación a veces son rebatidos por afectar 
al acceso al poder y en esos casos se necesita una considerable implicación por parte de la comu- 
nidad internacional. Cuando se establece un proceso internacionalizado, cualquier esfuerzo que se 
haga tiene que implicar a todos los actores nacionales posibles para garantizar un cambio sin fisura a 
los procedimientos habituales en el país. En este sentido, el proceso llevado a cabo por la Misión de 
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Naciones Unidas en Bosnia-Herzegovina manifestó defectos significativos. Por otro lado, el proceso 
de los Altos Consejos Judiciales y Fiscales estaba integrado dentro del sistema legal nacional y 
garantizó una transferencia sin obstáculos hacia los mecanismos de continuación nacionales. 



BOSNIA-HERZEGOVINA: Soldado serbio-bosnio acusado de crímenes de guerra, fíanqueado por carteles de Radovan Karadiz y Biljana Plavaic, 
también acusados de crímenes de guerra. 


Impacto 

El proceso de revisión de la policía llevado a cabo por la Misión de Naciones Unidas en Bosnia- 
Herzegovina (UNMIBH) produjo la supresión de personal que no cumplía los criterios establecidos, la 
reducción de la plantilla, y una mejora en la composición étnica y de igualdad de género de la policía. 
El proceso de re-nombramiento de los Altos Consejos Judiciales y Fiscales se saldó con el cierre 
de varios tribunales, cerca del 30% de los aspirantes no fue nombrado de nuevo, y se restauró en 
gran medida el equilibrio étnico anterior a la guerra. Al final de proceso de re-nombramiento los Altos 
Consejos Judiciales y Fiscales volvieron a los nombramientos permanentes y al cuerpo disciplinario. 


Notas del lector; 
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A continuación presentamos fuentes recomendadas en las que se puede encontrar información 
sobre la RSS en contextos post-conflicto, obras que han permitido la elaboración de esta sección: 

1 . Giustozzi, Antonio (2004), " ‘Good’ State vs. ‘Bad’ Warlords? A Critique of State-Building Strategies in Afghanistan”, 
Working Paper N° 51 , Crisis States Research Centre, LSE, 
http://www.cnsisstates.com/download/wp/wp51 .pdf 

Defiende la idea de que en lugar de centrarse en el papel de ios señores de la guerra en la formación del nuevo Estado, la 
comunidad internacional se tiene que preocupar de los escasos logros de la reforma llevada a cabo en los ministerios de 
Kabul, especialmente en el Ministerio del Interior y anti-corrupción. 

2. Oficina del Alto Comisionado de Derechos Humanos de las Naciones Unidas (2006), Rule-of-Law Tools for Posf- 
Conflict States - Vetting: An Operacional Guideline, 

http://www.ohchr.org/english/about/publications/docs/ruleoflaw-Vetting_en.pdf 

Además de aportar una serie de directrices, el documento define la investigación y el análisis de las condiciones políticas 
de la reforma en las situaciones generadas al terminar un conflicto. 

3. Oficina del Alto Comisionado de Derechos Humanos de las Naciones Unidas (2006), Rule-of~Law Tools for Post~ 
Conflict States - Truth Commisions, 

http://www.ohchr.org/english/about/publications/docs/ruleoflaw-TruthCommissions_en.pdf 

Aporta orientaciones sobre todas las etapas de una comisión de búsqueda de la verdad, desde su establecimiento hasta 
su finalización, además de plantear las interrelaciones con otras instituciones y el papel que representan otros actores. 

4. Sedra, Mark (2004), "Security Sector Transformation in Afghanistan”, Geneva Centre for the Democratic Control of 
Armed Forces, Working Paper N° 143, 

www.dcaf.ch/_docs/WP1 43.pdf 

Defiende la opinión de que el programa convencional de reforma del sistema de seguridad empleado en Afganistán es 
insuficiente dada la complejidad del post-conflicto y el entorno no occidental y ofrece recomendaciones para llevar el 
proceso al camino correcto. 

5. Instraw de las Naciones Unidas (2005), “Securing Equality, engendering Peace: A Guide to Policy and Planning on 
Peace, Women and Security”, 

http://www.peacewomen. 0 rg/resources/l 325/1 325ActionPlans.pdf#search=%22security%20equality%2C%20engenderin 
g%20peace%22 

Guía de planes de acción en torno a cuestiones relacionadas con las mujeres, la paz y la seguridad. 

6. DAC Guidelines on Helping Prevent Violent Conflict, 
www.oecd.org/dac/conflict/preventionguidelines 

Esta publicación estudia formas mediante las cuales los gobiernos donantes pueden ayudar a evitar los conflictos y 
promover la paz. Considera en primer lugar conflictos colectivos entre grupos dentro de una misma nación o afectando a 
varias. También plantea la violencia que ejerce el Estado contra grupos e individuos. 

7. Centro Internacional para la Justicia de Transición, Seeking Truth in the DRC, 
http://www.ictj. 0 rg/images/c 0 ntent/l/l /1 1 5.pdf 

Plantea las numerosas dificultades a las que se enfrenta la búsqueda de la verdad en el DRC y examina cuatro foros 
posibles para su enjuiciamiento: tribunales nacionales, el ICC, un tribunal internacional y un tribunal híbrido. 

8. Grossmann, Georg S. y Hildegard Lingnau (2003), Adressing the Past - Fostering Reconciliation: How TC Can Help 
Societies Come to Terms with Past Burdened by Violent Conflict, GTZ, 
http://www2.gtz.de/dokumente/bib/03-5330.pdf 

Se subraya la necesidad de mejorar las condiciones del marco, dado que la apropiación de los procesos para afrontar el 
pasado e Impulsar la reconciliación descansa actualmente en los actores implicados. 

9. Rees, Edward (2006), Security Sector Reform (SSR) and Peace Operations: “Improvisation and Confusión” from the 
Fieid, Departamento de Operaciones de Construcción de la paz de las Naciones Unidas, 
http://www.peaceoperations.org/common/os/SSR%20UNDPKO%20Rees_2006%20(2).pdf 

Estudia ía reforma del sistema de seguridad desde la perspectiva de varias operaciones de paz tanto de las Naciones 
Unidas como de otras instituciones, exponiendo cuáles son las buenas prácticas y las malas, estableciendo las 
tendencias útiles e Identificando lagunas Importantes. 


Notas a/ pie: 

’ Collier and Hotfler (2004), The Challenge of Reducing the Global Incidence of Civil War the Copenhagen Consensus Papers. 
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SECCIÓN 7: EJECUCIÓN DE LA REFORMA DEL SISTEMA DE SEGURI- 
DAD POR SECTORES 

SECCIÓN 7.1 CONTROL DEMOCRÁTICO Y RESPONSABILIDAD 


Lecciones aprendidas clave 

• Desarrollar la responsabilidad democrática en múltiples niveles de supervisión. 

• Garantizar la independencia de las instituciones de control. 

• Fortalecer los mecanismos de supervisión interna en el seno de las instituciones de seguridad y justicia. 

• Desarrollar la capacidad de los parlamentos para dirigir el control. 

• Fortalecer el papel que tienen la sociedad civil y los organismos de control independientes en la super- 
visión democrática de los responsables que proveen la seguridad y la justicia. 


1. Importancia de la responsabilidad y de la supervisión para la refor- 
ma 

del sistema de seguridad 

La responsabilidad democrática de los sectores de la justicia y de la seguridad se basa en los prin- 
cipios de transparencia, responsabilidad, participación e interés por los ciudadanos. Los representan- 
tes de las instituciones relacionadas con la seguridad y la justicia tienen que ser responsables de 
sus acciones y se les deben pedir cuentas por sus malas prácticas. Hay que diseñar mecanismos de 
control que faciliten revisiones y balances para evitar abusos de poder y garantizar que las institu- 
ciones funcionan con eficacia y eficiencia respetando siempre el Estado de derecho. 

Existen al menos seis pilares interdependientes para realizar la supervisión y el control: 

1. Control interno. 

2. Control ejecutivo. 

3. Supervisión parlamentaria. 

4. Revisión judicial. 

5. Supervisión de la sociedad civil. 

1 .1 Alcance y niveles de supervisión 

La supervisión puede adoptar diversas formas. Por ejemplo, puede ser “proactiva” (se suele com- 
parar con la patrulla de la policía), o bien reactiva (que funciona como una alarma de incendios)'. 
La supervisión se puede ejercer en un nivel centralizado (normalmente deseable cuando se trata de 
la defensa nacional), o en un nivel descentralizado (especialmente en los Estados federales). Los 
mecanismos de supervisión local son especialmente importantes respecto a instituciones como la 
policía, ya que su transparencia es mayor ante las comunidades a las que sirven. El control com- 
prende, por su propia definición: supervisión, inspección, responsabilidad y control. 

La buena gobernabilidad de los sectores de la seguridad y de la justicia consta de tres componentes 
básicos: 


• Un conjunto de instituciones capaces y responsables sujeto a una supervisión de varios 
niveles. 

• Una serie de principios y normas de gobierno. 

• Un marco legal global y eficaz. 

Tal y como aparece en la Tabla 7.1 .1 ., a continuación, cada “capa” de supervisión es ejercida por un 
abanico de actores. 
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Tabla 7.1.1 


Un sistema de gobernabilidad del sector de la seguridad de varias capas 


Nivel 

Actores más importantes 

Principales mecanismos de supervisión I 

Interno 

Fuerzas de seguridad; 
Fuentes de provisión de 
justicia. 

Supervisión; sistema interno de revisión; seguimiento 
“proactivo”, mecanismos de reclamación internos; 
código(s) de conducta; sistema disciplinario; revisión del 
funcionamiento y control de las asignaciones; recursos 
humanos; sistema de selección, retención y promoción; 
libertad de información. 

Ejecutivo 

Jefe del Estado; Ministros; 
Cuerpos del Consejo 
Nacional de Seguridad de 
Coordinación 

Autoridad máxima; elaboración de las políticas básicas 
de seguridad, prioridades y procedimientos; selección y 
conservación del personal con experiencia; poder para 
investigar las denuncias sobre abusos y errores. 

Legislativo 

Parlamento; cuerpos de 
control parlamentario 

Vistas; aprobación del presupuesto; investigación; apli- 
cación de las leyes; visita e inspección de dependencias; 
poder de notificación. 

Judicial 

► 

Audiencias y tribunales 
civiles y penales; audiencias 
y tribunales militares 

Adjudicación de los casos presentados contra los 
servicios de seguridad o contra empleados concretos; 
protección de los derechos humanos; defensa del Estado 
de derecho; seguimiento de los poderes especiales de 
los servicios de seguridad; análisis de la constitucionali- 
dad; aportar remedios eficaces; revisión de las políticas 
de quienes prestan los servicios de seguridad y justicia 
en caso de juicio. 

Cuerpos 

independientes 

Defensor dei pueblo, 
instituciones nacionales de 
defensa de los derechos 
humanos; oficina de 
auditorías; inspectores 
generales; comisiones de 
reclamaciones públicas. 

Recepción de las reclamaciones de la población; des- 
pertar el interés por los derechos humanos en la opinión 
pública y en el seno de las instituciones relacionadas con 
la justicia y la seguridad; investigación de las reclama- 
ciones por errores y abusos; garantizar el buen uso de los 
fondos públicos; garantizar la conformidad con la política 
y el Estado de derecho. 

Sociedad civil 

i 

Comité asesor, ONGs y 
medios de comunicación 

Aportar la experiencia y analizar las políticas relaciona- 
das con la seguridad y con la justicia; crear grupos de 
presión; aportar opiniones alternativas a las de la 
población en general y las de sus representantes; 
investigar informes; seguimiento. 


2. Importantes conexiones para una reforma más amplia del sistema 
de 

seguridad 

Es comprensible que la exigencia de proporcionar seguridad a corto plazo conduzca a algunos pro- 
gramas de reforma del sistema de seguridad a centrarse de forma inmediata en la capacidad ope- 
rativa de las instituciones de seguridad. Pero la experiencia muestra que para que la reforma sea 
sostenible es necesario dar respuesta al mismo tiempo a cuestiones relacionadas con la gobernabi- 
lidad y la responsabilidad. La construcción del Estado no se puede producir si la reforma del sistema 
de seguridad no incluye el fortalecimiento de la capacidad de control de la sociedad civil, del parla- 
mento y de los poderes judicial y ejecutivo. 
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Hay que tener en cuenta la conexión fundamental que existe entre ia reforma del sistema de seguri- 
dad y el Estado de derecho y las iniciativas emprendidas en el sector de la justicia. Las instituciones 
dedicadas a la justicia criminal representan un papel doble: 

• Ellas mismas tienen que ser responsables y estar sujetas a un control efectivo. 

• Al mismo tiempo, el poder judicial {como tercera rama del gobierno que es) es una 
institución de control básica por derecho propio y tiene que conservar su independencia 
respecto al poder ejecutivo. 

La responsabilidad en relación con las acciones militares defiende el papel representado por los 
tribunales militares. Es esencial garantizar que los civiles no sean llevados de forma ilegal ante estos 
tribunales. Aunque encontramos una experiencia creciente respecto al fortalecimiento de los siste- 
mas de justicia (véase las secciones 7.5 sobre mantenimiento del orden, 7.6 sobre la reforma legal 
y judicial y 7.7 sobre el sistema penitenciario), la justicia militar es un ámbito menos estudiado por 
parte de los donantes. Un caso que sirve de ejemplo de intento de fortalecimiento de los sistemas de 
justicia militar es la Iniciativa Abierta de la Justicia de la Sociedad. Este programa, dirigido a jueces 
y fiscales así como a miembros y organizaciones de la sociedad civil, ha desarrollado un curso de 
formación sobre justicia militar que pretende despertar el interés sobre la defensa de los derechos 


Cuadro 7.1 .1 Estado de derecho, responsabilidad y administración de la justicia 

El Estado de derecho es un concepto esencial para comprender la responsabilidad y el papel que juegan 
los tribunales. Naciones Unidas lo ha definido como “el principio de la gobernabilidad por el cual toda 
persona, institución y entidad, pública o privada, incluyendo al propio Estado, es responsable ante las 
leyes promulgadas públicamente, aplicadas por igual y adjudicadas de forma independiente y que son 
coherentes con las normas y criterios de los derechos humanos reconocidos internacionalmente. Exige, 
además, medidas que garanticen la adhesión a los principios de la supremacía de la ley, igualdad ante la ley, 
responsabilidad ante la ley, imparcialidad en la aplicación de la ley, separación de los poderes, participación 
en la toma de decisiones, certeza legal, evitar la arbitrariedad y transparencia procesal y legal” {Informe de 
la Secretaría General de las Naciones Unidas sobre el Estado de derecho en las sociedades en conflicto y 
en post-conflicto, 2004) 

Las instituciones oficiales dedicadas a la administración de la justicia (fiscalía, tribunales, abogados) 
representan un papel central al garantizar el respeto al Estado de derecho y a los derechos humanos por parte 
de las entidades del Estado, así como por parte de las no estatales, incluyendo las agencias de seguridad. 


3. Cómo dirigir una evaluación de la responsabilidad de la reforma del 
sistema de seguridad 

A continuación ofrecemos una lista de preguntas pertinentes que se deben plantear al dirigir el 
análisis de la responsabilidad democrática del sistema de seguridad y justicia. Las preguntas se 
han agrupado de acuerdo con cada uno de los niveles de control. Cuanto más fuerte sea el control 
democrático de un sistema, será más probable que las respuestas a estas preguntas sean afirmativas. 
Las bases de este análisis se pueden establecer a través del examen del marco legal así como 
mediante debates entablados entre las partes interesadas. 
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Fuentes que prestan 
los servicios de 
seguridad y justicia 


El ejecutivo 


Poder legislativo 


Poder judicial 


¿Están definidos con claridad los mandatos de todos los responsables de prestar los 
servicios de seguridad y justicia y están limitados por unos estatutos? 

¿Hay mecanismos de control y aplicación para tratar las malas prácticas de quienes 
prestan los servicios de seguridad y justicia y los casos en los que se excedan en sus 
competencias {ultra vires)'? 

¿Son poderes coercitivos utilizados teniendo como base los principios de proporcionali- 
dad, del Estado de derecho y de los derechos humanos? 

¿Existen políticas relativas a las acciones y las órdenes ilegales o discriminatorias dentro 
de los servicios de seguridad y justicia? 

¿El personal de las fuentes que prestan los servicios de seguridad y justicia ha recibido 
la formación adecuada sobre un código de conducta y el respeto a los derechos 
humanos y al derecho internacional? 

¿Cómo se garantiza la neutralidad política de quienes proporcionan los servicios de 
seguridad y justicia? 

¿Existen controles económicos internos, procedimientos disciplinarios y revisiones del 
funcionamiento? 

¿Existe igualdad de oportunidades en las políticas de selección, retención y promoción 
dentro del sistema de justicia y seguridad? 

¿Qué salvaguardas existen contra el abuso ministerial? 

¿Cómo se logra el equilibrio entre las necesidades de responsabilidad ministerial y las de 
autonomía profesional de quienes prestan los servicios de seguridad y justicia? 

¿Existe un sistema de planificación, elaboración de presupuestos y responsabilidad en el 
que se conceda un papel importante al ministro de economía y a la oficina de auditoría? 
¿El poder ejecutivo tiene derecho a conocer y aprobar todas las cuestiones delicadas 
desde el punto de vista político? 

¿El ejecutivo elegido representa algún papel en la elaboración de políticas, prioridades y 
procedimientos básicos sobre justicia y seguridad? 

¿Se trata de poderes ejecutivos de censura y coercitivos (vigilancia y detención por 
ejemplo) definidos dentro de un sistema de control y revisión? 


¿Se trata de un parlamento fuerte, atendiendo a ios poderes legales, los recursos, el 
personal y la competencia en las cuestiones relacionadas con la reforma del sistema 
legal? 

¿Existen comités (o cuerpos) de control parlamentario que hayan recibido el mandato 
de supervisar a todos los responsables de la prestación de los servicios de justicia y 
seguridad? 

Las comisiones parlamentarias ¿tienen poderes de supervisión establecidos en los 
estatutos, o promulgan leyes que definan los papeles que representan quienes prestan 
los servicios de seguridad y justicia, inician investigaciones y organizan juicios? 

¿Todos los miembros del parlamento tienen acceso a la información confidencial? 


¿Está garantizada la independencia respecto al poder ejecutivo, así como respecto al 
sistema de seguridad? 

En el caso de que los responsables de la prestación del servicio de seguridad y justicia 
violen el estado de derecho, ¿existe algún medio efectivo de pedirles cuentas por sus 
acciones a través del sistema de justicia? 

La población en general y los empleados del sistema de justicia en particular, ¿disponen 
de un acceso sencillo y efectivo a la justicia? 

¿Existe un sistema independiente, eficaz e íntegro de justicia militar? ¿Cómo se rela- 
ciona con los civiles? 

»> continúa 
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Cuerpos 

independientes 


Sociedad civil 


Notas del lector: 


• ¿Existe una comisión nacional sobre derechos humanos? ¿Algún mediador, inspector 
general, auditor general (o equivalente)? 

• Los cuerpos de control independientes, ¿funcionan sobre la base de unos estatutos e 
informan directamente al parlamento y al ministerio pertinente? 

• ¿Cuentan con poderes quasi-judiciales? ¿Pueden emprender investigaciones y realizar 
visitas a sedes por su propia iniciativa? ¿Pueden entablar procesos en los tribunales? 

• Las recomendaciones y conclusiones de los cuerpos de control independientes, ¿son 
vinculantes? 

• Los cuerpos de control independientes, ¿tienen acceso a información clasificada que les 
permita ejercer su función? 

• ¿Existen mecanismos de control regional o internacional eficaces, (v.g. tribunales de 
derechos humanos regionales, enviados especiales de las Naciones Unidas)? ¿Se res- 
petan las decisiones judiciales? Los informes regionales o internacionales, ¿tienen 
alguna influencia? 

• ¿Existe alguna ley sobre libertad de información? 

• ¿Están garantizadas las libertades de expresión, asociación y reunión? 

• ¿La sociedad civil participa {y se le permite) de forma activa en consultas legislativas y 
aporta competencia a los parlamentarios? ¿Goza de la capacidad para ello? 

• ¿Existen organizaciones de defensa de los derechos humanos eficaces y respetadas que 
hagan un seguimiento y documenten el comportamiento de los agentes, tanto estatales 
como no estatales, y su conformidad con los derechos humanos y las leyes humanitarias? 

• ¿Existe un umbral (legal) bajo para crear ONGs? ¿Intenta el poder ejecutivo cerrar y 
debilitar las ONGs? 

• ¿Difunden los medios de comunicación una información exacta y de calidad sobre el 
funcionamiento de los responsables de la prestación de los servicios de seguridad y 
justicia? 

• ¿Se producen casos de libelos o de cualquier otra acción judicial utilizada por miembros 
del poder ejecutivo contra los medios de comunicación para clausurar estas empresas? 

• ¿Pueden las organizaciones de la sociedad civil hacer un seguimiento de los sectores de 
la justicia y la seguridad para evitar violaciones de los derechos humanos y casos de 
corrupción sin sufrir intimidaciones ni interferencias indebidas? 
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REPÚBLICA DEMOCRÁTICA DEL CONGO, Kinshasa: Sesión de la Asamblea congoleña. 


4. Posibles puntos de partida para la reforma del sistema de seguri- 
dad 

Al diseñar los programas para tratar la supervisión democrática de los sectores de la seguridad y la 
justicia, es importante tener en cuenta los posibles puntos de partida para la reforma del sistema de 
seguridad. 

4.1 Cambios políticos significativos 

Las transiciones democráticas son los principales escaparates de oportunidades para iniciar una 
reforma del sistema de seguridad. Los nuevos miembros del poder ejecutivo y del parlamento, dis- 
puestos a las reformas, desearán realizar cambios y aumentar la supervisión democrática y el control 
público. 

4.2 Nueva legislación 

Una legislación nueva ofrece una oportunidad de acrecentar la supervisión y la responsabilidad. Por 
ejemplo, con ayuda de la Misión en Bosnia-Herzegovina de la OSCE, el Gobierno y el parlamento 
de este país incorporaron una nueva ley sobre control de la inteligencia (http://www.osa-oba.gov. 
ba/ustavnosteng.htm) que coloca a los servicios de inteligencia bajo control civil, basándose en los 
compromisos con la democracia, los derechos humanos y el derecho internacional. 

4.3 Programas de gobernabilidad 

La reforma del sistema de seguridad se debe considerar parte integrante de los esfuerzos en curso 
en contexto post-conflicto y en la construcción del Estado. En Kosovo, por ejemplo, la misión llevada 
a cabo por las Naciones Unidas acometió iniciativas que no se dirigían únicamente a restaurar la ley y 
el orden, sino también a fortalecer la capacidad del ejecutivo de Kosovo (las oficinas del primer minis- 
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tro y del ministro del interior) para que ejerciera el control sobre las fuerzas de seguridad del país. 

4.4 Ayuda exterior relacionada con la seguridad y programas de construcción de la paz post- 
conflicto 

La ayuda exterior relacionada con la seguridad y ios programas relacionados con los conflictos se 
pueden utilizar para lanzar la reforma del sistema de seguridad en los Estados post-conflicto y en 
los Estados frágiles. Muchos Estados donantes se implican en proporcionar, por ejemplo, formación 
a la policía y al ejército, en financiar al ejército, en programas contra el terrorismo, en procesos 
de desmilitarización, desmovilización y reintegración, en actividades relacionadas con el control de 
armas pequeñas y en programas de desminado. Esta ayuda y estos programas en curso pueden servir 
como punto de partida ya que están vinculados con un paquete de medidas (como se ha comentado 
con anterioridad) que incrementan el control sobre el sistema de seguridad en el país receptor. No 
obstante, la reforma del sistema de seguridad tendrá un éxito claro sólo si se consigue que este 
tipo de programas sean aprobados por un gobierno y un parlamento civiles, además de apoyarles 
impartiendo formación a personal civil sobre el control de las instituciones. 

4.5 Programas de género 

Los programas de la sociedad civil que trabajan para tratar las cuestiones de género tales como 
el tráfico de personas, la igualdad entre mujeres y hombres, y la violencia basada en el género se 
pueden utilizar como puntos de partida para un mejor control de las actividades y las prácticas 
de la reforma del sistema de seguridad. Por ejemplo, los programas que realizan un seguimiento 
de la violencia contra las mujeres pueden ser impulsados con la idea de crear grupos de presión 
que exijan reformas y crear un estado de opinión sobre los problemas y circunscripciones para el 
cambio. Conseguir que las mujeres tengan mayor capacidad e impulsar la presencia de asociaciones 
de ayuda legal pueden presionar, y ayudar a elaborar proyectos, para que la legislación mejore el 


Cuadro 7.1 .2 Seguimiento de las reformas de la seguridad de las mujeres 

En Malasia, organizaciones de la sociedad civil como la Organización de Ayuda a las Mujeres (Women’s AID 
Organisation) han realizado un seguimiento del Decreto sobre Violencia Doméstica de Malasia, así como de 
la prestación de los servicios que se ofrecen a las víctimas. Las conclusiones se utilizaron para defender me- 
joras en el fondo y en la ejecución de la legislación (UNIFEM: http://www.unifem-eseasia.org/projects(evaw/ 
vawfund.htm). En Camboya, organizaciones de mujeres y movimientos de defensa de los derechos humanos 
como LICADHO colaboran con las agencias de control del gobierno para investigar denuncias de viola- 
ciones de las leyes y para realizar el seguimiento de la conformidad con la Ley de Prevención de la Violencia 
Doméstica y de Protección a las Víctimas, recientemente adoptada en Camboya. Esta ley concede a la 
policía mayores poderes para intervenir en casos de violencia doméstica y refuerza los recursos legales de 
que disponen las víctimas. Además de este seguimiento, las organizaciones de la sociedad civil ofrecen a las 
víctimas ayuda legal y viviendas seguras, (httpj^/licadho.org/programs/womanoffice.php). 


4.6 Relaciones con los derechos humanos internacionales y el derecho humanitario 

El control se puede vincular con el seguimiento de la conformidad con las convenciones interna- 
cionales como la Declaración Universal de los Derechos Humanos, el Pacto Internacional sobre 
Derechos Civiles y Políticos, la Declaración sobre la Protección de todas las personas de ser someti- 
das a tortura y otros tratos o castigos crueles, inhumanos o degradantes. Este seguimiento es 
realizado por muchas organizaciones internacionales de defensa de los derechos humanos. Vincular 
estos seguimientos internacionales con los movimientos nacionales que se dedican a la misma labor 
y con las agencias gubernamentales que también los defienden ayudará a constituir la capacidad 
nacional de control. 
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5. Cuestiones importantes para el diseño del programa 

La integración de una serie de principios dentro dei diseño de ios programas de ayuda, es una 
cuestión de especiai reievancia en ei área de ia responsabiiidad y ia supervisión democrática. 

5.1 Principio de revisión y balance 

Una característica importante de la responsabilidad y del control es la revisión y el balance eficaz; 
preservan de las malas prácticas ministeriales y de la corrupción y permiten garantizar que los servi- 
cios de seguridad y justicia se presten de acuerdo con las necesidades de la población y respetando 
sus derechos. Por lo tanto, es importante que, no sólo el ejecutivo, sino todas las instituciones de 
control estén cubiertas por los programas nacionales e internacionales. 

5.2 Principio de transparencia 

Aunque la transparencia nunca puede ser absoluta, es necesario garantizar un equilibrio adecuado 
entre ésta y las legítimas necesidades de la discreción. La transparencia es fundamental para garan- 
tizar que quienes prestan los servicios de seguridad y justicia estén sujetos a una responsabilidad 
pública. 

5.3 Principio de responsabilidad 

La responsabilidad democrática de los sectores de la justicia y de la seguridad es importante para 
garantizar que la población pueda acabar pidiéndoles cuentas, bien a través de los poderes conferi- 
dos al parlamento, bien mediante la implicación activa en la sociedad civil o en cuerpos de control 
independientes. 

5.4 Principio de accesibilidad 

El Estado de derecho exige la igualdad ante la ley y la honestidad en la aplicación de la misma. Esto 
significa que cualquier persona debería tener la misma facilidad de acceso a los tribunales, a otras 
formas de resolución de litigios, a los mecanismos de control y de sanción, a la información y a otros 
medios de exigir cuentas a los actores de la seguridad y la justicia. 

6. Ordenar los programas eficaces 

Los programas sólo pueden ser eficaces si se insertan en el contexto local y si el orden en el que se 
suceden se vincula a las fuerzas y debilidades de los actores de control locales. Desde este punto de 
vista, el modelo de responsabilidad democrática del Banco Mundial ofrece tres opciones para exigir 
cuentas a quienes prestan un servicio (incluyendo las instituciones relacionadas con la seguridad y 
la justicia: las opciones del camino largo, el medio y el corto. El camino largo hacia la responsabi- 
lidad es logrado al aumentar la voz democrática de los ciudadanos a través de sus parlamentarios 
y fortaleciendo la capacidad de la asamblea legislativa para que exija cuentas al ejecutivo, el cual a 
su vez supervisa a quienes prestan los servicios de justicia y seguridad. El camino medio consiste 
en el desarrollo de la capacidad del Gobierno de tal forma que el ejecutivo sea capaz de imponerse 
a quienes prestan los servicios de justicia y seguridad y garantizar la supervisión y el control, a la 
vez que constituye la capacidad del poder judicial para presentar cuentas y balances. El camino 
corto supone el fortalecimiento de la sociedad civil a nivel local para que exija cuentas a quienes les 
prestan estos servicios. En situaciones como las que presentan los Estados frágiles donde existen 
necesidades locales inmediatas a las que hay que atender, hay que empezar centrándose en reforzar 
el oamino corto hacia la transparencia, dado que es en el que los resultados se logran con mayor 
rapidez. Por supuesto, al final habrá que recorrer todos estos caminos para alcanzar un control de las 
instituciones relacionadas con la seguridad y la justicia plenamente democrático. 
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7. Lecciones aprendidas para orientar la ejecución 

7.1 Centrarse en el parlamento, el poder judicial, la sociedad civil y los organismos de control 
independientes. 

El medio principal para abordar la mala gestión, la corrupción, el abuso y la impunidad en el seno 
de un poder ejecutivo con frecuencia excesivamente centralizado es fortalecer las instituciones de 
control públicas y externas. Es fundamental que estas instituciones funcionen sobre la base del 
diálogo con las fuentes que proporcionan los servicios de seguridad y justicia, y que se apoyen en 
ese diálogo, de tal forma que no se consideren entre ellos como “enemigos”. El Caso 7.1.1, que se 
estudiará al final de esta sección, presenta enseñanzas que se aprendieron en un programa dirigido 
a fortalecer la capacidad de los comités parlamentarios del Sudeste de Europa. 

7.2 Apoyar el Estado de derecho 

Es importante apoyar el desarrollo de un marco legislativo fuerte, de tal manera que se garantice que 
las instituciones de seguridad y justicia funcionan de acuerdo con el Estado de derecho y con man- 
datos claros. El Centro de Ginebra para el Control Democrático de las Fuerzas Armadas (CCDFAG) 
tiene un grupo trabajando en aspectos legales de la gobernabilidad de la seguridad que proporciona 
asesoramiento sobre la elaboración de borradores de leyes a los gobiernos, parlamentos y organi- 
zaciones de la sociedad civil. Como ejemplos de este apoyo se cuentan el asesoramiento para la 
elaboración del Decreto sobre Situaciones de Emergencia en Macedonia, el Decreto Oficial sobre 
Secretos de Estado en Turquía, el Decreto sobre el Servicio Militar en Camboya y el Decreto sobre 
Servicios de Inteligencia en Serbia. 


Una cosa es disponer de las leyes adecuadas; otra muy distinta es que se apliquen adecuadamente. 
Los tribunales civiles y militares, los fiscales, los mediadores, la policía y el sistema penitenciario 
son elementos indispensables de la ejecución y aplicación de estas leyes, son los que aseguran que 
quienes prestan los servicios de seguridad y justicia estén comprometidos con el Estado de derecho. 
Podrán llevar a cabo un control eficaz si son independientes, están respaldados por personal profe- 
sional y disponen de un mandato general y de la competencia necesaria en las cuestiones relaciona- 
das con el sistema de seguridad. 



SIERRA LEONA, Freetown: Responsabilidad y el Tribunal Especial del Estado de Derecho para Sierra Leona establecidas conjuntamente por el 
Gobierno y las Naciones Unidas para juzgara los acusados de crímenes coníra la humanidad cometidos durante la guerra civil. 
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8. Retos comunes y formas de superarlos 

8.1 Falta de competencia entre los civiles 

Es difícil que los civiles adquieran los conocimientos adecuados sobre el sector de la seguridad 
porque se trata de un sistema cerrado con su propia cultura, leyes y organizaciones. Esta falta de 
competencia suele ser patente en el poder ejecutivo (Ministros y personal civil), los parlamentos, los 
medios de comunicación y la sociedad civil en general. Para responder a esta dificultad en Ghana, 
el Reino Unido apoyó la creación de la capacidad realizando resúmenes de las sesiones para los 
nuevos parlamentarios y los miembros de las comisiones seleccionadas de defensa y seguridad 
(véase el Caso 2.2 estudiado en la Sección 2). 

8.2 Secreto excesivo 

En muchas situaciones las instituciones de seguridad invocarán consideraciones sobre la seguridad 
nacional para evitar el control sobre cuestiones delicadas. Algunas de ellas son claramente legítimas, 
pero en ocasiones la justificación se puede convertir en un manto que impide el acceso de la pobla- 
ción a la información. Una posible forma de superar esta dificultad es garantizar que los secretos de 
Estado se traten según unos estatutos que especifiquen claramente los trámites requeridos para la 
clasificación y desclasificación de información. 

8.3 Falta de disciplina financiera 

La disciplina financiera del Gobierno en su conjunto es esencial para controlar el gasto y conseguir el 
equilibrio en las prioridades de gasto del Gobierno. Sin embargo, las instituciones relacionadas con 
la justicia y la seguridad a veces se niegan a aplicar los controles de la gestión del gasto público. Los 
ministerios de economía y las oficinas de auditoría independientes representan un papel clave en la 
colaboración a mejorar la disciplina económica. Pueden impulsar la elaboración de presupuestos 
para varios años y establecer reglas claras respecto a los techos fiscales y la reasignación durante 
la ejecución del presupuesto. También deben revisar las posibles repercusiones de asumir nuevas 
deudas antes de aprobar proyectos que impliquen adquisiciones mayores 

8.4 Deferencia judicial, derechos humanos y corrupción 

En muchos países existe un principio tácito de deferencia judicial según el cual el poder judicial so- 
mete su decisión a los intereses del ejecutivo. Se trata de una dificultad especial dada la necesidad 
de que exista un sistema judicial independiente que garantice la transparencia democrática. Más 
aún, la deferencia judicial suele estar vinculada a la corrupción, existiendo jueces sobornados para 
pasar por alto algunas violaciones de los derechos humanos, por ejemplo las cometidas por las 
fuerzas armadas. La Sección 7.6, sobre la reforma legal y judicial, proporciona orientaciones sobre 
cómo reforzar los sistemas de justicia de tal manera que puedan ejercer su papel de responsabilidad. 

8.5 Falta de un marco legal habilitante 

Es frecuente que los cuerpos de control no dispongan de los medios legales necesarios para cumplir 
con su deber. A pesar de contar con el respeto y la capacidad, es decir la competencia, si carecen 
de un marco legal que establezca cuáles son sus responsabilidades y legitime sus decisiones, nunca 
podrán ejercer su función. 

8.6 Ealta de capacidad del personal parlamentario 

Los parlamentos tienen que disponer de capacidad, recursos e independencia para ejercer sus fun- 
ciones principales. Con frecuencia las posibilidades que tienen los parlamentos y las comisiones 
parlamentarias para pedir cuentas al gobierno se ven limitadas por la falta de capacidad para revisar, 
analizar y evaluar los presupuestos, políticas y programas de los ministerios. Para contar con un sis- 
tema parlamentario que tenga un buen funcionamiento, es fundamental la creación de un cuadro de 
personal parlamentario independiente que disponga de la capacidad de investigación y de los cono- 
cimientos técnicos necesarios para apoyar a los parlamentarios y a las comisiones parlamentarias 
(véase Bibliografía, n° 1 1 , El Foro Parlamentario de los Grandes Lagos AMANI sobre la Paz = AMANI 
Great Lakes Parliamentary Forum on Peace). 
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9. Característicasespecialesdelareformadelsistemadeseguridadpost- 
conflicto 

9.1 La seguridad como prioridad 

La inseguridad característica de ias situaciones post-confiicto compiica los esfuerzos que se realizan 
para promover ei diáiogo abierto sobre las cuestiones relacionadas con la seguridad. Sin embargo, 
hay que empeñarse en incorporar desde el principio un elemento democrático en los programas para 
garantizar la legitimidad y la sostenibilidad a largo plazo. Garantizar la seguridad no es simplemente 
cuestión de disponer de una policía y un ejército eficaces. También significa mantener un diálogo 
fluido entre las distintas facciones acerca de las causas de la inseguridad y de las medidas más 
adecuadas para restaurar el orden público. El parlamento representa un papel importante al ser el 
foro en el que se reúnen las distintas facciones para presentar y resolver sus diferencias. Si no cumple 
su función, las facciones seguirán operando fuera del sistema político, hecho que pondrá en peligro 
los esfuerzos dirigidos a construir el Estado. 

9.2 Organizaciones de seguridad no estatales 

En los contextos post-confiicto los gobiernos suelen ser débiles e incapaces de garantizar una segu- 
ridad plena en todo el país. Esto conduce a que las milicias locales y las empresas de seguridad 
privadas ocupen ese espacio. Garantizar la supervisión y la responsabilidad de estos actores es un 
difícil reto que pocos países han resuelto con eficacia, tratándose como se trata de un problema 
especialmente grave dado el papel que tienen en la adquisición y distribución de armas y munición. 
La ayuda internacional es especialmente importante en estos casos. Posteriormente en esta sección 
se ofrecen orientaciones relativas a la regulación de las empresas de seguridad privadas. 

9.3 Tratar el legado de abusos de los derechos humanos 

En los países que salen de conflictos o que atraviesan períodos de transición, los cuerpos de control 
representan un papel vital en el momento de afrontar el legado de las violaciones de los derechos 
humanos (las cuestiones relacionadas con la justicia de transición se tratan con mayor profundidad 
en las Secciones 6 y 7.6, sobre la reforma de la justicia). Distintos cuerpos políticos y legales pueden 
representar este papel. El Caso 7.1.2 que se estudia al final de esta sección trata esta cuestión y 
subraya el importante papel jugado por la Comisión de la Verdad y la Reconciliación de Perú. 

Caso 7.1.1 

Programa de formación del personal parlamentario en el Sureste de 
Europa 

Contexto 

La mayor parte de las comisiones parlamentarias sobre seguridad y defensa en el Sureste de Europa 
tienen la responsabilidad de aprobar presupuestos y examinar las políticas, conductas, planificación 
y gastos de los agentes que prestan los servicios de seguridad, tarea vital e ingente en una región 
que atraviesa un período de transición. Dado que muchos de los parlamentos disponen de recursos 
muy limitados, no suelen contar con la capacidad parlamentaria suficiente para llevar a cabo una 
investigación y un asesoramiento que ayuden a los miembros de la comisión en este esfuerzo. El 
objetivo del Programa de Formación del Personal Parlamentario del DCAF ( Parliamentary Staff Train- 
ing Programme, del Geneva Centre for the Democratic Control of Armed Forces) (DCAF) es apadrinar 
y formar asesores contratados en la zona para que colaboren con el personal de los parlamentos 
del Sudeste de Europa. Su papel consiste en ofrecer asesoramiento e investigación neutrales a los 
miembros de las comisiones de seguridad y defensa para impulsar la oportuna investigación parla- 
mentaria del sector de la seguridad. 
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Punto de partida 


Los socios de la cooperación son los parlamentos nacionales, asi como las misiones desplazadas al 
Sudeste de Europa por la Organización para la Seguridad y la Cooperación en Europa (OSCE). Tanto 
los parlamentos nacionales como (en algunos casos) las misiones de la OSCE desarrolladas sobre el 
terreno representan un papel importante en el reclutamiento, selección y preparación de los asesores 
parlamentarios. 

Lecciones aprendidas 

Construcción de una red de trabajo regional — El desarrollo de una red regional de asesores parla- 
mentarios “proactivos” y competentes para tratar las cuestiones relacionadas con la defensa y la 
seguridad fue uno de los elementos que contribuyó al éxito del programa. Ahora el nuevo personal 
parlamentario puede dirigirse a la red para solicitar asesoramiento a sus miembros. 

Neutraiidad poiitica — Dado que la seguridad nacional es una cuestión muy delicada, una caracterís- 
tica esencial de cualquier programa dirigido a fortalecer el control y la transparencia democráticas 
tiene que mantener la neutralidad política. En este caso, la neutralidad política se logró seleccionando 
a los miembros de las plantillas parlamentarias exclusivamente por sus méritos. No se tuvieron en 
cuenta consideraciones políticas de partido. 

Dotar de poder a ios parlamentos desde dentro — El programa de formación del personal parla- 
mentario estaba dirigido a fortalecer la competencia de forma permanente vinculando expertos lo- 
cales con las comisiones parlamentarias de defensa y seguridad nacionales. Éste demostró constituir 
un enfoque más estructural que enviar de vez en cuando expertos extranjeros. 

Impacto 

El programa ha creado una red de asesores del personal parlamentario en el ámbito de la defensa y 
la seguridad en el Sudeste de Europa, cuyos miembros asesoran a los comités nacionales y facilitan 
la difusión e intercambio entre los parlamentos de los conocimientos y experiencias pertinentes. 

Caso 7.1.2 

Búsqueda de la verdad y reforma del sistema de seguridad en Perú 

Contexto 

En el año 2001 , después de veinte años marcados primeramente por la confrontación armada y por la 
dictadura después, Perú experimentó una transición pacífica hacia la democracia al caer el régimen 
encabezado por Alberto Fujimori bajo la acusación de corrupción. 

El Congreso peruano instaló un Gobierno provisional al que se hizo comprometerse con los criterios 
de los derechos humanos fundamentales, ignorados por el gobierno anterior. Algunas de las medidas 
críticas que aplicó fueron la creación de una Comisión de la Verdad y la Reconciliación (CVR), el re- 
torno a la jurisdicción del Tribunal Inter-Americano de los Derechos Humanos (TIADH), la revocación 
de las leyes de amnistía para las violaciones de los derechos humanos cometidas por miembros de 
las fuerzas de seguridad; la revisión de las leyes en contra del terrorismo que violaban las garantías 
procesales debidas para los miembros de grupos armados ilegales, la ratificación del Estatuto de 
Roma de la Corte Criminal Internacional; y el inicio de los trámites de extradición del antiguo dictador, 
Fujimori, que había solicitado asilo en Japón. 

La Comisión de la Verdad y de la Reconciliación trabajó durante dos años entablando procesos y 
realizando un informe general en el que incluyó amplia información relativa a cuarenta y siete casos 
contra miembros de las fuerzas de seguridad; el informe se remitió a la Oficina del Fiscal General. 
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Punto de partida 

En todos estos frentes el Gobierno provisional actuó impulsado por la urgencia de superar el aislamien- 
to internacional al que estaba sometido Perú a causa de las violaciones de los derechos humanos bási- 
cos que se cometían en el país. El nuevo Gobierno estuvo respaldado por una amplia plataforma de 
la sociedad civil establecida por las organizaciones nacionales de defensa de los derechos humanos. 

Lecciones aprendidas 

Importancia de tratar los crímenes del pasado — Tras la caída de la dictadura, los militares de alto 
rango, el mundo de los negocios, y los representantes de los medios de comunicación que se 
habían aliado con Alberto Fujimori fueron presentados como miembros de redes de corrupción. 
Muchos fueron arrestados y otros huyeron del pais. Los representantes de los movimientos de 
defensa de la democracia, especialmente la Comisión de la Verdad y la Reconciliación, tomaron los 
puestos de responsabilidad en el ejército y los medios y apoyaron la aplicación de nuevas políticas 
a favor de los derechos humanos. 

Papel de las Instituciones internacionales de derechos humanos — En el momento de la caída de 
Fujimori, Perú había perdido varios casos críticos ante el Tribunal Inter-Americano para la Defensa 
de los Derechos Humanos (TIADDH), y estaban pendientes un número importante de casos que 
tenían pocas perspectivas de resolverse a favor del Estado. El nuevo Gobierno buscó un acuerdo 
favorable con el tribunal y puso en marcha una serie de medidas relevantes, entre las que se 
incluyó la cancelación de las leyes de amnistía y la reforma de las leyes en contra del terrorismo, 
e inició la revisión de los juicios de los miembros de los grupos armados ilegales. 

Compromiso de la sociedad civil — Los principales líderes de la sociedad civil accedieron a pues- 
tos en el gobierno y establecieron eficaces alianzas entre el estado y la sociedad civil para canalizar 
la competencia, realizar análisis conjuntos y movilizar el apoyo social. 

Impacto 

La Comisión de la Verdad y la Reconciliación ejerció una influencia decisiva en la agenda nacional 
de Perú. Se puso en marcha un programa general de reparación a favor de las víctimas de las viola- 
ciones de los derechos humanos y numerosos movimientos de la sociedad civil adoptaron el informe 
final de la comisión como gula de acción. Se incoaron varios procesos criminales contra miembros de 
las fuerzas de seguridad, aunque la oposición a la “primavera democrática” por parte de elementos 
autoritarios debilitó la resolución de los procedimientos judiciales y los ralentizó. A día de hoy, no se 
ha juzgado a ningún miembro del ejército y Alberto Fujimori sigue en Chile, esperando el resultado 
de los trámites de extradición. 

Notas del lector 
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SECCIÓN 7: EJECUCIÓN DE LA REFORMA DEL SISTEMA DE SEGURI- 
DAD POR SECTORES 
SECCIÓN 7.2: REFORMA DE LA DEFENSA 

Cuestiones clave 

• Desarrollar el control democrático sobre la política de defensa y las fuerzas armadas, incluyendo un marco 
legal y constitucional, control civil y gestión. 

• Fortalecer el proceso orientado a revisar las amenazas a la seguridad y a desarrollar la capacidad para 
responder a esas amenazas. 

• Establecer con claridad las funciones y responsabilidades de la policía en relación con la seguridad 
interior. 

• Incorporar enfoques conjuntos al desarrollo de las políticas, los gastos militares, la planificación de los 
recursos humanos y la gestión de los bienes militares. 

• Impulsar el debate en el seno de la sociedad civil y el interés y compromiso de los civiles por las 
cuestiones relacionadas con la reforma del sistema de defensa. 

• Promover reformas en la formación y el desarrollo de la carrera militar, una transición en la carrera y planes 
para volver a establecerse para quienes abandonan las fuerzas armadas. 

• Promover políticas de equilibrio étnico y social y de igualdad de oportunidades en el sector de la 
defensa. 

• Fortalecer los acuerdos regionales para la cooperación militar, la construcción de la confianza, el control 
de armas y el desarme. 


1. Significado de este sector para la reforma del sistema de seguridad 

El ejército juega un papel central en la protección de la soberanía del Estado al defenderle de las 
agresiones externas y de la rebelión interna. Ejerce otras funciones clave en situaciones de emer- 
gencia a gran escala y, en muchos países, proporciona seguridad interna, con frecuencia a través de 
fuerzas de gendarmería. Pero las fuerzas armadas se convierten también en una fuente de inseguri- 
dad y violaciones de ios derechos humanos, y se utiiizan para imponer la represión y para proteger 
intereses particulares. El control del ejército es un eiemento central del ejercicio dei poder político por 
lo que plantea dificultades especiales en relación con la gobernabilidad y el control democrático. En 
muchos países los militares se han involucrado en la política y han usurpado gobiernos o han ejer- 
cido una influencia significativa sobre ellos. Por otro lado, el ejército, a menudo puede acaparar una 
cuota desproporcionada de los recursos económicos tanto mediante su capacidad para disponer 
de grandes asignaciones del presupuesto procedente del Estado como a través de su propia impli- 
cación, legal o ilegal, en la economía (v.g. monopolios bajo el control del ejército). 

2. Importantes conexiones con una reforma del sistema de seguridad 
más amplia 

Dada su posición central, el ejército (con frecuencia la institución del sector de la seguridad con 
mayor poder) puede influir en la reforma de otros sectores, como la policía y los servicios de inteligen- 
cia. En la mayor parte de los países los militares realizan una amplia serie de actividades que rozan, 
refuerzan o incluso sustituyen las funciones de agencias de seguridad más especializadas. Por eso, 
se suelen obtener grandes beneficios al vincular la reforma del sistema de defensa con reformas 
más amplias del sistema de seguridad, incluyendo el control. Esto queda patente a menudo en las 
situaciones post-conflicto, situaciones en las que el ejército asume con frecuencia el control de la 
seguridad nacional. Otra razón que aconseja un enfoque al conjunto del sistema es la necesidad de 
evitar que se considere al ejército como el objetivo del proceso de reforma. 

2.1 Reforma de la Policía 

Se deben definir las funciones específicas de la policía, las fuerzas paramilitares y el ejército y se les 
debe proporcionar un control adecuado para que no se creen vacíos de seguridad y que no existan 
responsabilidades coincidentes poco claras. En principio, la policía debería tener como responsa- 
bilidad principal la seguridad interna. Sin embargo, si la policía y las fuerzas paramilitares no dispo- 
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nen de la competencia y el equipamiento necesarios se producirán vacíos de seguridad al retirar al 
ejército de estas funciones. Un ejemplo de la separación de funciones entre la policía y el ejército 
es la política de Ayuda Militar al Poder Civil (Military Aid to Civil Power) de Sierra Leona. Subraya 
la necesidad de que la policía asuma la dirección de la seguridad interna al tiempo que el ejército 
está preparado para ayudar en caso necesario, pero centrándose fundamentalmente en defender la 
integridad territorial del país'. 

2.2 Reforma del servicio de inteligencia 

El ejército suele disponer de sus propios servicios de inteligencia, además del servicio de inteligencia 
civil del Estado y del de los cuerpos de seguridad. Definir con claridad los papeles y funciones de 
estas agencias y los mecanismos para la cooperación y la coordinación entre ellas suele constituir 
una importante reforma prioritaria. Por ejemplo, Belice ha desarrollado un sistema simple y trans- 
parente que deja claros, en un documento a disposición del público, las funciones propias de la 
Rama Especial (Special Branch) y del servicio de Inteligencia Militar. 

2.3 Reforma de la justicia 

En muchos países los sistemas de justicia militar funcionan con impunidad al margen del Estado de 
derecho. Siendo necesaria la reforma en este ámbito, es mejor coordinarla con la reforma del sistema 
de justicia civil. Cuando existe un sistema judicial que funciona, los trámites judiciales especiales 
que se aplican al personal militar deben estar claramente regulados, seguidos y pertenecer sólo al 
ejército, juzgándose a los civiles sólo en tribunales civiles. 

2.4 Gestión de fronteras 

Normalmente el ejército está enormemente involucrado en la seguridad de las fronteras y en 
ocasiones realiza tareas especificas como los servicios de guardacostas. Esto es especialmente 
claro en una situación regional inestable en la que las armas circulan a través de fronteras permea- 
bles. El establecimiento o reforma del sistema de gestión de las fronteras requiere tener en cuenta la 
función que debe realizar el ejército, si es que debe realizar alguna. Por ejemplo, las últimas iniciativas 
realizadas por la Unión Europea dirigidas a incrementar la profesionalización de la seguridad civil de 
las fronteras entre Moldavia y Ucrania (http://www.eubam.org) reducirán el papel del ejército en las 
actividades habituales de gestión de fronteras. 

2.5 Mecanismos de supervisión 

El control/supervisión militar es una cuestión enormemente política. El debate público sobre la políti- 
ca de defensa y el fortalecimiento de instituciones parlamentarias competentes (especialmente una 
comisión de defensa que funcione bien) tienen un inmenso valor para mejorar el control democrático. 
Las coincidencias parciales con otros ámbitos de la reforma del sistema de seguridad se pueden 
aprovechar teniendo en cuenta el trabajo de mayor envergadura de parlamentos (v.g. las comisiones 
de presupuestos), tribunales y auditorías, medios y movimientos de la sociedad civil (v.g. movimien- 
tos en favor de los derechos humanos, institutos de investigación y política). 

Notas del lector: 
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Cuadro 7.2.1 Gestión de arsenales y revisión de la defensa Sudafricana 

A mediados de los años 90 Sudáfrica acometió una revisión de gran envergadura del sector de la defen- 
sa, procurando su reestructuración y reducción. Se esperaba que estas reformas condujesen a una nueva 
configuración de los servicios del ejército y la policía que atendiera las necesidades de Sudáfrica una vez 
superado el apartheid. Se albergaba un temor especial ante una posible escalada por todo el país de la 
violencia armada a causa de la fácil adquisición de armas pequeñas procedentes de arsenales ocultos en la 
vecina Mozambique. 

Uno de los elementos clave de la revisión era la destrucción de más de trescientas treinta y cinco mil ar- 
mas pequeñas y ligeras que constituían el excedente de las fuerzas de defensa y policía de Sudáfrica en 
un intento de garantizar que nunca vuelvan a introducirse en la cadena de abastecimiento. Se trató de una 
iniciativa impopular, en un principio, entre los responsables de los sectores de la seguridad y la economía, 
preocupados por el coste que supondría la destrucción de armas y el hecho de que el material excedente 
no iba ser eliminado de acuerdo con las directrices sobre destrucción de propiedades del Estado. Estas 
reservas se superaron finalmente mediante una decisión parlamentaria relativa a la destrucción de todas las 
armas excedentes con un calibre inferior a 12.7mm. 

Tres factores ayudaron a garantizar el éxito del programa de destrucción de armas de Sudáfrica: 

• El liderazgo político demostrado por el presidente Nelson Mándela y por los Ministros de Defensa, 
Asuntos Exteriores y Economía, que apoyaron la destrucción de las armas. 

• El apoyo de la comunidad internacional al programa de destrucción de armas de Sudáfrica, que contó 
con ayuda económica. 

• La inclusión de la destrucción de las armas en una agenda más amplia de control de armas, en la que se 
incorporaron un mayor control sobre los permisos de armas de fuego y medidas preventivas para reducir 
la posesión y el tráfico ilegal de armas. 

Fuente: Meek, S y N. Stott (2003), Destroying Surplus Weapons: An Assessment of Experience in South Africa and Lesotho, 
UNIDIR y Small Arms Survey, Ginebra (www.unidir.org). 


3. Cómo dirigir una evaluación de la reforma del sistema de seguridad 
en 

este sector 


La reforma del sistema de seguridad en el sector militar requiere un análisis exhaustivo. Cualquier 
evaluación específica del sector militar debería ser informada por un análisis más amplio de los asun- 
tos de seguridad del Estado. Se necesita prestar atención especial a las cuestiones relacionadas 
con la política. Hay que prestar especial atención a las cuestiones relacionadas con las decisiones 
Tabla 7.2.1 Cuestiones a tratar en una evaluación de la reforma del sistema de seguridad 


Contexto 


¿Cómo configura la opinión pública la historia del ejército y la de los militares sobre el 
papel que representa el ejército en la sociedad? 

¿Cuál es el nivel de politización del ejército tanto entre los mandos como entre los 
soldados? ¿Está el ejército, o sectores concretos dentro de él, vinculado a grupos 
políticos poderosos? 

¿Qué puntos fuertes y débiles consideran los políticos civiles, los expertos en defensa, 
las ONG y los propios militares, que tiene el ejército? 

¿Cuál es la composición étnica y social del ejército? ¿Las posibilidades de ascenso 
en la carrera son distintas según los grupos? ¿Qué nivel de representatividad tiene el 
ejército en la sociedad? 

¿Proporciona el ejército beneficios sociales relevantes para la sociedad en su con- 
junto, por ejemplo, servicios de salud? ¿Dispone el ejército de un sistema de bienestar 
social para sus miembros? 

¿Se reclutan niños (menores de dieciocho años) o se les acepta en el ejército? ¿Qué 
pasos se han dado para garantizar el cumplimiento de las obligaciones legales inter- 
nacionales en relación con el reclutamiento y protección de niños? 


»> continúa 
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Tabla 7.2.1 


Cuestiones a tratar en una evaluación de la reforma del sistema de seguridad 


Contexto 

(continúa) 

Responsabilidad y 
supervisión 

Capacidad 

• ¿Qué grupos, dentro y fuera del ejército, dirigen, o tienen la capacidad para hacerlo, 
la reforma del sistema de defensa, y quienes pueden oponerse a ella? ¿Quién recibe, 
o puede hacerlo, el beneficio o el perjuicio de la reforma del sistema de defensa, tanto 
dentro del ejército como fuera de él? 

• ¿Reciben los miembros de las fuerzas armadas un salario fijo? 

• ¿Qué acuerdos existen respecto a la jubilación o abandono de las fuerzas del personal 
del ejército? 

• El marco constitucional y legal en curso en el que está inserto el ejército, ¿se trata de 
un marco general? 

• ¿Cuál es la cadena de mando y división de responsabilidades? ¿Qué comparación 

se puede establecer entre el ejercicio del control y la situación legal? ¿Qué mecanismos 
de control del sector de la defensa, internos y externos, se aplican a la elaboración de 
presupuestos y a los gastos? ¿Hasta qué punto el control está limitado por la confi- 
dencialidad? 

• ¿Cómo son de transparentes las políticas militares sobre las ouestiones de gastos y 
gestión con ante los parlamentarios, los medios de comunioación y la ciudadanía en 
general? 

• ¿Qué procesos están establecidos para que el ejército responda a las acusaciones de 
violación de los derechos humanos por parte de su personal, incluyendo los relacio- 
nados con la violencia sexual y doméstica? 

• ¿Con qué mecanismos cuentan las fuerzas armadas para plantear sus legítimas preo- 
cupaciones a sus dirigentes políticos? 

• La estructura, el despliegue, el organigrama y la formación de las Fuerzas armadas 
¿son compatibles con un entorno de amenaza, interna y externa, desde una pers- 
pectiva militar? ¿Qué nivel de profesionalidad tienen las fuerzas armadas en su con- 
junto y con qué nivel de competencia se encuentran para realizar funciones específi- 
cas {v.g. planificación y logística) y en cuanto al personal más bajo jerárquicamente 
hablando {v.g. soldados y personal en general)? 

• ¿Cómo está organizado el sistema de formación y educación del ejército? ¿Se pro- 
porciona formación sobre el derecho internacional humanitario y sobre los criterios 
que defienden los derechos humanos? 

• ¿Está el ejército comprometido con las operaciones internacionales de mantenimiento 
de la paz y qué efectos {positivos y negativos) produce esta circunstancia en su 
situación general? 

Gestión 

• ¿Cómo se organiza el desarrollo, la programación, la planificación y la gestión de la 
política? ¿Qué papel representan ios cuerpos políticos y militares? ¿Cómo se elaboran 
y ejecutan los presupuestos? ¿Existe un ciclo de planificación y cómo se dividen las 
responsabilidades? 

• ¿Cuáles son las normas que rigen la obtención de fondos de los asuntos más impor- 
tantes y cómo se aplican? 

• ¿Se aplican medidas para garantizar la rentabilidad del gasto en el uso de los recursos 
humanos y de los bienes? ¿Hasta dónde se extiende la corrupción? 

• ¿Controla el ejército, alguna de sus ramas o los mandos locales operaciones de gene- 
ración de ingresos? Los ingresos y gastos resultantes de dichas operaciones, ¿forman 
parte de los presupuestos generales del sector público? 

• ¿Cómo se organiza el reclutamiento y la promoción del personal? ¿Existe una igualdad 
de oportunidades o mecanismos para mejorar la representación de las mujeres, las 
minorías y otros grupos en el seno de las fuerzas armadas? Los cuerpos políticos ¿en 

qué nivel toman las decisiones relacionadas con el personal? ¿Hasta qué punto este 
proceso se ve libre de nepotismo y arbitrariedad? 

• ¿Están protegidos ios derechos humanos de los miembros de las fuerzas armadas? 
¿Qué trámites y políticas se aplican para proteger al personal de las violaciones de los 
derechos humanos entre las que se encuentran el acoso profesional y sexual? 


>» continúa 
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Tabla 7.2.1 


Cuestiones a tratar en una evaluación de la reforma del sistema de seguridad 


Coordinación 
con otros ámbitos 
del sector de la 
seguridad 


¿Qué papel representa el ejército en el ámbito de la seguridad interna y cómo se 
distingue del de la policía, y del de otras fuerzas paramilitares? ¿Cuáles son las normas 
y trámites para poner en funcionamiento una respuesta militar a las crisis de seguridad 
internas? ¿Cómo cooperan el ejército y otros elementos del sistema de seguridad en 
este tipo de situaciones? 

¿Qué papel representa el ejército en el control de las fronteras? 

¿Qué papel tienen los servicios militares en la reunión de información, y cómo se relacio- 
nan con los servicios de inteligencia civiles y con los de la policía? 


Compromiso de 
la comunidad 
internacional 


• ¿Cómo se implican los actores de la comunidad internacional, si es que lo hacen, en 
las iniciativas dirigidas a la reforma del sistema de defensa? ¿Qué importancia se 
concede a la promoción de la gobernabilidad en estas iniciativas? 

• El compromiso de la comunidad internacional, ¿forma parte de una estrategia más 
amplia de prevención de conflictos y construcción del Estado, respetando las complejas 
dificultades que presenta la seguridad del país en cuestión? El compromiso actual 
¿favorece un enfoque conjunto de la reforma en otros sectores de la seguridad? 


4. Posibles puntos de partida para la reforma de la defensa 

Cuadro 7.2.2 Principios para la reforma de la defensa 

Desde la creación de un programa de Asociación para la Paz (Partnership for Peace) en 1 994, la OTAN se ha 
ido implicando cada vez más en algunos aspectos de la reforma en varios países socios procedentes del an- 
tiguo bloque comunista. Estos aspectos son los relacionados, principalmente pero no exclusivamente, con la 
reforma de los mandos del sistema de defensa y de las fuerzas armadas. No existe un solo documento que 
presente por escrito el enfoque de la Alianza a esta área de trabajo, pero muchas de las cuestiones clave y de 
los principios en los que se basa aparecen en los documentos del Plan de Acción de los socios (Membership 
Action Plan) publicado en 1999 y del Plan de Acción de Asociación sobre la Construcción de la Institución de 
Defensa (Partnership Action Plan on Defence institution Building) publicado en 2004. 

Véase: Plan de Acción de los socios {Membership Action Plan) http://w\AA/v,nato.int/issues/map/index.html y Plan de 
Acción de Asociación sobre la Construcción de la Institución de Defensa [Partnership Action Plan on Defence Institution 
Building): http://nato.int/docu/basictxt/b040607e.htm 


Las revisiones del sistema de defensa ofrecen una oportunidad excelente para tener en cuenta las 
amenazas para la seguridad y la defensa de cara a responder con eficacia a las mismas (véase el 
Caso 7.2.2 sobre Uganda). Sin embargo, los posibles puntos de partida tienen que confrontarse 
con los resultados de la evaluación del sector de la defensa, y dependen del contexto político y de 
seguridad concreta en la que la reforma de la defensa está siendo introducida. Carencias específicas 
en la gestión y en la planificación de la defensa, por ejemplo un escándalo de obtención de fondos, 
pueden proporcionar puntos de partida concretos. Entre otros ejemplos de posibles puntos de parti- 
da se encuentran los siguientes. 

4.1 Retos y oportunidades en el ámbito de la seguridad 

La aparición de amenazas nuevas (así como las posibilidades que se desprenden de la mejora de la 
cooperación en la seguridad regional o de las iniciativas de desarme) pueden proporcionar la ocasión 
para apoyar un proceso de reforma como respuesta a las mismas. Las fuerzas armadas se tienen 
que adaptar a un entorno cambiante de la seguridad, lo que provoca una cadena de cambios en la 
gestión de la defensa. En el contexto de la región del sur de África una mejora de la cooperación 
regional en el control del tráfico de armas facilitó la realización de reformas en el sistema de defensa 
de varios países. Tal y como se pone de manifiesto más abajo, los procesos de paz, los programas de 
desarme, desmovilización y reintegración y los dirigidos al control de armas pequeñas, suelen ofrecer 
puntos de partida para la reforma de la defensa. 
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4.2 Democratización 


El proceso de transición de un Gobierno autoritario hacia otro democrático a menudo crea presión 
para lievar a cabo la reforma de la defensa y garantiza que el ejército queda sometido a las normas 
y al control democrático. Como ejemplos podemos encontrar casos que abarcan desde los países 
que atraviesan periodos de transición en el centro y oeste de Europa hasta América Latina. Esta 
presión que obliga a realizar reformas es especialmente fuerte en los casos en los que el ejército 
se ha asociado con el régimen anterior, en los que se considera que la reforma es un componente 
necesario de una consolidación democrática más amplia. Por ejemplo, en Guatemala la reforma del 
ejército se emprendió como parte de un doble proceso de transición, desde el conflicto interno hacia 
la paz y desde el Gobierno autoritario hacia el democrático. El mandato de una reforma institucional 
general para adaptar el ejército a una nueva realidad democrática proporcionó el marco en el que se 
han desarrollado desde entonces un gran número de iniciativas de reforma concentradas, superando 
ampliamente el alcance original de los acuerdos de paz. 

4.3 Establecer capacidades orientadas a las Operaciones de Apoyo a la Paz/ compromiso con las 
Operaciones de Apoyo a la Paz (PSO) 

El deseo del ejército de participar en operaciones internacionales supone con frecuencia un incen- 
tivo para emprender reformas en el sector de la defensa. Entre las reformas posibles se cuentan la 
adopción de los criterios de la comunidad internacional en relación con la conducta y la formación 
en ámbitos específicos (por ejemplo los derechos humanos, el derecho humanitario internacional, 
las prohibiciones normativas relacionadas con el abuso de la fuerza y las reglas del compromiso), 
además de una gestión más eficaz de los bienes. La participación en las Operaciones internacionales 
de Apoyo a la Paz expone a las fuerzas armadas a estilos y opiniones distintas sobre las cuestiones 
relacionadas con el ejército. También suponen un incremento de la reputación internacional y de la 
credibilidad nacional de las fuerzas armadas y les impulsa a seguir la dirección que marcan los cri- 
terios internacionales de comportamiento. Sin embargo, es importante que las fuerzas desplegadas 
en estas Operaciones de Apoyo a la Paz tengan una adecuada formación previa al despliegue. Será 
necesario que las Naciones Unidas o personal de cualquier otra institución internacional impartan 
esa formación. Desplegar soldados con escasa formación o con medios materiales insuficientes en 
Operaciones de Apoyo a la Paz complejas puede tener resultados contraproducentes para todos. 

4.4 Los miembros de las Organizaciones regionales 

Los principios establecidos por las organizaciones regionales pueden ser un factor que impulse el 
cambio, como ocurrió en el caso de los países en transición de la Europa Central y del Este que as- 
piraban a ingresar en la OTAN (véase el Caso 7.2.1 sobre Ucrania) y en la Unión Europea. Un grupo 
de organizaciones internacionales han elaborado una serie de recomendaciones y principios (sobre 
los derechos humanos, la gobernabilidad, las relaciones entre civiles y militares y la cooperación con 
la seguridad) que tienen implicaciones en la reforma del sistema de defensa. 


Cuadro 7.2.3 Ampliación de los principios de gestión del gasto del sector público a la defensa 
Los presupuestos de defensa a menudo se ven afectados por una falta de organización y de responsabilidad 
que fomentan la incompetencia y la corrupción. El apoyo internacional para mejorar !a gestión de los gastos 
públicos y aumentar la capacidad y la eficacia de los tribunales de cuentas independientes suelen jugar 
un papel importante. En Ghana, la introducción del Marco para los Gastos a Medio Plazo (=Médium-Term 
Expenditure Framework) condujo a una reforma general del proceso de elaboración de los presupuestos 
militares. Aunque sigue habiendo problemas sin resolver (como las fluctuaciones y recortes imprevistos de 
los ingresos, y la falta de previsión de contingencias) el proceso general ha mejorado. 

Fuente: Omitoogun, W. y E. Hutchful, eds. (2006), Budgeting for the Mííitary Sector in Africa, Oxford University Press, 
pp. 85-93 
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4.5 Programación del desarrollo 


La adopción de los Documentos Estrategia de reducción de la pobreza (Poverty Reductlon Strategy 
Papers) y unos procesos mejores para la elaboración de presupuestos del sector público incre- 
mentan la transparencia y responsabilidad de las asignaciones y de la gestión del presupuesto de 
defensa. Por ejemplo, en Etiopia la adopción de una gestión del gasto público más general en el año 
2000 condujo a que el Gobierno definiese los futuros gastos de defensa en el proceso de adopción 
de los Documentos Estrategia de reducción de la pobreza; el cambio supuso un mejor control de los 
gastos del sector de la defensa. 

4.6 Déficits financieros 

Un fuerte déficit en los ingresos del Gobierno, al igual que grandes diferencias entre el gasto militar 
previsto y el real, llevan a ejercer una fuerte presión sobre el sector de la defensa para que reduzcan 
sus gastos. Esto proporciona los incentivos para mejorar el rendimiento pero también puede llevar al 
ejército a buscar un mayor apoyo político a sus necesidades. 

5. Cuestiones importantes para el diseño del programa 

5.1 Crear circunscripciones de reforma dentro y fuera del ejército 

Las reformas parciales se pueden realizar con un apoyo limitado; sin embargo es necesario que los 
programas generales de reforma cuenten con un amplio apoyo por parte del ejército y de la socie- 
dad civil. Los programas que se demuestre que benefician a amplios sectores de la población, por 
ejemplo a través de una mayor transparencia, tendrán más oportunidades de superar la oposición 
por parte de algunos sectores del ejército. 

Cuadro 7.2.4 Desarrollar una coalición para la reforma de la defensa en Guatemala 
Salvar la línea divisoria entre la población civil y el ejército es a menudo importante para el progreso de la 
reforma de la defensa. Los esfuerzos para reformar la doctrina militar guatemalteca en cumplimiento del 
mandato de los acuerdos de paz, por ejemplo, tuvieron que hacer frente a una importante oposición inicial 
por parte de las autoridades militares. Se presentaron dos borradores sucesivos, en 1999 y en 2001, y re- 
dactados por comisiones militares fueron rechazados al no cumplir los acuerdos de paz, por la Misión de 
Verificación de las Naciones Unidas (MINUGUA). El ejército se negaba a abrir el debate a los civiles (tanto 
dentro como fuera del Gobierno) e intentaba disfrazar sus doctrinas en contra de la insurgencia con un nuevo 
lenguaje. Hasta 2003 no se consiguió que los niveles de confianza y de conocimiento generados por una se- 
rie de conversaciones llevasen a que el Ministro de Defensa constituyera un grupo de trabajo con plena par- 
ticipación por parte de la sociedad civil. La iniciativa, basada en actitudes diferentes y una mejor compren- 
sión de las cuestiones, tuvo como resultado la redacción de un borrador que se consideró adecuado y fue 
aprobado por MINUGUA en 2004. 

Fuente: Giuponni, J.D. (2006), “Developing National Capacities To Manage ‘Democratic Security’: Relevance and Impact of 
WSP International Projectsforthe Implementation of the Guatemala Peace Accords and on Minugua's Verification Mándate", 
Occasional Papers, N°4, WSP International, Ginebra. 


5.2 Identificar grupos a favor y en contra de la reforma, perdedores y ganadores 

El ejército no constituye un actor homogéneo; está compuesto por individuos que pertenecen a 
diversos grupos operativos (fuerza, unidad), jerárquicos (escala de mando) y sociales (minorías, 
clanes). Normalmente, estos grupos tienen intereses diferentes a favor (o en contra) de la reforma 
de la defensa, y distintos beneficios que ganar o perder en el proceso. Cualquier elaboración de un 
programa de reforma del sector de la defensa tiene que prestar atención a estas diferencias y 
considerar sus consecuencias a la hora de planificarlo y ejecutarlo. 

5.3 Conseguir actores de importancia que acepten objetivos y parámetros comunes 

El diseño del programa tiene que ser claro en sus principales objetivos de la reforma de la defensa, 
basados en los objetivos generales de la reforma del sistema de seguridad, tal y como se explica en 
la Sección 4 de este manual. Estos objetivos necesitan ser compartidos entre todos los que dirigen 
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la agenda de reforma de la defensa. Hay que definir los parámetros para así evaluar el la idoneidad 
del proceso. Por ejemplo, los países que han participado en el programa de Asociación para la Paz 
(Partnership for Peace) de la OTAN han acordado emprender programas de asociación individual que 
incluyen el cumplimiento de una serie de criterios relacionados con la reforma de la defensa (véase 
el Caso 7.2.1). 

5.4 Combatir la corrupción 

La corrupción corroe todo esfuerzo de reforma. La burocracia relacionada con la defensa y el ejército, 
así como los políticos y parlamentarios relacionados con el sector de la defensa, son especialmente 
vulnerables. Tanto la obtención de fondos para la defensa y el tráfico internacional de armas, como 
las actividades económicas desarrolladas por las fuerzas armadas o por mandos concretos, y los 
procedimientos de reclutamiento y promoción poco claros ofrecen posibilidades para que se instale 
la corrupción. Hay que hacer frente a estas debilidades elaborando leyes apropiadas y endureciendo 
los trámites, además de aumentar la transparencia del proceso. 



AFGANISTÁN: Soldados del Ejército Nacional Afgano (Afghan Naoional Army) (AN/^ escuchando instrucciones antes de iniciar las maniobras. 


Cuadro 7.2.5 Combatir la corrupción para la obtención de defensa mediante la firma de pactos de 
integridad de la defensa 

Los pactos de integridad de la defensa son acuerdos que vinculan tanto a los interlocutores como al 
Gobierno mediante un contrato firmado y obligan a reducir las posibilidades de corrupción mientras y después 
de discutir la propuesta. La experiencia de suscripción de estos acuerdos se remonta a su constitución en 
los años noventa relacionados con otros tipos de obtención de fondos en una docena de países. Ahora se 
aplican a los contratos relacionados con el sector de la defensa, por ejemplo en Corea del Sur, donde se 
han convertido en una herramienta habitual en contra de la corrupción para la obtención de los fondos más 
importantes. Otro ejemplo es Colombia donde la corrupción en el sector de la defensa se combate utilizando 
pactos para la integridad de la defensa desarrollados y ejecutados con el apoyo de dos ONG [Transparencia 
para Colombia y Transparencia Internacional, Reino Unido (http://www1 .transparency.org/)] 
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5.5 Mejorar la calidad del debate público sobre cuestiones militares 

Mejorar la calidad del debate público supone apoyar a los grupos de expertos, universidades y ONG 
comprometidas con la investigación y el debate de las políticas y prácticas militares. Incorporar 
movimientos más amplios procedentes de la sociedad civil como son las organizaciones de mujeres 
y los movimientos a favor de los derechos humanos puede ampliar el debate a distintos segmentos 
de la sociedad y llevarlo hasta las raíces del problema. Este proceso más Inclusivo, participativo y 
transparente garantiza que se escuchen las necesidades de seguridad de los distintos grupos dentro 
de un país y se modifique la naturaleza de la reforma del sector, tal y como ocurrió en Sudáfrlca. 


Cuadro 7.2.6 Transformar la reforma de la defensa mediante la ampliación del debate público 
En Sudáfrlca la implicación activa de las mujeres hizo cambiar el centro de la reforma del sector de la de- 
fensa; partiendo de un debate técnico de carácter militar básicamente masculino (sobre temas como el 
tamaño, el presupuesto y el tipo de armamento) dio un giro hacia la cuestión más amplia de la seguridad 
de la población, la naturaleza militarizada del Estado y su coste social y político. A petición de las parla- 
mentarias, la Revisión del Sistema de Defensa Nacional (National Defence Review) llevada a cabo entre 1996 
y 1998 se amplió e incorporó consultas y reuniones públicas realizadas en toda la nación. Este proceso 
más inclusivo obligó al sector de la defensa a mostrarse más abierto en sus deliberaciones y a permitir que 
amplios sectores de la población participaran y manifestaran sus inquietudes. El debate público más amplio 
no sólo hizo dar un giro a la reforma de la defensa sino que hizo cambiar la opinión pública en relación con 
el ejército, aumentando su legitimidad y credibilidad. 

Entre los cambios que resultaron de este proceso, se cuentan la adopción de políticas sensibilizadas con 
las cuestiones de género dirigidas a eliminar las barreras existentes y fomentar una participación equitativa 
en las estructuras de la seguridad. Se ascendió a las mujeres a puestos superiores dentro del Ministerio de 
Defensa y se impartió formación relacionada con la igualdad entre hombres y mujeres a todo el personal del 
Ministerio de Defensa. Para mantener este debate nacional, se ha establecido la celebración de un seminario 
de mujeres sobre la paz con una periodicidad anual en el que participan miembros de la sociedad civil y del 
ejército. 

Fuente; Anderlini, S.N. (2004), Negotiating the Transition to Democracy and Reforming the Security Sector: The Vital Contri- 
butions of South African Women. 


5.6 Centrarse en los cambios estructurales a largo plazo de la gestión y la responsabilidad 

Los obstáculos para disponer de unas fuerzas militares eficaces y responsables son en ocasiones 
estructurales y están profundamente arraigados; no se trata, en principio, del resultado de los bajos 
niveles de la competencia individual ni de dificultades de capacidad física. La ayuda a la formación 
y a la adecuación de las infraestructuras es importante, pero sólo dentro del contexto de reformas 
más amplias en la gestión y los mecanismos de responsabilidad. La profesionalidad, el aumento de 
la eficacia y la buena gobernabilidad tienen que avanzar unidas. 

6. Ordenar los programas eficaces 

El orden de los pasos que se vayan dando en el contexto de la reforma de la defensa puede ser cru- 
olal para la sostenibllldad a largo plazo de las reformas. Por otro lado, no existe un proyecto original 
que conduzca necesariamente al éxito. Establecer un orden exige reflexionar en profundidad sobre el 
contexto político, las necesidades locales y los posibles efectos que producirá la reforma del sistema 
de defensa en los distintos grupos, vencedores y vencidos. Sin embargo, hemos recibido una serie 
de lecciones generales que pueden servir de indicadores para establecer la sucesión, 

6.1 El ciclo de planificación de la defensa 

El ciclo de planificación de la defensa, desde su inicio con un amplio análisis de la seguridad hasta 
que se termina con una evaluación con efectos retroactivos de la ejecución de la política, implica la 
sucesión de las actividades de la reforma de la defensa. Aunque raras veces es posible seguir en 
la práctica el orden a causa de las presiones políticas y de la demanda de respuestas rápidas a los 
problemas más acuciantes, puede servir como modelo. 
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6.2 Circunscripciones de ia reforma 

Es frecuente que el apoyo local sea insuficiente para ejecutar una reforma general del sistema de 
defensa, pero que sí permita dar los primeros pasos, por ejemplo, enviar militares al extranjero para 
que reciban formación, o iniciar un debate sobre la reforma. Teniendo la precaución de que estos 
pasos no se conviertan en medidas únicas, son importantes para constituir circunscripciones para la 
reforma dentro y fuera del ejército. En Indonesia, por ejemplo, las iniciativas de reforma del sector de 
la defensa de finales de los noventa se pudieron ejecutar porque tanto las organizaciones de la socie- 
dad civil como ios movimientos del interior de las fuerzas armadas habían empezado a debatirlas con 
anterioridad. Esto permitió que aunaran las fuerzas y se avanzara con mayor rapidez en la agenda de 
la reforma tras la caída del Gobierno de Suharto^ 

6.3 Desarrollo de la capacidad 

Hacer avanzar la agenda de una reforma exige disponer de la capacidad suficiente en lo que se 
refiere a los recursos humanos, la competencia técnica y el liderazgo. Aunque los colaboradores 
extranjeros que apoyan los procesos de reforma puedan proporcionar ayuda técnica en algunos ám- 
bitos, el desarrollo de la capacidad nacional en los Ministerios de Defensa y en las Fuerzas Armadas 
es una pieza clave para que los programas de reforma alcancen el éxito a largo plazo. 

7. Lecciones aprendidas para guiar una ejecución eficaz 

7.1 Gestión de expectativas 

Es importante evitar falsas expectativas respecto al alcance que va a tener el apoyo a la reforma de 
la defensa, expectativas que hay que tratar con precaución. En la antigua Yugoslavia, por ejemplo, 
el ejército esperaba que la reforma del sector de la defensa ofreciese importantes ventajas a los fun- 
cionarios que se retirasen, en concreto alojamiento gratuito. Cuando quedó claro que ni la venta de 
bienes del ejército ni el apoyo extranjero a la reforma del sistema de defensa aportaría los recursos 
suficientes para conceder estas ventajas a los funcionarlos, el ejército se opuso a la reforma. 

Cuadro 7.2.7 OTAN: proporcionar asesoramiento y ayuda sobre la reforma de la defensa 
La OTAN proporciona asesoramiento y ayuda sobre la reforma de la defensa a los países con los que 
mantiene relaciones institucionales. Con frecuencia se le solicita ayuda para llevar a cabo las revisiones de 
las reformas de defensa estratégicas. El asesoramiento de la OTAN se centra en orientar a las naciones para 
que encuentren sus propias soluciones para el desarrollo futuro de sus fuerzas armadas. El asesoramiento 
que proporciona el equipo de la OTAN se suele dirigir a cuestiones clave como: 

• ¿Cuáles son los objetivos de la seguridad y de la defensa del país? 

• ¿Qué tipo de supuestos sirven de base al desarrollo de estas políticas? 

• ¿Qué papel está previsto que representen las fuerzas armadas? ¿Es un papel que se deduzca 
lógicamente de los objetivos fundamentales de la seguridad que el país se ha impuesto? 

• ¿Se ha previsto en función de los recursos económicos disponibles? ¿Es rentable para el país la 
inversión que sale del presupuesto de defensa? 

Durante este proceso el equipo de la OTAN (junto al país implicado) establece unos objetivos que orientan 
el trabajo. En muchos de los países a los que el equipo de la OTAN ha proporcionado ayuda se han produ- 
cido profundos cambios en los planes de defensa, es decir se ha procurado conseguir unas fuerzas más 
pequeñas pero que e! país puede mantener, a la vez que más eficaces y mejor preparadas para contribuir en 
las operaciones internacionales. En algunos casos planes mejor definidos sucumbieron como resultado de 
posteriores recortes del presupuesto que socavaron la integridad de los planes proyectados; en otros casos, 
fue la incapacidad de desarrollar sistemas que permitieran costear adecuadamente las actividades de la 
defensa la que supuso que los esfuerzos empleados en la reforma obtuvieran un progreso limitado. 

Véase Plan de Acción de Asociación sobre el Desarrollo de la Institución de la Defensa {Partnership Action Plan on Defence 
Institution Building):: http://www.nato.int/docu/basictxt/b040607e.htm 
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7.2 Aumento de los recursos para la reforma del ejército y mejora de la profesionalidad 

Los procesos de reforma de la defensa no conducen necesariamente a una reducción de los gastos 
militares. En los casos en los que el proceso de análisis y de evaluación manifiesta que hay una serie 
de elementos y servicios que ya no se necesitan, las cantidades ahorradas se pueden asignar a áreas 
en las que sean más necesarias u a otros ámbitos del presupuesto del Gobierno. Pero la reforma 
del ejército suele generar una mayor demanda de recursos, demanda que se tiene que equilibrar 
con la de otros sectores del Gobierno. La experiencia enseña que la reforma del ejército (incluso la 
reducción de las fuerzas armadas) produce momentáneamente resultados adversos, por ejemplo una 
estructura con demasiado personal directivo. Reconducir una pirámide de personal invertida sólo es 
posible, legal y políticamente, cuando se compensa a quien se jubila anticipadamente. La clausura 
de instituciones militares y la destrucción de los excedentes de armas y munición también exigen in- 
versiones adicionales. En esta situación, la reforma constituye un proceso a largo plazo, y los actores 
internacionales tienen que tener, desde el principio, la disposición y la voluntad de garantizar una 
financiación sostenible. La idea de que la reforma comporta exclusivamente la reducción del tamaño 
de las fuerzas armadas es profundamente simplista. Muchos países en desarrollo disponen de fuer- 
zas armadas excesivamente grandes porque han asumido papeles de seguridad interna además de 
su función primordial. Por lo tanto, la reforma tendría que explicar que la razón de la reducción de las 
fuerzas es su cambio de papel. Sin embargo, esto suele venir emparejado con la necesidad de invertir 
grandes sumas en proporcionar una formación, estructura y equipamiento nuevos que respondan a 
las nuevas tareas del ejército y a los programas de recolocaclón del personal cuya carrera se trunca. 
Si no se realizan inversiones en estos últimos aspectos, es muy probable encontrar una dura opo- 
sición al cambio. 


Cuadro 7.2.8 Consecuencias económicas de la retirada del ejército de las actividades económicas/em- 
presariales en Indonesia 

Los ingresos procedentes de fuentes externas al presupuesto, por ejemplo de actividades empresariales 
dirigidas por el ejército o por alguno de sus mandos a título personal, son un foco de corrupción a la vez que 
una forma de complementar la provisión de fondos y salarios aportada por el Gobierno. En el año 2004 el 
Gobierno de indonesia tomó la decisión, presionado por la comunidad internacional, de poner fin a la impli- 
cación de los militares en actividades empresariales, estableciendo para ello un plazo de cinco años. Si bien 
la ejecución de esta decisión acrecentará enormemente la transparencia del presupuesto del ejército y otros 
asuntos relacionados con el ejército en general, y reducirá las oportunidades de que se vean mezclados con 
la corrupción, privará al ejército de una fuente de ingresos relevante. El ejército ha manifestado que espera 
una compensación en forma de fuerte incremento de su cuota del presupuesto oficiaP. 

Fuente; Human Rights Watch (2006), Too High a Price: The Human Rights Cost of the Indonesian Military’s Economic Activi- 
ties, Nueva York, junio, http://hrw.org/reports/2006/indonesia0606/. 


8. Retos comunes y formas de superarlos 

8.1 Objetivos ocultos 

Los dirigentes civiles, así como ciertos grupos dentro del ejército, pueden manifestar su apoyo a 
los objetivos de la reforma de la defensa cuando en realidad persiguen unos objetivos diferentes, 
como puede ser el de “atrapar” al ejército para obtener beneficios personales o políticos. Quienes 
proporcionan apoyo desde el exterior tienen que considerar que el proceso de reforma del sistema 
de defensa podria ser manipulado y que deben tener previstas de antemano las posibles trampas. 
Es posible que haya que interrumpir o dar por terminado el apoyo. Por ejemplo, a principios de la 
década del 2000 una coalición de políticos y miembros del ejército de Indonesia hizo descarrilar el 
proceso de reforma del sector de la defensa ya que, manteniendo el lenguaje de la reforma, se opu- 
sieron a su ejecución'*. 
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8.2 Apoyo desequilibrado para dirigir ia eficacia y la eficiencia del ejército y ei control democrático 

La reforma de la defensa persigue varios objetivos (entre ellos la eficacia, la eficiencia y el control 
democrático) que deberían reforzarse entre si. El apoyo es, a menudo, necesario de manera 
simultánea en diferentes áreas, señalando los beneficios de los fondos comunes de los actores in- 
ternacionales, sean AOD o no. Si los socios internacionales proporcionan ayuda militar operativa 
sin atender a las cuestiones de gobernabilidad y responsabilidad, existe el riesgo de aumentar 
la laguna del control. Por otro lado, es probable que si sólo se aumenta el control democrático 
de las fuerzas armadas, no se obtenga el impacto deseado en un contexto en el que los solda- 
dos que no son remunerados está debilitando la moral y está contribuyendo a una cultura de abu- 
so de los derechos humanos y de establecimiento de formas de ingreso ilegales. Un apoyo efi- 
caz a la reforma de la defensa por parte de los socios internacionales exige un enfoque y una 
coordinación del Gobierno en su conjunto entre los distintos Gobiernos donantes y las organiza- 
ciones internacionales. Por ejemplo, en Bosnia-Herzegovina, la Representación Especial de la 
Secretaría General de las Naciones Unidas (Special Representativa of the Secretary General of the 
United Nations) estableció un Consejo para la Reforma de la Defensa (Defence Reform Board) enca- 
bezado por un experto internacional para facilitar dicha colaboración. 

8.3 Combinar la confidencialidad funcional con una supervisión eficaz 

Una reforma eficaz del sistema de defensa exige un debate político abierto sobre cuestiones que, 
en muchos países, no se suelen someter al debate público. Está justificado no debatir abiertamente 
algunas informaciones militares, como la capacidad operativa y los temas relacionados con el des- 
pliegue de fuerzas. Pero los protocolos sobre secretos de Estado (especialmente cuando se trata 
de asignación de presupuesto y funcionamiento) reducen la eficacia y la responsabilidad y hay que 
enfrentarse con ellos. Los actores internacionales pueden proporcionar ayuda para desarrollar la ca- 
pacidad que deben tener los parlamentarios y las comisiones para estudiar las cuestiones relaciona- 
das con la defensa, de elaborar borradores de leyes y de participar en debates y tomas de decisión 
relacionadas con las cuestiones que giran en torno a la seguridad internacional. 

9. Características especiales de la reforma del sistema de seguridad 
post-conflicto 

9.1 Conectar la desmovilización, el desarme y la reintegración con la reforma de la defensa 

El principal reto de la posguerra es la desmilitarización y disolución de los grupos armados y la 
reducción del tamaño de las fuerzas armadas regulares. Los imperativos políticos y las considera- 
ciones en torno a la seguridad a menudo exigen una rápida desmovilización y reintegración. Sin 
embargo, siempre que sea posible, es útil considerar el desarme, la desmovilización y la reinte- 
gración como un componente de la reforma del sistema de seguridad y de la defensa. Un proceso 
de reforma de la seguridad bien proyectado y ejecutado es la mejor garantía para la sostenibili- 
dad del proceso de desarme, desmovilización y reintegración. La planificación del DDR debe ser 
un proceso cuidadoso que tenga en cuenta el tamaño y configuración de las fuerzas armadas en 
el futuro, asi como de otros servicios de seguridad necesarios para hacer frente a las amenazas 
de la seguridad (Véase la sección 2 para más cuestiones las conexiones entre la RSS y el DDR 2). 

9.2 Integrar la gestión de arsenales y la destrucción de excedentes 

Inmediatamente después de concluir un conflicto armado se produce la acuciante necesidad de rea- 
lizar inventarios sistemáticos del armamento disponible. Dado que el ejército tiene un papel central en 
la gestión de las armas, que incluye las decisiones sobre obtención y exportación, hay que calcular el 
número de armas que se necesitan y las posibilidades de destruir el excedente, de tal manera que se 
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evite la presión para aumentarlo. En algunos países el ejército tiene la responsabilidad de gestionar 
los registros nacionales de armas de fuego; también se puede necesitar apoyo para realizar el tras- 
paso de este tipo de responsabilidades a la policia. 

9.3 Formación más que reforma 

En algunos casos, como en la República Democrática del Congo, las iniciativas se han dirigido, casi 
desde el principio, a constituir unas nuevas fuerzas armadas más que a “reformar” las antiguas. La 
reconstrucción del sector de la defensa ofrece tanto posibilidades como dificultades para construir 
un sector de defensa de acuerdo con los objetivos establecidos para la reforma. Una de las dificulta- 
des propias de los países en los que ha concluido una guerra civil es la de integrar a excombatientes 
tanto de las fuerzas gubernamentales como de las rebeldes en un sector de seguridad reconstituido. 
Crear unas nuevas fuerzas armadas política y económicamente sostenibles a lo largo del tiempo es 
una tarea difícil (concebida a largo plazo). 

9.4 Tratamiento de los crímenes de guerra y de otras graves violaciones de los derechos humanos 

Tanto las fuerzas de seguridad como los grupos rebeldes, que posteriormente van a formar parte 
del ejercito nacional, habrán cometido durante el conflicto actos de violencia contra las poblaciones 
civiles. Hay que desarrollar directrices para el proceso de selección del personal que eviten que los 
infractores más crueles permanezcan o ingresen en las nuevas fuerzas armadas. Este tema está 
claramente vinculado con cuestiones más amplias como las de la justicia de transición y del derecho 
internacional humanitario. Además, se pueden aplicar medidas dirigidas a la reconciliación de la pob- 
lación y a generar confianza, medidas con las que dar respuesta al legado de miedo y a la necesidad 
de recuperar la confianza de la población en el ejército. Las organizaciones de mujeres, los movimien- 
tos juveniles y otras organizaciones de la sociedad civil pueden ser socios ejecutores fundamentales 
de este tipo de actividades. Es esencial articular procesos de desarrollo que impulsen a las víctimas 
(hombres, mujeres y niños) a informar de las violaciones sufridas. Por otro lado, los niños soldados 
acusados de crímenes de guerra merecen una consideración y trato especiales. 

9.5 Hacer frente al legado de miedo y de desconfianza de las fuerzas armadas 

Los países que salen de conflictos armados tendrán probablemente que hacer frente a un legado de 
miedo y de desconfianza hacia los grupos armados, ya sean estatales o no. En muchos conflictos 
armados recientes la violencia sexual contra mujeres y niños, el reclutamiento de niños soldado y 
otras violaciones de los derechos humanos fue responsabilidad de las fuerzas armadas. Aunque se 
presenten cargos por crímenes de guerra contra los individuos más crueles, siempre se mantiene 
una cierta impunidad y tolerancia hacia delitos como la violencia ejercida contra las mujeres, el re- 
clutamiento forzoso de niños soldado y los matrimonios y trabajos forzados. Hay que tratar estos 
temas transformando la cultura organizativa de las fuerzas de seguridad en una cultura en la que los 
mandos superiores eviten, detecten, detengan y castiguen la explotación sexual o de cualquier otro 
tipo. Ofrecer orientaciones explícitas sobre comportamientos permitidos y no permitidos, acabar con 
la impunidad y adoptar una política de no tolerancia ayudarán a conseguir este cambio. La formación 
dirigida a la incorporación en operaciones de apoyo a la paz puede servir de punto de partida para 
tratar cuestiones como la explotación sexual, utilizando el Código de Conducta de NNUU para los 
Cascos Azules (UN Code of Conduct for Blue Helmets), o la protección de la infancia, basándose 
en la Resolución 1612 del Consejo de Seguridad (Security Council Resolution) y en otras normativas 
sobre los derechos de los niños. 
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Caso 7.2.1 

Apoyo internacional para la reforma de la defensa en Ucrania 

Contexto 

En Ucrania se hicieron intentos de reforma del sector de la defensa a principios de los años noventa, 
pero se enfrentaron con gran cantidad de obstáculos como la falta de experiencia en la construcción 
del Estado, una base legislativa pobre, unos objetivos políticos imprecisos, la falta de expertos cuali- 
ficados, el inexistente papel de la sociedad civil y la continuación de la forma de pensar soviética. El 
compromiso internacional sostenible unido a las condiciones impuestas y a un enfoque progresivo 
hacia el entendimiento político e institucional, se inició con la firma del Documento del Marco de Paz 
(Peace Framework Document) (1994) y de la Carta OTAN- Ucrania (NATO-Ukranie Charter) (1997). La 
reforma de la defensa tuvo un inicio lento, pero adquirió velocidad a partir del año 2002. La decisión 
de Ucrania de solicitar el ingreso en la OTAN condujo a un proceso de reforma del sistema de defensa 
más intensivo en el que el apoyo de la OTAN tuvo un papel importante. 

Punto de partida 

El fuerte movimiento hacia la democratización de la élite política y de la sociedad civil, el deseo de 
unirse a las organizaciones regionales occidentales, y la interacción continuada con los organismos 
internacionales, especialmente con la OTAN, constituyeron importantes puntos de partida. De una 
atención inicial en la reforma de la defensa, los esfuerzos de la reforma del sistema de seguridad se 
han empezado a ampliar; los nuevos puntos de partida incorporan las carencias más graves de la 
imposición del cumplimiento de la ley en Ucrania. 

Lecciones aprendidas 

Papel central de la voluntad política — La velocidad a la que se han emprendido las reformas se ha 
unido al apoyo creciente de la mayor parte de la élite de Ucrania así como de su población para com- 
prometerse con la OTAN y con la Unión Europea. Este hecho ha conducido a la demanda de ampliar 
los movimientos generales hacia la democracia a la reforma del sistema de defensa. 

Establecimiento de estructuras para la reforma — La reforma se ha institucionalizado a través de un 
marco de cooperación política que incluye un Grupo Conjunto de Trabajo sobre la Reforma de la De- 
fensa (Joint Working Group on Defence Reform). El grupo se ha centrado en un número creciente de 
cuestiones como las relaciones entre el ámbito civil y el militar, la planificación y gestión de recursos 
y el desarrollo profesional. La adopción de un plan de acción en el año 2002 que incorpora una serie 
de principios y objetivos aceptados de común acuerdo, y que está apoyado por una planificación 
detallada de objetivos anuales proporcionó pasos concretos para avanzar hacia la reforma de la 
defensa. Tras la “Revolución Naranja” se intensificó el diálogo sobre las aspiraciones de Ucrania de 
ingresar en la OTAN. El resultado se concretó en el Programa Estatal de Desarrollo de las Fuerzas 
Armadas 2006-201 1 (State Programme of Development of the Armed Forces), programa más realista 
que los anteriores. 

Equilibrar costes y velocidad de las reformas — Los imperativos económicos del legado soviético 
siguen frenando el avance de la reforma. Ante una economía débil, unos recursos limitados y una 
amplia agenda de reformas, todas las partes interesadas tienen que ser capaces de afrontar los 
costes relacionados con la reforma del sistema de seguridad, es decir, las inversiones económicas y 
la adaptación humana. La concentración inicial en la reforma de la defensa está justificada, pero el 
resultado es que otros sectores de la seguridad se están quedando muy rezagados. La sociedad civil 
y el Parlamento son quienes tienen que presionar para que se realice el cambio. 
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Impacto 


Las reformas de la defensa han obtenido resultados pero, tal y como dice el responsable del 
Grupo Conjunto de Trabajo sobre la Reforma de la Defensa de la OTAN y Ucrania, John Colston, 
“la dificultad más importante a la que se enfrenta Ucrania es la necesidad de una transformación 
general del sector de la seguridad para acercarse más a los criterios de la Europa del Atlántico y del 
resto de Europa. En otras palabras, para que los esfuerzos realizados por Ucrania en el sector de la 
seguridad tengan éxito, tienen que abarcar no sólo el Ministerio de Defensa y las Fuerzas Armadas 
ucranianas, sino también el resto de las fuerzas de seguridad o las instituciones de imposición del 
cumplimiento de la ley, entre las que se incluyen las fuerzas internas de seguridad®. 

Caso 7.2.2 

Proceso de revisión del sistema de defensa en Uganda 

Contexto 

Los observadores extranjeros consideran desde hace mucho tiempo que el sector de la defensa es 
un obstáculo para el desarrollo social y económico de Uganda. A pesar del importante proceso de 
desarme, desmovilización y reintegración iniciado a principios de los años noventa, apoyado por 
el Banco Mundial, la defensa sigue acaparando una importante cuota de los recursos disponibles 
del país. Así pues, los actores externos destinaron, de manera informal, su ayuda a un tope de 
gastos militares del 2% del PIB. El Gobierno ugandés respondió que este techo no era suficiente 
para proporcionar seguridad a su población, especialmente en el norte. Una parte importante del 
gasto militar estaba fuera de presupuesto, y los datos del presupuesto para el ejército eran cada vez 
menos fiables, lo que, sumado a otros gastos por encima del presupuesto, se convertía en un gasto 
total que superaba con mucho el techo cada año. Al mismo tiempo, los donantes manifestaban su 
preocupación por la implicación de las fuerzas armadas ugandesas en la República Democrática del 
Congo. 



UGANDA: La revisión de la defensa debe evaluar el papel, las funciones y tos recursos del ejército. 
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Punto de partida 


El proceso de revisión de ia defensa fue puesto en funcionamiento cuando varios donantes, entre 
ios que figuraban el Banco Mundial y ei DFiD dei Reino Unido, reconocieron que ei tope del gasto no 
estaba teniendo los resultados esperados. Les gustaría estar de acuerdo con la opinión del ejército 
y de los dirigentes políticos ugandeses de que se necesitaban esos fuertes gastos para mejorar la 
seguridad, pero les preocupaba la forma en la que ese dinero era desembolsado. En 1998 un Estudio 
de Eficiencia de la Defensa (Defence Efficiency Study) realizado por expertos aportó sugerencias para 
mejorar la transparencia y la gestión pero no pudo resolver las cuestiones que subyacían a la falta de 
un sistema de gastos adecuado en el ejército ugandés. El siguiente paso para facilitar un debate ra- 
cional entre los donantes y el Gobierno de Uganda respecto al nivel adecuado de gasto de los fondos 
destinados a la defensa tendría que haber sido la realización de un análisis detallado de las amenazas 
a la seguridad a las que estaba expuesta la población ugandesa y de las necesidades de defensa 
que tenía. El Gobierno ugandés inició este estudio mediante un proceso exhaustivo de revisión del 
sistema de defensa apoyado por el DFID del Reino Unido durante los años 2002 y 2003. 

Lecciones aprendidas 

Ampliar el proceso — El proceso de revisión del sistema de defensa implicó a más sectores además 
del ejército; se trató de una iniciativa que afectaba a todos los estamentos del Gobierno e incluía 
algunas organizaciones de la sociedad civil. Se inició con un análisis general de las amenazas a la 
seguridad a las que estaba expuesta la población ugandesa y su territorio, análisis que incorporaba el 
estudio de las posibles respuestas políticas a las que podía acceder el Gobierno, antes de centrarse 
en las opciones y cuestiones relacionadas con la reforma del sistema de defensa. 

Enfoque profesional — El orden de los distintos pasos que había que dar en el proceso de revisión 
del sistema de defensa fue definido previamente. Del análisis de las amenazas y competencias se 
derivarían implicaciones para la planificación y estructuración de las fuerzas, así como la obtención 
de fondos y el personal. 

Transparencia limitada — El ejército se negó a ofrecer datos transparentes de todas sus actividades 
relevantes; por ejemplo, algunas secciones del presupuesto seguirían clasificadas. Los observadores 
extranjeros, incluyendo los actores externos, se mantuvieron escépticos respecto a los resultados 
del proceso de revisión, especialmente respecto a las propuestas de aumentar considerablemente el 
gasto en equipamiento y en mejora de las competencias militares. 

Subestimación de ia naturaleza fundamental del problema — El principal objetivo de la revisión del 
sistema de defensa, es decir, la mejora de la calidad del diálogo sobre el gasto militar, fue socavado 
por la ausencia de un entendimiento común de las principales reformas necesarias: las dirigidas a 
mejorar las competencias militares y las reformas de la gobernabilidad. 

Impacto 

Aunque el proceso de revisión del sector de la defensa no ha permitido alcanzar un acuerdo entre 
los donantes y el Gobierno respecto al nivel de gasto adecuado para el ejército ugandés, ha dejado 
sentadas las bases para reformas adicionales en el sector de la defensa ugandesa®. Se ha realizado 
algún trabajo en relación con un Plan Combinado de Defensa (Defence Corporate Plan), y la Unidad 
de Reforma de la Defensa (Defence Reform Unit), establecida como parte de la Revisión, se ha con- 
vertido recientemente en el Secretaría de la Reforma de la Defensa (Defence Reform Secretariat). 
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Caso 7.2.3 

Fomento de la reforma de la defensa mediante escuelas de formación 
en África 

Contexto 

Las fuerzas de seguridad juegan un papel crucial en la respuesta a las dificultades a las que se 
enfrenta la seguridad en muchos países africanos. Es importante que ejerzan esta función de acuerdo 
con el Estado de Derecho y que sean conscientes de sus deberes y obligaciones democráticos. Para 
que sea eficaz, la formación que reciban las fuerzas de seguridad africanas se tiene que adaptar a las 
características específicas y a las necesidades propias de cada país. 

Punto de partida 

Francia, reconociendo esa necesidad de adaptar la formación, y en consecuencia la de desarrollar el 
sistema de formación ya existente, ayudó a establecer y viene apoyando desde los años noventa una 
red de Escuelas Nacionales de Orientación Regional (ENVR, Ecoles Nationales á Vocation Régionale) 
en los países del África francófona. La gestión de esta red de escuelas se basa en la estrecha aso- 
ciación entre los países receptores y Francia. Ofrecen altos niveles de formación y cuentan con un 
estricto proceso de selección. 

Lecciones aprendidas 

Importancia del enfoque de asociación — Los países socios desarrollan junto con Francia las distintas 
modalidades de gestión y formación, y esa formación es impartida conjuntamente por instructores 
franceses y africanos. Las ENVR reciben actualmente apoyo de otros países donantes, colaboración 
multilateral que está permitiendo el desarrollo de la red de escuelas. 

La fuerza reside en la amplitud de ta formación ofertada — Las ENVR ofrecen cuarenta y nueve cur- 
sos diferentes, lo que permite dar respuesta a un amplio abanico de necesidades. La formación está 
organizada en torno a cuatro áreas principales: formación general para sargentos, cabos y oficiales 
africanos; formación sobre apoyo a la paz (por ejemplo, mantenimiento de la paz y desminado); 
formación específica (por ejemplo, logística, salud y aeronáutica); y formación para la seguridad. 

La flexibilidad es fundamental — La red tiene que estar dotada de la flexibilidad suficiente para 
responder a un contexto político y de seguridad sometido a cambios. Por ejemplo, en 2002 se cerra- 
ron cuatro escuelas situadas en Costa de Marfil al empeorar la crisis en el país. En junio de 2003 la 
escuela de mantenimiento de la paz se trasladó a Koulikoro, en Malí, donde se han seguido impar- 
tiendo estos cursos de formación. 

Impacto 

Desde 1998 el Ministro de Asuntos Exteriores francés ha contribuido a que se establezcan y entren 
en funcionamiento catorce ENVR en ocho países de África central y oriental (Benin, Burkina Faso, 
Camerún, Gabón, Malí, Níger, Senegal y Togo). Cada año, un promedio de mil doscientos internos 
procedentes de treinta países africanos reciben formación en las escuelas de la red. Las ENVR con- 
tribuyen al desarrollo de una cultura democrática y de respeto a los derechos humanos en las fuer- 
zas militares africanas. Más aún, la formación conjunta de miembros de distintas fuerzas armadas 
fomenta intercambios y un mayor entendimiento entre las distintas culturas militares africanas. 
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SECCIÓN 7: EJECUCIÓN DE LA REFORMA DEL SISTEMA DE SEGURI- 
DAD POR SECTORES 

SECCIÓN 7.3: REFORMA DE LOS SERVICIOS DE SEGURIDAD Y DE 
INTELIGENCIA 

Cuestiones clave 

• Garantizar el equilibrio entre la discreción y la transparencia de las operaciones y mandatos oficiales 

• Desarrollar un marco legal adecuado {en el que se incluya el control externo) en el cual los servicios 

de seguridad y de inteligencia puedan trabajar dentro del Estado de derecho y respetando los derechos 
humanos fundamentales. 

• Dejar claro cuáles son las funciones y responsabilidades respectivas de los distintos servicios de 
seguridad y de inteligencia. 

• Mejorar la prestación de un servicio de inteligencia imparcial que contribuya a alcanzar los objetivos de 
seguridad del Estado y de la sociedad. 

• Incrementar la eficacia de los servicios de seguridad y de inteligencia mediante inversiones en la 
realización de cambios dentro de las organizaciones, en políticas de empleo que fomenten la igualdad 
de oportunidades y en formación del personal. 

• Mejorar la rendición de cuentas ante el poder ejecutivo y el Parlamento. 

• Desarrollar controles que gobiernen la utilización de métodos de intrusión en el desarrollo de las 
funciones de los servicios de inteligencia. 

• Acrecentar la profesionalidad y la ética de los funcionarios de los servicios de seguridad y de 

inteligencia. 

• Aumentar la comprensión que tiene la población del papel y del mandato de los servicios de seguridad y 
de inteligencia. 


1. Importancia de este sector para la reforma del sistema de 
seguridad 

Los servicios de seguridad y de inteiigencia pueden apoyar los procesos de reforma del sistema de 
seguridad al mismo tiempo que están sujetos a esos mismos procesos de reforma. Estos servicios 
y cuerpos suelen formar parte del Gobierno central e informar directamente a los responsables de 
la toma de decisiones. Como factores de los análisis de amenazas y del asesoramiento relacionado 
con las políticas y los servicios de inteligencia, ejercen una fuerte influencia sobre la disposición, la 
administración de los recursos y las actividades de otras instituciones dedicadas a las cuestiones 
de seguridad. Cuando funcionan bien, garantizan que se asignen los recursos con eficacia y en 
proporción con las amenazas nacionales prioritarias. Cuando funcionan mal, ejercen una influencia 
desproporcionada que excluye a otras fuentes de análisis, sirven a intereses particulares más que a los 
del conjunto de la nación y disfrutan de impunidad ante las violaciones de derechos que cometen. 

Los servicios de seguridad y de inteligencia están constituidos por un amplio abanico de organizaciones 
y agencias cuya característica común reside en que todas ellas procesan información (con frecuencia 
clasificada) de forma analítica para convertirla en “inteligible”. La mayor parte de los países cuenta 
con un número elevado de organismos de inteligencia con cometidos específicos, en ocasiones 
coincidentes al menos en parte. Entre estos organismos se cuentan agencias de inteligencia interna 
y externa, táctica y estratégica, criminal, reunión de datos (por ejemplo de comunicados, información 
sobre personas e imágenes), civil y militar, y cuerpos de análisis estratégico. Algunos servicios de 
seguridad e inteligencia nacionales disponen de autoridad de tipo policial que les permite investigar, 
arrestar o detener a individuos. Sin embargo, se suele considerar que es mejor que los servicios de 
seguridad y de inteligencia renuncien a estos poderes y transmitan sus informaciones a la policía, 
los agentes de aduanas o las agencias de inmigración, instituciones mejor situadas para realizar 
investigaciones que puedan llevar a acciones judiciales y controles sobre actividades ilegales dentro 
y a través de las fronteras. 

Aunque suele existir una separación conceptual y organizativa entre los servicios de seguridad y de 
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inteligencia relacionados con las amenazas internas y externas, desde el punto de vista analítico no 
tiene utilidad ninguna considerar estas amenazas por separado ya que son pocas las que se pueden 
identificar como exclusivamente externas o internas. Una dificultad grave al emprender la reforma 
de los servicios de seguridad y de inteligencia reside en garantizar que las estructuras reflejen 
esta interdependencia, a la vez que se evita la creación de superestructuras demasiado grandes o 
poderosas. 

2. Importantes conexiones con una reforma del sistema de seguridad 
más amplia 

En un sistema de seguridad que funciona bien existen numerosos vínculos que suponen un beneficio 
recíproco para los servicios de inteligencia y de seguridad y otras agencias relacionadas con la 
seguridad como son la policía, el ejército, los servicios de inmigración y de aduanas. A nivel operativo, 
estas agencias basan sus acciones en los análisis de la información de que disponen, entre la que se 
incluye las entradas aportadas por los servicios de seguridad y de inteligencia. A su vez, los servicios 
de seguridad y de inteligencia se apoyan en otras agencias a las que encargan trabajos y labores 
detallados y cuyas operaciones apoyan. A nivel político, los servicios de inteligencia colaboran 
en debates sobre las estructuras y prioridades de otras agencias y aportan pruebas a favor de la 
reforma. 

2.1 Reforma del ejército y de la policía 

Además de los servicios de seguridad y de inteligencia, tanto el ejército como la policía suelen 
disponer de sus propias competencias en el ámbito de la inteligencia. Se tienen que acordar los 
papeles y funciones de estas agencias, los mecanismos de cooperación y coordinación entre unas 
y otras y con los primeros y las estructuras que han de realizar un control independiente. Es esencial 
la adecuada cooperación y coordinación entre las distintas agencias que utilizan las técnicas de 
los servicios de inteligencia para evitar el derroche de recursos. Además, la competencia entre las 
agencias conduce a la elaboración de análisis confusos y, en el peor de los casos, a la inestabilidad 
política. Una herramienta útil para fomentar ia cooperación es acordar criterios comunes para realizar 
las investigaciones y asegurar la confidencialidad entre las agencias de tal manera que quede 
garantizado que los secretos de una organización pueden compartirse con otra con total seguridad. 

En muchos casos es posible establecer legislación por escrito, por ejemplo sobre cuestiones como 
la intervención de teléfonos y la vigilancia, que abarque actividades propias de todas las agencias del 
Gobierno que utilizan las técnicas de los servicios de inteligencia. De la misma forma, un individuo o 
una institución (por ejemplo un juez que autorice la intervención de un teléfono) podrían supervisar 
varias agencias diferentes. Queda claro que esta legislación y estas estructuras deben tener en 
cuenta los intereses y actividades del resto de las agencias en cuestión. 

2.2 Reforma del sistema penitenciario 

Las agencias de inteligencia disponen en ocasiones de centros propios de detención que no 
están sometidos a la inspección, o bajo el control, de los sistemas penitenciarios oficiales. Entre 
los principales objetivos destacan aumentar el control sobre este tipo de centros, transferir los 
detenidos a las autoridades de los sistemas penitenciarios oficiales y garantizar los trámites legales 
debidos a los detenidos. En todos los centros de detención se tienen que aplicar las mismas normas 
internacionales para la detención de mujeres y jóvenes, por ejemplo, la separación respecto a los 
varones detenidos. 

2.3 El servicio de inteligencia para apoyar la reforma del sistema de seguridad 

Los servicios de seguridad y de inteligencia ejercen una función clave en la superación de los riesgos 
a los que se enfrentan los Estados durante los procesos de reforma del sistema de seguridad, período 
en el cual los gobiernos suelen verse sujetos a apreciaciones erróneas y anticuadas respecto a las 
intenciones hostiles de los antiguos adversarios y / o a no reconocer los nuevos riesgos que surgen. 
Será más fácil tomar decisiones radicales en busca de la paz, reestructurar las agencias de seguridad 
para afrontar amenazas nuevas, o imponer cambios fundamentales respecto a los recursos y los 
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presupuestos si están apoyadas en pruebas de peso aportadas por los servicios de inteligencia. 
Lo lógico sería que un proceso de revisión de la seguridad nacional diera lugar a un marco coherente 
para la política nacional de seguridad que identificara el ámbito adecuado de las actividades y los 
recursos necesarios correspondientes. Los servicios de inteligencia y de seguridad ejercen una 
importante función en la realización de los análisis y estudios necesarios para emprender estos 
procesos. 


3. Cómo se puede dirigir una evaluación de la reforma del sistema de 
seguridad en este sector 


Dado que el entorno, tanto nacional como internacional, cambia a lo largo del tiempo, hay que 
realizar con reguiaridad estudios de conjunto y análisis de las necesidades para desarrollar, realizar 
el seguimiento y adaptar las estructuras de los servicios de inteligencia y de seguridad, su mandato, 
la cultura del organismo y los trámites. Llevar a cabo este tipo de análisis puede ser enormemente 
difícil a menos que el Gobierno receptor proporcione una absoluta cooperación oficial. Una primera 
fase, importante y en ocasiones larga, de cualquier programa consiste en fomentar una confianza tal 
Tafla? acometer un análisis completo. Es preciso realizar un análisis de las tablas de rotación, 

en vez de esperar a terminar todos los estudios antes de iniciar cualquier otra labor. 

Puntos a tener en cuenta en la evaluación de los servicios de inteligencia y de seguridad (ISS) 


Contexto 


• ¿Cuáles son los posibles agentes del cambio que apoyarían un proceso de reforma 
de los ISS? 

• ¿Qué opinión tienen la población y los políticos sobre las actividades de los cuerpos 
de seguridad, tanto los vigentes como los anteriores? ¿Se puede aprovechar para 
promover la reforma? ¿Puede suscitar temor y malas interpretaciones? 

• ¿Hasta qué punto se encuentra politizado el cuerpo? ¿Sobreviviría la organización o 
el personal que ocupa los cargos más altos a un cambio de poder? Si la respuesta es 
negativa, ¿por qué no? 

• ¿Cuáles son las principales cuestiones de la seguridad nacional en las que están 
comprometidos los servicios de inteligencia y de seguridad? ¿Cuáles son sus actores, 
problemas, preocupaciones y quejas principales? ¿Qué acción política se ha puesto 
en marcha, si es que se ha hecho algo, para aliviar las tensiones? Las acciones de la 
seguridad y de la inteligencia, ¿apoyan o impiden la solución? 

• ¿Cuáles son las dimensiones externas de la situación de la seguridad? ¿Qué 
acción política, en el caso de que haya alguna, se está llevando a cabo para resolver 

estas 

tensiones? ¿Estás apoyando las actividades de la seguridad apoyando o impidiendo 
una solución? 

• ¿Cuáles son las nuevas amenazas a las que el sistema de seguridad no puede hacer 
frente porque aún no dispone de la estructura necesaria? ¿Cuáles son las amenazas 
que se han debilitado y por tanto ya no deben configurar las decisiones relativas a las 


Responsabilidad y 
supervisión 


¿Cuál es el marco legal que regula los servicios de inteligencia y de seguridad? 

¿Quién tiene en sus manos el control, la supervisión y la responsabilidad política? 

¿Cómo está estructurado? ¿Qué tal funciona? 

¿Hay algún sistema para aprobar técnicas de intrusión, por ejemplo la intervención de 
teléfonos o la vigilancia con la debida autorización? 

¿Hasta qué punto están protegidos los datos personales? 

¿Qué opinión tienen las partes interesadas respecto a los servicios de inteligencia y 
de seguridad y de sus mecanismos de responsabilidad? ¿Qué cuestiones consideran 
prioritarias? ¿Puede la población presentar reclamaciones o emprender acciones 
legales contra la ISS? 

¿Quién ejerce el control económico? ¿Los servicios de seguridad e inteligencia 
solicitan fondos de la misma forma que cualquier otro departamento del Gobierno? 

¿Sus gastos están sometidos a auditorías? 

¿Qué papel representa el Gobierno en el control de los servicios de inteligencia y de 
seguridad? 

»> continúa 
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Capacidad 


Gestión 


Coordinación con 
otros elementos 
del sistema de 
seguridad 


Compromiso de 
la comunidad 
internacional 


• ¿Qué formación reciben los funcionarios de los ISS? ¿Qué nivel educativo se exige a 
los funcionarios de estos servicios? 

• ¿Qué información recopilan los servicios de inteligencia y los cuerpos de seguridad 
cuando realizan análisis? ¿Tienen acceso a los servicios de inteligencia de otras 
organizaciones, por ejemplo de la policía o del ejército? ¿Utilizan fuentes de material 
abiertas? 

• ¿Qué utilidad tienen sus informes? ¿Qué decisiones se toman basándose en ellos? 
¿Cuál es la importancia relativa que se concede a los servicios secretos de inteligencia 
frente a las fuentes accesibles, los estudios científicos o elaborados por grupos de 
expertos y los análisis políticos de los Ministerios convencionales? 

• ¿Cómo están estructuradas las agencias de inteligencia y los cuerpos de seguridad? 

• ¿Cuál es la división del trabajo y la relación de poderes entre los actores principales? 

• ¿Qué opinión tienen los servicios de inteligencia y de seguridad del interés nacional? 
¿Cómo definen y analizan las amenazas? ¿Cómo entienden y responden a las necesidades 
de información de otras agencias y de quienes tienen la responsabilidad de tomar 
decisiones? 

• ¿Qué trámites internos se tienen que efectuar para garantizar un sistema eficaz de 
aprobación y control de las operaciones? 

• ¿Qué estruoturas de control interno existen? 

• Los servicios de inteligencia y de seguridad, ¿disponen de políticas de igualdad de 
oportunidades respecto al empleo, la retención y la promoción? ¿Dispone el personal de 
mecanismos internos para presentar denuncias ante situaciones como el acoso sexual y la 
discriminación? 

• ¿Existen trámites establecidos para que la sociedad presente denuncias e inicie procesos 

respecto al comportamiento de los funcionarios? 

• ¿Quién prepara los informes y los análisis para los responsables de la toma de 
decisiones? ¿Los funcionarios que ocupan altos cargos reciben informes, análisis 
documentales, o ambos individuales de parte de los servicios de inteligencia? 

• ¿Qué trámites, oficiales e informales, existen para llevar a cabo la cooperación con 
otras agencias de seguridad? ¿Se siguen estos trámites? 

• ¿Cómo se clasifica la información? ¿Cómo se realizan las investigaciones y el 
acceso? ¿Hay un criterio único válido para todo el Gobierno? 

• Los profesionales que llevan a cabo las reformas, ¿disponen de un conocimiento 
suficiente de las estructuras de los servicios de inteligencia y del poder local para 
realizar un trabajo verosímil? 

• Los profesionales, ¿disponen de los sistemas necesarios para proteger los secretos 
legítimos de los servicios de inteligencia y de seguridad? 

• ¿Qué indicadores de funcionamiento se pueden utilizar durante los procesos de 
reforma? ¿Se cuentan entre los indicadores posibles, por ejemplo, la reducción de las 
denuncias por abusos, el incremento del uso por parte de los responsables de las 
políticas de los informes elaborados por los servicios de inteligencia, la colaboración 
tangible por parte de los servicios de inteligencia y de seguridad con los objetivos del 
sistema de seguridad (por ejemplo, la reducción de la actividad criminal organizada), 
y el aumento de la confianza de la población en los servicios de inteligencia y de 
seguridad. ¿Cómo se va a realizar el seguimiento y evaluación de los cambios? 

• ¿Qué otro tipo de relaciones tienen los servicios de inteligencia y de seguridad con 
los actores extranjeros? Estas relaciones, ¿se mantienen con donantes que aportan su 
apoyo al desarrollo o con servicios de inteligencia y cuerpos de seguridad extranjeros? 
¿Es posible acceder a la información relacionada con estas actividades? Estas 
relaciones, ¿intensifican o socavan la reforma? ¿Qué mecanismos de coordinación se 
pueden utilizar para alinear las distintas actividades internacionales? 
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4. Posibles puntos de partida para la reforma del sistema de 
seguridad 

Un programa general de reforma del sistema de seguridad tiene que aunar el aumento de la calidad 
de la coordinación de los servicios de seguridad con la elaboración de políticas; mejorar el control por 
parte del poder ejecutivo y la supervisión del legislativo; garantizar el respeto al Estado de derecho 
y la adhesión al principio de no partidismo político; y fortalecer la eficacia operativa. En cualquiera 
de estos aspectos se pueden encontrar puntos de partida, o bien, con un apoyo político de alto 
nivel, se podría abordar un enfoque general y realizar progresos simultáneos en todos ellos. Los 
acontecimientos políticos, los fallos de los servicios de inteligencia o las solicitudes de formación 
también se pueden utilizar como puntos de partida. A continuación analizamos algunos de ellos. 

4.1 Evaluación de la calidad de los productos de los servicios de seguridad y de inteligencia 

La presión para que se reformen los servicios de seguridad y de inteligencia (ISS) será producto 
en muchas ocasiones de la incapacidad de estas agencias para ofrecer una información adecuada 
a los responsables de la toma de decisiones en relación con alguna amenaza concreta (interna o 
externa). En algunos casos el país se puede ver sometido a la presión internacional para que funcione 
mejor en las cuestiones relacionadas con la seguridad transnacional o puede solicitar el ingreso 
en cuerpos multinacionales que exijan unos niveles más elevados de seguridad y respeto por los 
derechos humanos. Un punto de partida útil es el análisis de los fallos concretos de los servicios de 
inteligencia y de seguridad que, a su vez, se pueden poner en relación con un estudio más amplio 
de las prioridades de la seguridad nacional. Lo habitual será que existan grandes resquemores ante 
la incorporación de cualquier equipo que vaya a realizar un estudio de la calidad del producto de los 
servicios de inteligencia y de seguridad. Sin embargo, si se consiguen superar estos problemas, 
estos estudios constituirán un importante punto de partida para la reforma de dichos servicios. 

4.2 Examen de la división del trabajo entre los servicios de seguridad y de inteligencia 

Por razones históricas, políticas y burocráticas, muchos países disponen de varios organismos que 
prestan los servicios de inteligencia y seguridad, entre las que a veces se establece una rivalidad a 
causa de los recursos, la influencia e incluso las fuentes de información. Suelen existir aspectos en 
los que las funciones y los mandatos adoptados por los diferentes actores coinciden parcialmente 
(por ejemplo, entre los responsables del servicio de inteligencia nacional y extranjero), así como en el 
papel representado por las instituciones establecidas para coordinarlos. Con frecuencia se plantean 
problemas en relación con la autoridad de que disponen los servicios de inteligencia y de seguridad 
de arrestar y detener sospechosos, así como en relación con la forma de relacionar su autoridad 
con las funciones legales y las responsabilidades de la policía y del sistema judicial. Esto puede 
llevar a derrochar recursos, reducir la eficacia operativa y, en ocasiones, a la inestabilidad política o 
a disputas públicas. El proceso de reforma del sistema de seguridad se puede presentar como una 
posible solución de estos problemas. 

4.3 Respuesta a la presión de la sociedad civil a favor de la reforma 

Con frecuencia la presión para la reforma procederá de los parlamentarios o de otros movimientos 
de la sociedad civil que consideren que los servicios de seguridad y de inteligencia son abusivos, 
y que rebasan o derrochan su mandato. Dar respuesta a estas preocupaciones constituye un buen 
punto de partida. Un proceso de reforma bien gestionado suele ser bien recibido por los cuerpos 
de seguridad que reconocen que una crítica legítima exige una respuesta si se pretende que los 
servicios de inteligencia y los cuerpos de seguridad conserven su credibilidad y legitimidad. Apoyar la 
formalización de las estructuras de los servicios de seguridad y de inteligencia mediante borradores 
de leyes, normalizar las técnicas operativas específicas y crear mecanismos de control parlamentario, 
judicial y ejecutivo son actividades fundamentales que se derivarían naturalmente de este punto de 
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partida. 

4.4 Cooperación internacional de los servicios de inteligencia 

Las agencias de inteligencia y seguridad de los países miembros de la OCDE buscan ampliar 
el número de socios legítimos y eficaces en los países en vías de desarrollo y es posible que ya 
mantengan relaciones previas con los servicios de seguridad y de inteligencia en cuestión. Estas 
agencias podrían cooperar con los donantes si se pudieran proteger los aspectos de su relación que 
suscitan resquemores. Es posible fomentar un enfoque hacia la formación operativa proporcionado 
por agencias de inteligencia extranjeras que contribuya con los objetivos de la reforma. Por supuesto, 
todo tipo de formación constituye una oportunidad para impulsar el cambio cultural a la vez que se 
aportan técnicas específicas. 

4.5 Mejorar la gestión interna y la capacidad operativa 

Los servicios de inteligencia y seguridad requieren con frecuencia apoyo en cuestiones relacionadas 
con la gestión interna, como la conservación de informes, el control económico y los trámites de 
aprobación interna de las operaciones propuestas. Tal y como se ha señalado en la sección sobre 
establecimiento de una sucesión en las actividades, estas disciplinas constituyen una buena práctica 
operativa y pueden contribuir en la prestación del servicio, a la vez que colaboran en la mejora del 
control. Representan un importante punto de partida que debería alcanzar una pronta aceptación por 
parte de los responsables de las operaciones. Mejorar las políticas y las prácticas de igualdad en 
el empleo también puede constituir un punto de partida de una reforma más amplia. Dar respuesta 
a la baja representación de las mujeres y de los varones marginados en los puestos de toma de 
decisiones dentro del sector y garantizar la igualdad de trato transforman las culturas institucionales 
y cambian las prioridades y métodos de trabajo. 

5. Cuestiones importantes para el diseño del programa 

5.1 Ejecutar diversos mecanismos de supervisión 

Coiocar los servicios de seguridad y de inteligencia en una base legislativa les aporta un claro conjunto 
de parámetros operativos, un mandato legal para su trabajo y mayor legitimidad. El parlamento tiene 
que representar el papel clave en el control de la promulgación de las leyes necesarias para su 
funcionamiento y /o para regular métodos operativos de carácter intrusivo como la vigilancia o la 
intervención de teléfonos; la realización de escuchas o investigaciones ante acusaciones de abuso, 
mala gestión o escándalo; la aprobación de los presupuestos destinados a los servicios de inteligencia 
y a los cuerpos de seguridad y el control de los gastos. Lo normal es crear una comisión parlamentaria 
de inteligencia y seguridad que, en nombre del parlamento, ejerza el control de forma continua, 
realice las investigaciones pertinentes y elabore con regularidad informes sobre el funcionamiento de 
las agencias. Esta omisión se tiene que centrar en las cuestiones relacionadas con los recursos, la 
dirección de las políticas, la delegación de responsabilidades y la eficacia, no en tratar los detalles de 
las operaciones. Los jueces completan el control parlamentario al autorizar de antemano operaciones 
de intrusión (basadas en el equilibrio que debe existir entre el derecho individual a la privacidad y 
el derecho del Estado a la seguridad), además de los mediadores /miembros de la comisión que 
puedan examinar las reclamaciones presentadas por los miembros de la sociedad respecto al abuso 
de autoridad de los servicios de inteligencia y los cuerpos de seguridad. El control ejecutivo se puede 
alcanzar a través de la formación de un consejo nacional de seguridad en el nivel de los ministerios o 
de funcionarios con altos cargos; este cuerpo coordina la delegación de responsabilidades entre los 
departamentos del Gobierno, resuelve disputas entre las agencias y realiza análisis de los servicios 
de inteligencia previamente acordados. El control económico y la asignación de presupuesto también 
son funciones importantes que el ministro de economía o el cuerpo de auditoría deben ejercer, 
quedando sujetos a la aprobación final del parlamento. 

5.2 Protección de secretos legítimos y los problemas de secreto excesivo 

La reforma y transformación de los servicios de inteligencia y de la seguridad son cuestiones 
políticamente delicadas. Hay que prestar especial atención a generar, desde las primeras fases, la 
‘'aceptación” y la confianza de los actores gubernamentales clave y de los funcionarios responsables 
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de las operaciones. Para conseguirlo, los profesionales de la reforma tienen que garantizar que 
disponen de las infraestructuras, la cultura y la práctica laboral necesarias para proteger los secretos 
legítimos de los servicios de inteligencia y los cuerpos de seguridad. La exigencia del secreto 
(especialmente en relación con prácticas, reunión de información y productos de las operaciones) 
roza en ocasiones los ámbitos en los que los servicios de inteligencia y de seguridad están sujetos 
a una estrecha vigilancia por parte del cuerpo legislativo y de los medios de comunicación. Los 
reformadores tienen que respetar estos imperativos a la vez que procuran garantizar que el secreto 
no se explote para ocultar el abuso o la ineficacia. Finalmente, esto sólo se puede conseguir si los 
servicios de inteligencia y de seguridad aceptan los beneficios que reporta la apertura y el incremento 
de la legitimidad; los reformadores perderán toda la confianza si avanzan hacia la apertura a mayor 
velocidad de lo que las agencias desean. 

5.3 Coordinación con otras actividades internacionales 

Es importante comprender el apoyo que las agencias ofrecen a los servicios de inteligencia y de 
seguridad y el papel que éste puede representar al impulsar o poner trabas a la reforma. La naturaleza 
del apoyo externo a los servicios de seguridad y de inteligencia debe estar dirigida por las demandas 
generadas por las prioridades de la nación y por los objetivos de reforma acordados en la propia 
nación, más que por las prioridades y prácticas de trabajo de las agencias exteriores. 

En ocasiones se defiende que las prioridades de las agencias de seguridad e inteligencia extranjeras 
sobre cuestiones como la lucha contra el terrorismo se oponen por su propia naturaleza a la reforma. 
No es necesario que sea así, pues la eficacia contra el terrorismo es coherente, en último término, 
con la construcción de una eficacia operativa más amplia, siempre que se use de forma legítima 
y refleje las principales amenazas a las que se enfrenta el país socio en tanto que miembro de la 
comunidad internacional. Sin embargo, a corto plazo, las exigencias operativas de las agencias 
extranjeras pueden desvirtuar las prioridades y favorecer que los funcionarios locales ignoren las 
normas democráticas. Para garantizar que los servicios de seguridad y de inteligencia no reciban 
mensajes confusos de sus países socios, los profesionales de la reforma tienen que convencer a los 
funcionarios locales y a sus colegas extranjeros de que la reforma fundamental acabará apoyando 
más que reduciendo la eficacia operativa contra el terrorismo y otros objetivos prioritarios. 

5.4 Equilibrar la dirección política y la imparcialidad 

Puede desencadenarse cierta tensión entre la necesidad de los servicios de inteligencia y de 
seguridad de ofrecer asesoramiento imparcial a los responsables de la toma de decisiones y el 
objetivo de la rendición directa de cuentas ante las autoridades políticas. Los servicios de inteligencia 
y de seguridad tienen que gestionar el difícil equilibrio entre responder a las legítimas preocupaciones 
sobre seguridad nacional de los dirigentes de la nación y mantenerse imparciales en las cuestiones 
relacionadas con la política de partidos o las que quedan fuera del ámbito de la seguridad. Ningún país 
ha conseguido resolver este problema completamente, pero desarrollar respuestas institucionales 
(por ejemplo, la autonomía presupuestaria, la continuidad institucional, las líneas de elaboración de 
informes y las políticas de ingreso en los cuerpos) ayudan a darle respuesta. 

5.5 Desarrollar otras fuentes de análisis y recomendaciones políticas 

Con frecuencia los servicios de inteligencia y de seguridad disponen del monopolio sobre los análisis 
relacionados con la seguridad. El resultado es que se corre el riesgo de pasar por alto opiniones 
potencialmente valiosas procedentes de los ministerios convencionales (por ejemplo del de asuntos 
exteriores, o del de defensa), los grupos de expertos, el mundo académico o la sociedad civil. Esto 
conduce a dejarse guiar por la inercia y al “pensamiento de grupo’’ en el análisis de las amenazas y en 
la elaboración de políticas de seguridad. Extender la capacidad de un amplio sector de la sociedad 
a contribuir a la comprensión gubernamental de las cuestiones relacionadas con la seguridad 
constituye un fin valioso en si mismo, a la vez que libera a los servicios de inteligencia y los cuerpos de 
seguridad de centrarse en aquellas cuestiones difíciles que exijan la elaboración de informes secretos 
más que perder tiempo en elaborar informes sobre cuestiones que cubren con mayor facilidad los 
análisis abiertos. Un programa proyectado para mejorar la calidad de los análisis relacionados con 
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la seguridad llevado a cabo por los responsables del sector, el mundo académico y la sociedad civil 
puede tener un impacto más inmediato y fundamental sobre la elaboración de políticas de seguridad 
que un programa proyectado para mejorar las técnicas operativas de los servicios de inteligencia y 
de seguridad. 

6. Ordenar los programas eficaces 

No existe un modelo estándar para establecer un orden de reformas en este sector: depende en 
gran medida de la naturaleza del punto de partida y de la voluntad que tengan los actores clave de 
implicarse en los procesos. Suele ser útil ganarse la confianza y aceptación asegurando algunos 
logros inmediatos, sin importar su función concreta, más que aspirar a un “camino teóricamente 
crítico’’ perfecto. Sin embargo, existen importantes vínculos entre tres amplias ramas de la actividad 
relacionada con la reforma de los servicios de inteligencia y los cuerpos de seguridad: acrecentar 
la calidad de la coordinación y la elaboración de políticas sobre seguridad, intensificar el control, y 
mejorar la eficacia operativa. Es importante comprender de qué manera el progreso en una de las 
ramas repercutirá en el progreso de las otras. Este hecho conformaría las decisiones relacionadas 
con la sucesión de los programas en determinadas situaciones. 

6.1 Conectar la eficacia operativa con la coordinación y las políticas de seguridad 

No hay motivo para tener un servicio eficaz que centrado en cuestiones erróneas o cuyos productos 
no se puedan trasladar a políticas de resultados o éxitos en el ámbito de la seguridad. El progreso 
se tiene que basar desde el principio en la revisión de la seguridad o en otros mecanismos de la 
política que puedan acordar objetivos claros para los servicios de inteligencia y de seguridad. Hay 
que establecer estructuras como los cuerpos de coordinación o las comisiones de alto nivel de forma 
que los servicios de seguridad y de inteligencia puedan contribuir a la toma de decisiones políticas 
sobre seguridad y puedan coordinarse con otras agencias de seguridad para garantizar que la acción 
se basa en los servicios de inteligencia. 

6.2 Conectar la supervisión con la eficacia operativa 

Los actores internacionales que promueven la reforma tienen que mostrar precaución y no 
encauzarla directamente hacia el incremento de la eficacia operativa, salvo que ya están activadas las 
salvaguardas legales y de control necesarias. Por otro lado, es difícil que los actores externos ejerzan 
un control eficaz si los servicios de inteligencia y seguridad son caóticos, presentan deficiencias en 
su gestión, no conservan los informes pertinentes o están dispuestos a oponerse a la reforma. Por lo 
tanto, es importante apoyar programas de mejora de la capacidad para la gestión si se pretende que 
el servicio responda con eficacia a las demandas de intensificación de la supervisión externa y del 
control legal. También es probable que un programa que incorpore la eficacia operativa y comprenda 
el papel positivo que representan los servicios de inteligencia y seguridad en la elaboración de 
las políticas sobre seguridad obtenga una mayor aceptación por parte de los responsables de la 
seguridad que otro que se limite a predicar la supervisión y el imperativo. Este tipo de actividades 
tendrán un éxito más importante si se llevan a cabo con el apoyo de las agencias dedicadas a los 
servicios de inteligencia y seguridad que gozan de la competencia necesaria para proporcionar una 
formación verosímil. 

6.3 Conectar la vigilancia con la coordinación y la política de seguridad 

Los parlamentarios y los miembros de la sociedad civil desearán examinar no sólo las políticas y 
el mandato de los propios servicios de inteligencia y de los cuerpos de seguridad, sino también 
de las instituciones relacionadas con ellos en las que delegan responsabilidades, que preparan los 
análisis y que elaboran políticas de seguridad. Es útil fomentar el sostenimiento de un debate público 
basado en la información veraz sobre estas cuestiones, con ayuda de expertos externos en caso 
necesario, antes de que se tomen las decisiones finales sobre la naturaleza de las infraestructuras de 
la inteligencia y de la seguridad. Por el contrario, han de ser los cuerpos de alto nivel responsables de 
las políticas, y no los servicios de inteligencia y los cuerpos de seguridad en solitario, los que influyan 
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en las decisiones que se tomen sobre estructuras legislativas y de control. 

7. Retos comunes y forma de superarlos 

7.1 Conectar las reformas con los resultados 

Los defensores de la reforma suelen presentar ésta como un bien en si misma. Sin embargo, los 
funcionarios del cuerpo no siempre aceptan bien esta idea; la propia palabra “reforma" puede resultar 
ofensiva para los funcionarios que consideren que están sirviendo los mejor que pueden a su nación. 
En el Caso 7.3.1 queda patente la importancia de utilizar un lenguaje respetuoso. Los defensores de 
la reforma tienen que dejar claro el vínculo que existe entre las reformas que están proponiendo y los 
beneficios que van a reportar a la nación, los servicios de inteligencia y los cuerpos de seguridad y a 
cada uno de los funcionarios en concreto. Entre estos beneficios hay que contar: 

• Mayor eficacia operativa gracias a la formación y a la mejora de los sistemas de gestión 
interna. 

• Mayor apoyo por parte de la población a las operaciones si tienen la opinión de que estos 
servicios actúan con legitimidad por el interés de la nación. 

• Mejora de la cooperación de las agencias extranjeras si se considera que los servicios se 
someten al Estado de Derecho. 

• Mejora de la continuidad institucional y de la seguridad laboral si los políticos y parlamentarios de 
la oposición confían en el servicio recientemente reformado, y no pretenden sustituir a sus 
miembros en cuanto se les presente la oportunidad. 

7.2 Ganarse y conservar la confianza 

Quienes apoyan la reforma tienen que garantizar que en el seno de los servicios de inteligencia y 
seguridad se les considera dignos de confianza. Esto puede exigir un debate franco respecto a lo 
que es y no es secreto en la relación, además de una reestructuración de las prácticas laborales para 
garantizar que los secretos legítimos no sean revelados a través de correos electrónicos abiertos o de 
llamadas de teléfono internacionales, video conferencias o una escasa seguridad en la conservación 
de los documentos. También puede ser necesario que quienes apoyan la reforma abandonen algunas 
buenas prácticas relacionadas con el desarrollo que tienden a favorecer la aperfura tofal hacia otros 
actores internacionales, ONG y movimientos de la sociedad civil. De igual manera será importante 
asegurar la confianza de cualquier agencia extranjera que trabaje en estrecha relación con los 
servicios de inteligencia y de seguridad. 

La reforma de los servicios de inteligencia suele pretender que se amplíe el círculo de personas en 
las que deben confiar los servicios de inteligencia y los cuerpos de seguridad para ejercer el control. 
Claramente las primeras experiencias que se tengan en relación con la apertura a la perspectiva 
externa serán cruciales; demasiada urgencia para abrir el control a individuos o instituciones que no 
sean dignos de confianza o suficientemente competentes será contraproducente. Resulta útil proceder 
en fases sucesivas, en las que el control sea ejercido en primer lugar por individuos respetados e 
imparciales (por ejemplo, un juez concreto, un parlamentario, un miembro del mundo académico o 
una figura de renombre a nivel nacional) antes de ampliar la función a otras instituciones. También 
puede resultar útil esperar hasta que otras reformas más amplias hayan creado un cuerpo judicial o 
legislativo capaz de ejercer un control competente y responsable. 

7.3 Conexión con el cambio cultural y político y oposición al abuso por parte de los Ministerios 

Los acuerdos formalizados para realizar el control tendrán poco impacto si pesan más que las 
estructuras de poder o los intereses políticos anteriores, o si los ministerios intentan utilizan los 
servicios como herramientas políticas propias. Los defensores de la reforma tienen que contar con un 
profundo conocimiento de las realidades políticas nacionales y garantizar que el cambio estructural 
formal se apoye en un cambio cultural y político en el seno de los servicios de inteligencia y de 
seguridad y en las instituciones del entorno del Gobierno. En algunos casos puede ser necesario 
aceptar que el objetivo de la reforma es desarrollar o establecer instituciones y formas de trabajo 
que tengan poco impacto sobre los ministerios existentes y funcionarios antiguos aunque se pueden 
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establecer mejor en el futuro a medida que se desarrolla el sistema democrático. 

8. Características especiales de la reforma del sistema de seguridad 
post-conflicto 

8.1 Reestablecer la aptitud necesaria 

Mejorar la eficacia y la responsabilidad democrática de los servicios de inteligencia y de seguridad 
en situaciones post-conflicto puede representar un papel fundamental en la consolidación del poder 
del Gobierno contra quienes se oponen. Los servicios de seguridad y de inteligencia más eficaces 
pueden apoyar las iniciativas que emprenden otras agencias de seguridad (ejército, policía, cuerpos 
judiciales) para responder a las amenazas que afectan a la seguridad. Una prioridad especial será 
reestablecer la prestación de los servicios de inteligencia en las zonas en las que el Gobierno central 
ha perdido el control. En muohos países que se encuentran en situación de post-conflicto hay 
que establecer nuevas instituciones de seguridad, como ocurrió en Sierra Leona con la Oficina de 
Seguridad Nacional (Office of National Security) y en Afganistán con la Oficina del consejo Nacional 
de Seguridad (Office of the National Security Council). Será necesario realizar investigaciones para 
apartar de los servicios de inteligencia y de seguridad a aquellos miembros que hayan cometido 
violaciones de los derechos humanos durante el conflicto, además de garantizar que respondan por 
sus actos. 

8.2 Hacer frente al legado de miedo y desconfianza 

Con frecuencia la población manifiesta temor o desconfianza ante los servicios de inteligencia en 
los países que han salido recientemente de un conflicto. Estos servicios se pueden haber utilizado 
como instrumento de represión, pueden haber cometido violaciones de los derechos humanos o 
haberse servido de la violencia sexual como táctica. Pueden haber detenido prisioneros sin seguir el 
proceso debido o haberse valido de la tortura, o pueden haberse visto envueltos en el tráfico ilegal 
de armas o en un mal uso de las mismas. Hay que dar respuesta directa a este legado de manera 
que la población pierda el miedo a sus organizaciones de inteligencia. Lavar la cara de los servicios 
de inteligencia no es un proceso cuyos resultados sean palpables de forma inmediata, como ocurre 
con la desmovilización de los combatientes y la creación de un nuevo ejército, sino que la población 
tiene que percibir las diferencias en el comportamiento y las acciones de los servicios de inteligencia 
y de los cuerpos de seguridad. Hay que adoptar políticas de intolerancia ante acciones inadecuadas 
y comunicárselo a la población. Quienes hayan cometido abusos tienen que ser apartados de sus 
funciones y juzgados en salas de lo penal. La participación de los movimientos de mujeres y de las 
organizaciones de la sociedad civil en actividades como la formación en los derechos humanos y 
la atención a los problemas relacionados con la igualdad entre hombres y mujeres se puede utilizar 
como mecanismo para iniciar procesos de reconstrucción de la confianza general. 

8.3 Incorporar a los actores ya existentes 

En muchos países que han salido recientemente de conflictos existe una plétora de “estructuras 
de inteligencia paralelas”, vinculadas con frecuencia con los partidos políticos, de las que se sabe 
que se han dedicado a una compleja mezcla de actividades, entre las que se incluye la prestación 
legítima del servicio de seguridad, las campañas políticas, el control de la sociedad y el crimen 
organizado. Verificar su legitimidad, racionalizar sus actividades y eliminar sus operaciones ilegales 
son elementos importantes de una posible solución política, y fundamentales para recuperar la 
confianza de la población. Sería deseable fusionar estos servicios diversos en una única organización 
nueva. El problema es que llevar esta idea a cabo puede crear organismos demasiado grandes y 
poco fiables, lo que socava el objetivo de “prestación del servicio" implícito en el establecimiento 
de un nuevo cuerpo centralizado, competente y digno de confianza. Hay que encontrar el equilibrio 
entre ambos objetivos. Esta cuestión se presenta en mayor detalle en el Caso 7.3.2 que se expone 
a continuación. 
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Caso 7.3.1 

Reforma de los servicios de inteligencia y de la seguridad en un país 
de Oriente Medio 

Contexto 

Un país miembro de la OCDE inició un programa de reforma de ios sistemas de seguridad y de 
inteiigencia en un país de Oriente Medio que tenía poca experiencia en el trabajo con miembros de 
la OCDE y escasas relaciones de confianza con extranjeros. El propósito de la reforma consistía en 
racionalizar un sector de seguridad aumentado por un gran número de agencias que competían 
entre ellas, lo que había conducido a un despilfarro de los recursos y a una inestabilidad potencial. 
Varios responsables del sector de la seguridad se encontraban bajo sospecha por utilizar el lenguaje 
de la reforma, lo que se consideraba un intento de imponer conceptos culturales extranjeros sobre 
un sistema político tribal. El país se enfrentaba a varias amenazas transnacionales entre las que se 
contaban el terrorismo, el tráfico de seres humanos y el contrabando de armas, y la comunidad 
internacional le estaba presionando para que controlase estas actividades. 

Punto de partida 

El Ministro del Interior de este país solicitó a la organización del país miembro de la OCDE un amplio 
abanico de actividades dirigidas a constituir la capacidad en los ámbitos del mantenimiento del 
orden, la impartición de justicia y la garantía de la seguridad. El Ministro empezó rogando que el 
pensamiento internacional sobre la eficacia operativa y las peticiones originales no se expresaran en 
el lenguaje de la reforma. 

Lecciones aprendidas 

Modestia en las aspiraciones - La evaluación inicial demostró que el país miembro de la OCDE 
disponía de un conocimiento político del país insuficiente para defender o gestionar de forma 
verosímil un programa general de reforma y no infundió la confianza suficiente para acceder a los 
ámbitos más delicados del sector público. La evaluación recomendó un enfoque experimental, a 
pequeña escala, que consistía en una cartera de actividades de cooperación entre ambos Gobiernos, 
aunque reconociendo que no todas ellas iban a obtener resultados positivos necesariamente. El 
objetivo residía en iniciar un conocimiento y unas relaciones de confianza y en identificar actividades 
que funcionaran y cuáles no lo harían, de forma que en el futuro se pudiera elaborar y gestionar un 
programa más complejo. El equipo de gestión tenía que ajustar sus prácticas y expectativas a la 
ejecución de un enfoque flexible e iterativo que tuviera en cuenta el aprendizaje y la generación de 
confianza más que la consecución de resultados inmediatos en el ámbito de la reforma. 

Atención al vocabulario - Los profesionales del equipo prohibieron la utilización de la palabra 
“reforma”. Las propuestas se describieron atendiendo a los beneficios que procurarían a la eficacia 
operativa y al interés ante las necesidades de la población, y no a principios de democratización de 
un nivel más elevado. 

Pronta entrega de resultados - Algunos altos cargos del sector de la seguridad criticaron al equipo 
por realizar “interminables estudios de definición sin el menor rendimiento". El equipo de gestión 
intentó racionalizar el proceso de evaluación para no duplicar las reuniones ni repetir análisis y trató 
de poner en práctica actividades en cuanto se disponía de las pruebas suficientes de que podían ser 
eficaces. 

Impacto 

El programa “aún está en pañales"; todavía no se pueden juzgar sus impactos. 
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Caso 7.3.2 

Reforma de los servicios de inteligencia y de seguridad en un país 
post-conflicto 

Contexto 

En un país post-conflicto, la reforma de los servicios de inteligencia se había convertido en un 
elemento clave de la transición política desde el control de un grupo de naciones hacia el autocontrol. 
Una revisión de la seguridad nacional detectó importantes amenazas internas, fundamentalmente a 
causa de la corrupción, el crimen organizado y las actividades inconstitucionales, que podrían ser 
tratadas adecuadamente disponiendo de un buen servicio de seguridad. Las agencias de inteligencia 
extranjeras deseaban apoyar la formación de un servicio nuevo al que proporcionarían formación, 
infraestructuras y asesoramiento sobre legislación y control. 

Lo que entendía la población por servicio de seguridad, debido a su experiencia previa, era una 
policía secreta autoritaria que cometía asesinatos políticos y atemorizaba, especialmente, a las 
minorías étnicas. Al empezar a difundirse rumores sobre la formación del servicio en los medios de 
comunicación y en el Parlamento, estas malas interpretaciones de lo que es el servicio de seguridad 
condujeron a una reducción de la confianza en las nuevas instituciones del Gobierno y a que surgiera 
el temor de un regreso a la represión étnica que en el pasado había desencadenado la guerra. 

La sensibilidad política hacia la formación de un servicio nuevo se vio incrementada por la existencia 
de varios cuerpos de seguridad semi-legítimos vinculados con los partidos políticos que querían 
estar implicados. Los debates respecto a quién podría formar parte del nuevo servicio y quién lo 
dirigiría formaron parte de la contienda general por hacerse con una cuota de poder en la nueva 
solución política. 

Punto de partida 

La construcción y la reforma del Estado se consideraron elementos clave en el proceso de 
modernización sobre el que se apoyaba el crecimiento económico y el ingreso en los cuerpos 
multinacionales. La comunidad internacional ya estaba realizando diversas actividades para desarrollar 
las competencias del país en los poderes ejecutivo, judicial y en el Parlamento, y la reforma de los 
servicios de inteligencia se incorporaron a estos programas. 

Lecciones aprendidas 

Debate abierto - La comunidad internacional se comprometió en un programa de diplomático para 
persuadir a los medios de comunicación del país, a los parlamentarios y a la población en general 
de que el nuevo servicio sería controlado con eficacia y no se iba a convertir en el instrumento de 
ningún partido político o con intereses étnicos. Diversos seminarios debatieron la función propia de 
un cuerpo de seguridad en una democracia. 

Sestión de alto nivel de las cuestiones sensibles - El debate en torno a quién se incorporaría al 
nuevo cuerpo se gestionó dentro del conjunto de las negociaciones políticas generales dirigidas 
hacia el autogobierno, y se acordaron unas directrices claras sobre los procesos de investigación y 
los criterios de selección. Se dejó claro a los partidos políticos que cuando un sistema funciona bien 
no necesita de ningún “hombre de partido” en la dirección del funcionamiento del cuerpo; en su lugar 
había que conseguir que la influencia descansara sobre la legislación y el control. 

Subrayar las decisiones locales sobre los cometidos - Como parte del debate público, se inició una 
discusión sobre las amenazas y los cometidos, de cara a asegurar que las nuevas prioridades de los 
servicios no fueron presentadas de manera sesgada por las agencias internacionales que aportaban 
la formación y el asesoramiento. 

Impacto 

El programa aún “está en pañales”; todavía no se pueden juzgar sus resultados. 
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4. Hannah, G., K. O’Brien y A. Rathmell (2005), "Intelligence and Security Legislation for Security Sector Reform", RAND 
Europe, junio, 
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Examina los puntos fuertes y débiles de la legislación sobre los servicios de inteligencia y los cuerpos de seguridad del 
Reino Unido, Canadá, Sudáfrica, Alemania, la República Checa y Argentina. 
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6. Nathan, L. (2004), “Obstadas to Security Sector Reform in New Democracies”, Journal of Security Sector 
Management, Vol. 2, No. 3, septiembre. 
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falta de competencia más que a la falta de voluntad. 

7. O’Brien, K. (2003), "Controlling the Hydra: An Historical Analysis of South African Intelligence Oversight”, Geneva 
Centre for the Democratic Control of Armed Forces, septiembre. 

Analiza un complejo sistema de control que parece bueno en teoría pero que lucha por obtener unos resultados positivos 
en la práctica. 

8. Wiison, P. (2005), “The Contribution of Intelligence Services to Security Sector Reform”, Conflict, Security & 
Development, Vol. 5, N° 1 , abril, Disponible para descarga, previo pago, en: 
http://tinyurl.com/rq8ny 

Defiende que las agencias de inteligencia sólo pueden contribuir a descartar las amenazas obsoletas y a detectar las que 
surgen. 


Notas del lector: 
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SECCIÓN 7: EJECUCIÓN DE LA REFORMA DEL SISTEMA DE SEGURI- 
DAD POR SECTORES 

SECCIÓN 7.4: GESTIÓN INTEGRADA DE LAS FRONTERAS 


Cuestiones clave 

• Establecer una estrategia de gestión de la frontera nacional y un sistema bajo control democrático. 

• Lograr el equilibrio adecuado entre la protección de las fronteras y facilitar los movimientos legales de 
mercancías y personas. 

• Garantizar la protección de la dignidad y los derechos humanos de toda persona que cruce la frontera, así 
como de sus bienes legales. 

• Promover la integridad y abordar la corrupción. 

• Constituir la capacidad para combatir el tráfico ilegal, el crimen organizado, el terrorismo y otras formas 
de actividad criminal en las fronteras. 

• Mejorar la cooperación entre agencias y entre todos los servicios nacionales implicados en la gestión de 
fronteras. 

• Armonizar el oontrol de las fronteras y las normativas de aduanas de forma regional, intensificando la 
cooperación en el cruce de fronteras. 


1. Importancia de este sector para la reforma del sistema de 
seguridad 

Unos servicios de gestión de las fronteras eficaces y conjuntos son esenciaies para garantizar ia 
protección y ia seguridad de ios ciudadanos, promover ia estabiiidad regionai y facilitar el comercio y 
el desarrollo. Sin embargo, en muchos países, sistemas de gestión de las fronteras ineficaces frustran 
los esfuerzos realizados para detectar y evitar el crimen organizado y el terrorismo y permiten el 
tráfico ilegal de armas y mercancías (entre ellas personas), lo que aviva el conflicto y la inseguridad. 
La falta de eficacia también se asocia a la corrupción que reduce los ingresos del Estado y desanima 
al comercio y a la actividad económica. 

Los cuerpos de vigilancia de fronteras y aduanas y los servicios de inmigración son los actores 
principales de la gestión del movimiento de personas y mercancías a través de las fronteras. No 
obstante, en todos los países existen más actores implicados en tareas relacionadas con la gestión de 
las fronteras. Aunque el centro de atención de cada uno de ellos es distinto, así como sus objetivos, 
todos deben trabajar para alcanzar una meta común: garantizar unas fronteras abiertas a la vez que 
bien controladas y seguras. Con frecuencia lograr este enfoque equilibrado constituye una labor 
compleja y delicada. 

Los cuerpos de vigilancia de las fronteras pueden pertenecer a un servicio de imposición del 
cumplimiento de la ley civil o paramilitar. Sus objetivos principales son: 

• Evitar actividades criminales entre dos países o allanamiento de morada. 

• Detectar las amenazas a la seguridad nacional mediante la vigilancia de las fronteras terres- 
tres y marítimas. 

• Controlar personas y vehículos que cruzan la frontera por los pasos establecidos para 
ello. 

Las aduanas constituyen un servicio fiscal cuyas responsabilidades suelen consistir en: 

• Garantizar que se paguen de la forma adecuada los impuestos de aduanas. 

• Garantizar que todas las mercancías que entran en el país estén identificadas y 
justificadas. 

• Aumentar las restricciones de entrada y salida de mercancías cuando está justificado en 
virtud de las políticas públicas y de la seguridad; protección de la salud y la vida de los 
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personas, los animales y las plantas; proteger los tesoros nacionales de valor artístico, 
histórico o arqueológico; proteger la propiedad industrial y comercial. 

Los servicios de inmigración suelen tener la responsabilidad de: 

• Aumentar las restricciones de entrada y salida de personas en virtud de las políticas y la 
seguridad. 

• Garantizar que los viajeros dispongan de los documentos correctos y genuinos que se exigen 
para cruzar las fronteras internacionales. 

• Cobrar las tasas por emitir los visados de entrada/salida en los pasos de frontera. 

• Detectar e investigar la delincuencia (tráfico o contrabando). 

• Identificar y ayudar a quienes necesitan protección (víctimas del tráfico de personas/ personas 
que solicitan asilo/ refugiados). 


2. Importantes conexiones para una reforma más amplia del sistema 
de 

seguridad 

La gestión de las fronteras es uno de los elementos de la reforma de sistema de seguridad que, 
para ser eficaz, manifiesta una mayor necesidad de un enfoque conjunto, dado el amplio abanico 
de agencias nacionales, por no mencionar también las internacionales, con funciones específicas 
que intervienen en él. Por otro lado, presenta estrechos vínculos con otros aspectos de la reforma 
del sistema de seguridad (especialmente las reformas de la policía, el ejército y los servicios de 
inteligencia) así como con otros ámbitos de la reforma de los servicios públicos, v.g. el de los 
Ministerios de Economía y Transporte. 

2.1 Reforma de la policía y del ejército 

La policía y/o el ejército tienen en muchos países un papel importante en la gestión y la seguridad 
de las fronteras; sin embargo, su papel respecto a otros actores con responsabilidades similares no 
siempre queda claro y merece ser definido. Es fundamental que las iniciativas dirigidas a reformar los 
sistemas de control de aduanas y fronteras estén centradas en todas las agencias involucradas en la 
gestión de las fronteras y no sólo en las unidades de vigilancia de aduanas o fronteras. La presencia 
de fuerzas militares en la frontera suele incrementar el nivel de tensión. 

2.2 Reforma de los servicios de inteligencia 

Combatir el tráfico ilegal de armas y personas requiere una estrecha colaboración con los servicios 
de inteligencia y los cuerpos de seguridad. En ocasiones estos servicios pueden estar interesados en 
permitir el movimiento de determinados bienes ilegales (por ejemplo armas) por motivos relacionados 
con sus funciones, siendo el papel propio de los cuerpos de frontera el de evitarlo. Los programas 
conjuntos de reforma entre estos dos actores son importantes para desarrollar enfoques comunes y 
garantizar que los servicios de inteligencia estén dispuestos a que los servicios de aduanas y fronteras 
ayuden en los asuntos relacionados con actividades de delincuencia perseguidas e intensifiquen la 
seguridad de la frontera. 

2.3 Reforma de la gobernabilidad 

La reforma en este ámbito está estrechamente vinculada a la reforma más ampliado la gobernabilidad 
y de los servicios públicos. Por ejemplo, mientras existen ejemplos de países con graves problemas 
de gobernabilidad que mantienen ejércitos relativamente profesionales y eficaces, no ocurre lo mismo 
con la gestión de las fronteras. Integrar estas reformas debe constituir una prioridad esencial. 

3. Cómo dirigir una evaluación de la reforma del sistema de seguridad 
en 

este sector 

Hay que basar los programas de gestión de las fronteras en un profundo análisis y evaluación de 
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Tabla 7.4.1 : 


Contexto 


Responsabilidad y 
supervisión 


Capacidad 


Gestión 


Coordinación con 
otros elementos 
del sistema de 
seguridad 


Cuestiones a tratar en una evaluación de la gestión de las fronteras 

• ¿Cuáles son los principales tipos de delitos cometidos a través de las fronteras por 
los que hay que preocuparse (por ejemplo la inmigración ilegal, el tráfico de armas, el 
contrabando de drogas, el tráfico de personas, el blanqueo de dinero?) 

• ¿Cuáles son las principales preocupaciones relacionadas con la seguridad que afectan a 
las zonas fronterizas y cuáles son sus causas? 

• ¿Existe alguna tradición de conflicto interestatal o local en las zonas fronterizas? 

• ¿Cuáles son las características físicas de la frontera, por ejemplo los puntos de entrada 
que existen (por tierra, mar y aire)? 

• ¿Hay una frontera bien delimitada? ¿Existen disputas con algún país vecino? ¿Está 
minada? 

• ¿Qué opinión tienen las comunidades que habitan las zonas fronterizas y cuáles 
consideran que son las prioridades a las que hay que hacer frente? ¿Cada grupo tiene 
unas prioridades diferentes? 

• ¿Cuál es el grado de profesionalidad de los agentes de frontera? ¿Tratan los guardias 
de frontera a todas las personas que quieren cruzar según los trámites establecidos y 
con respeto? 

• ¿Quiénes son los guardias de frontera? ¿Representan a los distintos grupos de 
población que habitan en el país? 

• ¿Cuáles son los marcos legales y administrativos en los que se integra la gestión de las 
fronteras y cómo se ejecutan? 

• ¿Qué mecanismos internos y externos, nacionales, regionales e internacionales existen 
para el control de las agencias relacionadas con las fronteras? 

• ¿Existe algún mecanismo para entrar en estos procesos? 


• ¿Qué sistemas relacionados con las infraestructuras físicas y las tecnologías de la 
información existen tanto a nivel nacional como en los puntos de control de las 
fronteras? 

• ¿Cuál es la capacidad/tamaño relativo de las distintas agencias implicadas en la 
gestión de las fronteras? 

• ¿Cuál es la división de responsabilidades entre las diferentes agencias relacionadas 
con la gestión de las fronteras? ¿Hay vacíos o papeles que coinciden? 

• ¿Cómo se reúne, analiza, registra y comparte la información dentro de cada uno de los 
servicios y entre ellos? 

• ¿Qué trámites hay que cumplir para el tránsito, la inspección, la entrada y la salida? 
¿Responden a los criterios internacionales sobre trato de las personas y los bienes que 
cruzan la frontera? 


• ¿Cuáles son los sistemas de gestión y recursos humanos, incluyendo los trámites de 
ingreso, la educación y la formación? ¿Son transparentes y equitativos? 

• ¿Existen mecanismos internos para que los trabajadores presenten denuncias, por 
ejemplo por acoso sexual o discriminación? 

• ¿Qué estructuras de control interno existen? ¿Hay protección para quienes denuncian 
acciones ilegales o delictivas cometidas en el seno del organismo? 

• ¿Existen trámites para aceptar y tramitar las denuncias presentadas por el público 
respecto a actos cometidos por los agentes de frontera o por las agencias? 

• ¿Existe alguna institución o comisión que gestione o facilite un enfoque conjunto a la 
gestión de las fronteras por parte de las agencias? 


• ¿Qué agencias nacionales están involucradas en la gestión de las fronteras y cómo se 
coordinan y cooperan? ¿Se trata de una cooperación estructurada e institucionalizada? 

• ¿Qué estructuras de cooperación existen para atravesar la frontera? 

• ¿Existen mecanismos de coordinación para delitos específicos del paso de frontera 
como el terrorismo, o el tráfico de drogas, personas o armas? ¿Tienen vínculos 
eficaces con los mecanismos de coordinación internacional? 

»> continúa 
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Tabla 7.4.1 : 


Cuestiones a tratar en una evaluación de la gestión de las fronteras 


Compromiso de 

• Los donantes ¿han iniciado programas de apoyo a algún aspecto de la gestión de las 

la comunidad 

fronteras y, en caso afirmativo, qué objetivos tiene? 

internacional 

• ¿Cómo se pueden complementar esos programas? ¿Existen posibilidades de 


colaboración y de programación conjunta? 


4. Posibles puntos de partida para la reforma del sistema de 
seguridad 

4.1 Lucha contra el terrorismo, el crimen organizado y el tráfico ilegal 

Es fundamental que existan controles de frontera eficaces para elaborar estrategias a largo plazo que 
reduzcan el tráfico ilegal de armas pequeñas, drogas y personas a través de las fronteras. Los visados 
e inspecciones de documentos y la participación de los servicios de inteligencia en la lucha contra el 
terrorismo y el crimen organizado pueden servir de puntos de partida para reformar los sistemas de 
gestión de las fronteras. Es necesario disponer de servicios de referencia para las víctimas del tráfico 
de personas. 

4.2 Facilitar el comercio y generar ingresos 

Los motivos principales que llevan a acometer la reforma de las aduanas suelen ser facilitar el 
comercio y cobrar tasas, motivos que pueden servir de punto de partida para una reforma más 
amplia del los sistemas de gestión de las fronteras. 

4.3 Introducción de nuevas tecnologías de la información 

Introducir nueva tecnología de la información puede servir de punto de partida para realizar otras 
reformas de las aduanas y el control de las fronteras. Por ejemplo, reformar los sistemas de control 
de la frontera fue uno de los requisitos básicos impuesto a los países del sudeste de Europa para su 

Cuadro 7.4.1 Lanzar la reforma del sistema de seguridad mediante esfuerzos internacionales para acabar 
con el tráfico de personas 

La participación en iniciativas internacionales para dar respuesta a delitos de! paso de frontera como el tráfico 
de personas en los países de origen, tránsito y destino funciona como catalizador de reformas más amplias 
de la seguridad y la justicia. Como ejemplo se puede ofrecer la participación en el Centro de Iniciativa de 
Cooperativade Sudeste de Europa (SECI:SoutheastEuropeanCooperativelnitiativeCenter). Esta organización 
regional responsable de la imposición del cumplimiento de la ley se ocupa de delitos cometidos en esta 
región, entre los que se incluye el de tráfico de personas. El Centro fomenta que los Estados miembros creen 
comisiones para luchar contra este tipo de tráfico y adopten legislación en contra de este delito. Además, ha 
iniciado un trabajo en colaboración con el Pacto de Estabilidad sobre el Crimen Organizado (Stability Pact on 
Organised Crime) para eliminar las discrepancias entre las diferentes legislaciones de los Estados miembros 
y para garantizar la persecución eficaz de las redes internacionales dedicadas a este delito. La participación 
en las iniciativas internacionales se acredita con el cambio de actitud en el seno de algunas de la agencias de 
imposición del cumplimiento de la ley (aumentando el respeto a los derechos humanos y modernizando sus 
enfoques en relación con los traficantes de personas y sus víctimas). (Véase “European Alliance Combate 
Human Trafficking”, Global Issues, Responsos to Human Trafficking, Departamento de Estado, USA, Vol. 8, 

N° 2, junio de 2003, http://usinfo.state.gov/jouranls/itgic/0603/ijge/gj06.htm). 

Otro ejemplo es la participación en el Programa Global contra el Tráfico de Personas (Global Programme 
Against Trafficking in Human Beings) del Instituto Interregional para la Investigación sobre Crimen y Justicia 
(United Nations Interregional Crime and Justice Research) de las Naciones Unidas y la Oficina de las Naciones 
Unidas sobre Drogas y Crimen (UN Office on Drugs). El programa proporciona formación a quienes deben 
aplicar las leyes, fiscales y jueces en los niveles nacional y regional; ayuda para desarrollar redes regionales; 
y competencia para reformas legislativas. Los países participantes también reciben ayuda técnica para que 
desarrollen estrategias conjuntas y programas de acción prácticos dirigidos a la lucha contra el tráfico de 
personas. 

Véase: “UN Global Programme Against Human Trafficking”, www.undoc.org 
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4.5 Normas internacionales como tema de interés para las evaluaciones 

Los compromisos de acatar las normas y criterios internacionales ofrecen un importante punto 
de partida para realizar evaluaciones en este sector, así como para la programación y evaluación 
posteriores. 

5. Cuestiones importantes para el diseño del programa 

Impulsar la cooperación en el seno de los servicios, entre las agencias y a nivel internacional 
Una gestión de fronteras eficaz y conjunta requiere aumentar la cooperación en tres niveles distintos: 

• Mejorar el flujo vertical de la información en el seno de los servicios fronterizos desde el 
ministro hasta las unidades de trabajo en las fronteras. 

• Incrementar la cooperación horizontal entre funcionarios de los distintos servicios activos en 
la frontera, así como entre los ministerios centralizados responsables de los servicios. 

• Cooperación internacional entre agencias implicadas en las cuestiones relacionadas con las 
fronteras en distintos países, importante para la generar confianza y facilitar las acciones 
conjuntas en cuestiones comunes. 

Los programas podrían incluir iniciativas que fortalezcan la gestión cooperativa de los procesos 
transnacionales legítimos (por ejemplo, industria, finanzas, viajes, migraciones, giros) además de 
ayudar a luchar contra el tráfico ilegal y a abordar los retos de la seguridad. 

5.1 Sustituir o construir sobre sistemas existentes 

En los lugares en los que los sistemas de gestión de las fronteras que ya existen se muestren ineficaces 
o corruptos, es importante considerar si se reforma y constituye la capacidad de las estructuras 
existentes o si se sustituyen por un nuevo sistema de gestión. Por ejemplo, en 1997 el cuerpo de 
Agentes de la Corona (Crown Agente) tomó a su cargo la gestión de las aduanas de Mozambique 
y supervisó el proceso de reforma de las aduanas. A través del programa se involucró a los cargos 
más altos del Gobierno mozambiqueño en la modernización de las aduanas y en 2003 se devolvió la 
gestión al Gobierno. El programa condujo a un significativo incremento de la generación de ingresos 
y al desarrollo de criterios de gestión allí donde no existían . En el Caso 7.4.1 se estudian las lecciones 
aprendidas gracias a esta iniciativa. 
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5.2 Establecer una organización específica para la guardia de fronteras 

La mejor solución para los problemas que plantean la cooperación entre las agencias y la corrupción 
en algunas circunstancias es apoyar la creación de un organismo independiente dedicado a la 
guardia de fronteras. Reconocer la naturaleza específica de la gestión de las fronteras creando 
una organización nueva con su propia identidad, sus propias estructuras de gestión y sus propios 
mecanismos disciplinarios supone un incentivo para el cambio e incrementa la profesionalidad. En 
el Caso 7.4.2 se estudian las lecciones aprendidas en un proyecto dirigido a desarrollar el servicio 
estatal de fronteras en la posguerra de Bosnia-Herzegovina. 

5.3 Socios públicos y privados 

En algunos casos, algunos aspectos de la gestión de las aduanas y las fronteras se contratan con 
agencias privadas que prestan el servicio. Es importante, por tanto, tener en cuenta la regulación, 
la gestión y el control de estos contratistas privados. El sector privado también puede constituir un 
interlocutor importante en los procesos de reforma dada la relación existente entre los controles de 
las fronteras y la actividad comercial. 

5.4 Ampliar la atención más allá de los puntos de partida establecidos 

Las fronteras son largas y permeables en muchos de los países en vías de desarrollo, sólo una parte 
de las mercancías y de las personas cruzan por los pasos de frontera habilitados al efecto. Así pues, 
es importante que los programas de gestión de las fronteras no se limiten a incrementar la eficiencia 
y la eficacia exclusivamente en estos puntos, sino que tengan en cuenta toda la frontera, incluyendo 
la zona marítima y los aeropuertos. También es fundamental tener previsto qué ocurrirá a quienes 
entran de forma ilegal y son detenidos por los guardias de frontera. Los refugiados tienen que recibir 
un trato humano y en los centros de detención tiene que reinar el orden. La defensa de los derechos 
humanos y de la dignidad de las personas no es sólo una cuestión a tener en cuenta en las fronteras, 
sino a lo largo de toda la cadena. 

5.5 Centrarse en el impacto sobre la población local 

Es importante que los programas de control de fronteras sean elaborados de tal manera que tengan 
en cuenta las preocupaciones de las comunidades que habitan en estas zonas fronterizas en los 
ámbitos cultural, familiar y relativo a sus medios de vida. La prostitución se suele concentrar en 
los principales puestos fronterizos, convirtiendo a estas zonas en objetivos de los traficantes de 
personas y de quienes explotan sexualmente a los niños. Los programas relacionados con las 
comunidades establecidas en las fronteras tienen que dar respuesta a estas cuestiones y ofrecer 
servicios a las victimas del tráfico de personas y la prostitución. La sociedad civil, las organizaciones 
nacidas en el seno de las comunidades y las redes subregionales de la sociedad civil, por ejemplo 
las organizaciones de mujeres, resultan socios eficaces para suscitar el interés sobre los problemas 
a los que se tiene que enfrentar la comunidad tanto en su seno como en relación con las autoridades 
de las fronteras, así como en la colaboración con los programas de prevención y en la prestación de 
servicios a las víctimas. 

6. Ordenar los programas eficaces 

6.1 Centrarse en los puntos problemáticos y en las zonas con un gran volumen de tráfico 

Como los recursos serán limitados, lo lógico es centrar las primeras fases de los programas en las 
zonas que presentan un problema específico de tráfico ilegal o un flujo elevado de mercancías y 
personas que controlar, a la vez que se desarrollan sistemas conjuntos de gestión de fronteras con 
un enfoque a medio y largo plazo. En muchos países se han desarrollado proyectos en zonas piloto a 
lo largo de las fronteras; esto fomenta una colaboración entre servicios vecinos que se puede repetir 
en cualquier otro punto a lo largo de la frontera como apoyo para un incremento de la cooperación 
más allá de las fronteras. 
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6.2 Equilibrar la atención a la hora de aumentar la prestación del servicio con el fortalecimiento de la 
gobernabilldad democrática 

Muchos programas de gestión de fronteras empiezan procurando fortalecer la eficacia de las 
agencias que aplican la ley para fortalecer la lucha contra el tráfico ilegal y el terrorismo. Esto hay que 
combinarlo con el interés por intensificar la transparencia de tal manera que el programa no termine 
apoyando de forma involuntaria prácticas represivas. Así, por ejemplo, los principios básicos de 
respeto por los derechos civiles y políticos de quienes quieren cruzar la frontera deberían incluirse en 
los manuales operativos y en los programas de formación. 

7. Lecciones aprendidas para orientar una ejecución eficaz 

7.1 Cooperación entre agencias y pianificación estratégica 

Es fundamentai que exista una cooperación entre las agencias de imposición del cumplimiento de 
la ley (incluyendo los guardias de frontera), las de aduanas y otras agencias relacionadas con las 
fronteras apara establecer controles eficaces de fronteras. Se puede conseguir creando un Comité 
de Dirección o una comisión entre las agencias que establezca metas a largo plazo y garantice el 
cumplimiento de los requisitos de cooperación y coordinación entre ellas. 

7.2 Conectar la seguridad de aduanas y de fronteras con otros aspectos de la seguridad y de la 
buena gobernabilldad 

La reforma de las aduanas se suele centrar en dar facilidades al comercio y generar ingresos sin 
responder a las conexiones con otros ámbitos del sector de la seguridad. De la misma manera, los 
programas de seguridad de fronteras se han centrado a veces en el fortalecimiento de la capacidad 
operativa y en la imposición del cumplimiento de la ley, sin establecer vínculos con reformas más 
amplias dirigidas a mejorar la responsabilidad y el control democráticos. Otro posible vínculo es el 
que se establece entre el refuerzo del papel que cumplen las aduanas como generadoras de ingresos 
y la intensificación del papel de la gobernabilldad ante el ministerio de economía. 

7.3 Aumentar la cooperación del paso de frontera y la armonización regional 

La formación a nivel regional es una herramienta eficaz para construir relaciones y reforzar la 
cooperación. Las ONG representan un valioso papel en el desarrollo de programas de paso de 
frontera y en la utilización de las redes regionales para suscitar debates sobre cuestiones como el 
tráfico de armas pequeñas y personas. 

8. Retos comunes y formas de superarlos 

8.1 Contemplar las instituciones desde una perspectiva más amplia 

Las instituciones y las políticas de este sector no se deben interesar sólo por las cuestiones 
relacionadas con la seguridad; deben incorporar la preocupación por otras cuestiones con objetivos 
económicos, políticos y culturales. Por el contrario, algunas de las instituciones implicadas no se 
pueden considerar a sí mismas como parte del sistema de seguridad. 

8.2 Comprometer a las comunidades de las zonas fronterizas en el desarrollo de las soluciones 

En muchas ocasiones no es posible luchar contra el tráfico ilegal y reducir la inseguridad de las 
zonas fronterizas sin el apoyo de las comunidades locales. Por ejemplo, la inseguridad de las 
zonas fronterizas del Cuerno de África suele estar vinculada por un lado a conflictos locales entre 
grupos dedicados al pastoreo que se disputan los escasos recursos y, por el otro, a la marginación 
económica. Las iniciativas dirigidas a la construcción de la paz local que acercan a las comunidades 
situadas a ambos lados de la frontera, de la misma manera que otras intervenciones dirigidas al 
desarrollo, constituyen un elemento importante en la mejora de la seguridad en las zonas fronterizas. 
El contrabando, el comercio y el movimiento de personas tienen gran influencia en los medios de vida 
de estas comunidades; la posibilidad de ejercer un control eficaz depende del apoyo de la población 
(en relación con los servicios de inteligencia, la cooperación, etc.). 
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8.3 Abordar la corrupción 

Las ganancias obtenidas como fruto de ia corrupción son especialmente elevadas en este sector. 
Una de las posibles soluciones consiste en establecer un organismo de guardia de frontera 
independiente (véase supra). Entre los distintos pasos que se pueden dar en este sentido se cuentan 
el endurecimiento de los procesos de selección y el fortalecimiento de las condiciones del servicio, 
de los salarios y de la transparencia. Es necesario decidir si los funcionarios de las aduanas deben 
asumir la responsabilidad de cobrar tasas en los puestos fronterizos. En caso afirmativo, es una 
cuestión crucial a la que hay que dar respuesta, ya que constituye una oportunidad de oro para 
la corrupción. El dinero debería entregarse en el momento y en el lugar en el que se expiden la 
documentación y los permisos pertinentes. Cualquier inversión destinada a desarrollar un servicio 
más eficaz y transparente en este ámbito tiene que cosechar importantes beneficios desde el punto 
de vista de la eficacia y de la recaudación de ingresos. 

8.4 Integrar los intereses de los actores locales e internacionales 

Es fundamental reconocer que los actores internacionales y los nacionales en ocasiones 
tienen motivaciones distintas para actuar en este sector. La prioridad de muchos de los actores 
internacionales será atajar el crimen transnacional y el terrorismo, y no pueden tolerar programas 
nacionales de reforma del sistema de seguridad que no tomen en consideración sus propios intereses. 
Por ejemplo. Gobiernos sometidos a una fuerte presión tratarán de mirar a otro lado ante cuestiones 
relacionadas con el tráfico ilegal o el control que no les estén causando problemas de forma directa. 
Pero los socios internacionales subrayarán el interés del control transnacional e internacional. Desde 
la perspectiva de la reforma del sistema de seguridad, es importante que todos los programas se 
centren en fortalecer la seguridad de la población local. 
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9. Características especiales de la reforma del sistema de seguridad 
post- conflicto 

Hay una serie de cuestiones específicas a ias que tienen que dar respuesta ios programas de gestión 
de ias fronteras en contextos post-confiicto. 

9.1 Restaurar las funciones esenciales de la gestión de las fronteras 

En algunas de las situaciones post-confiicto se produce una ruptura con la ley y el orden y los 
sistemas de gestión del movimiento de personas y mercancías desaparecen por completo o son 
controlados por grupos locales armados. Establecer un sistema muy básico de gestión de fronteras 
es un paso importante hacia la restauración de sus funciones esenciales. Introducir un procedimiento 
de fronteras simplificado, aranceles y trabajo dentro de las estructuras ya existentes fueron las 
estrategias utilizadas en Afganistán tras el conflicto. 

9.2 Disputas fronterizas y desmilitarización 

La protección y gestión de las fronteras pueden ser extremadamente sensible en los escenarios 
post-confiicto debido a las disputas sobre la demarcación de las fronteras o a las actividades de 
los grupos armados en las zonas fronterizas. Más aún, el papel de los guardias de frontera y del 
ejército se habrá desdibujado durante el conflicto. Aspectos relevantes en esta situación son la 
desmilitarización y del desminado de las fronteras; y el establecimiento de un servicio de guardia 
de frontera, al tiempo que se le proporciona la formación adecuada para convertirlo en unidades de 
imposición del cumplimiento de la ley, responsables de la seguridad de la población. 

9.3 Elujos migratorios y retorno de refugiados 

El final del conflicto suele disparar los flujos migratorios y el retorno de los refugiados. Esto deberla 
tomarse en cuenta en los programas de gestión de fronteras en contextos post-confiicto. Dado que los 
refugiados y las personas desplazadas son grupos constituidos por una cantidad desproporcionada 
de mujeres, hay que tomar en consideración las necesidades específicas de las mujeres en el ámbito 
de la seguridad. 

9.4 Conflictos subregionales y violencia en países vecinos 

Muchos conflictos tienen una dimensión regional y los países que salen de ellos tienen que enfrentarse 
a los problemas que les ocasiona la continuación del conflicto en sus países fronterizos. Se trata de 
un hecho que repercute directamente en la seguridad y la gestión de las fronteras. La lucha puede 
traspasar la frontera; los insurgentes pueden realizar incursiones en las zonas fronterizas en busca 
de alimento, medios de transporte, soldados o “esposas”; además de que puede llegar a la frontera 
gran número de refugiados que solicitan asilo. Se trata de una situación muy difícil para un país que 
trata de restaurar sus propios servicios de gestión y protección de fronteras. Es esencial que cuenten 
con una estrecha coordinación y con la ayuda de las operaciones de apoyo a la paz, unida a la ayuda 
humanitaria y la protección, que pueden aportar las agencias especializadas como ACNUR (Alto 
Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados), UNICEF e lOM. 

9.5 Minas terrestres y remanentes explosivos de la guerra 

Tras el conflicto, las relaciones y el tránsito legales a través de la frontera suelen verse obstaculizados 
por la presencia de minas y material de guerra sin explotar. En algunos casos su posición está 
señalada, pero en otros su presencia sólo se confirma cuando alguien resulta herido. La limpieza de 
minas terrestres en las zonas fronterizas contaminadas requiere la colaboración entre los dos lados 
de la frontera y sirve de primer paso para generar confianza entre ellos. 

9.6 Tráfico ilegal de armas y de otros productos 

El comercio de armas y de otros productos ilegales que sirven de detonante para el conflicto, o para 
financiarlo, suele mantenerse en el contexto post-confiicto, creando un entorno en el que el crimen 
organizado prospera con facilidad. Evitar y luchar contra el crimen organizado y el tráfico ilegal, 
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facilitados en ocasiones por la corrupción en las agencias relacionadas con las actividades de la 
frontera, son cuestiones de especial relevancia en el post-conflicto. Los incidentes relacionados con 
el tráfico de personas suelen intensificarse durante los conflictos a causa de la ruptura del Estado 
de Derecho y de la erosión de las redes de protección a las mujeres por parte de la comunidad; los 
miembros de las fuerzas que patrullan la frontera tienen que recibir la capacidad, la formación y 
los recursos necesarios para identificar a las víctimas del tráfico ilegal y socorrerlas. El Caso 7.4.3 
estudia las lecciones aprendidas gracias a una iniciativa dirigida a fortalecer la cooperación en la 
frontera para luchar contra el tráfico de armas tras los conflictos del sudeste de Europa. 

Caso 7.4.1 

Reforma de las aduanas en Mozambique 

Contexto 

Obligado por el ingreso en la Commonwealth of Nations, el Gobierno de Mozambique desarrolló a 
mediados de los años noventa una estrategia de erradicación de la pobreza enormemente ambiciosa. 
Uno de los elementos clave de esta estrategia consistió en la modernización de las aduanas de tal 
forma que generasen ingresos para invertir en desarrollo y reducción de la pobreza, proporcionar 
seguridad a las fronteras y crear un entorno que animase el comercio. 

Punto de partida 

Mozambique recibió apoyo de diversos actores internacionales para crear una Unidad Técnica para 
la Reestructuración de las Aduanas (Technical Unit for Restructuring Customs) que supervisara y 
gestionara el proceso de reforma. Se acordó adoptar un enfoque innovador, basado en contratar a 
una empresa privada para que se responsabilizara de la gestión de las aduanas. Este contrato fue 
adjudicado a los Agentes de la Corona (Crown Agents) en 1997, en virtud de un proyecto financiado 
de forma asociada por DFID y el Banco Mundial. 

Lecciones aprendidas 

Adoptar un enfoque de varias partes interesadas para la segundad de las fronteras - En el seno del 
proyecto, la agencia de aduanas creó unos Equipos Flexibles Contra el Contrabando (Flexible Anti- 
Smuggling Teams) (FATSs) que se desplegaron por todo el país para luchar contra el contrabando y 
garantizar la integridad de las fronteras. Sin embargo, quedó de manifiesto que las actividades de 
estos Equipos eran más eficaces cuando trabajaban en colaboración con otras partes interesadas. Por 
ejemplo, la industria del azúcar de Mozambique se encontraba paralizada a causa del contrabando 
de azúcar. La industria, en colaboración con las aduanas elaboró un Plan de Acción Contra el 
Contrabando (Anti-Smuggling Action Plan) que interrumpió el flujo, permitiendo que prosperase esta 
importante industria nacional. 

Facilitar el comercio no implica reducir la seguridad de las fronteras - Para reducir los costes de 
los negocios mozambiqueños, así como para atraer la inversión extranjera, el proyecto tenía que 
reducir los tiempos de despacho de aduanas de las mercancías legales. Por otro lado, la amenaza 
del contrabando suponía que cualquier punto débil en los controles de frontera producirla un efecto 
enormemente perjudicial sobre la economía de Mozambique. La solución consistió en la introducción 
de una gestión eficaz del riesgo, estableciendo un perfil y una selección que garantizasen que los 
controles se dirigiesen a los comerciantes de alto riesgo. Esto supuso la reducción de los tiempos de 
despacho de aduanas desde varias semanas a unas veinticuatro horas en el 80% de los casos, con 
el consiguiente incremento de la recaudación de ingresos en cerca del 350%. 

La corrupción limita el impacto de la formación - El proyecto se reconoció como un éxito a nivel 
internacional. Fia quedado demostrado el impacto que tiene la reforma de las aduanas, no sólo en 
cuanto a la seguridad de las fronteras, sino también en las ganancias por ingresos, las facilidades al 
comercio, la mayor inversión extranjera y la reducción de costes. 
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Caso 7.4.2 

Proyecto de gestión de fronteras en Bosnia Herzegovina 

Contexto 

El proyecto IMMPACT se trató de una iniciativa de ia Unión Europea dei año 2001-2002 dirigida por 
ei Reino Unido que tenía ia presidencia de la Unión en el momento en que se inició dicho proyecto. 
El propósito era ayudar a la Misión de Naciones Unidas en Bosnia-Herzegovina (UNMIBH) en el 
desarrollo de un Servicio Estatal de Fronteras en Bosnia-Herzegovina (BiH State Border Service) 
(SBS). Trece expertos en control de fronteras procedentes del Reino Unido y Dinamarca colaboraron 
para detectar las necesidades en el ámbito de la formación y ayudaron a diseñar e impartir los cursos 
adecuados. También colaboraron en la identificación de los defectos de que adolecían la legislación 
y los trámites y actuaron como mentores del personal local de fronteras. 

Punto de partida 

El proyecto se inició a petición de la Misión de Naciones Unidas como forma de fortalecer el control 
sobre la frontera permeable y de atajar el tráfico ilegal. 

Lecciones aprendidas 

Proporcionar formación en ia zona - La formación se impartió en Bosnia-Herzegovina y no en el centro 
y a un número limitado de participantes locales, sino en los puestos fronterizos más importantes y a 
tantos funcionarios locales como se pudo atender. Anteriormente se había proporcionado formación 
fuera de Bosnia-Herzegovina, pero sólo a unos pocos miembros del servicio seleccionados al efecto 
que habían viajado a los países donantes (con frecuencia los mismo funcionarios, sin tenerse en 
cuenta si eran los más adecuados para asistir a los cursos), o se habían impartido en Sarajevo 
esperando una formación posterior en “cadena” a cargo de los participantes, lo que provocó 
problemas logísticos y económicos al Servicio Estatal de Fronteras. 

Importancia del apoyo y comprensión por parte de los iguales - El personal seleccionado para 
participar en el proyecto procedía de niveles similares en sus organizaciones respectivas a los de 
quienes habían de ser formados. Eso les permitía acercarse a las necesidades y experiencias de 
quienes recibieron el curso y generar confianza y cooperación en un entorno cansado de donantes. 

Oportunidad perdida para aumentar la apropiación local- Hubiera sido positivo realizar una consulta 
mas profunda en el seno del Servicio Estatal de Fronteras antes del despliegue de formadores para 
detectar las zonas más necesitadas e intensificar la perspectiva de la apropiación local. 

Impacto 

El proyecto IMMPACT ha representado un papel importante en el desarrollo de un sistema conjunto 
de gestión de fronteras, y ha sido utilizado como modelo para apoyar otros procesos de gestión de 
fronteras en la región. 

Notas del lector 
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Caso 7.4.3 

Apoyo a la cooperación fronteriza para abordar el tráfico de armas 
ligeras 

Contexto 

La Iniciativa de Cooperación del Sudeste de Europa, del Centro Regional para la Lucha contra el 
Crimen Transfronterizo (Southeast Europe Co-operative Initiative (SECi) Regional Centre for Combating 
Transbordar Crime), con sede en Bucarest, coordina y apoya los esfuerzos regionales para combatir 
el crimen transfronterizo, incluyendo el tráfico de personas y de armas. En abril del año 2002, el 
Centro creó un Grupo de Trabajo sobre Armas Pequeñas (Small Arms Task Forcé) en el seno de su 
Unidad antiterrorismo (Anti-Terrorism Unit) con la finalidad de establecer “canales de intercambio de 
información directos, rápidos y sostenibles”, necesarios para responder al tráfico de armas pequeñas 
en la región. Hasta la fecha, este Destacamento de Fuerzas para las Armas Pequeñas y Ligeras ha 
recibido el apoyo de la ONG Saferworid y de varias organizaciones internacionales entre las que se 
cuentan la Agencia contra el Crimen Organizado Grave (Serious Organised Crime Agency) del Reino 
Unido; EUROPOL, INTERPOL el FBI y SEESAC. 

Punto de partida 

Saferworid y el resto de las organizaciones internacionales han respondido a la solicitud del gestor 
del proyecto del Grupo de Trabajo sobre Armas Pequeñas para desarrollar un sistema unificado que 
permita a los Estados miembros intercambiar información sobre intercepción de armas pequeñas y 
ligeras en manos de los traficantes y el arresto de las personas implicadas. 

Lecciones aprendidas 

El apoyo político de alto nivel es esencial - Los países cuya voluntad política de apoyar la iniciativa 
era más clara se intercambiaban una información de la máxima calidad y detalle, especialmente 
Albania, Macedonia y Moldavia. El apoyo político de alto nivel y la prioridad concedida a los recursos 
necesarios son esenciales para que las iniciativas de imposición del cumplimiento de la ley en las 
zonas fronterizas tengan éxito. Donde faltaron estos elementos, la calidad de los intercambios era 
manifiestamente insatisfactoria, a pesar del compromiso y la capacidad de los responsables. 

El desarrollo de procesos de recogida de información eficaces es crítico para el éxito - Disponer de 
metodologías de reunión de información y de formatos de informes comunes son aspectos esenciales 
para el éxito de este tipo de iniciativas. Para incrementar la capacidad de los funcionarios pertinentes 
de manera que puedan utilizar los procesos acordados de forma eficaz tiene la misma importancia la 
formación que la buena elaboración de los programas de apoyo. 

El apoyo internacional debe ser coordinado y debe tener en cuenta la apropiación local - La 
coordinación eficaz del apoyo ofrecido por distintas organizaciones internacionales se consiguió a 
través de una serie de mesas redondas conjuntas y fue un factor esencial para el éxito de la iniciativa. 
Las organizaciones de apoyo se limitan a proporcionar ayuda y formación; el liderazgo de la operación 
descansaba en los cuerpos locales de imposición del cumplimiento de la ley, lo que garantizaba la 
apropiación local del proyecto. 

Impacto 

La Operación Lugar Seguro (Operation Safeplace) condujo a una serie de investigaciones coordinadas 
por los Estados que participaban y a varias incautaciones y arrestos. Por ejemplo, una investigación 
conjunta realizada por las fuerzas de Albania, Macedonia y Montenegro durante la operación atajó 
con éxito un intento de tráfico de explosivos dirigido a clientes de Macedonia desde Montenegro, 
atravesando Albania. En Albania y Montenegro se arrestó a varios individuos relacionados con esta red 
de contrabando, y se incautaron bombas detonadas por teléfonos móviles, una pistola y munición. 
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Las siguientes publicaciones son fuentes recomendadas en las que se puede obtener más información 
sobre el apoyo a la gestión integrada de fronteras como parte de los procesos de reforma del sistema 
de seguridad, y que han ayudado a elaborar esta sección: 

1 . Caparini, Marina y Otwin Marenin, eds. (2006), Borders and Security Governance: Managing Borders in a Globalised 
World, Geneva Centre for the Democratic Control of the Armed Forcee (DCAF), 
http://www.dcaf.ch/publications/bm_borders_securitygov.cfm7nav1 =4 

Realiza el análisis de ios últimos desarrollos de la gobernabilidad en los sistemas de seguridad de las fronteras, tanto en la 
región europea como estableciendo la comparación con otras regiones. 

2. Hills, Alice (2002), “Border Control Services and Security Sector Reform” Working Paper N° 37, Geneva Centre for the 
Democratic Control of the Armed Forces (DCAF), 
http://www.isn.ethz.ch/news/dossler/ssg/pubs/Working%20Papers/37.pdf 

Resume el estado actual de la investigación sobre los cuerpos de control de fronteras en el contexto más amplio de la 
reforma del sistema de seguridad, examina el terreno discursivo y trata la importancia del control de las fronteras en 
relación con el concepto de control democrático. 

3. 3. ICG (2004), "Colombia's Borders: The Weak ünk in Uribe's Security Poticy", Latin America Report N® 9, 

http://www.crisisgroup.org/library/documents/latin_america/09 colombia_s_borders.pdf 

Defiende que la Administración del Presidente Uribe necesita comprometerse con sus dos vecinos, Ecuador y Venezuela, 
en unos términos más fuertes para forjar una política conjunta que contenga el conflicto y permita el avance de la 
seguridad andina y la cooperación para el desarrollo de las fronteras. 


Notas del lector; 
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SECCIÓN 7: EJECUCIÓN DE LA REFORMA DEL SISTEMA DE 

SEGURIDAD POR SECTORES 

SECCIÓN 7.5 : REFORMA DE LA POLICÍA 

Cuestiones clave 

• Proteger los derechos humanos y hacer respetar el Estado de derecho. 

• Crear un cuerpo de policía civil responsable ante el parlamento y la población. 

• Definir ios distintos papeles de policía y del ejército (y, en los casos en los que se pueda aplicar, las fuerzas 
policiales del tipo de la gendarmería) en relación con la seguridad interna. 

• Aumentar la confianza entre la policía y la población y desarrollar asociaciones para detectar y evitar el 
delito y aumentar la protección de la comunidad. 

• Aumentar la profesionalidad de la prestación de los servicios de mantenimiento del orden a todas las 
comunidades locales. 

• Desarrollar un enfoque integrado con otros aspectos del sector de la justicia. 

• Despolitizar los servicios de mantenimiento del orden, eliminando o reduciendo la influencia política sobre 
la policía y su labor. 

• Mejorar la formación de la policía, el desarrollo de la plantilla y las políticas y prácticas de personal. 

• Revisar y mejorar la estructura de la policía, la gestión estratégica, la capacidad y las prácticas. 


1. Importancia de este sector para la reforma del sistema de 
seguridad 

La policía suele ser la Institución que mayor repercusión tiene sobre la vida diaria de las personas. 
Son los responsables del mantenimiento del orden público y son los guardianes del sistema de 
justicia penal. Un servicio profesional de policía que goza de la confianza de la población y responde 
adecuadamente a las necesidades de todos los sectores de la población es fundamental para aumentar 
la protección de la comunidad y proporcionar un entorno que permita el desarrollo sostenible. Sin 
embargo, en muchos países unas fuerzas de policía abusivas son los principales perpetradores de 
violaciones de los derechos humanos, no protegen a sus comunidades del delito y la violencia y se 
asocian con la corrupción. 

Para la finalidad de este manual, el término "policía” incluye a todas las agencias de aplicación de la 
ley (entre las que se cuentan la policía y las fuerzas policiales del tipo de la gendarmería) que tienen la 
autoridad policial, especialmente la de arrestar y detener. En el término también se incluyen actores 
no estatales que ejercen las mismas funciones como los grupos de seguridad de las comunidades 
o milicias. Hay que señalar que la naturaleza del compromiso en algunos de las situaciones post- 
conflicto transciende la reforma: los nuevos servicios de policía se tienen que crear ex nihilo (v.g. 
Haití en 1995, Kosovo y Timor Oriental en 1999). En estos casos el término policía también se refiere 
a estas instituciones. 

2. Importantes conexiones para una reforma más amplia del sistema 
de seguridad 

La reforma de la policía requiere, para ser eficaz, un enfoque integrado. Experiencias iievadas a cabo 
en diversos países han mostrado ios beneficios que se obtienen ai proyectar y ejecutar reformas de 
ia poiicía y ios sistemas de justicia y penai, de forma coherente y coordinada. La poiicía representa 
un papei vincuiante en ei sistema de justicia penai y como tai proporciona ios medios para desarrollar 
estrategias que abarquen a todo el sector. También existen importantes vínculos con la sociedad civil, 
las empresas privadas de seguridad, los cuerpos de control los servicios de defensa e inteligencia y 
las agencias de gestión de las fronteras. 

2.1 Mecanismos de supervisión 

La necesidad de fortalecer los mecanismos de supervisión civiles y del Gobierno es de vital importancia 
dada la frecuente violación de los derechos humanos por parte de las fuerzas de la policía. Las 
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instituciones ciave de vigiiancia respecto a ia poiicía son ei departamento dei gobierno responsabie 
de ia gestión de ia policía (normalmente el Ministro del interior, y/o la oficina del presidente); los 
comités parlamentarios responsables del control de la seguridad nacional o de asuntos internos; y los 
comités de seguridad provinciales, del distrito o locales, además de otros cuerpos gubernamentales 
que supervisan a la policía. Los mecanismos internos de rendición de cuentas por parte de la policía 
(por ejemplo los criterios profesionales o las unidades de asuntos internos) también son cruciales, 
aunque reciben menos atención por parte de los programas de ayuda externos. También los tribunales 
investigan el comportamiento de la policía garantizando que su funcionamiento se ajuste a la ley. 

2.2 Sistema de justicia 

Los servicios de la policía dependen para la realización de su trabajo del sector de la justicia. Sin 
un sistema de tribunales eficaz los sospechosos detenidos por la policía no serán presentados 
ante la justicia. Sin embargo, muchos países se enfrentan a grandes dificultades para conseguir 
que la policía, el servicio judicial, los tribunales judiciales y tradicionales y el sistema de justicia 
consuetudinario trabajen conjuntamente con eficacia. Un objetivo importante para muchos países es 
el de establecer un servicio judicial independiente separado de la policía. Pero este tipo de reformas 
tiene que estar coordinado con la formación impartida a los detectives para que reúnan las pruebas 
y construyan los casos de tal manera que se puedan emprender acciones judiciales con garantías 
de éxito. Es fundamental impartir formación conjunta sobre cuestiones clave a los distintos actores 
del sistema de justicia. En los países que cuentan con sistemas de leyes civiles (véase la Sección 7.6 
sobre la reforma legal y judicial), en las investigaciones criminales el trabajo de la policía está dirigido 
por un magistrado investigador. 

2.3 Reforma de la defensa 

Definir los distintos papeles del ejército y la policía es una cuestión de capital importancia en los 
países que acaban de salir de un conflicto. El principio orientador debería ser que la responsabilidad 
fundamental de la policía sea la seguridad interna mientras que el ejército debería asumir sólo, en 
principio, la responsabilidad de la seguridad exterior. En el nivel de la seguridad interna, el ejército 
sólo debería ser utilizado en circunstancias excepcionales y bien definidas (por ejemplo, durante un 
estado de excepción); llevando a cabo las operaciones bien bajo la dirección de la policía, o bien bajo 
un mando conjunto; y con unos límites claros y precisos para el uso de la fuerza. Sin embargo, hay 
que reconocer que en algunos países existen fuerzas policiales del tipo de la gendarmería que tienen 
un estatus militar pero operan bajo control civil y ejercen funciones de seguridad interna. 

2.4 Reforma de los servicios de inteligencia 

En muchos países los servicios de inteligencia, el ejército y la policía pueden tener capacidades en 
el ámbito de la inteligencia que coincidan parcialmente. Un desafío común que se les plantea es el 
de definir los papeles que deben jugar los distintos servicios y garantizar que toda la prestación de 
los servicios de inteligencia quede bajo control democrático. Por ejemplo, en Serbia tras la caída del 
régimen de Milosevic (en el año 2000) y la división de la seguridad del Estado (inteligencia) y de los 
servicios de seguridad interna (policía), sólo los servicios de inteligencia contaban con la capacidad 
de instalar estaciones de escucha telefónica, lo que les permitía llevar a cabo investigaciones 
criminales. El principio aplicado debería ser que sólo las agencias con autoridad policial tengan la 
responsabilidad y la prerrogativa de llevar a cabo investigaciones criminales, y que por esta razón su 
autoridad (en especial en relación con las técnicas de investigación preactivas como la instalación de 
estaciones de escucha telefónicas) debería estar más limitada y sometida a un control estricto. 

3. Cómo dirigir una evaluación de la reforma del sistema de seguridad 
en este sector 

El análisis del sector de! mantenimiento del orden debe estar informado por una evaluación más 
amplia de la situación en la que se encuentra la seguridad en el país (véase Sección 3). 
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Tabla 7.5.1 : 


Cuestiones para tratar en una evaluación del sector del mantenimiento del orden 


Contexto 


Responsabilidad y 
control 


Capacidad 


• ¿Quiénes son los principales responsables de la prestación de los servicios de 
seguridad interna {tanto estatales como no estatales)? ¿Qué división de 
responsabilidades existe entre ellos (v.g. local, tribal, estatal/provinciai; y federal/ 
nacional, urbano/rural, frontera/interior, competencias generales/específicas? ¿Tiene 
algún papel el ejército? 

• ¿En qué situación se encuentra el delito en el país y de qué estadísticas o estudios se 
dispone? 

• ¿Qué problemas principales existen en relación con la protección de la comunidad y 
con el delito en general (qué tipos de delito dañan más al estado y a la sociedad? ¿Qué 
nivel de eficacia muestra la policía para responder a estos problemas?) 

• ¿Cuál es el enfoque dado al mantenimiento del orden o a la aplicación de la ley (v.g. 
centralizado vs. descentralizado, democrático y participativo vs. autoritario y 
restrictivo)? 

• ¿Existen comunidades peor atendidas por la policía? ¿Por qué? 

• ¿Qué opinión merecen la policía y la situación del delito y de la seguridad a la 
población? ¿Qué cuestiones consideran prioritarias? ¿Se observan diferencias de 
opinión en función del sexo, la etnia, la edad o cualquier otro factor? ¿Está la policía 
implicada de alguna manera en algún tipo de delito? 

• ¿Qué nivel de representación presenta la policía del conjunto de la comunidad? ¿Qué 
concepto tienen los policías de sí mismos y cuál es el de las comunidades a las que 
sirven? 

• ¿Se ha establecido algún sistema para realizar consultas a las comunidades locales 
respecto a las cuestiones relacionadas con el mantenimiento del orden? En caso 
afirmativo, ¿funciona? ¿Qué trato reciben ias personas que acuden a las comisarías 
de policía? ¿Se trata de un ambiente intimidatorio para las víctimas de los delitos, 
especialmente para las mujeres, los niños o las minorías? 

• ¿Qué marco constitucional y legal regula la policía y ante quién rinden cuentas 
legalmente? En particular, ¿cuáles son las leyes más importantes (por ejemplo el código 
de actuación policial, el de procedimiento criminal) por las que se confiere esta autoridad 
a la policía y por las que se supervisan los mecanismos de control? 

• ¿Qué sistemas de gestión económica existen? ¿Existe corrupción en el seno de las 
fuerzas de la policía, y en caso afirmativo, en qué nivel es más significativa? 

• ¿Existe un código ético para la policía? En caso afirmativo, ¿hasta qué punto manifiestan 
su adhesión a él? 

• La policía ¿reconoce y acata los principios de las Naciones Unidas y los criterios 
internacionales asociados a ellos respecto al uso de la fuerza y de las armas de fuego? 

• ¿Existe una unidad de asuntos internos en el seno del servicio? ¿Existe un sistema 
independiente para que la población presente sus reclamaciones? ¿Cómo funciona? 

• ¿Cuántas denuncias se han presentado ante los jueces contra la policía por abuso de 
poder? ¿Cuál es la actitud general en el seno del poder judicial respecto a las denuncias 
presentadas y qué repercusión tienen las decisiones judiciales sobre el funcionamiento 
de la policía? 

• ¿Qué grado de influencia política tiene el gobierno o los políticos sobre la policía? ¿Qué 
actitud manifiesta el gobierno respecto a la policía? 

• ¿Existen organizaciones de la sociedad civil que controlen a la policía para evitar los 
casos de violación de los derechos humanos o corrupción? ¿Cómo se introducen sus 
informes en el sistema? 


• ¿Cuál es la proporción de funcionarios de policía respecto a la población y cuál es la 
proporción en las zonas urbanas y rurales? 

• ¿Qué capacidades, educación y antecedentes profesionales tienen los funcionarios de 
policía, en función de su rango? 

• ¿Qué porcentaje de mujeres y miembros de las minorías se encuentran en la policía? 
¿Ocupan puestos de gestión de alto nivel? 

>» continúa 
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Tabla 7.5.1 : 


Cuestiones para tratar en una evaluación del sector del mantenimiento del orden 


Capacidad 

• ¿Qué formación reciben los funcionarios para ejercer sus funciones principales 
(especialmente para tener capacidad de resolver problemas, formación legal, prácticas 
en el ámbito del mantenimiento del orden entre las que figuren técnicas de manejo de 
multitudes, investigación criminal, comportamiento ético y capacidad de relación? 
¿Existe un servicio o una formación especializada que permita que los funcionarios 
progresen y se especialicen en tipos de delito específicos? 

• El servicio, ¿presenta carencias en relación con la infraestructura y el equipo 
esenciales? En concreto, cuáles son los medios de transporte y comunicación/ 
intercambio de información? ¿Dispone la policía de las técnicas y herramientas 
necesarias para realizar investigaciones criminales apoyándose en hechos y no sólo 

en pruebas testimoniales, en concreto, laboratorios forenses? ¿Dispone la policía de un 
sistema preciso para organizar y gestionar archivos de reclamaciones, informes y 
testimonios? ¿Cuentan con una base de datos central sobre delitos e infractores? 

• ¿Existe un control eficaz sobre la gestión de los registros de armas de fuego y la 
concesión de licencias de armas pequeñas así como de arsenales de armas propiedad 
de la policía? 

• ¿Se presta atención al desarrollo de la capacidad de la policía para atender las 
cuestiones de género y de los derechos de la mujer, o para dar respuesta a los delitos 
cometidos contra las mujeres? 

• Se presta atención al desarrollo de la capacidad de la policía para atender las 
cuestiones relacionadas con la violencia en el seno de la familia, el abuso de menores o 
los problemas de los menores infractores? 

• ¿Existen unidades de apoyo a las víctimas y a los testigos en las comisarías de policía? 
¿Existe atención por parte de funcionarias de policía? ¿Ofrecen algún otro tipo de 
ayuda? ¿Cuál? 

• ¿Cuántas personas han sido asesinadas o gravemente heridas por la policía a lo largo 
del año, y cuántos funcionarios de policía han sido asesinados o gravemente heridos 
durante el mismo período? 

Gestión 

• ¿Cómo se estructura, gestiona y dirige la organización de la policía? ¿Qué poderes 

de toma de decisiones se delegan en los niveles inferiores y en qué grado? ¿Actúan los 
gestores de alto nivel como mentores y modelos de buenas prácticas ante los 
funcionarios más jóvenes? 

• ¿Dispone la organización de criterios escritos sobre la misión/visión/valores y de un 
código de conducta? ¿Concuerda con la filosofía del mantenimiento del orden basado 
en la comunidad y de los criterios basados en los derechos humanos? 

• ¿Qué nivel de continuidad se produce en el nivel de gestión sénior dentro del servicio 
de policía?¿Qué nivel de compromiso existe hacia el mantenimiento del orden 
profesional y hacia posibles reformas tanto entre los funcionarios de alto nivel como 
entre los agentes de los niveles inferiores? 

• ¿Cuáles son los posibles agentes del cambio en la policía dispuestos a apoyar un 
proceso de reforma y quiénes tratarían de evitarlo? ¿Qué incentivos tiene el cambio? 
¿Se han identificado y explicado los beneficios que reportaría aceptar el cambio? 

• ¿Existe un sistema de reclutamiento, selección y promoción basado en los méritos? 
¿Existe igualdad de oportunidades? ¿Perciben salarios aceptables? ¿Cuál es el 
porcentaje de retención de la plantilla? ¿Existen diferencias entre hombres y mujeres o 
grupos específicos como pueden ser los grupos étnicos y las minorías? 


»> continúa 
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Tabla 7.5.1 : 


Cuestiones para tratar en una evaluación del sector del mantenimiento del orden 


• ¿Qué relación /comunicación existe entre la policía y otros elementos del sistema de 
justicia penal, incluyendo los actores civiles (medios de comunicación, organizaciones de 
la sociedad civil, etc.)? 

• Qué acuerdos existen para la cooperación y/o dirección entre la policía y otros elementos 
del sistema de justicia penal, fiscales, tribunales, prisiones, libertad vigilada y 
condicional? 

• ¿Qué pape! tiene el servicio de la fiscalía y, cuando existe esta institución, el del juez 
investigador en la dirección/supervisión de las investigaciones criminales llevadas a cabo 
por la policía? ¿Difieren la teoría y la práctica? 

• ¿Qué acuerdos existen para la cooperación entre la policía y otras agencias que prestan 
servicios públicos o sociales, servicios de salud pública y de salud mental? 

• ¿Qué vínculos existen entre los actores estatales y no estatales responsables de prestar 
el servicio de seguridad? 

• ¿Existen en el país programas de reforma del sistema de seguridad apoyados por 
donantes? En caso afirmativo, cuentan con un componente de reforma, reestructuración 
o reconstrucción de la policía o mejorarían si se incorporara uno? 

• ¿Han realizado los donantes algún análisis del conflicto antes de llevar a cabo sus 
intervenciones en el ámbito de la reforma del sistema de seguridad, y, en caso afirmativo, 
los servicios de policía se consideraron como uno de sus elementos? 

• ¿Existen pruebas de un enfoque coherente y coordinado por parte de los donantes? 

Cuadro 7.5.1 Gendarmerías en África 

Veinticuatro estados africanos cuentan con gendarmerías (es decir, fuerzas policiales con competencias 
civiles que disponen de todo el abanico de poderes policiales pero se organizan y estructuran de acuerdo 
con su estatus militar) que complementan a la policía y al ejército. Sus principales papeles implican el 
mantenimiento de la ley preventiva y el orden, y en ocasiones ayuda en situaciones de emergencia. En caso 
necesario, también pueden prestar apoyo a compromisos armados de baja intensidad. 

Las gendarmerías están sujetas a controles similares a los de la policía civil, y están presentes tanto en zonas 
rurales como urbanas. Algunas gendarmerías africanas adolecen de falta de recursos humanos y materiales 
mientras que otras, como las de Argelia, Marruecos, Senegal y Togo están relativamente bien equipadas. 

Algunas gendarmerías prestan servicio en misiones de mantenimiento de la paz. Por ejemplo, Senegal ha 
enviado a miembros de su gendarmería para colaborar en la restauración del estado de derecho en Costa 
de Marfil, Sudán (Darfur), República Democrática del Congo y Haití. En el marco de la gestión de la crisis 
de la Unión Africana, las gendarmerías forman parte de las fuerzas africanas de reserva. Su capacidad 
de intervención en situaciones de inestabilidad después de llevarse a cabo operaciones militares suele 
convertirlas en las primeras fuerzas policiales desplegadas. Se observa un reconocimiento creciente de la 
importancia y valor añadido de este tipo de funcionarios de policía en situaciones post-conflicto. 

4. Posibles puntos de partida para la reforma del sistema de 
seguridad 

4.1 Formación 

El punto de partida más frecuente para trabajar con la policía es el apoyo a programas de formación. 
Sin embargo, hay que concebir la formación de la capacidad a corto plazo de tal manera que se 
vincule con cuestiones relacionadas con las reformas a largo plazo y con una dirección estratégica 
de los servicios de la policía, si se pretende que tenga algún valor como parte de un programa de 
reforma más amplio. Esto se consigue, por ejemplo, aprovechando la oportunidad para desarrollar 
currículos nuevos y aumentar el número de instituciones dedicadas a la formación. Antes de iniciar la 
formación hay que identificar e investigar a los empleados a los que se dirige. 

4.2 Cooperación policial internacional 


Compromiso de 
la comunidad 
internacional 


Coordinación con 
otros elementos 
del sector de la 
seguridad 
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La cooperación a nivel internacionai entre fuerzas policiaies sueie desarroiiarse con faciiidad en el 
ámbito de ios servicios de inteligencia criminai, especiaimente cuando se trata ei crimen organizado, 
el terrorismo y el tráfico de armas y el contrabando a través de las fronteras. Muchos países se han 
comprometido a incrementar la cooperación mediante la firma de acuerdos como las convenciones 
de las Naciones Unidas relacionadas con la lucha contra el terrorismo. Estas obligaciones 
internacionales suponen un punto de partida potencial para la reforma de la policía. Se ofrece apoyo 
para garantizar que una mejor cooperación e intercambio de información conduzca a mejorar el 
análisis del riesgo, lo que a su vez lleva a un despliegue mejor orientado de los recursos de la policía 
que acrecienta la seguridad del estado y la protección de la comunidad. [Véase por ejemplo el trabajo 
realizado por UNICRI, el Observatorio Internacional Permanente sobre Seguridad Durante Eventos 
Importantes - (http://www.unicri-ipo.org) 

4.3 Mantenimiento del orden en la comunidad 

Uno de los objetivos de los programas de mantenimiento del orden basados en la comunidad 
(también llamado “democrático”, “de las necesidades locales” u “orientado a los problemas”) es 
afianzar la confianza entre la policía y las comunidades locales. El mantenimiento del orden basado 
en la comunidad también ofrece oportunidades para iniciar programas de recuperación de armas y 
amnistías acorto plazo para quienes deponen las armas. Las relaciones entre la policía y la comunidad 
pueden ser, y deberían serlo, un punto de partida útil para abordar cuestiones relacionadas con una 
reforma de la policía más amplia: es importante demostrar que el mantenimiento del orden se basa por 
lo general en la propia comunidad y que incrementar la protección en el seno de la comunidad exige 
actuar sobre un amplio abanico de cuestiones entre las que se cuentan la planificación estratégica, la 
gestión del personal (en especial el sistema de ingreso de los policías y sus salarios) y la delegación 
de autoridad en los niveles inferiores. 

4.4 Control parlamentario 



TANZANIA, Zanzíbar. La policía arresta a un hombre durante una revuelta en Stone Town. 
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Trabajar con el comité parlamentario responsable de las cuestiones relacionadas con la seguridad 
interna o asuntos internos suele constituir un útil punto de partida. El fortalecimiento de la transparencia 
y del escrutinio puede fomentar la acción en el ámbito de las cuestiones relacionadas con la reforma 
y aumentar la confianza por parte de la población. 

4.5 Censo e identificación del personal de la policía 

En los contextos post-conflicto, la estructura organizativa del sistema de seguridad y de sus agencias 
está con frecuencia desordenada; los registros sobre el personal están incompletos o han sido 
destruidos; suele desconocerse el número de miembros y la función de cada uno; y el personal se 
alista y abandona de manera informal las agencias de seguridad. El resultado de estos hechos es 
que el Estado es incapaz de ejercer un control institucional sobre los agentes responsables de la 
seguridad, por ejemplo sobre la policía, y se mantiene un uso arbitrario de la fuerza. Los programas 
de censo e identificación dan respuesta a estos problemas proporcionando unos datos de línea de 
base fiables sobre la plantilla de la policía al registrar, verificar y expedir tarjetas de identificación 
a todos los miembros del servicio de policía. Esta información también es útil cuando se dirige a 
identificar los recursos humanos y las cuestiones relacionadas con la formación. 

5. Cuestiones importantes para el diseño del programa 

5.1 . Definir prioridades y objetivos 

Durante ia fase de anáiisis de ios programas hay que identificar con claridad las cuestiones prioritarias 
en procesos que involucren a todas las partes interesadas mediante la realización de consultas sobre 
las principales dificultades a las que se enfrenta la sociedad en el ámbito de la protección y de la 
seguridad. Hay que establecer objetivos específicos que se centren en intensificar tanto la prestación 
del servicio (v.g. la prevención del delito) como la gobernabilidad democrática (v.g. la transparencia 
de la policía). Hay que tomar en consideración el establecimiento de una unidad de estrategia en el 
seno de algún ministerio pertinente o del servicio de policía para garantizar la sostenibilidad de las 
reformas y realizar los estudios necesarios para iniciar programas posteriores. 

5.2 Planificar el desarrollo de mecanismos de supervisión 

Los servicios de policía sin reformar, autoritarios o en desarrollo suelen carecer de los mecanismos 
de responsabilidad esenciales para proteger las libertades civiles frente a los abusos de la policía 
y para regular el uso que hace la policía de sus propios poderes. Véase la Sección 7.1 donde se 
estudian los mecanismos de responsabilidad y de supervisión. 

5.3 Combinar enfoques de “arriba -abajo” (verticalistas) y de “abajo-arriba" 

Un factor esencial consiste en centrarse en las cuestiones relacionadas con el liderazgo, pero no 
conducirá al buen funcionamiento de la organización salvo que se obtenga el compromiso de los 
niveles inferiores entre los miembros de la policía. En la fase de elaboración del proyecto hay que 
incluir a los “policías de la calle”: hay que escuchar sus aportaciones y mostrarles los progresos para 
garantizar que el proceso de reforma combine las estrategias de “arriba -abajo” (verticalistas) y de 
“abajo-arriba”. 

5.4 Tener en cuenta a los actores no estatales 

Es posible que la polioía sólo oonstituya uno de los diversos actores que prestan el servicio. A lo largo 
de la fase de evaluación hay que detectar la forma en la que los actores no estatales (entre los que se 
cuentan desde las patrullas de barrio y las empresas privadas de seguridad a los grupos de vigilantes 
y las milicias de los partidos políticos) prestan sus servicios de seguridad (o de inseguridad), para 
tenerles en cuenta en los programas. Por ejemplo, se calcula que en Nigeria las comunidades han 
establecido hasta dieciséis tipos distintos de estructuras no oficiales de mantenimiento del orden 
para hacer frente a los problemas relacionados con el delito y la protección de la población, bien 
porque los servicios oficiales de la policía sobrepasan demasiado los límites de la ley, bien porque 
estos grupos están más cerca de la comunidad a la que sirven. Los programas de reforma de la 
policía tienen que descubrir cómo desarrollar y coordinar la relación entre los actores no estatales y 
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la policía oficial a la vez que regulan el uso de la fuerza de acuerdo con los criferios nacionales. Esto 
se puede conseguir debatiendo y desarrollando mandatos, jurisdicciones, normativas, relaciones de 
información y rendición de cuentas, o intentando incrementar la prestación de servicios por parte del 
estado en algunas zonas geográficas para que aumente la confianza de la población y se reduzca la 
demanda de agentes alternativos. 

5.5 Adoptar una perspectiva internacional cuando sea pertinente 

En los casos en los que la inseguridad adquiere unas dimensiones que superan los límites establecidos 
por las fronteras (por ejemplo el terrorismo y el crimen organizado), las reformas limitadas a un solo 
país no tendrán repercusiones significativas, o pueden limitarse a trasladar los problemas a otro 
país. Al hacer frente a estas dificultades es aconsejable fortalecer las capacidades nacionales para la 
cooperación internacional, trabajando en los niveles regional e internacional para establecer vínculos 
y desarrollar estrategias entre los servicios de policía de distintos países, especialmente con la 
finalidad de compartir la información de los servicios de inteligencia criminal. 


6. Ordenar los programas eficaces 

6.1 Medidas para aumentar la confianza 

En muchos países se habrá generado una gran desconfianza en la policía por lo que es necesario 
empezar adopfando medidas dirigidas a crear una sensación de seguridad y un entorno adecuado 
que permita emprender otro tipo de reformas. Los programas de protección de la comunidad pueden 
representar un importante papel en este aspecto incrementando la confianza entre la policía y las 
comunidades locales (véase el Caso 7.5.1 en el que se estudia la situación en Kosovo). Estas medidas 
dirigidas a infundir confianza son esenciales para impulsar el cambio de una visión de la policía como 
“fuerza” a una visión de la misma como “servicio”. 

6.2 Beneficios derivados de orientar la política y la estrategia del mantenimiento del orden 

Una de las prioridades de muchos países es desarrollar una política nacional que esboce e informe 
del nuevo estilo de mantenimiento del orden que se pretende practicar, garantizando que la policía y 
la población lleguen a entender de forma similar el significado de términos como “mantenimiento del 
orden por parte de la comunidad”. Muchos servicios de policía cuentan con un plan estratégico en el 
que quede establecido qué misión, objetivos y áreas de atención prioritarias debe tener. Reunir a las 
partes interesadas clave al inicio del programa para desarrollar un plan estratégico general contribuye 
a iniciar un debate público sobre la reforma y a respaldar un enfoque conjunto entre la policía y 
otras instituciones del sector de la seguridad y la justicia. El plan estratégico, una vez desarrollado, 
orienta la ejecución de las reformas e incrementa la rendición de cuentas ante la población. Esta 
estrategia también debe incluir reformas en los sistemas de gestión y de personal, como la reforma 
del sistema de ingreso en el cuerpo desde zonas con una atención escasa y la de aumentar el número 
de funcionarios de policía que sean mujeres o procedan de minorías. 

6.3 Combinar la acción en cuestiones institucionales a largo plazo con el trabajo de protección de la 
comunidad a corto plazo 

Los programas eficaces trabajan en varias vías a la vez, combinando la labor en cuestiones a largo 
plazo, por ejemplo la planificación estratégica y el desarrollo de políticas con la labor en lugares piloto 
para evaluar los progresos sobre el terreno. Es necesario adoptar un enfoque de doble vía mediante 
el cual se dé respuesta a las dificultades que presenta la reforma a la vez que se continúa prestando 
un servicio diario. 

7. Lecciones aprendidas para dirigir la ejecución 

7.1 Contexto 

Tal y como se ha manifestado varias veces a lo largo de este manual, hay que calibrar los objetivos 
y las ambiciones de los proyectos de reforma para adecuarlas al contexto. Las necesidades y 
prioridades de servicios de policía concretos reflejarán la historia y el desarrollo político propios de 
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cada país, de la misma forma que lo harán, a su vez, las reformas. Por ejemplo, los Estados que 
salen de una dictadura o de un conflicto armado heredan unas estructuras de poder que plantean 
unas dificultades específicas a la reforma de la policía, mientras que los países con altos porcentajes 
de delitos (especialmente de crimen organizado) pueden considerar que la “democratización” de la 
policía no es una de sus prioridades en absoluto. 

7.2 Voluntad política y sostenibilidad 

La demanda interna de reforma, que parte de la población, el Gobierno o los propios servicios de 
policía, constituye la mejor garantía de éxito y sostenibilidad. Sin embargo, aún cuando cuente con un 
auténtico apoyo político, la reforma de la policía es difícil de llevar a cabo. La experiencia demuestra 
que la ayuda extranjera impulsa una reforma democrática de la policía en contra de la voluntad del 
gobierno receptor, aunque no sea lo pretendido por los gestores del programa y los donantes. De 
igual forma, salvo que las fuerzas policiales se comprometan seriamente con la reforma, ésta no se 
producirá, o se limitará a adoptar la forma de un cambio superficial. 

7.3 Importancia del cambio institucional 

La experiencia en programas de ayuda a la policía ha demostrado la necesidad de un desarrollo y 
reestructuración institucional. Aún así, la reestructuración no producirá por sí misma cambios en el 
comportamiento y cultura de la policía; hay que centrarse en el personal tanto como en la estructura 
formal, 

7.4 Conseguir la apropiación y la adquisición 

El éxito de la policía depende de una aceptación general del cambio en todos los niveles y en 
todas las unidades, pero siempre habrá funcionarios que no modifiquen su comportamiento salvo 
que consideren que lo hacen por propio interés. Las recompensas tangibles (aumento de sueldo, 
procedimientos de ascenso transparentes, etc.) pueden ayudar a conseguir ese apoyo. El desarrollo 
de procesos extensivos y genuinos de consulta también constituye un factor que logrará la aceptación 
de nuevos programas; hay que demostrar que se respetan las opiniones y el trabajo de cada uno de 
los funcionarios. 

7.5 Utilizar redes profesionales 

Como a cualquier otra persona, es más fácil convencer a los funcionarios de policía del valor de 
la reforma si lo oyen de labios de sus iguales que si lo leen en folletos o se les explica mediante 
discursos. Las redes profesionales pueden ser útiles en este aspecto, especialmente en virtud de que 

Notas del lector: 
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Cuadro 7.5.2 Regular las unidades paramilitares de mantenimiento 

En ocasiones las unidades paramilitares sirven de puente entre la policía y el ejército con funciones 
especializadas como el mantenimiento del orden público. Su capacidad de apaciguar las hostilidades y 
aplazar o evitar la movilización del ejército suele ser significativa, pero es frecuente que sean unidades 
consideradas como una élite, tanto por sus propios miembros como por el Estado. Esta consideración 
condiciona la creación de una identidad separada (en muchos casos independiente) de la línea central del 
mantenimiento del orden. Esta identidad se ve fortalecida por una fuerte cadena de mando, una claridad de 
funciones, una estructura jerárquica y la realidad de que las unidades paramilitares suelen disponer de mejores 
recursos. De hecho, estas unidades suelen ser insuficientes para responder a requerimientos estratégicos 
más amplios del sistema de seguridad así como para relacionarse con las necesidades y expectativas de las 
comunidades a las que deben servir. 

La mejor forma de resolver este problema es lograr el compromiso de las unidades paramilitares en la 
asociación: trabajar y establecer vínculos, cuando son desplegadas por todo el país, con instituciones 
públicas dedicadas a la rendición de cuentas, con otros agentes que presten los servicios de seguridad y 
justicia y, especialmente, con las estructuras locales de rendición de cuentas. Todo esto necesita basarse 
en la adhesión a ios criterios internacionales sobre los derechos humanos y el uso mínimo de la fuerza. La 
mejor regulación de las unidades paramilitares la ha conseguido Macedonia como resultado de una revisión 
crítica del papel de la Unidad Nacional de Despliegue Rápido (RDU), unidad perteneciente al Servicio de 
Policía de Macedonia (SPM). El objetivo era mejorar las competencias profesionales de la Unidad Nacional 
de Despliegue Rápido y garantizar su cumplimiento de los criterios y normas internacionales relacionadas 
con el mantenimiento del orden. Uno de los aspectos de este objetivo implicaba que miembros de la Unidad 
Nacional de Despliegue Rápido realizasen viajes para estudiar cómo se da respuesta en otros países al 
mantenimiento del orden. Al mismo tiempo, el Servicio de Policía de Macedonia compartió con miembros 
de la Unidad Nacional de Despliegue Rápido la experiencia internacional y de buenas prácticas durante 
el período de formación en Macedonia. Esto ha contribuido a la creación de una unidad más abierta, 
transparente, dispuesta a rendir cuentas y profesional que se considera parte integrante de la organización 
policial. 


7.6 Coherencia y conexiones con otras instituciones de la seguridad y la justicia 

Hay que conseguir que se establezcan relaciones de confianza entre la policía y otros sectores del 
ámbito de la seguridad (especialmente las instituciones de justicia y correctivas) para que tengan 
éxito a largo plazo las reformas que se emprendan en la policía. Uno de los medios para conseguirlo 
es firmar acuerdos o crear estructuras dirigidas a realizar un trabajo conjunto que reúnan a la policía 
con miembros del resto del sistema de seguridad y justicia criminal. Entre estas estructuras se puede 
incluir la creación de cuerpos especializados dedicados a asesorar sobre reformas legales, “grupos 
de asesoramiento de tribunales” que atiendan a la administración de justicia y a la burocracia, o un 
“servicio de testigos de los tribunales” que ofrezca a las víctimas y los testigos en los tribunales un 
apoyo consistente en explicarles los procedimientos que se van a realizar. 

7.7 Limitaciones de la formación 

Los programas de formación suelen estar enfocados a proporcionar una especialización visible 
(v.g. investigación en la escena del crimen). Sin embargo, en los programas relacionados con el 
mantenimiento del orden llevados a cabo en Guatemala se ha demostrado que estas capacidades se 
aprenden, pero rara vez se utilizan. Por lo tanto, la formación tiene que enfocarse de forma práctica 
y hay que firmar acuerdos para garantizar que las capacidades adquiridas se incorporen de forma 
inmediata en las rutinas de trabajo y se incorporen en la práctica . Y en vez de centrarse exclusivamente 
en el personal de los niveles superiores o en los recién incorporados, la formación debe tener como 
objetivo los mandos intermedios que pueden impulsar el cambio y mantenerlo. Lo que se reclama 
es un programa de cambio cultural que dé respuesta al comportamiento y actitudes de la policía; la 
revisión de las prácticas y procedimientos de gestión tiene que permitir que la formación sea eficaz. 
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7.8 Conceder la misma atención a la comunidad y a la policía 

Los programas financiados por donantes suelen centrase demasiado en el Estado. Es importante 
comprometer desde el inicio a las organizaciones de la sociedad civil, las organizaciones de mujeres, 
los movimientos juveniles y los medios de comunicación para que sean socios en el cambio. 
Representan un papel de control vital pueden crear un entorno que haga posible el progreso. Las 
organizaciones de la sociedad civil suelen disponer de una escasa capacidad para comprometerse 
con la policía en funciones de investigación y evaluación del trabajo de esta última, capacidad 
que es necesario acrecentar. Las organizaciones y movimientos de la sociedad civil basadas en la 
comunidad también se pueden utilizar para aportar formación especializada sobre derechos humanos 
y cuestiones relacionadas con la violencia de género, doméstica y el abuso de menores. 

7.9 Los procesos importan tanto como los resultados 

Garantizar que las iniciativas se ejecuten de forma transparente y participativa reportará grandes 
beneficios. Por ejemplo, en Kenia el hecho de que el Plan Estratégico para la Policía se desarrollara 
de forma positiva en talleres de trabajo abiertos con una amplia representación de funcionarios de 
todos los niveles y no simplemente los comisarios, ha logrado la apertura a un sistema de trabajo más 
consultivo y menos jerárquico. En Lesotho, la consulta realizada sobre el desarrollo de una Autoridad 
de Reclamaciones de la Policía ha supuesto que la policía y la población acudieran a los mismos 
talleres para garantizar una forma común de comprender la rendición de cuentas de la policía. 


Cuadro 7.5.3 Mantenimiento del orden basado en la comunidad en acción 

La eficacia en el mantenimiento del orden descansa sobre la comunidad: tiene el derecho de saber lo que 
hace la policía, cómo y por qué lo hace y qué resultados obtiene. Sin embargo, el enfoque de muchos 
servicios de policía es exclusivamente de actuar como reacción, de mirar sólo hacia dentro y de centrarse 
en la aplicación de la ley cuando no en la represión. El mantenimiento del orden basado en la comunidad 
describe un estilo de mantenimiento del orden en el que la protección y la seguridad no se dejan sólo en 
manos de la policía y no se rodea de misterio, sino un estilo en el que la población está involucrada. En este 
modelo la policía es considerada parte de la comunidad, como una de las agencias que tiene el papel más 
importante que jugar en la protección de la comunidad. Un enfoque del mantenimiento del orden basado en 
la comunidad se puede describir de la siguiente forma: 

“La policía trabaja asociada a la comunidad; por lo tanto la comunidad participa en su propio mantenimiento 
del orden; los dos trabajan juntos, utilizando recursos para resolver los problemas que afectan a largo plazo 
a la protección de la población y no es la policía la que, en solitario, reacciona a corto plazo ante los 
incidentes que se producen”. - Informe de la Comisión Independiente sobre Mantenimiento del Orden en 
Irlanda del Norte, adaptado en el informe realizado por el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo 
y Saferworid “Philosophy and Principies of Community-based Policing”. 

Las características de un servicio de policía que ejecuta genuinamente un enfoque del mantenimiento del 
orden basado en la comunidad serán: 

• Servicio, no fuerza. 

• Responsable ante la ley y ante la población. 

• Abierto e identificable. 

• Profesional. 

• Centrado en la población, sensible a las cuestiones de género, la edad, 
la identidad de grupo. 

• Presta un servicio de calidad: eficiente y eficaz. 

• Visible y accesible. 

• Consultivo y participativo. 

• Preventivo 
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8. Retos comunes y formas de superarlos 

8.1 Resistencia al cambio 

En el seno de los servicios de policía suelen atrincherarse elementos que se resisten al cambio y 
desconfían de las personas que vienen de fuera. Superar esta dificultad exige un liderazgo fuerte y 
constante por parte de los miembros de las comisiones y de los funcionarios de los niveles altos, 
aunque las reformas acaban siendo aceptadas y ejecutadas cuando cada funcionario comprende 
su valor. Los profesionales y los formadores tiene que hablar el lenguaje de los funcionarios de 
policía en activo, traduciendo las ideas abstractas a propuestas concretas que permitan que los 
policías comprendan el significado que tiene para ellos en su trabajo diario, incluyendo el apoyo, 
las recompensas y las contrapartidas que ofrecen. Por ejemplo, puede ser efectivo equiparar la 
defensa de los derechos humanos con la “protección de la población” o hablar de “mejora de la 
profesionalidad” en lugar de “reforma de la policía”. 

8.2 Ingerencia política en las operaciones policiales 

Mientras los Ministros tienen la responsabilidad de controlar la policía y desarrollar las políticas 
generales de seguridad, la policía es responsable de sus propios planes y actividades operacionales. 
Sin embargo, en muchos países las ingerencias políticas en los asuntos de la policía son significativas 
y pueden abarcar desde la dirección de las operaciones a cambiar el equipo de gestión de alto nivel 
después de cada elección. Esto no sólo socava la independencia del servicio, e incluso la misma 
posibilidad de establecer sistemas basados en los méritos para la promoción y el ascenso, sino 
también la moral y la memoria institucional de la organización. Una de las formas de dar respuesta a 
este problema consiste en apoyar una comisión independiente para el servicio de policía integrada 
por personas eminentes, responsables de controlar el ingreso, la promoción, la disciplina y otras 
cuestiones relacionadas con la plantilla. 

8.3 Área limitada de la policía 

Es frecuente que en los países en desarrollo la policía tenga una presencia limitada en muchas zonas, 
fundamentalmente debido a las deficiencias de los recursos de que dispone y en otras ocasiones a 
los altos niveles de inseguridad. Los escasos recursos con que cuentan se suele concentrar en las 
zonas urbanas, especialmente en la capital. Esto significa que las zonas rurales suelen carecer de 
cobertura por parte de la policía, lo que manifiesta la necesidad de desarrollar formas innovadoras de 
proporcionar protección y seguridad a las poblaciones rurales, por ejemplo, mediante el desarrollo 
de asociaciones de mantenimiento del orden basadas en la comunidad y el compromiso con agentes 
de seguridad no estatales. 

8.4 Corrupción y nepotismo 

Son obstáculos significativos para emprender la reforma en muchas fuerzas policiales. Es importante 
analizar las causas (por ejemplo las políticas de ingreso en el cuerpo o la baja remuneración) así 
como las repercusiones que tienen estos problemas sobre las reformas. Dar respuesta a las causas 
que están en la raíz de los problemas, fortalecer la capacidad interna de la policía para realizar 
investigaciones y establecer mediadores de la policía son factores que contribuyen enormemente a 
remediar la situación. Un importante inductor del cambio de comportamiento también consiste en 
una combinación eficaz de incentivos y sanciones aplicados por sistemas disciplinarios para evitar 
las acciones ilegales. 

8.5 Necesidad de centrarse en la supervisión 

Mejorar la legitimidad de la policía a través de la responsabilidad requiere el fortalecimiento del trabajo 
de las estructuras de supervisión. Los países que atraviesan una transición hacia la democracia 
necesitan establecer, desde el principio, sistemas de responsabilidad de la policía internos junto 
con estructuras externas de control. La policía debe demostrar su compromiso a estar abierto a una 
investigación por parte de terceros y su disposición a explicar sus decisiones. Sin la vigilancia externa 
de la conducta de la policía (por ejemplo, mediante un plan de visitas acreditadas) la responsabilidad 
se quedará escasa respecto a lo que es necesario, tanto en la teoría como en la práctica. 
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8.6 Carencia de capacidad estratégica de gestión 

Muchos servicios de poiicia carecen de ias infraestructuras, recursos y competencias básicas para 
lievar a cabo con eficacia ei papei que se Íes ha signado. La iaguna común entre muchos de ios 
servicios de poiicia que siguen exciusivamente un estilo de mantenimiento del orden reactivo, es 
el conocimiento inadecuado de los patrones de los delitos y de las necesidades de la población. 
Desarrollar una capacidad para analizar la Información y elaborar estrategias preventivas para el 
mantenimiento del orden es fundamental en todos los casos para avanzar hacia un sistema de 
mantenimiento del orden dirigido por los servicios de inteligencia. 

8.7 Imágenes negativas de la policía 

En muchos países la policía tiene una imagen pública muy negativa. Unas veces ocurre que la 
población considera a la policía como una amenaza más que como una fuente de protección, o bien 
es vista como una profesión poco especializada, quizás debido a los bajos criterios de reclutamiento 
utilizados desde siempre, lo que termina por socavar la moral y la eficacia de sus miembros. En otros 
casos, la policía puede ser acusada de corrupción o incluso puede resultar una fuente de armas 
ilegales. Las iniciativas para ayudar a mejorar la financiación de la policía, su formación y su material 
pueden aumentar su preocupación por su profesión. El alcance público y el trabajo de comunicación 
para vencer a la opinión de una población escéptica fomentan estos esfuerzos construyendo la 
confianza y la legitimidad. 

8.8 Falta de aptitudes básicas 

Uno de los retos más importantes de muchos países- que frecuentemente es ignorado- es la carencia 
de una alfabetización básica y de unas capacidades numéricas mínimas entre los funcionarios de 
la policía. (Por ejemplo, se calcula que en 2005 sólo el 20% de los nuevos miembros de la policía 
afgana sabían leer y escribir). Es importante considerar desde el principio los requisitos básicos del 
programa de desarrollo de la policía, ya que pueden establecer el ritmo de la reforma o la prestación 
aportación de una formación más avanzada. 

8.9 Uso escaso de los recursos disponibles 

Cualquier proceso de reforma de la policía requiere una revisión organizativa funcional. Esto examinaría 
cómo la policía está haciendo uso de sus recursos disponibles antes de hacer ninguna consideración 
para proporcionar recursos adicionales. Estas revisiones tienen una importancia especial en lo que se 
refiere a la gestión del personal y a garantizar que los funcionarios de policía están llevando a cabo 
las funciones operativas por las se unieron al cuerpo y para las que se supone que fueron formados. 
Esto requiere examinar de forma crítica los “puestos no policiales’’ como los servicios de comida y 
de bebida y contar con personal civil para estos puestos. Esto libera a un mayor número de personal 
de la policía para llevar a cabo los diferentes servicios de las patrullas operativas para las que son 
necesarios, haciendo que sean más accesibles, identificables y responsables ante la población a la 
que sirven. Hay que tener en cuenta que en algunos países puede resultar más barato contratar a 
un policía para realizar trabajos que nada tienen que ver con el trabajo de la policía como puede ser 
el servicio de restauración que emplear para ello a personal de fuera del servicio. Es fundamental 
considerar este hecho cuando se trate el tema de dejar ciertos puestos de la policía en manos 
civiles. 

8.10 Escasa representación de las mujeres en las organizaciones de la policía y falta de atención a 
las cuestiones de género 

En la mayor parte de los países, las fuerzas policiales son organizaciones predominantemente 
masculinas. En el peor de los casos, los servicios de policía pueden cometer actos de violencia 
contra las mujeres, o ser responsables de ellos de alguna manera. Por otro lado, no es infrecuente 
encontrar que son insensibles a los derechos de las mujeres, y no se tratan de la forma adecuada las 
cuestiones relacionadas con herencias, propiedad, trámites de divorcio y discusiones por la custodia. 
Promover el equilibrio de género y la receptividad de género en el seno de las fuerzas policiales es muy 
importante para fomentar la seguridad de las mujeres. Hay que identificar y hacer frente a las barreras 
que impiden la participación de las mujeres. Incrementar su participación, especialmente a los niveles 
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de toma de decisiones, cambiará el clima y la cultura de la organización, reducirá la incidencia de 
la discriminación contra las funcionarías de policía y aumentará la receptividad de las cuestiones de 
seguridad relacionadas con las mujeres. También hay que establecer unidades especiales o áreas 
de servicio que se ocupen de las mujeres que son víctimas de la violencia, igual que se ha hecho en 
Sierra Leona y en otros lugares (véase Cuadro 7.5.4). Además todos los funcionarios deben conocer 
los derechos de las mujeres y recibir formación al respecto; los funcionarios deberían ser conscientes 
de los derechos de las mujeres y de determinada formación en género; los funcionarios de alto nivel, 
en particular, deben ser responsables de proporcionar el mantenimiento del orden que responde a las 
necesidades de seguridad de todos. 


Cuadro 7.5.4 Mantenimiento del orden 

Los procesos de aplicación de la ley pueden resultar a menudo traumáticos para las víctimas, provocando 
su resistencia a darse a conocer y a denunciar los delitos de los que son objeto. Cada vez es más frecuente 
que en los esfuerzos dirigidos a iniciar reformas se creen unidades especiales de policía para ayudar a las 
víctimas y a los testigos de los delitos. En Namibia se creó una Unidad de Protección de Mujeres y Niños en 
el seno de las fuerzas de la policía para dar respuesta al problema de la violencia doméstica. Proporciona, 
entre otros servicios, asesoramiento realizado por trabajadores sociales y un lugar de refugio temporal. En 
ese país se estableció además un sistema de justicia que manifiesta respeto por las víctimas al constatarse 
la dureza del proceso de interrogatorio. Ahora las víctimas pueden testificar tras un espejo por el que puedan 
ver a sus asaltantes pero por el que sus asaltantes no puedan verles mientras tanto (livula-lthana, “Peace 
Needs Women, and Women Need Justice”, New York Gender Justice Conference: UNIFEM/ILAC, 2004). 

También en Sierra Leona las mujeres que son víctimas de delitos se muestran reacias a solicitar ayuda a la 
policía. La Misión de las Naciones Unidas en Sierra Leona colaboró en la creación de una Unidad de Apoyo 
a la Familia en el seno del departamento de policía que incluye funcionarias de policía. Este entorno más 
amable hacia las víctimas ha propiciado tres mil denuncias por violencia sexual y física en el año 2003, el 
90% de las cuales fueron mujeres y niñas. 

Fuente: “Policing with Compasión, Sierra Leona”, Women as Paríners in Peace and Security, www.un.org/womenwatch/ 
osagi/resoures. 


8.11 Tabúes culturales 

Para algunas sociedades comentar cierto tipo de delitos, como los relacionados con la violencia 
sexual o doméstica, constituye un tabú. Esto supone que muchos delitos de este tipo no se denuncian 
y, por lo tanto, el problema escapa a la reforma. Garantizar que las reformas den respuesta a los 
delitos no denunciados que se cometen contra mujeres y hombres exige un buen conocimiento de 
los problemas y de sus posibles respuestas. Es necesario conseguir un entorno que permita que 
las víctimas denuncien los delitos de los que son objeto. Entre ios mecanismos que lo favorecerían 
se cuentan: que mujeres policía tomen declaración a las mujeres y jóvenes víctimas, proporcionar 
un espacio confortable, privado y menos intimidatorio a estas víctimas para que informen de los 
delitos; y la creación de unidades de apoyo a las víctimas en las propias comisarías (véase UNDPKO, 
2002 Gender Resource Package for Peacekeeping Operations, Capítulo 8: “Gender and the Pólice”). 
Adoptar directrices sobre cuestiones de género y proporcionar formación a la policía, los fiscales y 
los jueces sobre la violencia de sexo y las necesidades que presentan las víctimas también resultarán 
eficaces para operar el cambio de mentalidad y cultura institucional, y garantizar que estos delitos 
“tabúes del silencio” sean investigados y enjuiciados. 

9. Características especiales de la reforma del sistema de seguridad 
post-conflicto 

Además de las lecciones anteriores, una serie de cuestiones específicas surgen en contextos post- 
conflicto. 
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9.1 Inclusión de la reforma, la reestructuración y la reconstrucción de la policía en los acuerdos de paz 

Los acuerdos de paz constituyen un punto de partida muy importante, sin embargo el estudio de 
veintitrés procesos de transición a la democracia en América Latina ha puesto de manifiesto que sólo 
en diez ocasiones se hacía mención explícita a la reforma de la policía. En África encontramos un 
ejemplo de la inclusión con resultados positivos de estas cuestiones en los acuerdos de paz firmados 
en Llberia en el año 2003 que hacían de la reforma del sistema de seguridad uno de los componentes 
más centrales de los acuerdos; en concreto, se acordó un artículo específico sobre “Reestructuración 
de la Policía Nacional de Liberia (LNP) y de otros servicios de seguridad” (Artículo VIII). Es muy 
importante la visibilidad de las cuestiones relacionadas con la reforma del sistema de seguridad 
en los acuerdos de paz ya que pueden determinar el nivel de atención política y de financiación de 
fondos que recibirá posteriormente. Las Naciones Unidas han elaborado unas orientaciones a este 
respecto incorporadas en la Iniciativa Pacificadora de las Naciones Unidas (véase http://peacemaker. 
unlb.org/index1 .php#). 


Cuadro 7.5.5 Directrices del Reino Unido para el mantenimiento internacional del orden 
Las directrices y principios sobre Contribución del Reino Unido en operaciones de apoyo a la paz han sido 
desarrollados para suministrar al personal de la policía un marco claro de operaciones. En ellas se señalan 
cómo el Reino Unido debe dirigir las actividades relacionadas con el mantenimiento del orden y con el 
Estado de Derecho en un sentido más amplio en las operaciones internacionales, estableciendo una serie de 
principios sobre el mantenimiento democrático del orden aceptados internacionalmente. 

Las “Directrices” del Reino Unido pretenden asegurar competencia e integridad continuada de alto nivel 
y lograr que las respuestas del Reino Unido a las operaciones sean más firme proporcionando para ello 
información accesible y orientación práctica. Las “Directrices” se han distribuido entre todos los funcionarios 
de policía del Reino Unido durante su período de formación previo al despliegue e incluyen casos con los 
cuales se ilustran los principios internacionales clave del mantenimiento del orden. 

Los principales documentos e instrumentos para los profesionales, entre los que se incluye una “caja de herramientas", 
se pueden encontrar en la página web www.ukinternationalpolicing.com 



SUDÁN, Condado de Rumbek: Inauguración de un nuevo puesto de la policía en el sur de Sudán 
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9.2 Consideración de las conexiones entre el proceso de desarme, desmovilización y reintegración 
(DDR) y la reforma de la policía 

Aunque se supone que los excombatientes desmovilizados pueden incorporarse a la policía, en 
realidad no es así. Ejército y policía adoptan un enfoque y requieren una formación muy diferente, 
por ello que hay que elaborar criterios rigurosos para aceptar el ingreso de los excombatientes en 
el servicio de policía como parte del programa de desarme, desmovilización y reintegración. Dada 
su experiencia en el conflicto armado, hay que pasar a los solicitantes por una criba exhaustiva en 
la que se investigue la posible complicidad en el pasado con graves abusos contra población civil, 
y la formación que se les imparta debe conceder la importancia adecuada al uso correcto de la 
fuerza y de las armas de fuego. Por ejemplo, muchos de los nuevos miembros de la policía afgana 
eran antiguos muyahidínes que habían pasado sus años de formación luchando contra la guerra de 
la guerrilla sin restricción legal alguna. Además, para proporcionar las competencias adecuadas, la 
formación tiene que crear nuevas lealtades entre los miembros de la plantilla desmovilizados, quienes 
probablemente mantendrán vínculos con sus antiguos mandos. 

9.3 Inseguridad y militarización 

Las condiciones de inseguridad que se aprecian en los entornos de conflicto suelen producir una 
inclinación hacia la militarización de las fuerzas de seguridad que en la fase post-conflicto puede 
seguir dictando la política y la práctica. Con frecuencia esto se manifiesta en la vaguedad de la 
definición de los papeles de la policía y del ejército, lo que significa que hay corregir los límites que 
separan las agencias de seguridad, sus papeles, políticas y normativas. Es vital impartir programas 
de formación que reorienten la policía hacia un enfoque de prestación de servicio. Se obtendrán 
resultados inmediatos si se proporcionan uniformes nuevos y se procede a la abolición de la 
graduación militar. La formación de las unidades de la policía especializadas en control de multitudes 
y orden público suele ser fundamental para garantizar el respeto a los derechos humanos y evitar 
intervenciones que puedan desestabilizar la frágil situación en que se encuentran. 

9.4 El mantenimiento del orden en comunidades divididas 

Los conflictos intraestatales tiene como resultado la división de las sociedades. Cuando ocurre 
esto, hay que conceder prioridad a cambiar los procesos de reclutamiento y a desarrollar un 
servicio con mayor representación. En estos casos, es indispensable tener en cuenta la panorámica 
general y plantearse qué efectos producirán las reformas sobre las dinámicas del conflicto. Si las 
intervenciones en situaciones post-conflicto no se diseñan y ejecutan con precaución pueden tener 
consecuencias negativas involuntarias que reaviven el conflicto. Se necesita, como mínimo, esfuerzo 
y dedicación considerables para garantizar que las intervenciones dirigidas a la reforma de la policía 
en los contextos post-conflicto “no hagan daño”, un enfoque más ambicioso sería pretender realizar 
una contribución positiva a la construcción de la paz. 

9.5 Un mecanismo para la revisión local del mantenimiento internacional del orden 

En los lugares en los que se ha dejado la función del mantenimiento del orden en manos de la 
comunidad internacional es importante garantizar que este mantenimiento del orden quede sujeto 
a control local. En las Islas Salomón, el Foro de las Islas del Pacífico creó un Grupo de Personas 
Eminentes cuya función consistía en revisar el trabajo de la Misión Regional de Ayuda a las Islas 
Salomón (la operación RAMSI). Este control no sólo otorgó a la misión RAMSI mayor legitimidad sino 
que también proporcionó a las autoridades nacionales un ejemplo positivo de control político. 

9.6 Legado de violencia 

En la mayor parte de los contextos post-conflicto la policía tiene que enfrentarse a una sociedad 
transformada por los efectos de la violencia y por la proliferación de armas de guerra. En una cultura 
de violencia, todo el mundo está en peligro, incluyendo la propia policía. El riesgo es mucho mayor 
para las mujeres y los niños. Por ejemplo, en Timor Oriental la violencia política y social disminuyó 
tras los acuerdos de paz, manteniéndose en niveles elevados la violencia doméstica que alcanzó 
el 40% de los delitos que fueron denunciados . Dar respuesta a una cultura de violencia constituye 
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un empeño a largo plazo que requiere un enfoque conjunto en el que han de participar todos los 
sectores gubernamentales y civiles. En el período inmediatamente posterior a la guerra habrá que 
sensibilizar a la policía respecto a los problemas y necesidades de mujeres y niños y a la gestión de 
las reclamaciones relacionadas con el abuso de menores y la violencia contra las mujeres. También 
habrá que centrar esta formación en su propio comportamiento para que sea adecuado, así como 
en uso de la fuerza. 

9.7 Uso de la fuerza 

El uso de la fuerza por parte de los servicios de policía siempre tiene que estar estrechamente 
vigilado, pero en muchos países esto supone una gran dificultad. Dar respuesta a esta cuestión es 
un factor vital ya que las violaciones de los derechos humanos por parte de la policía prenden con 
frecuencia la mecha de la violencia armada e Impulsan a la población a tomar las armas. Se requiere 
una formación sobre el uso de la fuerza y de las armas de fuego que tenga como punto de referencia 
los criterios internacionales en este ámbito. En Solivia, donde se sigue recordando la represión policial 
de las manifestaciones públicas, el gobierno del Reino Unido va a proporcionar formación sobre las 
cuestiones relacionadas con el orden público al ejército y a la policía. Esta formación sobre cómo 
manejar de forma pacífica grandes multitudes y cómo dar una respuesta proporcionada se ha citado 
como uno de los motivos clave por el que las elecciones presidenciales de diciembre del año 2005 
no se vieron afectadas por la violencia. También ha proporcionado un punto de partida para que el 
gobierno de Solivia se comprometa a entablar debates sobre una reforma más amplia del sector de 
la justicia y la seguridad. 


Cuadro 7.5.6. Criterios internacionales sobre el uso de la fuerza por parte de los responsables de la 
imposición del cumplimiento de la ley 

Las Naciones Unidas han adoptado dos importantes instrumentos dirigidos a restringir el uso de la fuerza 
en la imposición del cumplimiento de la ley, el Código de conducta para responsables de la imposición del 
cumplimiento de la ley, y los Principios básicos sobre el uso de la fuerza y de las armas de fuego por parte de 
los responsables de la aplicación de la ley. Estos criterios establecen que la fuerza sólo se debe usar cuando sea 
estrictamente necesario, que el uso de la fuerza no debe ser desproporcionado respecto al objetivo legítimo que 
persigue, y que las armas pequeñas no se deben usar salvo como medida extrema en un abanico de situaciones 
enormemente restringido. 

Véase también; http://www.ohchr.org/english/taw/codeofconduct.htm. 


Notas del lector; 
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Caso 7.5.1 : 

Iniciativas de protección para la comunidad como apoyo al 
mantenimiento del orden basado en la comunidad en Kosovo 

Contexto 

Kosovo ha permanecido bajo la administración internacional desde el cese de la guerra civil entre 
las fuerzas armadas de la República Federal de Yugoslavia y el Ejército de Liberación étnico Albano- 
Kosovar (KLA), en 1999. El final de la guerra trajo consigo la retirada de las fuerzas de seguridad 
yugoslavas y la llegada de las fuerzas de intervención de la OTAN y de la misión de las Naciones 
Unidas. Muchos de ios miembros del Ejército de Liberación Albano-Kosovar se incorporaron a los 
servicios civiles de emergencia, los Cuerpos de Protección de Kosovo (KPC), con lo que las fuerzas 
Internacionales de seguridad han Ido dejando gradualmente la responsabilidad del mantenimiento 
del orden cotidiano en manos del nuevo Servicio de Policía de Kosovo (KPS) establecido por la 
Misión de Administración Provisional de las Naciones Unidas en Kosovo (UNMIK). Sin embargo, en 
un territorio acostumbrado a su propio sistema tradicional de seguridad, el Servicio de Policía de 
Kosovo ha tenido que luchar para ejercer su autoridad y aplicar la estrategia del mantenimiento del 
orden basada en la comunidad desarrollada, fundamentalmente, por el personal procedente de la 
comunidad internacional. 



KOSOVO, Prístina: Miembros del Servicio de Policía de Kosovo arrestan a un hombre sospechoso de haber cometido un asalto, trabajo realizado bajo 
la supervisión de las Naciones Unidas. 


Un proyecto con financiación de ia Comisión Europea que se inició a mediados dei año 2005 y se 
desarroiió hasta finaies dei año 2006 tenia como objetivo incrementar ei compromiso de ia sociedad 
civii en ei ámbito de ia seguridad y faciiitar formación para ia prestación de ios servicios de seguridad 
nacionaies. Puesto en marcha por una ONG kosovar, ei “Foro para ias iniciativas Cívicas”, ei proyecto 
adoptó un enfoque de abajo-arriba para ia protección de ia comunidad, enfoque desarroiiado por ia 
ONG internacionai Saferworid. Para desarroiiar ei proyecto piioto se eiigió un puebio dei municipio 
de Viti en ei sudeste de Kosovo, afectado por un gran número de probiemas reiacionados con ia 
protección y ia seguridad. A io iargo de un año, ios habitantes dei puebio se estuvieron reuniendo con 
representantes dei gobierno dei municipio y de ios servicios de seguridad como ia poiicía, ias fuerzas 
de intervención de ia OTAN y ios Cuerpos de Protección de Kosovo. Ei objetivo era acordar “pianes 
de protección para ia comunidad” en ios que todos ios interiocutores impiicados trabajaran juntos 
para dar respuesta a ios principaies probiemas de ia comunidad en reiación con ia protección y ia 
seguridad, entre ios que se contaban ia conducción temeraria, ios perros saivajes, ias crecidas dei 
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río y una ausencia total de patrullas de policía. En los pueblos vecinos se adoptó un enfoque similar, 
incorporando al proceso, igualmente, representantes del municipio. 

Punto de partida 

Dada la sensación de inseguridad tan alta que se observaba en Kosovo, era fácil detectar lugares 
en los que desarrollar proyectos piloto. El pueblo del Municipio de Viti se escogió tomando como 
base un “mapa" inicial de la calidad de la prestación del servicio de seguridad y del gobierno local de 
Kosovo. El análisis llevaba a suponer que, razonablemente, un proyecto en esa zona lograría el éxito 
y la adquisición por parte de las comunidades y municipios vecinos. 

Lecciones aprendidas 

Enfoque participativo - Convirtiendo a la propia comunidad en el punto de partida, en el beneficiario 
a la vez que gestor del proyecto, quedaban garantizados desde el principio la apropiación genuina y 
el compromiso con los “planes de protección de la comunidad” acordados. 

Orden - Al principio se atajaron los problemas más sencillos o menos delicados (v.g. el tráfico) lo que 
permitió que se establecieran relaciones de confianza y que se obtuvieran resultados inmediatos. En 
etapas posteriores se pudo atender a cuestiones de seguridad más arduas como las relaciones entre 
la policía y la comunidad y la recuperación y retirada de armas ilegales. 

Visión a largo plazo - Aunque se trataba de un proyecto concebido a pequeña escala, adoptó una 
perspectiva a largo plazo al reconocerse que muchos de los problemas a los que se tiene que enfrentar 
la comunidad requieren que se desarrolle con el tiempo una mayor confianza entre los habitantes del 
lugar y las instituciones. 

Impacto 

Las entrevistas realizadas a los habitantes manifestaron un progreso tangible en relación con los 
objetivos que ellos mismos había propuesto: ahora el Servicio de Policía de Kosovo patrulla por 
las calles del pueblo y consulta a los habitantes; ha disminuido considerablemente la incidencia 
de la conducción temeraria, y la de los problemas ocasionados por las crecidas del río y por la 
presencia de los perros salvajes. Los dirigentes y los habitantes del pueblo también hacen notar 
que la sensación de seguridad ha aumentado en el consejo lo que supone el beneficio añadido de 
que ahora la comunidad se siente más capaz de comprometerse con las autoridades locales y con 
la policía para trabajar de forma preactiva para resolver los problemas de protección y seguridad. 
Finalmente, los dirigentes de la comunidad junto con las autoridades municipales están planteándose 
las opciones que existen para entregar una serie de armas no registradas que quedaron en manos 
de los habitantes del pueblo. 

Notas del lector: 
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Caso 7.5.2 

Reforma de la policía en Malawi 

Contexto 

El delito tiene unas repercusiones desproporcionadas en la vida de los pobres de Malawi. Los 
delitos más frecuentes son el robo de las cosechas y del ganado, delitos relacionados con el hambre 
que actúan como multiplicador de la pobreza. En el año 2002 el Departamento para el Desarrollo 
Internacional del Reino Unido (DFID) se embarcó en un amplio programa de apoyo al sector de la 
justicia que incluía el apoyo al Servicio de Policía de Malawi. El programa se centra en la obtención 
de resultados en la gestión estratégica, la gestión del delito, el mantenimiento del orden basado en la 
comunidad, la gestión del orden público, la gestión de recursos y la tecnología de la comunicación. 
Uno de los elementos claves de este programa consistía en la construcción y desarrollo de una 
comisarla “modelo” en Lilongwe. 

Punto de partida 

El punto de partida para llevar a cabo esta transformación fue la muerte en una noche de dieciséis 
detenidos en una comisaría de la capital y la firme resolución de que no se repitan estas graves 
violaciones de los derechos humanos por parte de la policía. El suceso se convirtió en el catalizador 
de un compromiso de procurar un cambio real y el desarrollo de una comisaría modelo como centro 
de las buenas prácticas para el resto del sistema de justicia criminal. Los ámbitos específicos en los 
que se introdujeron y desarrollaron las mejoras a partir del “modelo” fueron la práctica y los trámites 
de la custodia (incluyendo la introducción del máximo de 48 horas de permanencia en custodia), 
los sistemas de gestión de los delitos, las técnicas y trámites de la investigación, el sistema de 
toma de huellas dactilares, la realización de entrevistas como parte de la investigación y la toma de 
declaración. 

Lecciones aprendidas 

Compromiso de cambio dentro dei servicio de poiicía - El liderazgo de los funcionarios que ocupan 
altos cargos en el Servicio de Policía de Malawi ha contribuido a establecer una cultura han sido 
fortalecidos y dónde el apoyo al reclutamiento y a la formación con una mayor orientación hacia el 
servicio y un mayor respeto a los derechos humanos se ha llevado a cabo. 

Necesidad de seguimiento y evaluación - La falta de datos para evaluar las mejoras a largo plazo en 
la prestación del servicio de la policía o de la opinión pública sobre cualquier mejora es un reto. El 
programa está trabajando para recabar estos datos que ayuden a evaluar el impacto y estimulen un 
apoyo continuado de la población. 

Recursos adecuados y oportunos - E\ compromiso duradero de los socios y la asignación de recursos 
dentro del presupuesto, acompañados de una estrecha cooperación técnica y con objetivos claros 
durante la primera fase del programa, ha constituido un factor clave para el éxito alcanzado por 
el programa. Sin embargo, el compromiso a largo plazo de un asesor técnico con despacho en 
la sede central del Servicio de Policía de Malawi significó que, desde el principio del programa y 
durante mucho tiempo, la asociación se consideraba vulnerable y no permitía que el asesor técnico 
se desplazara hacia la vacilante relación personal. 

Impacto 

Una revisión independiente de este programa de apoyo consideró que "... el desarrollo institucional del 
Servicio de Policía ha sido admirable ...y se han realizado importantes progresasen el establecimiento 
de vínculos entre las estructuras del sistema de justicia penal para apoyar el desarrollo de la política 
y la coordinación operativa”. La comisaría modelo fue determinante para conseguirlo. Sin embargo, 
siguen existiendo dificultades para mantener las buenas prácticas y conservar una cultura institucional 
que abarque la vigilancia, la responsabilidad y las lecciones aprendidas. 
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Caso 7.5.3 

Creación de un cuerpo de policía de respuesta rápida en la República 
Democrática del Congo 

Contexto 

Garantizar la protección y la seguridad es una de las principales prioridades en los países post- 
conflicto. En la República Democrática del Congo, la Policía de Intervención Rápida (Pólice 
d’intervention rapide, o PIR) ha recibido el mandato de mantener el orden público y de luchar contra 
el delito. Sin embargo, esta unidad es conocida por violar los derechos humanos y por solucionar de 
forma represiva las manifestaciones públicas. 

Punto de partida 

La Misión de las Naciones Unidas en la República Democrática del Congo (MONUC), y el Gobierno 
francés han colaborado en la formación y dotación de equipo a varias unidades de la Policía de 
Intervención Rápida por todo el país para que pudieran velar por la seguridad durante el proceso 
electoral que se desarrolló en el país. La formación se centró, en particular, en el respeto al Estado de 
derecho, el uso proporcionado de la fuerza en el control de multitudes y el uso de armas no letales. 

Lección aprendida 

La formación para el mantenimiento del orden público representa un papel fundamental en los 
contextos post-conflicto - Es fundamental que en los países como la República Democrática del 
Congo se garantice que la policía, responsable del orden público, es capaz de manejar grandes 
multitudes de forma pacífica y haciendo uso de la fuerza según los principios democráticos. Una 
intervención inadecuada de estas fuerzas podría no sólo llevar a violaciones de los derechos humanos, 
sino a desestabilizar la situación en la que se encuentra la seguridad en su conjunto. 

Impactos 

La Policía de Intervención Rápida ha demostrado que es capaz de controlar sin grandes problemas 
las numerosas manifestaciones que se vienen convocando en Kinshasha desde el año 2004 (en 
especial durante los meses de junio del año 2004 y de agosto del año 2006, cuando se anunciaron los 
resultados oficiales de las elecciones presidenciales). Su eficaz enfoque ha impulsado, hasta cierto 
punto, el proceso de transición política en la República Democrática del Congo. 


Bibliografía 

Las siguientes publicaciones son fuentes recomendadas en las que se puede obtener más información 
sobre el mantenimiento del orden, obras que han ayudado a elaborar esta sección: 

1. Department of Community Safety, Western Cape Provincial Administration, South Africa (2003), Community Pólice 
Forum Toolkit, 

http://www.capegateway.gov.za/Text/2003/12/community_police_forum_toolkit_pp1to40.pdf 

Juego de herramientas dirigido a quienes ejecutan proyectos de mantenimiento del orden basados en la 

comunidad, con numerosas plantillas. 

2. Bayley, David (2001), Democratising the Pólice Abroad: What To Do and How To Do It, US Department of Justice, 
Washington, DC, junio 

Conjunto de lecciones aprendidas a través de los procesos de reforma de la policía apoyados a lo largo de los años 
noventa. 

3. Bruce, D. y R. Nieid (2005), The Pólice That We Want: A Handbook for Oversight of Pólice in South Africa, Centre for 
the Study of Violence and Reconciliation, Johannesburgo, 
http://www.justiceinitiative.org/db/resource2?res_id=1 0251 9 

Visión general de los medios y los métodos con los que cuenta la sociedad civil para pedir cuentas a las instituciones 
relacionadas con la policía y la justicia. 

4. Downes, M. (2004), Pólice Reform in Serbia: Towards the Creation of a Modern and accountable Pólice Service, Misión 
de la OSCE en Serbia y Montenegro, enero, 
http://www.osce.org/publications/fry/2004/01/18262_550_en.pdf 

Revisión del proceso de reforma de la policía llevado a cabo en Serbia entre los años 2001 y 2004. El documento ilumina 
el progreso conseguido y las áreas de la reforma que requieren mayor atención. También sirve como ejemplo de la forma 
en que la comunidad internacional lleva a cabo una revisión contando con el acuerdo de las autoridades nacionales y en 
beneficio de éstas. 
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5. Carpenter, A. y T. Stodiek, eds. (2006), Guidebook on Democratic Policing, OSCE Strategic Pólice Matters Unit, Viena, 
noviembre, 

http://polis.osce.org/library/details?doc_id=2658 

La guía está diseñada para ayudar a quienes tratan cuestiones sobre la policía y la aplicación de la ley, los profesionales 
de la policía y quienes elaboran las políticas que trabajan para desarrollar y fortalecer un mantenimiento democrático del 
orden. Se pretende que sirva como referencia de los criterios adoptados por la comunidad internacional. 

6. Foreign and Commonwealth Office (2006), Guidelines and Principies on the UK Pólice Contribution to Peace Support 
Operations, 

www.ukinternationalpolicing.com 

Presenta la forma como el Reino Unido debe llevar a cabo las actividades relacionadas con el mantenimiento del orden 
y del Estado de Derecho en sentido más amplio en las operaciones internacionales, estableciendo una serie de principios 
de mantenimiento democrático del orden aceptados por la comunidad internacional. 

7. Groenewaid, H. y G. Peaje (2004), Pólice Reform through Community-Based Policing, Internacional Peace 
Academy y Saferworid, septiembre 
http://www.ipacademy.Ofg/Publications/Publications.htm 

Compilación de lecciones aprendidas por los profesionales del mantenimiento del orden basado en la comunidad en todo 
el mundo. 

8. Marenin, 0. (2005), “Restoring Policing Systems in Conflict Torn Nations: Processes, Problema and Prospecta”, DCAF 
Ocassional paper N° 7, Ginebra, junio, 

http://www.dcaf.ch/ docs/occasional 7.pdf 

Presenta varias cuestiones sobre la reforma de la policía desde la perspectiva de una persona con acceso a información 
privilegiada, prestando especial atención a los contextos post-conflicto, un libro útil para recordar la realidad sobre el 
terreno. 

9. Masuku, T. (2005), Strengthening Democratic Policing in South Africa: Enhancing and Coordinating the Interna! and 
External Accountability Systems of the South Africa Pólice Service, Centre for the Study of Violence and 
Reconclliation, 

http://www.justiceinitiative.org/db/resource2?res_id=101818 

Importante exposición de las cuestiones relacionadas con el control de la policía, centrado en el ejemplo de Sudáfrica. 

1 0. National Crime Prevention Center, Department of Safety and Security, South Africa (200), Making South Africa Safe: 

A Manual for Community-Based Crime Prevention, 

Guía sobre el trabajo realizado en el terreno de la prevención del delito adaptado especialmente para funcionarios del 
gobierno locales. 

1 1 . O'Neill, William (2005), “Pólice Reform in Post Conflict Societies: What We Know and What We Still Need To Know", 
Policy Paper, a bril, 

http://www.ipacademy.org/PDF_Reports/PolRefERpt.pdf 

Informe centrado de forma específica en las lecciones aprendidas durante las intervenciones dirigidas a reformar la policía 
en situaciones post-conflicto. 

1 2. SEESAC, UNDP Stabilty Pact and Saferworid (2003), Philosophy and Principies of Community Based Policing, 
Belgrado, 

http://www.saferworld. org.uk/publications. php?id=55 

Exposición clara de la filosofía que subyace al mantenimiento del orden basado en la comunidad y lo que significa en la 
práctica. 

1 3. UK Home Office (2005), Neighbourhood Policing: Your Pólice; Your Community; Our Commitment, marzo, 
http://www.cnmereduction.gov.uk/policing08.htm 

Establece el enfoque del Gobierno del Reino Unido al mantenimiento del orden en los barrios en términos claros y 
concisos. 

14. Código de conducía de las Naciones Unidas para funcionarios dedicados a la aplicación de la ley (1979) y Principios 
básicos de las Naciones Unidas sobre el uso de la fuerza y de las armas de fuego por parte de los funcionarios 
dedicados a la aplicación de la ley (1990), 

http://www.unhchr.ch/html/menu3/b/h _comp42.htm, http://www.unhchr.ch/html/menu3/b/h_comp43.htm 
Guía definitiva de los criterios internacionales sobre conducta de la policía y uso de la fuerza. 

1 5. Banco Mundial (2003), A Resource Guide for Municipalities: Community-Based Crime and Violence Prevention in 
Urban Latin America, 

noviembre, 

http://siteresources.worldbank.org 

Revisión práctica sobre la reducción de la incidencia de los delitos y los enfoques a la protección de la comunidad que 
proporcionan mayor cantidad de lecciones extraídas del nivel local. 


Notas al pie 

^ Alemika y Chukwuma (2004), Civilian Oversight of Policing in Nigeria; Structure, Functions and Challenges, p. 6, Cleen Foundation, Nigeria. Véase hltp:/AiVWW. cleen.orgflndex.html. 

* Scheye (2005), Refiections on Community-Based Policing in Guatemala, publicado por USAID, p. 2. 

* Cali y Stanley (2001), "Protecting the People: Public Security Choices after Civil War" , Global Governance 7-2 (abril-|unio), p. 304. 

* Anderlini, S, y Conaway, C. (2004), Security Sector Reform. Inclusive Security, Sustainable Peace: A Toolkit for Advocacy and Aotion, Inclusive Seourify, p. 34. 
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SECCIÓN 7: EJECUCIÓN DE LA REFORMA DEL SISTEMA DE SEGURI- 
DAD POR SECTORES 
SECCIÓN 7.6: REFORMA DE LA JUSTICIA 

Cuestiones clave 

• Desarrollar leyes justas y equitativas. 

• Desarrollar servicios judiciales y de enjuiciamiento eficaces, imparciales y transparentes, así como 
mecanismos para la resolución de pleitos. 

• Proporcionar un acceso oportuno y equitativo a la justicia, una aplicación eficaz de las leyes, y los 
derechos legales y juicios garantizando los procesos pertinentes. 

• Incorporar mecanismos legislativos y de aplicación de las leyes que promuevan y protejan los derechos 
humanos y superen las barreras a las que se enfrentan los grupos marginados y vulnerables. 

• Fortalecer los vínculos y la cooperación entre las instituciones estatales y no estatales. 

• Adoptar un enfoque a la reforma del derecho penal conjuntamente con la policía y los servicios 
penitenciarios. 


1. Importancia de este sector para la reforma del sistema de seguri- 
dad 

La ausencia de la seguridad básica', tanto fisica como juridica, y la carencia de un acceso equitativo 
a la justicia son importantes barreras que impiden el desarrollo sostenible. Es vital contar con 
un sistema legal y judicial eficaz capaz de resolver los conflictos que surgen ante denuncias de 
violación de la ley o ante diferencias en la interpretación de la misma. Sin embargo, en muchos 
países los grupos marginados luchan por alcanzar el acceso a unas instituciones ineficaces, alejadas, 
económicamente inalcanzables, lentas y de extraño funcionamiento. Las mujeres, los niños y las 
minorías étnicas suelen ser los grupos que sufren una mayor marginación por parte de legislaciones 
o prácticas legales discriminatorias, por la falta de recursos, y por la amenaza de represalias si tratan 
de poner remedio a las violaciones de sus derechos. En muchos de los paises en vías de desarrollo la 
falta de acceso a un sistema de tribunales que funcione bien supone que la primera fuente de la que 
emana la justicia para la población local es la constituida por un mecanismo de resolución de pleitos 
semi-oficial o no estatal. Estos mecanismos, aunque se encuentran más cerca de la realidad de las 
comunidades, en ocasiones discriminan a las mujeres y no cumplen los criterios internacionales 
sobre derechos humanos. 

La reforma del sector de la justicia hace referencia a un ámbito extenso, por lo que las orientaciones 
que aparecen en esta manual se centran fundamentalmente en el derecho penal. Pero en esta sección 
también se presentan cuestiones relacionadas con la reforma de la justicia en toda su extensión, 
temas que dan respuesta a las necesidades de pobres y excluidos. Cuestiones como el derecho 
civil (por ejemplo las que se refieren al derecho de familia y a las herencias), la reforma agraria, y en 
menor medida el derecho mercantil (v.g. cumplimiento de los contratos) pueden ser fundamentales 
para reducir la incidencia de los delitos y desórdenes. Cuando estos pleitos rutinarios no reciben 
un tratamiento satisfactorio, ya sea por el estado, ya por mecanismos semi-oficiales o no estatales, 
puede producirse con facilidad una escalada de la agitación social y llegar (en ocasiones) al conflicto 
armado. La experiencia demuestra que la debilidad del sistema (corrupción, ineficacia, parcialidad 
e influencia política) en el sector judicial y en otras instituciones del sector de la justicia se convierte 
en un obstáculo para los esfuerzos dirigidos a mejorar los resultados pretendidos salvo que se traten 
en conjunto. 

Las orientaciones que ofrece este manual se dirigen a cuestiones relacionadas con: 

• La mejora del funcionamiento de los sistemas de justicia/derecho penal. 

• El papel que representan las instituciones legales y judiciales en el control y 
responsabilidad de las instituciones relacionadas con la seguridad. 
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• La resolución de cuestiones no criminales que agravan los conflictos sociales o, aparte de 
eso, que afectan al bienestar de los grupos más pobres y vulnerables. 

• La mejora de la gestión y administración de los sistemas judiciales. 

• Las estrategias para fomentar la accesibilidad de la obtención judicial y legal. 

• El compromiso eficaz con las instituciones semi-oficiales y no estatales. 

2. Importantes conexiones con una reforma del sistema de seguridad 
más 
amplia 

La reforma de la justicia exige un trabajo conjunto por parte de la policía, las instituciones legales, 
judiciales y penales y la sociedad civil. La experiencia recogida en muchos países demuestra los 
inconvenientes que tiene proyectar y ejecutar reformas de la policía, la justicia y el sistema penai sin 
coherencia ni coordinación. Una de las lecciones aprendidas a lo largo de los últimos veinte años es 
que cuando las reformas se centran en una sola institución o emprenden reformas institucionales de 
forma aislada, el total suele ser inferior a la suma de las partes. También existen importantes vínculos 
entre la reforma de la justicia, el fortalecimiento de los cuerpos de control y una reforma más amplia 
de la gobernabilidad y de los servicios públicos. 

2.1 Reforma de la policía 

En los países en los que el delito y la inseguridad constituyen problemas graves, es vital que la 
reforma del sistema judicial se coordine con la de la policía. No prestar atención a la reforma de la 
policía perpetúa las investigaciones con métodos incorrectos, la mala utilización de las pruebas y el 
seguir dependiendo de las confesiones impuestas como “prueba” principal de la culpabilidad. Los 
jueces sensibilizados con las cuestiones de los procesos pueden rechazar los casos y dejar libres a 
los acusados, pero esto suele conducir a una reacción, a la demanda de leyes más duras y a una 
menor protección de los derechos de quienes son acusados o convictos de delitos. 

Un problema que comparten muchos países es la falta de confianza o coordinación entre la policía 
y los servicios de aplicación de la ley, por un lado, y los servicios de enjuiciamiento, por otro. Esta 
situación suele derivarse del hecho de que el ministerio fiscal se encarga directamente de dirigir y 
supervisar las investigaciones criminales de los servicios de aplicación de las leyes, pero a la vez 
tiene que depender de estos servicios para acceder a la información necesaria. En algunos casos 
los fiscales intentan organizar sus propios equipos de investigación ya que no confían en la policía, 
estrategia que pocas veces es eficaz. Incluso cuando no surge la corrupción, la disposición priva 
al fiscal (y a sus investigadores) de la información que los servicios ordinarios de la policía pueden 
reunir. Los programas de reforma deben encaminarse a aumentar la coordinación entre la policía y 
los servicios fiscales y a animarles a trabajar conjuntamente, por ejemplo impartiendo formación a 
la policía sobre aspectos relevantes de la vista del juicio penal y sobre cómo reunir pruebas para 
construir un caso que pueda tener resultados positivos, al mismo tiempo que se designan una serie 
de fiscales para trabajar directamente con la policía para evitar las violaciones del proceso debido 
que harían nulas sus conclusiones. 

Otra área importante para la cooperación es la supervisión judicial, el control y los procedimientos 
rápidos para la toma de decisiones para los métodos de investigación tales como la vigilancia, 
búsqueda, confiscación, intervención de teléfonos y detención preventiva. La coordinación y 
colaboración entre el sistema judicial y la policía también son necesarios en el área de los testigos y 
los programas dirigidos a protegerlos, cuestión importante en las investigaciones de delitos graves y 
del crimen organizado, así como en los programas de justicia de transición. 

2.2 Reforma más amplia de la justicia penal 

La reforma judicial, y de la justicia penal en su conjunto y del derecho penal se tienen que emprender 
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a la vez para que sean eficaces. Las cuestiones como la tardanza en el procesamiento judicial de 
los casos, la mala gestión y el seguimiento inadecuado o ineficaz de los mismos, la parcialidad de 
los magistrados, la corrupción, la incompetencia, la investigación pobre, las sentencias injustas o el 
hacinamiento de la cárceles, todas ellas están interrelacionadas. Una magistratura mal organizada, 
politicamente dependiente y corrupta o incompetente no prestará los servicios de derecho penal 
o civil a que está obligada. Sin embargo, una magistratura reformada no podrá mejorar de forma 
significativa la gestión de los delitos en los casos en los que se enfrente a problemas importantes con 
el ministerio fiscal, la defensa, la policía o el sistema penitenciario. Como ejemplo de los beneficios que 
supone adoptar un enfoque conjunto, se puede mencionar el caso de Lesotho en el que la policía, los 
fiscales y los miembros de la agencia anticorrupción trabajaron con los magistrados para desarrollar 
un sistema estándar de registro de los sumarios de las causas en todas las instituciones relacionadas 
con la administración de la justicia. Se ha introducido una nueva legislación que establece plazos 
para atender los casos y los presos son liberados si su caso no llega a los tribunales en el tiempo 
fijado. Esto ha servido para acelerar la afluencia de casos que llegan a los tribunales y ha reducido 
de forma significativa el hacinamiento de las prisiones, aunque el proceso requiere un seguimiento 
continuado en interés de la protección de la población. 

2.3 Supervisión y responsabilidad 

Existen mecanismos legales y judiciales que proporcionan una estructura de control y de 
responsabilidad a las instituciones relacionadas con la seguridad. Por ejemplo, la legislación del país, 
así como los derechos humanos aceptados por la comunidad internacional y las leyes humanitarias, 
establecen los límites para el uso legítimo del poder coercitivo del estado (como la privación de 
la libertad, la invasión de la intimidad y el uso de la fuerza), leyes cuya trasgresión constituye un 
delito punible según el derecho penal que debe ser perseguido. Cuando las agencias que prestan 
los servicios de seguridad no respetan los derechos individuales o cuando la población sufre el 
abuso de poder, tiene que buscar el desagravio en los tribunales, los mediadores y/o las comisiones 
nacionales responsables de vigilar la protección de los derechos humanos. Los mecanismos de la 
justicia de transición tienen una importancia particular en las situaciones inmediatamente posteriores 
a los conflictos armados o a los regímenes autoritarios, ya que deben responder a las violaciones 
graves de los derechos humanos como son los crímenes de guerra, el genocidio, los crímenes 
contra la humanidad, a través de esfuerzos dirigidos a la búsqueda de la verdad y la reconoiliación, 
y de las audiencias y tribunales especiales. Su finalidad es investigar, entablar acciones judiciales 
y sentenciar a los culpables de esos graves delitos para fomentar la reconciliación. El legado que 
deben dejar estos mecanismos consiste también en inspirar la posterior reforma y mejora del sistema 
de justicia. 

3. Cómo dirigir una evaluación en este sector 

Las evaluaciones del sistema de la justicia se deben considerar en el contexto del análisis del conjunto 
de la situación de seguridad, las relaciones de poder y la situación política y económica que vive cada 
país (véase la Sección 3). Se han desarrollado distintas metodologías dirigidas a realizar la evaluación 
del sistema de justicia. La Oficina de las Naciones Unidas para las Drogas y Delitos (ONUDD) (United 
Nations Office on Drugs and Crime) ha desarrollado recientemente una Herramienta para la evaluación 
de la justicia penal (Criminal Justice Assessment Tool) que adopta un enfoque conjunto para analizar 
el sistema del derecho penal en cualquier pais a la vez que garantiza herramientas para realizar 
análisis profundos de cada uno de los elementos, funciones e instituciones del sistema. La Oficina 
del Alto Comisionado para los Derechos Humanos de las Naciones Unidas también ha elaborado 
recientemente unas Herramientas para establecer el Estado de derecho en los Estados post-conflicto 
(Rule of Law Tools for Post Conflict States) sobre seguimiento de sistemas legales, elaboración de 
mapas del sector de la justicia, investigación, iniciativas de procesamiento y comisiones de la verdad 
(véase a continuación el Cuadro 7.6.1 y la Bibliografía). 
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Cuadro 7.6.1 Recursos de ONUDD relacionados con el la justicia penal 

La Oficina de las Naciones Unidas para las Drogas y el Delito (ONUDD) (United Nations Office on Drugs 
and Crime) es la institución encargada de custodiar los criterios y normas de las Naciones Unidas sobre 
prevención de delitos y derecho penal (UN Standards and Norms on Crime Prevention and Criminal Justice). 
Muchos de estos criterios ofrecen orientaciones útiles para los esfuerzos dirigidos a la reforma en el ámbito 
del derecho penal. En \www.unodc.org/unodc/en/crime_cicp_standards.html se encuentra el Compendio de 
los criterios y normas de las Naciones Unidas. 

Utilizando como base los criterios y normas de las Naciones Unidas, ONUDD ha desarrollado un conjunto 
pormenorizado de directrices para realizar análisis de los sistemas de justicia penal con el propósito de 
aportar programas de ayuda técnica. Se puede disponer de las siguientes herramientas: prestación del 
servicio de la policía, transparencia e integridad de la policía, investigación criminal, información policial y 
servicios de inteligencia, tribunales, independencia, integridad e imparcialidad de la magistratura, ministerio 
fiscal, defensa y ayuda legal, detención previa a la sentencia, sistema penitenciario, alternativas al ingreso 
en prisión, reintegración social, policía internacional y cooperación judicial, menores infractores, víctimas y 
testigos, sistema de información del derecho penal. Estas herramientas se han elaborado con el propósito 
de ofrecer una visión general de las cuestiones clave que deben trabajar los asesores en todos los ámbitos 
de este sector. 

Las herramientas están disponibles en www.unodc.org/unodc/en_criminalJustice_assessment_toolkit.html 


Muchos de los análisis de la justicia realizados por los actores internacionales han sido criticados 
por depender en exceso de las opiniones y demandas de los actores implicados en el sistema 
(magistrados, legisladores, funcionarios de niveles altos del sector de la justicia). Una mayor 
participación constituye uno de los medios para conocer la opinión pública, incluyendo la de los 
grupos marginados, sobre la prestación del servicio, identificar las prioridades que deben atenderse, 
y otorgar legitimidad a la reforma. Esta entrada es esencial para establecer los objetivos de las 
reformas y comprender el comportamiento y las motivaciones de quienes se ven afectados por ellas. 
Las encuestas de opinión pública tienen gran utilidad en este ámbito. 

Las valoraciones institucionales se deben completar con el análisis de la interacción que se produce 
entre los “usuarios” que demandan justicia y son capaces de exigir sus derechos y los actores 
estatales y no estatales. También los antropólogos son miembros importantes de los procesos de 
valoración para comprender los mecanismos de resolución de pleitos semi-oficiales y no estatales. 
El estudio de las bases de datos estadísticas junto a los informes redactados por los tribunales y 
otras instituciones permitirán detectar qué aspectos reciben atención oficial y cuáles no, y la índole 
de esa atención. 

Tabla 7.6.1 : Cuestiones a tratar en una evaluación sobre justicia penal 


¿Qué leyes gobiernan el sistema de justicia penal, sus funciones e instituciones y cuál 
es su contenido? ¿Existen un código penal y un código de enjuiciamiento penal 
y, en caso afirmativo, son de acceso público? ¿Hay aspectos de la ley penal/ley de 
enjuiciamiento penal regulados por otras leyes? 

¿Garantiza la constitución los derechos y libertades fundamentales en el campo del 
derecho penal, de acuerdo con los criterios internacionales sobre derechos humanos? 
¿Qué tipo de delitos juzga el derecho penal y qué tipo de sanciones tiene previstas? 
¿Tiene relación todos los tipos de delito con los derechos humanos y las obligaciones 
internacionales (incluyendo los que se producen en áreas en las que domina el crimen 
organizado y la corrupción)? Las sanciones previstas, ¿parecen proporcionadas o 
pueden conceder ventajas/desventajas a determinados grupos sociales? ¿Cómo 
se aplican en la práctica las sanciones previstas por la ley penal según las sentencias 
pronunciadas por las salas de lo penal? 

»> continúa 
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Tabla 7.6.1 : 


Cuestiones a tratar en una evaluación sobre justicia penai 


Contexto 


Responsabilidad y 
control 


• ¿Establece el código de enjuiciamiento penal el servicio de la acusación y/o un 
magistrado de la investigación especializado en delitos concretos? ¿Establece 

el código de enjuiciamiento penal técnicas de investigación especiales? El código de 
enjuiciamiento penal, ¿permite la cooperación internacional, en especial en relación con 
la ayuda legal mutua y con la extradición? 

• ¿Cómo se organiza el sistema de salas de lo penal? ¿Cuántas jurisdicciones existen y 
con qué posibilidades de apelación cuentan? ¿Existen salas de lo penal especializadas 
que traten tipos específicos de delito o categorías determinadas de procesado? 

• ¿Qué papei y prerrogativas tiene ios abogados defensores en el enjuiciamiento penai? 

• ¿Qué tipos de “injusticias” y delitos sufre la mayor parte de la población en su 
condición de víctima? ¿Existen grupos dentro de la sociedad que tienen acceso 
a la justicia mientras otros no? ¿Cómo gestiona el sistema de justicia penal las 
reclamaciones? 

• ¿Conoce la población, en especial los pobres, qué comportamientos se consideran 
criminales, qué sanciones se imponen y qué derechos constitucionales y legales tienen 
en un enjuiciamiento penal? 

• ¿Qué experiencia tienen los menores infractores en relación con el derecho penal? 
¿Existe un sistema de derecho penal específico para los jóvenes? 

• ¿Con qué instituciones de ia justicia {estatales y no estatales) tiene mayor relación la 
población? ¿Son experiencias positivas o negativas? ¿Difiere la experiencia de 
hombres y mujeres? 

• Qué cambios desearían ver ios grupos más vulnerables y los más pobres en relación 
con la administración de la justicia, la protección de ios derechos y de los medios de 
vida, y la resolución de tos pleitos en sus comunidades? 

• ¿Existe en el código penal (o en otros) alguna previsión respecto a sentencias 
alternativas, es decir, alternativas al ingreso en prisión? ¿Cómo se aplican? ¿Existe 
alguna posibilidad de revisión judicial oficial de esos mecanismos alternativos? 

• ¿Cuál es el origen de los sistemas de justicia semi-oficiales y/ o no estatales, y cómo 
han ido evolucionando a lo largo destiempo? ¿Están reconocidos estos sistemas en 
la constitución o en ia iey? ¿Existen límites para la jurisdicción de la sala de lo penal y 
las sentencias que firman? 

• ¿Existe alguna demanda de reformas del sistema judicial y legal en el seno del 
gobierno? ¿Qué incentivos y frenos existen para la reforma? 

• ¿Existen tribunales militares?¿Hay circunstancias bajo la s cuales pueden juzgar a 
civiles por delitos? 

• ¿El marco legal garantiza la independencia, imparcialidad y responsabilidad de los 
tribunales y del ministerio fiscal? 

• ¿Qué influencia ejercen el gobierno u otros cuerpos políticos? En concreto, ¿qué papel 
representa el Ministerio de Justicia con respecto al Ministerio Fiscal? 

• ¿Cómo se designan los magistrados y los fiscales? ¿Existe alguna implicación política 
en la selección de magistrados y fiscales? Los magistrados y fiscales, ¿pertenecen 

al mismo cuerpo o pueden pasar de una función a otra a lo largo de su carrera? 

¿Existen tribunales en los que no estén presentes magistrados o miembros de jurados 
profesionales? ¿Cómo se designan y en qué medida representan a la comunidad? 

• ¿Existe algún consejo general del poder judicial o equivalente? ¿Aporta un liderazgo y 
control eficaces (v.g. ingreso en el cuerpo, promoción, sanciones, destituciones)? 

• ¿Hasta qué punto representan a la población los magistrados, fiscales y defensa {en 
cuanto al origen étnico, geográfico, religioso, y en cuanto al género)? 

• ¿Cómo se financia el sistema de tribunales? ¿Existe una autonomía financiera? ¿Existe 
responsabilidad y transparencia en el uso de los fondos? 

• ¿Qué nivel de corrupción existe en ias diferentes instituciones reiacionadas con ia 
justicia? ¿Se le está dando respuesta? 

»> continúa 
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Tabla 7.6.1 : 


Cuestiones a tratar en una evaluación sobre justicia penal 


Responsabilidad y 
control 


Capacidad 


Gestión 


Coordinación con 
otros elementos 
del sistema de 
seguridad 


Compromiso de 
la comunidad 
internacional 


• Las instituciones de! sector, ¿cuentan con inspecciones internas y códigos éticos? 
¿Cómo se aplican las decisiones? 

• ¿Existe alguna asociación colegial o equivalente que regule la profesión? 

Los cuerpos no estatales que imparten la justicia ¿están sujetos a una responsabilidad 
externa? 


• ¿Cuál es el porcentaje de magistrados y fiscales en relación con la población y cuál es 
su cobertura en relación con el territorio del Estado? 

• ¿Cuál es el tamaño y cobertura de los servicios legales, en concreto de los abogados 
que proporcionan ayuda legal, de la defensa y de los paralegales? 

• ¿Responden a las necesidades del total de la población? 

• ¿Con qué limitaciones se encuentra su capacidad (recursos humanos, económicos, 
infraestructura)? 

• ¿Qué nivel de educación y experiencia tienen los magistrados, fiscales y la defensa? 
¿Reciben formación y algunos de ellos se especializan en ámbitos específicos como el 
del crimen organizado? 

¿Existe información sobre la capacidad y las competencias de quienes prestan los 
servicios relacionados con la justicia, tanto semi-oficiales como no estatales? ¿Reciben 
algún apoyo o financiación por parte del Gobierno? 

• ¿Qué nivel de calidad manifiesta la gestión de la afluencia de casos? ¿Se puede 
mejorar? ¿Cómo se da respuesta a los retrasos y a la acumulación? 

• ¿Qué nivel de eficacia tienen las instituciones del Estado para resolver pleitos, 
especialmente los relacionados con supuestos delitos? ¿Cuáles son los principales 
obstáculos para su ejecución satisfactoria? 

• ¿Qué nivel de eficacia tienen las autoridades judiciales en el campo de la ayuda 

legal mutua y de la extradición? ¿A qué tipos de cuestiones y pleitos dan respuesta los 
sistemas de justicia semi-oficiales y no estatales, especialmente los relacionados 
con el derecho penal? ¿Cómo se toman y aplican las decisiones? ¿Los procedimientos 
cumplen con los criterios internacionales sobre derechos humanos? ¿Existe la 
posibilidad de enviar o de apelar al sistema oficial? 

• ¿Existe un programa dirigido a la protección de testigos? ¿Qué nivel de eficacia tiene? 


• ¿Existe una estrategia o una política gubernamental para emprender la reforma de la 
justicia? ¿Responde a vínculos con otras instituciones relacionadas con la seguridad y 
la justicia? 

• ¿Está reflejada esta estrategia en el sistema de planificación genera! del Gobierno, por 
ejemplo en las estrategias para la erradicación de la pobreza o en el marco de gastos a 
medio plazo? 

• ¿Existen mecanismos que permitan la colaboración y coordinación en el conjunto de 
las instituciones relacionadas con el derecho penal (por ejemplo, revisar la política y la 
práctica)? ¿Qué eficacia tienen y cómo se pueden fortalecer? 

• ¿Cuáles son en la práctica ios vínculos entre las instituciones del Estado y las no 
estatales? ¿Qué relación tienen las organizaciones de la sociedad civil y las fuentes de 
justicia tanto estatales como no estatales? 

• ¿Qué papel representa el parlamento en relación con el sistema de justicia y el derecho 
penal (como cuerpo de control y suministrador de presupuesto, y como controlador de 
las cuentas del Estado? 

• ¿Existe algún proceso dirigido por el Estado para coordinar el apoyo de los donantes al 
sector? ¿Se basa en las estrategias de erradicación de la pobreza y en el marco de 
gastos a medio plazo (o equivalente), o en estrategias y políticas del sector? 

• ¿Cuáles son los principales donantes que tratan la reforma de los sistemas legal y 
judicial así como la obtención de poder legal y el compromiso de la sociedad civil? 

• ¿Existe una cobertura adecuada de las instituciones y de las cuestiones prioritarias? 

>» continúa 
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Tabla 7.6.1 : 


Cuestiones a tratar en una evaluación sobre justicia penal 


Compromiso de 
la comunidad 
internacional 


¿Qué equilibrio existe entre los programas presupuestarios dirigidos al conjunto del 
sector y el apoyo a proyectos concretos? ¿Existen posibilidades de financiación 
conjunta u otros medios de respaldar las estrategias del gobierno? 


• ¿Qué acciones fortalecerían la coordinación de los donantes, anularían la competición 
que se establece entre ellas o las duplicaciones que se producen y fortalecerían la 
apropiación nacional? 


Cuadro 7.6.2. Fases del acceso a la justicia: un ejemplo de derecho penal 


Identificar 

Culpabilizar 

Demandar 

Sentencia 

Aplicación 

Consideración de 
un agravio como un 
problema legal 

Identificación del 
culpable 

Presentación de 
una demanda legal 
oficial 

Se consigue que 
se reconozcan los 
derechos e intereses 
legítimos 

Traducir los 
derechos a la 
realidad 

Una costurera de un 
pueblo es violada 
por un terrateniente 
local. Presenta una 
demanda en la 
comisaría. No se 
toman en serio el 
caso. Ella sabe que 
se están violando 
sus derechos. 

Ella culpa al sar- 
gento de policía 
de no investigar su 
caso. 

Ayudada por el movi- 
miento de mujeres 
de su iglesia, se 
pone en contacto 
con un abogado 
perteneciente a una 
asociación civil que 
presionará para 
que se inicie una 
investigación y un 
procesamiento 

El terrateniente es 
procesado, juzgado 
y convicto. 

El terrateniente es 
sentenciado y enviado 
a prisión. Se acata la 
orden de compensar 
económicamente a la 
costurera 


Fuente: DFID (2002), Safety, Security and Justice: Putting Poíicy into Practica 


4. Posibles puntos de partida 

4.1 Elecciones y revisiones constitucionales 

Cualquier nuevo gobierno tiene que manifestar gran interés en revisar el sistema de justicia para 
reparar las tendencias políticas del pasado y fortalecer la protección de los derechos humanos. 
Las revisiones constitucionales también proporcionan una oportunidad clave para revisar los marcos 
legales y judiciales. Los procesos electorales y constitucionales constituyen unos buenos puntos de 
partida para apoyar un debate público más amplio sobre cuestiones judiciales y legales a través de 
programas de educación cívica y como vía para emprender un programa de reforma. 

4.2 Casos de corrupción de lugar destacado 

Las estrategias nacionales dirigidas a reducir la corrupción en los sectores público y privado requieren 
unos sistemas lega! y judicial eficaces que entablen acciones judiciales cuando se descubran casos y 
que actúen sistemas disuasorios, y por ello pueden constituir un buen punto de partida para emprender 
reformas. Los ejemplos de corrupción en el sistema de justicia cumplen un papel similar. Cuando un 
caso de corrupción salga a la luz, normalmente a través de los medios de comunicación, la atención 
política y de la población se centrará en esta cuestión, lo que permitirá construir una circunscripción 
más amplia en apoyo del cambio. Sin embargo, estas cuestiones pueden provocar una caza de 
brujas judicial o ser utilizadas por políticos sin escrúpulos para organizar tribunales favorables a sus 
propios intereses. Por lo tanto, es fundamental que el debate se centre en las causas y las fuentes 
de la corrupción más que en limitarse a hacer comentarios sobre los presuntos culpables, pues es 
poco probable que sustituir a estos últimos sin modificar el sistema consiga que la situación mejore, 
al contrario, no es imposible que las cosas empeoren. La clave consiste en convertir una cuestión 
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determinada (la corrupción) en una oportunidad para considerar ios cambios en ei sistema cuya 
meta será mejorar también otros aspectos del funcionamiento. Entre otras cuestiones que pueden 
servir de puntos de partida se cuentan los cambios en el sistema designando magistrados y otros 
profesionales del sector, plantearse la necesidad de asegurar las estructuras de las carreras y de los 
salarios adecuados, introducir sistemas de seguimiento y disciplinarios apropiados y los criterios 
necesarios para evaluar el funcionamiento del sistema judicial. 

4.3 Derechos de las mujeres y la desigualdad entre hombres y mujeres 

Con frecuencia las mujeres son discriminadas por los sistemas de justicia estatales, semi-oficiales y 
no estatales, por la ley, la política y la práctica. La reforma legislativa, la formación de los magistrados 
respecto a los derechos de las mujeres, la igualdad de oportunidades para hombres y mujeres en 
la magistratura, suscitar el interés respecto a cuestiones legales y derechos, apoyar a las mujeres 
víctimas de delitos para que presenten su caso a ios tribunales, y otras actividades similares se 
deberían incluir en el trabajo que se realiza en relación con los derechos y obtención de poder 
(empowerment) por parte de las mujeres. 

4.4 Derecho mercantil 

Muchos países y donantes han decidido concentrarse en los impactos que tiene la magistratura 
sobre el crecimiento económico, generalmente tratando de modernizar y fortalecer los tribunales 
especializados en derecho mercantil y civil y sus procedimientos. Cuando los impactos económicos 
constituyan de hecho una prioridad, hay que ampliar el centro para incorporar las cuestiones 
de derecho penal y objetivos relacionados con el sistema de acceso. El delito y los desórdenes 
extendidos, en particular el crimen organizado, suelen constituir un impedimento para las inversiones 
y el crecimiento superior a la calidad de la justicia relacionada con las actividades comerciales. 
Cuando se empieza por atender a las necesidades de los grandes actores de la economía, antes 
de ocuparse de las empresas familiares, pequeñas y medianas, las reformas pierden una importante 
fuente de impulso y pueden generar desconfianza entre la mayoría relegada. Incluso cuando la 
justicia dirigida a la actividad comercial se convierte en la principal prioridad, hay que modificar las 
soluciones adoptadas para avanzar hacia otras metas. 

4.5 Otras prioridades de los pobres 

Siendo la seguridad y la justicia penal importantes, hay que reconocer que no se tratan de los 
servicios más demandados por grandes sectores de la población, en especial por los pobres, hecho 
que constituye una de las razones por las que es crucial realizar el análisis inicial. Otras cuestiones 
(pleitos sobre propiedad de la tierra, apoyo a los niños, relaciones laborales, y acceso a los servicios 
públicos del resto de los sectores, no del judicial) tienen impactos más directos sobre el bienestar, o 
son más sencillas de tratar. Además, si se dejan sin resolver, este tipo de cuestiones pueden suscitar 
acciones criminales y conflictos políticos más graves. Aunque a algunas de ellas (v.g., los pleitos 
sobre la propiedad la tierra) se les puede dar una consideración política como reforma del derecho, 
otras permiten conseguir resultados inmediatos y son importantes para acercar a los magistrados a 
la población y para que aumente la confianza popular en la magistratura. 

Notas del lector; 
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5. Cuestiones importantes para la elaboración de los programas 

5.1 Proporcionar apoyo coordinado a ias instituciones relacionadas con la seguridad y la justicia 

Las reformas de la justicia penal dependen con frecuencia de un enfoque conjunto por parte de 
varias instituciones. El riesgo que supone un enfoque compartimentado es muy real y nunca queda 
suficientemente recalcado. Una revisión reciente de la reforma del sistema de seguridad en Haití 
pone de manifiesto que una de las principales lecciones aprendidas fue “la necesidad de coordinar 
los vínculos entre el mantenimiento del orden, el sistema penitenciario y las reformas en el sector 
judicial ... lo que se llamó el ‘paquete judicial’ (mantenimiento del orden, sistemas de tribunales y 
penitenciario) en los que los proyectos se llevaron a cabo de forma aislada. El resultado fue una 
situación en la que la policía arrestaba a las personas y las enviaba a la cárcel mientras el sistema de 
tribunales que estaba en funcionamiento era incapaz de impartir justicia’"*. El Caso 7.6.1 estudia la 
necesidad de adoptar un enfoque coordinado a la reforma del sistema de justicia penal. 

5.2 Trabajar con sistemas de justicia semi-oficiales y no estatales 

En muchos de los países en desarrollo la mayor parte de la población depende de una serie de 
mecanismos y procesos de resolución de conflictos tradicionales, no tradicionales y religiosos 
diferentes a los del sistema de tribunales oficial del estado. Sin embargo, esta cuestión no ha recibido 
la atención suficiente en el ámbito de la reforma del sistema de justicia. La situación está cambiando a 
medida que los actores y gobiernos internacionales van conociendo la existencia de estos sistemas, 
su predominio y eficacia, el alto coste que supone extender los servicios estatales, la preferencia 
de la propia población por estos sistemas semi-oficiales y no estatales, y el gran déficit de recursos 
(económicos, humanos, de infraestructuras) que sufren muchos países. Sin embargo, los actores 
internacionales siguen manifestando sus precauciones respecto a la posibilidad de comprometerse 
con sistemas no estatales, fundamentalmente porque consideran que la mayoría de los sistemas no 
estatales no respetan los criterios de los derechos humanos y discriminan a la mujer. 

Debe recordarse que el objetivo es incrementar el acceso a la justicia para todos y no trabajar con 
el sector no estatal como un fin en sí mismo. Reunir a las partes interesadas estatales y no estatales 
para realizar el proyecto del proceso permitirá establecer relaciones de confianza e identificar los 
vínculos existentes. Por ejemplo, en Sierra Leona el Ministerio de Justicia cuenta con funcionarios 
especializados en derecho consuetudinario que supervisan los procesos tradicionales para garantizar 
la protección de los derechos humanos. Los programas eficaces de desarrollo de la Justicia combinan 
las reformas de los sistemas de justicia estatales y no estatales. Seguir el “curso legal” de abajo 
arriba suele producir resultados positivos cuando se pretende descubrir a qué sistema (estatal o no 
estatal) acude la población para recibir ayuda en diversas cuestiones. Este acercamiento ayudará a 
los donantes a comprender el tipo de obstáculos a los que se tienen que enfrentar los pobres y los 
grupos vulnerables cuando intentan defender sus derechos, y la capacidad que tienen los sistemas 
no estatales para resolver estos problemas. 

5.3 Garantizar que el diseño del proyecto del programa sea participativo 

Cuando se tienen que implantar con premura programas de reforma del sistema de justicia suele 
tenderse a restringir las consultas a los miembros del gobierno y de las Instituciones existentes 
que ocupan puestos elevados, a juristas “progresistas” y a representantes de unas cuantas 
organizaciones de la sociedad civil. Los programas derivados de estas consultas suelen acentuar 
las necesidades del lado que presta el servicio (v.g. las de magistrados y abogados) y prestar una 
atención mucho menor a los elementos del lado de la demanda (por ejemplo las barreras al acceso, o 
el conocimiento y educación sobre cuestiones legales para la población) o incluso las apreciaciones 
de los miembros de las instituciones que ocupan los puestos inferiores (quienes realmente prestan 
el servicio cotidiano). Por tanto, es esencial ampliar las entradas para garantizar que se atiende 
a todas las necesidades y construir entre todas las partes interesadas confianza, transparencia y 
una circunscripción amplia para la reforma. También será necesario, especialmente en los países 
en los que estén más difundidos los mecanismos no estatales, realizar consultas a sus miembros 
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y a quienes acuden a recibir sus servicios para garantizar que estos sistemas queden incluidos en 
los programas de desarrollo, y que su inclusión configure tanto los requisitos de quienes prestan el 
servicio como de quienes lo reciben. 

5.4 Identificar la estructura apropiada para gestionar el proceso 

Es fundamental que alguna institución o agencia del Gobierno asuma la dirección de la realización 
de análisis de necesidades y de la supervisión de las reformas. En algunos países se puede tratar 
de una comisión para la reforma de la ley o (idealmente) de un cuerpo inter-departamental que 
reúna a los ministros pertinentes, los funcionarios con altos cargos y representantes de alto nivel del 
sistema de justicia (magistratura, policía y prisiones). No siempre es fácil identificar dónde se debe 
situar el liderazgo del proceso, dado el elevado número de instituciones implicadas en el sector y la 
importancia que tiene respetar la independencia de la magistratura. Los donantes tienen que evitar 
constituir instituciones paralelas que supervisen sus proyectos, y en su lugar deben proporcionar 
apoyo a las propias estructuras del Gobierno para que sean ellas las que coordinen la ayuda y el 
desarrollo y ejecuten sus prioridades. 

6. Orden 

Es importante establecer una sucesión, pero siempre depende del contexto. Hay unas pocas reglas 
generales que se ajustan a todas las situaciones, normalmente en un nivel muy básico. Por ejemplo, 
no se debe instalar un sistema informático sin haber analizado antes la afluencia de la información 
y haber simplificado los procedimientos; y no se debe promulgar una ley sin haber realizado la 
preparación adecuada para su ejecución y aplicación perdurable. Intentar hacer todo a la vez es la 
mejor receta para obtener un fracaso. Por lo tanto, las reformas tienen que ser selectivas (empezando 
por lo más importante, lo más solicitado o lo que probablemente obtenga resultados inmediatos) 
mientras que se prepara el terreno para emprender cambios más sistemáticos. 

6.1 Identificar las intervenciones estratégicas y planificarlas de forma secuencial 

Una amplia evaluación del sistema justicia penal llevará a un gran número de posibles interven- 
ciones. Los responsables del programa necesitan determinar cuáles de estas intervenciones serán 
las que, con mayor probabilidad, fortalezcan los vínculos entre las instituciones de la justicia, fomen- 
tarán el acceso de los pobres y, lo más importante, impulsarán cambios posteriores. En los Estados 
frágiles o en contextos post-conflicto, donde con frecuencia existen muchas prioridades para la 
reforma, la planificación secuencial debe plantear metas prácticas y alcanzables para resolver las 
necesidades más apremiantes. En estos casos puede resultar contraproducente intentar emprender 
de forma inmediata reformas a gran escala de los procedimientos penales. Sin embargo, se pueden 
intentar resolver ios problemas más serios con cambios legales dirigidos a objetivos determinados, o 
trabajando en la modificación de las leyes que ya existen. 

6.2 Trabajar con funcionarios del Estado que comprendan los sistemas de justicia no estatales 

Los funcionarios del Gobierno pueden mostrarcierto recelo ante los intentos realizados por los actores 
internacionales de trabajar con actores no estatales. Un punto de partida útil será basar el apoyo en 
individuos y grupos como los magistrados de niveles inferiores, abogados y las administraciones 
provinciales que ya se utilizan para trabajar con los sistemas de justicia no estatales. Los donantes 
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pueden cumplir un papel importante ampliando el debate sobre la reforma de los sistemas no 
estatales. 

7. Lecciones aprendidas para orientar la ejecución 

7.1 Anticipar ias acciones necesarias para el desarrolio, aprobación y apiicación de la nueva 
legislación 

En muchos países existe una legislación débil y obsoleta y puede ser obvia la necesidad de la 
reforma. Pero las leyes son fuertes sólo en tanto en cuanto lo sean su instrucción y aplicación, lección 
básica del desarrollo que con frecuencia se descuida. Por ejemplo, la prescripción de una ley a un 
departamento se puede aplicar a otros. Para ello será importante granjearse el apoyo y participación 
de las agencias encargadas de su instrucción y aplicación en los procesos de elaboración del 
borrador. De igual modo, habrá que conseguir desde las primeras etapas del proceso el compromiso 
de los parlamentarios que han de promulgar las leyes, 

7.2 Apoyar las iniciativas de la comunidad y de la sociedad civil, no sólo al sistema del Estado 

Muchos de los programas se han visto perjudicados por haber adoptado un enfoque centrado en el 
Estado. Se pueden aceptar muchas otras iniciativas innovadoras que complementen las actividades 
de las instituciones estatales y aumenten el acceso a la justicia. Por ejemplo, en Malawi se ha 
apoyado a los paralegales que proporcionan información y formación a los presos, las comunidades 
y los funcionarios. También se han establecido comisiones de usuarios de los tribunales para permitir 
que la población local mantenga encuentros regulares con magistrados y fiscales y se incrementen 
la transparencia y la confianza. En muchos países las organizaciones de la sociedad civil actúan 
directamente como actores alternativos implicados en la resolución de pleitos; también ellos 
pueden colaborar en la constitución de la capacidad de los cuerpos de la justicia no estatales, en 
el seguimiento del respeto a los derechos humanos, en informar a los usuarios de las opciones que 
tienen a sus disposición y en la creación de la demanda de cambio. 

7.3 Comprender y tomar en consideración los intereses, motivaciones y posibles reacciones de 
todas las partes interesadas 

El desarrollo judicial implica necesariamente la existencia de vencedores y vencidos, siendo 
imprescindible identificar a cada uno de ellos de antemano, en la medida de lo posible. Existen medios 
de conseguir compromisos, neutralizar a la oposición y granjearse el apoyo, pero los donantes están 
situados en una estrecha linea que no deben cruzar si no quieren ser acusados de intervencionismo 
y que todos sus esfuerzos queden desacreditados. La vía más lógica será avanzar por caminos 
paralelos, aportando apoyo a los cambios que reciban una aceptación más amplia a la vez que se 
facilita el debate sobre las propuestas más controvertidas. 

7.4 Aumentar la accesibilidad y el obtención de poder (empoderamiento) legal 

Mejorar el acceso a a la justicia no se tiene que ver como algo limitado a los servicios oficiales de 
ayuda legal. Los programas que utilizan los servicios de procuradores son caros y muchos de los 
países en desarrollo no cuentan con los recursos económicos o humanos necesarios para apoyarlos. 
Existen muchas alternativas para aumentar la accesibilidad una vez que se han identificado los 
principales problemas y barreras. Como ejemplo de estas alternativas se cuentan: 1) utilización de 
tribunales para apelaciones sencillas y representación pro se (por uno mismo); 2) tribunales y jueces 
itinerantes; 3) servicios de mediación; y 4) personal especial procedente de los servicios paralegales 
que proporcione asesoramiento legal, que con frecuencia es lo único que necesitan todas las partes. 
A pesar de los gastos y posibles retrasos que suponen, también hay que tener en cuenta la necesidad 
de traductores de los tribunales o de las escuchas realizadas a individuos que hablan lenguas 
locales, pues son cruciales para incrementar el acceso a la justicia. En relación con los servicios 
de ayuda legal, suele resultar más práctico y eficaz crear una agencia que no se limita a ofrecerlos 
directamente, sino que también coordine y realice el seguimiento de su prestación por parte de otras 
organizaciones (universidades, organizaciones de la sociedad civil, paralegales, etc.). Las campañas 
de alfabetización que informan a la población de sus derechos y de cómo acceder a ellos también 
han demostrado ser útiles, y con frecuencia se pueden llevar a cabo a través de las organizaciones 
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de la sociedad civil. 

7.5 Utilizar proyectos piloto 

Dada la compleja Índole de la reforma judicial y legal, los proyectos de exploración pueden resultar 
valiosos para adquirir experiencia, presentar resultados y construir la apropiación para emprender 
una reforma más amplia. En los países latinoamericanos que últimamente han emprendido reformas 
del sistema penal, Chile y Colombia, la ejecución se ha realizado de forma escalonada por regiones 
geográficas de tal manera que, a lo largo del camino, se han podido ir identificando los problemas 
y poniéndoles solución. Esta estrategia parece producir mejores resultados que las utilizadas 
anteriormente para promulgar los nuevos códigos o limitar su aplicación a los casos expuestos 
después de haberse aceptado el proyecto de ley. No obstante, los proyectos piloto a veces no se 
llegan a ejecutar o no se repiten. El objetivo consistiría en aprender de la experiencia de manera que 
ésta configure el desarrollo de la política nacional y la ejecución por todo el país. 

7.6 Fortalecer el registro de documentos y las estadísticas 

Éste es un problema que comparten los sistemas estatales y no estatales, aunque suele ser muy 
superior en éstos últimos. Las organizaciones del Estado suelen archivar los expedientes de cada 
caso individual, pero en ocasiones carecen de un buen sistema de gestión de los datos, lo que 
supone que sus dirigentes tienen muy poca idea, o ninguna, respecto a lo que está sucediendo 
en el conjunto del sistema. Habría que prestar mayor atención al lado operativo de la gestión de la 
información, aumentar la reunión y el análisis en todo el sistema y en el funcionamiento individual. 
Puede que no sea aconsejable establecer un sistema complicado o informatizado. Habría que realizar 
una evaluación relativa a la finalidad que tiene reunir la información y a las capacidades económicas 
y humanas de que se dispone para mantener el sistema. Si se proporciona equipo, es esencial que 


220 


Manual dei CAD-OCDE sobre la reforma del sistema de seguridad - ISBN 978-92-64-03738-0 © OCDE 2007 


TopyrioMM maerisl 




se pueda afrontar su uso y mantenimiento. Respecto a ios sistemas no estataies, el apoyo dirigido 
a aumentar el archivo de expedientes garantizará que se tomen las decisiones con justicia, a que 
aporten las bases para la apelación a los tribunales del Estado y a que sean más transparentes y 
estén sujetas al seguimiento por parte de los miembros de la comunidad. 

7.7 Formación especifica para el contexto y que forma parte de un programa de reforma más 
amplio 

Es importante que la formación no se conciba como una actividad aislada, sino como una actividad 
integrada en un conjunto de reformas más amplias relativas a la gestión y a la institución. La formación 
no tiene que estar limitada al sector estatal, aunque a veces lo esté. También ayuda a fortalecer las 
políticas y prácticas de los sistemas no estatales y a aumentar la adhesión a los derechos humanos 
y a los derechos de las mujeres, pero se debe llevar a cabo de manera sensible con el contexto 
cultural y político. La formación conjunta entre diferentes instituciones que reúne a magistrados, 
fiscales, abogados, policía y servicios de prisiones ahorrará costes y permitirá entablar relaciones. 
Para garantizar la sostenibilidad, las inversiones se deben realizar para desarrollar instituciones de 
formación y programas de estudios de derecho en las universidades dentro del propio país, más 
que dedicarlo a costosos cursos ad hoc en el exterior. La prueba del valor de la formación es su 

8. Retos comunes y formas de superarlos 

8.1 Trasplantar leyes 

Siguen siendo demasiado frecuentes los intentos de hacer trasplantes legales (es decir, tomar las 
leyes de los países desarrollados e imponerlas en los países en desarrollo o en contextos post- 
conflicto). Las reformas legales deberían hacerse, hasta donde sea posible, sobre la tradición legal, 
la organización judicial y el marco legal previo o ya existente del país socio. El objetivo consistiría 
en desarrollar un marco que responda tanto a los problemas de seguridad del estado como al 
apoyo a los derechos humanos de la población local. Es preferible, cuando sea posible, corregir 
las leyes existentes, los actores de la organización y las prácticas en lugar de adoptar leyes nuevas 
y crear instituciones, procedimientos y prácticas completamente nuevas. Este último enfoque sólo 
es aconsejable en circunstancias especiales, por ejemplo cuando sea importante desde el punto 
de vista simbólico establecer una ruptura con el régimen dictatorial anterior introduciendo una ley 
completamente nueva (como un código penal nuevo). 

8.2 Demoras y atrasos 

Una de las dificultades más comunes a las que se enfrenta un sistema de la justicia es el número y 
duración de los retrasos en el procesamiento de los casos. No es infrecuente encontrar casos graves 
como asesinatos, violaciones o robos que se remontan a entre cinco y diez años atrás esperando el 
juicio, y en muchas circunstancias los acusados han sido enviados a prisión o a centros de detención 
preventiva. Las razones para los retrasos varían, desde una excesiva carga de casos, o una carga mal 
distribuida, hasta unos malos hábitos de trabajo y una coordinación insuficiente entre instituciones, 
o leyes poco elaboradas y procedimientos excesivamente complejos. Con frecuencia, para que un 
remedio sea eficaz, requerirá una respuesta conjunta de todas las instituciones de la justicia. El Caso 

7.6.2 sobre Sudáfrica estudia el enfoque adoptado por un programa de gobierno para aumentar la 
eficacia y eficiencia de los procesos de los tribunales. 

8.3 Mala calidad de la gestión del sector 

La calidad de la justicia depende no sólo de contar con buenos profesionales, sino también de realizar 
un seguimiento de su trabajo y de garantizar que se utilicen bien los presupuestos que dedican al 
funcionamiento. Esto supone una adecuada administración cotidiana y la capacidad de formular 
estrategias, detectar y prever los problemas, y desarrollar las soluciones adecuadas. La gestión y 
administración de la justicia es un ámbito en el que los donantes pueden ofrecer mucho suscitando 
cuestiones, ofrecer modelos que funoionan bien, y proporoionar las herramientas y la formación 
necesarias para realizar mejor su trabajo. Los profesionales de la ley no son malos gestores por su 
propia naturaleza, sino que necesitan apoyo y conocer buenos principios de gestión y la forma de 
aplicarlos. 
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INDIA, Territorio de la Unión de Chandigarh: Alto Tribunal de Punyab y Haryana funcionando en el exterior. 


8.4 Problemas planteados por la distribución de la población 

Incluso en los países que cuentan con un porcentaje adecuado de magistrados en relación con la 
población, la racionalización de la distribución del trabajo puede resultar problemática. La población 
puede estar enormemente dispersa, y puede que los centros de población rural no generen una 
cantidad de trabajo suficiente para que cuenten con un juez, un fiscal o un abogado defensor que 
cumpla un horario completo. Esto supone un conflicto entre las metas de la eficacia y del acceso. 
Aunque esta situación fortalece los argumentos que defienden el uso de mecanismos no estatales, 
existen otras soluciones, especialmente para aquellos lugares en los que los sistemas no estatales 
están bien desarrollados. Una solución, cuyo mejor ejemplo es el de Brasil, es emplear jueces, fiscales 
y defensores itinerantes que dividen su tiempo entre varias jurisdicciones, llegando a transportar en 
algunos casos la sala en barco o en autobús. No obstante, este tipo de soluciones necesita una 
coordinación entre las agencias. Paraguay y Honduras, por ejemplo, disponen de una distribución 
adecuada de magistrados, pero en ausencia de fiscales y abogados defensores, los magistrados de 
las zonas rurales no pueden gestionar ni siquiera los delitos contra el derecho penal más simples. 
Sería más eficaz una combinación de las diferentes soluciones, entre las que se incluye un uso más 
amplio de los funcionarios no especializados y de los jueces de paz. 

9. Características especiales en contextos post-conflicto 

Además de las lecciones estudiadas hasta aquí, cuando los países vuelven a la normalidad después 
de los conflictos surgen una serie de cuestiones específicas que vamos a tratar. 

9.1 Reconstrucción de sistemas legales con sensibilidad 

En muchos de los países post-conflicto, los sistemas legales se muestran partidistas y deteriorados. 
Una situación post-conflicto puede proporcionar la oportunidad de reconstruirlos apoyándose en 
los principios de la buena gobernabilidad, garantizando la separación de poderes, la independencia 
del poder judicial, la igualdad ante la ley, el respeto por los derechos humanos y el desarrollo de 
mecanismos de control y garantes de la transparencia. Los acuerdos de paz proporcionan puntos 
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de partida, como ha ocurrido en El Salvador en los años noventa. Los acuerdos de El Salvador 
Incorporaron una serie de disposiciones sobre la reforma del sistema judicial que constituían el 
producto de varios años de debate previo; la mayor parte de ellas se convirtieron en leyes. Sin 
embargo, hay que tener cuidado de garantizar que la reconstrucción concuerde con la cultura local 
y que sea sostenible para la economía nacional y las capacidades humanas y en relación con las 
infraestructuras. Importar leyes y magistrados puede resultar contraproducente, especialmente si la 
mayor parte de la población no está familiarizada con la tradición legal y ni siquiera puede hablar la 
lengua en la que se escriben los códigos y se desarrollan los procedimientos legales. 

9.2 Apoyo a la justicia transicional 

En el Cuadro 7.6.3, a continuación, se presenta la justicia transicional y los enfoques que hay que 
tener en cuenta al apoyar sus metas. 


Cuadro 7.6.3. ¿Qué es la justicia de transición? 

La justicia transicional hace referencia a todo un abanico de enfoques que adoptan las sociedades para 
asumir su legado de violaciones de los derechos humanos difundidas o sistemáticas en el momento en el 
que pasan de un período de conflicto armado o de opresión hacia la paz, la democracia, el Estado de derecho 
y el respeto a los derechos individuales y colectivos. 

Al realizar esta transición, las sociedades tienen que hacer frente al pasado para adquirir un sentido global de 
la justicia para todos los ciudadanos, para establecer o renovar la confianza de la población, para reconciliar 
las comunidades y para prevenir violaciones de los derechos humanos que pudieran producirse en el futuro. 
Existen una serie de mecanismos de justicia transicional que ayudan a empezar de nuevo a las sociedades 
heridas. 

Estos enfoques son tanto judiciales como no judiciales; tratan de abarcar las diferentes dimensiones de la 
justicia que contribuyen a la reconstrucción social. La justicia transicional incorpora un punto de vista realista 
de las dificultades a las que se enfrentan las sociedades que salen de los conflictos o de la represión y una 
apreciación única de su contexto cultural e histórico, apreciación que no permite que estas realidades sirvan 
de excusa para la inactividad. Hay que consultar con todas las partes interesadas en el proceso de transición 
y todas ellas deben participar en la elaboración del proyecto y en la ejecución de las políticas relacionadas 
con la justicia de transición. 

Los enfoques de la justicia transicional se basan en la creencia fundamental en los derechos humanos y se 
apoyan en los derechos humanos y en las leyes humanitarias aceptadas por la comunidad internacional para 
demandar que los estados detengan las violaciones de los citados derechos, las investiguen, castiguen, 
reparen y eviten. Estas iniciativas se centran en las necesidades de las víctimas y de sus familias. Entre los 
principales enfoques a la justicia transicional se cuentan los siguientes: 

• Procesar a quienes cometieron violaciones de los derechos humanos tanto a nivel interno como inter- 
nacional, si no ambos. 

• Determinar el alcance y naturaleza de las violaciones de los derechos cometidas en el pasado mediante 
iniciativas dirigidas a contar la verdad, entre las que se incluye la creación de comisiones nacionales e 
internacionales. 

• Proporcionar reparaciones compensatorias, de restitución, de rehabilitación y simbólicas a las víctimas. 

• Reformar las instituciones, en lo que se incluye la investigación de los funcionarios que han violado 
los derechos de la población o se han manifestado como corruptos o incompetentes, pertenecientes a 
la policía u otros cuerpos de seguridad, el ejército, la magistratura u otras instituciones públicas. Hay 
que poner en marcha mecanismos para retirar del empleo público a quienes se sepa que han cometido 
violaciones de los derechos humanos o que se han visto envueltos en prácticas de corrupción. 

• Fomentar la reconciliación en las comunidades divididas, trabajando con las víctimas mediante 
mecanismos de justicia tradicional y facilitando la reconstrucción social. 

• Construir monumentos conmemorativos y museos que preserven el recuerdo del pasado. 

• Tener en cuenta los patrones sexistas de la violación de los derechos para aumentar la justicia respecto 
a las víctimas femeninas. 

Fuente: Centro Internacional para la Justicia de Transición. 
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9.3 Reconocer que los sistemas de justicia no estatales pueden ser más funcionales 

Con frecuencia los sistemas de justicia no estatales son especialmente significativos en las sociedades 
que salen de conflictos, especialmente cuando han dejado de funcionar los sistemas del Estado. 
Pueden representar un papel crucial en la restauración de la seguridad y del Estado de derecho en 
el período inmediatamente posterior al conflicto. Tras el conflicto de Burundi, el sistema oficial de 
justicia funciona tan mal que el sistema no oficial se ha convertido “en el juzgado de primera instancia 
de tacto para la inmensa mayoría de la población”. Los sistemas tradicionales de justicia también 
resultan perjudicados por los conflictos prolongados debido a los esfuerzos dirigidos a socavar la 
legitimidad del sistema. Este problema se produjo en Guatemala y en la República Democrática 
del Congo. En estos dos países el desplazamiento de la población ha debilitado los lazos de la 
comunidad y el Gobierno nacional de Guatemala durante la larga guerra civil, aparentemente, una 
política dirigida a minar la autoridad de sus dirigentes tradicionales. Esta evolución no desacredita 
por completo los mecanismos tradicionales, pero pueden reducir sensiblemente su legitimidad y sus 
poderes. 

Caso 7.6.1 

Reforma de la justicia penal en El Salvador 

Contexto 

La reforma del sistema de justicia penal en El Salvador se inició a principios de los años ochenta 
por lo que puede ofrecer una serie de lecciones a otras regiones en vias de desarrollo. La guerra de 
El Salvador dejó al país frente a diversos obstáculos, entre los que se cuentan el desplazamiento 
de la población, el incremento de los niveles de delincuencia alimentado por la desmovilización de 
excombatientes bien armados, unas instituciones de justicia débiles y desacreditadas y la ruptura 
con muchos de los sistemas tradicionales de control social. Los esfuerzos dirigidos a emprender 
la reforma se iniciaron cuando el conflicto seguía activo. Las intervenciones aisladas (como la 
creación de laboratorios forenses, las unidades de investigación especial y de protección judicial) no 
tuvieron resultados positivos, como era de esperar, porque no podían dar respuesta a los problemas 
institucionales subyacentes. Sin embargo, el hecho de haberse iniciado tan pronto la reforma fue 
decisivo para generar un debate, permitir la realización de un análisis de conjunto, y alcanzar el 
consenso en relación con algunos problemas y sus soluciones, muchas de las cuales se incorporaron 
a los acuerdos de paz firmados en 1992. El país presentaba condiciones favorables, como la ayuda 
continuada de los donantes a lo largo de los años ochenta y noventa; unas instituciones del sector 
público que, fortuitamente, permanecían intactas después de la guerra, y una economía alimentada 
por un flujo constantes de giros procedentes de la diáspora. 

Punto de partida 

Se produjeron muchas reclamaciones ante la politización y la corrupción de la magistratura por lo que 
la reforma judicial recibió atención en los acuerdos de paz y en el trabajo de la Comisión de la Verdad, 
y se convirtió en una cuestión prioritaria en los programas de ayuda de los donantes. 

Lecciones aprendidas 

Se necesitan cambios significativos para aplicar nuevos códigos penales - la decisión de basar la 
reforma del sector en un código totalmente nuevo para los procedimiento relacionados con el derecho 
penal se enfrentó a contratiempos porque se habla prestado una atención insuficiente a reorientar las 
instituciones que debían aplicar el código y garantizar una adecuada coordinación entre ellos. 

El apoyo sostenible es vital- La reforma del sistema de justioia de aouerdo con el derecho penal de 
El Salvador se benefició de veinte años de apoyo por parte de los donantes. La paciencia, el haber 
dispuesto del tiempo necesario para que las cosas fuesen bien y el apoyo continuado fueron la clave 
del éxito relativo. Aún en las circunstancias más favorables, el progreso de las reforma del sistema 
de seguridad es lento y creciente. 
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Es importante adoptar un enfoque conjunto a todo el sector de la justicia según el derecho penal - La 
estrategia salvadoreña se centró en la policía, el sistema penitenciario y el judicial. Las reformas que 
se han realizado en otros países latinoamericanos que no han adoptado un enfoque conjunto entre 
varias instituciones normalmente no han tenido el mismo éxito. Son por tanto lecciones importantes 
que hay que intensificar la coordinación entre las instituciones de la justicia según el derecho penal y 
reforzar su organización y gestión internas. 

Impacto 

Aunque sigue sumido en los problemas, el sistema de la justicia de El Salvador en su totalidad y 
el sistema de justicia penal en particular, hoy en dia han mejorado mucho. Los nuevos sistemas 
de selección, seguimiento de la carrera y formación judiciales, la creación de un consejo judicial 
independiente para gestionarlos, la creación de un mediador de derechos humanos y la presencia 
prolongada de una comisión de observadores de las Naciones Unidas (ONUSAL) para realizar el 
seguimiento de las violaciones de derechos han permitido que se reduzcan muchos de los problemas 
que se arrastraban. Seleccionando como objetivo las necesidades de los pobres en general, y de las 
mujeres pobres en particular, el trabajo realizado con el apoyo de los donantes también incluyó la 
creación de jurisdicciones nuevas dedicadas a la familia y a la juventud, el alcance a la ciudadanía y 
a la educación legal. 


Caso 7.6.2 

Apoyo para transformar el sistema de justicia en Sudáfrica 

Contexto 

En la situación generada a continuación del apartheid, una de las primeras dificultades a la que se 
tuvo que enfrentar el nuevo gobierno de Sudáfrica en 1994 fue la transformación de la policía en un 
cuerpo transparente y eficaz dedicado a garantizar la seguridad de la población. Han contado con un 
apoyo internacional significativo que ha ayudado a las autoridades nacionales a comprometerse con 
dicha reforma. Sin embargo, en seguida se hizo evidente que reformar la policía sin dar respuesta a la 
debilidad del sistema de seguridad si no estaba condenado al fracaso, al menos era poco probable 
que perdurase. Los procesos y sistemas de los tribunales obsoletos, ineficaces e inadecuados habían 
conducido a una abrumadora acumulación de casos. Como resultado del difícil acceso a la justicia, 
la falta de transparencia y la lentitud de los procedimientos, la población manifestaba una escasa 
confianza en el sistema de justicia. Esta falta de credibilidad minó la posible contribución de la justicia 
a la creación de una sociedad más segura y un terreno mejor abonado para el establecimiento de 
empresas. 

Punto de partida 

Hacia 1997 el Gobierno de Sudáfrica ya había desarrollado dos estrategias (Visión de la Justicia para 
el 2000 - Justice Vision 2000- y la Estrategia Nacional para la Prevención del Delito - Nacional Crime 
Prevention Strategy) que, juntas, definieron la política dirigida a la transformación del Departamento 
de Justicia. En el año 2000 se desarrolló un “programa de e-justicia” para que el departamento 
presentase un sistema de tribunales legítimo, orientado hacia el servicio y eficaz. Este programa 
financiado por la Comisión Europea pretendía reformar y modernizar la administración y la prestación 
del servicio de justicia mediante la reconstrucción de los procesos de trabajo, el uso exhaustivo de la 
tecnología permitida, el fortalecimiento de la planificación estratégica y de la capacidad de gestión, 
el desarrollo de la organización y las intervenciones en el desarrollo de los recursos humanos. 

Lecciones aprendidas 

Apropiación de tos procesos de reforma y marco de funcionamiento establecido de común 
acuerdo - Siempre hay que buscar la apropiación de los procesos de reforma por parte de todos 
los departamentos del sector público implicados. En este caso, la contribución a la reforma en 
curso en el seno de las estructuras interdepartamentales fue discutida y proporcionada mediante 
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el apoyo al presupuesto directo y con un objetivo claro. También hubo que establecer de común 
acuerdo la selección de los Indicadores de análisis para garantizar que todos realizaran un esfuerzo 
continuado. 


Un plan de comunicación eficaz y unas dosis de paciencia - Es probable que las reformas que 
se emprenden en cualquier sector susciten resistencia u oposición por parte de algunas de las 
principales partes interesadas. Para garantizar la “adquisición” de todos estos posibles opositores, 
un componente esencial de cualquier programa es la estrategia de comunicación, estrategia que hay 
que emplear no sólo cuando la reforma perjudica a los intereses creados de ciertas personas, sino 
también cuando supone un cambio en la forma de trabajar. 

Aito grado de flexibilidad - El sector de la justicia es dinámico por lo que es importante que los 
programas a largo plazo sean suficientemente flexibles para adaptarse a situaciones y necesidades 
cambiantes. En este caso, por ejemplo, el centro se ha desplazado desde los beneficiarios iniciales 
que eran las “comunidades más pobres y remotas” hacia lugares con una mayor carga de trabajo. 

Impacto 

Al cabo de cuatro años de ejecución, un informe de seguimiento extrajo la conclusión de que el 
programa había contribuido al objetivo general de “garantizar un sistema de justicia más accesible 
y eficaz”. Muchos funcionarios de justicia utilizan ahora los sistemas de comunicación electrónica y 
tecnologías de la información (IT) especializadas con el resultado de que la velocidad con la que se 
prestan los servicios de justicia ha aumentado, y con ello la confianza en el conjunto del sector. 

Bibliografía 

Las siguientes publicaciones son fuentes recomendadas en las que se puede obtener más información 
sobre la reforma de la justicia, obras que han ayudado a elaborar esta sección. 

1. Blair, Harry y Gary Hansen (1994), Weighing In On the Scales ofJustice, USAID, Washington, DC, 
http://pdf.dec.org/pdf_docs/PNAAX280.PDF 

Primera exposición de USAID de su estrategia respecto al estado de derecho, en la que se describen los elementos que la 
componen. 

2. Burbank, Stephen y Barry Friedman, eds. (2002), Judicial Independence at the Crossroads: An Interdisciplinary 
Approach, Sage Publications, Thousand Oaks, California, London, and New Delhi. 

Excelente estudio de las cuestiones relacionadas con la independencia judicial en varios países. 

3. Carothers, Thomas, ed. (2006), Promoting Rule of Law Abroad: ín Search of Knowledge, Carnegie Endowment for 
International Peace, Washington, DC. 

Colección de ensayos, muchos publicados con anterioridad en forma de documentos de trabajo, sobre una serie de 
cuestiones con las que se ha tropezado la ayuda realizada por los donantes en los programas dirigidos a la intensificación 
del estado de derecho. 

4. CEEJ (Comisión Europea para la Eficacia de la Justicia = European Commission for the Efficiency of Justice) (2004), 
“Pilot-Scheme for Evaluating Judicial Systems”, Consejo de Europa, Estrasburgo, 

http://www.coe. int/T/DG1/LegalCooperation/CEPEJ/Source/GrillePilote_en.doc 

Uno de los documentos de trabajo que pertenece a una serie sobre los esfuerzos que realiza la Comisión para mejorar la 
eficacia judicial y medir su funcionamiento en cuarenta y seis países europeos. 

5. Departamento para el Desarrollo Internacional (2002), Safefy, Security ans Accesible Justice: Putting Policy into 
Practica, 

http://gsdrc.ids.ac.uk/docs/open/SSAJ23.pdf 

Nota orientativa sobre la ejecución de la política del DFID sobre protección, seguridad y acceso a la justicia para todos. 

6. Departamento para el Desarrollo Internacional (2004), Non-State Justice and Security Systems: A Guidance Note, 
http://www.gsdrc.org/docs/open/SSAJ101.pdf 

Estudia cómo se pueden comprometer los actores internacionales con los sistemas no estatales, aportando ejemplos de 
Asia, África y Latinoamérica. 

7. Domingo, Pilar y Rachel Sieder, eds. (2001), Rule of Law in Latín America: The International Promotion of Judicial 
Reform, Instituto de Estudios de América Latina, Londres 

Buena visión general de los programas de los donantes y algunas de las lecciones que se han aprendido con ellos, tanto 
positivas como negativas. 
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8. Friedman, Lawrence M. y Rogelio Pérez Perdomo, eds. (2003), Legal Cultura in the Age oi Globalization: Latín America 
y Latín Europe, Standford University Press, Standford, 

Buena visión general de los problemas que se han encontrado en y durante el desarrollo de sistemas de derecho civil. 

9. Golub, Stephen y Mary McCIymont, eds. (200), Many Roads to Justice, Ford Foundation, Nueva York, 
http://www.fordfound.org/publications/recent_articles/docs/manyroads.doc 

Presenta programas de acceso patrocinados por la Fundación Ford por todo el mundo. 

1 0. Jensen, Erik y Thomas Heller, eds. (2003), Beyond Common Knowledge: Empirical Approaches to the Rule of Law, 
Stanford University Press, Stanford. 

Tratamiento académico de los problemas que se han encontrado al promover la reforma del sistema de justicia en 
distintas culturas legales. 

11. Oficina del Alto Comisionados para los Derechos Humanos de las Naciones Unidas (2006), F?u/e ofLaw Tools for 
Post-Conflict States, UNOHCDR, 

www.ohchr.org 

Serie de directrices sobre seguimiento de sistemas legales, elaboración de mapas del sector de la justicia, iniciativas de 
investigación y procesamiento y comisiones de la verdad. 

12. USAID (Agencia para el Desarrollo Internacional de los Estados Unidos) (2001), Case Tracking and Management Guide, 
USAID Center for Democracy and Governance, Technical Publication Series, Washington, DC, 
wv\Aw.usaid.gov/our work/democracy and governance/publications/pdfs/pnacmOOl ,pdf 

Breve debate sobre la finalidad de tos programas de gestión de casos y cómo organizados. 

13. USAID (Agencia para el Desarrollo Internacional de los Estados Unidos) (2001), Guidance for Promoting Judicial 
Independence and Impartiality, USAID Office of Democracy and Governance, Technical Publication PN-ACM-003, 
Washington, DC, noviembre 

www.usaid.gov/our work/democracy.. and, ,governance/publications/pdfs/pnacm007.pdf 

Estudio de las dificultades que presentan los dos temas en todas las regiones en las que han trabajado los donantes. 

14. Banco Mundial, Vicepresidencia de Justicia, (2002), Legal and Judicial Reform: Observations, Experiences, and 
Approach ofthe Legal Vece Presidency, Banco Mundial, Washington, DC, 
http://www4.worldbank.org/legal/publications/ljrobservations-final.pdf 

Resumen de los programas del Banco Mundial y razones para emprenderlos, en el que se incluyen las lecciones 
Notas del lector: 


A/otas a! pie: 

' Seguridad jurídica, término clave de la reforma del sistema judicial, se refiere a la aplicación previsible de las leyes y sanciones que ofrece a la población la posibilidad de prever las 
consecuencias legales de sus propios actos, así como de los de otros. 

* Mendelson-Forman (2006), p. 20-21. 
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SECCIÓN 7: EJECUCIÓN DE LA REFORMA DEL SISTEMA DE SEGURI- 
DAD POR SECTORES 

SECCIÓN 7.7 : REFORMA DEL SISTEMA PENITENCIARIO 


Cuestiones clave 

• Garantizar un sistema desmilitarizado, profesional y gestionado por civiles centrado en la rehabilitación de 
presos. 

• Fortalecer y ejecutar un marco legal sobre prisiones basado en los criterios internacionales sobre los dere- 
chos humanos. 

• Convertir el ingreso en prisión en el último recurso reduciendo la detención preventiva e introduciendo 
medidas alternativas para los delincuentes juveniles. 

• Garantizar medidas especiales para proteger a las mujeres encarceladas, así como a los menores, los 
deficientes mentales y los miembros de otros grupos vulnerables. 

• Impulsar mecanismos independientes de control y aceptar el seguimiento internacional de las prisiones. 

• Desarrollar un enfoque conjunto con otras instituciones relacionadas con la seguridad y la justicia y con 
los Ministerios de bienestar social, educación y salud. 


1. Importancia de este sector para la reforma del sistema de seguri- 
dad 

La encarcelación de quienes han cometido delitos graves es uno de los elementos básicos de la 
seguridad humana. Las cárceles se utilizan para proteger a la comunidad, disuadir a los posibles 
infractores, exigir retribución y rehabilitar a los delincuentes. Sin embargo, las condiciones de vida y 
trabajo en muchas prisiones y centros de detención, y el alcance de los malos tratos que se producen 
en su interior no ofrecen la menor oportunidad para equilibrar esas funciones. De hecho, en muchos 
casos, se violan los criterios más básicos de los derechos humanos. Con frecuencia se detiene a 
gran parte de los reclusos sin juicio y las cárceles' están llenas de pequeños delincuentes, enfermos 
mentales y minorías objeto de discriminación. Además de tratarse de una importante cuestión de 
justicia, la reforma de las cárceles es un componente clave del marco de seguridad. Con frecuencia 
en ellas existe un alto nivel de violencia. Las bandas criminales siempre encuentran oportunidades 
para reclutar nuevos miembros, se pueden aprender nuevos métodos delictivos y el contagio de 
enfermedades infecciosas constituye un grave riesgo para los reclusos, el personal y la comunidad 
en general. Crear cárceles dirigidas por civiles vinculadas con los sistemas nacionales de salud y 
bienestar y con estrechos vínculos locales para ayudar en la reintegración y rehabilitación sociales 
puede suponer una importante contribución al control del delito y a la paz y estabilidad de la 
comunidad. 


2. Importantes conexiones con una reforma del sistema de seguridad 
más amplia 

2.1 El sistema de justicia penal 

Las prisiones no pueden controlar su entrada: reciben los resultados de las decisiones que se toman 
en otros ámbitos del sistema de impartición de la justicia y de seguridad. La cantidad y categoría de 
quienes están en prisión es el resultado de la interacción de la cultura, historia, política y situación 
socioeconómica, de la ley penal y de las decisiones de funcionarios de policía, fiscales y jueces. Por 
lo tanto, la situación que se produce en el interior de las cárceles está inextricablemente ligada al 
sistema de justicia penal en toda su amplitud y al conjunto de la situación política. Cualquier 
programa de reforma de las prisiones tiene que estar apoyado en este contexto; no se puede llevar 
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a cabo por separado. 

2.2 Mecanismos de control 

Las prisiones constituyen un mundo relativamente cerrado, y es fácil ocultar lo que ocurre detrás 
de sus muros. Los reclusos suelen estar peor considerados que la población libre, de donde se 
deriva que las violaciones de sus derechos no llegan automáticamente a conocimiento público. Por lo 
tanto, es necesario establecer todo un abanico de mecanismos de control. Si ya existen sistemas de 
inspección de los centros de detención militar y de las comisarías y procedimientos de presentación 
de denuncias de quienes son objeto de violaciones de derechos por parte del ejército y la policía, 
estos sistemas se pueden modificar para que alcancen a la inspección de las cárceles y reciban las 
denuncias procedentes de los lugares en los que no existan esos mecanismos dedicados al control. 

2.3 El ejército 

En los Estados que cuentan con un Gobierno militar, las cárceles pueden estar bajo el control del ejér- 
cito. En los Estados que tienen un pasado de dictadura militar, uno de los legados recibidos puede 
ser que las prisiones estén gestionadas según el sistema militar, con funcionarios que tienen rango 
militar e imponen la disciplina militar. En los lugares en los que la reforma de las fuerzas de defensa 
ya se ha emprendido, parte de esa reforma debería consistir en separar el sistema de prisiones civil 
del militar. Esta cuestión hay que tenerla en cuenta incluso en países que carecen de ese pasado de 
Gobierno militar, por ejemplo en la República Dominicana, tal y como se estudia en el Caso 7.7.1 . 

2.4 Las agencias de seguridad 

En algunos Estados las agencias de seguridad cuentan con sus propios centros de detención, 
centros que no forman parte del servicio principal de prisiones. Su paradero suele ser secreto y 
la gente desaparece sin orden judicial ni control independiente alguno. El conocimiento de lo que 
sucede posteriormente con estos detenidos suele ser igualmente inaccesible a la vigilancia exterior. 
Entre los principales objetivos destacan: aumentar el control sobre estos centros, el traslado de los 
reclusos a los servicios correccionales oficiales, y garantizar el debido proceso legal a los reclusos. 

2.5 La policía 

En algunas ocasiones las cárceles están gestionadas por una rama de la policía. En estos casos, sue- 
len estar bajo el control administrativo de los ministerios del interior o de asuntos internos. El hecho 
de que la administración y control de las prisiones recaigan en el Ministerio responsable de la policía 
y la seguridad interna puede desdibujar la diferencia en las funciones de ambos cuerpos, policía y 
funcionarios de prisiones, además de poner en peligro la estrecha colaboración que debe existir entre 
la magistratura y el sistema penitenciario. 

3. Cómo dirigir una evaluación de la reforma del sistema de seguridad 

Tabla 7.7.1 : Cuestiones a tratar en una evaluación del sistema penitenciario 


• ¿Cuál es el marco legal y organizativo deí sistema de prisiones? ¿Existe alguna ley 
específica sobre el funcionamiento de! sistema de prisiones? 

• ¿Qué Ministerio gubernamental tiene la responsabilidad sobre las prisiones? 

• ¿Qué nivel de integración tiene el departamento de prisiones en el ministerio? 

• ¿Qué puesto ocupa el jefe de la administración de las prisiones en la jerarquía del 
ministerio? 

• ¿Qué nivel de acceso a las prisiones tienen los movimientos de la sociedad civil, 
especialmente los que se ocupan de reclusos vulnerables? 

• ¿Cuál es la opinión pública sobre las prisiones y el trato que reciben los reclusos? 
¿Existe alguna diferencia de opinión en función de los distintos grupos de población 
(hombres/mujeres, población urbana/rural, ricos/pobres, minorías)? 


»> continúa 
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Tabla 7.7.1: 


Cuestiones a tratar en una evaluación del sistema penitenciario 


Responsabilidad y 
control 


Capacidad 


Gestión 


• ¿Qué tipo de registros e informes se exige a la Administración de prisiones? 

• Los datos sobre los reclusos, ¿son totalmente accesibles? 

• ¿Existen informes anuales, estadísticas sobre defunciones en prisión, informes sobre 
incidentes violentos y medidas de funcionamiento? ¿Se ha realizado alguna discrimi- 
nación de los datos por sexo, origen étnico u otras variables importantes? 

• ¿Existen centros de detención que no se clasifiquen oficialmente como prisiones o 
que no estén sometidas al control de la Administración de prisiones? En caso afirma- 
tivo, ¿quién tiene autoridad sobre ellas? 

• ¿De qué modo está implicado el Parlamento en las cuestiones relacionadas con las 
cárceles? 

• ¿Existen cuerpos externos independientes ante los cuales los reclusos puedan presen- 
tar sus reclamaciones y quejas? 

• ¿Qué mecanismos existen para la inspección independiente de las prisiones y la publi- 
cación de los resultados de dichas inspecciones? 

• ¿Cuál es el marco legal que configura la gestión de las prisiones? 

• ¿El derecho penal y su ejecución son consecuentes con el marco internacional de los 
derechos humanos? (Véase Bibliografía, 10). 

• ¿Están sujetas las cárceles según los informes del Gobierno a los organismos del 
Tratado como la Comisión de las Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño? 

• ¿E! Gobierno ha ratificado, o tiene pensado hacerlo, el Protocolo Opcional de la 
Convención de las Naciones Unidas contra la Tortura (Optional Protocol to the UN 
Convention Against Torture), que crea un sistema permanente de visitas de observa- 
dores internacionales a los centros de detención?^ 


• ¿Las prisiones son seguras? ¿Cuál es el nivel de las condiciones de vida en las 
prisiones en relación con los criterios aceptados por la comunidad internacional? 

• ¿Qué formación tiene el jefe de la Administración de prisiones: servicio civil, militar, 
policía, otras profesiones? 

• ¿Qué nivel de apoyo tiene la reforma en el seno de la Administración de prisiones? 

• ¿Con qué incentivos y frenos cuenta la reforma? 

• ¿Qué circunscripciones externas como grupos religiosos, movimientos en defensa 
de los derechos humanos, movimientos de mujeres y grupos del mundo académico 
apoyarían la reforma de las prisiones? 

• Las cárceles, ¿son accesibles a los medios de comunicación y las informaciones 
relacionadas con ellas se cubren con responsabilidad por parte de estos medios? 


• ¿Cuáles son los criterios de selección de la plantilla de las cárceles? 

• ¿Se trata de puestos civiles, militares, de policía o de una combinación de todos ellos? 

• ¿Existe un sistema de formación básico y una estructura de ascenso equitativa y limpia? 

• ¿Es posible que el personal femenino ascienda en el sistema penitenciario porque no 
se tiene en cuenta el sexo? ¿Existen políticas y barreras estructurales para la igualdad 
en el empleo y trato de las mujeres o del personal de otras minorías? 

• ¿Se puede hacer un estudio de los costes periódicos anuales del sistema penitenciario, si 
hay fondos para emprender reformas y quién toma, en última instancia, la decisión 
sobre los gastos? 

• ¿Se mantiene una separación entre hombres y mujeres, menores y adultos, preventivos 
y convictos? 

• ¿Existen instalaciones adecuadas para actividades relacionadas con la salud, la 
formación, el trabajo, la educación y el ocio tanto para reclusos varones, como mujeres 
y menores? 

• ¿Son significativos los problemas relacionados con la salud o las drogas en los centros 
penitenciarios? En caso afirmativo, ¿qué se está haciendo para solucionarlos? 

»> continúa 
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Tabla 7.7.1: 


Cuestiones a tratar en una evaluación del sistema penitenciario 


Gestión 

(continúa) 

• ¿Qué capacidad aproximada tiene el sistema penitenciario y a cuántos reclusos puede 
mantener? ¿Qué tipo de delitos han llevado a los reclusos a ser juzgados e Ingresar en 
prisión? ¿Cuál es el origen social y económico, desglosado, de la población reclusa? 

• ¿Qué porcentaje de la población reclusa está en prisión preventiva y qué promedio de 
tiempo pasan en ella? 

• ¿Cuál es el nivel de delincuencia y violencia en las cárceles? 

• ¿Cuál es el nivel de riesgo de que los reclusos sean reclutados por organizaciones 
terroristas o dedicadas al crimen organizado, o de que aprendan nuevos métodos para 
cometer los delitos? ¿Cuál es el nivel de riesgo de que los reclusos sigan dirigiendo las 
actividades de sus grupos de crimen organizado desde el interior de la cárcel? ¿Qué se 
está haciendo para solucionarlo? 

• Los reclusos, ¿pueden seguir practicando su religión? 

Coordinación con 
otros elementos 
del sistema de 
seguridad 

Compromiso 
de la comunidad 
internacional 

• ¿Se asigna a magistrados particulares o a otros profesionales de la magistratura la 
responsabilidad de seguir o ejecutar las sentencias, encarcelamiento incluido? 

• ¿Existen foros conjuntos sobre justicia penal en los que el personal responsable de la 
Administración de prisiones pueda establecer contacto con miembros de la policía, 

la fiscalía y la magistratura, para debatir la gestión del sistema, las repercusiones de la 
política de justicia penal sobre las prisiones y las medidas encaminadas a reducir el 
hacinamiento, así como la posibilidad de conmutaciones en la sentencia y de alternati- 
vas a la prisión? 

• En caso afirmativo, ¿cuál es la eficacia de estos cuerpos? 

En qué actividades dirigidas a mejorar las prisiones están implicados actualmente los 

actores externos y qué actividades han realizado en el pasado? 

• ¿Visitan los responsables del consulado de las embajadas a los reclusos de procedentes 
de la nación a la que representan® y aportan información a sus colegas políticos? 

• Los embajadores, ¿visitan las prisiones y mantienen vínculos con ONG interesadas en 
las cárceles? 

• Los donantes, ¿se acuerdan de incluir el sistema de prisiones al elaborar programas de 
salud, de gobierno local u otros? 


Se puede encontrar una herramienta de evaluación exhaustiva sobre la reforma del sistema penitenciario en la 
lista de comprobación de UNODC Assessment Toolkit, disponible en: 
www.unodc.org/unodc/en/criminal_justice_assessment_toolkit.html. 


4. Posibles puntos de partida 

4.1 Cambio político 

Cuando los Estados pasan de un régimen totalitario a una democracia, normalmente uno de los 
primeros cambios que emprenden es acabar con el secretismo respecto al sistema penitenciario y 
permitir que miembros de las organizaciones públicas y de la sociedad civil accedan a ellas. En ese 
momento las reformas suelen contar con apoyo de la población y político y, si se aprovecha, pueden 
tener un gran alcance. Por otro lado, si el nuevo Gobierno que llega al poder está comprometido 
con los derechos humanos, considerará la reforma de las prisiones como una prioridad esencial, 
especialmente en el caso de que algunos de los miembros del nuevo Gobierno hubieran sido encar- 
celados por sus opositores políticos. 

4.2 Disturbios, fugas en masa y graves violaciones de los derechos humanos 

Los incidentes más destacados como los disturbios o los informes sobre graves violaciones de los 
derechos humanos cometidas en prisión que atraen la atención internacional ofrecen a los reformistas 
locales la oportunidad de generar el interés político sobre la reforma del sistema penitenciario. 
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4.3 Salud 


Los elevados índices de enfermedades contagiosas dentro de las cárceles hacen que la salud sea 
un punto de partida clave. Las prisiones suelen ser el lugar de origen de epidemias de tuberculosis y 
pueden albergar gran número de reclusos infectados por SIDA y hepatitis B y C (véase Bibliografía, 
5). Los problemas de salud pueden atraer el interés y la entrada del Ministerio de Salud dado que las 
epidemias que se propagan en los centros penitenciarios pueden constituir una importante amenaza 
para la salud pública. El interés de la opinión pública y el apoyo a la reforma de las prisiones también 
pueden ser suscitados por el temor de que las epidemias de las cárceles acaben afectando al resto 
de la comunidad. Incluir las prisiones en los programas de salud nacional suele constituir una priori- 
dad importante. Entre las medidas que se pueden aplicar se cuentan: que el personal de las prisiones 
reciba formación por parte de trabajadores del sector de la salud, y la distribución de condones y 
desinfectantes para evitar la propagación de la enfermedad. El Caso 7.7.2 sobre la reforma de las 
cárceles en Kazajstán estudia los beneficios que aporta tratar las cuestiones relacionadas con la 
salud y la reforma de las prisiones al mismo tiempo. 

4.4 Grupos vulnerables 

Dentro de la población de las prisiones hay grupos especialmente vulnerables. Por ejemplo, las mu- 
jeres reclusas suelen contar con terribles antecedentes de violación y pobreza. Algunas de las de- 
tenidas tienen a sus hijos más pequeños en la prisión junto a ellas. Aunque el marco internacional 
de los derechos humanos desaconseja el ingreso en prisión de los presuntos delincuentes juveniles, 
muchos Estados mantienen gran cantidad de niños en centros de detención juvenil similares a las 
cárceles o en las prisiones junto a los adultos. Enfocar la reforma de las prisiones mediante la mejora 
del trato que reciben estos grupos y sacar a la mayor parte de ellos de la cárcel puede constituir una 
forma indiscutible de introducir el asunto en la agenda. Por ejemplo, en Eilipinas, tras siete años de 
campaña llevada a cabo por organizaciones de defensa de los derechos de los niños y apoyada por 
UNICEF, se aprobó en 2006 una ley del menor que elevaba la edad de responsabilidad penal de los 
nueve a los quince años y creaba un sistema basado en el bienestar para atender a los niños con 
problemas^. 



BURUNDI, Bujumbura: Manos de un detenido en la prisión de Mbimba. 
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4.5 Instrumentos internacionales de los derechos humanos 

Las obligaciones impuestas por los tratados bajo los instrumentos internacionales de los derechos 
humanos pueden proporcionar a los actores internacionales la oportunidad de impulsar una respues- 
ta estructurada a los problemas de las cárceles. El artículo 10 del Convenio Internacional de los 
Derechos Civiles y Políticos {International Covenant of Civil and Political Rights) estipula que “toda 
persona privada de libertad será tratada con humanidad y respeto en virtud de la dignidad inherente 
a todo ser humano”. Construyendo sobre esta afirmación se pueden reordenar todos los aspectos 
del sistema penitenciario: las condiciones de vida, la formación del personal y los programas de 
rehabilitación. 

5. Cuestiones importantes para el diseño de programas 

5.1 Comprender la sensibilidad política de esta cuestión 

La reforma de las prisiones no cuenta con una venta fácil. Gastar dinero en las prisiones no puede 
competir con el interés por realizar inversiones en hospitales y escuelas. Muchos reclusos habrán 
cometido crímenes atroces. La opinión general será “¿Por qué deben tener derechos?”. Por lo 
tanto, la reforma de las prisiones se debe enfocar, iniciar y realizar con la firme decisión de ganar 
apoyo y vencer a los detractores. El trabajo en las cárceles, y con la Administración de prisiones, tiene 
que estar acompañado por el trabajo que se realice en el Parlamento, los medios de comunicación, 
las universidades, las ONG y la población en general. El tiempo invertido en impulsar el debate sobre 
el uso de las cárceles, cómo deberían ser, qué beneficios obtiene la sociedad de la encarcelación, y 
que alternativas existen para evitarla, no es un tiempo desperdiciado en cuestiones preliminares: es 
un tiempo invertido en la reforma del sistema penitenciario. Es importante garantizar al mismo tiempo 
la atención a las víctimas, y eso manifestará un enfoque imparcial. 

5.2 Abordar la corrupción 

La corrupción constituye un elemento inherente del sistema penitenciario de muchos países. 
El personal está con frecuencia mal preparado y pagado, y depende de los pagos corruptos para 
alcanzar un salario que le permita vivir. La corrupción se oculta con facilidad porque las cárceles 
están cerradas a la vigilancia de la población y los reclusos no están en situación de quejarse. En 
los casos en los que los reclusos tienen acceso a sumas importantes de dinero, la corrupción llega a 
convertirse en un auténtico problema. Hay casos en los que la corrupción ha adquirido carta de natu- 
raleza hasta el punto de que se publica una lista de precios del coste del alojamiento en los distintos 
tipos de celda, de los teléfonos móviles, drogas y otros artículos prohibidos. En otro nivel, se pueden 
comprar las evasiones y las libertades condicionales. En Sudáfrica una investigación judicial de la 
corrupción de las cárceles sacó a la luz que todos y cada uno de los aspectos de la vida en la prisión 
estaban sujetos a malas prácticas, incluida la venta de reclusos jóvenes a otros mayores para uso 
sexual^. Hasta que no se trata la corrupción a gran escala, apenas existen oportunidades para llevar 
a cabo una reforma del sistema penitenciario. Acabar con la corrupción exige prestar atención a los 
salarios de los funcionarios de prisiones, una gestión fuerte y decidida y unos mecanismos eficaces 
de seguimiento y transparencia. 

5.3 Evaluar las cuestiones de género e integrarlas en los esfuerzos y los programas de la reforma 

La mayor parte de los sistemas penitenciarios están diseñados para reclusos varones, que repre- 
sentan prácticamente un 95% de la población reclusa®. En este ámbito se incluyen las instalaciones 
físicas, los procedimientos de seguridad, las instalaciones sanitarias, las normas de contacto con la 
familia, el trabajo y la formación. El resultado es que hay que examinar profundamente los sistemas 
e instalaciones destinados a las mujeres reclusas para garantizar que se adecúan a sus necesidades 
(véase Bibliografía, 2). También hay que tener en cuenta necesidades especiales como las de las pre- 
sas embarazadas y las de aquellas que tienen a sus hijos consigo. Un alto porcentaje de las mujeres 
han sufrido malos tratos físicos, psíquicos y/o abuso sexual antes de entrar en el sistema de justicia 
penal por lo que se debe tener en cuenta su salud mental y física en la planificación y en la prestación 
de los servicios de prisiones'. 
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Cuadro 7.7.1 : Normas internacionales sobre la detención de mujeres y de menores 

• Existencia de instalaciones separadas para la detención de hombres mujeres y jóvenes. 

• Las mujeres presas tiene que ser registradas y supervisadas por guardias mujeres. 

• Las mujeres presas tiene que ser trasladadas con otras mujeres presas. 

• Los niños que viven en prisión deben ser protegidos de la violencia. 

• No puede producirse discriminación hacia las mujeres presas respecto a otros grupos de población 
reclusa {en cuanto a instalaciones, acceso a la formación, educación, servicios sanitarios, ocio, régimen 
de visitas). 

• Hay que garantizar el acceso al ocio y al trabajo remunerado para completar la formación vocacional de 
los jóvenes detenidos. 

• El personal de las instalaciones dedicadas a jóvenes tiene que incluir personal no correccional, es decir, 
educadores y psicólogos, y todo el personal debe tener prohibido llevar o utilizar armas. 

• La formación, el cuidado de la salud, las instalaciones sanitarias y el tiempo concedido a las visitas fami- 
liares tiene que ser relevante y diseñado para las necesidades de las mujeres presas. 

• Tienen que existir instalaciones especiales para reclusas embarazadas o en período de lactancia. Siempre 
que sea factible, hay que enviar a las mujeres embarazadas a dar a luz a hospitales externos. 

• Hay que establecer y promover sistemas para recibir e investigar las denuncias sobre violencia y abuso 
sexual del personal de la prisión contra las reclusas. 

Fuentes: DPKO de las Naciones Unidas, “Gender and Corrections", en Gender Resource Package for Peacekeeping Opera- 

tions] Friends World Committee for Consultation, Integration of the Human Rights oí Women and the Gender Perspective and 

UN Rules for the Protection of Juveniles Deprived oftheir Liberty, Asamblea General de las Naciones Unidas, 1990. 


6. Ordenar los programas eficaces 

6.1 Crear el clima apropiado para la reforma de las pri- 
siones 

Independientemente de lo favorable que se muestre el 
Gobierno, la mayor parte de los programas de reforma de 
las prisiones tiene que comenzar por vender la idea. Activi- 
dades del tipo de las reuniones públicas, visitas a prisiones 
de personas conocidas, encargar y publicar informes sobre 
las condiciones de vida en las prisiones, publicar informes 
sobre el carácter de la población de las prisiones y sobre el 
número de delincuentes que han cometido delitos menores, 
pequeños, sin importancia, están encarcelados a costa de 
los contribuyentes generará un clima positivo. Una comisión 
de alto nivel o un grupo de trabajo integrado por socios 
relevantes que apoyen las actividades encaminadas a la 
reforma evitarán los bloqueos posteriores. Las organi- 
zaciones en defensa de los derechos humanos y los 
movimientos de mujeres ayudarán a desarrollar el apoyo 
de la población a la reforma de las prisiones y suscitarán 

BRASIL: Reclusos en la Prisión de Manaos que. como ¡nterÓS pOr CUestioneS espeCÍficaS COmO la jUStlcla y deten- 

tó mayor parte de tós cárceles brasileñas, carece de 

personal y está saturada de 
reclusos, y en las que la violencia es habitual. 



6.2 Convencer a los gestores y personal de las prisiones 

Los funcionarios que trabajan en el sistema penitenciario suelen mostrarse escépticos respecto a 
las reformas y al resultado que puedan producir. Pero se trata de las personas que tienen mayores 
posibilidades de hacer distinta la vida diaria de las prisiones. Para convencerles, todo programa que 
se emprenda tiene que dar respuesta a la mala situación del personal de las prisiones tanto como a 
los derechos humanos de los reclusos. Es importante el liderazgo desde los ámbitos de gestión. La 
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reforma de las cárceles sólo puede surgir de que quienes las administran y trabajan en el sistema 
tengan una visión distinta de su propio trabajo. Un enfoque de los actores externos dirigido a con- 
seguir este cambio cultural consiste en trabajar durante un largo período de tiempo con el personal 
y los gestores de un grupo de cárceles, ayudándoles a reconsiderar su forma de dirigir la prisión y 
cómo se podrían acercar más al modelo concebido según los criterios internacionales sobre los dere- 
chos humanos, mejorando de este modo tanto la situación de los gestores y del personal como la 
de los reclusos. Si se empieza tratando asuntos que puedan cambiar de forma inmediata (y que sólo 
se puedan hacer de esta forma porque siempre se han hecho de esta forma), el proyecto avanzará 
hacia ideas de mayor envergadura a medida que vaya creciendo la confianza. Después de tres años, 
el efecto por acumulación sobre la vida de los reclusos puede ser substancial. El Caso 7.7.3 sobre 
Nigeria estudia la importancia de infundir orgullo en el personal de las prisiones en relación con su 
profesión, y mejorar sus condiciones de trabajo. 

6.3 Mantener el interés y el compromiso 

Tras el lanzamiento inicial y el estallido de entusiasmo, el diseño del programa necesita hacer acopio 
de jalones regulares, momentos previamente determinados de alguna forma en los que el personal 
de las prisiones pueda ver que el programa marcha en una dirección clara, y que ellos forman parte 
de un ejercicio profesional de desarrollo que les va a beneficiar. 

7. Lecciones aprendidas para orientar la ejecución 

7.1 Apoyar programas dirigidos a reducir el número de reclusos 

Reducir el número de reclusos es, con frecuencia, una de las metas de las actividades de la reforma 
de las prisiones, por varios motivos. Mantener un número de reclusos elevado constituye una impor- 
tante fuente de gastos para cualquier país y raras veces hay capital disponible para construir nuevas 
cárceles. Muchos de los reclusos no han pasado por un proceso legal oficial, no constituyen una 
amenaza para la seguridad pública y no son culpables de los delitos que se les imputan o no han 
sido acusados de delitos realmente graves. Los sistemas de arresto y libertad condicional suelen ser 
eficaces pero suponen altos gastos en tareas de administración y supervisión. Con frecuencia en 
algunos países se han declarado amnistías; se trata de una medida eficaz para reducir el número de 

Cuadro 7.7.2. Distintas formas de reducir el número de reclusos 

Hay varias formas de reducir el número de reclusos. Una de ellas es aceptar sólo a aquellos detenidos sobre 
los que pesa una autorización judicial para la encarcelación. Suele ser eficaz acelerar los procesos judiciales 
de manera que los detenidos pasen menos tiempo en prisión preventiva. Los códigos de procesos penales 
se pueden adaptar de manera que sean los jueces más que los fiscales quienes tomen la decisión del ingreso 
en prisión preventiva®. Los jueces o magistrados pueden visitar las prisiones y liberar a quienes lleven de- 
masiado tiempo o estén recluidos de forma ilegal. En Mozambique, las ‘comisiones de fortalecimiento de la 
legalidad’ revisan regularmente la legalidad de la detención haciendo giras por las prisiones para revisar los 
archivos de reclusos®. Se pueden introducir en las leyes límites de tiempo para la prisión preventiva. Grupos 
paralegales pueden visitar las cárceles y ayudar a los detenidos a preparar la solicitud de fianza, tal y como 
se hace en Malawi. En Bihar, La India, en las prisiones se constituyen “tribunales” provisionales para tratar 
in situ'° los casos menores. 


7.2 Control 

El control independiente es un factor importante para realizar el seguimiento del funcionamiento 
del sistema de prisiones y garantizar que las reformas sean sostenibles. En La India, la Comisión 
Nacional para los Derechos Humanos y las comisiones estatales cuentan entre sus funciones con 
la realización del seguimiento de la detención. Algunos países, por ejemplo Sudáfrica, tienen un 
cuerpo estatutario de inspectores de prisiones. Hay países en los que el control de las prisiones es 
una responsabilidad judicial, mientras que en otros esta función recae sobre la oficina del media- 
dor. Fortalecer los mecanismos de control y elevar su perfil entre la población constituye una forma 
eficaz de impulsar y sostener la reforma de las prisiones. En Sudáfrica el inspector judicial de las 
prisiones pone a disposición del público los resultados de la inspección a través de una página web 
(http://judicialinsp.pwv.gov.za/Default.asp). 
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8. Retos comunes y formas de superarlos 

8.1 Falta de recursos 

En algunos Estados, la pobreza y la falta de capacidad se encuentran en un nivel en ios que la reforma 
de las prisiones a gran escala y a corto plazo constituye un objetivo imposible. Sin embargo, incluso 
en estas circunstancias, la situación se puede mejorar. Las entradas a pequeña escala pueden tener 
repercusiones significativas en la vida de las prisiones. Ejemplo de ello puede ser apoyar un mejor 
servicio de comidas para la alimentación de los reclusos, del personal que trabaja en las prisiones y 
de sus familias; proporcionar máquinas de coser y libros para la enseñanza; y apoyar a las ONG lo- 
cales que ofrecen cuidados médicos básicos. El hecho de que no se pueda emprender un programa 
de reforma de las prisiones a gran escala no implica que no se realice actividad alguna. Donde sea 
posible, los actores internacionales tienen que elevar la ayuda actual que procede de las ONG finan- 
ciadas por los donantes y de los programas gubernamentales sobre salud, educación y derechos de 
las mujeres y de los niños, y extenderlas a las prisiones. 

8.2 Mantener la seguridad 

En algunos Estados, las prisiones son lugares peligrosos tanto para los reclusos como para el per- 
sonal que trabaja en ellas. Hay que combinar el fortalecimiento de la seguridad de las prisiones para 
evitar evasiones con medidas encaminadas a fomentar en las cárceles un entorno en el que todas las 
partes tengan interés en la seguridad y el orden. 

9. Características especiales de la reforma del sistema de seguridad 
post-conflicto 

Además de las enseñanzas generales aprendidas hasta aquí, en los Estados que salen de un con- 
flicto o de un período de agitación interno se producen varias dificultades y posibilidades específicas 
para la reforma de las prisiones. 

9.1 Proporcionar instalaciones seguras para las detenciones 

El fortalecimiento del mantenimiento del orden suele ser considerado como una de las prioridades 
de la reforma del sistema de seguridad post-conflicto. Sin embargo ese mantenimiento del orden no 
será muy eficaz a menos que existan centros de detención en los que mantener a los arrestados. 
Tan pronto como la justicia de transición propia de la situación post-conflicto (ya sea nacional o 
internacional) empiece su trabajo se necesitarán unas instalaciones seguras, protegidas y humanas 
con unas condiciones de vida adecuadas. Será necesario tratar a sospechosos de haber cometido 
graves violaciones de los derechos humanos o crímenes de guerra, y será importante, para que la 
población confíe en los cuerpos de impartición de justicia de la transición, que se vea que se reali- 
zan acciones. También se pueden necesitar instalaciones de detención o procesos especiales para 
grupos con necesidades específicas, como niños soldado acusados de crímenes de guerra y casos 
graves en los que el personal de seguridad del acusado pueda estar sometido a algún peligro. Un 
sistema de justicia penal que funcione bien es un componente esencial del regreso a una sociedad 
ordenada bajo el Estado de derecho. Volver a crear el sistema penitenciario constituye uno de los 
elementos de ese proceso. 

9.2 Establecer un marco de legalidad 

Todos los centros de detención tienen que ser administrados de acuerdo con el Estado de derecho 
y con el respeto a los derechos humanos fundamentales de todos los reclusos. En los casos en los 
que no exista una ley local que se pueda utilizar, existen instrumentos internacionales relevantes que 
proporcionan bases legales (Regulación N“ 2001/28 de las Naciones Unidas Sobre los Derechos Hu- 
manos de las Personas Arrestadas por las Autoridades encargadas de imponer el Cumplimiento de la 
Ley (UN Regulation N° 2001/28 On the Rights of Persons Arrested by Law Enforcement Authorities), 
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y la Cuarta Convención de Ginebra de 1949 Relativa a la Protección de los Civiles (Fourth Geneva 
Conventlon of 1949 Relativa to the Protectlon of Civlllan Persone) [GC IV]). Los Códigos Modelo"” 
desarrollados por el Centro Irlandés para los Derechos Humanos {Irish Centre for Human Rights) y 
por el Instituto de Paz de los Estados Unidos (United States Institute of Peace) proporcionan útiles 
orientaciones para esta situación, dado que estos códigos comprenden un marco legal que puede 
responder a las necesidades de justicia en los post-conflictoss. Las consecuencias de no funcionar 
en el seno de un marco legal y de respeto a los derechos humanos pueden ser negativas para el éxito 
de la autoridad de la transición. 

9.3 Proporcionar personal que trabaje en las prisiones en ambientes post-conflicto 

Con frecuencia en estas situaciones, las operaciones de apoyo a la paz y los Gobiernos donantes 
proporcionan personal para trabajar en las cárceles. Es importante que quienes lo hagan dispongan 
de alguna experiencia internacional previa, una sensibilidad cultural, dotes como buenos comuni- 
cadores y para las relaciones interpersonales, capacidad de adaptación a entornos diferentes y una 
amplia experiencia en la gestión de prisiones. 

Caso 7.7.1 

Reforma del sistema penitenciario en la República Dominicana 

Contexto 

Como parte de su avance hacia una democracia completa, el Gobierno de la República Dominicana 
reconoció la necesidad de una reforma de las prisiones. En marzo del año 2001 la Organización de 
las Naciones Unidas publicó un informe critico sobre el progreso del país hacia la asunción de sus 
responsabilidades bajo el Convenio Internacional sobre Derechos Políticos y Civiles (International 
Covenant on Civil and Political Rights). Las malas condiciones de vida en las prisiones conformaban 
una de las áreas específicas de interés. Uno de los principales obstáculos para la reforma era el 
hecho de que no había una Administración de prisiones separada. Algunas de las prisiones estaban 
bajo control de la policía y otras bajo control militar. 

Punto de partida 

El Gobierno quería responder a las críticas que recibía tanto de fuentes internacionales como naciona- 
les y a los movimientos de la sociedad civil. 

Lecciones aprendidas 

Voluntad política - En los años anteriores los asesores y los técnicos habían visitado varios países, 
pero su implicación y sus recomendaciones no habían conseguido impulsar reformas profundas. Ha 
quedado claramente demostrado que no se puede emprender ninguna reforma real hasta que no se 
cuente con una voluntad política en su favor. En el año 2003 diversos factores externos e internos 
hicieron surgir una mayor voluntad política de atajar estas cuestiones. 

Detectar un punto de partida rentable - Los cuerpos intergubernamentales aportaron financiación 
para construir varias prisiones, pero no se tuvieron en cuenta los costes de funcionamiento que iban 
a suponer. El resultado fue que algunas de las nuevas unidades quedaron sin utilizar, mientras que en 
otras continuó la corrupción y el mal trato a los reclusos. Se tomó la decisión de que en esta ocasión 
la reforma se concentrara en contratar y desarrollar una nueva plantilla para las prisiones. 

Identificar defensores del cambio - El fiscal general dejó el proceso de cambio en manos de un 
reconocido miembro del mundo académico, con el que colaborarla uno de los directores de prisiones 
más antiguos. Fueron invitados al Reino Unido donde estudiaron el sistema de formación de los fun- 
cionarios de prisiones y debatieron con una serie de expertos que tenían amplia experiencia interna- 
cional. Se les dio apoyo continuo mientras desarrollaron y ejecutaron el programa de reforma. 
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Impacto 


En el año 2006 el experto de la comunidad internacional que había visitado el país en 2003 realizó 
una visita de seguimiento y encontró varios ejemplos que demostraban que el cambio se estaba pro- 
duciendo. Una vez contratado y formado nuevo personal para las prisiones se les asignó, en bloque, 
para hacerse cargo de las prisiones que ya existían y se habían renovado o de las de nueva creación. 
Nueve de las treinta y cinco prisiones están dirigidas por el personal recientemente formado, circuns- 
tancia que se va ampliando progresivamente. Las prisiones nuevas están bien dirigidas y presentan 
unas condiciones de vida decentes. Se ha creado una nueva escuela de formación de personal. 
El número de reclusos ha descendido en un 16% entre el año 2001 y el 2006. 

Caso 7.7.2 

Gestión del brote de tuberculosis en relación con la reforma del sis- 
tema penitenciario en Kazajstán 

Contexto 

A principios de los años noventa Kazajstán fue abandonada con un terribie legado; una red de colo- 
nias de prisiones de la era soviética (campos de trabajo). Hacia 1 997 la financiación de estas colonias 
se había colapsado. No había suficientes recursos para hacer frente a las necesidades de la vida 
diaria de los reclusos, que estaban recluidos en condiciones muy deterioradas, antihigiénicas y de 
gran hacinamiento. Este entorno ofrecía un terreno perfectamente abonado para la propagación de 
las enfermedades infeccionas: la tuberculosis estaba muy extendida. En la nueva sociedad postso- 
viética, no era posible seguir manteniendo un secretismo total en el interior del sistema penitenciario, 
y una serie de personalidades clave se dieron cuenta de que era necesaria la ayuda exterior. Holanda 
proporcionó fondos para la realización de un proyecto gestionado conjuntamente por Penal Reform 
International (PRI) y por Royal Netherlands Tuberculosis Association (KNCV). 

Punto de partida 

El desencadenante inmediato del proyecto fue la presión ejercida por el Ministerio de Salud y por 
otras autoridades regionales para dar respuesta al elevado número de reclusos puestos en libertad 
que volvían a la comunidad con cuadros activos de tuberculosis. Un informe preliminar manifestó la 
necesidad de hacer frente a las condiciones de vida en las cárceles que estaban conduciendo a esta 
situación, así como la de tratar la propia enfermedad. El informe fue aceptado por las autoridades y 
se acordó la realización de un proyecto conjunto que tuviese en cuenta estos dos elementos. 

Lecciones aprendidas 

El problema Inmediato de la propagación de la enfermedad infecciosa sóio se podía resolver median- 
te un programa de reforma más amplia de las prisiones - Existía un problema inmediato de salud 
que había que tratar con urgencia. Los socios del proyecto fueron capaces de convencer a las au- 
toridades de que, a largo plazo, este problema sólo se podía tratar en el seno de un contexto más 
amplio. 

Defensor local - El jefe regional de la administración de las prisiones decidió hacer frente al problema 
y quiso utilizar esta iniciativa, asumiendo personalmente algún riesgo profesional, para buscar una 
solución. 

Un proyecto piloto en una región - En 1997 el Gobierno de la Nación no quiso comprometerse con 
una reforma de gran alcance, pero estaba dispuesto a autorizar la puesta en marcha de un proyecto 
piloto en la región. Cuando la iniciativa empezó a presentar resultados positivos, el Gobierno nacional 
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se involucró más estrechamente. 

Impacto 

Penal Reform International (PRI) y Royal Netherlands Tuberculosis Association (KNCV) llevaron a 
cabo, en nombre de quienes aportaban la financiación, una evaluación de los resultados del proyecto 
entre 1998 y 2006. La evaluación concluyó que ahora gran parte de los interlocutores interesados en 
la justicia penal de Kazajstán aceptaban la razón fundamental que aconsejaba adoptar una estrate- 
gia conjunta al tratar la reforma penal y la salud en las prisiones, y que existían unas bases firmes 
para la sostenibilidad de las reformas. La población reclusa se había reducido significativamente y 
se había introducido legislación para mantener una reducción continuada de la misma hasta llegar a 
la estabilización (desde 88.000 reclusos en el año 2001 a 52.000 en 2006), incluyendo la utilización 
de alternativas a la cárcel. Respecto a la gestión de la tuberculosis, ahora la estrategia del sistema 
penitenciario estaba estrechamente vinculada con la del Programa Nacional sobre Tuberculosis y la 
mortalidad y morbosidad en las prisiones se había reducido de forma significativa. Kazajstán asumió 
un papel de líder regional al ayudar a iniciar la reforma en los Estados vecinos. 

Caso 7.7.3 

Reforma legal y penal en Níger 

Contexto 

Teniendo en cuenta que la transición democrática de Níger se inició al final de los años noventa, el 
país ha realizado un considerable progreso en relación con el Estado de derecho y los derechos hu- 
manos. Sin embargo, tras un período de gran inestabilidad política e institucional (en el que hay que 
contar con dos golpes de Estado, tres constituciones y diez primeros ministros), los sectores legal y 
penal conservaban una serie de problemas entre los que se cuentan la inadecuación de las penas de 
prisión, la escasa formación de los guardas de las cárceles y el hacinamiento de las penitenciarias. 

Punto de partida 

En el año 2003 el Gobierno de Níger acordó emprender un programa extensivo dirigido a la reforma 
judicial y penal (Programme d’appui aux réformes judiciaries, o PARJ). El Gobierno francés lleva pro- 
porcionando ayuda para realizar reformas en este sector desde 1997 y apoya al PARJ mediante un 
enfoque global que incluye la ayuda al sector penal, la búsqueda de alternativas a la encarcelación, 
el apoyo a las reformas legales y la promoción de los derechos humanos. 

Lecciones aprendidas 

Adoptar un enfoque integrado y formar formadores - El programa ha incluido a todos los actores 
relevantes y ha formado a jueces, trabajadores sociales y funcionarios de prisiones, haciéndoles más 
sensibles hacia una serie de cuestiones específicas como los derechos humanos, los criterios de la 
cárcel, la salud y la prevención de conflictos. Los formadores locales recibieron formación, y a su vez 
ellos han formado a un amplio abanico de partes interesadas. Todos los directores, gerentes guardias 
jefe y funcionarios de los registros y archivos, así como los guardias de la prisión, han recibido 
formación. 

Las necesidades de formación deben ser combinadas con iniciativas que traten cuestiones más 
ampiias - Desde el principio quedó claro que el proyecto de formar a los guardias, para ser sosteni- 
ble, necesitaba tener en cuenta las condiciones en las que desarrollaban su trabajo. La mayor parte 
de ellos, que procedían de las Fuerzas Nacionales de Intervención y Seguridad (Forces nacionales 
d’intervention et de sécurité), o FNIS, consideraron que su traslado a la Administración de prisiones 
era algo negativo, y la fluctuación del personal fue muy elevada. Era fundamental mejorar sus condi- 
ciones de trabajo y dar respuesta a esta opinión. 

Impacto 

El clima social en relación con las instituciones de impartición de justicia y penales y el diálogo y 
cooperación entre ellas ha mejorado gracias al programa. La magistratura se ha fortalecido, se 
observa un mayor interés general por los derechos humanos y el Código Penal y se han revisado los 
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códigos de procedimientos penai y civii. Se han acordado nuevas orientaciones sobre aiternativas a 
ia cárcel y se han iniciado proyectos piioto en seis iugares para resoiver ios casos de delitos meno- 
res. Las condiciones de los guardias de las prisiones se han mejorado creando un puesto oficial de 
guardias de prisión cuyo resultado ha sido que su papel es más respetado. Ahora reciben formación 
profesional especializada para realizar su labor y tienen unas condiciones de trabajo mejores. Esto ha 
estabilizado la elevada rotación de la plantilla de las cárceles, permaneciendo en el puesto en este 
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Notas del lector: 


Notas alpie: 

’ En este texto el término prisión también se jsa para referirse a las "instalaciones destinadas a la detención preventiva”. 

* Véase www.apt.ch para conocer los detalles sobre el Protocolo Opcional y las ratificaciones actuales, 

* Según el Articulo 36 de le Convención de Viena sobre Relaciones Consulares, 1963, las autoridades locales deben notificar "sin dilación' a todos los extranjeros detenidos el derecho que 
les asiste de que su consulado reciba la debida información sobre su detención. Por lo tanto, a petición del extranjero detenido, las autoridades tiene que notificar al consulado, sin 
dilación, facilitar la comunicación sin trabas con el consulado y garantizar el acceso de miembros del mismo al detenido. 

* Datinguinoo, Vinia (2006), ’Congress Passes Juvenile Justice Measure" Center for Investigative Journalism (PCU), 22 marzo. Véase más información en vrww.pcij.org. 

* La Jali Comisión of Inquiry: informe presentado a la Comisión Parlamentaria con Cartera el miércoles, 20 de agosto de 2002, en Pretoria, Sudáfrica. 

* Sin embargo, el número de mujeres en prisión está creciendo. En más de diez países las mujeres ya constituyen el 10% de la población reclusa, y más del 20% en otros dos países. World 
Prison Brief, www.prisonstudies.org. 

' Friends World Committee for Consuttation, Civil and Política] Rights: Independence of trie Judioiary, Administraron of Justice, Impunity, E/CN.4/2006/NGO/94, Naciones Unidas. 

®Kalinin, Y.l. (2002), The Rustan Penal System: Pasf, Present and Fuíure, International Centre for Prison Studies, Londres. 

* "Prisons in Mozambique: Report on a Visit April 4-14 2001” por Dr. Vera Chirwa, Special Rapporteur on Prisons and Conditions of Delention in Africa, Commission on Human APeoples' 
Rights, Benjuí. 

Penal Reform International (2003), 'Good Practicas in Reduoing Pre-trial Detention", diciembre. Véase más información en www.penalreform.org. 

" Los Códigos modelo fueron desarrollados por el Irish Centre for Human Rights (ICHR), la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (OHCHR) y la 
Oficina de las Naciones Unidas sobre Drogas y Delitos (UNODC) conjuntamente con USIP Se pueden encontrar en www.usip.org/ruleoflaw/projeots/codes.html. 
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SECCION 7; EJECUCION DE LA REFORMA DEL SISTEMA DE SEGURI- 
DAD POR SECTORES 

CAPÍTULO 7.8 : EMPRESAS DE SEGURIDAD Y EJÉRCITOS PRIVADOS 


Cuestiones clave 

• Desarrollo y fortalecimiento de la regulación establecida por Ley y aplicación de la misma. 

• Promover la profesionalidad y la regulación voluntaria. 

• Incrementar la transparencia, la responsabilidad y la supervisión. 

• Clarificar el papel que representa la seguridad privada y su relación con las agencias de seguridad pú- 
blica, e incrementar la cooperación. 

• Mejorar la formación del personal de las empresas de seguridad privada en los criterios de respeto a los 
derechos humanos y al derecho humanitario, conciencia de género, el uso de las armas de fuego, primeros 
auxilios y del funcionamiento profesional. 

• Integrar las reformas que se realicen en el sector de la seguridad privada en programas más amplios de 
reforma de los sistemas de seguridad. 


1. Importancia de este sector para la reforma del sistema de seguridad 

El sector de la seguridad privada se define en este manual como el que representan las empresas 
comerciales que prestan servicios de protección militar o relacionados con la seguridad con ánimo 
de lucro, ya sea a nivel nacional o internacional. Este sector presenta una serie de características 
propias en relación con la reforma de los sistemas de seguridad. El número de empleados que tra- 
baja para las empresas privadas y el tamaño de sus presupuestos superan en muchos países a los 
de las agencias públicas de imposición del cumplimiento de la ley, países entre los que se cuentan: 
Sudáfrica, Filipinas, Rusia, los Estados Unidos, el Reino Unido, Israel, y Alemania {véase Bibliografía, 
3 y 9). Sin embargo, a pesar de su tamaño, se trata de un sector que no suele ser tenido en cuenta 
en los análisis y programas de reforma del sistema de seguridad. El resultado es la considerable falta 
de experiencia de los profesionales a los que se puede recurrir al realizar los proyectos y ejecutar los 
programas de reforma del mismo. Esta sección aporta orientaciones prácticas basadas en ejemplos 
de regulación eficaz que ya existen. 


Tabla 7.8.1 Servidos prestados por los ejércitos privados y las empresas de seguridad 


Servicios del ejército 

Servicios de la seguridad privada 

• Formación/asesoramiento militar 

• Seguridad física (estática/transporte) 

• Inteligencia militar 

• Protección personal (asignación de guardaespaldas) 

• Consecución de armas 

• Respuesta rápida 

• Apoyo en combate y operativo 

• Seguridad técnica 

• Desminado humanitario 

• Servicios de vigilancia 

• Mantenimiento 

• Servicios de investigación 


• Evaluación del riesgo y análisis 


El tamaño y la importancia del sector de la seguridad privada en el conjunto de los sistemas de 
seguridad nacionales y regionales es especialmente significativo en países inmersos en períodos de 
transición, reformas del mercado y programas más amplios de reforma del sistema de seguridad, y 
en las situaciones generadas por un conflicto en activo o resuelto recientemente. En algunos casos, 
la creciente demanda de servicios privados de seguridad es reflejo de los importantes recortes por 
parte de los servicios de seguridad públicos. Si no se tiene en cuenta a este sector en una reforma 
del sistema de seguridad más amplia, llegado el momento acabará convirtiéndose, por su propia 
naturaleza, en un sector opaco y paralelo que compita con la prestación renovada de los servicios 
de seguridad públicos. Sin una regulación eficaz, la industria de la seguridad privada se limita a dar 
cuenta de sus actividades a sus clientes y accionistas en vez de rendir cuentas de forma democrática 
ante toda la población. Un sector opaco de seguridad privada facilita la violación de los derechos 
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humanos o la existencia de vínculos inadecuados entre las empresas del sector y los partidos políti- 
cos, las agencias estatales, las organizaciones paramilitares y el crimen organizado. Además, dada 
su naturaleza comercial, la prestación de servicios de seguridad privada refuerza la exclusión de los 
pobres y un acceso desigual a la seguridad. 

A pesar de estos posibles problemas, el orecimiento de la industria de la seguridad privada constituye 
una tendencia generalizada de la que se pueden extraer resultados positivos. Si es bueno, el sec- 
tor permite que los escasos recursos públicos destinados a la prestación de servicios de seguridad 
se destinen con mayor utilidad a otros propósitos, entre los que se incluye la prestación pública del 
servicio para quienes no pueden costearse los medios privados. En este sentido, una industria de la 
seguridad privada profesional y transparente puede complementar, en lugar de socavar, la capacidad 
de proporcionar seguridad que debe tener el Estado. 

2. Importantes vínculos para una reforma más amplia del sistema de 
seguridad 

La reforma del sector de la seguridad privada se debe emprender de forma concertada con otros 
programas de reforma del sistema de seguridad, para garantizar un enfoque general a los problemas 
del conjunto del sistema. 

2.1 Control civil y responsabilidad 

Los programas dirigidos a fortalecer el control civil y democrático de las instituciones dedicadas a 
la seguridad deberían tomar en consideración la estructura y las actividades del sector privado de 
la seguridad. Programas dirigidos a mejorar el conocimiento y la capacidad de los cuerpos parla- 
mentarios, las agencias reguladoras controladas por civiles y los movimientos de la sociedad civil 
deberían incluir entre sus componentes normas y control sobre el sector de la seguridad privada. 

2.2 Reforma de la policía y del sector de la defensa 

Al emprender la reforma de la policía y del sector de la defensa, es importante definir claramente 
los límites entre los papeles y responsabilidades de los servicios de seguridad del Estado y de los 
responsables de la seguridad privada, e incorporar estos convenios en un nivel operativo mediante 
el desarrollo de acuerdos de trabajo en colaboración. En ausencia de una regulación y de un control 
eficaz sobre el sector de la seguridad privada, éste puede, como ya se ha comentado, convertirse 
en una extensión incontrolada de las fuerzas de seguridad del Estado y es importante que los acuer- 
dos de trabajo en colaboración entre los sectores público y privado no se limiten a reforzar este 
problema. Por el contrario, los servicios de seguridad privada pueden evolucionar para convertirse 
en una fuerza de oposición a las fuerzas públicas de seguridad, lo que supone una grave amenaza 
a la estabilidad del Estado. Opositores al Gobierno mal intencionados pueden utilizar en provecho 
propio las reformas en curso de la policía y la defensa para desestabilizar el Estado y hacer crecer o 
aumentar su poder. 


Cuadro 7.8.1 Conexiones entre la reforma de la policía y el sector de la seguridad privada en Moldavia 
Un análisis del sector de la seguridad privada realizado en el año 2005 en la República de Moldavia puso de 
manifiesto que el cuerpo estatal de guarda, perteneciente al Ministerio del Interior, competía directamente 
con las empresas nacionales de seguridad privada por los contratos de protección, al mismo tiempo que 
funcionaba como regulador nacional del sector de la seguridad privada. También se puso de manifiesto que 
las empresas de seguridad privada habían sido utilizadas activamente por la polioía para que realizasen fun- 
ciones policiales, como detener a delincuentes y combatir contra el crimen organizado. Actualmente se está 
realizando en Moldavia una revisión de la relación existente entre la seguridad pública y la privada. 

Fuente: Page, M. et al., 2005 (Bibliografía, 9) 
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Una reestructuración de la policía y del ejército que implique reducir el número de empleados debería 
tener en cuenta los posibles impactos de esta reducción sobre el sector de la seguridad privada. En 
los países post-conflicto, ésta es una cuestión clave en los programas de desarme, desmovilización y 
reintegración y en los de control de armas (véase Sección 2). Hacer recortes puede crear una unidad 
de personal retirado de las fuerzas armadas dispuesta a ofrecer sus servicios al mercado comercial 
nacional e internacional; por ello es fundamental investigar al personal al servicio de la seguridad pri- 
vada. Esta cuestión fue sacada a la luz por el Centro Internacional para la justicia de Transición (Inter- 
nacional Centre for Transitional Justice) que ha desarrollado orientaciones para la investigación de los 
empleados del sector de la seguridad y la justicia en los contextos post-conflicto (véase el Caso 7.8.1 
en el que se estudia la investigación de los empleados del sector en Bosnia-Herzegovina)’. Además 
los reguladores poco preparados para el rápido crecimiento del sector encuentran dificultades para 
garantizar una gobernabilidad adecuada de las empresas de seguridad privada, especialmente en 
relación con las operaciones en el extranjero. 


3. Realización una evaiuación de la reforma del sistema de seguridad 
en 

este sector 

Los esfuerzos por mejorar la regulación y el control civil del sector de la seguridad privada se deben 
basar en un profundo análisis de la situación en el que se incluyan un mapa del sector y un análisis 
del marco regulador existente. Las evaluaciones de la reforma del sistema de seguridad en esta área 


Cuestionario para llevar a cabo la evaluación del sector de la seguridad privada 


Contexto 


Responsabilidad y 
supervisión 


¿Cuáles son los factores que contribuyen a la prestación y demanda de los servicios de 
seguridad privada? 

¿Quiénes son los clientes y de qué amenazas a la seguridad tienen que protegerles 
cuando se les contrata? 

¿Cuál es la opinión pública sobre las empresas de seguridad privada? ¿Difiere la per- 
cepción que se tiene sobre estas empresas en función del sexo o el origen socio- 
económico, regional o étnico del encuestado? 

¿Qué impacto ejerce el sector de la seguridad privada sobre los servicios públicos 
de imposición del cumplimiento de las leyes, los niveles de delincuencia, la seguridad 
pública, el respeto a los derechos humanos, y la confianza empresarial? 

¿Existe alguna demanda de reformas en el sector por parte del Gobierno, la sociedad 
civil, asociaciones de clientes o de las propias empresas de seguridad privada? 

¿Qué nivel de simpatía e identificación con los antiguos grupos armados, 
excombatientes o traficantes de armas tienen los empleados de las empresas de 
seguridad privada? 


¿Qué leyes y normas ha impuesto el Gobierno al sector de la seguridad privada y a la 
utilización de armas de fuego por parte de entidades corporativas civiles? 

¿Qué nivel de eficacia manifiesta su aplicación y qué agencias son responsables de esa 
aplicación? 

¿Qué agencias gubernamentales o ministerios están implicadas en el control y regu- 
lación de las empresas de seguridad privada (por ejemplo, comercio, economía, 
industria, interior)? 

¿Qué procedimientos y criterios se siguen para conceder licencias e inscribir empresas 
en el registro? 

¿Qué sistemas y criterios se siguen para investigar y conceder licencias al personal 
contratado por las empresas de seguridad privada? 

¿Están las empresas de seguridad privada o sus empleados implicados en delitos 
entre los que se incluyan violencia sexista o trata de seres humanos?, ¿han provocado 
incidentes que hayan conducido a juicios o procesos judiciales? 

»> continúa 
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Tabla 7.8.2. 


Cuestionario para llevar a cabo la evaluación del sector de la seguridad privada 


Responsabilidad y 

supervisión 

(continúa) 

• ¿Qué códigos voluntarios existen sobre oonducta u organismos y criterios industriales? 

• Quienes proporcionan servicios de seguridad privada, ¿siguen criterios claros para la 
prestación del servicio o solicitan informes sobre las empresas o individuos que contra- 
tan? 

• ¿Existen restricciones normativas sobre el uso de la fuerza o de las armas de fuego por 
parte de las empresas privadas militares o de seguridad? 

Capacidad 

• ¿Cuál es el tamaño y perfil de la industria de la seguridad privada que opera tanto en el 
país como en el extranjero (v.g. tamaño y número de las empresas, número de empleados, 
volumen de negocio anual)? 

• ¿Qué servicios pueden ofrecer las empresas de seguridad privada y cuáles prestan en 
realidad? 

• ¿Cuál es la capacidad y cobertura de la prestación del servicio de las empresas de 
seguridad privada en relación con la policía y las autoridades públicas? 

Gestión 

• ¿Cuál es la estructura de apropiación de la industria de seguridad privada (v.g. nacional, 
Internacional, filiales de empresas Internacionales)? 

• ¿Qué papel representan los grupos de accionistas /consejos de administración/ 
directores en el control y la gestión de las empresas de seguridad privada? 

• ¿Qué tipo de formación recibe el personal? ¿Existe un código de conducta? 

¿Se aplica? 

• Cuáles son las políticas y prácticas relacionadas con los recursos humanos y la 
contratación de empleados, entre las que se incluyen la igualdad de oportunidades y la 
incorporación de personal femenino? 

• ¿Investigan las empresas de seguridad privada a los solicitantes para evitar contratar 
personal convicto de delitos, acusado de conductas desordenadas o, en situaciones 
post-conflicto, de violaciones de los derechos humanos? 

• ¿Cuáles son las órdenes y los acuerdos sobre el control de! personal de servicio? 

• ¿Cómo controlan, almacenan y gestionan las armas pequeñas y la munición las 
empresas de seguridad privada? 

Coordinación con 
otros elementos 
del sistema de 
seguridad 

• ¿Qué simpatías y relaciones mantienen las empresas con los funcionarios del 
Gobierno, las agencias de imposición del cumplimiento de la ley, el ejército, los 
servicios de inteligencia, los partidos políticos, ios grupos criminales y las milicias? 

• ¿Qué relación operativa y qué división de responsabilidades existe entre las autoridades 
que prestan servicios de seguridad pública y privadas? 

• ¿Cómo se implican las autoridades estatales relacionadas con la seguridad con la 
formación, la concesión de licencias y al apoyo a las empresas de seguridad privada? 

Compromiso de 
la comunidad 
internacional 

• Los programas de reforma del sistema de seguridad que están aplicándose, 
¿incorporan el elemento de la seguridad privada? 

• ¿Han realizado los donantes algún análisis de la seguridad o del conflicto antes de 
iniciar su intervención dirigida a la reforma del sistema de seguridad, y en caso afirma- 
tivo, se consideró el sector de la seguridad privada como uno de los factores a tener en 
cuenta? 

• Los actores internacionales que operan en el país, como agencias humanitarias y 
donantes, ¿ofrecen servicios de seguridad privada y cuáles son sus criterios para su 
consecución? 
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4. Posibles puntos de partida para la reforma del sistema de seguri- 
dad 


El desarrollo de la Industria de la seguridad privada sigue una trayectoria similar en muchos países. 
A una rápida proliferación de proveedores relativamente poco regulada le suele seguir un período de 
consolidación y profesionalización en el que se establece un régimen de control interno más sofisti- 
cado y quedan relegados los empresarios más discutibles. Los puntos de partida posibles para la 
reforma dependen de la situación, en la cual hay que incluir la posición de la industria de la seguridad 
dentro de este en el seno de este continuo y amplio entorno de la seguridad. Además de las áreas 
estudiadas en la Sección 3, en las que se ilustraban los vínculos con otros aspectos de la reforma del 
sistema de seguridad, a continuación presentamos una serie de puntos de partida útiles. 

4.1 Mecanismos de regulación, de control y de funcionamiento nacionales 

Fortalecer las leyes y normativas nacionales, el control y los mecanismos de funcionamiento que 
gobiernan las empresas de seguridad privada puede constituir un punto de partida para la reforma 
del sector nacional de seguridad privada. La legislación y regulación nacionales debe cubrir, entre 
otros: el papel que representan las empresas de seguridad privada y los distintos tipos de servicio 
que proporcionan; los criterios de concesión de licencias y los controles extra-territoriales; el uso de 
la fuerza y de las armas de fuego; los requisitos establecidos para la formación, la investigación y la 
concesión de licencias al personal de las empresas de seguridad privada; y los requisitos básicos de 
transparencia y control. 

4.2 Códigos voluntarios de conducta y auto-federación 

Algunas empresas de seguridad privada han formado federaciones y han establecido códigos de 
conducta que promueven la profesionalidad y establecen criterios para la industria. Un buen ejem- 
plo de código voluntario es el ‘‘Código de Conducta y Ética para el Sector de la Seguridad Privada” 
(‘‘Code of Conduct and Ethics for the Prívate Securíty Sector) desarrollado por la Confederación 
Europea de Servicios de Seguridad (Confederaron of European Securíty Services) (CoESS) y la Red 
de trabajo de la Unión internacional, Europa (Union NetWork internacional), Europa (UNI-Europa), en 
el año 2003. La formación de federaciones y de asociaciones empresariales ha permitido alcanzar el 
consenso en torno a políticas comunes y criterios operativos, y ha fomentado la autorregulación. Por 
ejemplo, la Asociación Británica de Empresas de Seguridad Privada (British Association of Prívate 
Securíty Companies) (http://www.bapsc.org.uk), creada en el año 2006, regula las actividades de las 
empresas establecidas en suelo británico que proporcionan servicios de seguridad y protección en 
el extranjero. 

4.3 Prácticas de contratación selectiva 

Las asociaciones de clientes pueden impulsar la profesionalización contratando sólo a las empresas 
de seguridad privada con buena reputación. Las prácticas de contratación selectiva son especial- 
mente importantes para las organizaciones internacionales y las organizaciones humanitarias y de 
desarrollo que trabajan en entornos en conflicto/ post-conflicto o en transición. Se han puesto en 
marcha, tanto a nivel nacional como regional e internacional, una serie de iniciativas dignas de men- 
ción para promover estas prácticas; entre éstas destaca el manual Selecting Best Valué; A Manual 
for Organizations Awarding Contracts for Prívate Guarding Services de la Confederación Europea de 
Servicios de Seguridad (Confederation of European Security Services) (CoESS) y la Red Internacional 
de sindicatos (Union NetWork International), Europa (UNI-Europa) (http://www.securebestvalue.org/ 
ftp/man_en.pdf). 

4.4 Control de armas pequeñas y ligeras 

La introducción de regulación y control del uso de armas de fuego por parte de las empresas de 
seguridad privada puede constituir un importante componente de las estrategias y planes de acción 
nacionales para el control de armas. A este respecto, entre las medidas prácticas que se pueden 
introducir se cuentan la prohibición de armas específicas del ejército; incorporar las condiciones de 
almacenamiento seguro de las armas en propiedad de los agentes de la seguridad privada; esta- 
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blecer procedimientos adecuados para realizar los informes e investigaciones pertinentes respecto a 
la utilización y disparo de armas; y formar a los empleados en el uso de la fuerza y de las armas de 
fuego. 

Cuadro 7.8.2. Prestación del servicio de seguridad privada y control de armas pequeñas en Uganda 
El Gobierno de Uganda, en colaboración con las ONG Saferworid y SaferAfrica, desarrolló un Plan Nacional 
de Acción para la Gestión de las Armas y el Desarme (National Action Plan for Arms Management and Dis- 
armament) (NAP) dirigido a crear un marco para la acción concertada en un intento de atajar el problema de 
la proliferación de armas por todo el país. Este Plan de Acción nacional se basó en una evaluación nacional 
exhaustiva de la situación de las armas pequeñas en el que se estudiaba, entre otras cuestiones, el uso de 
las armas de fuego y de la fuerza por parte de los agentes de seguridad privada. El Plan de Acción nacional 
exigía que se realizara una revisión (actualmente en curso) de la política y legislación relacionada con las ar- 
mas pequeñas, lo que incluía el desarrollo de una serie de orientaciones nacionales sobre el uso de la fuerza 
y de las armas de fuego que los agentes de la seguridad privada debían aplicar. 


4.5 Promover la protección de la comunidad 

Los programas de protección de la comunidad deberían analizar cómo repercuten los agentes de la 
seguridad privada sobre la percepción que tiene la comunidad de la protección y de la seguridad, 
e incluir medidas para mejorar las relaciones entre las comunidades y los agentes. Esto incluye el 
incremento del control del sector de la seguridad privada por parte de las autoridades locales y de los 
grupos que conforman la comunidad; fomentar el diálogo, y favorecer los acuerdos de cooperación 
entre los agentes que prestan el servicio de seguridad y las comunidades que perfilan los papeles 
que los distintos agentes representan en el mantenimiento de la seguridad, la ley y el orden locales 
y sus prácticas. 

5. ¿Cuáles son algunas de las cuestiones del diseño? 

5.1 Dinámicas de la demanda y de la prestación de los servicios de seguridad privada 

Para diseñar los programas es crucial comprender los factores que conducen a la prestación y de- 
manda de servicios de seguridad de tal manera que éstos incorporen medidas dirigidas a la prestación 
del servicio tanto como a la demanda. La demanda puede verse intensificada por la retirada por parte 
del Estado de los servicios de seguridad de zonas determinadas, como puede ser la protección 
del comercio; por la desconfianza generalizada en la policía, especialmente entre las comunidades 
minoritarias y los más ricos; por la presencia de empresas multinacionales o de proyectos de infraes- 
tructuras más importantes; por el desarrollo de estratos sociales en el seno de la comunidad que 
disponen de mayores ingresos; y por la recepción de un legado post-conflicto que hace que la pobla- 
ción se sienta más protegida por aquellos que les han infundido confianza durante los momentos 
más difíciles. Entre los agentes clave del lado de la prestación se cuenta una auténtica muchedumbre 
disponible de personal potencial para la seguridad privada; las diferencias de salario provocadas por 
la escasa remuneración del sector público; y unas limitadas perspectivas de ascenso en la carrera 
profesional para los rangos medios del ejército y de los funcionarios de policía. 

5.2 Tamaño y estructura de la industria 

Factores como el tamaño, la estruotura y el grado de organización de la industria influirán en la 
posibilidad de que se considere preparada para la regulación voluntaria. La presencia de actores 
internacionales también puede afectar a la forma de operar de la industria y puede provocar distintas 
dificultades ante la regulación. 

5.3 Lograr el equilibrio correcto entre la prestación de seguridad pública y privada 

Es importante encontrar el equilibrio correcto entre la constitución de la capacidad del Estado para 
proteger a las comunidades y la constitución de su capacidad para regular y gestionar a los actores 
privados. El Estado tiene un papel irrenunciable en relación con la aportación del marco de regulación 
en cuyo seno se ha de prestar el servicio privado. Es esencial constituir la capacidad de regulación, 
especialmente en áreas como las de la seguridad y la de justicia. 
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5.4 Aceptación por parte de la industria y apoyo a la reforma 

Los representantes de la industria de la seguridad privada constituyen las partes interesadas prin- 
cipales del proceso de reforma, por lo que es esencial contar con sus opiniones al proyectar los 
programas. El apoyo concedido por los elementos progresistas de la propia industria puede ser 
fundamental para alcanzar el éxito, tal y como demuestra el ejemplo del Caso 7.8.1. Es importante 
comprender las distintas opiniones que se encuentran en el seno de la industria y de qué manera 
repercutirán las simpatías entre ella y las autoridades, tanto oficiales como no oficiales, en las posi- 
bilidades de alcanzar el éxito. 

5.5 Opinión pública respecto a los agentes de la seguridad privada 

Para realizar proyectos de programas que sean eficaces es fundamental comprender las distintas 
opiniones que manifiesta la población respecto al sector de la seguridad privada. Por ejemplo, en 
algunas situaciones la población considera que los agentes de la seguridad privada son más eficaces 
que los del Estado en ámbitos como el control del delito o la imposición del cumplimiento de la ley, 
lo que hace suponer que la reforma se tendrá que enfrentar a la oposición de la población. En otros 
casos, las mujeres y las niñas considerarán que las empresas de seguridad privada son más insegu- 
ras y que pueden constituir una fuente de violencia contra la mujer. En estos casos, las mujeres y las 
organizaciones de mujeres pueden convertirse en fuertes defensoras de la reforma. 

5.6 Garantizar que tanto las empresas de seguridad privada como las de ejércitos privados respeten 
los derechos humanos 

Las empresas de seguridad privada y las de ejércitos privados tienen que respetar los derechos 
humanos básicos y la dignidad de las personas. Sus políticas y acciones no pueden ser discrimina- 
torias ni ofrecer un entorno favorable a las actividades criminales como el tráfico de seres humanos, 
la proliferación de armas pequeñas o la violencia por razones de sexo u origen étnico. Al elaborar 
el proyecto de los programas de reforma del sistema de seguridad hay que dar respuesta a estas 
cuestiones, así como a lo largo del desarrollo de mecanismos eficaces de transparencia e imposición 
del cumplimiento de la ley. 

6. Ordenar los programas eficaces 

6.1 Evitar la creación de un vacío de seguridad 

En ocasiones las empresas de seguridad privada constituyen el único agente de seguridad en zonas 
o sectores en los que la autoridad del Estado es débil. Para evitar la creación de un vacío de segu- 
ridad es necesario fortalecer la prestación del servicio de seguridad del Estado y su capacidad de 
control, como condición previa para una regulación eficaz del sector de la seguridad privada. 

6.2 Intentar intervenciones tempranas para obtener el mayor éxito posible 

El orden de las reformas dependerá del grado de desarrollo, de consolidación y de regulación de la 
industria. Intervenir lo antes posible es fundamental para garantizar que la industria sea regulada con 
eficacia durante su período de formación. 

Notas del lector: 
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IRAQ, Bagdad: Contratistas de la seguridad privada realizando una misión de escolta en el Aeropuerto Internacional de Bagdad 


7. Lecciones aprendidas para orientar la ejecución 

7.1 Incluir la regulación y la supervisión en las evaluaciones y programas de reforma del sistema de 
seguridad 

Dada la naturaleza comercial de la industria de la seguridad privada, es frecuente que no exista una 
agencia reguladora ni un mecanismo de control únicos: el sector está regulado, vigilado y sometido 
a diversas agencias y autoridades estatales. Normalmente, quienes tengan un papel regulador serán 
los ministros de comercio, economía, industria e interior. La imposición del cumplimiento de la ley es 
realizada por la policía y, en ocasiones, por el ejército (dependiendo de las funciones que asuma el 
agente de la seguridad privada); el sector tiene que rendir cuentas ante varias autoridades judiciales, 
cuerpos de control parlamentarios, mediadores, empresas de auditoría y reguladores comerciales. 
Esto hace que sea casi imposible dar respuesta al sector de forma aislada, y por lo tanto, la inte- 
gración en algún nivel en los análisis de la reforma del sistema de seguridad y en otros programas 
relacionados con dicha reforma es crítica para poder llevarla a cabo. 

7.2 Dejar claros los papeles y funciones de los agentes de la seguridad privada 

La legislación debe establecer sistemas de licencias que definan con claridad qué tipo de servicios 
militares y de seguridad pueden prestar estas empresas y establecer las relaciones que han de existir 
entre los agentes de la seguridad privada y las agencias estatales, además de las funciones propias 
de cada uno de ellos. Por otro lado, los acuerdos de colaboración entre los agentes de seguridad 
públicos y privados permiten fortalecer la coordinación y proporcionan claridad en ámbitos como la 
implicación del sector privado en la imposición del cumplimiento de la ley o en las operaciones mili- 
tares, en los procedimientos de información a la policía y en el papel que tiene la policía en relación 
con el fortalecimiento de la legislación de la seguridad privada. 

7.3 Establecer criterios transparentes para conceder licencias 

Los criterios de concesión de licencias para trabajar como agente de seguridad privada tienen que 
ser transparentes y estar establecidos por ley. Entre estos criterios se pueden contar la adhesión a 
estándares de investigación y formación del personal propio, prácticas de igualdad en el empleo, 
registro y elaboración de informes sobre las operaciones realizadas, control y estructuras de gestión, 
responsabilidad ante la sociedad y relaciones con los agentes de la seguridad pública. 
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7.4 Controles extraterritoriales sobre las empresas que trabajan en el extranjero 

El control sobre las actividades del personal (donde quiera que estén realizando su trabajo) es esen- 
cial para garantizar que rindan cuentas de sus actos erróneos (donde quiera que los hayan cometido), 
especialmente en los casos en los que el entorno regulador nacional es débil. Los criterios seguidos 
para conceder a estas empresas licencias que les permitan trabajar en el extranjero deben tener en 
cuenta que la empresa o las actividades que propone no vayan a: suponer una amenaza para la ley 
y el orden, socavar el desarrollo económico, impulsar la inestabilidad y el sufrimiento humano, au- 
mentar la percepción de amenaza en los países vecinos, contribuir a provocar la intervención de un 
agresor interno o externo, o violar los embargos y sanciones internacionales. El Caso 7.8.2 estudia 
los esfuerzos realizados en Sudáfrica para regular las empresas privadas y militares de seguridad que 
operan en el extranjero. 

7.5 Formación del personal de la seguridad privada 

Las autoridades reguladoras tienen que establecer y vigilar la formación que recibe el personal de la 
seguridad privada, para garantizar que reciben una sólida base en las cuestiones relacionadas con 
los derechos humanos y el derecho humanitario, en primeros auxilios y cuestiones relacionadas con 
el sexismo. Aunque en ciertas circunstancias la formación de los empleados corre a cargo de las 
empresas de seguridad privada, los organismos estatales deben garantizar que los curriculos res- 
pondan a unos estándares mínimos, que los formadores tengan la formación adecuada y que todo el 
personal reciba cursos periódicos de reciclaje obligatorios. 

7.6 Establecer políticas transparentes y competitivas para la adjudicación de contratos 

Todos los contratos de la seguridad privada se deben ofrecer y adjudicar apoyándose en criterios 
que tengan en cuenta otros factores además de la simple cuestión económica (v.g. un pasado de 
adhesión estricta a las leyes y regulaciones nacionales e internacionales) así como considerando si la 
empresa desarrolla políticas eficaces en relación con la transparencia, la gobernabilidad, la formación 
y la investigación del personal que contrata. 

8. Retos comunes a los que hacer frente y cómo superarlos 

8.1 Oposición de la industria al cambio 

En un entorno poco regulado, los agentes de la seguridad privada y las asociaciones de clientes 
pueden tener importantes intereses económicos y políticos que se verían socavados por las activi- 
dades dirigidas a introducir reformas en el sector. Por ejemplo, el cambio puede ser especialmente 
difícil si los agentes manifiestan simpatías hacia el crimen organizado o los partidos políticos. Incluso 
en estas circunstancias, es probable que algunas empresas se beneficiaran de una mejora en la 
regulación y el control, por ejemplo, si vieran fortalecida su legitimidad. Es fundamental detectar 
las empresas que se beneficiarían de los cambios y que, por tanto, los apoyarían organizando, por 
ejemplo, asociaciones comerciales entre empresas de seguridad privada y desarrollando códigos 
voluntarios de conducta. 

8.2 Conflictos de intereses y competencia 

Comprender las relaciones existentes entre el sector público y la industria de la seguridad privada, y 
detectar los posibles conflictos de intereses que se puedan producir, constituye un importante factor 
para el desarrollo de los programas de reforma. No se trataría de un caso sin precedentes el hecho de 
que altos cargos de la función pública (entre los que se pueden contar responsables de adjudicar las 
ofertas gubernamentales) formaran parte de la junta directiva de determinadas empresas de segu- 
ridad privada, creando las condiciones adecuadas para el establecimiento de la corrupción y el mal 
uso del poder. También la vaguedad de los límites que hay entre la policía y los agentes de seguridad 
privada puede crear conflictos de interés, especialmente considerando que los agentes de la segu- 
ridad pública suelen ser el principal organismo responsable de la aplicación de las regulaciones que 
afectan a la industria privada. Por ejemplo, en un entorno sin regular es frecuente que los funcionarios 
de policía trabajen en su tiempo libre en empresas comerciales dedicadas a la seguridad, usando 
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en ocasiones su arma reglamentaria, o que los agentes de la seguridad pública y privada compitan 
por los contratos y el personal. Los conflictos de intereses también se pueden producir en el seno 
de las grandes empresas que cuenten entre sus diversas actividades con el servicio de seguridad 
privada, o sea ésta una actividad relacionada con las que desarrollan. Grandes empresas perfecta- 
mente legitimas, como son los bancos, pueden disponer de departamentos de seguridad interna que 
existen sin apoyo legal. Es importante tener claros las funciones y responsabilidades de los agentes 
de seguridad tanto públicos como privados a través de las regulaciones nacionales, y garantizar que 
las regulaciones y los procedimientos de concesión de licencias sean aplicadas en esas empresas 
que cuentan con departamentos de seguridad interna. 

8.3 La seguridad es un bien público 

La expansión de la prestación de los servicios de seguridad privada, a disposición de quien se lo 
pueda costear, puede socavar la noción de la seguridad como bien público y dificultar el acceso de 
los pobres a la seguridad. Una de las dificultades más graves consiste en regular el sector para que 
no compita ni sustituya al Estado en su función de protección de la sociedad, sino que sea comple- 
mentario de los gobiernos y deje libres parte de sus recursos que se podrían utilizar en mejorar la 
prestación del servicio de seguridad. 

8.4 La industria de la seguridad privada no es unitaria 

A diferencia de sus equivalentes del sector público, la industria de la seguridad privada está com- 
puesta por numerosas empresas diferentes que compiten entre sí para proporcionar a los clientes 
diversos servicios. Ni siquiera en los lugares donde existen asociaciones mercantiles, son éstas las 
que dictan la conducta de sus miembros sino que existen tanto para defender los intereses de sus 
miembros como para controlarlos. La consecuencia directa es la dificultad de comprometerse eficaz- 
mente, y ni siquiera establecer comunicación, con el sector en su conjunto. 

8.5 Acuerdos de inmunidad 

Los actores internacionales de seguridad privada pueden alcanzar acuerdos de inmunidad para 
evitar que se emprendan acciones judiciales contra sus profesionales en función de ciertas leyes 
nacionales. Estos acuerdos son, en algunos casos, una de las condiciones para aceptar un trabajo 
para los Gobiernos, especialmente en situaciones de conflicto o post-conflicto. Pueden provocar un 
debilitamiento del Estado de derecho en el país anfitrión, con frecuencia en el momento en el que es 
más necesario establecerlo y fortalecerlo para prestar los servicios de seguridad. 

9. Características especiales de la reforma del sistema de seguridad 
post- 
conflicto 

Además de las lecciones generales aprendidas hasta aquí, en los Estados en post-conflicto hay que 
comentar una serie de cuestiones específicas sobre la seguridad privada. 

9.1 Marcos nacionales reguladores débiles post-conflicto 

Los marcos nacionales legales y reguladores suelen ser más débiles durante el post-conflicto. Al 
mismo tiempo, niveles elevados de inseguridad y violencia armada tienen como resultado un entorno 
en el que existe una demanda significativa de servicios de seguridad privada. Dado el amplio abanico 
de actores internacionales implicados en muchas de la reconstrucción post-conflicto, éstos pueden 
resultar especialmente notables. Sin embargo, si la ley y el orden han desaparecido, carecerán de 
regulación o serán objeto de acuerdos de inmunidad. Por lo tanto, los controles extraterritoriales son 
especialmente importantes para regular a los actores de la seguridad privada en el post-conflicto. 

9.2 Afiliaciones inapropiadas de empresas 

Es imprescindible realizar un análisis profundo de la apropiación y de la estructura de mando (y con- 
trol) de las empresas de seguridad privada para garantizar que no van a funcionar basándose en las 
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simpatías anteriores con grupos criminaies, armados o partidos políticos, y que no sean exciuyentes 
en función de consideraciones étnicas o religiosas cuando contratan personai o seieccionan zonas 
de operación. En algunos casos es enormemente difícil tratar estas cuestiones, pero se pueden 
mitigar aplicando un sistema estricto de comprobación de antecedentes y procedimientos de inves- 
tigación. 

9.3 Vínculos entre el desarme, la desmovilización y la reintegración (DDR) y la industria de la 
seguridad privada 

Los programas de desarme, desmovilización y reintegración tienen que incluir de una forma espe- 
cífica al personal que trabaja en la seguridad privada, contratados normalmente en el lugar donde 
se desarrollan dichos programas y que, por lo tanto, habrán tenido un papel activo en el conflicto. 
Entre ellos se pueden encontrar excombatientes implicados en crímenes de guerra o violaciones de 
los derechos humanos. Además, los antiguos combatientes constituyen una masa de la que extraer 
personal porque suelen contar con capacidades militares específicas pero carecen de oportunidades 
económicas alternativas. Esto puede conducir a la proliferación de empresas de seguridad privada y 
a una falta de control eficaz si no se investiga y forma adecuadamente a dichos excombatientes. Es 
importante que los programas de desarme, desmovilización y reintegración tengan en cuenta estas 
cuestiones para no contribuir a la inseguridad en los contextos post-conflicto manteniendo estruc- 
turas de mando y legitimando la posesión de armas bajo capa de prestación de servicios legítimos 
de seguridad privada. 

9.4 Equilibrar la regulación de las buenas prácticas y la necesidad de ofrecer seguridad 

En algunos entornos post-conflicto, la prestación de servicios de seguridad privada es fundamental 
para la estabilización de la situación de la seguridad. Si bien es importante garantizar que todos los 
agentes de seguridad privada trabajen respetando los derechos humanos y los marcos humani- 
tarios, así como de acuerdo con las orientaciones específicas para las operaciones tales como los 
Principios Básicos de las Naciones Unidas {UN Basic Principies), puede que no sea viable evitar sus 
actividades hasta que se cree un marco regulador local y de conjunto que cubra todos los aspectos 
de la conducta. 

Caso 7.8.1 

Reforma del sector de la seguridad privada en Bosnia-Herzegovina 

Contexto 

En el año 2006, unos diez años después de que los Acuerdos de Dayton pusiesen fin a la guerra en 
Bosnia-Herzegovina, las responsabilidades de la policía aún siguen divididas entre los dos organis- 
mos estatales del país. La industria de la seguridad privada está marcada por una división similar. En 
cada uno de los organismos se aplican leyes significativamente distintas, lo que convierte en ilegal 
que un agente de seguridad privada registrado en una de ellas opere en la otra. Esto conduce a que 
la industria esté estructurada en función de factores fundamentalmente étnicos. En el año 2005 se 
atascaron las iniciativas dirigidas a introducir una regulación de la industria en toda la nación ante la 
existencia de problemas burocráticos y políticos más importantes, lo que hizo que las organizaciones 
de la sociedad civil y el número cada vez mayor de agentes de la seguridad privada llegaran a la con- 
clusión de que los problemas a los que se enfrentaba la industria había que atajarlos inicialmente de 
forma voluntaria. En junio del año 2006, se inició el “Proceso de Sarajevo” para acordar, por un lado, 
un código voluntario de conducta para los agentes de la seguridad privada y establecer, por el otro, 
unas orientaciones voluntarias de procedimiento para las asociaciones de clientes, dos aspectos que 
más tarde fueron adoptados por quienes utilizan los servicios. 

Punto de partida 

Los retrasos en la introducción de la legislación nacional frustraron las expectativas de algunos 
agentes de seguridad privada que consideraron que se estaba perjudicando su negocio potencial. 
Esto ofreció un importante punto de partida para el debate sobre el tema. 
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Lecciones aprendidas 

Planificar los problemas y las partes interesadas - En el año 2005 el Centro para los Estudios sobre 
Seguridad (Centre for Security Studies), con sede en Sarajevo, realizó un mapa de la industria de la 
seguridad privada y de su marco reguiador. Este mapa permitió detectar los principales problemas de 
regulación y grupos de partes interesadas y apuntó la regulación voluntaria como el punto de partida 
más apropiado para emprender la reforma. 

Compromiso con los agentes de seguridad privada, con las asociaciones de usuarios y con la socie- 
dad civil- Un proceso incluyente de diálogo proporcionó a todas las partes interesadas la oportuni- 
dad de contribuir al desarrollo del código de conducta y de las orientaciones de procedimiento de los 
clientes. Esto garantizaba que la iniciativa fuese transparente, especifica para la situación concreta y 
que contara con los apoyos adecuados. 

Construir sobre iniciativas de reforma del sistema de seguridad anteriores - Al incluir a representantes 
de las principales instituciones responsables de la reforma y control del sector de la seguridad de 
Bosnia-Herzegovina, como la Misión de Mantenimiento del Orden de las Naciones Unidas (EU Policing 
Mission), la OSCE y el Ministerio de Seguridad, el Proceso de Sarajevo fue capaz de tomar en 
consideración la difícil situación política e institucional de Bosnia-Herzegovina y garantizar que sus 
propuestas fuesen factibles. 

Impacto 

En agosto de 2006 todas las partes interesadas clave adoptaron el código voluntario de conducta 
y las orientaciones de procedimiento del cliente^, y actualmente se está desarrollando un proceso 
para crear una asociación nacional de la industria de la seguridad para promover estos documentos. 
Al permitir el diálogo entre las principales partes interesadas, el Proceso de Sarajevo ha conseguido 
que resurja el interés y ha dado un nuevo impulso a la introducción de una legislación nacional que 
ahora se desarrollará manteniendo las consultas con los miembros participantes en dicho proceso. 

Caso 7.8.2 

Normalización de las empresas de seguridad privadas y miiitares en 
Sudáfrica 

Contexto 

La reducción del tamaño de las Fuerzas de Defensa de Sudáfrica (South Africa Defence Forcé) (SADF) 
a finales de los años noventa y principios de los dos mil produjo importantes repercusiones en el cre- 
cimiento del sector de la seguridad privada y en la capacidad del Estado para regular las actividades 
de esta industria tanto a nivel nacional como en el extranjero. En ausencia de un esquema de re- 
integración social eficaz, muchos antiguos profesionales de la seguridad encontraron empleo en las 
empresas militares privadas que operaban en las zonas implicadas en conflictos o que acababan de 
salir de ellos en toda África. Durante los años noventa este sector sólo estaba vagamente regulado. 
En 1998 el Gobierno de Sudáfrica aprobó una serie de leyes^ que prohibían a las organizaciones 
mercenarias operar fuera de Sudáfrica y exigían a los ciudadanos sudafricanos al servicio de las or- 
ganizaciones militares privadas extranjeras obtener la aprobación de la Comisión Nacional de Control 
de Armas Convencionales (National Conventional Arms Control Committee) (NCACC), comisión del 
Consejo de Ministros. En agosto del año 2006, la Asamblea Nacional aprobó un nuevo proyecto de 
ley que pretendía prohibir todas las actividades mercenarias“. 

Punto de partida 

La tan conocida implicación de empresas sudafricanas como Executive Outcomes (EO) en conflictos 
de todo el continente (entre los que se cuentan el de Angola, la República Democrática del Congo y 
Sierra Leona) a lo largo de los años noventa llevó al conjunto de la población, a la sociedad civil y al 
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propio Gobierno a demandar la reguiación de ias mismas. 

Lecciones aprendidas 

Voluntad política - Ei Gobierno de Sudáfrica apoyó ia iegislación porque ie preocupaba que las 
actividades de ias empresas miiitares privadas sudafricanas estuviesen socavando los objetivos que 
perseguía en política exterior. Esto llevó a que se elaborase el borrador de las leyes con gran rapidez. 

Implicación de la sociedad civil - Las organizaciones de la sociedad civil tuvieron un papel esencial 
en el desarrollo de la legislación. 

Apoyo popular- El fomento de mayor control recibió un amplio apoyo por parte de la población que 
se sentía perjudicada por la publicidad negativa en relación con las actividades de ciudadanos suda- 



SUDÁFRICA, Johannesburgo: Guarda de seguridad privada practicando puntería en una galería de tiro. 

frícanos y de las empresas militares privadas en conflictos africanos. 

Resultado 

La legislación de 1998 limitó las operaciones de las empresas militares privadas de Sudáfrica, (En 
1999, puso fin oficialmente a sus actividades en el interior de Sudáfrica). El incidente de mayor re- 
percusión mediática fue el arresto de cerca de noventa antiguos soldados sudafricanos acusados 
de conspirar para derrocar al Gobierno de Guinea Ecuatorial en marzo del año 2004. Sin embargo, 
la regulación de la industria mediante la ley de 1998 se ha visto desafiada a causa de las dificultades 
que supone aplicar los controles extraterritoriales y de la falta de claridad respecto a lo que se puede 
considerar actividad mercenaria y lo que forma parte de la actividad legítima de la seguridad privada. 
La ley sólo ha tenido como resultado cinco condenas que han supuesto multas de escasa cuantía. 
Las empresas privadas de seguridad han seguido empleando sudafricanos, aunque en menor grado, 
y se sabe que miles de ellos han encontrado empleo en empresas privadas de seguridad en Irak sin 
la autorización de la Comisión Nacional de Control de Armas Convencionales (National Conventional 
Arms Control Committee) (NCACC). La ley en contra de la actividad mercenaria aprobada en el año 
2006 tiene como objetivo reforzar los controles, pero se ha tratado de una ley polémica ante la preo- 
cupación de que vaya a frustrar los esfuerzos de las agencias de ayuda humanitaria de Sudáfrica, así 
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como el reclutamiento de ciudadanos sudafricanos por parte de ejércitos extranjeros legítimos. 
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sobre el proyecto de Investigación del Centro Internacional para la Justicia de Transición (International Center for Transitlonal Justice) en torno a la investigación del personal, con orientaolones 
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SECCIÓN 7: EJECUCIÓN DE LA REFORMA DEL SISTEMA DE SEGURI- 
DAD POR SECTORES 
SECCIÓN 7.9: SOCIEDAD CIVIL 

Cuestiones clave 

• Incrementar la capacidad de la sociedad civil para que realice el seguimiento de la política y de la 
práctica del Gobierno en las cuestiones relacionadas con la seguridad y la justicia. 

■ Fortalecer el marco legal y regulador en cuyo seno se mueve la sociedad civil. 

• Infundir confianza y crear asociaciones entre el Gobierno, las fuerzas de seguridad y la sociedad civil 
en el ámbito de las cuestiones relacionadas con la seguridad y la justicia. 

• Mejorar la capacidad de investigación de la sociedad civil y su papel como representante de las 
opiniones de las comunidades locales. 

• Desarrollar la capacidad técnica de las organizaciones de la sociedad civil para que ofrezcan 
asesoramiento político y servicios de seguridad y de justicia. 

• Construir circunscripciones más amplias a favor de la reforma del sistema de seguridad mediante el 
incremento de la cobertura media y suscitar el interés de la sociedad. 

• Facilitar el surgimiento de una sociedad civil más amplia y representativa. 


1. Significado de la sociedad civil para la reforma del sistema de 
seguridad 

La sociedad civil se puede definir como el espacio político que se extiende entre los individuos y 
los poderes públicos expresado a través de la participación en organizaciones no gubernamentales 
(ONG), movimientos sociales, asociaciones y otros tipos de organizaciones y redes. Entre las or- 
ganizaciones de la sociedad civil se cuentan ONG de alcance nacional, organizaciones basadas en 
la comunidad, movimientos religiosos, agrupaciones profesionales o de intereses comunes como 
las uniones mercantiles, los medios, las compañías privadas dedicadas a los negocios, colegios 
de abogados, movimientos en defensa de los derechos humanos, asesores independientes, uni- 
versidades y grupos independientes de presión política. La implicación de la sociedad civil en los 
programas de reforma del sistema de seguridad es una de las condiciones previas para lograr una 
apropiación local más inclusiva y, en definitiva, la sostenibilidad. Las organizaciones de la sociedad 
civil representan un papel importante gracias a su capacidad de poner voz a los intereses y preo- 
cupaciones de amplios sectores de la sociedad e impulsar reformas que responden a las necesi- 
dades de seguridad y de justicia de la población. 

Con demasiada frecuencia, los programas de reforma del sistema de seguridad se centran exclusi- 
vamente en el Estado y no consiguen involucrar a la sociedad civil. Aunque en muchas ocasiones los 
progresos a corto plazo se alcanzan trabajando sólo con las estructuras del Estado, la eficacia a largo 
plazo exige el desarrollo de una entusiasta representación de la sociedad local a favor del cambio. 
Las organizaciones de la sociedad civil pueden ser tanto las beneficiarlas, como las observadoras, 
sodas y defensoras de las reformas así como las responsables de prestar el servicio. Por su parte, 
el apoyo a la reforma del sistema de seguridad también puede ser proporcionado por actores de la 
sociedad civil internacional que pueden jugar algún papel en la constitución de la capacidad y en el 
diseño, la defensa, la ejecución, el seguimiento y la evaluación de las reformas. 


2. Importantes conexiones con una RSS más amplia 

2.1 Reforma de la Policía 

Normalmente la policía constituye la organización del sector de la seguridad y la justicia con la que 
los ciudadanos suelen tener mayor relación en su vida cotidiana. También es frecuente encontrar 
un elevado nivel de desconfianza entre las comunidades y la policía, y son las organizaciones de la 
sociedad civil las que pueden representar un valioso papel a la hora de enfrentarse a esta dificultad. 
Desarrollar asociaciones entre la policía y la sociedad mediante la creación de foros basados en la 
comunidad relacionados con el mantenimiento del orden puede ayudar a infundir confianza mutua y 
a atajar el delito. 
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Cuadro 7.9.1 Apoyo a la reforma de la policía en Kenía 

El Centro de Investigación e Información sobre Seguridad (Security Research and Information Centre) 
{SRIC) es una ONG de Kenia implicada en el control de las armas pequeñas y en los trabajos dirigidos a 
la reforma de la policía en asociación con la ONG internacional Saferworid. El enfoque del SRIC y Safer- 
world basado más en el diálogo que en la confrontación ha permitido cultivar la confianza con las agencias 
keniatas de imposición del cumplimiento de la ley. La policía de Kenia solicitó a dicho centro que llevase a 
cabo una investigación para configurar el proceso de reforma de la policía. Esta investigación consistía en 
recabar las opiniones de la sociedad y de otras agencias de seguridad sobre la policía y los servicios que 
presta, así como en dar apoyo técnico para realizar el análisis de los datos extraídos de una encuesta in- 
terna de la policía. Estas actividades consiguieron la incorporación de SRIC en las Fuerzas de Reforma de 
la Policía, equipo de trabajo que presentó el borrador del Marco de Reformas de Kenya, y su participación 
en la comisión responsable de desarrollar el actual Plan Estratégico de la Policía de Kenia. Saferworid y 
SRIC también han trabajado con la policía y la oficina del presidente en la elaboración de las directrices 
nacionales sobre mantenimiento del orden y sobre las materias que se deben impartir en los cursos de 
formación relacionados con el mantenimiento del orden basado en la comunidad. 

Fuente: http://www.snckenya.org/programmes.php?sub=27&cat=2 


2.2 Derechos humanos y acceso a los programas de acceso a la justicia 

Las organizaciones de la sociedad civil juegan un importante papel en la defensa de los derechos 
humanos y en el acceso creciente a la justicia. Muchos colegios de abogados, agrupaciones inde- 
pendientes de abogados y ONG imparten a las fuerzas de seguridad cursos de formación sobre 
derechos humanos, desarrollan campañas a favor de la introducción de leyes, realizan el seguimiento 
de alegatos de violaciones de la ley y proporcionan asistencia legal y procuradores. El trabajo que se 
realiza en estas áreas es especialmente importante en países con Gobiernos represivos o en los que 
salen de conflictos armados o se encuentran en períodos de transición, situaciones en las que, con 
frecuencia, no se respetan los derechos humanos. 


3. Cómo dirigir una evaiuación de la reforma dei sistema de seguridad 
en este sector 

Los programas de reforma del sistema de seguridad deben incluir un profundo análisis de ia si- 
tuación, dei papel y de la posición, en la que se encuentran las organizaciones de la sociedad civil, 
ya que su capacidad, su eficacia y el espacio de que disponen varían enormemente de un país a 
otro. Los análisis de la sociedad civil han de tener en cuenta todo el abanico de agentes locales 
que existen, y no sólo los que “cuentan con la aprobación" del Estado, y detectar aquellos que se 
centren específicamente en la mejora de la seguridad de los pobres, las mujeres, los niños y los 
jóvenes, además de otros grupos que también sean excluidos habitualmente de los debates sobre 
seguridad. 


Tabla 7.9.1 : Cuestiones a tratar en una evaluación de la sociedad civil 


Contexto 

• ¿En qué marcos políticos, de Gobierno y legales opera la sociedad civil? 

• ¿Existe alguna red nacional de ONG que proporcione coordinación y apoyo a las orga- 
nizaciones de la sociedad civil? 

• El Gobierno, ¿mantiene una relación de oposición o asociación con estas organizaciones? 

• ¿Qué organizaciones de la sociedad civil trabajan en cuestiones relacionadas con la 
seguridad y la justicia? ¿Qué nivel de representación de las opiniones y necesidades de 
la población local manifiestan? ¿Cuál es la configuración de las relaciones de poder y de 
las dinámicas institucionales entre las organizaciones de la sociedad civil? 

Responsabilidad y 
control 

• La sociedad civil ¿juega algún papel como agente no oficial en el control? ¿Qué orga- 
nizaciones de la sociedad civil colaboran en la supervisión de las instituciones relaciona 
das con la seguridad y la justicia? 


»> continúa 
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Tabla 7.9.1 : 


Cuestiones a tratar en una evaluación de la sociedad civil 


Responsabilidad y 

control 

(continuación) 

Capacidad 


Gestión 


Coordinación con 
otros elementos del 
sistema de segu- 
ridad 


Compromiso con 
socios externos 


¿Qué mecanismos existen para garantizar que las organizaciones de la sociedad civil 
sean transparentes ante sus representados así como ante sus socios externos? 

¿Qué organizaciones de la sociedad civil constituyen los posibles agentes del cambio 
respecto a las cuestiones relacionadas con la seguridad y la justicia? ¿Cuáles son sus 
influencias más importantes? ¿Son eficaces y eficientes? 

¿Algunas organizaciones de la sociedad civil han demostrado tener capacidad para im- 
plicarse en cuestiones relacionadas con la seguridad, entre las que se cuentan defender 
y suscitar el interés sobre el problema de las armas pequeñas y ligeras? 

¿Qué capacidad de investigación, defensa, formación y asesoramiento político tienen 
las organizaciones de la sociedad civil? 

¿Qué fuerza tienen los sistemas de gestión interna de las organizaciones de la sociedad 
civil? ¿Qué nivel presentan de consulta interna, participación y realimentación de los 
programas que desarrollan? 

¿Disponen de mecanismos eficaces para el aprendizaje como tal organización? 
¿Gestionan las actividades relacionadas con el presupuesto de forma competente y 
transparente? 

¿Qué mecanismos institucionales existen para que las organizaciones de la sociedad 
civil se relacionen con el sector estatal? 

¿Qué actividades se pueden utilizar como vehículo para comprometerse con la socie- 
dad civil? 

Los miembros de las organizaciones de la sociedad civil, ¿afrontan algún riesgo al 
relacionarse con las instituciones responsables de la seguridad y la justicia? 

¿Qué organizaciones de la sociedad civil mantienen vínculos y relaciones de respeto 
mutuo con los agentes de la seguridad y de la justicia? 

¿Qué relación existe entre las organizaciones de la sociedad civil, las ONG internaiona- 
les y los socios externos? 

Las organizaciones de la sociedad civil ¿presentan alguna necesidad de apoyo por 
parte de proyectos o instituciones, o de ambos? 

¿Cómo pueden las organizaciones de la sociedad civil seleccionadas como objetivo 
construir en común la sostenibilidad? 

¿Se deriva algún riesgo potencial de la relación con alguna organización determinada 
de la sociedad civil? 

¿Qué impacto podría tener la implicación/apoyo de socios externos sobre las dinámi- 
cas del conflicto local? ¿Cómo se pueden evitar, o por lo menos minimizar, los impac- 
tos negativos? 

¿Existe el riesgo de que el apoyo exterior ponga en peligro a los miembros de las 
organizaciones de la sociedad civil y cómo se les puede proteger de las violaciones de 
los derechos humanos? 


4. Posibles puntos de partida para el compromiso de la sociedad civil 
con la reforma del sistema de seguridad 

4.1 Procesos de paz 

La sociedad civil juega un papel central en los procesos de paz y, en ocasiones, incluso en las ne- 
gociaciones de paz, como fue el caso de Guatemala durante los años noventa. Su papel activo en 
las negociaciones ayudó a presionar para que se incluyeran las disposiciones relevantes sobre la 
reforma del sistema de seguridad en los acuerdos de paz. 
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4.2 Programas de desarme, desmovilización y reintegración (DDR) 

Los programas de desarme, desmovilización y reintegración suelen ser elementos fundamentales 
de los procesos de paz y constituyen puntos de partida para ia reforma del sistema de seguridad. 
También permiten reevaluar los papeles, la misión y las necesidades de la defensa y de otras fuerzas 
de seguridad, siempre y cuando el proceso se desarrolle de forma inclusiva. El aspecto más débil de 
los programas de desarme, desmovilización y reintegración suele ser éste último. Las organizaciones 
de la sociedad civil pueden colaborar en este área implicándose en programas de reconstrucción 
económica y social que apoyen los esfuerzos de reintegración de excombatientes y ayuden a las 
comunidades a recibirles. (Véase Sección 5, donde se estudian en mayor profundidad los vínculos 
existentes entre la reforma del sistema de seguridad y el desarme, desmovilización y reintegración y 
los aspectos post-conflicto de la RSS). 

4.3 Revisiones de la seguridad nacional y de la defensa: fomentar la conciencia sobre la elaboración 
de políticas 

Las revisiones nacionales de la seguridad y de la defensa ofrecen la oportunidad de comprometer a la 
sociedad civil en cuestiones relacionadas con la RSS. Por ejemplo, en Sudáfrica, las organizaciones 
de la sociedad civil se implicaron en el Grupo de Trabajo de Revisión de la Defensa (Defence Review 
Work Group) y sus subcomisiones (1995 a 1998), y jugó un importante papel en el desarrollo del Libro 
Blanco de la Defensa (Defence White Paper) y en el Acta de Defensa (Defence Act). 

4.4 Documentos Estrategia para reducción de la pobreza y planes nacionales de desarrollo 

Los Gobiernos y los actores internacionales están obligados a consultar a la sociedad civil al desarro- 
llar estrategias de reducción de la pobreza y planes de ayuda al país. Esto ofrece la posibilidad de 
escuchar las opiniones de las organizaciones de la sociedad civil sobre cuestiones relacionadas con 
la seguridad y la justicia y les proporciona la oportunidad de establecer las prioridades de desarrollo 

Cuadro 7.9.2. Proceso participatívo en el diseño del Documento Estrategia para la Reducción de la 
Pobreza (PRSP) en Sierra Leona 

En Sierra Leona, un amplio abanico de partes interesadas (entre las que se cuentan representantes del 
Gobierno, parlamentarios, ONG, sector privado, asociaciones de cooperación, autoridades locales, líderes 
religiosos, socios y beneficiarios del desarrollo) se implicó en el desarrollo del Documento Estrategia para la 
Reducción de la Pobreza. Mediante procesos de compromiso de la sociedad, reuniones de concienciación, 
debates entre los grupos de atención, consultas por áreas y evaluaciones de la pobreza participativa, e! 
proceso consultivo garantizó un mejor entendimiento del Documento y ofreció la oportunidad de crear 
redes de trabajo y de colaboración. El proceso permitió alcanzar un amplio consenso nacional sobre las 
prioridades del país e incluir la sección sobre “Fortalecimiento de la Seguridad Nacional” en el documento 
final del PRSP. Esta sección hace referencia a la importancia de la capacidad de desarrollo y control de las 
instituciones de seguridad, incluyendo las asociaciones con actores no estatales. Fue un logro significa- 
tivo ya que anteriormente los documentos sobre estrategias para la reducción de la pobreza en los países 
post-conflicto y en períodos de transición, no tienden a tratar las cuestiones sobre la reforma del sistema 
de seguridad. 

Fuente: Sierra Leona Poverty Reduction Strategy Paper 2005-2007, Gobierno de Sierra Leona, febrero de 2005, 
http://www.wds.worldbank.org 

4.5 Debates sobre el presupuesto nacional en el Parlamento 

Las organizaciones de la sociedad civil pueden proporcionar aportaciones para las discusiones sobre 
ei presupuesto nacional generando el debate en los medios, publicando documentos del arco pre- 
supuestario y poniendo informes a disposición de los miembros del Parlamento, a los que además 
pueden facilitar asistencia técnica para analizar las asignaciones propuestas para el sector de la 
seguridad. Un buen ejemplo de la investigación y de la concienciación sobre los presupuestos de de- 
fensa es el trabajo llevado a cabo por un proyecto conjunto entre el Instituto Internacional para la In- 
vestigación sobre la Paz de Estocolmo (Stockholm International Peace Research Institute) y Diálogo 
e Investigación sobre la Seguridad Africana (African Security Dialogue and Research) (SIPRI/ASDR) 
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sobre el presupuesto del sector militar en África. Éste ha dado como resultado la publicación de un 
libro que se va a utilizar para el desarrollo de la capacidad parlamentaria. 


Cuadro 7.9.3 Trabajo de las organizaciones de la sociedad civil contra el tráfico de mujeres 
La Strada Foundation trabaja para concienciar y suscitar el interés sobre el problema del tráfico de mujeres, 
así como para prestar servicios a sus víctimas. El programa ha conseguido movilizar a funcionarios de! 
Gobierno y legisladores para que busquen soluciones al problema del tráfico de seres humanos, y trabaja 
en colaboración con agencias de imposición del cumplimiento de la ley para desarrollar procedimientos y 
formación. 

En Polonia, La Strada ha presionado a las autoridades nacionales mostrándoles el aspecto relacionado con 
los derechos humanos del tráfico de seres humanos y la necesidad de reformas. Cuenta con un programa 
activo de prevención que tiene la meta de suscitar el interés de las víctimas potenciales sobre los peligros 
que supone y proporciona ayuda directa, transfiriendo a las víctimas a especialistas y asesorándoles. 
Dentro del sector de la seguridad, La Strada ha formado a ciento veinte representantes de la imposición 
del cumplimiento de la ley para que a su vez impartan formación en academias de policía y a guardias de 
frontera. La formación se centra en suscitar el interés sobre la complejidad del problema; en desarrollar 
estrategias para realizar el seguimiento del tráfico y evitarlo; y en la forma de tratar a las víctimas. El resultado 
de estas actividades fue que la academia de policía introdujo la cuestión entre las materias que se estudian 
y que los servicios de policía y de guardias de fronteras han habilitado procedimientos y métodos de tra- 
bajo conjuntos para evitar y combatir el tráfico. 

Fuente: La Strada Foundation, http://\vww.strada.org.pl/index_en.html 


4.6 Prestación de servicios de justicia 

En muchos países, las organizaciones de la sociedad civil prestan servicios básicos de justicia que 
los poderes públicos no consiguen prestar, y tienen un impacto significativo ayudando a la justicia a 
dar respuesta a las necesidades de la población rural. Tratan de utilizar servicios legales para incre- 
mentar el control de los sectores de la población más desfavorecidos sobre sus propias vidas. Con 
frecuencia los servicios se prestan sobre bases pro bono o pagando unos honorarios relativamente 
pequeños. El Caso 7.9.2 estudia el importante trabajo realizado por las organizaciones de la sociedad 
civil en Bangladesh. 


Cuadro 7.9.4. Dar respuesta a la reforma de las prisiones en Nigeria 

La Rehabilitación de Presos y la Acción Benéfica (Prisionera’ Rehabilitation and Welfare Action) (PRAWA) es 
una organización nigeriana de la sociedad civil creada en 1994 con tres objetivos principales; ofrecer a la 
comunidad una justicia sostenible; impulsar un entorno más humano en las prisiones; introducir alternativas 
a la encarcelación. PRAWA defiende la reforma de la justicia penal y ha establecido una red de periodistas 
que investigan las condiciones de vida de las prisiones e informan sobre las iniciativas dirigidas hacia la 
reforma. También se ocupa de investigar en ámbitos como la tortura; proporciona formación sobre los cri- 
terios de los derechos humanos y ofrece servicios de mediación entre víctima y ofensor a los guardas de 
las prisiones y a los jueces. PRAWA también presta directamente servicios de la justicia a las comunidades 
pobres, como “juicios de choque” en casos determinados de tortura y trato inhumano y vejatorio, servicios 
sanitarios, rehabilitación y reintegración, formación vocacional, y servicios de cuidado y apoyo. Entre sus 
beneficiarios se cuentan presos, expresidiarios, víctimas, jóvenes en situación de riesgo, supervivientes de 
la tortura y sus familias. 

Fuente: http://www.ngprawa.org 


4.7 Programas de educación pública 

En muchos países, las organizaciones de la sociedad civil desarrollan programas de educación pú- 
blica que abarcan un amplio abanico de temas, desde los derechos humanos hasta la proliferación 
de armas pequeñas. Con frecuencia estos programas han servido como útiles puntos de partida para 
suscitar el interés de la sociedad por las cuestiones relacionadas con la seguridad y la justicia, así 
como para comprometer a las comunidades en programas de reforma del sistema de seguridad. 
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5. Cuestiones importantes para la elaboración de los programas 

5.1 Fortalecimiento dei control de las Instituciones de la sociedad civil relacionadas con la seguri- 
dad y la justicia por parte de las organizaciones de la sociedad civil 

Las organizaciones de la sociedad civil colaboran en el asesoramiento, influencia y análisis del de- 
sarrollo de los cuerpos civiles y oficiales de control y de las instituciones del sistema de seguridad. 
Más aún, los innovadores sistemas mixtos se pueden desarrollar, como es el caso de Ruanda, allí 
donde se ha concedido a la sociedad civil el derecho de participar en los altos consejos judiciales 
gracias a una nueva Constitución y a un proceso de reforma judicial. 

5.2 Apoyar el desarrollo de la capacidad 

Constituir la capacidad de las organizaciones de la sociedad civil exige adoptar una perspectiva a 
largo plazo de la planificación de los programas, especialmente cuando se trata de sociedades civiles 
débiles o poco desarrolladas. Los actores internacionales con frecuencia pueden proporcionar un 
útil apoyo al desarrollo de la capacidad en áreas como la adquisición de competencias, la transpa- 
rencia interna, los procedimientos de gestión, el seguimiento y la evaluación. Las organizaciones de 
la sociedad civil con capacidad para proporcionar asistencia técnica pueden convertirse en valiosos 
socios de los Estados que pretendan emprender reformas en los ámbitos de la seguridad y la justicia 
pero adolecen de una capacidad limitada. Con el apoyo necesario, las organizaciones de la sociedad 
civil pueden realizar importantes contribuciones a la reforma del sistema de seguridad propor- 
cionando formación, asesoramiento para la elaboración de políticas y ayuda a la ejecución. 

5.3 Papel de las organizaciones de la sociedad en la construcción de la capacidad 

Las organizaciones internacionales de la sociedad civil ayudan a fortalecer a sus iguales en los países 
socios creando el espacio político para que estos últimos se puedan comprometer con sus Gobiernos 
en cuestiones relacionadas con la seguridad y la justicia, así como a proporcionar apoyo moral, 
protección y seguridad. Más aún, las ONG internacionales pueden aportar importante apoyo técnico 
y dirigido a la constitución de la capacidad, por ejemplo mediante el desarrollo de competencias y 
programas de formación. Sin embargo, posteriormente, las organizaciones de la sociedad civil del 
país socio deberán buscar apoyo directo de los donantes y resistir con la mediación de otro socio 
internacional. 

5.4 Garantizar la transparencia del compromiso con las organizaciones de la sociedad civil 

Es importante que los Gobiernos y los actores internacionales sean transparentes al tratar con las 
organizaciones de la sociedad civil para evitar malas interpretaciones. La opacidad del compromiso 
puede llevar a que otras organizaciones de la sociedad civil desconfíen de la relación con los poderes 
públicos, y los Gobiernos nacionales, a su vez, desconfíen de la relación entre los actores externos y 
las organizaciones locales de la sociedad civil. 

5.5 Coordinar la ayuda 

La coordinación con otros agentes nacionales e internacionales es esencial para evitar la duplicidad, 
para reunir recursos y para concentrar los esfuerzos en el apoyo a las organizaciones de la sociedad 
civil, a la vez que se fomenta su independencia y sostenibilidad. La falta de financiación y coordi- 
nación, así como la competencia entre los actores externos para apoyar a unas pocas organizaciones 
de la sociedad civil o unos pocos individuos más influyentes puede desvirtuar su legitimidad y efica- 
cia y fomentar la rivalidad entre este tipo de organizaciones en vez de la cooperación entre ellas. 

5.6 Financiación institucional y sostenibilidad 

En los países en los que están surgiendo organizaciones de la sociedad civil que trabajan en el ámbi- 
to de la seguridad y la justicia, es importante que se les garantice la provisión de importantes fondos 
institucionales. La experiencia demuestra que los socios externos están más dispuestos a apoyar 
actividades basadas en proyectos, hecho que limita la capacidad que tienen las organizaciones de 
la sociedad civil de comprometerse a largo plazo y de desarrollar o aprovechar las oportunidades 
que se presentan para emprender reformas de la seguridad dirigidas desde el interior de la propia 
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nación. Por otro lado, la apertura a la financiación a largo plazo se debe equilibrar con el interés por la 
sostenibilidad. Las organizaciones de la sociedad civil salen beneficiadas cuando encuentran fuentes 
equilibradas de financiación que les permitan mantener su independencia y evitar la dependencia de 
un solo donante principal. Esto se puede conseguir, por ejemplo, aprovechando el apoyo del sector 
económico privado y de las campañas benéficas. 

5.7 Apoyar redes de la sociedad civil 

Las organizaciones de la sociedad civil suelen fener mayor poder cuando se unen. Las redes pro- 
porcionan fuerza numérica y protegen a estas organizaciones de convertirse en el objetivo y de que 
se haga un mal uso de ellas. Una de sus funciones clave es demostrar el apoyo a la reforma desde 
un amplio abanico de diferentes movimientos de la sociedad. Esto puede convertir a las redes de 
organizaciones de la sociedad civil en una fuerza con enormes repercusiones en las cuestiones rela- 
cionadas con la seguridad y la justicia. 



FUI: Los medios de comunicación juegan un importante papel en la exigencia de transparencia al sector público y a los servicios de seguridad. El 
primer ministro provisional Dr. dona Baravilalala Senilagakali, declara ante los medios tras jurar su cargo, dos días después del golpe militar dirigido 
por Commodoro Frank Bainimarama. 


6. Establecer una sucesión de programas eficaces 

La cuestión del orden de actividades en este sector está relacionado con preguntas clave sobre 
dónde, cuándo y cómo facilitar y promover el acceso y participación de la sociedad civil. 

6.1 Apoyar a redes/socios regionales e internacionales como puente hacia el nivel nacional 

En muchos países es difícil encontrar organizaciones de la sociedad civil que se comprometan di- 
rectamente en cuestiones relativas a la seguridad y la justicia a nivel nacional dado el entorno político 
tan cerrado con el que se enfrentan. La participación en los debates y mecanismos relacionados con 
la seguridad a nivel regional suele ser un buen sistema para ejercer una presión indirecta a nivel na- 
cional: las organizaciones de la sociedad civil local se suelen considerar más dignas de credibilidad 
si son miembros de redes regionales o internacionales o cuentan con socios internacionales. 
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Cuadro 7.9.5 Construcción de redes en el sector de la seguridad en África 

La Red Africana del Sector de la Seguridad (African Security Sector NetWork) (ASSN) comprende un amplio 
abanico de partes interesadas en el sistema de seguridad entre las que se cuentan organizaciones de la 
sociedad civil, parlamentarios, funcionarios del Gobierno, miembros de las fuerzas de seguridad, miembros 
del mundo académico e investigadores. Sus objetivos se dirigen a ayudar en la construcción de la capacidad 
en el seno del sector de la seguridad en África, apoyar y facilitar los procesos de reforma del sistema de 
seguridad, acrecentar la cultura sobre seguridad, apoyar el desarrollo de políticas dirigidas al sector de la 
seguridad a través de la investigación, y servir como depositarios de información procedente de todo el con- 
tinente. La red aún se encuentra en fase de desarrollo pero cuenta con fuertes “capítulos” del sur y del oeste 
de África que están ayudando a crear sub-redes en el Cuerno de África y en el este y centro del continente. 
Recientemente, esta Red ha copatrocinado un seminario para debatir las enseñanzas extraídas del proceso 
de revisión del sistema de defensa ugandés; ha organizado dos importantes sesiones de diálogo sobre la 
reforma del sistema de seguridad en Liberia; ha coordinado un proyecto de investigación sobre las posibili- 
dades de introducir aspectos de la reforma del sistema de seguridad en los acuerdos de paz; y ha desarro- 
llado e impartido cursos de formación sobre reforma del sistema de seguridad en varios países africanos. 
Fuente: http://www.africansecurity.org 

7. Enseñanzas aprendidas para orientar la ejecución 

7.1 Fomentar la asociación entre los sectores público y privado 

Las asociaciones entre los sectores público y privado constituyen un medio eficaz para establecer 
la cooperación entre el Estado y las organizaciones de la sociedad civil. El sector privado (empresas 
y organizaciones de la sociedad civil) puede ofrecer competencia a nivel tecnológico, económico y 
técnico, de las que el Estado suele carecer. Por otro lado, las iniciativas que implican al sector corpo- 
rativo para su financiación garantizarían la sostenibilidad de la prestación del servicio de seguridad 
en tanto en cuanto los programas estén concebidos para incorporar la seguridad de la sociedad en 
toda su extensión y no sólo la de los intereses económicos. 

7.2 Constituir la capacidad de los medios de comunicación para que informen sobre la reforma del 
sistema de seguridad e incluir las estrategias de estos medios en la programación 

Los medios de comunicación constituyen el canal principal para suscitar el interés sobre las cues- 
tiones relacionadas con la seguridad y la justicia y garantizar la aceptación local. Sus informaciones 
y análisis suelen configurar la forma en la que la sociedad percibe y comprende estas cuestiones. 
En muchos países los medios de comunicación están poco desarrollados y los periodistas carecen 
de la capacidad y del conocimiento necesarios para cubrir con eficacia las cuestiones relacionadas 
con la seguridad y la justicia. Las organizaciones de la sociedad civil juegan un relevante papel en 
el desarrollo de estas competencias; por tanto, desarrollar la capacidad de las organizaciones de la 
sociedad civil constituye un ámbito en el que la ayuda es importante. 

7.3 Formar formadores 

La experiencia demuestra que puede resultar muy eficaz la formación en cadena, por la cual repre- 
sentantes de las principales organizaciones de la sociedad civil reciban la capacidad de formar a su 
vez a otros. Ayuda a constituir la capacidad local de formación, garantiza que los contenidos sean 
relevantes y respetuosos con la situación local y permite obtener el mayor rendimiento en el nivel de 
la comunidad. 

7.4 Apoyar a instituciones dedicadas a la investigación 

Los institutos pertenecientes al mundo académico y dedicados a la investigación pueden quedar al 
margen de algunos de los controles que los regímenes observadores imponen a las organizaciones 
de la sociedad civil en las cuestiones relacionadas con la seguridad y la justicia. Desarrollar su ca- 
pacidad de investigación generará una mayor comprensión del contexto, la situación, los agentes 
más relevantes y las dificultades a las que se enfrenta un país concreto. Los grupos de presión y los 
institutos políticos también juegan un papel importante en la realización de análisis independientes y 
de información que presentar a los parlamentarios y a los funcionarios del Gobierno. 
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Cuadro 7.9.6. Red para la Gestión de la Defensa y la Seguridad Sudafricanas (Southern African Defence 
and Security Managenet NetWork) (SADSEM): defensa a través de la investigación y la formación 
La Red para la Gestión de la Defensa y la Seguridad Sudafricanas (SADSEM), coordinada por el Centro para 
la Gestión de la Defensa y la Segundad (Centre for Defence and Security Management) (CDMS) de la Univer- 
sidad de Witwatersrand, Sudáfrica, es una red que aglutina a ocho instituciones radicadas en universidades 
de la región que contribuyen con la gestión y la gobernanza democráticas de la defensa y la seguridad en 
Sudáfrica. La Red está especializada en el apoyo a la investigación, formación, enseñanza y elaboración de 
políticas. Empezó desarrollando programas de formación sobre la gestión de la defensa y de las misiones de 
paz en el período inmediatamente posterior al apartheid, ayudando a desarrollar competencias y a construir 
la confianza entre los profesionales dedicados a la seguridad en la región. Recientemente ha incorporado 
dos nuevos programas, uno dirigido específicamente a los parlamentarios y otro centrado en la gobernanza 
del sector de la seguridad. 
www.sadsem.net 


8. Dificultades comunes y formas de superarlas 

8.1 Falta de legitimidad a nivel nacional 

El apoyo a organizaciones de la sociedad civil que no gocen de una amplia legitimidad a nivel na- 
cional pone en peligro la posibilidad de emprender reformas en colaboración con los poderes públi- 
cos y les aleja del resto de la sociedad. Algunas de las organizaciones de la sociedad civil están más 
estrechamente vinculadas con las élites nacionales y con socios externos que con las comunidades 
locales. El compromiso se debe dirigir hacia las organizaciones de la sociedad civil que dispongan 
de redes locales de socios y tengan un alcance que supere las fronteras de las grandes ciudades 
para comprometer a las mujeres y a organizaciones religiosas basadas en la comunidad, mucho más 
en contacto con los movimientos de las zonas rurales. Es necesario prestar atención al hecho de 
que no todas las organizaciones de la sociedad civil son progresistas o democráticas, que algunas 
presentan unas claras tendencias o vínculos políticos y que otras no son más que la sombra de una 
organización “a la caza” de financiación. Por todas estas razones, es fundamental realizar un análisis 
global de los posibles socios que se pueden encontrar en la sociedad civil antes de embarcarse en 
un programa de ayuda. 

8.2 Reticencia al compromiso 

Aunque las organizaciones de la sociedad civil suelen estar muy implicadas en la resolución de los 
conflictos, la construcción de la paz y las iniciativas dirigidas a la democratización, muchas de ellas 
se muestran reticentes ante la posibilidad de comprometerse con la reforma del sistema de seguri- 
dad. Esto se puede deber a la falta de conocimiento de la cuestión y al hecho de que el sistema de 
seguridad suele tener mala reputación como sistema opresor y opaco. Colaborar para que las organi- 
zaciones de la sociedad civil aumenten su cultura sobre los temas relacionados con la seguridad y la 
justicia y para que desarrollen redes entre iguales les hará sentirse más seguros. 
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KENYA, Nairobi: La sociedad civil juega un importante papei de defensa y control en relación con las instituciones y cuestiones relativas a ia 
seguridad y ala justicia. 


8.3 Tensión entre los papeles que juegan observadores y socios 

Con frecuencia se producen tensiones cuando las organizaciones de la sociedad civil juegan el papel 
de observadores que exigen cuentas a los poderes públicos, a la vez que procuran ser socios en la 
ejecución de la reforma del sistema de seguridad. Cuando las organizaciones de la sociedad civil 
pasan de desempeñar la función de observadores para empezar a participar, su público nacional 
puede recibir el mensaje de que dejan de ser neutrales. Por otro lado, los Gobiernos no confían en 
ellos como socios cuando se trata de organizaciones que han manifestado públicamente sus críticas. 
Es esencial que las organizaciones que desempeñan funciones de defensa elijan adecuadamente y 
reciban formación para suscitar cuestiones delicadas sin llegar a un enfrentamiento abierto. También 
es esencial que estas organizaciones tengan en cuenta el entorno político y decidan cuándo es ne- 
cesario hablar y cuándo se obtendrán mayores beneficios a largo plazo para la reforma del sistema 
de seguridad adoptando un enfoque diferente. 


Cuadro 7.9.7. Gestionar la tensión entre los papeles de observadores y socios: el caso de OLEEN 
La Fundación CLEEN inició su andadura durante el período de transición desde la dictadura militar hacia la 
democracia en Nigeria a través de la promoción del respeto a ios derechos humanos y la cooperación entre 
la sociedad civil y las agencias de imposición del cumplimiento de la ley. Ha colaborado en trabajos con 
la policía tratando para que, de ser una herramienta de un Gobierno opresor, se transforme en un servicio 
público. Esto ha supuesto generar confianza con las autoridades de la policía (por ejemplo al apoyarle en la 
realización de los Informes Nacionales sobre Persecución del Delito - National Crime Victimisation Surveys). 
A pesar de que la mayor parte de sus proyectos se han realizado en colaboración y asociación con la policía, 
esta organización ha sido capaz de mantener su postura crítica a través, por ejemplo, de su trabajo a favor 
de la transparencia que ha exigido a la policía y del apoyo que le ha procurado. Ha establecido relaciones de 
asociación con institutos de investigación internacionales (como el Informe sobre Armas Pequeñas - Small 
Arms Survey - radicado en Ginebra) para difundir su capacidad de realizar análisis de gran calidad y basados 
en informes continuados. 

Fuente: http://www.cleen.org 
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8.4 Consecuencias involuntarias 

Existe el peligro de que, en distintas situaciones, la ayuda prestada a organizaciones locales de la so- 
ciedad civil se politice rápidamente; hay que estudiar profundamente las posibles implicaciones del 
apoyo prestado. Si se considera que una organización local de la sociedad civil recibe la influencia 
de un agente internacional, puede verse comprometida la autonomía de su contribución a la reforma 
del sistema de seguridad y echarse a perder delante del propio Gobierno. Cuando los recursos son 
escasos, la ayuda dirigida a una organización de la sociedad civil en concreto a expensas de otras 
puede hacer surgir la competencia entre los agentes locales más que construir alianzas. Estas difi- 
cultades se pueden superar mediante la transparencia en el compromiso con las organizaciones de 
la sociedad civil, mediante las ofertas abiertas y la adjudicación de contratos o fondos basándose en 
criterios claros. Conseguir el equilibrio entre los distintos agentes y el apoyo a redes nacionales que 
fomenten establecimiento de coaliciones también hará que el proceso sea más fácil. 

9. Características especiales de la reforma del sistema de seguridad 
posconflicto 

Además de las enseñanzas generales aprendidas hasta aquí, en los Estados en postconflicto hay que 
comentar una serie de cuestiones específicas sobre la sociedad civil. 

9.1 Naturaleza de los acuerdos de paz 

La función y las repercusiones de la sociedad civil dependen de la naturaleza de los acuerdos de 
paz. Por ejemplo, tanto en la República Democrática del Congo como en Liberta, la sociedad civil 
tomó parte en los acuerdos de paz, ocupando su puesto en el Parlamento de transición, hecho que 
tuvo implicaciones sobre la consideración de su neutralidad. En Guatemala, las organizaciones de la 
sociedad civil han jugado un papel crítico en el liderazgo de importantes reformas en el sector de la 
seguridad que han permitido pavimentar el proceso de paz, tal y como se estudia en el Caso 7.9.1. 

9.2 Posible papel negativo de algunos movimientos de la sociedad civil 

Los conflictos armados sepultan, politizan e inmovilizan con frecuencia a la sociedad civil. Cuando 
se ha comprobado que ciertas organizaciones han jugado un papel negativo en el conflicto, en el 
proceso de paz pueden actuar como “saboteadores”. Por ejemplo, una serie de movimientos de la 
sociedad civil difundieron propaganda con contenidos que fomentaban el odio y que contribuyeron 
al genocidio de Ruanda. Este ejemplo subraya la importancia de realizar un análisis global de las 
organizaciones de la sociedad civil antes de comprometerse dado que la reforma del sistema de 
seguridad es un proceso político enormemente delicado. 

9.3 Garantizar la seguridad de las ONG y de las organizaciones de la sociedad civil 

Hay muchos contextos en los que las ONG constituyen el objetivo de la violencia ejercida por las 
facciones enfrentadas. Por ejemplo, en Colombia gran número de mujeres dirigentes han sido 
asesinadas a causa de su compromiso con las distintas facciones, y de las criticas que han dirigido. 
En Guatemala se han conocido ejemplos en los que los funcionarios judiciales han sido asesinados 
y en los que las ONG que han sido francas al plantear cuestiones sobre la reforma del sistema de 
seguridad han sufrido el acoso de las fuerzas de seguridad y han recibido amenazas veladas. Estos 
ejemplos ilustran la necesidad de prestar especial atención a las organizaciones de la sociedad civil a 
las que se pide que se asocien con socios externos y con iniciativas de reforma del sistema de segu- 
ridad dirigidas por el Gobierno para no arriesgarlas más de lo necesario solicitándoles ese apoyo. 



Caso 7.9.1 

Implicación de la sociedad civil en la reforma del sistema de seguri- 
dad en Guatemala 

Contexto 

Tras treinta y seis años de lucha armada, la sociedad guatemalteca atravesó una doble transición du- 
rante la década de los noventa: desde la dictadura hacia la democracia y desde el conflicto hacia la 
paz. El Gobierno y la Unión Revolucionaria Nacional Guatemalteca rebelde firmaron el Acuerdo sobre 
fortalecimiento del poder civil y el papel de las Fuerzas Armadas en la sociedad democrática en el 
año 1996. Este texto contenía una serie de compromisos sobre la reforma del sistema de seguridad, 
pero la ejecución del mismo se tuvo que enfrentar a grandes dificultades. En 1999 una serie de as- 
pectos de la autonomía militar, de su impunidad e implicación en la seguridad de la población seguían 
sin aplicarse, y a los civiles se les seguía apartando de la toma de decisiones sobre las cuestiones 
clave relacionadas con la seguridad. El Proyecto de las Sociedades para el Desarraigo de la Guerra 
(War-torn Societies Project) (hoy conocido como Interpeace) inició el proyecto “Hacia una política de 
seguridad para la democracia” en asociación con varias organizaciones locales de la sociedad civil 
para hacer frente a estas cuestiones. 

Punto de partida 

Los compromisos con la reforma del sistema de seguridad que aparecen en los acuerdos de paz gua- 
temaltecos, el avance hacia la democratización, y la presencia de la Misión de Paz de las Naciones 
Unidas ofreció importantes puntos de partida para que la sociedad civil se comprometiera con la 
reforma del sistema de seguridad. El proyecto se ha ido ampliando, desde un enfoque inicial en el 
diálogo y la investigación, y ha tenido una impacto significativa en la elaboración de políticas y en la 
creación de la confianza. 

Lecciones aprendidas 

El papel central que juega la sociedad civil - La implicación de un importante grupo de organiza- 
ciones de la sociedad civil proporcionó continuidad y retuvo el conocimiento institucional a lo largo 
del proceso, y ayudó a conservar dicho proceso en periodos de cambio político. 

Creación de estructuras de reforma - El amplio abanico de competencias con que cuentan las 
organizaciones de la sociedad civil les permite ser seleccionadas como asesores técnicos de las 
comisiones parlamentarias y del presidente sobre cuestiones relacionadas con la reforma, según 
el mandato del Consejo Asesor de Seguridad. También se crearon grupos de trabajo para apoyar 
diálogos políticos basados en la investigación y convocados por el Gobierno sobre cuestiones espe- 
cíficas de la reforma, por ejemplo la legislación relacionada con los servicios de inteligencia. 

Distinguir entre escépticos y saboteadores - El proceso de diálogo permitió que las organizaciones 
de la sociedad civil se comprometieran con el ejército, a la vez que planteaban preocupaciones 
legitimas sobre algunos aspectos de su actuación. La respuesta ofrecida por distintos oficiales del 
ejército permitió distinguir entre quienes estaban dispuestos a intentar comprender su futuro papel 
en una sociedad democrática y aquellos más preocupados por justificar su papel durante la guerra. 
Los oficiales “modernizadores” desarrollaron en el seno de la institución el interés por mantener 
el diálogo con la sociedad civil y se enfrentaron a los intentos que hicieron los otros para hacer 
descarrilar el proceso. 

Resultado 

El informe final del la Misión de Mantenimiento de la Paz de las Naciones Unidas llegaba a la 
conclusión de que “la participación social activa y los proyectos ejecutados por las organizaciones 
de la sociedad civil interesadas en los asuntos relacionados con la seguridad y la defensa fueron los 
principales instrumentos que actuaron activamente en colaboración con los miembros del Ministerio 
Nacional de Defensa (MND) (...) generando espacios para el diálogo que hicieron crecer la confianza 
entre las partes y reducirse la confrontación ideológica que se arrastraba desde antiguo” (Informe 
Final de MINUGUA, Guatemala, 15 de noviembre de 2004). 
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Caso 7.9.2 

Aportación de ayuda legal a la sociedad civil en Bangladesh 

Contexto 

Una de las principales dificultades a las que se enfrentan los Gobiernos de los países con grandes 
cantidades de población desfavorecida como Bangladesh es la aportación de bienes públicos. Este 
recorte es especialmente crítico en relación con el sistema judicial, que tiende a excluir a los pobres. 
La Compañía de Servicios y Ayuda Legal de Bangladesh (Bangladesh Legal Aid and Services Trust) 
(BLAST) suscita el interés legal, realiza investigaciones y colabora en la defensa y proporciona servi- 
cios como la mediación, el apoyo legal gratuito en los pleitos y la investigación y seguimiento de la 
violación de las leyes y de los derechos humanos. 

Puntos de partida 

En 1992 surgió la idea de crear una organización que ofreciese ayuda legal y acceso a la justicia a los 
desfavorecidos en una conferencia nacional de abogados celebrada con el patrocinio del Consejo del 
Colegio de Abogados de Bangladesh. Como resultado de estas deliberaciones se creó la Compañía 
de Servicios y Ayuda Legal de Bangladesh. 

Lecciones aprendidas 

Importante papel de la resolución alternativa de los pleitos - La resolución de pleitos a través de la 
mediación y de la ayuda legal conduce a la mejora de las condiciones económicas de los pobres, 
especialmente de las mujeres (asi lo confirmó el 60% de los clientes de BLAST en la encuesta que 
se realizó). 

Beneficios para los pleitos familiares - Los pleitos familiares se resuelven mejor y con mayor rapidez 
a través de la mediación que a través de procesos judiciales formales. 

Necesidad de extender el alcance más allá de las grandes ciudades - Una de las razones que han 
permitido las amplias repercusiones del trabajo de BLAST ha sido que disponen de diecinueve ofici- 
nas y cinco centros de ayuda legal itinerantes por todo el país, lo que les permite ofrecer sus servicios 
a la población rural. 

Resultado 

BLAST ha logrado establecer una significativa diferencia con sus actividades legales, entre las que 
se cuentan los litigios de interés público y casos de presión pública sobre asuntos judiciales. Entre 
sus éxitos se pueden mencionar la promulgación de legislación sobre la ayuda legal por parte del 
Gobierno, la protección de los habitantes de los suburbios ante los desahucios, y la reducción del 
número de arrestos arbitrarios. 

Véase además: http://blast.org.bd 
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arriba, que no dan respuesta a las necesidades de los pobres. En su lugar el autor defiende un enfoque de empoderami- 
ento legal a la prestación del servicio. 


270 


Manual dei CAD-OCDE sobre la reforma del sistema de seguridad - ISBN 978-92-64-03738-0 © OCDE 2007 


TopynotitM rnSbriel 



SECCIÓN 8: GESTIÓN, SEGUIMIENTO, REVISIÓN Y EVALUACIÓN DE 
LOS PROGRAMAS DE AYUDA PARA LA REFORMA DEL SISTEMA DE 
SEGURIDAD 

Objetivo de esta sección 

Esta sección ofrece directrices para gestionar, revisar y evaluar los programas de ayuda para la reforma 
del sistema de seguridad, su progreso y sus impactos, y reforzar la coordinación internacional cuando 
se ejecutan. Entre las cuestiones tratadas se encuentran: 

1 . Técnicas multidisciplinares necesarias para la reforma del sistema de seguridad 

2. Gestión de un programa de ayuda biiateral 

3. Opciones para la gestión del programa 

4. Revisión de los procesos y evaluación del impacto de los programas de ayuda 

5. Desarrollo de una estrategia eficaz de comunicaciones 

6. Fortalecimiento de la coordinación internacional 

Lecciones aprendidas 

• Los programas de ayuda RSS requieren una supervisión continua por parte de los funcionarios de los 
gobiernos donantes y de las organizaciones internacionales. 

• Adaptar los programas de ayuda para que respondan a las conclusiones extraídas de las revisiones y a las 
situaciones locales cambiantes, y garantizar que esta flexibilidad forme parte del proyecto desde el principio. 

• Implicar a los socios en las revisiones y evaluaciones para ayudar a fomentar la apropiación y la capacidad. 

• Necesidad de desarrollar una estrategia eficaz de comunicaciones que pueda engendrar una mayor 
comprensión de los programas en ámbitos potencialmente delicados desde el punto de vista político. 

• El apoyo al establecimiento de estructuras para facilitar la coordinación internacional, la armonización y el 
alineamiento con el trabajo del país socio es fundamental para que los programas de ayuda sean eficaces y 
tengan impacto. 


Los actores internacionales con frecuencia invierten fuertemente en programas de reforma del sis- 
tema de seguridad sin realizar una inversión suficientemente importante en su capacidad de gestión 
y de mantener la vigilancia sobre dichos programas, capacidad que resulta ser un elemento clave 
para proporcionar una ayuda internacional eficaz. Este problema se debe, en parte, a la dificultad de 
identificar al personal adecuado que tenga las competencias adecuadas. Pero también se debe a 
que hay que reconocer que los medios a través de los cuales se desarrolla y ejecuta un programa de 
ayuda suelen determinar sus resultados. Es necesario adoptar un enfoque paciente y sensible, cen- 
trado en la implantación de la apropiación local y en establecer asociaciones con otros actores para 
coordinar el apoyo. Es importante que cada una de las actividades del programa esté proyectada 
para que alcance los objetivos que persigue el programa en su conjunto, y para que se pueda analizar 
cómo se va acercando a ellos. Para constatar los progresos son necesarios un seguimiento y una 
revisión continuos, además de que los programas de ayuda tienen que ser suficientemente flexibles 
para adaptarse a las situaciones cambiantes. 

1. Técnicas multidisciplinares necesarias para la reforma del sistema 
de 

seguridad 

Muchas organizaciones internacionales carecen de personal que disponga de una amplia expe- 
riencia en la reforma del sistema de seguridad, es decir que sea capaz de analizar las necesidades 
y las posibilidades existentes para emprender la reforma a lo largo de todo el sistema de seguridad 
y para gestionar los programas vinculando a los distintos sectores en los que se desarrolla. Estas 
organizaciones tienen que depender bien de funcionarios civiles dedicados a distintas actividades, 
con escasa competencia para la reforma del sistema de seguridad, bien de expertos técnicos ex- 
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cesivamente centrados en cuestiones propias de su especialización, por ejemplo, la reforma de la 
Policía o del sistema de defensa. Sin lugar a dudas, cuando se emprende un programa de reforma 
es fundamental tener un profundo conocimiento técnico, pero hay que completarlo con las entradas 
que ofrecen personas que pueden aportar una panorámica del conjunto del sistema. Los Gobiernos 
donantes pueden salvar esta dificultad, hasta cierto punto, mediante iniciativas de formación que 
abarquen al Gobierno en su conjunto. 

2. Gestión de un programa de ayuda bilateral 

El apoyo eficaz supone un apoyo coherente. Dada la naturaleza de la reforma del sistema de segu- 
ridad, varios departamentos del Gobierno donante pueden estar implicados en el desarrollo de los 
programas bilaterales, departamentos entre los que se cuentan: agencias de desarrollo y Ministerios 
como el de Defensa o el de Asuntos Exteriores. Además, la idoneidad técnica tiene que estar se- 
cundada desde otros departamentos y agencias del Gobierno, v.g. el servicio de policía, el servicio 
civil y el sistema nacional de impartición de justicia. Garantizar que todos estos actores hablen con 
una misma voz y sigan una estrategia conjunta (a la vez que respetan sus mandatos individuales) 
constituye un auténtico desafío. 

A lo largo de los años se han realizado esfuerzos para trabajar en esta dirección tanto en la reforma 
del sistema de seguridad como en otras cuestiones relacionadas con la prevención de conflictos y la 
construcción de la paz. En el año 2004 los donantes se comprometieron, a través de las Directrices 
CAD sobre la reforma del sistema de seguridad y la Gobernabilidad (DAC Guidelines on SSR and 
Governance) a mejorar la coherencia de sus políticas y prácticas adoptando enfoques desde todas 
las instituciones de gobierno, y en esas Directrices se describen varios de los primeros modelos que 
aún están en curso. 

2.1 Garantizar los enfoques para la reforma del sistema de seguridad desde el gobierno en su 
conjunto 

Cuadro 8.1 Creación de unidades dentro del Gobierno en su conjunto para apoyar la RSS 
En el año 2001 el Reino Unido creó el Equipo Asesor de la Defensa (Defence Advisory Team) (DAT) for- 
mado por militares en servicio y retirados, personal civil del Ministerio de Defensa y un alto cargo del 
DFiD como asesor experto en gobernabilidad. La función de este equipo era apoyar a los equipos de los 
distintos países en la realización del proyecto y la ejecución de las estrategias de la reforma del sistema de 
seguridad financiadas a través de las Unidades de Prevención de Conflictos (Conflict Prevention Pools). 
Con la información aportada por la experiencia en el trabajo de campo y por las necesidades que presen- 
tan los países socios, en el año 2004 el equipo incorporó a miembros de reconocida competencia en los 
ámbitos de la reforma de la policía, la justicia y los servicios de inteligencia. Esta transición y ampliación 
de la capacidad para proporcionar apoyo conjunto en el ámbito del asesoramiento a lo largo de todo el 
sistema de seguridad se reflejó en el cambio de nombre del equipo que en 2005 adoptó el de Equipo Ase- 
sor para el Desarrollo del Sector de la Seguridad (Security Sector Development Advisory Team) (SSDAT). 


Este manual proporciona un marco en torno al cual se pueden entablar debates en el seno del Gobi- 
erno sobre la adopción de una estrategia conjunta para la reforma del sistema de seguridad especí- 
fica en cada país. Es fundamental identificar los instrumentos y la competencia disponibles y cómo 
se pueden reunir de forma coordinada. Hay que ser paciente y dedicar el tiempo necesario para 
decidir qué departamento debe dirigir las actividades y qué estrategia conjunta se va a desarrollar 
tanto a nivel político como sobre el terreno. Varios países donantes han instituido grupos o unidades 
de trabajo dentro del Gobierno implicados en cuestiones relacionadas con la construcción de la 
paz post-conflicto y con la reforma de los sistemas de seguridad y de justicia. Canadá, Holanda, el 
Reino Unido y los Estados Unidos han instituido unidades que reúnen las aptitudes multidisciplinares 
necesarias para emprender una reforma eficaz del sistema de seguridad, además de contar con la 
experiencia de los Ministerios de Asuntos Exteriores, las agencias de desarrollo y, en ocasiones, de- 
partamentos implicados en las cuestiones relacionadas con la defensa, la justicia y la política. Estas 
unidades han ayudado a derribar las barreras culturales que se alzaban entre los distintos cuerpos 
gubernamentales, a la vez que han garantizado una comprensión compartida de los distintos man- 
datos y objetivos. La cuestión que se plantea ante la actividad de este tipo de unidades formadas por 
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miembros de varias agencias es si su trabajo tiene repercusión sobre el diseño de programas en el 
conjunto del país o no; posiblemente, la mejor forma de garantizar sus impactos sea verificar si los 
distintos departamentos del Gobierno las utilizan como fuente de funcionamiento. El cuadro 8.2, a 
continuación, presenta una lista de los elementos prácticos que surgen al desarrollar una estrategia 
conjunta en todo el país, a través de la cual la coherencia de todas las instituciones de gobierno es 
más eficaz. 


Cuadro 8.2 ¿Cómo pueden contribuir las estrategias país a la coherencia de políticas? 

Los principales elementos del trabajo conjunto son los siguientes: análisis, política, estrategia, pro- 
gramación y seguimiento. La clave del proceso de desarrollo de la estrategia reside en vincular entre sí 

estos distintos elementos: 

• Impulsando la consulta, el análisis compartido y las evaluaciones conjuntas, siempre que sea posible, 
de análisis sobre cuestiones políticas, de seguridad y de desarrollo, como base sobre la que acordar las 
políticas a emprender. 

• Vinculando las prioridades de los departamentos del país en cuestión a los objetivos de la política exterior 
de un país donante. 

• Proporcionando herramientas para gestionar el trabajo conjunto mediante el desarrollo de planes de 
acción con puntos de referencia. 

• Proporcionando las bases para que los distintos departamentos estén de acuerdo cuando tratan ios 
asuntos con los distintos interlocutores del Gobierno receptor. 

• Comprometiendo de forma oficial a los departamentos para que trabajen con una mayor cohesión en un 
ámbito conoreto. 

Fuente: OCDE CAD (2006), “Whole of Government Approaches to Fragüe States”, www.oecd.org/dac/fragilestates. 


2.2 Crear las estructuras de incentivación correctas 

Alcanzar una mayor coherencia del Gobierno en su conjunto requiere tiempo, esfuerzo e, inevita- 
blemente, compromiso. También puede suponer que algún departamento del Gobierno no tenga 
demasiado que decir si tienen una función de apoyo más que de liderazgo en un programa de un 
país concreto. Por esta razón son necesarios los esfuerzos para garantizar que las estructuras de 
incentivación logren un enfoque coherente y global. 

Un incremento de los recursos, o un mayor acceso a ellos, constituye uno de estos posibles incen- 
tivos; otro de ellos puede ser el apoyo por parte de un alto nivel político anunciado a través de una 
declaración política conjunta realizada por los Ministros clave. 

Dado que la RSS requiere aptitudes multidisciplinares, el incentivo más importante para la coordi- 
nación entre los distintos departamentos del Gobierno sigue siendo la forma de acceso a una mayor 
competencia y conocimiento que conduzcan a una mayor eficacia de los programas. 

2.3 Financiación flexible para un enfoque global de la RSS 

El apoyo global a la reforma del sistema de seguridad incluye actividades que no computan 
necesariamente como AOD como Ayuda Oficial al Desarrollo (AOD). Se trata de actividades relacio- 
nadas fundamentalmente con la reforma de la defensa o de la inteligencia o, de forma más específica, 
con el fomento de la capacidad de lucha del ejército o del aumento de los servicios de inteligencia. 
La mayor parte del resto de las actividades relacionadas con la reforma del sistema de seguridad 
pueden ser computadas y financiadas por la AOD. Las Tablas 8.2 y 8.3 que aparecen al final de 
esta sección examinan en mayor profundidad qué actividades computan o no como Ayuda Oficial al 
Desarrollo y conseguirla. Varios países han desarrollado acuerdos flexibles de financiación que 
permiten el uso de los recursos del Gobierno a esas actividades, así como las fuentes de dedican 
a estas actividades, así como a través de la AOD y otras fuentes que no son AOD; estos acuerdos 
estimulan una mayor coordinación dentro del conjunto del Gobierno. En el año 2001 el Reino Unido 
estableció el Unidad Global para la Prevención del Conflicto (Global Conflict Prevention Pool) (GCPP) 
y la Unidad para la Prevención del Conflicto en África (Africa Conflict Prevention Pool) (ACPP) para 
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apoyar las prioridades acordadas por el Ministerio de Asuntos Exteriores, el Departamento para el 
Desarrollo Internacional (Department for Internacional Development) y el Ministerio de Defensa. Es- 
tos fondos han financiado varios programas de reforma del sistema de seguridad, programas cuyas 
prioridades habían sido establecidas conjuntamente por los tres departamentos y revisadas por los 
Ministros. 

De igual forma, Holanda ha desarrollado el “Fondo de Estabilidad” que también promociona la 
coherencia mediante la financiación conjunta y un enfoque integrado dirigido a la política para las 
cuestiones de seguridad y desarrollo (Cuadro 8.3). 

Cuadro 8.3 Mecanismos flexibles de financiación para un enfoque integrado 
Fondo de Estabilidad holandés 

El Gobierno de Holanda ha creado un sistema de financiación llamado “Fondo de Estabilidad” dirigido a apo- 
yar y mejorar la eficacia de un enfoque conjunto de paz, la seguridad y el desarrollo. El Fondo acude tanto a 
las fuentes de la Ayuda Oficial al Desarrollo como a las que no son AOD. 

El Fondo está concebido para financiar actividades de construcción y mantenimiento de la paz. Entra en jue- 
go donde los análisis tradicionales (que establecen si una actividad se puede clasificar como AOD en función 
de los criterios en vigor de la OCDE CAD) complican la adopción del enfoque global y conjunto a las cues- 
tiones relacionadas con la seguridad esencial para la reducción de la pobreza y el desarrollo sostenible. 

La cuestión de la elegibilidad de la ayuda, la cual puede limitar una rápida acción de respuesta a las necesi- 
dades inmediatas, se ha dejado a propósito fuera del proceso de toma de decisiones. La meta es garantizar 
los vínculos eficaces entre la prevención de conflictos, la gestión de crisis, la reconstrucción y la rehabi- 
litación. No se realiza una evaluación retroactiva de la AOD de las actividades al final del presupuesto de 
cada año. El fondo apoya una política exterior conjunta basada en un enfoque multidimensional que incluye 
el análisis político, las operaciones de mantenimiento de la paz, tareas civiles y militares, derechos humanos, 
y el fortalecimiento de las estructuras civiles. 

Fuente: Ministerio de Asuntos Exteriores de Holanda y Directrices del CAD sobre la reforma del sistema de seguridad y 
gobernabilidad (DAC Guidelines on SSR and Governance). 


2.4 Coordinación del Gobierno en su conjunto a nivel país 

La experiencia ha demostrado que, además de los retos que se presentan en el marco político gene- 
ra!, una estrategia a nivel país y una financiación suficientemente flexible, siguen existiendo retos 
para garantizar la coherencia en el terreno. A las sedes centrales puede llegar más de una línea de in- 
formación y en esos casos, la información conjunta impulsaría la coordinación y la adaptación de las 
agendas de las sedes centrales en la misma dirección. Varios países han descubierto que la forma- 
ción de comités ejecutivos en los países receptores ayuda a garantizar que los representantes de los 
Gobiernos donantes manifiesten una misma opinión ante los interlocutores del país socio. Cuando 
están dirigidos por el Embajador, estos comités están formados por los agregados de defensa, de 
asuntos exteriores y de desarrollo. Entre otras propuestas se cuentan: disponer de sistemas de infor- 
mación conjuntos, así como establecer la oportuna acreditación de seguridad para el personal más 
importante para garantizar que la información sea compartida o se acceda a ella con facilidad. 

3. Opciones para la gestión del programa 

Los programas internacionales de apoyo pueden ser dirigidos por personal interno, contratado a 
consultorías externas o, incluso, procedente de fuentes externas a los socios de la ejecución como 
son las organizaciones internacionales, las ONG y las consultorías de gestión. Cada una de estas 
opciones tiene unas ventajas distintas pero, en todos los casos, la dificultad siempre reside en la 
gestión de los recursos humanos para alcanzar un objetivo previamente determinado. Los actores 
internacionales mantienen un control absoluto y les parece que la tarea es más sencilla cuando ellos 
mismos gestionan los programas internos. Aunque se pueden enfrentar a grandes retos para encon- 
trar personal que disponga de las aptitudes adecuadas, mantener un programa interno suele ofrecer 
mayor flexibilidad al responder a la situación cambiante, además de proporcionar mayor control 
político. También incrementa la responsabilidad pública de la ayuda. Esta mayor visibilidad, tanto en 
el interior del donante como en el país socio, también presenta desventajas. 
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Muchos programas de reforma del sistema de seguridad financiados por los donantes están siendo 
ejecutados en la actualidad por empresas del sector privado y por ONG. En un momento en que las 
agencias de desarrollo están aumentando proporcionalmente la ayuda al desarrollo sin realizar un 
incremento similar de la cantidad de personal, probablemente sea éste el enfoque que prevalezca. 
La tendencia hacia la contratación externa manifiesta una serie de posibles implicaciones significa- 
tivas en relación con la responsabilidad y el control de calidad. Tal y como se estudió en la Sección 
2, la reforma del sistema de seguridad es una cuestión de gran importancia política y la sensibilidad 
debe aumentar cuando están implicados actores no estatales. A pesar del posible incremento de 
la implicación del sector privado, sigue siendo necesario que los empleados de los Gobiernos y 
de las organizaciones internacionales sean capaces de conservar la responsabilidad ante quienes 
les contratan. Es importante que los Gobiernos donantes sigan comprometidos y no consideren la 
reforma del sistema de seguridad como una cuestión exclusivamente técnica, y eviten contratar las 
cuestiones políticas con el sector privado. 

Contratar un programa de apoyo a una organización internacional, ONG o empresa consultora de 
gestión exige que dicha organización internacional desarrolle las aptitudes adecuadas para la gestión 
del contrato. Una de las ventajas de esta contratación es que los donantes encontrarán en el mer- 
cado con mayor facilidad que en el interior personas dotadas de la profesionalidad y capacitación 
técnica y de gestión que necesitan para ejecutar estos programas de apoyo. El sector privado y las 
ONG pueden ofrecer las aptitudes y la capacidad tan necesarias para apoyar a los programas de 
reforma del sistema de seguridad, pero hay que complementarlas con el apoyo político y el compro- 
miso de los donantes y de las organizaciones internacionales. Además, dada la dedicada naturaleza 
de las cuestiones a las que afecta la reforma del sistema de seguridad, los Gobiernos socios prefieren 
trabajar con expertos y cuerpos estatales, es decir con funcionarios del Gobierno o personal civil del 
mismo en los que perciben una legitimidad y confidencialidad esenciales para proporcionar ayuda a 
los programas de reforma del sistema de seguridad. Por ejemplo, en el caso de la reforma del ejército 
o de la policía, desde el punto de vista del acceso, la credibilidad y la armonía se concede gran valor 
a que quienes se comprometen directamente con sus interlocutores del país socio sean funcionarios 
que actúan en representación de los organismos a los que pertenecen. 

Uno de los mayores desafíos respecto a la contratación a fuentes externas de un programa de apoyo 
es la cuestión del cliente dividido. Un socio vigente de ejecución contratado a fuentes externas 
trabaja a la vez para el actor internacional y para el Gobierno nacional o para otros socios locales. 
Recibe dirección y directrices de ambos; le paga el actor internacional al mismo tiempo que, en 
virtud de los principios de la apropiación local, es responsable de sus actividades ante las partes 
interesadas locales. Se trata de una posición difícil tanto para el socio de ejecución como para el 
actor internacional. 

Una solución intermedia entre las dos anteriores es la contratación de asesores externos (interna- 
cionales y/o locales), individualmente o en grupos pequeños. Los asesores presentan sus informes 
directamente al actor internacional y se alzan menos barreras burocráticas y organizativas. Sin em- 
bargo, un mayor control impone sus propias cargas de gestión, aunque ofrece mayor flexibilidad y 
evita el dilema del cliente dividido. 
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Tabla 8.1 Ventajas e inconvenientes de la subcontratación para la ejecución de la reforma del 

sistema de seguridad 


Ventajas 

inconvenientes 

Gestión y percepción del conocimiento - Los con- 
tratistas proporcionan las aptitudes profesionales, 
técnicas y de gestión necesarias para la reforma 
del sistema de seguridad. Utilizan las metodologías 
más actuales para proporcionar asesoramiento 
sobre la planificación estratégica, la medición del 
funcionamiento y la evaluación del personal. 

La cuestión del doble cliente - El contratista queda 
atrapado entre la gestión de la línea y la responsa- 
bilidad ante el agente internacional que proporciona 
la financiación y los puntos de contacto con la 
institución local o beneficiarla del programa. 

Compromiso eficaz - El compromiso de los 
contratistas permite el empleo de la competencia 
para el ejército o la policía sin recurrir al ejército 
nacional ni a los servicios de la policía cuyos 
recursos suelen estar excesivamente comprometi- 
dos o no estar disponibles. 

Antecedentes y costes elevados - Es necesario 
averiguar la conducta previa de la ONG o empresa, 
la calidad de la prestación del servicio y la reputación 
de su personal. Las empresas privadas suelen ser 
caras. 

Presencia discreta - Los contratistas políticos 
pueden mantener una presencia más discreta sobre 
el terreno ya que no representan al Gobierno ni 
llevan uniforme. 

Extensión política nacional - Se puede considerar 
que representan la extensión de las políticas oficiales 
de los socios externos que les financian, a la vez que 
no ven la necesidad de rendir cuentas ni de seguir 
las orientaciones políticas del donante. 

Aptitudes multidimensionales - Las empresas 
de asesoría de gestión proporcionan personal 
altamente cualificado y son capaces de prestar 
servicios relativos a diversos ámbitos. 

Déficit democrático - El sector privado no está sujeto 
a los mismos controles legislativos que el sector 
público. Además, se observa una tendencia a carecer 
de legislación nacional en el ámbito del control de 
calidad. 

Flexibilidad - Los contratistas ofrecen flexibilidad en 
comparación con el largo proceso de contratación 
interna del estado. Se despliegan o movilizan para 
la acción con rapidez y orientan mejor su trabajo 
hacia los resultados. 

Diseño del proyecto y cambios a medio plazo - La 
desconexión entre quienes diseñan los proyectos y 
quienes los ejecutan puede provocar problemas de 
entendimiento. Esto tiende a ser peor cuando son 
necesarias revisiones y ajustes a medio plazo. 

Contribución al desarrollo de un marco político y 
directrices - Como “actor” sobre el terreno y en 
estrecho contacto con la institución objeto de la 
reforma, el contratista se encuentra en una posición 
privilegiada para reunir las mejores prácticas que, 
a su vez, ayudarán a los donantes a formular de 
nuevo los marcos y directrices políticos. 

Complejidad de la coordinación - Cuando en un 
nuevo ámbito se produce una proliferación de 
proyectos (por ejemplo en el ámbito de la reforma del 
sistema de seguridad) sin elaborar primero un marco 
político que abarque todo, la multiplicidad de actores 
sobre el terreno provoca retos de coordinación que se 
pueden agravar cuando los contratistas ejecutan los 
programas. 


Fuente: Tabla elaborada a partir de Mancini (2005), In Good Company? The Role of Business in Seourity Sector Reform, DEMOS 
e IPS, Capítulo 5: “Assessing the Prívate Sector Contribution”, pp. 55-76. 
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4. Revisión del progreso y evaluación del impacto 

Los objetivos de la ayuda internacional, tal y como se ha explicado en la Sección 4 sobre el diseño 
del programa, deberían fortalecer la gobernabilidad e impulsar la prestación del servicio de las ins- 
tituciones de seguridad e impartición de la justicia a la vez que incrementar la apropiación local y 
la sostenibilidad. Uno de las principales retos de gestión es la medición y evaluación de hasta qué 
punto el programa de ayuda está colaborando en la consecución de estos objetivos y si está con- 
duciendo a que se produzcan cambios en el comportamiento de los actores tanto estatales como no 
estatales. Esto exige un seguimiento continuo, seguimiento que se podría utilizar como herramienta 
de gestión para ajustar los programas de ayuda de manera que respondan a las situaciones y necesi- 
dades locales cambiantes. También requiere un análisis de la situación y, cuando sea conveniente 
para la reforma del sistema de seguridad, una evaluación del conflicto. Los evaluadores y examina- 
dores tienen que reunir toda la información sobre análisis previos para luego realizar el propio más 
brevemente y contar así con una mejor comprensión del contexto en el que funciona el programa, 
teniendo en cuenta las dinámicas cambiantes. 

Hay que realizar el seguimiento del progreso utilizando indicadores, previamente decididos en diseño 
del programa, de los objetivos a conseguir a lo largo de la cadena de resultados. El progreso se 
puede medir estableciendo una comparación con los datos de la línea de base que se hayan reunido 
en el análisis inicial (Sección 3). Por ejemplo, se pueden encargar encuestas de seguimiento para ob- 
servar los cambios que se producen en la opinión pública en relación con la seguridad, y los análisis 
del conflicto se pueden revisar para analizar las impactos del programa de reforma del sistema de 
seguridad sobre las dinámicas del conflicto y cómo éstas están influyendo sobre la reforma. 

Las revisiones deberían realizarse de forma periódica a través de programas de ayuda para evaluar 
el desarrollo (véase la Figura 1 .2, “Panorama de un programa de ayuda externa para la reforma del 
sistema de seguridad’’, en la Sección 1). Las revisiones están diseñadas para proponer los ajustes 
y perfeccionamientos necesarios para alcanzar las metas del programa. Por otro lado, al final del 
programa se suelen realizar evaluaciones que permitan identificar las lecciones aprendidas extraí- 
das más importantes e informar a los programas que se elaboren posteriormente. En el proyecto de 
cualquier programa se debe establecer un marco de revisión y de evaluación (Sección 4). Cuando 
se gestionan con eficacia, pueden servir de herramientas de gran valor. Es importante introducir las 
revisiones en los programas para dar respuesta al sentimiento común difundido entre el personal del 
programa de que las revisiones hacen perder demasiado tiempo, recursos y energía. Las revisiones 
no se pueden ver como una actividad más opcional sino como un elemento intrínseco del desarrollo 
del programa de ayuda. El Caso 8.1 estudia las lecciones aprendidas de la evaluación de un pro- 
grama de reforma del sistema de seguridad llevado a cabo en Sierra Leona. 

El CAD de la OCDE ha desarrollado una serie de criterios generales para evaluar los programas de 
desarrollo que son útiles como guía para realizar las revisiones y evaluaciones de los programas de 
ayuda a la reforma del sistema de seguridad (Cuadro 8.4). Estos criterios se pueden incorporar como 
fuente de referencia para realizar la revisión, por ejemplo. El CAD también está desarrollando actual- 
mente unas orientaciones para evaluar las intervenciones y actividades que se realizan para tratar 
los conflictos, la paz y la seguridad, en las que se incluirá alguna explicación de cómo se utilizan 
estos criterios del CAD en las situaciones en las que se pueden emprender reformas del sistema de 
seguridad. 
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Cuadro 8.4 Criterios del CAD para evaluar la ayuda al desarrollo 

Al revisar y evaluar los programas y proyectos es útil tener en cuenta los siguientes criterios del CAD, tal y 
como se han expuesto en los Principios del CAD para la evaluación de la ayuda al desarrollo (DAC Principies 
for Evaluation of Development Assistance): 

Relevancia: nivel que ocupa la actividad relacionada con la ayuda entre las prioridades y políticas del grupo 
objetivo de esta ayuda, tanto receptor como donante. Al evaluar la relevancia de un programa o proyecto, es 
útil considerar las siguientes cuestiones: 

• ¿Hasta qué punto siguen siendo válidos los objetivos del programa? 

• Las actividades y entradas del programa, ¿están de acuerdo con la meta que se persigue y la consecución 
de los objetivos generales? 

• Las actividades y entradas del programa, ¿están de acuerdo con los impactos y efectos que se quieren 
producir? 

Eficacia: es una medida de hasta qué nivel la actividad de ayuda está alcanzando sus objetivos. Al evaluar 
la eficacia de un programa o proyecto, es útil considerar las siguientes cuestiones: 

• ¿Hasta qué punto se han conseguido, se están consiguiendo o se podrán conseguir los objetivos pro- 
puestos? 

• ¿Cuáles eran, o son, los principales factores que influyen en que se alcancen o no ios objetivos? 

Eficiencia: es una medida de los productos (cualitativos y cuantitativos) en relación con las entradas. Se trata 
de un término económico que significa que la ayuda utiliza la menor cantidad posible de recursos costosos 
para conseguir los resultados deseados. Normalmente, requiere establecer una comparación con enfoques 
alternativos para conseguir los mismos productos, para saber si se ha adoptado el proceso más eficiente. Al 
revisar y evaluar la eficiencia de un programa o proyecto, es útil considerar las siguientes cuestiones: 

• Las actividades, ¿resultan rentables? 

• ¿Se alcanzan los objetivos a tiempo? 

• ¿Se ha ejecutado, o se está ejecutando, el programa o proyecto de la forma más eficiente, dadas las al- 
ternativas disponibles? 

Impacto: son los cambios, positivos o negativos, provocados por la intervención en el desarrollo, directa o 
indirectamente, voluntaria o involuntariamente. Tiene en cuenta los principales efectos producidos por la 
actividad en función de los indicadores sociales, económicos, medio ambientales y de otro tipo de desarrollo 
local. El examen tiene que incluir el impacto, tanto positivo como negativo, de los factores externos como 
son los cambios producidos en función de las condiciones mercantiles y económicas. Al evaluar la reper- 
cusión de un programa o proyecto, es útil considerar las siguientes cuestiones: 

• ¿Qué ha sucedido, o está sucediendo, como consecuencia del programa o proyecto? 

• ¿Qué diferencia real ha supuesto la actividad para los beneficiarios? 

• ¿A cuánta gente ha afectado? 

Sostenibitidad: medida que comprueba si es probable que los beneficios de una actividad continúen 
después de que se retira la ayuda del donante. Al evaluar la sostenibilidad de un programa o proyecto, es útil 
considerar las siguientes cuestiones: 

• ¿Cuáles son los factores más importantes que influyen en la consecución o no de la sostenibilidad del 
programa o proyecto? 

Fuentes: OCDE (1991), DAC Principies for the Evaluation of Development Assistance, www.oecd/dac/evaíuation; OCDE 
(1986), Glossary of Terms Used in Evaluation, en Methods and Procederes in Aid Evaluation; y OCDE (2000), Glossary of 
Evaluation and Results Based Management (RBM) Terms. 
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4.1 Fomentar la apropiación local a través de revisiones y evaluaciones abiertas a la participación 

Una forma importante de superar el escepticismo de algunas partes interesadas respecto a las revi- 
siones y evaluaciones es garantizar que éstas estén proyectadas para impulsar el aprendizaje y no se 
conviertan en un motivo de confrontación. El objetivo que se persigue con su realización es mejorar 
la prestación del servicio de los programas de ayuda, no señalar a nadie. Incorporar puntos de ref- 
erencia y preparar el seguimiento y evaluación desde el principio del diseño del programa también 
fomenta una dinámica de aprendizaje y aumenta la responsabilidad. Otro elemento de la solución es 
disipar las visiones negativas que consideran que las revisiones y evaluaciones constituyen más una 
reflexión sobre las perspectivas, normas, regulaciones, prioridades y objetivos del agente interna- 
cional que sobre las necesidades de los países socios. Flacerlo de esta manera exige un proceso que 
identifique las principales cuestiones/problemas, que permita el acuerdo entre las principales partes 
interesadas sobre dichas cuestiones, y encuentre evaluadores con la combinación de cualidades 
adecuada para realizar el trabajo con un espíritu positivo de inclusión. 

Tradicionalmente, la evaluación ha sido gestionada, por lo general, desde una perspectiva exterior 
que con frecuencia no ha reconocido las expectativas locales o el potencial que suponía para las 
contribuciones de las partes interesadas nacionales. En efecto, las partes interesadas eran el objeto 
de la evaluación más que los participantes clave en el proceso. Se solía dejar a un lado, sin represen- 
tar papel alguno, a los beneficiarios, a las organizaciones de la sociedad civil local y los Gobiernos 
de los países socios. 

Sin embargo, las revisiones y evaluaciones de los programas de reforma del sistema de seguridad 
constituyen una importante oportunidad para implantar a nivel local la apropiación y constituir la ca- 
pacidad. Con enfoques de participación, se implica realmente a las partes interesadas clave en: 

• Establecer los marcos para informar y medir los resultados. 

• Reflexionar sobre los resultados alcanzados, proponer soluciones y responder a los desafíos. 

• Promover la ejecución de las recomendaciones. 

La experiencia ha demostrado que si las partes interesadas hubieran participado en los procesos de 
revisión o evaluación, hubiera sido más probable que contribuyesen a la ejecución de los resultados. 
Demostrar que las opiniones de las partes interesadas locales pueden repercutir sobre el proyecto 
de los programas de ayuda internacionales también puede suponer la obtención de poder por los 
actores locales y colaborar en el incremento de la apropiación. Por lo tanto, las revisiones y evalua- 
ciones se deben ver como procesos, más que como informes. Un proceso inclusivo que contrate al 
personal adecuado para realizar la revisión, llevar a cabo amplias consultas, escuchar y responder 
a las partes interesadas produce un entorno de aprendizaje positivo del que se pueden desprender 
grandes beneficios. 

4.2 Gestionar la información para informar a las revisiones y a las evaluaciones 

Dos de los mayores retos a los que se enfrentan los equipos de examen y evaluación son los 
elevados niveles de rotación del personal y la escasa sistematización de la elaboración de informes. 
Esto conduce a que sea muy difícil saber lo que ocurre con los programas y las razones para 
ello. Si los gestores de los programas fueran presentando informes en los que quedase reflejado 
por qué se toman ciertas decisiones, podría observarse la adaptación que ha ido sufriendo el pro- 
grama ante situaciones cambiantes y constituirían una valiosa fuente de información para realizar 
las revisiones. Otro problema es que con frecuencia no están disponibles las revisiones y eva- 
luaciones anteriores. Una serie de actores internacionales han creado "cubos” de información a los 
que puede acudir el personal en busca de un amplio abanico de información sobre temas intere- 
santes y relevantes para realizar su trabajo, pero es frecuente que no encuentren la información que 
buscan o que ésta no esté actualizada. Esto conlleva que las revisiones lleven a pasar de nuevo 
por lugares por los que ya se habla pasado. Es fundamental garantizar que los actores interna- 
cionales encuentren un sistema eficaz de difundir y compartir sus conocimientos tanto en el seno 
de sus organizaciones como con los socios (véase la sección sobre coordinación, más abajo). 
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4.3 Garantizar que lo aprendido dote de información a la revisión de los programas de ayuda 

Cuando se revisan y evalúan los programas de reforma del sistema de seguridad, es frecuente que 
no se tengan en cuenta las lecciones aprendidas por lo que no conducen a elaborar mejores pro- 
gramas de ayuda. Este problema es fruto, en parte, de una mala gestión. Pero también manifiesta 
la necesidad de garantizar que los responsables de realizar la revisión comprendan bien la situación 
en la que se desarrolla el programa de ayuda y que reconozcan los retos que supone el cambio. Es 
esencial que las recomendaciones incorporen los matices propios de la situación local (por ejemplo, 
la historia de las relaciones entre comunidades vecinas o las barreras que se alzan ante la reforma 
de la policía). En caso contrario, estos informes se enfrentarán a la oposición, comprensiblemente, 
pues se considerará que se basan en suposiciones sobre lo deseable más que sobre lo factible. Esto 
subraya la importancia de adoptar un enfoque de participación en relación con las revisiones y de 
escoger el personal adecuado para llevarlas a cabo. 

Si las revisiones van a conducir a reformas de los programas de ayuda, sus recomendaciones tienen 
que ser claras y prácticas. Las recomendaciones abstractas, criticas, que ignoran la situación local 
o que no transmiten cómo se deben poner en práctica, simplemente, no funcionan: conducirán a la 
falta de acción o incluso a acciones no deseadas. Esto significa que las revisiones tienen que avanzar 
desde los “por qué” hacia los “cómo” para poder asesorar, incluyendo el cómo impulsar el cambio 
cuando se trabaja con instituciones que suelen ser muy tradicionales y se oponen a la reforma. 

5. Desarrollo de una estrategia eficaz de comunicaciones 

El fracaso a la hora de comunicar los objetivos y actividades de la ayuda socava los procesos de 
reforma del sistema de seguridad, en especial a causa de su índole políticamente delicada. Un requi- 
sito que los donantes se tienen que tomar más en serio es desarrollar una estrategia de comuni- 
caciones eficaz y se debe incorporar con mayor frecuencia en el diseño del programa. Claramente, 
comunicar las intenciones, suscitar el interés hacia el compromiso con los cambios y mostrar los 
progresos son factores importantes que ayudan a mantener el apoyo tanto político como público a 
los procesos de reforma. 


Cuadro 8.5 Un boletín sobre la reforma de la policía sirve de plataforma para la discusión política en 
Serbia 

El Departamento de Imposición del Cumplimiento de la Ley (Law Enforcement Department) de la Misión en 
Serbia y Montenegro (Misión to Serbia and Montenegro) de la Organización para la Seguridad y la Coope- 
ración en Europa (OSCE) elaboró, como parte de su apoyo al proceso de reforma de la policía en Serbia, 
un boletín trimestral titulado Reforma de la Policía (Pólice Reform) que se publicó tanto en inglés como en 
serbio. El boletín sirvió como medio de mantener informados de las reformas que se estaban realizando 
tanto a la comunidad internacional como a los cuerpos de mantenimiento del orden. También sirvió de foro 
político en el que discutir las cuestiones relacionadas con el proceso de reforma y como medio de coordinar 
el compromiso de la comunidad internacional en relación con objetivos específicos de dicha reforma. 

Véase un ejemplo del boletín en http://www.osce.org/publications/fry/2005/05/18200_541_en.pdf. 


280 


Manual dei CAD-OCDE sobre la reforma del sistema de seguridad - ISBN 978-92-64-03738-0 © OCDE 2007 


TopynotitM rnSbrial 




La comunicación se tiene que producir en varios niveies, entre ios que se cuentan el de ios actores 
internacionaies, entre actores internacionales y Gobiernos de ios países socios, entre los distintos 
departamentos dei país socio y entre los Gobiernos de los países socios y su población. Introducir en 
la agenda del Gobierno la reforma del sistema de seguridad requiere suscitar el interés de la pobla- 
ción por las cuestiones relacionadas con la impartición de la justicia y la seguridad y desarrollar la 
capacidad de los medios, de las instituciones dedicadas a la investigación y del mundo académico 
para que se puedan comprometer con el debate político y controlar las políticas y prácticas rela- 
cionadas con la seguridad y la impartición de justicia. Es fundamental mantener a todas las partes 
interesadas locales informadas de la ejecución y actividades que realizan los programas, explicarles 
los objetivos que se persiguen y comunicarles los progresos que se van realizando, especialmente 
para apoyar a quienes están dirigiendo el cambio y reducir las impactos de la oposición al mínimo. 
Los programas internacionales de ayuda deben designar a alguien para que ejerza las funciones de 
responsable de comunicación y desarrollar una estrategia que garantice que su mensaje llega eficaz 
y coherentemente. El Caso 8.2 estudia la estrategia de comunicaciones desarrollada en Kosovo por 
las Naciones Unidas como parte de la revisión interna del sector de la seguridad (ISSR). Asociarse 
con las organizaciones de la sociedad y con los movimientos de mujeres constituye una forma eficaz 
de difundir mensajes ya que este tipo de asociaciones suele estar cerca de los grupos de población a 
los que se dirige el programa y tienen experiencia en la comunicación y defensa de la comunidad. 

6. Fortalecimiento de la coordinación internacional 

6.1 Garantizar la compatibilidad con la Declaración de París sobre Eficacia de la Ayuda 
(París Declaration on Aid Effectiveness) 

De la misma forma que sucede con todas las actividades de desarrollo, la coordinación de los do- 
nantes es una cuestión clave, y difícil. La naturaleza política de los intereses de todos los estamentos 
del Gobierno en las cuestiones relacionadas con la seguridad dificulta enormemente la coordinación 
de la reforma del sistema de seguridad. Sin embargo, existe un amplio acuerdo respecto a la finalidad 
de la coordinación de la ayuda; hay que utilizar los recursos con eficiencia y eficacia, y las contribu- 
ciones de los distintos donantes implicados deben ser complementarias y asignadas de acuerdo con 
las prioridades y políticas locales. 

Al plantear los mecanismos de coordinación sobre el terreno, es importante que el factor clave de 
la apropiación local siga siendo el punto de partida y que se garantice que, en tanto en cuanto sea 
posible, el Gobierno del país socio sea el que dirija la coordinación. La ayuda externa se debe cons- 
truir sobre las capacidades nacionales, sus recursos e iniciativas, y no con ánimo de sustituirlas. 
La coordinación de los donantes se debe basar, siempre que sea posible, en los principios de la 
Declaración de París sobre Eficacia de la Ayuda (París Declaration on Aid Effectiveness) (2005). El 
actor internacional que apoye el proceso de coordinación se debe comprometer a medio y largo 
plazo, tiempo necesario para que la reforma del sistema de seguridad y las actividades de prevención 
de conflictos y construcción de la paz sean realmente eficaces. La implantación de oficinas conjuntas 
por parte de los donantes ha constituido un enfoque innovador del que hay ejemplos, como el del 
sur de Sudán donde se han reunido recursos y competencia técnica. Es un medio más eficaz de 
proporcionar apoyo al nivel del país para países en los que no hay relaciones diplomáticas con el 
Gobierno donante. Otro ejemplo es la suscripción del “Pacto de Afganistán” (“Afghanistan Compact”) 
en 2006 que compromete a los donantes y al Gobierno afgano a trabajar juntos y dar pasos concre- 
tos que garanticen que el apoyo está de acuerdo con las prioridades del país y la estrategia nacional 
de desarrollo, respetando la Declaración de París. Este tipo de acuerdos fomenta la apropiación y la 
armonización. 
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Cuadro 8.6 Intensificación de la armonización a través de la Oficina Conjunta de Donantes en el Sur de 
Sudán 

El 27 de mayo de 2006 se inauguró en el sur de Sudán una Oficina Conjunta de Donantes. Esta Oficina es 
un marco de cooperación establecida inicialmente por cinco países: Dinamarca, Hoianda, el Reino Unido, 
Noruega y Suecia. Entre ias áreas de actividad se cuentan ei diáiogo politice, ia coordinación de los do- 
nantes, el apoyo técnico al secretariado de los Fondos fiduciarios Multi-donante (Multi Donor Trust Fund), el 
seguimiento, la elaboración de informes y la gestión del programa. 

Cada uno de los países mencionados envía fondos y asesores técnicos a sectores clave, v.g. ia salud, la 
justicia, la gobernabilidad, la seguridad y los servicios sociales. 

Fuente: Ministerio de Asuntos Exteriores de Dinamarca 


Dado que la coordinación entre los donantes es voluntaria, su éxito depende del grado de valor 
añadido de las operaciones de cada uno de los donantes y agencias por separado. Los resultados 
de este valor añadido pueden incluir análisis independientes de las necesidades, acceso a la infor- 
mación o negociaciones con las instituciones socias a favor del conjunto de donantes, para decidir 
dónde es más necesario el apoyo de los donantes. El carácter voluntario de la coordinación de la 
ayuda también lo convierte en un concepto totalmente distinto del de gestión, que implica un fuerte 
control sobre los distintos elementos presentes. Una buena coordinación no se construye metiendo 
todas las actividades en un único molde. La diversidad de enfoques, dentro de la que se cuenta la 
experimentación con métodos nuevos, pueden contribuir enormemente. 

6.2 Valor añadido de los análisis, revisiones y evaluaciones conjuntas 

Un área en el que la coordinación aporta enormes beneficios es el análisis, la revisión y la evaluación 
de los programas de ayuda a la reforma del sistema de seguridad. Realizarlos de forma conjunta 
puede tener el resultado de que, a su vez, se adopten nuevos enfoques más coordinados al diseño 
del proyecto y a la ejecución de los programas. Como poco, compartir los informes permite desarro- 
llar una comprensión común. El CAD de la OCDE ha publicado recientemente una guía práctica 
elaborada para ayudar a los gestores a desarrollar evaluaciones conjuntas eficaces (véase Biblio- 
grafía, 5, al final de esta sección). Entre los beneficios potenciales de realizar conjuntamente los 
análisis, revisiones y evaluaciones se cuentan la construcción mutua de la capacidad, la política de 
armonización, costes más bajos de las transacciones, participación de los países socios y por lo 
tanto mayor nivel de acuerdo con sus intereses, y un incremento de la objetividad y legitimidad. 

6.3 Aclarar papeles y responsabilidades 

Tiene que existir una claridad absoluta en relación con la división de papeles y responsabilidades en 
el seno de la comunidad internacional: la ambigüedad respecto a la división del trabajo constituye un 
obstáculo para la ejecución y socava la legitimidad del compromiso. La experiencia demuestra que 
la coordinación de la ayuda técnica y económica recibe el beneficio del liderazgo de una agencia bi- 
lateral o multilateral o de un donante que sea considerado como digno de credibilidad por el resto de 
los donantes y por los receptores de la ayuda. Distintas agencias y donantes han ejercido este papel 
y se ha demostrado la utilidad de mantener cierta flexibilidad en relación con el liderazgo. La agen- 
cia que dirige es responsable de conseguir una adecuada difusión de la información en el entorno 
caótico que suele encontrarse durante o inmediatamente después de la crisis. El Cuadro 8.7, que 
aparece a continuación, estudia las lecciones aprendidas de los intentos de coordinar la comunidad 
internacional que apoya la reforma del sistema de seguridad en Afganistán. 
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Cuadro 8.7 Análisis de la coordinación internacional en Afganistán 

En cada programa de reforma del sistema de seguridad suelen estar implicados muchos actores interna- 
cionales. Entre éstos se cuentan agencias internacionales de desarrollo, ministros de defensa, servicios de 
inteligencia, agencias y programas de las Naciones Unidas, instituciones financieras internacionales, organi- 
zaciones no gubernamentales, empresas del sector privado y organizaciones regionales. Es importante que 
este amplio conjunto de actores forme un “grupo de contacto” o comisión técnica para apoyar y ayudar a 
coordinar, armonizar y supervisar la contribución coherente de la comunidad internacional a un programa de 
reforma del sistema de seguridad. Siempre que sea posible, un cuerpo de este tipo debería estar dirigido por 
un representante del Gobierno receptor. 

Las agencias suelen procurar implicarse en varias áreas de trabajo, sin centrar su atención y recursos en áre- 
as en las que dispongan de ventajas comparativas. Sin embargo, es importante garantizar que la asignación 
de funciones y responsabilidades no conduzca a un enfoque “compartimentado” a la reforma del sistema 
de seguridad, tal y como se ha visto en Afganistán. El Acuerdo de Bonn (firmado en diciembre del año 2001) 
estableció cinco pilares para las cuestiones relacionadas con la reforma del sistema de seguridad, cada uno 
de ellos dirigido por un donante. Pero este enfoque no ha tenido en cuenta los vínculos existentes entre los 
distintos sectores para reconocer la importancia de la apropiación local al garantizar la sostenibilidad. 

Véase además la Bibliografía 10, al final de esta sección: Sedra, 2006. 


6.4 Coordinación de la financiación 

Con demasiada frecuencia los mecanismos de financiación de las estrategias de ayuda internacional 
están fragmentados, poco dotados de recursos y precariamente dependientes de la formalidad y 
generosidad de determinadas agencias donantes y mecanismos de préstamo. Un elemento clave de 
la planificación a largo plazo es que se conozca de antemano los fondos con los que va a contar. Las 
prioridades que van surgiendo en otros países o las restricciones en el presupuesto pueden llevar a 
recortes con un posible efecto prejudicial sobre la ejecución del programa y las relaciones con los 
socios. 


Cuadro 8.8 Fondos fiduciarios como mecanismo de coordinación: el ejemplo del Programa de Desmovi- 
lización y Reintegración multipaís (Multi-Country Demobilisation and Reintegration Programme) (MDRP) 
en la Región de los Grandes Lagos de África Central 

El proceso del MDRP y el fondo fiduciario MDRP, coordinado por el Banco Mundial, constituye un intere- 
sante ejemplo de mecanismo de coordinación para la comunidad internacional en el ámbito del desarme, 
la desmovilización y la reintegración de excombatientes. La necesidad de establecer un marco global para 
la reforma del sistema de seguridad dentro de un solo país puede conllevar retos para garantizar la finan- 
ciación a medio y largo plazo procedentes de la comunidad internacional; y los enfoques adoptados para 
una situación concreta podrían socavar una perspectiva a largo plazo de la reforma de la seguridad. Con el 
Programa de Desmovilización y Reintegración Multipaís, los proyectos se financian si se presentan obje- 
tivos generales acordados por el consejo de dicho programa, del cual forman parte representantes de las 
comunidades donantes, de los Gobiernos nacionales de la Región de los Grandes Lagos y profesionales 
expertos en programas de desarme, desmovilización y reintegración. Un proceso similar sería una iniciativa 
innovadora en el seno de la reforma del sistema de seguridad y apoyaría una perspectiva compartida a largo 
plazo del proceso de reforma. Para que sea eficaz, sería necesario que se estableciera una división clara de 
las funciones y responsabilidades entre quienes coordinarían el fondo y evaluarían las actividades, y quienes 
trabajarían en la ejecución del programa/proyecto. 


Manual del CAD-OCDE sobre la reforma del sistema de seguridad - ISBN 978-92-64-03738-0 © OCDE 2007 


283 





La utilización de fondos fiduciaros muiti-donante puede constituir un medio adecuado para de- 
sarroilar metas compartidas y garantizar una coordinación mayor de los esfuerzos que realizan ios 
donantes para apoyar los procesos de reforma del sistema de seguridad. El ejemplo del Programa de 
Desmovilización y Reintegración Multipaís presentado en el Cuadro 8.8 demuestra cómo se pueden 
utilizar este tipo de fondos de confianza en los procesos de reforma del sistema de seguridad, y cómo 
ayudan estos fondos fiduciarios a la armonización y acuerdo incluso a escala regional. 

6.5 Mecanismos de coordinación a nivel país 

Los esfuerzos de coordinación se deben concentrar en fomentar enfoques coherentes con los ob- 
jetivos fundamentales. Sean cuales sean los mecanismos establecidos, la coordinación no debería 
inhibir las respuestas inmediatas o la innovación planteada por donantes individuales. Los donantes 
deben estar de acuerdo en el marco estratégico en cuyo seno realizan sus operaciones de acuerdo 
con sus propias ventajas comparativas, a la vez que trabajan juntos. Esto recalca el valor de incluir 
consideraciones sobre seguridad y justicia en los marcos de desarrollo nacional o Documentos 
Estrategia para la Reducción de la Pobreza (Poverty Reduction Strategy Papers). En los Estados 
frágiles, las Matrices de Resultados de Transición pueden ayudar a identificar prioridades clave, a 
medir los primeros resultados, a proporcionar un marco para los programas de ayuda y las iniciativas 
de constitución de la capacidad y a servir como vehículo de la coordinación de los donantes. 

Este Manual pretende ayudar a mejorar la coordinación de los donantes de la reforma del sistema de 
seguridad al proporcionar: 

• Un entendimiento común de la índole política de la reforma del sistema de seguridad, que obliga 
a los donantes y a las agencias de desarrollo a adoptar un enfoque coordinado a las cuestiones 
delicadas (Sección 2). 

• Un marco común de análisis firmado por los donantes que es global en cuanto a las cuestiones 
relacionadas con la gobernabilidad, la situación y el desarrollo de la capacidad (Sección 3). 

• Un proceso común de programación de la reforma del sistema de seguridad y las principales fa- 
cetas de un enfoque de desarrollo para apoyar los procesos de reforma del sistema de seguridad 
(Sección 4). 

• Un proceso de desarrollo de una estrategia común acordada entre los donantes, los Gobiernos 
socios y la sociedad civil. 

La Unión Europea, en su documento conjunto sobre la reforma del sistema de seguridad para la 
República Democrática del Congo presentada ante la Comisión Política y de Seguridad de la Uni- 
ón Europea (diciembre de 2006), propone la creación de una estructura de coordinación práctica 
para facilitar la armonización de la comunidad internacional en torno a los principios clave de la 
reforma del sistema de seguridad y el acuerdo con las necesidades de reforma de la seguridad y 
la impartición de justicia del Gobierno de la República Democrática del Congo. Reconocer que la 
reforma del sistema de seguridad es una cuestión política que requiere coordinación entre todos 
los estamentos del Gobierno, que la estructura incluye un comité ejecutivo de nivel político, dirigido 
por el Primer Ministro, formado por funcionarios del Gobierno de la República de alto nivel y por la 
comunidad internacional a nivel diplomático. Este organismo coordinador está apoyado por grupos 
técnicos de trabajo dedicados a cuestiones como el mantenimiento del orden, el Estado de Derecho, 
la reforma del sistema de defensa y el control y la transparencia democráticas. Si no se limita a 
facilitar el necesario apoyo a nivel político de la reforma del sistema de seguridad, sino que garantiza 
que el apoyo proporcionado por la comunidad internacional está de acuerdo con las prioridades del 
Gobierno y los compromisos de la Declaración de París sobre Eficacia de la Ayuda. 
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Lista de control: Preguntas útiles para la gestión de programas de ayuda a la reforma del sistema de 

seguridad 

• ¿Se han tenido en cuenta todas las opciones de gestión del programa? 

• Si se está subcontratando la ejecución, ¿la organización tiene capacidad suficiente para garantizar un 
control eficaz y un compromiso político? 

• ¿Se dispone de algún sistema para realizar el seguimiento de la ejecución del programa de ayuda de tal 
forma que se garantice su relevancia en una situación cambiante? 

• ¿Se está elaborando un informe en el que se reflejen los acontecimientos más importantes y los cambios 
políticos que explican las decisiones tomadas e informan las revisiones y evaluaciones? 

• ¿Se ha desarrollado una estrategia de comunicaciones para mantener informados a las principales partes 
interesadas? 

• ¿Existen estructuras para la coordinación de los donantes que se puedan utilizar en el trabajo sobre la 
reforma del sistema de seguridad, o se necesitan mecanismos nuevos? 


Cómo se conecta esta sección con el resto del manual 

Esta sección ha presentado los papeles centrales (pero distintos) que representan el seguimiento, revisión y 
evaluación a la hora de conseguir que el apoyo de los donantes a la reforma de la seguridad y la justicia sea 
más eficaz. Estos tres elementos, así como las cuestiones relacionadas con la coordinación de los donantes, 
deben incorporarse en el diseño de los programas de los donantes (véase Sección 4). 


Caso 8.1 

Gestión de los programas de los donantes - revisión del apoyo del 
Reino Unido a la reforma del sistema de seguridad en Sierra Leona 

Contexto 

Sierra Leona es uno de los países más pobres del mundo que ha sufrido muchos años de conflicto. 
El Reino Unido viene apoyando desde 1 999 todo un abanico de iniciativas para este país relacionadas 
con la reforma del sistema de seguridad. Actualmente, en su tercera edición, el Programa de Reforma 
del Sector de la Seguridad de Sierra Leona (Sierra Leone Security Sector Reform Programme) 
(SILSEP) fundado por el DFID del Reino Unido se ha centrado en el apoyo al desarrollo institucional 
del Ministerio de Defensa y de la Oficina Nacional de Seguridad. Este enfoque institucional pre- 
tende mejorar la gestión y la gobernabilidad del sector de la seguridad de acuerdo con los principios 
democráticos de control civil. Estas iniciativas están complementadas por el apoyo a la reforma 
de las Fuerzas Armadas de Sierra Leona, especialmente a través del Equipo de Formación para el 
Asesoramiento Militar (Military Advisory Training Team), y del Programa de Desarrollo del Sector de la 
Justicia (Justice Sector Development Programme) del DFID. 

Punto de partida 

Como programa del DFID, SILSEP III está estructurado en torno a un marco coherente que define 
la meta y los objetivos del programa e identifica los indicadores verificables acordados para medir 
el progreso. Hacia la mitad del programa a tres años se necesita una revisión “de los resultados al 
propósito” para evaluar las recomendaciones de la prestación y provisión en su dirección y enfoque 
futuros. 

Lecciones aprendidas 

Uso de equipos multidisciplinares - El equipo de revisión estaba formado por individuos con compe- 
tencia en los ámbitos de la defensa, la inteligencia, el análisis estratégico, la policía y la impartición 
de justicia. Esto permitió que el personal del programa infundiera confianza y credibilidad ante los 
socios. El equipo recibió el beneficio de contar entre sus miembros a personas que habían adquirido 
una experiencia previa trabajando en cuestiones relacionadas con estos temas en Sierra Leona, 
además de incorporar a otros que aportaban nuevas perspectivas. Sin embargo, a pesar de tratarse 
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de un equipo relativamente numeroso, carecía de ia competencia específica en el ámbito dei segui- 
miento y ia evaluación que les habría ayudado a adoptar un enfoque de la revisión más eficaz en 
cuanto a la coordinación y estructuración. 

Ser constructivos, apoyar a los gestores de los programas y colaborar con las personas que los ponen 
en práctica y ayudar a ejecutores a conseguir los objetivos - La revisión se centró en el desarrollo de 
recomendaciones constructivas y realistas en contacto permanente con quienes realizaban el trabajo 
sobre el terreno. La mayor parte de las partes interesadas, tanto de Sierra Leona como del Reino 
Unido, lo consideraron una oportunidad más que una amenaza y, a través de este enfoque de colabo- 
ración, se pudo influir eficazmente en la dirección futura del programa. De hecho, los miembros del 
equipo de revisión trabajaron junto al personal del programa para desarrollar ideas de manera que el 
siguiente programa constituyese una actividad de continuación directa. Sin embargo, al no realizar 
la revisión en asociación oficial con una institución local, se perdió la oportunidad de desarrollar la 
capacidad nacional de seguimiento y evaluación. 

Evaluar la coherencia con iniciativas más amplias - Una cuestión clave consistía en analizar cómo 
podía el SILSEP realizar actividades más acordes con otras iniciativas relacionadas en niveles más 
amplios. El equipo de revisión pasó la primera semana trabajando en asociación con un equipo 
UNDP; este último estaba realizando un análisis que servirla de base para la diseño del proyecto de 
su siguiente programa. También se dirigieron los esfuerzos a trabajar en estrecha colaboración con el 
Programa de Desarrollo del Sector de la Justicia para buscar posibilidades de coordinación, colabo- 
ración y coherencia entre estos programas relacionados. 

Superar las instituciones y evaiuar el impacto - Dada la naturaleza del programa SILSEP, el equipo 
de revisión se dirigió a un enfoque centrado en analizar el progreso en relación con el desarrollo ins- 
titucional. Aunque esto resultaba positivo para los términos de referencia de la revisión, llevó a los 
miembros del equipo a pasar la mayor parte del tiempo en Freetown, la capital, comprometiéndose 
con los socios que trabajaban en el sistema de seguridad. Se pasó muy poco tiempo fuera de esta 
ciudad y mucho menos estableciendo compromisos reales con las comunidades locales, los autén- 
ticos beneficiarios del programa. Esto llevó a que el equipo de revisión tuviese grandes dificultades 
para realizar análisis adecuados de los impactos generales del programa en relación con la creación 
de un entorno en el que la gente se sienta protegida y segura y en el que sea posible el desarrollo 
sostenible. 

Impacto 

Los impactos de la revisión han sido positivos en cuanto al apoyo al programa, a un compromiso 
más amplio y profundo en el conjunto del sistema de seguridad de Sierra Leona y a una mayor 
comprensión de la necesidad de fuerte coherencia entre los programas dirigidos a mejorar la 
prestación de los servicios de seguridad e impartición de justicia. El resultado ha sido que el pro- 
grama de continuación propuesto, el SILSEP III, disfrutará de un período de planificación más largo. 
Promoverá un enfoque dirigido a nivel local y hacia el sector en su totalidad, considerándose la 
sostenibilidad como una cuestión fundamental, y centrándose en ayudar al Gobierno de Sierra Leona 
a dar respuesta a las prioridades clave que ha identificado a través del proceso de revisión de su 
sistema nacional de seguridad. 
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SIERRA LEONA: Niño soldado comprobando la documentaoión en un control de carreteras durante la guerra civil 


Caso 8.2 

Comunicación y difusión de la reforma del sistema de seguridad en 
Kosovo 

Contexto 

La Resolución 1 244 de las Naciones Unidas situó a Kosovo bajo la administración de las Naciones Uni- 
das en 1999, tras la campaña de bombardeos de la OTAN que acabó con el conflicto que existía en- 
tre la población albanay el régimen de Serbia presidido por Slobodan Milosevic. A partir de entonces, 
Kosovo ha atravesado dos procesos de elecciones al Parlamento y otros dos a representantes 
locales que han creado las Instituciones Provisionales para el Autogobierno (Provisional Institutions 
of Self Government) (PISG), a las cuales se va transfiriendo cada vez mayor control. Actualmente se 
está desarrollando una Revisión Interna del Sector de la Seguridad de Kosovo (ISSR) para definir las 
necesidades en este ámbito y analizar la capacidad institucional que se requiere para dar respuesta 
a las amenazas mediante un proceso de consulta que implica a ciudadanos y expertos locales. Esta 
revisión interna del sistema de seguridad ha constituido uno de los esfuerzos más ambiciosos y 
generales llevados a cabo en los últimos años en el ámbito de la reforma del sistema de seguridad, 
tanto en alcance como en metodología. 

Punto de partida 

Uno de los principios más importantes que guían la revisión interna del sector de la seguridad de 
Kosovo ha sido la fuerte implantación de la apropiación pública. La meta era garantizar que todas las 
comunidades de Kosovo no sólo estuvieran interesadas, sino que tuvieran la oportunidad de com- 
prometerse con el proceso de revisión. La campaña trató de intensificar el nivel de debate público 
sobre el tema de la seguridad, y de impulsar la responsabilidad de las instituciones relacionadas con 
la seguridad en Kosovo y el proceso de elaboración de políticas. Bajo el eslogan “Da tu opinión”, el 
Equipo de Comunicación de la Revisión Interna del Sistema de Seguridad abrió diversos canales a 
través de los cuales podía contribuir la población, entre los que se cuentan: 1) encuestas de opinión 
pública realizadas en ochocientos hogares, 2) grabación de los comentarios de diversos ciudadanos 
reunidos en el autobús de promoción de la campaña “Da tu opinión” que viajó por zonas urbanas y 
rurales de Kosovo, 3) urnas para introducir comentarios situadas en todos los edificios municipales 
o en los centros culturales en las zonas habitadas por grupos minoritarios, 4) correos electrónicos 
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enviados directamente a la dirección del programa de Revisión Interna del Sistema de Seguridad, 5) 
llamadas telefónicas a una línea de atención permanente del programa, 6) cuestionarios cumplimen- 
tados por ciudadanos anónimos, 7) debates públicos sostenidos entre figuras clave de la seguridad 
de Kosovo en torno a las cuestiones planteadas por el informe del programa, 8) programas de radio 
y televisión emitidos desde emisoras locales y nacionales con participación activa por parte de los 
oyentes y telespectadores, 9) reuniones en los ayuntamientos con el patrocinio de la OSCE en todos 
los municipios de Kosovo. 

Lecciones aprendidas 

Apropiación - El éxito de la reforma del sistema de seguridad depende de hasta qué grado la población 
local ha dirigido desde el principio el proceso. Las campañas en los medios de comunicación y de 
difusión deben reflejar esa apropiación a través de las personalidades locales y de los políticos clave 
que se considera que han dirigido el proceso; los medios de comunicación y los mensajes que se 
difundan deben manifestar una misma opinión. La estrategia de comunicación, diseñada en total 
cooperación con la población local tiene que ser elaborada y ensayada por diversos grupos de referen- 
cia representativos de las distintas comunidades étnicas. 

Adaptar ei mensaje a ia audiencia - La eficacia de las estrategias de comunicación y difusión tiene 
que tener en cuenta a los distintos grupos de audiencia: sus antecedentes, intereses y temores. Las 
modalidades del mensaje y la difusión se tienen que formular de acuerdo con la cultura y la situación 
a la que se dirige. 

No suscitar expectativas - Es de esperar que una iniciativa de difusión a gran escala dirigida a garanti- 
zar la completa apropiación del proceso por parte de la población suscite grandes expectativas, que es 
posible que la comunidad internacional (a causa de la falta de fondos o de las circunstancias políticas) 
no colme. 

Impacto 

En este momento es demasiado pronto para analizar todo el alcance de la repercusión de la iniciativa 
de difusión. Sin embargo, unas ochocientas personas han participado en las reuniones de consultas 
de los ayuntamientos, setecientas han tomado parte en los debates televisivos en ei canal de televisión 
más popular, se han distribuido veinte mil folletos entre los habitantes de las zonas urbanas y rurales 
y se han colocado unos setenta carteles a lo largo de las carreteras de Kosovo, tanto principales 
como secundarias, además de los cerca de ochocientos anuncios de televisión que han animado a la 
población ha “decir sobre la seguridad” lo que quiera. Un autobús del programa de Revisión Interna 
del Sistema de Seguridad ha recorrido Kosovo a lo largo de tres meses reuniendo entradas a través 
de mensajes de vídeo grabados, recepción de cartas y respuestas a cuestionarios. Además cuarenta 
buzones de sugerencias fueron colocados en lugares públicos como método para recoger comentarios 
anónimos. Se recibieron resultados cuantitativos de 1039 cuestionarios recibidos por la ISSR. 

Tabla 8.2 ¿Qué actividades pueden ser computadas como AOD? 

La cooperación técnica proporcionada al Parlamento, los Ministros del Gobierno, las 
agencias de imposición del cumplimiento de la ley y la magistratura para ayudar a revisar 
y reformar el sistema de seguridad de forma que mejore la gobernabilidad democrática 
y el control por parte de la sociedad. La cooperación técnica proporcionada al Gobierno 
para mejorar la supervisión de la sociedad y el control democrático de los presupuestos, 
gestión, responsabilidad y auditoría de los gastos de seguridad, donde se incluyen los 
presupuestos destinados al ejército como parte de los programas de gestión del gasto 
público. Las acciones presupuestarias dirigidas a mejorar el control democrático de los 
fondos destinados a la financiación del sistema de defensa y como parte de los progra- 
mas de gestión del gasto público, a diferencia, por ejemplo, de la aportación de coopera- 
ción técnica con el ejército para introducir un nuevo sistema de nóminas. 

»> continúa 


Gestión y reforma 
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Tabla 8.2 


¿Qué actividades pueden ser computadas como AOD? 


Prevención de 
conflictos civiles y 
construcción de la 
paz 

Apoyo a actividades civiles relacionadas con la construcción de la paz, prevención y 
resolución de conflictos, incluyendo la construcción de la capacidad, el seguimiento, 
diálogo e intercambio de información; ayuda a la sociedad civil para incrementar su com- 
petencia y capacidad de escrutinio del sistema de seguridad de tal forma que éste sea 
gestionado de acuerdo con las normas y principios democráticos de rendición de cuentas, 
transparencia y buena gobernabilidad. En este apartado se incluyen las ONG y otras 
organizaciones de la sociedad civil, los medios de comunicación, las universidades y las 
instituciones dedicadas a la investigación. Excluye la formación en capacidades militares. 
También queda excluida la ayuda a Ministerioss de defensa o fuerzas armadas, dado que 
forman parte del Gobierno, no de la sociedad civil. 

Construcción de la 
paz post-conflicto 
(Naciones Unidas) 

Participación en la fase de construcción de la paz post-conflicto de las operaciones de 
paz de las Naciones Unidas (actividades como seguimiento del respeto a los derechos 
humanos y de los procesos electorales, rehabilitación y desmovilización de soldados, 
rehabilitación de las infraestructuras nacionales básicas, seguimiento o reconversión de 
los administradores civiles y de las fuerzas de policía, formación en los procedimientos de 
control de aduanas y fronteras, asesoramiento o formación en política de estabilización 
fiscal 0 macroeconómica, repatriación y desmovilización de los grupos armados y des- 
trucción de las armas que poseen, apoyo a la limpieza de campos de minas). 

Desmovilización y 
desarme 

Integración en el sistema económico del personal militar desmovilizado, conversión de 
las instalaciones de producción de entradas militares en civiles; cooperación técnica 
destinada al control, prevención y/o reducción de la proliferación de armas pequeñas y 
ligeras (véanse más abajo las actividades relacionadas con las armas pequeñas y ligeras 
que quedan cubiertas). 

Niños soldado (pre- 
vención y desmovi- 
lización) 

Cooperación técnica dirigida al Gobierno (y ayuda a las organizaciones de la sociedad 
civil) para apoyar y aplicar la legislación elaborada para evitar el reclutamiento de niños 
en el ejército, y para desmovilizar, desarmar, reintegrar, repatriar y volver a establecer a 
los niños soldados. Ayuda para mejorar las oportunidades educativas y de empleo de 
los niños de forma que se abandone su reclutamiento como soldados y para constituir la 
capacidad (defensa incluida) para que el Gobierno civil y la sociedad civil eviten que los 
niños entren en el ejército. Por otro lado, el apoyo directo a las fuerzas armadas no está 
incluido. También queda excluida la ayuda que contribuya al fortalecimiento de la capaci- 
dad militar o de lucha de las fuerzas armadas. 

Gestión económica 
del sector público 

Fortalecimiento de la responsabilidad económica y de gestión; gestión del gasto público; 
mejora de los sistemas de gestión económica; procedimientos de análisis de impuestos; 
elaboración de los presupuestos; auditorías sobre el terreno; medidas contra el despilfarro, 
el fraude y la corrupción. 

Desarrollo legal y 
judicial 

Desarrollo constitucional, borradores legales; fortalecimiento institucional de los sistemas 
legal y judicial; formación y educación legales; asesoramiento y servicios legales; preven- 
ción del delito. 

Administración del 
Gobierno 

Sistemas de gobierno entre los que se cuentan el Parlamento, el Gobierno local, la des- 
centralización; servicio civil y reforma del mismo. Incluye los servicios generales que debe 
proporcionar el Gobierno (o los que delega) que no quedan especificados en ningún sitio, 
v.g. policía, protección contra incendios y edificios de la Administración. Quedan excluidos 
los trabajos dirigidos a cuestiones relacionadas con la capacidad de defensa o militar. 

»> continúa 
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Tabla 8.2 

¿Qué actividades pueden ser computadas como AOD? 

Fortalecimiento de 
la sociedad civil 

Participación y desarrollo de la comunidad; cooperativas; organizaciones de zonas rurales; 
desarrollo de otros procedimientos e instituciones de participación en la planificación y 
toma de decisiones. 

Armas pequeñas y 
ligeras 

► 

Cooperación técnica para controlar, prevenir y/o reducir la proliferación de armas 
pequeñas y ligeras. Desarrollo de leyes, regulaciones y procedimientos administrativos 
para la orientación, investigación y seguimiento de las políticas; campañas dirigidas a sus- 
citar el interés general sobre las armas pequeñas y ligeras; promoción de la cooperación 
regional y del intercambio de información sobre programas relacionados con ias armas 
pequeñas y ligeras; recuperación y destrucción de armamento. Queda excluida la finan- 
ciación de acciones dirigidas a recuperar armas por la fuerza. También están excluidos los 
compromisos con programas de recuperación y destrucción de armas llevados a cabo por 
personal militar. 

Tabla 8.3 

¿Qué actividades de la RSS no se pueden computar como AOD? 

Determinados as- 
pectos de la reforma 
del ejército 

Queda excluida la ayuda que contribuya al fortalecimiento de la capacidad militar o de 
lucha de las fuerzas armadas. 

Determinados as- 
pectos de la reforma 
de la Policía 

Se puede considerar Ayuda Oficial al Desarrollo la formación de la policía para realizar 
funciones civiles de mantenimiento rutinario del orden, pero no la formación en métodos 
contra la sublevación, la supresión de la disidencia política o la reunión de información sobre 
actividades políticas. 

Actividades en con- 
tra del terrorismo 
y en contra de la 
rebelión 

No está incluida la ayuda que contribuya a incrementar la capacidad contra el terrorismo; 
sin embargo, se podrían incluir las actividades que incrementen la capacidad de control de 
las instituciones, como las instituciones del Parlamento o de control externo. 


Para mayor información sobre ias actividades que se considera AOD elegibie o no, y para conocer ios 
términos exactos de las directivas de esta Ayuda, véase www.oecd.org/dac/stats. 


Notas del lector 
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A Practical Guide for Project Managers and Communication Practitioners, 
http://siteresources.worldbank.org/EXTDEVCOMMENG/Resources/cddcommguidefina.pdf 

Proporciona un útil marco de comunicaciones, presentando paso a paso el proceso de realización de un programa de 
comunicaciones global y estratégico y explicando los conceptos e ideas básicos de una intervención de este tipo 

5. OCDE (1991), DAC Principies forthe Evaluation of Development Assistance, 
http://www.oecd.Org/dataoecd/secure/9/1 1Z31779367.pdf 

6. OCDE (2000), Glossary of Evaluation and Results-Based Management (RBM) Terms, 
www.oecd.org/dataoecd/secure/14/57/31950400.pdf 

7. OCDE (2005), París Declaration on Aid Effectivenes, 
http://www. 0 ecd. 0 rg/d 0 cument/l 8/0, 2340,en_2649_1 5577209_35401 554_1 _1 _1 _1 .OO.html 

8. OCDE CAD NetWork on Development Evaluation, Key documente and publications, 
http://www.oecd.Org/documenV35/0.2340, en_21571361_34047972_31779555_1_1_1_1, OO.html 

9. OECD DAC NetWork on Development Evaluation, Guidance for Managing Joint Evaluations, 
http://www.oecd.org/dataoecd/29/28/37512030.pdf 

Este folleto proporciona orientaciones prácticas para ayudar a los donantes a realizar evaluaciones conjuntas más 
eficaces. Las evaluaciones conjuntas permiten que las agencias de desarrollo y los socios valoren de forma conjunta 
la relevancia, eficacia, eficiencia, sostenibilidad y repercusión de los programas. 

1 0. Sedra, Mark (2006), "Security Sector Reform in Afghanistan: The Slide towards Expediency", International 
Peacekeeping, vol. 13, n° 1. 

Defiende que la agencia de la reforma del sistema de seguridad de Afganistán ha dado un giro, de garantizar la 
gobernabilidad y responsabilidad democráticas del sector ahora trata de llevar al máximo la eficacia de las fuerzas de 
seguridad, lo que supone una amenaza a las metas que subyacen al proceso. 

11. UNDP (2002), Aid Coordination and Management: Considerations, Lessons Learned and Country Examples, 
http://www.aidharmonization.org/download/243241/Aid_Coordination_&_Mangt_(country_examp).pdf 

Ofrece una visión general de las cuestiones relacionadas con la coordinación de la ayuda, utilizando el estudio de los 
casos de países que han empleado diversos mecanismos y esquemas para gestionar los fondos de los donantes, 
examinando las relaciones bilaterales y multilaterales. 

1 2. UNDP, User Guide - Programme Management (incluye una sección sobre la evaluación de los programas), 
http://content.undp.org/go/userguide/results/programme/ 

13. IsitODA? 

http://www.oecd.org/dataoecd/21/21/34086975.pdf 

Folleto del CAD para ayudar al donante a decidir si un determinado gasto computa o no como AOD. 

14. “The Afghanistan Compact” firmado en Londres en febrero de 2006 que incorpora los compromisos de la Declaración 
de París sobre Eficacia de la Ayuda (2005), 

www.cmi.no/afghanistanid=327/?&The-London-Conference-and-the-Afghanistan-Compact) 

El pacto abarca el compromiso de la parte del “Gobierno afgano y de la comunidad internacional para mejorar la eficacia 
de la ayuda que se proporciona a Afganistán de acuerdo con la Declaración de París sobre Eficacia de la Ayuda (2005), 
reconociendo las necesidades especiales de Afganistán y sus implicaciones en el apoyo de los donantes” (véase Anexo 2 
del pacto). 
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CONTACTOS 

Información general sobre el Comité de Ayuda al Desarrollo de la OCDE, véase: www.oecd. 
org/dac 

Para ponerse en contacto con la Secretaría del CAD, escribir a dac.contact@oecd.org 

Información sobre la Red del CAD de la OCDE sobre Conflictos, Paz y Cooperación al De- 
sarrollo. véase: www.oecd.org/dac/conflict 

Para descarga de una copla de este manual Ir a: www.oecd.org/dac/conflict/if-ssr 

Información general sobre la OCDE, póngase en contacto con la centralita principal en: 

tel: +33 1 .45.24.82.00 
fax: +33 1 .45.24.85.00 
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Manual del CAD/OCDE sobre la Reforma 
del Sistema de Seguridad (RSS) 

APOYO A LA SEGURIDAD Y A LA JUSTICIA 

¿Cómo pueden los países proclives al conflicto garantizar una mejor prestación de los servicios 
de seguridad y justicia? ¿Cómo pueden establecer las estructuras y mecanismos que garanticen 
la creación de unas instituciones de seguridad y justicia eficaces y transparentes? Aunque a 
lo largo de la última década se ha realizado un importante trabajo en diversos programas de 
reforma de la seguridad y la justicia, esta publicación llena el vacío que existía en este ámbito. 

El Manual del CAD sobre la Reforma del Sistema de Seguridad: Apoyo a la Seguridad y a la 
Justicia proporciona una serie de orientaciones para llevar a la práctica las Directrices del CAD 
sobre la reforma del sistema de seguridad y gobernabilidad de 2005 y reduce la distancia que 
existe entre la política y la práctica. Recorre de principio a fin el ciclo de los programas de ayuda 
externa y contiene herramientas útiles para impulsar el diálogo sobre los temas relacionados con 
la seguridad y la justicia y para apoyar los procesos de reforma del sistema de seguridad a través 
de las fases de evaluación, de diseño y de ejecución. Además, proporciona nuevas orientaciones 
sobre el seguimiento, la revisión y la evaluación de los programas de reforma del sistema de 
seguridad y subraya la necesidad de garantizar una mayor coherencia entre los distintos actores y 
departamentos implicados en la reforma del sistema de seguridad. 

Este trabajo se dirige tanto a los profesionales del desarrollo como al personal diplomático y al 
personal de los servicios de defensa que trabajan en el apoyo a la reforma de la seguridad y de 
la justicia. Ahora la Red de trabajo del CAD de la OCDE sobre Conflictos, Paz y Cooperación 
al Desarrollo (CPDC) se enfrenta al reto de garantizar que el Manual sobre la Reforma del 
Sistema de Segundad se aplique sobre el terreno. Al fin y al cabo, la seguridad es una cuestión 
fundamental para el sustento de las personas, para la reducción de la pobreza y para lograr los 
Objetivos de Desarrollo del Milenio. 
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